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LIBRO DE TEXTO DE HISTORIA DEL ESTADO Y DEL DERECHO EN CUBA. 
 
AUTOR: Dr. Julio Fernández Bulté 
 
A MANERA DE INTRODUCCIÓN. 

 
El Programa, y en un sentido más general, el enfoque y la misma dimensión y orientación de 
la asignatura Historia del Estado y del Derecho en Cuba datan, sin duda, de la época florida 
en que dirigiera esa asignatura el magnífico profesor Dr. Orestes Hernández Más, quien 
tenía entonces como Auxiliar primero de su cátedra al entonces ya maduro pedagogo e 
historiador, Dr. Julio Carreras Collado. Hablo de los primeros años de la década de los 
sesenta.  
Hernández Más no sólo concibió el programa de la asignatura, sino que redactó algún 
material docente y especialmente, unos Documentos para la Historia del Estado y del 
Derecho en Cuba que han sido reeditados más de una vez. 

Sin embargo, la muerte prematura cortó la carrera académica de Hernández Más y dejó al 
frente de esa asignatura, apenas esbozada, sin soporte bibliográfico suficiente, al Profesor 
Julio Carreras. 
Desde entonces he observado con qué cuidado y escrúpulos Julio Carreras ha mantenido  la 
asignatura dentro de los mismos límites conceptuales en que la situara Hernández Más. 
Explícitamente declaró en ocasión de un debate académico sobre esos límites, que él había 
querido ser muy respetuoso del legado académico del que fuera fundador de la asignatura en 
nuestros currículos. 
Sin embargo, y quiero decirlo pronto, ya desde la década de los setenta y quizás incluso en 
vida de Hernández Más, algunos docentes jóvenes, aunque ya a la sazón con alta categoría 
docente, sostuvimos la defensa de que el Programa de la asignatura estaba 
desproporcionado, brindando una atención desmesurada al lapso correspondiente a la 
conquista y la colonización española. Más tarde sostuve enfáticamente la tesis de que la 
Historia del Estado y el Derecho en Cuba surgían precisamente cuando surgía Cuba como 
nación, es decir, en el batallar de nuestra Guerra Grande o Guerra de los Diez años, y que 
debíamos empezar, por supuesto, por aquellos antecedentes que, en la fragua de la 
nacionalidad primero y la nación después, abrieron el camino a las producciones políticas y 
jurídicas de la época  mambisa, primera época cubana mirado ello desde la perspectiva del 
Estado y del Derecho. Defendía entonces que bastaba un pequeño capítulo introductorio o 
casi recordatorio, que abordara la evolución política y jurídica durante las aludidas conquista 
y colonización, porque en realidad, todavía esa era la Historia del Estado y del Derecho 
español, ahora colonizador en nuestra América, y argumentaba sobre ello recordando que en 
la Segunda Parte de la Historia General del Estado y del Derecho, cuando se examina al 
Estado colonizador español en América, se abordan las cuestiones esenciales de esos 
contenidos. 
Ese debate nunca se cerró y lo que es peor, temo que nunca llegó a abrirse con el rigor y en 
los escenarios académicos que el mismo merecía. En otras discusiones sobre el mismo tema 
la Historia del Estado y del Derecho en Cuba fue ampliándose al tratamiento de épocas y 
cuestiones más recientes. Incluso durante el llamado Perfeccionamiento del Plan de Estudios 
C, en pleno período especial, concretamente en el año 1995 decidió la Comisión Nacional de 
la Carrera de Derecho, extender dicho Programa hasta el año 1976 en que, al promulgarse la 
Constitución Socialista, culminaba ―el período de la provisionalidad política‖ según palabras 
del Cro. Fidel en el Informe al Primer Congreso del Partido Comunista de Cuba en finales de 
1975. 
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Reitero que antes, en diferentes debates, casi siempre en sesiones científicas, fuimos 
enriqueciendo el contenido programático de esta asignatura, pero el inicio del Programa 
quedó incólume. El Profesor Carreras se mantuvo como un delicado conservador de la 
memoria del que había sido su colega y jefe académico. 
Sin embargo, como no había quedado un texto de la asignatura, Julio Carreras,  avanzando 
más allá de donde había llegado Hernández Más, escribió  el texto de Historia del Estado y 
del Derecho en Cuba, editado y reeditado varias veces, bien por la Editora Pueblo y 

Educación, bien por la ―Félix Varela‖ o creo que incluso por la de Ciencias Sociales. 
Ese ha sido el texto básico de la asignatura durante más de 35 años.  
Pero en realidad siempre ha pesado como una sombra sobre el mismo la vieja polémica, la 
determinación de sus límites y, peor aún, lo voluminoso del mismo, lo descarnado de algunas 
de las informaciones que en él se contienen. 
Si se quiere que sea totalmente sincero y hasta duro en la descripción, debo decir que, en 
términos generales, ha sido una asignatura que no ha gustado al alumnado y un texto que se 
ha asumido con cierto temor, para algunos casi con terror. 
Y he aquí que desde que empezó el trabajo por lograr el Plan C, hace ya unos cuantos años 
de ello, aparecieron las primeras proposiciones explícitas de que se escribiera un nuevo texto 
de HGED en Cuba. Algunos me pidieron directamente que acometiera esa tarea; otros y 
entre los que me contaba, esperamos que fuera el mismo Profesor Julio Carreras quien se 
deshiciera del viejo libro y nos trajera uno más breve, didáctico, fresco y contenido en límites 
más aceptados científica y pedagógicamente. 
Más de una vez se invitó a Carreras a empezar tal labor, pero muy pronto comprendí que en 
él no estaba obrando una formal obediencia al viejo Programa, sino que ya se había 
convertido éste en su perspectiva personal de la Historia del Estado y del Derecho en Cuba y 
le sería muy difícil romper con la misma.  
Las invitaciones a escribir el nuevo texto de HEDC aumentaron cuando se produjo el aludido 
proceso de Perfeccionamiento del Plan C. 
Y junto con esas invitaciones, cada vez más perentorias, surgieron mis luchas interiores. Yo 
era un convencido de que hacía falta esa nueva obra. Incluso sostenía la consideración de 
que la misma no tenía por qué abrogar, ni podía abrogar  la obra ya clásica de Julio Carreras, 
sino sólo complementarla como libro de texto de fácil consulta. 
Mis viejos puntos de vista, quizás cargados de alguna juvenilia, se fortalecieron sin embargo 
con nuevas apreciaciones sobre lo que podría ahora calificar como una visión muy 
determinada ya de la filosofía de nuestra historia. Pero nada de ello me decidió a empezar la 
tarea. 
Dos obstáculos se alzaban ante mi como insalvables: de un lado lo complejo y riguroso del 
tema; mi ignorancia en largos períodos de esa Historia del Estado y del Derecho, lo difícil que 
tenía que ser conciliar en la misma no sólo el Derecho positivo que se hubiera creado, sino 
las ideas políticas y jurídicas que florecieran, siempre pugnases, en algunos períodos. No 
hacerlo así hubiera sido negar, después de viejo, mis más firmes puntos de vista sobre la 
Historia del Estado y del Derecho, los cuales habían sido enfáticamente sostenidos en mi 
Historia de las Ideas Políticas y Jurídicas, tanto en el primero como en el segundo tomo 
dedicado a Roma, pero sobre todo habían sido recogidos en la última edición de la HGED 
Primera y Segunda Partes. Es decir, me estremecía siempre de temores ante una obra que 
podía ser demasiado grande para mi saber y mis menguadas fuerzas, y que podía 
distraerme de otras emprendidas en el campo de la Teoría del Estado y del Derecho, la 
Filosofía del Derecho o el mismo Derecho Romano, y dentro de las cuales me sentía mucho 
más cómodo intelectualmente. 
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Y el segundo obstáculo, verdaderamente insalvable durante muchos años, era la figura 
querida, respetada y admirada del Profesor Julio Carreras Collado. Lo menos que hubiera 
querido en mi vida hubiera sido ofender, lastimar o siquiera preocupar al viejo amigo, al 
sincero colega de cátedra, al hombre entero que hay en ese profesor que es Julio Carreras 
Collado. 
Temía que la redacción de una nueva obra, más sintética, más sencilla, de límites más 
cerrados, fuera vista como manera de acabar con la herencia científica de Carreras en ese 
espacio en el que ha brillado absolutamente durante casi cuarenta años.  
Sin embargo, tal idea hubiera sido ridícula cuando menos. Las investigaciones de Julio 
Carreras, sus aportes historiográficos, sus criterios históricos, sus puntos de vista 
pedagógicos forman ya un depósito académico que sólo majaderos o malsanos pudieran 
querer ignorar. No creo contarme entre unos ni otros. 
Ahora, al advenir el año 2002 estamos ante realidades tremendas: Julio Carreras está más 
viejo, con más deteriorada salud y es presumible que ya no podamos darnos el gustazo de 
asistir a sus clases singulares en que montaba una mayéutica especial en diálogo 
insospechado con los alumnos; clases que desconcertaban a los novicios pero también a los 
metodólogos del Ministerio de Educación Superior, pero que nos hacían gozar a quienes 
sabíamos por qué caminos andaba Carreras. 
Estamos acuciados además de montar nuevamente los cursos de trabajadores, donde 
estudiarán, de inicio, los egresados de los Cursos de Trabajadores Sociales, y todo ello exige 
no sólo revisar pedagógicamente cómo avanzar en esas nuevas tareas, sino también y sobre 
todo, cuál va a ser el soporte bibliográfico para esos estudios. 
Y nuevamente se me ha acuciado: ―Es importante hacer un material de estudio de HEDC 
más sencillo, que no elimine sino que redimensione la obra de Carreras‖ 
Y dentro de esos límites específicos, bajo esas determinantes esenciales he comenzado a 
teclear estas líneas de lo que quizás llegue a ser –todavía no lo puedo asegurar—el nuevo 
texto de HEDC. 
Lo quiero decir categóricamente: esta obra no pretende sustituir, no digo ya el libro conocido 
de Carreras, lo cual sería pretencioso y casi ridículo, sino menos todavía sus más de sesenta 
años dedicados a la investigación histórica en Cuba; su enorme experiencia en la enseñanza 
de estos temas, su conocimiento descomunal de épocas, hechos y personas. Dicho rápido y 
claro: jamás pretendería sustituir el saber condensado en las obras de Julio Carreras, las 
cuales serán, por siempre, junto a otros materiales casi sagrados de nuestro acervo histórico, 
fuentes obligadas para estudiantes y estudiosos. 
De otro lado, quiero dejar constancia de que este libro se quiere hacer bajo la advocación y 
la devoción a Julio Carreras Collado, maestro de maestros, profesor de profesores, de quien 
todos aprendimos si teníamos el ánimo presto y la conciencia limpia para hacerlo. 
Una nota Introductoria no es lugar idóneo para decir cosas que requieren otros espacios y 
hasta ciertas intimidades. Pero quiero declarar enfáticamente que todas las virtudes de 
Carreras Collado se cimientan en su hombría, en ser no sólo un buen colega, sino alguien 
que fue siempre fiel a su hombradía de bien, a su decoro, a su honradez y su limpieza moral. 
Queriendo ser fiel a esa hombradía y a la sincera amistad que nos ha unido durante más de 
treinta años, asumo escribir este libro que sólo pretende servir de rápida consulta y fácil 
manejo bibliográfico y que se coloca, respetuoso y casi tímido, en un lugar de segunda en el 
armario donde el texto de Carreras ocupe siempre el primer lugar. 
Desde otro punto de vista quiero decir que algunos se sorprenderán de que no haya sido 
cancelado el famoso capítulo sobre la conquista y menos sobre la colonización. Podrá 
pensarse que una cosa piensa el borracho y otra el bodeguero y que cuando podía hacer 
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cómoda oposición académica, me postulaba contra esos contenidos, pero ahora, obligado a 
organizar un programa, me veo prisionero de sus contenidos y los renuevo. 
Esa apreciación no sería del todo falsa, pero no es la esencial. Realmente decidí 
categóricamente mantener un capítulo dedicado a la dominación colonial española porque, 
como siempre, la historia se piensa y se escribe desde el presente y resulta que nuestro 
presente nos llena de lecciones que no he querido desaprovechar. Después de los 
acontecimientos del 11 de septiembre del año 2001, todo parece haber cambiado y en 
sentido terrible. Es como si el mundo hubiera completado el viraje sobre una bisagra 
tenebrosa: ha sido un viraje no sólo hacia la derecha, sino hacia las penumbras absolutas; de 
cancelación de los valores y los principios que parecían incuestionables hace apenas unas 
décadas. Fuimos testigos no sólo de una guerra increíble, de la más grande potencia militar y 
económica del orbe, contra un país cien veces más pobre, analfabeto, desamparado e 
indefenso, sino que por si fuera poco estamos viendo como esa gran potencia se alía con 
sus viejos amigos de siempre y con otros que le surgen novedosos, presurosos por uncirse al 
carro de las degradaciones y las humillaciones y desencadena una brutal agresión contra 
Irak, burlando despreciativamente a las mismas Naciones Unidas y escarneciendo a la 
humanidad civilizada.. Estamos en un alucinante momento en que viejos colonizadores, no 
lejanos esclavistas, resurgen como ave Fénix y renuevan el vuelo desde sus cenizas. Es un 
vuelo macabro. En los mismos Estados Unidos se han cancelado virtualmente los Derechos 
Civiles;  la Constitución norteamericana, viejo paradigma de los llamados padres fundadores, 
ha sido escarnecida y violada, más de una vez. Todo el poder, que se quiso que fuera 
compartido, se ha concentrado en las manos de una verdadera camarilla de guerreristas, 
halcones, violentos ―Rambos‖ que sólo piensan en términos vindicativos y, tristemente, con 
los viejos cálculos de sus cercanos antecesores esclavistas y colonizadores, con los viejos 
intereses económicos de aquellos. A la cabeza de esa verdadera turba descuella un señor 
inepto, balbuciente, desmañado, torpe y de dudosa  valentía, que advino hace muy poco a la 
soberbia Casa Blanca como un vulgar muñidor de violentas elecciones en cualesquiera de 
las peyorativamente llamadas ―repúblicas bananeras.‖ 
¿ A dónde vamos? ¿ A dónde nos pueden conducir estos enfrentamientos entre talibanes, 
puesto que tan talibanes ensombrecedores son los fundamentalistas musulmanes que se 
agazapaban en Afganistán, como los que desde el Pentágono lanzan brutales andanadas de 
las más modernas armas de exterminio.? 
La respuesta es evidente. Si ellos dictan las leyes de esta historia que se está escribiendo 
entre sangre y penumbras, el mundo marcha, inexorablemente, hacia una nueva era de 
fascismo, sólo que ahora globalizado, totalizado, defendido y sostenido por las más grandes 
potencias económicas y militares de la historia de la humanidad. 
Y como prueba de que no exagero allí está el aturdido y escarnecido pueblo norteamericano; 
embrutecido pueblo, inculta masa de gente a las que se enriqueció por fuera y se secó por 
dentro, gritando ahora histéricamente consignas patrioteras y vengativas, sin percatarse de 
que les están robando todo aquello que creyeron que era lo más valioso de su historia. Pero 
la venganza, el chovinismo y la ignorancia predominan. En ocasiones he temido que si Busch 
en uno de sus inocuos discursos extendiera el brazo, a la manera hitleriana, no sería 
sorprendente ver a los cándidos y absurdos norteamericanos saludarlo como se saludaba al 
Führer. 
El malogrado historiador francés, Marc Bloch nos recordaba al gran maestro Michelet, que en 
el siglo XIX había escrito a la cabeza de su hermoso libro El pueblo, estas frases singulares: 
―Quien quiera atenerse al presente, a lo actual, no comprenderá lo actual‖ 
El entendimiento del presente exige, ya parece algo fuera de toda duda, entender el pasado, 
las raíces, los surgimientos. El presente nos es asequible en la misma medida en que 
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aprovechamos el acervo de lo vivido, en la medida en que conocemos el camino por el que 
arribamos; sus curvas y sus sorpresas. Era el mismo Bloch el que gustaba repetir aquel viejo 
adagio árabe que recordaba que ―Los hombres se parecen más a su época que a sus 
padres‖, pero es el caso que cada época está teñida por las tonalidades que les dieron sus 
padres, y cuando los  hombres creemos ser autóctonos, novedosos, insólitos incluso, 
pareciéndonos más a nuestro mundo que a nuestros antecesores, estamos dibujando ese 
mundo con los pinceles y los valores cromáticos que nos legaron nuestros padres. 
Por demás, el pasado sólo puede ser entendido o incluso estudiado si partimos de una 
conciencia básica de las condiciones de nuestro presente. Creo que no haya que recordar a 
Edward Hallet Carr, quien nos señalaba en ¿Qué es la Historia?, que el historiador escoge 
los hechos, los ordena, los evalúa e incluso los acredita como tales. Dicho como lo he hecho 
otras veces: ni la ciencia—y agrego ahora—ni la Historia son inocentes. Están escritas, 
pensadas y asumidas desde una posición que, como quiera que se entienda, supone 
siempre un cierto compromiso. Aún cuando trata de ser evasiva. 
Por eso no me oculto para decir que este libro o librito de Historia del Estado y del Derecho 
en Cuba está escritos desde la ira. Con la cólera recorriendo toda mi inteligencia, con la 
vergüenza de intelectual progresista que ha visto advenir el siglo XXI en medio, primero  de 
acciones terroristas injustificadas, que sólo podían beneficiar a los enemigos de los pueblos, 
y después en medio de dos guerras fascistas, organizadas en la más desfachatada 
comparsa de países y gobernantes que se lanzan a lamer las botas del colérico amo del 
norte. 
No me ha costado demasiado trabajo encontrar en muchos de los personajes de hoy, a los 
viejos esclavistas, a los anteriores colonialistas, a los que pisotearon la dignidad y la 
inteligencia humana en plenos siglos XVII, XVIII y XIX; a los que vinieron, escarnecedores, a 
imponer su dominio colonial o neocolonial cuando se abría paso el XX.  
Entonces me pareció indispensable, para entender bien nuestro presente, para saber dónde 
estamos, qué somos, por qué somos de tal manera y a dónde podemos y debemos ir, 
recurrir nuevamente al recuerdo de los caminos andados, de los sufrimientos vividos, de las 
experiencias aprendidas. 
Un lugar especial he querido brindarle al estudio del brutal e injustificable régimen esclavista 
en Cuba. Julio Carreras Collado era nieto de una mujer que alcanzó la libertad gracias a la 
Ley de Vientres Libres, de 4 de junio de 1870, que estuvo muy lejos de ser una pragmática 
honrada y dictada por nobles ideales, dado que es fácil comprender que fue el resultado de 
una grosera maniobra del régimen colonial español. Yo, sin embargo, soy eso que los 
simplones llaman ―un tipo blanco‖. Sin embargo, asumo con altanería y soberbia mi 
mestizaje. Me declaro, consciente totalmente de mis raíces, hijo de este pueblo mestizo, 
americano hasta los últimos rincones de mis entrañas; tercer mundista por convicción, 
marxista por inevitable solución de mis problemáticas, revolucionario hasta el fin de mis días. 
Y como hombre de esa naturaleza, reitero que escribo este libro desde la ira, con la cólera 
que hace apretar los puños y asumir con responsabilidad las horas difíciles. 
Y entonces he querido juzgar también el hoy, desde estas páginas y, por ello, no puedo 
evitar juzgar el ayer, más cuando queda tan cercano, cuando los argumentos de los viejos 
amos se parecen tanto a los que hoy aspiran a mandarnos; cuando las razones de unos y 
otros son tan iguales. Claro que podrá decírsenos que el historiador no debe hacer de juez; 
el pasado no debe ser juzgado como haríamos con nuestros coetáneos. No olvido la cita que 
de Benedetto Groce hace Hallet Carr en su libro arriba citado. Decía Groce que ―...nuestros 
tribunales son tribunales del presente, instituidos para hombres vivos, activos y peligrosos, 
en tanto que aquellos otros hombres ya comparecieron ante el tribunal de sus coetáneos y 
no pueden ser nuevamente condenados o absueltos. No puede hacérseles responsables 
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ante ningún tribunal, por el mero hecho de que son hombres del pasado que pertenecen a la 
paz de lo pretérito y de que en calidad de tales no pueden ser más que sujetos de la 
historia...‖1 
Lamentablemente, debo replicar que algunos nunca han sido juzgados, o lo fueron por otros 
señores tan inescrupulosos e inmorales como ellos, de modo que el veredicto ético está 
pendiente. 
De hecho los que venimos con una perspectiva del sufrimiento, del dolor y del escarnio, 
tenemos derecho a hablar, aunque  hayamos llegado a ese derecho con casi  quinientos 
años de retraso. 
Y valdría la pena decir a Groce que esos hombres del pasado han dejado su estirpe en el 
presente, y desde él hacen el mismo daño, fomentan los mismos odios, siembran los mismos 
dolores. 
En esas condiciones reivindico el derecho del historiador progresista a juzgar; y a hacerlo 
enérgicamente, sin conciliaciones. A ello agregaría que no puedo olvidar que se ha formado 
también una cierta historia lacrimosa, lastimera, ingenua o casi conciliadora, a la luz de la 
cual el colonialista es poco menos que digno de lástima, porque no todos fueron malos, 
algunos eran tan víctimas como los que ellos esclavizaron o a los que impusieron su régimen 
colonial. Triste juicio ese de la historia. 
Por supuesto, con mi claro sentido clasista nunca confundiré al general ―Resoplez‖, de las 
deliciosas aventuras de ―Elpidio Valdés‖, con aquellos dos pobres reclutas que haciendo 
guardia a las puertas del banquete de los generales colonizadores, declaraban que los 
señores allá, bebiendo, y ellos ahí, ―de bestias.‖  
Pero los señores, los de ayer y su reencarnación en los de hoy, tienen que ser juzgados. Esa 
es la razón por la cual, vueltas que vueltas de la vida, coincido con mi hermano Julio 
Carreras y reinserto el famoso capítulo sobre la Conquista y la Colonización, aunque 
pretendo que ahora más sencillo, más agrio, más colérico y más sintético. 
En conclusión, pongo este nuevo libro bajo la advocación del que es ya, sin dudas, gran 
maestro de los juristas de las últimas cuarenta generaciones, el entrañable e insustituible 
Profesor Julio Carreras Collado. 
 
Julio Fernández Bulté. 
 
CAPÍTULO I. 
 
EL ESTADO Y EL DERECHO COLONIAL ESPAÑOL EN CUBA. 
 
1.- El Estado colonial español o castellano-leonés en Cuba. Su esencia y naturaleza. 
 
Siempre he afirmado que hasta que no se empieza a formar la nación cubana, al calor de la 
guerra de independencia que iniciara Carlos Manuel de Céspedes el 10 de Octubre de 1868,  
no es posible hablar ni de Estado cubano ni de Derecho cubano. Lo que existió aquí fue, 
simple y sencillamente, el Estado y el Derecho coloniales españoles, o mejor dicho, porque 
no es científico y serio hablar de España en esas condiciones históricas, el Estado y el 
Derecho coloniales de Castilla y Aragón o del Reino Castellano-Leonés recién aliado al de 
Aragón, gracias al matrimonio de los llamados Reyes Católicos. 

                                                        
1 Groce, Benedetto. La historia como hazaña de la libertad. Trad. Esp. Médico. FCE. Citado por Hallet Carr, Edward, en 

¿Qué es la Historia? Editora Ciencias Sociales, La Habana, 1969. Págs. 114 y 115. 
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Como bien subraya Oscar Pino Santos, el Estado y el Derecho no surgieron en Cuba gracias 
al desarrollo más o menos normal de las fuerzas productivas y a la división interna de la 
sociedad en clases antagónicas. 
Nuestras comunidades indígenas, ninguna de ellas, estaba en condiciones de quebrar la 
comunidad gentilicia en que vivían. De tal suerte, cuando se produce la llegada de los 
conquistadores a nuestras costas orientales, encuentran inocentes comunidades que 
entregan su amistad y su asombro, para ser enseguida ultrajadas y esclavizadas y, como 
señala Pino Santos, ―Aquí el Estado surgió primero y no como corolario de un proceso de 
descomposición del viejo régimen, sino como un instrumento traído de fuera, importado y 
blandido con violencia extrema para destruir ese régimen, e implantar otro, artificialmente y 
por la fuerza.‖ 2 
No voy a decir una palabra sobre esas comunidades indígenas sorprendidas en su buena fe 
y a las cuales se impusieron tenebrosos aparatos de enajenación espiritual y de brutal 
dominio físico. 
Tampoco voy a mencionar el heroísmo de algunos de esos indígenas, de conglomerados 
enteros guiados por jefes consecuentes como Hatuey o Guamá y las guerras que 
sostuvieron en las zonas montañosas de Baracoa, durante la década de los años 1522 al 
1533.3 
Lo cierto es que los castellanos que llegaron a nuestras tierras, estaban determinados por las 
condiciones materiales y espirituales del siglo XV que presenciaba ese ―encuentro de dos 
mundos.‖  
Al advenir el siglo XV en Europa predomina el modo de producción feudal y, como ya vimos 
en la Segunda Parte de Historia General del Estado y del Derecho, en la península 

ibérica el feudalismo adquirió rasgos y características especiales, no obstante lo cual es 
posible afirmar que también allí se imponía ese modo de producción. Sin embargo, el siglo 
XV es también el que marca el momento de lo que Marx llamó la acumulación originaria del 
capital, es decir, el momento en que el capitalismo pasa a organizarse e imponer sus nuevas 
relaciones sociales de producción, ya a escala continental y con ello, planetaria.  
Esas nuevas relaciones sociales se habían venido engendrando desde el siglo XII en el seno 
de las ciudades feudales y, como ya antes vimos, tales relaciones habían florecido 
especialmente en ciudades marítimas del norte y del Mediterráneo. La naciente burguesía 
había impulsado el trabajo artesanal y el comercio no sólo al interior de cada ciudad, sino a 
escala de grandes extensiones de dimensión casi continental. La vieja economía señorial, 
feudal, empieza a ser poco a poco rebasada y se asfixia en medio del torbellino comercial 
                                                        
2
 Pino Santos Oscar. Historia de Cuba. Aspectos fundamentales. Editora del Consejo Nacional de Universidades. La 

Habana, 1964, Pág. 22. 
3 En cuanto a ese heroísmo es conmovedora la historia relatada por Rousset en su Historia de Cuba, en la cual da cuenta de 

que Guamá, cacique de Baracoa fue como Hatuey quemado vivo en 1517. Sigue señalando que Casiguaya, esposa de 

Guamá, fue ahorcada en Santiago de Cuba junto a cuatro indias más. Lo dramático del relato consiste en que Rousset 

expone que al salir de la cárcel hacia el lugar de ejecución, un coro de indias gritaba manicato. El cadalso, elevado frente al 

Ayuntamiento y a un costado de la Catedral estaba presidido por las más altas autoridades coloniales. La ejecución estaba 

señalada para las ocho de la mañana. Llegada la hora fueron ahorcadas las cuatro indias y cuando le llegó el turno a 

Casiguaya ésta pidió al padre Fray Pedro Trillo, que oficiaba en el sacrificio, que si le permitían abrazar y besar a su hija  
renunciaría a sus dioses y aceptaría al dios de los cristianos. Esta solicitud fue aceptada y cuenta entonces Rousset que “Al 

recibir a su hija entre sus brazos, puso sus labios en la frente de la criatura y arrodillándose ante ella para bendecirla, colocó 

ambas manos sobre su cabeza y atrayéndola sobre su pecho puso sus manos alrededor de la garganta hasta estrangularla; 

pónese de pie con su hija sujeta por el cuello y lanza un grito de rabia, de guerra, de victoria, arrojando al suelo el cuerpo 

inerte de su hija y al padre Trillo el crucifijo al rostro, el cual lo hirió como si fuera una saeta y precipitóse a la horca 

gritando, ¡Malditos! Ni la hija, ni la esposa de Guamá serán esclavas de cristianos y colocándose ella misma la cuerda cual 

dogal a su garganta, se dejó caer columpiándose en el espacio, ahorcada por ella misma...” Rousset Ricardo V. Historia de 

Cuba. Primera Edición. Librería Cervantes. La Habana, 1918. Pág. 2. 
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que se acrecienta indetenible. Las necesidades de dinero, de numerario, adquieren una 
importancia esencial y los mismos señores feudales, incluidos los monarcas, comienzan a 
depender del dinero para las inevitables transacciones comerciales. Surgen nuevas formas 
de producción y nuevas técnicas que a su vez aceleran el proceso de cambio que vive 
Europa. La sed de dinerario origina una nueva especialidad en la vida comercial: surgen los 
comerciantes banqueros a los cuales tienen que apelar crecientemente los señores y, repito, 
incluso, los reyes.  
Estos comerciantes-banqueros facilitan la circulación y el comercio y éste adquiere una 
dimensión primero regional, más tarde nacional y finalmente continental. El comercio y la 
producción capitalistas son indetenibles. Agotados sus límites en Europa Occidental el 
comercio aspira a desbordarse hacia el Oriente.  
Las ciudades marítimas y fluviales son las que más pronto desarrollan estas aventuras 
comerciales. No es secreto que fueron los portugueses los que abrieron la era de las 
empresas coloniales, lanzándose a las aventuras marineras en pos de nuevos mercados y 
nuevas fuentes de materia prima. 
Fueron los comerciantes de Lisboa y Oporto los que distribuyeron en su día el comercio, 
especialmente de especias, desde la faja atlántica hasta el Mar del Norte y llevaron su flujo 
comercial a puntos como Amberes y Rótterdam. De hecho Lisboa se asentaba como el 
primer puerto o centro marítimo de Europa. 
No es extraño entonces que los marinos lusitanos se aventuraran a lo largo de las costas 
africanas pero sin pasar de las Islas Canarias. 
En esta carrera hacia el porvenir capitalista los reinos o el reino castellano-leonés, unido con 
Aragón, había quedado un tanto a la zaga, pero cuando los Reyes Católicos liquidan la 
última resistencia muslímica en sus territorios están en condiciones de recobrar el terreno 
perdido en la carrera de competitividad con los portugueses. A partir de 1479 ya están en 
condiciones de completar la  unidad ibérica, después de la conquista de Granada, preparar la 
anexión de Navarra y recuperar los condados de Rosellón y Cerdeña, que Juan II de Aragón 
había cedido a Francia durante la revolución catalana. De hecho, también amasaban 
aspiraciones de anexión con respecto a la faja de terreno lusitana. 
Entonces se financia la aventura de aquel alucinado genovés que fuera Cristóbal Colón y en 
1492 llega el atormentado marino a las costas de la primera isla de nuestro continente 
americano, produciendo lo que hemos dado en llamar, el encuentro de dos mundos, en 
evitación de hacer referencia al descubrimiento de América. 
Sin  embargo, el nuevo continente encontrado en el camino  por pura casualidad, presentaba 
una situación económica, social, geográfica y racial sumamente compleja y diversa.. 
En general era éste un verdadero mosaico de etnias y lenguas. Según Rivet, había 123 
familias raciales o lingüísticas. Como antes señalábamos, la mayoría de aquellos grupos 
humanos, en sentido continental, no había rebasado aún la etapa de la comunidad primitiva, 
gentilicia, organizados en tribus o, cuanto más, en federaciones tribales.  
En nuestro caso, ni tainos, o guanajatabeyes, o siboneyes, estaban en condiciones de 
quebrar la comunidad gentilicia, ni de ofrecer resistencia material a los conquistadores. Pero 
tampoco estaban en condiciones de sumarse o integrarse en el modo de producción feudal 
que venía en la conciencia y en la experiencia del castellano conquistador. 
Como indicaron Marx y Engels en La ideología alemana, el acto de conquistar o dominar 
militarmente termina con relativa rapidez, pero entonces hay que producir o seguir 
produciendo y, en esas condiciones, las formas de producción, la naturaleza de las 
relaciones sociales que se constituyen durante dicha producción y todas sus tonalidades 
vienen dadas por el nivel de desarrollo que encuentra el conquistador.  
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Entre nosotros, ese nivel de desarrollo era el más bajo imaginable. Ni más ni menos que la 
ingenua comunidad primitiva. 
De ahí que el régimen económico que los conquistadores tuvieron que imponer estuvo 
condicionado en singular medida por esas limitaciones. ¿ Cuál fue ese régimen económico y 
social? Algunos historiadores han defendido que fue el sistema feudal, pero otros han 
sostenido que sólo se pudo imponer en Cuba un sistema esclavista. 
En los términos del discurso académico más o menos tradicional, el sistema feudal siguió en 
la marcha del llamado ―progreso histórico‖ al sistema esclavista: así ocurrió en Europa y 
algunos han traspolado esa curva de avance a toda la historia universal. 
Sin embargo, como atinadamente plantea el mismo Pino Santos, en nuestras tierras, las 
formas feudales de producción que venían del reino castellano-leonés, tuvieron que ser 
rebajadas a formas brutales de esclavitud. 
De hecho los colonizadores canalizaron sus relaciones con los indios sometidos, a base del 
régimen de las Encomiendas. 
Ahora bien, el régimen de encomiendas no era más que una forma jurídica que configuraba 
determinadas relaciones de producción. De tal modo, hablar de las encomiendas no nos dice 
todavía cuál era la relación social que se vestía con ese ropaje jurídico. 
De hecho la encomienda había tenido una larga vida en la península ibérica, durante los 
siglos de formación del feudalismo español. En realidad los más remotos orígenes de la 
institución pueden ser encontrados en Roma, en forma de patronato o patrocinium, por la 
cual alguien sin recursos, mediante ciertas prestaciones materiales alcanzaba la protección 
de algún poderoso. 
En el largo lapso de la Reconquista, la encomienda de viejo sabor romano tuvo mucha 
fuerza, como comendatio o mejor todavía, conocida como Benefactoría o Behetría, de forma 
que cuando alguien se colocaba bajo la protección de un señor de la tierra, se decía que se 
encomendaba y el que recibía la encomienda otorgaba a cambio una especie de protección 
señorial que se identificaba como defensio, tuitio o el deber de dar beneficium. 
De tal modo, tanto en la vieja Roma como en la península ibérica durante los convulsos 
siglos de la formación del sistema feudal, la encomendación o encomienda fue un 
instrumento jurídico válido para facilitar el tránsito del viejo esclavo, a una condición de 
vasallaje o servilismo más mitigada, de franco sabor feudal. Como señala sintéticamente el 
citado Pino Santos: ―Resumiendo, puede decirse que el régimen de encomiendas, aunque 
jurídicamente de origen romano, fue una institución medieval que constituyó una variante 
singular de la servidumbre.‖4 
Este contenido feudal de la encomienda es el que ha confundido a algunos historiadores que 
han defendido que las relaciones sociales de producción que se establecieron con los indios 
en Cuba fueron feudales o de un ―feudalismo corrompido.‖5 
Realmente, todo parece indicar que los reyes católicos asumieron y entendieron la 
encomienda como servidumbre feudal y no como esclavitud. 
Teóricamente al menos, las encomiendas eran una suerte de merced concedida por los 
reyes a los conquistadores, entregándoles un grupo de familias de indios, los cuales podían 
llegar a ser, como en ocasiones fueron, pueblos enteros. Se partía del supuesto de que esa 
entrega era para brindarles educación religiosa y así convertirlos a la religión cristiana, amén 
de protegerlos y educarlos en un sentido más general o supuestamente humanista. Pero, al 
paralelo, la encomienda suponía que el encomendero adquiría el derecho de que los indios 
encomendados les brindaran algunas prestaciones, especialmente servicios personales, es 

                                                        
4 Pino Santos, Oscar. Obra Citada. Pág. 37. 
5 Es el caso de Luis Alberto Sánchez en Historia general de América. Editorial Ercilla, Chile, 1956. 
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decir, trabajos. De hecho, como todos sabemos, las encomiendas sirvieron para sumir a los 
indios en la más brutal forma de explotación esclavista, dedicándolos a labores mineras 
primero y después a todo tipo de trabajo lleno de crueldades, en los cuales se extinguió esa 
raza aborigen. 
Como nos recuerda Pino Santos, las encomiendas se abolieron por la Corona en 1542, pero 
de hecho y dadas las protestas de los encomenderos, permanecieron totalmente utilizables y 
esa decisión de abolición vino a reiterarse en 1718, en 1720 y todavía en 1721. 
Hay que recordar que las encomiendas eran personales, es decir, que el encomendero no 
podía, supuestamente, vender a sus indios, y terminaban con la vida del encomendero por 
cuanto eran originalmente vitalicias, aunque posteriormente se extendieron a dos, tres y 
hasta cuatro vidas. 
Parece fuera de toda duda que inicialmente los reyes consideraron como esclavos 
únicamente a los indios rebeldes, especialmente englobando en tal consideración a grupos o 
tribus o incluso étnias enteras, como el caso de los Caribes, los Araucanos u otros que 
ofrecieron directa y fuerte resistencia a los conquistadores. 
Sin embargo, parece que se abrió paso un cierto criterio más o menos teológico, que 
repugnó la práctica de la esclavitud sobre esas poblaciones ingenuas y nada agresivas. 
Prueba de lo que decimos es que por Real Cédula de 20 de junio del 1500 se tomaron 
medidas contra las actividades esclavistas que había desarrollado el mismo Cristóbal Colón, 
quien había llevado un cargamento de indios para vender como esclavos, parece que en el 
mercado gaditano. Es evidente que ese proyecto no fue recibido con total agrado y hasta 
provocó la consulta con teólogos y juristas y, según nos cuenta Ramiro Guerra, ―La opinión 
de los teólogos y juristas se decidió claramente en el sentido de que un indio que aceptaba la 
soberanía española y se sometía a ella sin resistencia, no podía ser considerado como un 
prisionero hereje, sino como un súbdito de la Corona, al cual no podía reducírsele legalmente 
a la condición de esclavo bajo ningún fundamento.‖ El mismo Ramiro Guerra nos da noticias 
de que en relación con la aventura esclavista de Colón, ―Con regocijo de sus enemigos, 
Colón recibió una fuerte repulsa, prohibiéndose la venta de los indios, se ordenó que se les 
devolviese a la Española y se mandó que se les pusiese en libertad.‖6 
Y en relación con estos conceptos sobre la condición jurídica del indio en los primeros 
momentos de la Colonización, nos recuerda Pino Santos que en 1525, Carlos V ordenaba 
que cuando se tomaran prisioneros indios sublevados en Cuba ―les hayan y tengan como 
esclavos las personas que los tomaran y se sirvan de ellos como esclavos propios.‖ De lo 
cual se deduce que si no se alzaban y se insurreccionaban contra el dominio español, no 
podían ser considerados como esclavos.7 
Todo esto lleva al aludido Pino Santos a sostener que hubo un primer momento de la 
colonización, que él mismo identifica como muy breve, de sólo unos años, en que los 
indígenas aparecen sujetos al régimen de semipropiedad característico de la encomienda, y 
que puede calificarse como uno en que predominó el régimen feudal. 
Sin embargo, las condiciones de los instrumentos de trabajo o, dicho en términos más 
rigurosos, el nivel de desarrollo de las fuerzas productivas que podían ser utilizadas en la 
producción en nuestras tierras, impedía el pleno despliegue de la servidumbre feudal y, por 
demás, la incomunicación cultural del indio, su total aislamiento espiritual con respecto a los 
colonizadores; la brutalidad de éstos, su fariseísmo, su violencia latente o realizada, hicieron 
absolutamente imposible las más elementales premisas para la consecución de una 
verdadera relación vasallática o de servidumbre feudal. 

                                                        
6 Ramiro Guerra. Manual de Historia de Cuba. Cultural S.A. La Habana, 1938. 
7 Oscar Pino Santos. Ob. Cit. Pág. 39. 
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Por eso el mismo Pino Santos tiene que admitir que ―esa situación no fue duradera. El 
feudalismo de los primeros meses o años fue sólo una transición hacia un modo de 
producción esclavista.8 
Incluso en relación con esta supuesta sucesión armónica de los modos de producción, dice 
el historiador cubano que ―En la sociedad europea, por ejemplo, la esclavitud precedió al 
feudalismo. En Cuba fue al revés, lo que se explica porque ambos regímenes resultaron la 
consecuencia de una imposición externa, artificial, violenta, y no la culminación de un 
proceso interno de desarrollo social.‖9 
En relación con todo esto pienso que en Cuba se implantó muy pronto un sistema de 
explotación esclavista del que fueron víctimas primero los indios y después los esclavos 
importados de África y otros rincones del mundo. 
Originalmente, la constelación intelectual y espiritual en general de los colonizadores les hizo 
pensar en reimplantar en Cuba relaciones, concepciones jurídicas, valores y categorías del 
sistema feudal con el cual vinieron, pero muy pronto, pienso que lamentablemente muy 
pronto, todo eso se fue al piso y se abrió paso, con toda crueldad, el lado realista y 
pragmático de aquellos colonizadores, hijos de la Guerra de Reconquista, y se aplicó, sin 
ambages, el sistema esclavista. 
Ahora bien, fue un régimen esclavista leído muchas veces a través de instituciones feudales, 
vestido de galas y oropeles feudales, pero medularmente esclavista. 
Y lo que es peor, que quiero subrayar, aquel sistema esclavista, aún vestido con algunas 
galas feudales, se puso al servicio y nació para contribuir a la acumulación originaria del 
capital mundial; es decir, se insertó y formó parte del sistema capitalista mundial. Creo que 
en eso consiste su tipicidad y singularidad. 
El maestro Julio Carreras, con su palabra rápida y cortante dice que ―los 
castellanos...adaptan las condiciones jurídicas a las condiciones económico-sociales y 
recrean la Encomienda, una institución feudal europea trasplantada legalmente a las Indias, 
que en la práctica es una variante de la esclavitud. El aborigen cubano es esclavizado de 
hecho, aunque en el Derecho está encomendado.‖10 
De todo lo cual se deriva que el tipo de Estado que surgió aquí con la conquista y la 
colonización fue el tipo esclavista de Estado. Así lo sostiene directamente Julio Carreras y 
la mayoría o la absoluta totalidad de los historiadores cubanos.  
Carreras dice que ―El Estado en Cuba no surgió en una fase del desarrollo económico de la 
sociedad. Fue traído desde España.‖11 
Hernández Más había dicho que ―El aparato político dado originalmente a Cuba recogió el 
principio feudal conforme al cual el dominio territorial y la jurisdicción política corresponden 
en última instancia al Rey, y se organizó sobre la base de un gobierno central y otro local.‖12 
Aunque las citadas legislaciones reales que pretendieron idealmente concebir al indio como 
un hombre libre, y unidas a ellas o derivadas de ellas, algunas idílicas interpretaciones 
históricas nos hayan querido hacer creer en una suerte más o menos humanizada de los 
indios encomendados, lo cierto es que fueron sumidos en una esclavitud brutal, en un medio 
social que no entendían, con un despiadado desarraigo familiar. Fue sin dudas un verdadero 
etnocidio, un real genocidio el que se cometió sobre aquellos hombres ingenuos, 
bondadosos e inocentes. Lo que no hizo la obra brutal y directa de los conquistadores lo 
hicieron las enfermedades que trajeron a nuestras tierras, para las cuales nuestros 
                                                        
8 Pino Santos. Ob. Cit. Pág. 41. 
9 Pino Santos. Ibídem. 
10 Carreras, Julio. Historia del Estado y del Derecho en Cuba. Editorial Pueblo y Educación. La Habana, 1981. Pág.12. 
11 Carreras Julio. Ibídem. 
12 Hernández Más, Orestes. Citado por Carreras Collado, Julio, en Ob. Cit. Pág. 13. 
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aborígenes no estaban preparados ni tenían anticuerpos y menos medicamentos para su 
curación. 
Abundan los testimonios sobre aquella verdadera carnicería que en el curso de sólo medio 
siglo acabó con una etnia y mató a casi cien mil indígenas. 
El padre Las Casas deja constancia de las terribles hambrunas a que condujo el régimen de 
encomiendas y describe sobrecogedoras experiencias en que al entrar en poblados 
indígenas los niños gritaban por hambre. 
La mortalidad infantil adquirió límites espeluznantes; las mujeres dejaron de concebir, no sólo 
porque estaban separadas de sus hombres, esclavizados, sino porque no querían que sus 
hijos vivieran en tan horrible servidumbre. El padre fray Pedro de Córdova, Provincial de la 
Orden de Santo Domingo deja testimonio de esa abstención de las indias en aquellas tierras, 
y un fenómeno igual ocurrió en Cuba. Los indios huían además hacia los cayos e isletas 
vecinas, donde eran apresados y brutalmente castigados, sino muertos. Los suicidios 
colectivos se hicieron comunes: se ahorcaban familias enteras, matábanse también 
comiendo sustancias venenosas y según Ramiro Guerra, el jugo de la yuca agria, entre ellas. 
En este sentido, el indicado Ramiro Guerra nos dice que a todas esas causas hay que 
―agregar las enfermedades...que los europeos introdujeron en las Indias...contra las cuales 
los indios no conocían remedios ni disponían de poder de resistencia orgánica determinado 
por la paulatina inmunización que llega  a producirse donde existen enfermedades 
endémicas. En 1519 una epidemia de viruelas causó estragos entre los indios. Diez años 
más tarde, se desarrolló otra de virulencia extrema, muriendo un indio de cada tres de los 
que había en la isla.‖13 
A nombre de la religión católica, de la evangelización, de la civilización occidental, el reino 
castellano leonés, unido al de Aragón, cumplió su primera misión etnocida, genocida.  
Cuántos indios fueron sacrificados en apenas 50 años es una pregunta que siempre estará 
abierta entre nosotros. Ramiro Guerra utiliza los estudios del alemán Ratzel según el cual 
nuestros taínos debían ser clasificados como grupo tercero de la clasificación de dicho 
profesor, como tribus cazadoras, con algún uso de la agricultura. Esas tribus, según los 
estudios demográficos del profesor alemán, alcanzan una densidad de población de 0.5 a 2 
habitantes por milla cuadrada. Calculada entonces la población aborigen de Cuba, como 
asentada en 44,000 millas cuadradas habitables, daría una población entre 22,000 y 88,000 
indios. En general otros estudios posteriores aproximan la cifra a 100,000. 
Eduardo Torres Cuevas y Oscar Loyola Vega afirman que en el archipiélago cubano habría 
112,000 habitantes, pero declaran que ―esta cifra puede ser modificada por estudios 
posteriores.‖14 
Lo cierto es que en 1550 todavía esos indios, sobre todo los alzados, atormentaban a los 
conquistadores, pero en 1555 no pasaban de 5,000, con lo cual queda claro que en medio 
siglo la corona castellana, los conquistadores, la catequización, la civilización occidental, 
habían consumado un etnocidio de más de 95,000 inocentes indígenas en nuestras tierras. 
Torres Cuevas y Loyola señalan que a los 32 años de establecido el dominio colonial, según 
las fuentes documentales, habían muerto el 99,21% de los indios, dado que sólo quedaban 
893 aborígenes.15 
Este brutal genocidio está plenamente confirmado y nuevas investigaciones sólo pondrían de 
relieve que fue aún mayor. Las afirmaciones de Torres Cuevas y Loyola se basan en los 
                                                        
13 Guerra Ramiro. Cap. I. Del Libro Tercero de Historia de la Nación Cubana. Tomo I. Editorial Historia de la Nación 

Cubana S.A. La Habana 1952, Pág.229. 
14 Torres Cuevas,  Eduardo y Loyola Vega, Oscar. Historia de  Cuba. 1492-1898. Editora Pueblo y Educación. La Habana, 

2001. Pág. 25. 
15 Ibidem. Pág. 25. 
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estimados de Juan Pérez de la Riva, que calculó en 1510 la presencia de los mencionados 
112,000 indios en Cuba, mientras que el obispo Sarmiento contó 893 en 1544, es decir, 
aproximadamente 34 años después .16 
 
Los órganos coloniales de poder, entre los siglos XVI y XVII. 
 
Los órganos asentados en la metrópoli. 
 
A) El Rey. 

 
Por supuesto que dentro de la estructura del reino castellano leonés, unido ahora con el 
aragonés, es el monarca o los monarcas las figuras centrales y la máxima autoridad política, 
administrativa e incluso judicial. En cierto sentido, y gracias al llamado Regio Patronato, el 
Rey tiene también una enorme autoridad espiritual, por sus extraordinarias relaciones con la 
Iglesia Católica. 
Como decía en el texto Historia General del Estado y del Derecho II, la monarquía 
castellano leonesa se mostró siempre muy celosa de sus poderes y atribuciones y los ejerció 
firmemente en relación con las tierras colonizadas en América. ― No puede perderse de vista 
–decía en esa obra—que esa monarquía emergía de ocho siglos de luchas en que su poder 
habíase abierto paso en medio de luchas intestinas, amén de la Guerra de Reconquista 
sostenida contra las fuerzas del Islam. De ello se deriva esa aludido afán de dominación y 
autoridad que hizo que los reyes españoles trataran en todo caso de dirigir personalmente y 
de modo minucioso, casuístico y detallista todo lo concerniente a la administración colonial, 
sin perjuicio de lo cual tuvieron que arbitrar, como veremos, otros órganos en los que 
descargaron importantes atribuciones y responsabilidades, y mucha veces tuvieron que 
atenerse a la opinión de los consejeros y de otras fuerzas políticas que se movían dentro del 
tejido político de la monarquía.‖17 
 
B) El Real y Supremo Consejo de Indias. 
 
El Real y Supremo Consejo de Indias tiene, como indican varios autores, orígenes muy 
oscuros y dudosos. Para algunos surgió dentro del Consejo de Castilla, como una Sección 
especial de éste encargada de conocer los asuntos de las Indias y que cuando fue 
avanzando la colonización fue ganando facultades y llegó a hacerse un órgano 
independiente. 
De cualquier manera, no caben dudas de que ya desarrollado, fue el instrumento más 
importante  y directo de que se valió la monarquía para trazar políticas y adoptar las más 
importantes decisiones en relación con sus tierras coloniales de América. 
Según Julio Carreras, fue creado ya como Consejo Real en 1524, después que Hernán 
Cortés había culminado la conquista de México y la extensión de las tierras colonizadas 
requería una atención que ya no podía prestarle el viejo Consejo de Castilla. 
La composición del Consejo de Indias era casi ridícula: un presidente: cinco o seis 
consejeros; un fiscal: un escribano y otros funcionarios menores como era el Cronista. 
Sin embargo, con esa plantilla absurda se encargó de casi todo lo humano y lo divino en 
nuestras tierras. Disponía leyes, pragmáticas y provisiones generales y especiales para 

                                                        
16 Ver Torres Cuevas y Loyola. Ob. Cit. Pág. 57. Los datos de Pérez de la Riva están contenidos en su obra Desaparición 

de la población indígena cubana. En Universidad de la Habana. No. 96-197, marzo de 1972. Págs. 61-70 
17 Fernández Bulté Julio. Historia del Estado y del Derecho II. Editorial “Félix Varela.” La Habana, 2000. Pág. 61. 
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afrontar, tanto cuestiones puramente gubernativas, es decir, de administración y control, 
como cuestiones consultivas, militares y económicas. 
Como nos recuerda Carreras, en cuanto a sus funciones gubernativas manejó la Hacienda y 
el Tesoro Real de las Indias y fue el máximo órgano de Justicia en el entramado colonial. 
Tenía la máxima autoridad en el plano militar y era el cuerpo consultivo que asesoraba a la 
Corona en todos los asuntos relacionados con las Indias. 
Cuando alcanzó su pleno desenvolvimiento, llegó a tener bajo su jurisdicción las cuestiones 
más importantes del gobierno político y administrativo de las Indias. En ese sentido destacan 
entre sus funciones más significativas las siguientes: 
Alcanzó a tener jurisdicción civil y penal como última y superior instancia, actuando siempre a 
nombre del Rey. 
El Consejo nombraba a casi todos los funcionarios coloniales. 
Presentaba a los prelados. 
Tenía que ver con todo lo relacionado con los aprestos, preparativos y control de la flota. 
Tenían toda la autoridad en lo referente a la realización de nuevas expediciones y 
descubrimientos. 
Manejaban, determinantemente, todos los asuntos relacionados con la hacienda colonial. 
Eran los responsables de todo lo que tenía que ver con el tratamiento a los indígenas y con 
las cuestiones de contenido jurídico. 
El Real Consejo Supremo de Indias se convirtió en un simple organismo consultivo y perdió 
sus principales prerrogativas cuando Felipe V de Borbón, implantó en 1777 la Secretaría de 
Despacho Universal de las Indias que de hecho asumió las principales cuestiones que eran 
competencia del Consejo. 
 
C) La Casa de Contratación. 

 
La Casa de Contratación surgió en Sevilla en fecha tan temprana como el 20 de enero de 
1503, es decir, apenas comenzada la colonización. 
La esencia de la existencia de la Casa de Contratación hay que encontrarla en el afán 
monopólico del reino castellano leonés y la natural ampliación del comercio en las Indias. 
Ese comercio no podía ser, en el entendido de la corona, realizado libremente, sino que tenía 
que ser rígidamente controlado por la metrópoli. Entonces, como instrumento para esa 
función burocrática a favor del monopolio es que surge y ulteriormente se desarrolla la Casa 
de Contratación. 
A través de ella y sólo a través de ella se controlaba la entrada del oro y otros metales 
preciosos y la salida de cualquier mercancía; todas las importaciones y exportaciones de la 
colonia tenían que ser hechas exclusivamente a través de la Casa de Sevilla. A esos fines, 
como recuerda Carreras, contaba con almacenes, preparaba expediciones, contrataba 
marinos, técnicos, avituallaba barcos etc. Poco a poco fue estableciendo sucursales, como 
ocurrió con una que abrieron en Santiago de Cuba. 
Formalmente tenía sólo tres o cuatro importantes funcionarios: el Factor, el Tesorero y el 
Contador. Además estaba el Veedor, que era una suerte de fiscalizador, a nombre de la 
Corona, de todos los demás funcionarios coloniales. Sin embargo, en torno a esos altos 
funcionarios, casi siempre juristas, se trenzaba un verdadero enjambre de empleados, 
mandaderos, escribanos, amanuenses de todo tipo y, por supuesto, toda la empleomanía 
que tenía que ver con el manejo de los asuntos económicos que dirigía la Casa de 
Contratación. 
El profesor Julio Carreras señala que la Casa fue adquiriendo o ampliando las esferas de sus 
facultades paulatinamente.  
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Inicialmente comenzó por las facultades legislativas, que consistían en el poder de dictar 

Ordenanzas en materia mercantil y fiscal y en algunos asuntos de inmigración. 
Posteriormente alcanzaron prerrogativas gubernativas, cuando llegaron a nombrar a los 

Capitanes de las flotas y a determinar en todo lo concerniente a sus derroteros y rutas. 
Más tarde tuvieron alcance mercantil, actuando incluso como un comerciante único en todo 

lo relativo a la importación y exportación. 
Asumieron también funciones fiscales pues tuvieron que ver con las funciones aduanales y 

con los impuestos a pagar. 
En esa ampliación constante fueron autoridad de inmigración puesto que controlaron las 
inmigraciones entre Las Indias y la Metrópoli. Por último tomaron funciones judiciales y 
actuaron como un órgano de administración de justicia en materia mercantil. 
El Prof. Carreras nos recuerda que en 1504 la Casa de Contratación creó el cargo de Piloto 
mayor y nombró en el mismo a Américo Vespucio, a quien debemos el nombre de nuestro 
Continente. 
Si bien la Casa de Contratación fue el instrumento del monopolio metropolitano, como he 
dejado dicho, también hay que significar que a través de sus caminos burocráticos España, 
en la persona de Carlos V de Alemania y I de España, sirvió para que, como dijera con 
natural gracejo Eduardo Galeano, España ordeñara la vaca y otros se tomaran la leche. En 
ese caso fueron las empresas comerciales de Holanda, Flandes e Italia primero y más tarde 
el Reino Unido, las cuales vendieron al nuevo mundo sus peores productos industriales y 
adquirieron las materias primas para desarrollar la industria que España nunca impulsó y los 
metales preciosos para culminar la acumulación originaria del capital. 
 
D) El Regio Patronato Indiano. 
 
El Regio Patronato no fue en realidad una institución o un organismo del Estado colonial, 
sino un concordato alcanzado entre la Iglesia católica, especialmente el Papado, y la corona 
de Castilla León, en gracia del cual ambas fuerzas coloniales distribuyeron sus esferas de 
influencia y acordaron las formas de trabajar y los beneficios recíprocos. 
El Papa Julio II en 1508 concedió a los reyes de la que suele llamarse España, el ―patronato 
universal de las iglesias de Indias, que llevaba consigo en el orden gubernativo, el derecho 
del rey a presentar obispos y beneficios, dividir o restringir la jurisdicción de las iglesias, a 
unirlas o separarlas.‖18 
Esta subordinación de la iglesia a la autoridad monárquica tuvo su contrapartida: la iglesia 
recibió el diezmo, es decir, el diez por ciento de todas las recaudaciones que hiciera el 
Estado colonial aquí en las Indias. De hecho, había otro beneficio importante: la iglesia no 
tenía que ocuparse de la subvención de sus locales, sus gastos, representantes etc. Porque 
todos corrían por cuenta del Estado colonial. Julio Carrera significa que fue la iglesia la que 
exigió ese diezmo, directamente a los propietarios de tierras, y que los gobernadores 
presionaron constantemente para aumentar la parte correspondiente a la Corona, en 
detrimento, por supuesto, de la iglesia.19 
Pero lo cierto es que ese Regio Patronato permitió que la corona y la iglesia fueran del brazo, 
sin litigios ni enfrentamientos mayores y que la conquista y la colonización fueran el resultado 
del acuerdo entre esas dos grandes fuerzas coloniales. Por supuesto, ante la Historia, 

                                                        
18 Malagón Barceló Javier. Estudios de Historia del Derecho. Una colonización de gente de leyes. Biblioteca de la 

Facultad de Filosofía, Letras y Ciencias. Universidad Veracruzana, Xalapa, México, 1966. Pág.98 
19 Carreras, Julio. Ob. Cit. Pág. 19. 
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ninguna puede entonces exonerarse de las barbaries y el genocidio cometido, primero contra 
los indios, después, como veremos, contra los negros esclavos africanos. 
Como decía en la Historia del Estado y del Derecho II, ―De modo que a partir de ese Regio 

Patronato quedaron establecidas las funciones y relaciones de ambas fuerzas: la Iglesia se 
supeditaba al poder político de la corona y, en cambio, se desentendía de sus gastos puesto 
que corrían por cuenta de la corona.‖20 
 
Los órganos del Estado colonial español establecidos en Cuba. 
 

Como Cuba nunca alcanzó el rango de un virreinato, no tuvimos ese órgano que fue, en 
puridad en el resto de América, el representante más directo e inmediato del rey en las 
tierras coloniales. 
Por el contrario, la autoridad colonial más alta en Cuba fueron los Gobernadores Generales. 
Originalmente, en el discurso oficial del reino se hablaba de los Adelantados 
Gobernadores, que fue un rango o un cargo que se dio originalmente a los descubridores 

que advenían a nuestras tierras como representantes, justamente como adelantados del Rey 
de Castilla León, y entonces, como tales adelantados, actuaban o devenían gobernadores de 
las nuevas tierras que se agregaban a la corona por el derecho de ocupación o de conquista. 
Entre nosotros, a los Gobernadores les correspondía la representación inmediata de la 
Corona, y con ello disponían de un poder casi absoluto.  
Desde siempre tuvieron facultades militares, administrativas y judiciales, aunque en el último 
sentido se sometían siempre a las decisiones de las Audiencias. 
Entre nosotros, el Gobernador de Cuba era el Vicepatrono de la Iglesia Católica, en gracia al 
antes enunciado Regio Patronato. 
 
La Audiencia. 
 

Las Audiencias de las Indias fueron una especie de réplica menor de las audiencias y 
cancillerías de Valladolid y de Granada, pero pronto tomaron sus rasgos específicos como 
órganos coloniales asentados en Las Indias. 
En lo esencial fueron órganos de Administración de Justicia, es decir, órganos 
jurisdiccionales, pero de hecho asumieron o fueron asumiendo poder político, lo cual jamás 
llegó a ocurrir con las Audiencias de Valladolid o de Granada. 
Actuando como tribunales colegiados, dictaban autos y sentencias en los casos litigiosos que 
conocían, pero por esa vía fueron sometiendo a su mirada superior a casi todos los órganos 
coloniales, y llegaron a tomar reales acuerdos, y en algunos lugares llegaron a controlar 
hasta a los mismos virreyes. 
Con mucha inteligencia, Malagón Barceló nos dice que la colonización y la misma conquista 
española en América fue el resultado de los hombres de letras, de toga y de Derecho. 
Normalmente cuando nos queremos representar al conquistador y al colonizador pensamos 
en el hombre de cota, espada y yelmo, hijo de los ocho siglos de la brutal Guerra de 
Reconquista; altanero, despiadado, inculto, fanático y violento, al paralelo que ingenuo, 
crédulo, apasionado y fácil de ser conducido y engañado incluso. 
Pero esta imagen, que no deja de ser cierta cuando se piensa en los Pizarros, Alvarado, De 
Soto y otros aventureros, no puede opacar la verdad que descubre el citado Malagón 
Barceló, a saber, que los juristas, los escribanos, los letrados, fueron ―los verdaderos 

                                                        
20 Fernández Bulté, Julio. Historia General del Estado y del Derecho II. Editorial “Félix Varela”. La Habana, 2000. Pág. 
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motores de la conquista y más aún de la colonización: los escribanos reales, los jueces, los 
oidores, es decir, los letrados u hombres de leyes.‖21  Más adelante dice categóricamente 
que ellos fueron los organizadores del imperio español que se mantuvo durante cuatro siglos. 
Y uno de los órganos coloniales donde más fuerza y preponderancia tuvieron esos hombres 
de leyes, en tanto órgano jurisdiccional puro, fueron las Audiencias, en realidad el órgano 
―más permanente en el control de toda la colonia en América.‖22 
Dice al respecto el ya citado Malagón que ―Su carácter colegiado le dio continuidad y unidad 
de interés en el gobierno de su distrito. El carácter conservador de los oidores, elemento 
común de todas las magistraturas, fue la mejor defensa del imperio español contra toda 
improvisación o innovación radical.‖23 
Como ya he dicho, las Audiencias llegaron a controlar hasta a los mismos virreyes, y en otros 
muchos casos, a falta de Virrey o gobernador, las audiencias asumieron funciones directas 
de gobierno. 
Esta situación de prerrogativa, dirección casi indiscutida, capacidad para organizar jurídica y 
materialmente un imperio descomunal, es lo que hace decir a Malagón que ―ningún 
profesional o, en todo caso, muy pocos han tenido como el jurista español, mejor dicho, 
castellano, del siglo XVI un campo de experimentación como el Nuevo Mundo y un poder 
para utopías que se convierten en realidades.‖24 
Las audiencias, como ya es sabido por los estudios de Historia General del Estado y del 
Derecho, fueron Virreinales, cuando estaban radicadas en la capital de un virreinato; 
Pretorianas, cuando se correspondían con Capitanías Generales y eran presididas por el 
Capitán General y Subordinadas, cuando se sometían jerárquica y territorialmente a 
cualquiera de las dos antes mencionadas. 
Ahora bien, el establecimiento de la primera Audiencia en la Isla de Cuba fue un hecho 
político verdaderamente tardío. 
Ese establecimiento de la primera Audiencia en territorio cubano está vinculado con la salida 
de la Audiencia de Santo Domingo. En efecto, en marzo de 1793, el año del llamado terror en 
la Revolución Francesa, con el dominio de la Convención y bajo el poder de Maximiliano 
Robespierre, comienza la guerra de la monarquía española contra la recién constituida 
república francesa. 
Como señala Carreras las comunicaciones quedaron interrumpidas con la metrópoli y ello 
unido al gobierno reposado de Don Luis de las Casas, favoreció una situación singular en 
que Cuba alcanzó un momentáneo auge económico al producirse una arribazón de barcos 
neutrales, tanto ingleses como norteamericanos, anhelando adquirir nuestras cajas de 
azúcar, a cambio de harina, ropa, herramientas y esclavos también. 
Al mismo tiempo desde la Habana aumentaron las exportaciones a España con 
avituallamientos para la guerra en que acababa de enfrascarse el reino, y especialmente 
destinadas a las tropas españolas que combatían en Santo Domingo. 
El 22 de julio de 1795 los franceses y los españoles firmaron en Basilea, el Tratado que puso 
fin a la guerra y mediante el cual España cedía a Francia su parte en la Isla de Santo 
Domingo (Saint Dominique). No obstante que ello era una rotunda victoria de las armas 
republicanas, el gobierno metropolitano francés, acuciado por otros problemas, no ejecutó tal 
determinación del Tratado de Basilea, y la misma no se hizo realidad sino hasta que el 
libertador de Saint Dominique, Toussaint Louverture, alcanzó el cargo de Gobernador de 

                                                        
21 Malagón Barceló Javier. Ob. Citada. Artículo titulado: Una colonización de gente de leyes. Pág. 81. 
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23 Ibídem. 
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Saint Dominique y como tal desalojó a la vieja institución colonial española con todos sus 
organismos y dependencias. 
Fue así que siempre tardíamente, como era usual en el lento aparato burocrático colonial, se 
dictó el Real Decreto de 17 de mayo de 1799, es decir, del penúltimo año del siglo XVIII y se 
ordenó el cese de la Audiencia de Santo Domingo y su traslado para Cuba, donde se ubicó 
en la villa de Puerto Príncipe. Sin embargo, por esa misma lentitud, la instalación definitiva no 
se produjo sino hasta el 30 de junio del 1800. 
Como atinadamente advierte Carreras, en esas demoras tuvo mucho que ver todo lo 
relacionado con la tremenda mudada que suponía, sobre todo, la manipulación de los 
enormes archivos, los cuales, sin embargo, jamás aparecieron, hasta el día de hoy. 
La Audiencia de Puerto Príncipe comenzó a trabajar, como ya hemos dicho, el 30 de junio 
del 1800 y se subordinaba al Capitán General de la Isla, pero extendió su jurisdicción a toda 
la Isla de Cuba, a Luisiana y a la Florida. 
 
Los Municipios y sus funcionarios. El Cabildo. 
  
El municipio indiano, reunido en lo que se conoce como el Cabildo, fue la continuación 
directa y vívida del viejo municipio castellano y, en consecuencia tuvo una marcada influencia 
del municipio romano. 
La raíz popular de los cabildos ha sido casi unánimemente reconocida. Fabián Onsari, señala 
en Gobierno Municipal, que ―ellos fueron durante la época colonial la única forma de 

autoridad que tuvo un poco de calor popular y que interpretaba, hasta donde era posible, los 
anhelos, la débil opinión pública que se ha formado, pese a las trabas del absolutismo, del 
monopolio y de la ignorancia con que se pretendía, desde España, mantener aisladas a sus 
posesiones en América.‖25 
Con igual sentido dice Francisco Domínguez Compañy en El Municipio colonial 
hispanoamericano, que ―El único gobierno real en América durante gran parte del siglo XVI 

es el municipal.‖26 
José Martí, con su agudeza política dijo que ―El Municipio es lo más tenaz de la civilización 
romana y lo más humano de la España colonial...Por los Municipios, en la más de las 
colonias, entró la libertad en las Américas. Esa es la raíz y esa es la sal de la libertad...El 
templa y ejercita los caracteres, él habitúa al estudio de la cosa pública y a la participación en 
ella y aquel empleo diario de la autoridad por donde se forjan los pueblos.‖27  
Para entender en su profundidad esa perspectiva martiana sobre el Municipio castellano 
como instrumento de la original democracia y de enfrentamiento al sistema feudal, habría 
que asumir todo lo referente a la historia de ese municipio y sus influencias romanas. 
Sin embargo, ello no basta porque lo cierto es que el Municipio formado en la Isla tuvo 
rasgos especiales, que le separan en grandísima medida de sus semejantes en otros lugares 
de América y, sobre todo, de su antecedente castellano.28 
En efecto, el municipio y el cabildo tuvieron entre nosotros un marcado carácter oligárquico, 
puesto que en ellos predominaban  e influían decisivamente los representantes de la 
oligarquía colonial que se había asentado en estas tierras, pero ello no impide que surgieran 

                                                        
25 Citado por José Luciano Franco. Apuntes para una historia de la legislación y la administración colonial en Cuba, 
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28 Sobre la historia del municipio castellano y su honda significación democrática debe verse a Fernández Bulté Julio. 
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y se agudizaran contradicciones entre los vecinos y las instancias coloniales más altas, 
especialmente las radicadas en la Metrópoli.  
En la vida del Cabildo y del municipio indiano y cubano en particular se manifestaron también 
formas dinámicas que eran portadoras de ciertas prácticas democráticas. Así, por ejemplo, 
encontramos que según el derecho y los usos de la época, se efectuaban dos tipos de 
Cabildos: 
Los llamados Cabildos abiertos, ñeque participaban todos los vecinos del lugar y que, por 

supuesto, eran mucho más democráticos que los otros cerrados. 
Los Cabildos cerrados, integrados exclusivamente por los Regidores, Corregidores y los 

magistrados municipales, bajo la presidencia de los Alcaldes ordinarios o de los Alcaldes 
Mayores o Corregidores, donde los Virreyes, que no era el caso nuestro, hubieran nombrado 
a éstos funcionarios. 
Normalmente los Municipios se integraron, como instancia estatal de base, en cada Villa 
fundada durante la colonización. El Cabildo estaba integrado por los dos Alcaldes, 
denominados Primero y Segundo y por tres Regidores. Por encima del Alcalde o los 
Alcaldes ordinarios estaba el llamado Alcalde Mayor, que era nombrado por el Gobernador y 
ejercía a nombre de éste la autoridad en las reuniones. Como podrá suponerse, ese Alcalde 
Mayor era una absoluta limitación a la autonomía municipal y dejaba caer la sombra del 
poder central sobre las reuniones municipales. 
Normalmente las reuniones del Cabildo eran presididas por el Alcalde Primero, si no estaba 
el Gobernador o el Alcalde Mayor. 
El Alcalde, o los Alcaldes tenían funciones gubernamentales y también de administración de 
justicia puesto que, según afirma Julio Carreras, hacían las veces de jueces locales, 
siguiendo en esto una vieja costumbre árabe. En ocasiones se le llamaba Justicia de sus 
iguales y de hecho actuaban como jueces de primera instancia, cuyas decisiones podían 
apelarse ante el Gobernador y finalmente ante la Audiencia. 
Los Regidores fueron tres originalmente y ya en el siglo XVII llegó a haber seis en La 
Habana, y lo más importante es que eran elegidos por los vecinos, de donde debían resultar 
el ingrediente más popular del Cabildo. Cuando se reunían los Alcaldes con los Regidores 
formaban el Regimiento y tomaban decisiones sobre casi todo lo humano y lo divino de la 
localidad, como matanza de animales, ventas, tráficos comerciales, distribución de 
avituallamientos para la localidad, urbanización precaria en aquellas villas hechas de 
cualquier modo, tenían que ver también con la adopción de medidas de seguridad o de 
emergencia en los casos de ataques piratas o cualquier otra contingencia especial. Por eso 
dice con razón Julio Carreras que ―Cumplían funciones políticas, judiciales, legislativas, 
económicas, culturales y sanitarias.‖29 
Uno de los elementos más significativos de la vida municipal en nuestra Isla fueron los 
Procuradores, que eran vecinos directamente elegidos por la población del municipio para 
que los representara ante el Gobernador y la Corona. Pero lo más interesante es que se hizo 
práctica que los Procuradores llevaran asuntos al Rey sin tener que darlos a conocer 
inicialmente a los gobernadores, por lo cual se convirtieron en un elemento explosivo de la 
vida municipal desde el mismo siglo XVI. 
Como nos da noticias Julio Carreras, se hizo práctica que los procuradores se reunieran una 
vez al año, desde fecha tan temprana como 1528, normalmente en Santiago de Cuba, 
aprovechando el momento en que se fundía el oro de todo el año para ser enviado a la 
Corona. 
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De hecho, como bien advierte Irene Wright, los procuradores se convirtieron en una fuerza 
pujante de la lucha por la autonomía municipal, frente al desbordamiento de los poderes de 
los Gobernadores. Es curioso que en esa puja de intereses, la Corona en cierta medida hizo 
el juego a los procuradores, buscando sin duda un cierto equilibrio en el poder en la colonia.  
En ese sentido, la corona ratificó la disposición que daba independencia a los procuradores y 
prohibía que sus informaciones a la corona u otras autoridades reales fueran inspeccionadas. 
Julio Carreras recuerda, como muestra de su sentido autonómico, los acuerdos que 
asumieron los procuradores en la primera Junta que celebraron. Allí decidieron, ―a) que la 
designación del gobernador recayera en un vecino de la Isla; b) que fueran suprimidos los 
regidores perpetuos; c) Libertad de comercio, que era tanto como oponerse al rígido 
monopolio de la colonia y d) que su designación saliera de los vecinos y no del Cabildo 
cerrado.‖ Eso es lo que permite decir al mencionado Careras que ―La conquista revivió en las 
Indias la auténtica forma municipal castellana. El Cabildo respaldaba los intereses de los 
colonos y constituyó una fuente de Derecho.‖30 
 
Otras instancias y autoridades constituidas con posterioridad. 
 
En los años, y más todavía en los siglos posteriores se produjeron importantes ajustes, 
ampliaciones y modificaciones en el sistema de poder colonial en Cuba. 
Una de las primeras fue el de Teniente Rey, establecido por Felipe II en 1715 y que estaba 
vinculado a la eventualidad de que falleciera el Gobernador General. Originalmente se 
producía una separación entre la autoridad militar y la civil y los primeros, los militares, se 
subordinaban al llamado Castellano del Morro, jefe militar de esa importante fortaleza que 
había sido concluida en 1630 al paralelo del Castillo de la Punta, y los funcionarios civiles se 
subordinaban al llamado Asesor Letrado. 
Otra institución importante económicamente, creada en 1717 fue la Factoría del Tabaco, que 
tenía sede en la Habana y estaba dirigida por un Superintendente General. La Factoría es la 
expresión institucional del llamado estanco del tabaco, es decir, el férreo monopolio que 
sobre su comercialización, por supuesto su exportación, alentó siempre la colonización 
española. La Factoría adquiría absolutamente las cosechas del tabaco, pero más todavía, 
determinaba la extensión y volumen de dichas cosechas, llegaba hasta determinar cuáles 
terrenos se dedicarían al cultivo de la hoja y por supuesto, los precios de compra y venta 
internacional. 
Como dice Julio Carreras: ―La Factoría es un monopolio estatal, férreo, que aprisiona el 
sector más débil de los propietarios de tierras y tritura a los cultivadores de tierras 
realengas.‖31  
La Factoría se fue extendiendo y llegó a tener sucursales en Trinidad, Santiago de Cuba y 
Bayamo.32 
 

                                                        
30 Carreras Collado Julio. Obra Citada. Pág. 21. 
31 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 26. 
32 Muy recientemente creada la Factoría tuvo que enfrentar una verdadera rebelión popular, cuando los vegueros de Oriente 
y las Villas se levantaron contra sus abusos y los de Santiago de las Vegas y Guanabo llegaron a protagonizar un verdadero 

movimiento armado que tomó los accesos de la capital e impidió el paso de las reses destinadas al matadero. El Gobernador 

Vicente Raja fue obligado a embarcar y de hecho anularon, violentamente, el estanco del tabaco. 

Pero el Rey respondió enérgicamente, enviando tropas al frente de las cuales llegó, en 1718 Gregorio Guazo Calderón, 

quien arribó a ciertos arreglos con los levantiscos. 

De hecho se consiguió que la Factoría fuera suspendida, aunque sus funciones en importante medida fueron continuadas por 

la Real Compañía del Comercio de La Habana, desde 1739 y en 1761 reanudó sus funciones como Nueva Factoría, fundada 

por la Real Cédula de 28 de junio de 1760. 
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El Derecho de Indias en Cuba. 
 
Como lo expresábamos en la Historia del Estado y del Derecho II, la dominación colonial 

española en América obligó a la instrumentación de un orden jurídico que pudiera regir las 
nuevas problemáticas y territorios que asumía la corona metropolitana después de la 
conquista.  
Aunque en principio se entendía que aquí regían los mismos preceptos del viejo derecho 
castellano leonés, eso era una simple vaguedad. Ello hubiera supuesto la extensión a 
nuestra tierra de las Leyes de Toro y, por tanto, del Ordenamiento de Alcalá, lo cual significa, 
en el fondo, la vigencia en Cuba de las Siete Partidas. Pero eso era una simple ilusión: ni en 
la población colonizada, ni en los mismos colonialistas, ni en los requerimientos económicos, 
sociales y culturales, esas disposiciones tenían nada que ver. 
Por ello, desde muy temprano comenzaron a dictarse disposiciones jurídicas específicas 
para el Nuevo Continente y para Cuba en particular; normas que respondían a las realidades 
más o menos bien percibidas por los colonialistas, pero que, en todo caso, estaban más 
cerca de las problemáticas de esta sociedades que las contenidas en los ya citados cuerpos 
legales medievales. 
En primer lugar florecen las Reales Cédulas o Cédulas Reales, que solían ser 
disposiciones emitidas por el Consejo de Indias, concediendo gracias, o disponiendo sobre 
cualquier asunto colonial. 
Estaban también las llamadas Pragmáticas que eran resoluciones en las cuales el Rey 

disponía cuestiones de carácter general. 
Aparecían también las Provisiones que eran los despachos emitidos por las Audiencias a 

nombre del Rey, extendidas con toda la autoridad real y que solían circular con el cuño real. 
Las mismas Audiencias u otros tribunales dictaban Autos, en que resolvían, con mayor o 

menor grado de generalidad, asuntos litigiosos.  
Además estaban las llamadas Cartas Abiertas que venían siendo como las actuales 

Circulares, disposiciones emitidas por autoridades menores y que concedían gracias o 
resolvían sobre asuntos de menor importancia. 
 
La recopilación de las Leyes de Indias. 
 
El ordenado y cuidadoso rey Felipe II, ordenó en 1570 que se hiciera una recopilación de las 
leyes dictadas para las llamadas Indias, lo cual revela claramente que ya advertían la enorme 
dispersión legislativa existente y lo difícil que se hacía la aplicación de esas leyes en 
ocasiones contradictorias. 
Todo evidencia que a la recopilación se dedicaron juristas de experiencia y se trabajó con 
ahínco en el seno del Consejo de Indias y en las Audiencias del Perú y de la Nueva España. 
La versión inicial de esa recopilación culminó en 1680, y mediante Real Cédula de Carlos II, 
se promulgó esa primera Recopilación de las Leyes de Indias. 
En general todos los historiadores admiten que fue una obra encomiable, aunque muy 
limitada al marco de las disposiciones dictadas en el nivel metropolitano, por el mismo Rey, 
por el Consejo Real, como señala Altamira, y dejó fuera las disposiciones dictadas por los 
Cabildos, es decir, a nivel municipal, los cuales tenían importantes decisiones, de hecho 
legislaciones locales de trascendencia, especialmente en materias como impuestos, 
construcción de acueductos y canales; asimismo se echan de menos disposiciones dictadas 
por los Virreyes, los Gobernadores y hasta doctrinas sentadas por las Audiencias. 
Sintetizando la esencia de ese cuerpo legal, Julio Carreras dice que esa Recopilación se 
―caracteriza por la profusión legislativa, el casuismo, la tendencia asimiladora y uniformadora 
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que pretendía estructurar la vida jurídica de las Indias conforme al modelo castellano; el 
reglamentismo minucioso y la pretensión monárquica de tener en las manos los hilos de un 
mundo vastísimo. Todo esto está impregnado del sentido ético religioso del catolicismo 
romano.‖33 
De cualquier manera, esa legislación indiana, aun utilizando en ocasiones un lenguaje 
edulcorado, sirvió absolutamente para implementar el régimen esclavista en Cuba, del cual 
fueron víctimas, primero los indios y después otras étnias sacrificadas al capitalismo 
naciente, especialmente los negros africanos y chinos. 
Una de las instituciones que sirvió para llevar adelante el régimen esclavista entre los 
aborígenes fue, sin duda, el de las Encomiendas. 
 
La Encomienda de los indios. 
 
La Encomienda fue la institución de abolengo feudal y de práctica absolutamente esclavista a 
través de la cual se ejerció la primera forma de esclavitud en la Isla, contra los indios llenos 
de ingenuidad. 
Ots Capdequí afirma exactamente que ―La Encomienda es una institución de origen 
castellano que pronto adquirió en las Indias caracteres peculiares que la hicieron 
diferenciarse plenamente de su antecedente peninsular. Por la Encomienda, un grupo de 
familia de indios, mayor o menor según los casos, con sus propios caciques, quedaba 
sometido a la autoridad de un español encomendero. Se obligaba éste jurídicamente a 
proteger a los indios que así le habían sido encomendados y a cuidar de su instrucción 
religiosa con los auxilios del cura doctrinario. Adquiría el derecho de beneficiarse con los 
servicios personales de los indios para las distintas necesidades del trabajo y de exigir de los 
mismos el pago de diversas prestaciones económicas.‖34 
Supuestamente se trataba de poner bajo el designio de un colonizador a un grupo de 
indígenas cuyo cuidado físico y del alma se le encomendaba, pero enseguida salía con toda 
brutalidad la esencia de la institución: el indio trabajaría para el colono, según sus apetencias 
y voracidades y le debería toda suerte de sumisión. Fue la manifestación del nuevo régimen 
esclavista. 
Normalmente o de modo original las encomiendas se concedían por el Rey por términos 
específicos, usualmente ent4e 2 y 3 años. Ya en 1509 el Rey Fernando el Católico autorizó a 
Diego Colón a renovar la continuidad de las encomiendas y llegó a ser normal que se 
extendieran por tres generaciones. 
No obstante todas las leyes protectoras de los indios y la evidencia de que la encomienda 
era sólo un vulgar disfraz del régimen esclavista, esa institución se mantuvo hasta el 29 de 
noviembre de 1718, es decir, en pleno siglo XVIII. 
 
Las Ordenanzas de Cáceres. 

 
Con absoluta razón, Julio Carreras califica a las Ordenanzas de Cáceres como el primer 
cuerpo legal redactado en Cuba y para Cuba. En efecto, en los finales del 1573 la Audiencia 
de Santo Domingo comisionó al Oidor Alonso de Cáceres para que residenciara al 
Gobernador Pedro Menéndez de Avilés y organizara los Cabildos de la Isla de Cuba. 
Cáceres era un jurista especializado en lo que hoy podríamos llamar Derecho Administrativo 

                                                        
33 Carreras, Julio. Obra Citada. Pág. 32. 
34 Ots Capdequí, José María. Manual de Historia del Derecho Español en las Indias y del Derecho propiamente 

indiano. Editorial Losada, S.A. Buenos Aires, 1945. Págs. 203 y siguientes. 
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o normas gubernamentales. Sobre la base de tales conocimientos redactó las Ordenanzas 
que se conocen por su nombre y que tienen el mérito singular de ser, como ya ha quedado 
dicho, la primera legislación que se dictó en Cuba y para regir especialmente en esta Isla. 
Por sus objetivos, las Ordenanzas tienen además otros méritos históricos y jurídicos 
trascendentales: de hecho constituyen un documento básico en el conocimiento de la 
Historia del Estado y del Derecho en Cuba; pero lo son especialmente porque transparentan, 
como ninguno otro, la naturaleza y esencia de la vida en los Cabildos y de sus realidades 
políticas, institucionales y sociales y, además, porque en sus preceptos queda plasmada la 
sociedad colonial de aquellos siglos, con la crudeza de la esclavitud, tanto del indio como de 
los negros que ya se introducían brutalmente en nuestras tierras. 
Las Ordenanzas de Cáceres fueron aprobadas por el Rey en el año 1640 y estuvieron 
vigentes hasta 1854. 
Como sintéticamente expresa Julio Carreras, ―Las Ordenanzas de Cáceres protegen los 
intereses de los vecinos, regidores, alcaldes, funcionarios, sacerdotes, militares, autoridades 
y Reyes de España.‖ Sin embargo, al regular la vida del Cabildo, devienen la primera 
legislación consagradora del municipio como esa forma de agrupación vecinal en que se 
expresan vivamente los intereses de la población y en que fraguan muchas veces las más 
violentas contradicciones con las instituciones metropolitanas. 
Esas ordenanzas han sido comentadas y sintetizadas por el Dr. Carreras Collado en su 
magnífico texto, por lo cual  nos remitimos al mismo para tener una básica noción del 
contenido de sus preceptos, en lo que atañe a la vida municipal. 
No obstante, quisiera hacer brevísimos comentarios sobre las regulaciones esclavistas que 
se contienen en dichas Ordenanzas. 
En un grupo notable de las disposiciones de las Ordenanzas se corrobora el modo de vida 
discriminado y humillado de los indios y los negros. Así, por ejemplo, se prohíbe venderles 
vino a unos y otros; del mismo modo se prohíbe que los negros usen espada o cuchillo, lo 
cual parece evidente en aquella sociedad que temía la cólera de los que habían sido 
despojados de su condición humana más elemental; ningún esclavo podía dormir, fuera de la 
casa del amo, o en bohío sólo, bajo pena de 36 azotes; nadie podía dar albergue a un negro 
cautivo y se aclaraba que se entendía ―ser fugitivo el esclavo que se estuviere en cualquier 
hato o estancia más allá de un día,‖ y contra esa disposición no valía incluso alegar que se 
ignoraba que andaba fugitivo. Se adoptaban disposiciones sobre la alimentación elemental 
que debía recibir cada esclavo, pero sólo con el fin de que resistiera el trabajo duro, 
proporcionándoseles dos pares de camisetas, y dos pares de medias al año. 
En todo caso, incluso en las disposiciones en que se limitan los castigos corporales, está 
evidenciándose que se trata de medidas sociales encaminadas a cuidar la propiedad de los 
señores esclavistas. 
De tal modo, las Ordenanzas de Cáceres pueden ser caracterizadas, no sólo como ya se ha 
hecho, es decir, como la primera legislación cubana dictada en Cuba y para Cuba, sino como 
la que mejor transparenta, en aquellos momentos, la naturaleza del Cabildo como institución 
autóctona y hasta contradictoria en ocasiones con los órganos coloniales  
Metropolitanos, sino además la primera legislación en que se plasma ya de modo abierto el 
régimen esclavista, ejercido no sólo contra los indios, sino contra los negros traídos de África. 
 
La trata de negros y el régimen esclavista sufrido por los africanos. 

 
El tráfico de negros esclavos es mucho más antiguo de lo que en algún momento quiso 
pretender alguna ingenua historiografía, que lo atribuyó a las gestiones del Padre de las 
Casas para aliviar la situación de los indios. 
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Realmente, había negros esclavos en España y Portugal cuando se iniciaron los viajes de 
Colón y nada había valido contra esas prácticas, especialmente de los portugueses, la Bula 
del Papa Pío II, de 7 de octubre de 1482 por la cual reprobaba el tráfico de esclavos que era 
ya común en esos años. 
―Según José Antonio Saco—nos dicen Torres Cuevas y Loyola—la entrada de los primeros 
negros en Cuba debió producirse con el desembarco de Diego Velásquez, pues muchos de 
los aventureros que lo acompañaban debían poseer sirvientes con estas características, 
adquiridos, por lo menos durante su estancia en La Española.‖35 
Lo que queda claro es que la primera autorización oficial para la introducción de negros 
esclavos en Cuba la efectuó la Corona en fecha tan temprana como 1501. Como medida 
contra el despoblamiento de la Isla, desde 1526 se autorizó la entrada de 1000 esclavos 
negros, lo cual no parece que se consiguió, no obstante lo cual en 1544 el obispo Sarmiento 
afirma la existencia de 744 ―negros e indios extranjeros esclavos‖36 
Como he dicho en otros lugares, la imposición del régimen esclavista en Cuba, en plena 
modernidad cultural y económica es uno de los acontecimientos más escarnecedores de la 
historia de esa contemporaneidad. Después de que la humanidad se había bañado en la luz 
del movimiento enciclopedista e iluminista, y había rechazado horrorizada la brutal esclavitud 
de la antigüedad, e incluso la servidumbre feudal, las potencias coloniales europeas 
retrotraen la historia e imponen en las tierras de América ese régimen de oprobio y horror, 
para el cual se involucró a tres continentes:  Europa, que robaba o compraba los esclavos en 
África, especialmente en las costas occidentales; África, el continente desgarrado del cual 
fueron brutalmente arrancados millones de sus hijos e hijas más vigorosos y sobre el que se 
cometió el genocidio, convirtiéndolo así en lo que Marx  llamó ―un cazadero de esclavos‖;  y 
América a donde, tanto en la América del Norte, como en la Central como en el Sur o el 
Caribe, eran traídos esos esclavos para usarlos como fuerza de trabajo en lo que 
económicamente se suele identificar como ―la acumulación originaria de capital‖. 
Los voraces europeos buscadores de esclavos efectuaban sus razzias  en la costa occidental 
del continente africano, en la zona comprendida entre Senegal y Angola. Inicialmente 
tomaban a sus víctimas dentro de la misma zona costera, pero en la medida en que pasó el 
tiempo y estas poblaciones se retiraron hacia el interior o adoptaron medidas defensivas 
tuvieron que ir incursionando hacia las regiones centrales y hasta orientales del continente. 
¿Cuántos africanos fueron arrancados de sus tierras y sus familias y vendidos como dolorosa 
mercancía para ser esclavizados en nuestras tierras? Walter Rodney calcula que más de 15 
millones de africanos fueron traslados al continente americano, pero otros muchos murieron 
en el mismo suelo del África en las brutales transportaciones de modo que, en total, se ha 
calculado por el indicado historiador, que África Occidental perdió entre 40 y 50 millones de 
esclavos en la trata a través del Atlántico.37  
Por su parte, W.E.B. Du Bois, calcula que fueron trasladados a América más de 900,000 
esclavos durante el siglo XVI; 2,750,000 en el XVII; y ascendieron a 7,000,000 en el XVIII; y 
4,000,000 en el XIX, por lo cual en total ascendió esa importación de mano de obra esclava a 
15 millones, aproximadamente. Esta cifra coincide, como puede verse, con la ofrecida por 
Walter Rodney, pero Du Bois calcula que murieron durante las transportaciones o en las 
razzias en el mismo continente africano, no menos de 60 millones de sus hijos.38 

                                                        
35 Torres Cuevas y Loyola Vega, Ob. Cit. Pág. 60. 
36 Ibidem. Pág. 60 
37 Rodney Walter. África Occidental y la trata de esclavos del Atlántico. África. Economía. Compilación de Armando 

Entralgo. Editorial Ciencias Sociales. La Habana, 1979. Tomado de Historial Association of Tanzania Paper No. 2. The 

University College, Dar-es-Salaam. Traducido por Díaz Godoy. 
38 Citado por J. Surte Canale. África Negra. Editorial Platina. Buenos Aires, 1959. 
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Ese comercio espantoso comenzó de forma muy elemental, mediante los actos de violencia 
con los cuales se asaltaba una aldea o pequeño poblado y se tomaban los hombres, mujeres 
y niños que serían de inmediato transportados. Ulteriormente empezaron a formarse las 
llamadas ―factorías‖, en ocasiones verdaderas fortificaciones desde las que se operaba en 
zonas más extensas y que servían al paralelo para acantonar a los que iban siendo 
capturados y al paralelo como elemento defensivo frente a otros colonizadores europeos. 
Más tarde todavía los depredadores aprendieron a utilizar los conflictos ínter tribales y a 
aprovechándose de ellos y de títeres de algunas tribus, comenzaron a conseguir que fueran 
los mismos africanos los que capturaran a sus enemigos tribales y los ofrecieran a precios 
irrisorios a los compradores europeos. 
Esta política pérfida sirvió para que algunos supuestos historiadores inescrupulosos hayan 
querido culpar a los africanos del horrendo tráfico esclavista. Como dice atinadamente Walter 
Rodney, ¡Algunos historiadores llegan incluso a afirmar que los africanos asumieron el papel 
principal en la trata de esclavos. Cualquier enemigo del pueblo africano adoptaría 
gustosamente esta actitud como un medio de justificar la conducta inhumana de los 
europeos, inculpando y responsabilizando a los africanos en su lugar.‖39 
Realmente, la responsabilidad por la implantación del régimen esclavista es absolutamente 
de las grandes potencias coloniales europeas. Sobre ellas cae absolutamente la sanción y la 
condena de la historia y de los pueblos del mundo. Los países subdesarrollados del llamado 
Tercer Mundo todavía son acreedores de tanto horror y del salvaje genocidio a que fue 
sometido el continente africano durante los siglos del esclavismo en América. 
Por demás, como antes dijimos, ese sistema esclavista, vestido con oropeles en ocasiones 
feudales, se puso al servicio de la acumulación originaria del capital. Por ello Carlos Marx 
pudo decir con absoluta veracidad, que el capitalismo llegó al mundo chorreando lodo y 
sangre, empapado con los detritos del sistema esclavista que Europa impuso en América. 
 
 
CAPÍTULO II. 
 
EL ESTADO Y EL DERECHO COLONIAL ESPAÑOL DURANTE Y DESPUÉS DEL 
DESPOTISMO ILUSTRADO. 

 
El Despotismo Ilustrado. Su concepto y ubicación en el reino de España. 

 
El concepto de despotismo ilustrado es de claro contenido político y  hace referencia a una 
forma de gobierno que fue común en muchas  monarquías europeas del siglo XVIII, en la que 
los reyes, sin renunciar a su condición de soberanos absolutos, trataron de aplicar 
determinadas medidas ―ilustradas‖, de corte reformista e incluso progresista, surgidas 
precisamente en esa centuria, denominada genéricamente Siglo de las Luces. 
 Ello fue el resultado de la presencia política de la burguesía en el nuevo escenario mundial y 
de su enorme influencia económica y espiritual. 
 Aunque el término ―despotismo ilustrado‖ fue acuñado en el siglo XIX, nació para intentar 
definir comportamientos políticos del siglo XVIII. Durante ese siglo de las luces,  numerosos 
soberanos de Europa pusieron en marcha políticas culturales y económicas de corte 
francamente burgues y, con ello, progresistas, que suponían entre otros particulares 
importantes medidas ilustradas adoptadas desde el poder.. Entre los déspotas ilustrados más 
significativos del periodo deben ser citados los ejemplos de Carlos III en España, José I El 

                                                        
39 Rodney Walter. Ob. Citada. Pág. 1 
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Reformador en Portugal, Federico II el Grande en Prusia, Catalina II la Grande en Rusia y el 
emperador José II. Todos fueron, en mayor o menor medida déspotas que pretendieron 
desenvolver políticas avanzadas, ilustradas que, como hemos indicado, no eran más que la 
expresión económica y cultural de los nuevos intereses de la burguesía. Esas medidas se 
desarrollaron en varias esferas, pero preponderantemente en la Educación, en algunas 
consideraciones e ideas jurídicas, en la agricultura, y también tomaron cuerpo en ciertas 
libertades y derechos civiles que comenzaron a ser admitidos, como la libertad de prensa o la 
tolerancia religiosa. 
 Pese a todo, y aunque tales regímenes supusieron cierto avance respecto a las tiranías 
despóticas, constituyeron sistemas de gobierno que todavía deben ser enmarcados en la 
concepción absolutista del poder por cuanto en ellos, como hemos dicho en otros lugares, la 
burguesía tenía que seguir cabalgando sobre los hombros de los monarcas absolutos. 
Algunos historiadores consideran que en realidad los resultados de los procesos políticos y 
culturales conocidos como el Despotismo Ilustrado tuvieron poca efectividad y en la mayoría 
de las veces se redujeron a reformas económicas, sin otra resonancia en la vida política, lo 
cual evidentemente es una simplificación inadmisible de las apreciaciones históricas.  
Los déspotas ilustrados casi siempre tuvieron como asesores a hombres del más auténtico y 
consecuente pensamiento burgués, lo cual contribuyó en importante medida a brindar su 
sello pragmatista y progresista a muchas de sus medidas. 
 En este sentido fueron significativos los reinados de Carlos III, rodeado de administradores 
como José Moñino, conde de Floridablanca, Pedro Rodríguez Campomanes, Pedro Pablo 
Abarca, conde de Aranda, o Gaspar Melchor de Jovellanos, todos ellos figuras claves de la 
Ilustración española.. 
En España este movimiento se empieza a abrir paso a finales del siglo XVII, específicamente 
en 1699, cuando agoniza el Rey Carlos II, El Hechizado, quien no había tenido 
descendencia. En esas condiciones dos casas reales de Europa mostraban sus ambiciones 
sucesorales: de un lado los Borbones franceses y del otro la casa de los Habsburgos de 
Austria. Por la parte francesa, nada más y nada menos que el llamado Rey Sol, Luis XIV 
auspiciaba los derechos del Duque de Anjou, que era su nieto y al mismo tiempo  bisnieto del 
rey español Felipe IV, y quien a su vez era, por todo ello, el preferido del Rey Carlos II. El 
emperador austriaco se enfrentaba, si subía al trono el Borbón, a  que Francia y España se 
unificaran en un reino de poderío incalculable y peligroso.  
En esas condiciones, cuando asciende al trono el Borbón, bajo el título de Felipe V, 
comienza la guerra sucesoral, entre Austria e Inglaterra de una parte y Francia y España de 
la otra. Esa guerra que es conocida como Guerra de Sucesión española duró 12 años y 
terminó en 1713 con la Paz de Utrecht y de Rastadt en virtud de las cuales la monarquía 
española perdió sus territorios europeos en Italia y en los Países Bajos, que tanto habían 
costado económica y humanamente a Castilla durante los siglos anteriores, pero se afianzó 
su poder en los restantes dominios de la península. 
Felipe V fue el padre de Carlos III, nacido de las segundas nupcias del Borbón con Isabel de 
Fornecio, y a quien se considera el monarca en el que comienza a expresarse el  despliegue 
de la política del Despotismo Ilustrado en España. El repetido Despotismo Ilustrado adquiere 
su total despliegue, en España, bajo el reinado de Carlos III y el gobierno en Cuba de 
Capitanes Generales como el Marques de la Torre y sobre todo Don Luis de las Casas. 
Sin embargo, desde el reinado de su padre, el aludido Felipe V comenzaron a entrar en 
España importantes técnicos franceses, encabezados por Juan Orry, formado en la escuela 
económica de Juan Colbert y quien intervino en la reorganización de las finanzas del reino. 
Bajo esa asesoría Felipe V comienza una política muy parecida a la francesa, y hace suyas 
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las ideas del liberalismo mercantilista, defendiendo enfáticamente el esquema de vender más 
de lo que se compra.  
Esa política librecambista va aparejada a medidas de mayor participación comercial de otras 
regiones con las cuales antes ni se pensaba realizar comercio. Del mismo modo se producen 
impulsos notables en las técnicas agrícolas y se empieza a pensar seriamente en la 
diversificación de los diferentes renglones de exportación. Como señala Julio Carreras, en La 
Habana aumentan los capitales comerciales, crece la población y suben los gastos públicos, 
todo lo cual conduce a que se reduzca de cierta forma el contrabando. 
En esas condiciones se producen tres grandes acontecimientos que no pueden ser extraídos 
de la comprensión de la historia de Cuba en esos momentos y menos de su historia política y 
jurídica. Nos referimos a la toma de La Habana por los ingleses en 1762; la independencia 
de las trece Colonias de Inglaterra y la revolución haitiana. 
 
La toma de La Habana por los ingleses. 
 
Las ambiciones y proyectos de dominación de los ingleses sobre el Caribe y en particular 
sobre la isla de Cuba eran ya entonces muy viejos. Como recuerda Carreras, desde los 
tiempos de Francis Drake los ingleses soñaban con conquistar la isla de Cuba. De ese modo, 
en cuanto Inglaterra declaró la guerra a España, en los primeros días del mes de junio de 
1762, envió 50 navíos de guerra a Cuba y empezó el asedio de la Habana. El 12 de agosto 
de 1762 se rindieron los españoles y los ingleses asumieron la gobernación de la capital de 
la Isla. El Conde de Albermarle asumió como Gobernador General y Capitán General. 
La resistencia fue heroica, no sólo en la villa de Guanabacoa, defendida por Pepe Antonio, 
sino en el mismo Cabildo de La Habana, al cual compareció Albermarle y en el que quiso 
tomar juramento de fidelidad al monarca inglés Jorge III. Según ha recogido la historia, los 
miembros del Cabildo se negaron a hacerlo y se dice que el Alcalde Don Pedro Santa Cruz 
respondió valientemente y en frase histórica dijo:‖Disponed de nuestros bienes, sacrificad 
nuestras vidas antes que exigirnos juramento de vasallaje a un príncipe extranjero.‖ 
Como señalan también Torres-Cuevas y Loyola, ―Las mujeres habaneras no fueron menos 
heroicas. Escribieron el primer documento, que se conozca, acusando a los jefes militares 
españoles por sus negligencias, y exaltando la capacidad de los criollos profundamente 
ofendidos por la forma en que se rindió la plaza.‖40 
De tal modo, la dominación inglesa fue, ante todo, incompleta, reducida únicamente a la 
ciudad de La Habana; sirvió para exaltar el patriotismo español y la fidelidad de los colonos a 
España; no pudo modificar el sistema de Derecho español porque  jamás pudieron, o quizás 
no quisieron, los ingleses introducir su sistema de Common Law; en el ámbito económico 
social fue evidente que los campesinos cubanos ofrecieron dura resistencia a la dominación 
inglesa. 
Sin embargo, si bien no impactó de modo importante en el ámbito jurídico, tuvo otras 
consecuencias económicas. Los ingleses favorecieron el libre comercio y los comerciantes 
residentes en la Isla se beneficiaron de esa libertad; se compraron esclavos africanos 
libremente, sin restricción alguna; vendieron el azúcar de sus almacenes y cuando España 
retornó al poder, como consecuencia del Tratado de Versalles, suscrito en febrero de 1763, 
se había cogido el gusto a esa libertad comercial y se había desarrollado notablemente la 
clase de los ricos comerciantes, cuyos capitales habían crecido de modo significativo.  

                                                        
40 Torres-Cuevas Eduardo y Loyola Vega Oscar. Historia de Cuba. 1492-1898. Editorial Pueblo y Educación. La Habana, 

2001. Pág. 97. 
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Cuando se produce la restauración española se crearon los cargos de General Segundo 
Cabo y Subinspector de Tropas y Milicias de los cuales ya hablamos en el Capítulo anterior.. 
Fue el momento en que se empezó a construir los nuevos castillos fortificados, como el de la 
Loma de Arostegui o  Castillo del Príncipe, La Cabaña y Atarés y algunas Baterías 
intermedias como Santa Clara, San Nazario y San Lázaro. 
 
Influencia de la Revolución de las Trece Colonias y de la Revolución de los esclavos 
en Haití(Saint Dominique). 
 

Entre 1776 y 1781 las trece colonias inglesas de América del Norte se levantaron en armas 
contra Inglaterra y obtuvieron la independencia, formándose los Estados Unidos de 
Norteamérica, todo lo cual fue ya estudiado en la Historia General del Estado y del Derecho, 
Segunda Parte. 
Esa revolución ejerció una notable influencia ideológica y espiritual sobre la población 
cubana o sobre los incipientes criollos y no dejó de tener influencia también en cuanto a la 
conducta de los mismos colonos españoles que veían cómo podía obtenerse un régimen de 
mayores libertades con respecto a la metrópoli. 
Esta circunstancia y la rivalidad comercial de siempre entre Inglaterra y España 
contribuyeron a que desde el primer momento se establecieran relaciones comerciales con la 
nueva república norteamericana y los comerciantes españoles de La Habana. En los últimos 
años del siglo XVIII los Estados Unidos fueron los principales compradores de los azúcares 
habaneros y casi cubanos, y vendieron harina de trigo, arroz, mantequilla, pescado, queso, 
carne, alquitrán, maderas, ladrillos y sobre todo negros esclavos. Desde ese momento 
Estados Unidos empezó a desplazar a España como potencia comercial de la cual la Isla 
empezó a depender. 
Del mismo modo, la Revolución haitiana tuvo notables influencias sobre Cuba. Ante todo 
introdujo y mantuvo el miedo a que se produjera aquí una insurrección semejante y la Isla se 
convirtiera en tierra dominada por los esclavos. Esas ideas estuvieron presentes en cada 
pensamiento antiindependentista y en el anexionismo.  
En el plano económico, como se destruyeron en Haití las plantaciones de caña de azúcar y 
café, los agricultores en la Isla aprovecharon la oportunidad para vender sus productos a 
Francia a precios mejorados.  
Eso, unido al auge general de la industria azucarera en la Isla y los altos precios de ese 
producto se incrementaron los capitales criollos. 
Como consecuencia final, la producción azucarera de Cuba aumentó, se acumularon 
capitales por parte de los hacendados y comerciantes; fue más dura y extensa la esclavitud y 
se profundizaron las diferencias entre amos y esclavos, al tiempo que el campesino pobre y 
el criollo sufrieron un proceso de agudo empobrecimiento. 
 
Nuevos órganos en la estructura del Estado colonial español. 
 

Los anteriores órganos del poder colonial, vistos ya en el capítulo anterior, se mantuvieron, 
pero junto a los mismos aparecieron, en las nuevas circunstancias históricas, nuevos 
órganos del poder colonial. Entre ellos merece citarse los siguientes: 
Con mucha sagacidad señalan Torres-Cuevas y Loyola que ―Especial énfasis puso Ricla, así 
como sus continuadores, en cambiar los centros de poder en Cuba. De esta forma se 
estructuró una nueva organización política centralizada en el capitán general como jefe 
militar y gobernador superior como jefe político. En la base de esta estructura política 
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estaban los capitanes de partidos que asumieron funciones civiles y militares en ciudades, 
villas y pueblos. Todo estuvo dirigido a restarles poder a los cabildos y ayuntamientos.‖41 
En consecuencia se crearon otros nuevos órganos de administración colonial, entre los que 
debemos mencionar: 
 
La  Intendencia de Ejército y Hacienda. 
 

A mediados y finales del siglo XVIII se crearon nuevos órganos de poder colonial en Cuba, 
determinados por las nuevas condiciones económicas, sociales y políticas que se habían 
creado al amparo del despotismo ilustrado y de los acontecimientos internacionales a que 
antes nos referimos.. 
Entre esos nuevos órganos hay que mencionar la Intendencia de Ejército y Hacienda, 
institución de origen francés pero que también había existido en Inglaterra. Al intendente 
correspondía, ante todo, atender a las cuestiones económicas del Ejército y más tarde se le 
confirieron atribuciones administrativas. 
Cuando el Conde Ricla asume el mando de La Habana, el 6 de julio de 1763 al salir el último 
soldado inglés se empeñó, además de lo ya indicado,  en fortalecer la defensa de la ciudad y 
en administrar correctamente los fondos militares. De hecho nombró un intendente para la 
administración del presupuesto de defensa. 
Sin embargo, la Intendencia de Ejército y Hacienda se creó por Real Cédula de 31 de 
octubre de 1764. De hecho la constitución de la Intendencia perseguía unir facultades 
estatales en un órgano, dado que las mismas estaban hasta ese momento dispersas. El 
Intendente llegó a ser, después del Gobernador General, la autoridad de más poder en la 
isla,  y formaba parte de la llamada Junta de Autoridades. 
Es importante no perder de vista que los intendentes de Ejército y Hacienda fueron 
personeros de la política del llamado Despotismo Ilustrado y en consecuencia favorecieron a 
los agricultores y dieron impulso a la industria azucarera, el fomento de nuevos cultivos, la 
cultura en general y la colonización blanca de la isla. También  despojaron a los Cabildos de 
las prerrogativas de administrar sus rentas y centralizar sus recaudaciones. 
 
El Real Consulado de la Agricultura y Comercio. 
 
La agricultura en Cuba era realmente primitiva, estancada en modelos tecnológicos propios 
del medioevo y con procedimientos completamente ajenos a los nuevos avances de las 
ciencias vinculadas con la producción agraria. 
Los impulsos económicos provocados por el clima social y cultural del llamado Despotismo 
Ilustrado, y derivados también de las nuevas circunstancias económicas empezaron a 
favorecer la formación de una embrionaria conciencia científica en torno a la agricultura y a 
formar la sensibilidad de que ésta requería modernizaciones y adecuaciones impostergables. 
Fue Francisco de Arango y Parreño quien primero respondió a estos nuevos tiempo y 
comenzó una ardua labor de divulgación de los requerimientos de la agricultura y una lucha 
constante por su modernización y ampliación. Desde las posiciones del Cabildo de La 
Habana no tuvo descanso en ese sentido y uno de sus capítulos principales fue la memoria 
elevada al Consejo de Indias, en 1792, con el título de Discurso sobre la agricultura de La 
Habana y medios de fomentarla. 
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Entre los reclamos de Arango y Parreño figuraba la creación de una Junta Protectora de la 
Agricultura, que debía encargarse de atender las cuestiones relacionadas con el cultivo de la 
caña, el café y el tabaco, especialmente.  
Es justo consignar que cuando hablamos de luchas y batallas en relación con estas ideas 
estamos mencionando algo totalmente exacto. Lo cierto era que esas concepciones 
provocaban la repulsa de los comerciantes españoles, siempre mezclados en constantes 
contradicciones con los hacendados criollos. 
Es entonces en medio de esos choques de ideas y pugnas de intereses económicos, pero 
alentado por el clima cultural del despotismo ilustrado, que se constituye por Real Cédula de 
1764 el Real Consulado de Agricultura y Comercio, que pretendió armonizar y atenuar las 
contradicciones entre la producción agrícola y su comercialización. 
Como se expresó en la misma Real Cédula que lo creó, tuvo por propósito esencial ―la más 
breve y fácil administración de justicia en los pleitos mercantiles y la protección de la 
agricultura y el comercio en todos sus ramos.‖ 
Para conseguir tales fines, que como puede verse eran de alcance jurisdiccional, pero 
también administrativo, ―manda erigir una Junta Económica y de Gobierno, que puesta al 
frente de los Hacendados y Comerciantes, propagase las luces económicas, promoviese con 
libertad y sin predilección el bien de unos y otros y expusiese los obstáculos que deban 
vencerse.‖42 
Esa Junta estaba integrada por el Capitán General, que la presidía, el Intendente de Ejército 
y Hacienda, el Prior y los Cónsules, el Síndico, el Contador, el Secretario y el Tesorero. 
Como señala Carreras, ―La Junta Económica debía atender el estado de la agricultura y la 
manera de hacerla más rica y floreciente, para lo que podía acordar franquicias para la 
introducción de nuevos frutos en la Isla, el aumento de los cultivos y dar facilidades al 
comercio interior y exterior.‖43 
Otra de las importantes secciones del Real Consulado de la Agricultura y el Comercio fue el 
Registro Mercantil, que tenía la responsabilidad de registrar en libro público, toda actividad 

relacionada con el comercio, almacenaje y constitución de Compañías de Comercio y 
aquellas que tenían que ver con la compra o construcción de embarcaciones destinadas al 
tráfico mercantil. De tal manera, era un incipiente intento por alcanzar algo que forma parte 
de toda la actividad comercial moderna, a saber, el Registro Mercantil de sus realizadores, a 
fin de que se pueda tener claridad sobre los agentes del comercio y se alcance la credibilidad 
indispensable en esa actividad hoy internacional. 
La tercera sección del Real Consulado fue el Tribunal Mercantil, que se integraba con el Prior 
y los dos Cónsules y actuaba para conocer en primera instancia, como administración de 
justicia, de los pleitos y controversias que se suscitaran entre comerciantes y sus 
compañeros o factores y de éstos comerciantes c on los hacendados o campesinos, en todo 
lo relacionado con las compras, ventas, cambios, fletamentos de barcos y demás actividades 
mercantiles. 
El Real Consulado, se solventó esencialmente con las recaudaciones de un nuevo impuesto 
denominado havería, y que consistía en un medio por ciento de todos los precios de géneros, 
frutos y efectos comerciales que se introdujeran en cualquiera de los puertos del distrito. 
Además de estos que hemos señalado, empezaron a funcionar otros mecanismos, más que 
verdaderos órganos, que formaron parte importante de la maquinaria del poder colonial en 
esos contextos aludidos del Despotismo Ilustrado y los años siguientes. Entre ellos merece 
señalarse la ya mencionada Junta de Autoridades existió desde 1808 bajo la gobernación del 
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Marques de Someruelos, como una especie de consejillo consultivo del Capitán General. La 
presidía la máxima autoridad, (el Capitán General) y la formaban el Intendente de Ejército y 
Hacienda y el Superintendente de Tabaco y el Comandante de la Marina. Los acuerdos de la 
Junta de Autoridades no eran de obligatorio cumplimiento para el Capitán General porque 
era sólo un órgano consultivo. 
En sentido parecido hay que hacer mención al  Real acuerdo que  era la reunión de todos 
los magistrados de la Audiencia presididos por el Capitán General, para adoptar 
determinadas decisiones de carácter administrativo. Las decisiones adoptadas por el Real 
Acuerdo se denominaban Votos Consultivos. El Real Acuerdo existió hasta 1861. 
El Real Consulado de Agricultura y Comercio quedó suprimido en 1830  y en 1832 se creó la 
Junta de Fomento, encargada de las funciones administrativas del antiguo órgano de poder, 

al frente de la cual estaba como siempre el Capitán General, el Intendente de Hacienda y 
había además doce Comisarios, seis de ellos comerciantes y seis hacendados; el Síndico; el 
Secretario Escribano y el Tesorero. 
Las funciones de la Junta eran el fomento de las comunicaciones, la construcción de 
carreteras, puertos, muelles y faros, la construcción de ferrocarriles y atender a la agricultura 
y la industria; debía fomentar la inmigración de familias blancas y tenía que ver con todo lo 
relacionado con los terrenos u otros bienes inmuebles. En 1850 llegó a tener en cartera 
medio millón de pesos que administraba libremente. 
 
El Obispado de La Habana. 
 
Si bien la estructura eclesiástica de la Isla y sus órganos de poder no forman parte del 
Estado colonial en sentido limitado, es evidente que integran el sistema político de aquella 
sociedad y en consecuencia es correcto no perder de vista algunas transformaciones que se 
produjeron en la jerarquía católica en nuestro país. 
En ese sentido merece indicarse la fundación o desagregación del obispado de La Habana 
del de Santiago de Cuba, a finales del siglo XVIII y como consecuencia del aumento de la 
extensión territorial y poblacional que se había alcanzado ya a esas alturas, mucho más si no 
perdemos de vista que formaban parte de la jurisdicción eclesiástica del obispado de 
Santiago, los territorios de La Florida y Luisiana, que eran españoles. 
Por esas circunstancias, el Consejo de Indias consideró la posibilidad de constituir un nuevo 
obispado en la parte occidental de la isla y desagregarlo así de la diócesis de Santiago. 
Finalmente ese Real y Supremo Consejo de Indias dictó el Real Decreto de 28 de julio de 
1786, por el que dispuso la división del obispado de Santiago, y el consecuencia, el Papa 
dictó el Decreto Pontificio de 10 de septiembre de 1787, por el cual facultó a cualquier 
arzobispo u obispo que ―dipute la Católica Real Majestad para que practique la expuesta 
división‖ 
Entonces la Isla quedó dividida en dos diócesis por Real Cédula de 18 de diciembre de 1793. 
La diócesis de La Habana alcanzaba todo el occidente, hasta Sancti Spíritus e incluía a 
Florida y la Luisiana, en tanto la diócesis de Santiago de Cuba comprendía la parte oriental 
de la Isla, desde Sancti Spíritus y Puerto Príncipe hasta Baracoa. 
 
El Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición. 
 

En realidad el Tribunal de la Santa Inquisición parece que no tuvo la misma eficacia en Cuba 
que en Europa en general y menos en España. No hubo las olas de crueldad y los grandes 
martirios y sacrificios que acompañaron a la Inquisición en España, sobre todo durante la 



 32 

llamada Contrarreforma. Sin embargo, existe el testimonio de que los ingleses abrieron las 
puertas de la cárcel a más de 400 personas encausadas por la Inquisición. 
Evidentemente la principal preocupación de la Inquisición fue mantener el llamado Índice, es 
decir, la prohibición de no sólo editar o comerciar determinados libros, sino también de 
tenerlos y leerlos. 
En el Índice estaban los libros prohibidos, registrados por su título, por su autor o por su 
anonimato. 
Además, el interés fundamental de la Inquisición consistió en mantener inconmovible el 
sistema de enseñanza, limitado y escaso dentro del escolasticismo y a cargo de instituciones 
monásticas. Los estudios jurídicos se consideraban peligrosos porque avivaban el 
pensamiento juvenil y despertaban las conciencias. En el año 1784 llegó a suprimirse el 
estudio de Leyes, por medio de una Real Orden. El Santo Oficio de la Inquisición fue 
eliminado por la Constitución española, de Cádiz, de 1812. 
 
Otros órganos coloniales formados o desarrollados en ese período. 
 
Otras instituciones gubernamentales se abrieron paso o cobraron especial auge en esas 
condiciones del Despotismo Ilustrado, como fueron, entre otras, La Administración General 
de Rentas, dentro de la cual se incluía todo lo concerniente a la Aduana; la Administración de 
Correos; la llamada Comandancia del Apostadero, de la que dependía el Arsenal; la 
Secretaría de Gobierno, ya separada de la Escribanía dentro de la Capitanía General y otras 
menores. 
Como señala correctamente Fernando Portuondo, cada una de estas instituciones llegó a 
tener jurisdicción propia en las materias de su competencia y en razón de ello llegaban a 
ejercer funciones jurisdiccionales en dichos terrenos específicos. 
Sin embargo, esa proliferación de instituciones no afectó, sino que fortaleció la autoridad del 
Capitán General de la Isla puesto que todos los jefes de esas instituciones eran 
absolutamente subalternos de la Capitanía General. Además, como Luisiana y la Florida 
pasaron a ser dependencias españolas y se adscribieron o subordinaron a la Capitanía 
General de La Habana, la misma llegó a ser no sólo capital de la colonia cubana, sino de las 
colonias de la América del Norte. 
 
El debilitamiento de los Cabildos durante el Despotismo Ilustrado y en el siglo XIX. 
 
Los Cabildos sufrieron un doble proceso de debilitamiento: de un lado las instituciones 
centrales fueron absorbiendo funciones que antes eran de la exclusiva competencia del 
órgano local y con ello se disminuyó su intervención en la vida social, de otro lado, su 
estructura y funcionamiento fueron erosionados con varias medidas que también 
propendieron a limitar el alcance de sus funciones y sus poderes. 
En cuanto a lo primero, la Intendencia de Hacienda, para sólo mencionar algunos ejemplos, 
quitó a los municipios todo lo que tenía que ver con las Rentas y los Impuestos y eso 
significaba no sólo disminución de sus esferas de influencias, sino también de importantes 
recursos. La Comandancia de Marina tuvo que ver con todo lo relacionado con la explotación 
de los recursos maderables y en igual sentido las funciones de policía, que habían sido 
exclusivas de los municipios, pasaron a los Capitanes Pedáneos. 
De otro lado, la estructura y el funcionamiento de esos órganos locales de poder también 
sufrió importantes embates. Originalmente, como es sabido, los vecinos podían y debían 
elegir a los Regidores pero lentamente los cargos de Regidores comenzaron a ser, primero 
que todo, adquiridos por compra y posteriormente esa adquisición llegó a ser a perpetuidad. 
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En efecto, desde Felipe II se usó cada vez con más frecuencia la venta de los cargos y los 
títulos, los cuales eran altamente codiciados por la nueva aristocracia criolla y al ser así 
adquiridos se fue diluyendo la facultad democrática de su antigua elección. 
En el tiempo que rigió en Cuba, durante dos oportunidades, la Constitución española de 
1812, a la cual nos referiremos más adelante, se crearon las Diputaciones Provinciales. La 
Isla se dividió en tres provincias: Occidente, Centro y Oriente y en cada una de ellas se 
designó una de dichas Diputaciones Provinciales, que no fueron sino una nueva instancia 
burocrática, administrativa, y también de poder que, finalmente, contribuía también a la 
merma de las facultades de los órganos de base. Sin embargo, justo es consignar que sobre 
todo en su primera etapa, entre 1812 y 1814, la Constitución de Cádiz convirtió a los 
Cabildos en Ayuntamientos, y suprimió a los Regidores ex oficio y volvió al sistema de libre 
elección de los cargos municipales. 
Sin embargo, como señala correctamente Julio Carreras, ―al restituirse el absolutismo en 
España y derogarse la Constitución por Fernando VII, los poderosos hacendados siguieron 
manejando los Ayuntamientos a su antojo.‖44 
Carlos Marx, al analizar el proceso revolucionario español iniciado en 1808, en su obra La 
Revolución Española, pone de relieve que las grandes monarquías en Europa se edificaron 
sobre la decadencia de las clases feudales en conflicto, pero ―En España, por el contrario, 
mientras la aristocracia se hundió en la decadencia sin perder sus privilegios más nocivos, 
las ciudades perdieron su poder medieval sin ganar en importancia moderna.‖45 Del mismo 
modo, nuestros municipios, aunque no estaban en los mismos contextos económicos y 
sociales de la península ibérica padecieron las perspectivas y el clima político de la 
metrópoli, de modo que ellos también perdieron sus viejos poderes coloniales sin adquirir 
importancia como ciudades modernas. 
 
El sistema de Derecho Colonial esclavista durante el Despotismo Ilustrado(Siglos XVIII 
y primera mitad del XIX) 
 
Durante el desenvolvimiento de ese proceso contradictorio que hemos aludido, conocido 
como el del Despotismo Ilustrado se dictaron importantes disposiciones cuyo espíritu central 
estuvo encaminado a cumplir o facilitar los objetivos esenciales de aquella política en que se 
conciliaban el despotismo, el autocratismo y el centralismo, con las tendencias de desarrollo 
económico burgués y hasta con algunas ideas que germinaban en el nuevo horizonte 
espiritual de la época, dominado por la Ilustración y correctamente conocido como Siglo de 
las Luces. 
Fue verdaderamente copiosa la cantidad de disposiciones jurídicas dictadas en ese largo 
lapso. Nosotros nos referiremos sólo a algunos que resultan sumamente elocuentes. 
La segunda mitad del siglo XVIII es conocida como la época del libre comercio, porque en 
esa segunda mitad del siglo España abrió sus posibilidades comerciales y abandonó de 
algún modo su anterior posición de monopolio. Esto era consecuente con la perspectiva 
esencial del Despotismo Ilustrado. En ese sentido, merecen citarse algunas disposiciones 
importantes: 
La Real Orden de 16 de octubre de 1765 permitió que las colonias o provincias Cuba, 

Puerto Rico, y la Isla de Barlovento comerciaran con los puertos de Cádiz, Sevilla, Alicante, 
Cartagena, Barcelona, Santander, La Coruña y Gijón. Esta legislación benefició a varios 

                                                        
44 Carreras Collado, Julio. Obra Citada. Pág. 88. 
45 Citado por José Luciano Franco en Apuntes para una historia de la legislación y la administración colonial en Cuba. 

1511-1800. Editorial Ciencias Sociales, La Habana, 1985. Pág. 281. 
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centros fabriles españoles que empezaron a recibir directamente sus mercancías. Como 
consecuencia de ello no sólo se beneficiaba y se dinamizaba la vida comercial en nuestras 
tierras, sino que la burguesía comerciante de Cataluña, Vizcaya. Asturias y Galicia recibieron 
un impulso económico muy sensible, al mismo tiempo que se limitaban los ingresos de los 
anteriores centros monopolizadores, particularmente Veracruz, Sevilla y Cádiz. 
El Real Decreto de 12 de octubre de 1778, conocido como Reglamento del Libre 
Comercio, que fue el resultado del aumento notable de las exportaciones de Cuba entre 

1769 y 1774. Ese Reglamento amplió las anteriores libertades y abrió el comercio a otros 
puertos coloniales como Puerto Rico, Santo Domingo, Monte Cristi, Santiago de Cuba, 
Trinidad, Batabanó, Isla de Trinidad y Margarita, Campeche y otros. Ese reglamento además 
declaró exentos de derechos o pagos de impuestos a algunos productos industriales y, 
desde ese punto de vista, en Cuba se beneficiaron el azúcar y el café. 
La Real Cédula de 28 de febrero de 1789 que fue el resultado del desarrollo de la pobre 

industria azucarera cubana y el aumento de los trapiches o cachimbos productores de azúcar 
con mano de obra esclava. Esa Real Cédula suprimió el sistema de asientos y autorizó el 
libre comercio de esclavos. 
Como expresa claramente Julio Carreras, ―El contenido de esta disposición retrata, sin 
necesidad de comentarios de nuestra parte, el tipo de régimen existente en Cuba y el 
procedimiento utilizado por la naciente burguesía para acumular sus capitales.‖46 Era, como 
hemos repetido antes, el sistema esclavista puesto en función del capitalismo internacional. 
El Real Decreto de 23 de junio de 1817, que suprimió la Factoría del Tabaco. El estanco del 
tabaco, modelo de monopolio comercial, siempre fue combatido por los productores y 
comerciantes. 
El Real Decreto de 23 de junio de 1817 no sólo suprimió el estanco, sino que liquidó los 
privilegios de la Factoría de La Habana, reconoció la total libertad para el cultivo y el 
comercio del tabaco; dispuso la constitución obligatoria de los gremios para los fabricantes y 
el  uso obligatorio de naves españolas para la exportación del tabaco y algunos impuestos 
especiales. 
La liquidación del estanco del tabaco impulsó la industria tabacalera y profundizó las 
contradicciones entre los terratenientes y los vegueros. 
La Real Cédula de 21 de octubre de 1817 que tiene por objeto favorecer la migración 

blanca a la Isla, para que sirviera de contrapeso al crecimiento del número de esclavos en 
Cuba.  
En ese sentido se dispone en esa Real Cédula: la libertad para que se domicilien en Cuba 
los extranjeros blancos que profesen la religión cristiana. El derecho de esos colonos a 
obtener la ciudadanía española; el derecho de los mismos a regresar a su lugar de origen 
cuando lo consideren necesario o deseado; la exención de pagar los diezmos; la autorización 
para portar armas. 
Como consecuencia de esta Real Cédula surgieron nuevos poblados como Jagua o 
Cienfuegos. 
El Real Decreto de 10 de febrero de 1818 que favorece el comercio con los extranjeros.  

Este decreto fue muy combatido por los tradicionales comerciantes españoles y pese a todas 
las restricciones que se le puso favoreció el comercio y los precios en el país. 
El Real Decreto de 9 de febrero de 1824 que estableció el libre comercio directo con 
los extranjeros y ordena la igualdad en los derechos de exportación e importación, aunque 

conservando medidas proteccionistas de las Cortes gaditanas y crea entonces cuatro 
columnas de Aranceles: a) sobre mercancías españolas transportadas en buques 
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extranjeros; b) mercancías extranjeras en buques españoles; c) mercancías extranjeras en 
buques extranjeros y d) mercancías españolas en buques españoles. 
Este Real Decreto favoreció las contradicciones entre la tradicional aristocracia comercial 
española y los azucareros, cafetaleros y tabacaleros de toda la Isla. La naciente burguesía 
comercial criolla tendió a desarrollar su comercio con Estados Unidos más que con España. 
La Real Resolución de 16 de julio de 1819 reconoció después de muchos azares las 
mercedaciones de tierras concedidas por los Cabildos, y estableció, en esencia, que ―las 
mercedes de tierras concedidas por los Cabildos hasta el año 1729 se respetaran como 
títulos legítimos de dominio con libertad en sus poseedores de enajenarlas o destinarlas a los 
usos que consideren convenientes.‖ 
Se dispuso que a falta de otros títulos se admitirá y respetará el de la justa prescripción de 
las mercedaciones. De hecho, esa Real resolución favoreció a los propietarios, estimuló la 
competencia individual y el enriquecimiento con las ventas de títulos de propiedad sobre la 
tierra y aumentó la producción y las recaudaciones, pero por otro lado favoreció la 
destrucción de los bosques para convertirlos en cafetales y sobre todo cañaverales. 
Aunque ya correspondiendo al período de aumento del autoritarismo monárquico, merece 
citarse la Real Orden de 28 de mayo de 1825 que concedió al Gobernador y Capitán 
General todo el conjunto de Facultades Omnímodas que disponían los gobernadores de 
provincias españolas, como jefes de plazas sitiadas. 
Estas Facultades Omnímodas se derivan, indirectamente, del recrudecimiento del entorno 
revolucionario, que ha visto avanzar las revoluciones en la América continental y Haití y en 
Estados Unidos, pero sobre todo, porque Fernando VII, el Rey Felón deroga la constitución 
de Cádiz e implanta en ese año 1825 el más férreo absolutismo monárquico. En Cuba recibe 
esas facultades omnímodas Dionisio Vives. 
El Código Negro Carolino, fue ordenado por el rey Carlos IV, quien en 28 de febrero de 

1789 dispuso provisionalmente el libre comercio de esclavos. 
En esa ocasión ordenó también redactar un cuerpo legal, una especie de Código que regule 
el trabajo de los esclavos y todo lo referente a esa institución. Ese Código Negro Carolino, 
redactado por los consejeros de Carlos IV, no era bondadoso con los esclavos ni establecía 
tratamientos benignos, pero aun así fue mal recibido por los hacendados esclavistas. Ante la 
oposición de esos esclavistas, el rey optó por no promulgar el Código. 
En el año 1842 el Capitán General Jerónimo Valdés estrechamente ligado al General 
Espartero, dictó un Bando de Gobernación y Policía de la Isla de Cuba y uno de sus 
anexos es el Reglamento de Esclavos y fue de hecho el documento legal que sustituyó a 
las Ordenanzas de Cáceres en la regulación jurídica de los esclavos en Cuba. El Bando de 
Jerónimo Valdés fue humanista y con ciertas consideraciones para los esclavos. Ese Bando, 
ciertamente, nunca fue cumplido por los esclavistas y, como dice Julio Carreras, de hecho y 
de derecho el Reglamento fue letra muerta. 
El 2 de marzo de 1845 la Reina Isabel II dicta la Ley de Represión del Tráfico de Negros 

y establece severas penas contra los capitanes, sobrecargos, pilotos y contramaestres de 
buques negreros. Los propietarios serían condenados a la pena de destierro, una fuerte 
multa y la destrucción del buque. 
El 10 de Octubre de 1868 se produce el inicio de la primera etapa de la Guerra de 
Independencia, con el alzamiento de Carlos Manuel de Céspedes en el Ingenio Demajagua, 
en el cual dispone la libertad de los negros esclavos. 
La reacción del estado español a esa disposición cubana es la Ley de 4 de julio de 1870 
que determina que los hijos de madres esclavas, nacidos a partir de esa fecha, son libres; los 
nacidos desde el 17 de septiembre de 1868 hasta julio de 1870 serían adquiridos por el 
estado español  por el pago a sus dueños de la cantidad de 125 pesetas. Del mismo modo 
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dispone la libertad de los esclavos que hubieran ayudado, con las armas o de otro modo, a 
las tropas españolas. 
Finalmente, el 13 de febrero de 1880 fue publicada la ley que declaraba abolida la 
esclavitud, pero dejaba a los esclavos sometidos al patronato de sus poseedores. 
Ese patronato fue en realidad la máscara tras la cual se ocultó la supervivencia del brutal 
régimen de esclavitud y todo su escarnio. 
Según esa ley, los siervos permanecerán en estado de servidumbre aunque ahora bajo el 
patronato de sus poseedores. El ejercicio de ese patronato supone el derecho, por parte del 
patrono, de representar a sus anteriores esclavos en todos los asuntos civiles o penales, 
puesto que esos antiguos siervos no se consideran nunca como ciudadanos de plenos 
derechos. 
El patrono pagaba un ridículo estipendio mensual al antiguo esclavo, que sólo ascendía a 
dos pesos mensuales a los menores de 22 años y un peso más a los que habían arribado a 
esa edad. Como señala Carreras ―El Patronato cesará mediante el orden gradual de edades 
de los patrocinados, mayor a menor, a los 8 años de promulgada la ley, o por voluntad del 
patrono, por mutuo acuerdo entre ambos, por renuncia del patrono, por indemnización de 
servicios mediante la entrega al patrono de la suma de 30 a 50 pesos anuales, según el 
sexo, edad y circunstancias.‖47 
 
Algunas instituciones culturales surgidas y desarrolladas durante los años del 
Despotismo Ilustrado. 

 
El Seminario de San Carlos y San Ambrosio. 

 
Al calor del movimiento que hemos venido significando, conocido como Despotismo 
Ilustrado, que tuvo sus más altos exponentes en el reinado de Carlos III y en Cuba bajo los 
mandos del Marqués de la Torre y de Don Luis de las Casas, surgieron o adquirieron singular 
desarrollo algunas instituciones culturales que ya anunciaban los nuevos tiempos que se 
abrían paso como expresiones de la modernidad. 
Entre esas instituciones merece mencionarse la fundación del Seminario de San Carlos,  
fundado en 1773 fundado por el Obispo José de Hechavarría y que se asentó en la casa del 
antiguo colegio de los jesuitas, que se había cerrado al ser expulsados éstos de la Isla.48 A 
ese seminario de San Carlos se anexó enseguida el viejo de San Ambrosio y desde entonces 
se conoció como Seminario de San Carlos y San Ambrosio. 
El seminario estaba encaminado a brindar educación a los hijos de la aristocracia criolla, y el 
reglamento del mismo prohibía firmemente la entrada de ―negros, mulatos o mestizos‖, pero 
también se impedía la admisión de ―hijos de oficiales mecánicos‖, es decir, de hijos de 
artesanos. 
El Seminario tenía el nivel de una verdadera Universidad y de hecho compitió 
profesionalmente y culturalmente con la de San Jerónimo, fundada en 1728 pero que 

                                                        
47 Carreras, Collado, Julio. Ob. Citada. Pág. 123. 
48 En 1767, gobernando la Isla Bucarely, sucesor de Ricla, se recibió secretamente la noticia de que debían ser expulsados 

de la Isla todos los religiosos de la orden de los Jesuitas, al mismo tiempo que se hacía en los demás dominios españoles.. 

Como dice Portuondo, “Con grandes precauciones, como si se temiera que la medida provocase un motín, fueron sacados 

los jesuitas de su vivienda, junto al colegio que tenían, y embarcados en una nave de guerra que los esperaba” 

Aunque la comunidad jesuita en Cuba no pasaba de veinte miembros, la misma ejercía una alta influencia espiritual sobre 

las familias criollas y su expulsión produjo un gran malestar. De otro lado, pese a ser tan pocos tenían un gran patrimonio, 

puesto que a su salida sus bienes fueron evaluados en poco más de medio millón de pesos, cantidad fabulosa para aquella 

época. 
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mantenía un sorprendente atraso científico y cultural, dominada como estaba por la influencia 
del más dogmático escolasticismo. 
No debe perderse de vista que en el Seminario de San Carlos y San Ambrosio, en la época 
de Don Luis de las Casas y bajo la influencia del Presbítero José Agustín Caballero, 
comenzó una nueva corriente espiritual a recorrer los claustros de aquel viejo convento que 
un día albergara a los jesuitas. Fue en ese Seminario donde impartió sus extraordinarias 
conferencias de Derecho Constitucional el Presbítero Félix Varela. 
 
El Papel Periódico. 
 
Una de las primeras medidas adoptadas por Don Luis de las Casas al asumir la Capitanía 
General de la Isla, a sólo tres meses de haberlo hecho, fue fundar un periódico o Gaceta al 
que se llamó Papel Periódico de La Habana, el cual tuvo el mérito de publicar no sólo 

anuncios o comunicados oficiales, sino también artículos y noticias relacionadas con la 
agricultura, el comercio y la cultura en general. 
 
La Sociedad Económica de Amigos del País. 
 
En el año 1793, cuando la Revolución Francesa vivía los días de la mayor radicalización y 
del conocido como Terror Rojo, y se defendía de la invasión de las potencias monárquicas de 
Europa, Don Luis de las Casas, llevando adelante esas líneas señaladas que se 
correspondían con el Despotismo Ilustrado, fundaba la Sociedad Económica de Amigos del 
País, que agrupaba a los más destacados hombres dela vida económica y cultural de la Isla, 
a la flor y nata de la incipiente nacionalidad y del pensamiento burgués avanzado entonces. 
Esa institución, según sus estatutos, estaba encaminada a promover ―la agricultura y el 
comercio, la crianza de ganados e industria popular, y oportunamente la educación e 
instrucción de la juventud.‖ 
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En justicia habría que significar que mientras estuvo en Cuba, Don Luis de las Casas, que 
presidió siempre la Sociedad, asistió puntualmente a todas sus sesiones y mantuvo una 
estrecha relación de trabajo e interés acerca de ella. 
A esa Sociedad asignó Don Luis el antes mencionado Papel Periódico de La Habana, para 
que corriera con la responsabilidad de su publicación y desarrollo. 
Otro de los grandes pasos dados por la Sociedad fue la constitución de la primera Biblioteca 
Pública de Cuba, la cual se inauguró y pervivió gracias a las largas donaciones de libros de 
los llamados ―amigos del país‖.49 
 
La Casa de Beneficencia. 
 
Otra de las obras del período fue la construcción de la Casa de Beneficencia, un hospicio 
que fue inspirado por el sacerdote Luis de Peñalver, el cual logró la contribución económica 
de un grupo de criollos adinerados. El hospicio, que vino a resolver un serio problema en la 
sociedad cubana, fue levantado en terrenos cedidos por el mismo sacerdote Peñalver. 
 
El Censo de población. 
 
Para tener una idea de las importantes transformaciones operadas en Cuba en ese período 
que estamos tratando de significar deberíamos decir dos palabras sobre los resultados del 
censo de población que se realizara en 1791 por orden de Don Luis de las Casas. 
Ese censo arrojó la existencia de un total de 272,000 habitantes en Cuba, aunque Alejandro 
de Humboldt consideró que la cifra total de habitantes en el país era, por lo menos de 90,000 
personas más, es decir, 362,000 y que la diferencia se explicaba por la mala intención de 
algunos propietarios de esclavos que trataron de ocultar la propiedad de los mismos en la 

                                                        
49 La Sociedad Económica de Amigos del País no fue la primera que existió en Cuba. De hecho en 1787 se había fundado 

una Sociedad semejante en Santiago de Cuba, pero dado el exiguo número de sus miembros y su poca influencia no puede 

parangonarse con la obra y el significado de la de La Habana. 

Resultados del censo de población de 1792. 

• La población de Cuba ascendía ya a 272,000 habitantes, o sea 

cien mil más que en 1774. Y se constató que ya eran más los 

negros que los blancos, y que el número de esclavos habíase 

duplicado. 
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intención de evadir impuestos o para asegurarse contra eventuales decisiones posteriores 
del gobierno. 
Sin embargo, lo más significativo y para algunos alarmante era que la cifra de negros 
sobrepasaba ya a la de los blancos: 138,700 negros contra 133,500 blancos. Debe señalarse 
que entre los negros se incluía en ese censo a los mulatos. El aumento mayor, por supuesto, 
era por el crecimiento de los esclavos, que ahora eran el doble de los registrados en el censo 
de 1774. 
 
Nuevos órganos de poder colonial durante la segunda mitad del siglo XIX. 
 
La segunda mitad del siglo XIX introduce algunas modificaciones en la estructura colonial 
cubana que están marcadas, sobre todo, por el aumento del autocratismo monárquico y 
también, en importantísima medida, por la reacción metropolitana contra el inicio de las 
luchas independentistas en Cuba. 
En general se mantienen los anteriores órganos coloniales de poder,  encabezados por el 
Capitán General, pero vale la pena señalar que como la Isla era una provincia de España, 
debía tener a su cabeza un Gobernador Civil, Jefe de la Hacienda Pública, Presidente 
también, por derecho propio, del Consejo de Administración, de los Ayuntamientos y de 
todas las Juntas y Corporaciones Administrativas y que era al mismo tiempo, como ya 
indicábamos, Capitán General. 
Ese Capitán General,  con cada vez más amplias y casi ilimitadas funciones y facultades, 
consultaba, si lo consideraba procedente y necesario, al Consejo de Administración al que 
antes nos referimos. 
Colaboraban con él los Gobernadores y Tenientes Gobernadores, que no eran más que jefes 
de localidades, que en las mismas ejercían sus facultades gubernativas y de policía y 
actuaban como Vicepresidentes de los Ayuntamientos. 
También se mantiene y amplía sus facultades el Consejo de la Administración, ya antes 
descrito, pero además se crean nuevos órganos, viva expresión del clima represivo que se 
impone en los finales del siglo XIX. Entre ellos merece mencionarse: 
 
El Consejo Administrativo de Bienes Embargados. 
 
El Consejo Administrativo de Bienes Embargados fue un órgano creado al calor del 
movimiento revolucionario iniciado el 10 de Octubre de 1868 y que se constituyó como 
respuesta de los integristas españoles a dicho movimiento. El  General Domingo Dulce, 
Capitán General, siguiendo las presiones de los voluntarios se adelantó o trató de 
adelantarse a los integrantes de la Junta Central Revolucionaria y ordenó el arresto de los 
principales dirigentes y, además, el embargo de todos sus bienes. El 17 de abril de 1869 fue 
creado el Consejo Administrativo de Bienes Embargados que tenía por objeto esencial no 
sólo proceder a la persecución y embargo de los bienes de todos los que se vinculaban de 
algún modo con la lucha revolucionaria, sino además disponía de la administración de dichos 
bienes embargados. El Consejo Estaba presidido por el Gobernador Político de La Habana y 
quedó integrado esencialmente por peninsulares, aunque había algunos isleños integristas.  
Embargaron las propiedades de 177 personas, 196 fincas rústicas entre ellas ingenios, 
cafetales, potreros, sitios, estancias y haciendas; 4,839 esclavos negros y 2,070 colonos 
asiáticos.  Ese órgano fue eminentemente represivo y de una enorme corrupción, que 
empezó por parte de los vocales, apoderándose de los bienes embargados, desde el mismo 
momento de su constitución.  
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La Comisión Militar Ejecutiva y Permanente. 
 
El rey español, Fernando VII, conocido como El Deseado, traicionando al pueblo que se 
había levantado en armas contra Napoleón  defendiendo su trono y la soberanía española, 
no bien instalado en el poder comenzó una ola represiva y se divorció de las ansias 
populares. De hecho ascendió al poder apoyado por los Cien Mil Hijos de San Luis, fuerza 
militar francesa mercenaria que le sirvió para derrotar a las tropas liberales españolas. 
Una vez restituido al trono, este rey traidor, constituyó en todas las provincias , por Real 
Decreto de 13 de enero de 1824, las Comisiones Militares Ejecutivas y Permanentes, 

con el fin de ejecutar el rápido castigo de los que cometieron supuestos delitos contra la 
seguridad del Estado, que era tanto como decir, de todos los liberales que se habían alzado 
por su regreso al trono y por un gobierno español liberal. Esos tribunales comenzaron a 
actuar con celeridad y las sanciones se aplicaban rápida y brutalmente. Anulaban las viejas 
estructuras de la justicia civil. 
En Cuba la constitución de ese Tribunal corrió por cuenta del Gobernador Dionisio Vives y de 
inmediato no sólo constituyó el Tribunal especial, sino que fue ese el que juzgó la 
conspiración de los Rayos y Soles de Bolívar. 
La Comisión Militar Ejecutiva y Permanente fue un instrumento supuestamente jurídico en 
manos de la dominación colonial española para desatar y llevar a grandes niveles su 
represión contra los intentos libertarios de nuestro pueblo. 
 
 
CAPÍTULO III. 

 
EL MOVIMIENTO REVOLUCIONARIO EN CUBA; SUS ANTECEDENTES Y LA 
FORMULACIÓN JURÍDICA Y CONSTITUCIONAL DE LA REVOLUCIÓN. 
 
La dominación napoleónica en España, consecuencias jurídicas. 
 

Al iniciarse el siglo XIX España es rehén de la política internacional napoleónica. De hecho, 
llamarla aliada de Francia es un verdadero eufemismo. Desde la muerte de Carlos III en 
1788, bajo el reinado de Carlos IV, España es apenas una pieza dentro de las fichas del 
juego político internacional de Napoleón Bonaparte. Carlos IV, hombre inocuo y carente de 
carácter y decisión política, muy pronto fue un juguete del célebre Manuel Godoy, favorito de 
la reina María Luisa y que llegara, por tan indigna razón, a dominar absolutamente las 
decisiones del monarca y, con ello, los destinos del país. 
Manuel Godoy hizo todo lo que estuvo a su alcance para granjearse las simpatías del 
Emperador de Francia. 
Godoy presumiblemente aspiraba a que Bonaparte le facilitara  algún poder, tal vez un 
pequeño reino en parte de Portugal, pero pronto se concitaron frente a él importantes 
sectores de la aristocracia, totalmente inconformes con la política de sumisión practicada por 
el favorito de la reina. Esos desconformes se aglutinaron en torno al hijo del envejecido 
Carlos IV, su presunto heredero Fernando, lo cual provocó la indignación de la reina y de 
Godoy. Mientras la familia real se debatía en tales querellas mezquinas, Napoleón realizaba 
su trabajo de división y engaño. Por un lado alentaba a Godoy y le llenaba de ilusiones sus 
inagotables ambiciones personales y, por otro lado, sus enviados conspiraban abiertamente 
con el príncipe heredero y lo inducían a destronar a Carlos y coronar de inmediato a 
Fernando. 
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En esas condiciones, en 1808 Napoleón obtiene permiso para pasar sus ejércitos hacia 
Portugal, pero cuando tiene a España virtualmente invadida se creó una situación 
extraordinaria: de hecho España estaba bajo el dominio militar napoleónico; Godoy no se 
encontraba en la península y los seguidores de Fernando creyeron llegado el momento de 
deponer al viejo rey. El motín se inició y ante todo obligaron a Carlos IV a deponer a Godoy y 
de inmediato le exigieron su propia abdicación. Fernando, con el número VII, fue proclamado 
Rey de España. 
Pero eso no era lo que correspondía a los planes de Napoleón. Y las mezquindades y 
rivalidades de la familia real vinieron a facilitar sus objetivos expansionitas: Carlos IV, 
destronado, la vieja reina María Luisa y el miserable Godoy corrieron a Francia a colocarse 
bajo la supuesta protección del emperador. Por su parte Fernando VII se esforzaba por ser 
reconocido por Bonaparte y por evitar problemas con su ejército que ocupaba virtualmente a 
toda España.  
Entonces Napoleón citó a toda la familia real a Bayona, al norte de Francia50 y allí los obligó 
a renunciar al trono español. Carlos IV, con su habitual sumisión cedió sus derechos reales a 
Napoleón y entonces el emperador los colocó a todos a buen recaudo y designó rey de 
España a su hermano José. 
Pero esta nueva corona impuesta abrió el camino a uno de los descalabros más importantes 
del emperador corso. Contra sus cálculos, el 2 de mayo de 1808 el pueblo español se 
levantó como un solo hombre contra el rey extranjero y proclamó su fidelidad a Fernando VII, 
conocido desde entonces como El Deseado. La insurrección, que se extendió 

vertiginosamente contó de inmediato con la ayuda y el apoyo de los ingleses, sobre todo en 
forma de armas que se les facilitó de diversas maneras. Desde  ese momento empezó la 
lucha del pueblo español por una supuesta soberanía que, sin embargo, se arrastró a las 
plantas del rey Fernando VII, quien traicionó esa fidelidad y respondió a la confianza popular 
con el autoritarismo y la más violenta represión. 
 
La Constitución o Estatuto de Bayona. 
 

En las condiciones señaladas, depuesto el Borbón y de hecho prisionero el nuevo aspirante, 
Fernando VII, Napoleón acude a una usual mascarada, la convocatoria de una supuesta 
constituyente que aprobará una nueva Constitución o Estatuto para España y elegirá un 
nuevo monarca. 
Esa ficción jurídica corresponde montarla o ejecutarla al llamado Duque de Berg, que es 
realmente el viejo y aguerrido Mariscal bonapartista Joaquín Murat, quien publica en la 
Gaceta de Madrid, en fecha 24 de mayo del 1808 la convocatoria para una reunión en 
Bayona, con los fines indicados, que habría de celebrarse el 15 de junio del mismo año. 
Ese grupo de Diputados que tendría el encargo aludido se concibió constituido por 150 
personas, algunas que fueron electas y otras designadas, distribuidas de la forma siguiente: 
50 nobles; 50 eclesiásticos y 50 por el Estado llano. Como señala con mucha gracia Julio 
Carreras, ―Todo hace pensar en una miniatura de los Estados Generales convocados por 
Luis XVI en 1789. Pensaba Bonaparte repetir la historia de Francia en la península española, 
pero en este caso en la forma de una comedia de títeres manejados por un mariscal.‖51 
De esos 150 convocados respondieron con su asistencia 91 diputados, los cuales juraron 
fidelidad al nuevo Rey impuesto, José Bonaparte y aprobaron la constitución o Estatuto 
                                                        
50 Bayona está al norte de Francia apenas cruzados los Pirineos y en la actualidad los vascos la consideran parte de las 

llamadas provincias vascas del norte puesto que originalmente formaron parte del territorio de los vascos y allí no es extraño 

que se hable español. 
51 Carreras Collado Julio. Ob. Citada. Pág. 139. 
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presentado, que había sido redactado por el Ministro Imperial Manet, con el visto bueno del 
mismo Napoleón.52 
Como expresa el tantas veces citado Julio Carreras, ―No se trata propiamente de una 
constitución sino de una carta otorgada preparada según la voluntad de un rey francés y 
aprobada por una asamblea incompleta, escogida por el ocupante y congregada fuera del 
territorio español.‖53 
Sin embargo, hay que reconocer a favor de aquel texto farragoso y espurio, que el mismo 
tuvo el valor de constituir una primera manifestación de regulación constitucional de la antes 
absolutista monarquía española. Como toda la obra napoleónica de su período imperial está 
recorrida por la altisonancia de aquel lenguaje declamatorio en que parece prosternarse ante 
la monarquía a la cual, en el fondo y en la práctica, escarnece con su pragmatismo burgués. 
El Estatuto de Bayona es, como obra constitucional, verdaderamente farragoso y 
pormenorizado: consta de 13 Títulos y 146 artículos que no tienen numeración continua sino 
que tiene  numeración independiente en cada título. 
Para marcar su carácter conservador o quizás para atemperarse a la espiritualidad española, 
el Título 1 declara que ―La religión católica, apostólica, romana, en España y en todas las 
posiciones españolas, será la religión del rey y de la nación; y no se permitirá ninguna otra.‖. 
Como si esa constitución fuera un texto dictado por el impuesto monarca, que habla en 
primera persona del singular, afirma en el Artículo segundo que la corona de ―las España y 
de las Indias‖ será hereditaria por la línea masculina y sobre la base de la primogenitura, 
afirmando entonces del modo más desenfadado que en defecto de esa forma de 
descendencia ―En defecto de ello....la corona volverá a nuestro muy caro y muy amado 
hermano Napoleón, emperador de los franceses y rey de Italia,‖54 
En ese Estatuto se constituye un Senado, nombrado por el Rey, cuyas dudosas facultades 
son las de suspender la constitución cuando fuere necesario y velar por las libertades 
individuales y la libertad de imprenta especialmente?. 
Como especie de órgano con facultades de iniciativa legislativa, algo de ejecutivo y 
elementos jurisdiccionales,  se dispone la constitución de un Consejo de Estado, presidido 
por el rey y que debe preparar los proyectos de leyes, dirimir las controversias por cuestiones 
de jurisdicción y actuar como suerte de tribunal contencioso administrativo. 
Sin embargo, como órgano puramente legislativo se crea la Cámara integrada por 172 
individuos, pero divididos en tres estamentos, como en los peores momentos del régimen 
feudal: la nobleza, el clero y el pueblo. 
Pero al paralelo se mantienen las viejas Cortes, que sesionarán ridículamente cada tres años 
para deliberar sobre el contenido de los proyectos de leyes. 
Esa vulgar parodia de constitución establece una cláusula de reforma en la que se ordena 
tranquilamente que ese cuerpo legal no puede ser modificado antes de los 12 años de su 
vigencia. 
Ese Estatuto extraño y ridículo jurídicamente fue aprobado el 6 de julio de 1808. 
 
El movimiento revolucionario en España y la Constitución de Cádiz. 
 

                                                        
52 Debe señalarse que La Habana designó diputación para esa constituyente espuria, dado que a la misma fue seleccionado 

el habanero Juan Clemente Núñez del Castillo y de Molina, Marqués de San Felipe y Santiago, que era un patricio cubano 

que residía en Madrid. Sin embargo, en gracia de su dignidad hay que señalar que el mismo no participó en aquella 

mascarada. 
53 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 140. 
54 Código Español del reinado intruso de José Napoleón Bonaparte. D. Juan Miguel de los Ríos, Madrid, 1845. Imprenta 

de D. Ignacio Boix; Editor.  Pág. 13. 
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Cuando Napoleón o, mejor, sus ejércitos, dominan casi toda la península hispánica y el 
hermano del emperador, ha sido impuesto como rey de España, se produce uno de los 
capítulos más hermosos y dramáticos de la historia de esos pueblos: como ante un llamado 
se levantan con singular unanimidad los pueblos de la península y se inicia una de las 
insurrecciones populares más violentas y espontáneas de la historia. 
El pueblo español se alza contra los invasores y al hacerlo empieza una lucha heroica por su 
independencia y por la soberanía nacional, pero singularmente, atado a las viejas ideas y 
prácticas de sumisión de siglos de monarquía, produce ese levantamiento y levanta las 
banderas de la independencia enarbolando al paralelo o esencialmente la fidelidad al rey 
prisionero Fernando VII, que se conoce desde entonces como El Deseado. 
La monarquía española  sobre todo durante el reinado de Carlos III había llevado adelante, 
como ya dijimos, la política propia del despotismo ilustrado. La mentalidad de los ministros de 
Carlos III, especialmente Aranda y Floridablanca se hallaba modelada por el espíritu 
racionalista de la Enciclopedia. 
Sin embargo, España había concluido el siglo XVIII y entrado en el XIX constituyendo una 
estructura típica del ―antiguo régimen‖. La extensión de los latifundios feudales, las relaciones 
de dependencia de las masas campesinas, el extraordinario poder del clero, tanto en el 
orden económico como en el de las ideas implantadas oficialmente, todo ello era la evidencia 
de que la península se movía aún dentro de límites feudales.55 
Contra esa estructura de poder feudal había tratado de levantarse pálidamente el llamado 
despotismo ilustrado, apoyándose en la pequeña burguesía, especialmente agraria y 
comercial y en una incipiente e inmadura burguesía industrial.56 
Por todo ello, la monarquía española del despotismo ilustrado, a pesar de su relativo papel 
de avanzada e incluso a pesar de algunas medidas progresistas y su lucha contra el clero 
feudal y la Inquisición, no supo ni pudo, por su sostén de clase, ser consecuente con los 
vientos de fronda que venían de Francia. Así vemos como Floridablanca se niega a 
reconocer el juramento de la constitución prestado por Luis XVI y Aranda, sólo un poco más 
audaz, llega apenas a un tratado de no agresión con Francia. España, con sus vacilaciones 
se bloquea detrás de los Pirineos, frente al auge impetuoso de los nuevos tiempo que 
venían, hasta que Napoleón los agredió, sellados por el nuevo mundo que se abría paso por 
la Revolución Francesa. 
Cuando Napoleón invade a España e impone a su hermano en el trono se produce un 
verdadero levantamiento popular. Pérez Galdós dice en uno de sus Episodios Nacionales 

que ―La campana de ese arrebato glorioso no suena sino cuando son muchos los corazones 
dispuestos a palpitar en concordancia con su anhelante ritmo y raras veces presenta la 
historia ejemplos como aquel, porque el sentimiento patrio no hace milagros sino cuando es 
una condensación colosal, una unidad sin discrepancias de ningún género.‖ 

                                                        
55 Así, por ejemplo, de los 37, 300, 000 hectáreas del terreno español sólo ocho millones y medio se dedicaban al cultivo y 

más de doce millones se mantenían encaminados a pastos, en tanto el resto era silvestre. Según datos de Cabarrús, sólo 

1,323 familias nobles detentaban casi 17 millones de hectáreas de tierra y los establecimientos canónicos, que ascendían a 

32, 279 poseían 1,380, 000 hectáreas de las ocho y media cultivadas. 

De otro lado, como evidencia de la estructura del poder, la tierra todavía se dividía en espacios de realengo, de señorío y 
abaciales. Las mismas ciudades tenían esa distribución: 124 de realengo, 21 de señorío; las villas presentaban el siguiente 

cuadro: 1,703 de realengo y 3,013 de señorío.  

Los mayorazgos permanecieron con total vigencia, por lo cual la propiedad de la familia sólo podía trasmitirse al 

primogénito varón y si bien desde 1789 se había autorizado la venta del patrimonio familiar, ello era sólo bajo condición de 

que se invirtiera el producto en Bonos de la Deuda Pública. 
56 España reaccionó tardíamente frente a las explotaciones mineras. Así en 1783 la Sociedad de Amigos del País de Vitoria 

estudió informes presentados por Don Fausto Elhuyart sobre las minas de carbón de Somorrostro y sólo en 1794 se 

instalaron los primeros hornos de coque metalúrgico. 
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Entonces se multiplican las Juntas revolucionarias que juran fidelidad a Fernando y deciden 
aprobar una nueva Carta Constitucional. Como el territorio peninsular está  prácticamente 
dominado por los franceses la Junta Central se ve obligada a convocar Las Cortes, 
constituidas como una esa suerte de Convención, en Cádiz. 
Las Cortes en que fue discutida la Constitución comenzaron en 1810 y dicha Constitución fue 
aprobada y promulgada finalmente el 19 de marzo de 1812.57 En esas cortes hubo dos 
cubanos como diputados, D. Joaquín de Santa Cruz y el marques de San Felipe y 
Santiago.58 
Es importante, a nuestro modo de ver, tener bien claro que en aquel movimiento 
revolucionario se unían dos grandes objetivos que se conciliaban difícil y dramáticamente en 
las condiciones históricas concretas del pueblo español: de un lado la ya aludida lucha por la 
independencia del dominio francés, pero de otro lado se estaba produciendo, 
inevitablemente, una revolución liberal, llevada adelante por la naciente burguesía liberal 
española y por todas aquellas fuerzas sociales que estaban empapadas del ideario de la 
gran revolución francesa. 
Tratando de sintetizar esa conjunción de factores Julio Carreras indica que ―Las Cortes dan 
remate a la Constitución que, tomando como modelo las ideas burguesas de la Revolución 
Francesa, regula en España el régimen monárquico constitucional.‖59 
Por asumir esas ideas liberales no es raro que aquella Constitución dijera, como la francesa 
de 1791 que ―la soberanía reside esencialmente en la nación‖ y seguidamente que ―la nación 
española...no es ni puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona.‖ 
Esa dualidad o contradicción es la que explica que la Constitución de Cádiz sea a su vez 
vacilante y contradictoria: no suprime la monarquía, pero trata de limitar sus poderes 
absolutos y de imponer una monarquía moderada, constitucional, según los paradigmas 
burgueses; no suprime los viejos privilegios pero hace desaparecer el Tribunal del Santo 
Oficio de la Inquisición; no liquida absolutamente al antiguo régimen, pero inspirada en el 
movimiento iluminista y enciclopedista establece determinadas libertades y sobre todo el 
derecho al sufragio a los españoles que tengan propiedades y rentas. 
Carlos Marx fue verdaderamente ríspido al evaluar aquella carta magna. De ella diría que ―Lo 
cierto es que la Constitución de 1812 es una reproducción de los fueros antiguos pero leídos 
a la luz de la Revolución francesa y adaptados a las exigencias de la sociedad moderna.‖60 
El clima político especial en que se desenvuelven esas Cortes y del que emerge ese texto 
constitucional y el ambiente enrarecido que se traslada a sus páginas y a sus posteriores 
vicisitudes históricas, explican claramente la naturaleza de su contenido. Cual advierte Marx, 
esa carta emerge de un grupo de hombres de procedencias disímiles que, evocando los 
viejos tiempos de la Reconquista iniciada en Covadonga y Sobrarbo, legisla un cuerpo legal 
magno para un país que no poseen, encerrados y situados en el pequeño espacio gaditano. 
Y, lo que resulta más interesante, que el cuerpo constitucional que se propicia resulta 
aparentemente demasiado revolucionario como para haber brotado de las manos de un 
movimiento rápidamente desmembrado, y cuyo documento está teñido de un franco 
reaccionarismo eclesiástico y feudalizante, frente a llos contenidos ideológicos de la 

                                                        
57 Por haberse promulgado en esa fecha, en el calendario cristiano festividad de San José, el pueblo español identificó a la 

Constitución de 1812 con el jocoso apelativo de La Pepa. 
58 La última gran batalla campal librada en tierra española fue la de Ocaña, el 19 de noviembre de 1809. En esas 

condiciones, el 24 de septiembre de 1810 se reunieron en León las Cortes extraordinarias; el 20 de febrero de 1811 se 

trasladaron a Cádiz; el 19 de marzo de 1812 promulgaron la nueva Constitución y el 20 de septiembre de 1813, tres años 

después de su apertura, terminaron sus sesiones. 
59 Carreras Collado, Julio. Obra Citada. Pág. 142. 
60 Marx, Carlos. La Revolución Española. Editorial En Lenguas Extranjeras. Moscú. 
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Revolución Francesa. Cuerpo legal, por demás de inmediato estigmatizado y anatematizado 
por todas las testas coronadas de Europa y que los españoles trataron de poner en vigor en 
dos nuevas oportunidades posteriores, en 1820 y en 1836. 
La Constitución de 1812 tiene 334 artículos y está dividida en diez Títulos que son los 
siguientes: 1) La nación española y los españoles; 2) El territorio español, su religión; su 
gobierno y los ciudadanos españoles; 3) Las Cortes; 4) El Rey; 5) Las instituciones de justicia 
y el procedimiento civil y criminal; 6) La administración de las provincias y de los municipios; 
7) Los impuestos; 8) Las fuerzas armadas nacionales; 9) La instrucción Pública; 10) El 
respeto de la Constitución y los procedimientos para modificarla. 
Dentro de ese articulado se vertebra una organización política y se pretende una estructura 
económica que, aparencialmente, resulta copia casi directa de los propósitos y soluciones de 
la constitución francesa de 1791. En efecto, el poder monárquico resulta francamente 
debilitado, el viejo arbitrio judicial del Consejo Real es fracturado por la creación de un poder 
legislativo independiente; en general, el principio de la tripartición de poderes recorre todo el 
texto constitucional; la organización política es tendiente al debilitamiento de poderes 
absolutistas; en el orden económico España aspira ser propulsada a lo que podríamos 
calificar como condiciones materiales de la sociedad moderna, y por sobre todo ello aletea 
majestuoso el principio de la soberanía popular expresado verticalmente: ―la soberanía tiene 
su origen esencial en el pueblo, el cual tiene, por esto, el derecho exclusivo de decretar las 
leyes fundamentales...‖ 
Esa Constitución, fruto de las mentes y las voluntades de los elementos más avanzados del 
partido nacional en aquellos momentos cruciales, recogió y sintetizó, en su mismo cuerpo y 
en su contenido, todas las contradicciones y  limitaciones de la sociedad y la política 
española en aquellos momentos especiales. 
 
La restauración absolutista. El Estatuto Real de 1834. 
 

La Constitución de Cádiz, texto antiguo leído a la débil luz de una bujía ideológica que 
alumbraba apenas desde más allá de los Pirineos, defraudó desde muy pronto a las masas 
populares que, por demás, habían agotado sus pujanzas insurgentes; traicionadas siempre, 
defraudadas siempre y además socavadas constantemente por los viejos prejuicios 
clericales. 
En esas condiciones, el regreso de Fernando VII comportó un final de opereta en que la 
Constitución, parida con tantos dolores, es barrida por un simple plumazo, junto con las 
escasas libertades que había recogido de los duros años insurreccionales. 
Al retirarse las tropas francesas y entrar victorioso Fernando VII, en Valencia, el 16 de abril 
de 1814, como dijera Marx, ―el pueblo, presa de un júbilo exaltado, se enganchó a su carroza 
y dio a entender al Rey, por todos los medios, verbal y prácticamente, que anhelaba verse de 
nuevo sometido al yugo de antaño.‖61 
Y se reinstaló el más férreo absolutismo. Fernando, devenido Rey Felón, derogó las viejas 
libertades y elevó a niveles extraordinarios el absolutismo monárquico y las prácticas 
sociales y políticas más conservadoras y antipopulares. 
Fueron también momentos en que ocurrieron hechos importantes en nuestra historia que, sin 
embargo, no pueden ser examinados aquí porque estamos haciendo sólo una historia desde 
la perspectiva específica de los hechos político-institucionales, es decir, del Estado y del 
ordenamiento jurídico, del  Derecho. 

                                                        
61 Marx, Carlos. Ob. Citada. 
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Como dijera Fernando Portuondo, ―En Cuba la vuelta al viejo régimen apenas despertó 
interés alguno. Políticamente lo único que se perdía era la libertad de imprenta; ya que, como 
se ha dicho, las cosas no cambiaron sustancialmente durante la vigencia de la 
Constitución.‖62 
Es el tiempo en que se inicia la guerra de los Estados Unidos contra Inglaterra, que se 
extiende entre 1812 y 1814; en que se produce el inicio incontenible de los grandes 
movimientos independentista en América del Sur, al calor del proceso Juntista; el tiempo 
ñeque el Presbítero Félix Varela enseña la cátedra de Derecho Constitucional, precisamente 
al calor de la de Cádiz, en el Seminario de San Carlos y San Ambrosio; en que se produce la 
conspiración de los Rayos y Soles de Bolívar; el momento en que—en 1823—en Estados 
Unidos se integra la llamada Doctrina Monroe; en que además se establece la ya antes 
mencionada y examinada Comisión Militar Ejecutiva y Permanente; cuando se produce el 
otorgamiento de las facultades omnímodas a los gobernadores de Cuba; el tiempo de la 
aventura y muerte de los patriotas Agüero y Sánchez y de la conspiración del Águila Negra; 
particularmente el tiempo de Dionisio Vives y singularmente los años en que, a partir de 1817 
el gobierno inglés logra de Fernando VII la firma de un tratado por el que queda abolido el 
tráfico de negros en los dominios españoles a partir de 1820, no obstante lo cual, la trata 
clandestina elevó notablemente el número de esclavos en la Isla. 
Cuando muere Fernando VII en 1833, había dejado preparado el terreno para que le 
sucediera en el trono su hija Isabel, que debía reinar como Isabel II. Para lograr tal objetivo 
había tenido incluso que derogar la vieja Ley Sálica, del tronco Franco Salio, que otorgaba la 
corona sólo por descendencia masculina. Queriendo prever todos los particulares había 
dispuesto que si su muerte ocurría siendo menor de edad su hija Isabel gobernaría una 
Regencia a cargo de la madre de ésta María Cristina. 
Pero frente a estas decisiones de Fernando se alzaron los intereses de su hermano Carlos, 
que se apoyaba en los sectores más conservadores y reaccionarios de la península, que 
aborrecía el sistema constitucional y que era fiel defensor del peor absolutismo. 
En esas condiciones, María Cristina,, que era ella misma partidaria del absolutismo, tuvo que 
hacer alianza con los liberales y llamarlos a aquel  gobierno contradictorio. 
María Cristina, para ser consecuente con los liberales tenía que dictar un cuerpo 
constitucional y entonces aprobó una suerte de constitución sumamente moderada, a la que 
llamó Estatuto Real. 
El Estatuto, obra de escaso valor jurídico, es resultado de la redacción de un literato 
mediocre, Martínez de la Rosa, y en realidad es una mala conciliación entre el absolutismo y 
el liberalismo, entre la izquierda y la derecha. 
Ese Estatuto, aprobado como Real Decreto en 1834 convocaba a las Cortes Generales del 
Reino y las dividía en dos estamentos; en el mismo Artículo primero del Título Primero, 
invocaba como leyes para atenerse a las mismas, nada más y nada menos que a las Siete 
Partidas y la Nueva Recopilación, que eran obsoletas normativas medioevales. 
Restablece el  llamado Estamento de los Próceres y en el Título II regula que ese Estamento 
se integrará con los Arzobispos y Obispos, los grandes de España, Títulos de Castilla, una 
cierta cantidad de altos niveles económicos, elevados entonces en su alcurnia de forma que 
era como si los propietarios de fábricas, manufacturas, grandes empresas comerciales, 
burgueses en fin, llegaran propinando empujones a las supuestas dignidades del viejo 
mundo monárquico y feudal. 

                                                        
62 Portuondo, Fernando. Historia de Cuba. Instituto Cubano del Libro. La Habana, 1965. Tomado de la Sexta Edición. 

Pág.273. 
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Como señala atinadamente Julio Carreras, el Estatuto Real careció de parte dogmática 
porque no recogió los derechos y deberes del pueblo español. 
El Estatuto Real tuvo una corta y afirmaría que ridícula vigencia entre nosotros. Apenas el 13 
de agosto de 1836 se produjo el pronunciamiento de los sargentos de la Granja y la reina 
tuvo que promulgar nuevamente la Constitución de Cádiz de 1812. En esos dos escasos 
años de vigencia el Estatuto Real se aplicó aquí con pueriles y afirmo que ridículas 
adecuaciones, particularmente en lo referido al nombramiento de los supuestos Próceres del 
Estamento. Entre nosotros esos auroleados próceres se designarían por elecciones en los 
Cabildos y fueron reconocidos con tan augusta dignidad, el Capitán General Miguel Tacón y 
los Condes de Villanueva, de Fernandina, de O´Relly y el Marqués de Candelaria de 
Yarayabo. 
Cuando se celebraron las nuevas Cortes, ya bajo el imperio de la reimplantada Constitución 
de 1812 fueron elegidos diputados a esas Cortes José Antonio Saco, Juan Montalvo y 
Castilla, Nicolás Manuel de Escobedo y Francisco de Armas, pero no pudieron tomar 
posesión. Y como recuerda Carreras, ―A partir de 1837 los constitucionalistas españoles 
opinaron que las provincias de Ultramar serían gobernadas por leyes especiales.‖63 
 
Los antecedentes del constitucionalismo cubano. 
 
Las ideas políticas y jurídicas a finales del siglo XVIII y primeras décadas del XIX. 
 
Cualquier intento de asomar siquiera consideraciones sobre las ideas políticas y jurídicas en 
Cuba debe afrontar, de inicio, el problema referente a la correcta periodización de esas 
ideas. En este sentido existen abundantes propuestas. Oscar Pino Santos señala que 
―Convendría señalar la existencia de tres períodos en el proceso de desarrollo del 
pensamiento cubano en lo que se refiere a las ideas sociales y políticas. El primer período 
comprende desde fines del siglo XVIII hasta la década del 20. El segundo período desde la 
década del 30 hasta la del 60. El tercero abarca desde fines de esa década y se diluye en la 
etapa de la Guerra de los Diez Años.‖64 Nosotros no asumimos exactamente esa 
periodización pero, en cierto sentido, nos movemos dentro de sus límites esenciales. 
Cuando terminaba el siglo XVIII gobernaba la Isla, desde el 13 de mayo de 1799, Salvador 
del Muro y Salazar, Marqués de Someruelos, que había sustituido al Conde de Santa Clara 
como Capitán General y era Obispo de La Habana, --en realidad desde 1802—el Obispo 
Espada. 
La Isla estaba todavía bajo los benéficos vientos de revitalización comercial que había 
producido, décadas antes, la efímera dominación inglesa sobre La Habana, que impulsó 
nuevas políticas de mayor dinamismo y liberalismo económico, sostenidas por el Conde de 
Ricla y Don Luis de las Casas. 
Como antes apuntábamos, con la  influencia del llamado Despotismo Ilustrado se produjeron 
importantes reformas económicas, sociales y culturales en general. Entre ellas quisiera 
recordar la Ley de 1764 que abrió el comercio con varios puertos españoles, la creación de 
una Intendencia, de una Administración general de Rentas para La Habana, la creación del 
Tribunal del Consulado, en 1795, y la fundación de la Administración de Correos. Es de esa 
época el florecimiento del pensamiento reformista de Francisco de Arango y Parreño, 
principal inspirador del Tribunal del Consulado. También es el tiempo de formación de las 
llamadas Sociedades Económicas, de las Casa de Beneficencia y del periódico. Como dijera 
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sintéticamente Hernández Corujo ―Fue un período de años de espíritu creador, de 
renovación, de progreso y de bienestar económico, sobre todo en determinados años, como 
el de 1794, llamado de las vacas gordas...‖65 
Durante los años posteriores  del llamado Despotismo Ilustrado, incluso bajo la vigencia 
efímera de la Constitución de 1812 y en los del restablecimiento del absolutismo empezó a 
formarse en Cuba un sentimiento de nacionalidad que se dejó sentir, inicialmente, a través 
de un cuidadoso pensamiento reformista, prudente, incluso conservador, pero que ya era 
portador de un pálido ideario de formalización de políticas y consideraciones que tendieran a 
la mejoría material y espiritual de la Isla. 
En esos contextos aparecen algunas tímidas ideas políticas y jurídicas que, de alguna 
manera anuncian la paulatina formación de nuestra nacionalidad. 
Esas ideas surgen asociadas, como hemos repetido, a criterios reformistas, en alguna 
medida autonomistas, pero en los que ya se escucha el sentimiento de mejorar las 
condiciones económicas de una clase social que va adquiriendo conciencia de clase para sí, 
y a favor de una tierra que empieza a ser identificada como ―nuestra patria‖, aunque todavía 
el apelativo se refiera a esta Isla que era parte de España. Desde 1788 Arango y Parreño, 
vocero y representante principal de esos intereses decía que toda su atención debía 
ocuparse en ―promover y fomentar la felicidad de su patria‖. A los fines de lo que estamos 
indicando no importa que esa patria anhelada feliz por Parreño fuera todavía la metrópoli y 
que esa felicidad se orientara esencialmente sobre la base del mantenimiento del régimen 
esclavista, porque lo cierto es que se advierte ya en ese pensamiento la formación de ideas 
en que se contiene un nuevo perfil nacional y marcados intereses clasistas totalmente 
diferenciados de los de España. 
En efecto, en esa época empiezan a surgir algunas tendencias políticas que iban a adquirir 
fuerza y matices más elevados en los años del siglo XIX. Empieza a dibujarse con toda 
nitidez la concepción autonomista y desde 1805 se alienta desde el gobierno de los Estados 
Unidos el afán anexionista. 
En cuanto a nuestra relación concreta con España se advierten dos agrupaciones 
ideológicas, que quizás no pueden ser llamadas ―partidos”, pero que constituyen tendencias 
políticas bien marcadas y diferenciadas: de un lado los llamados Aranguistas, o seguidores 
de las posiciones políticas de Arango y Parreño y frente a ellos, los llamados Barretistas, 

adherentes de las ideas integristas del Conde Barreto. Unos, además, portan el ideario 
económico de los hacendados criollos y los pequeños comerciantes y los otros los intereses 
mercantiles de los grandes comerciantes mayoristas españoles.66 
Como indicaba, en esos contextos surgen algunas corrientes ideológicas que se van a 
sostener con diferentes matices durante todo el siglo XIX. Desde 1805, el presidente 
norteamericano Jefferson auspiciaba la idea de adquirir por compra nuestra Isla. Esas ideas 
resurgieron con fuerza especial en 1809 en que aparece un enviado especial de la 
presidencia de los Estados Unidos, supuestamente James Wilkinson, para gestionar con el 
Marqués de Someruelos la separación de Cuba de España y su paso al dominio 
norteamericano. Según William Shaler hubo nuevos intentos anexionistas en 1810 y 1812. 
El autonomismo se abrió camino por primera vez como nítida concepción que constituía un 
matiz dentro del reformismo. Ese autonomismo se ubica cobrando cuerpo, en la obra del 
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mencionado Francisco de Arango y Parreño y desde 1811 en el Proyecto autonómico de ese 
año de José Agustín Caballero, al cual nos referiremos un poco más adelante. 
El separatismo no consigue fuerza todavía y apenas se encuentran intentos poco maduros 
en Román de la Luz o en las actuaciones de José Álvarez de Toledo, Luis Basabe y otros, y 
especialmente, manifestándose en el plano de las ideas jurídicas constitucionales, en el 
proyecto de constitución separatista de Joaquín Infante, que veremos un poco más 
adelante.67 
En el plano puro de las ideas filosóficas a fines del siglo XVIII y principios del XIX imperaban 
las concepciones materialistas y sensualistas de los ingleses (Bacon y Locke) y franceses 
como Condillac. En consecuencia de esas posiciones avanzadas, la escolástica ― que 
estrangulaba la enseñanza de la filosofía en nuestra patria, fue decisivamente combatida por 
José Agustín Caballero (1762-1835) cuya Philosophia electiva fue una reacción de nuestro 
naciente pensamiento contra una filosofía, como la escolástica española de aquellos tiempos 
oscuros, en que se advierte claramente la influencia esclavista, ya que no sólo era 
compatible con ella, sino que le servía de ideología.‖68 
Medardo Vitier deja claro que la clase privilegiada criolla era europeizante y el clima filosófico 
de Europa, en los primeros años del siglo XIX  estuvo marcado, como dice Brehier, por un 
marcado florecimiento espiritual e intelectual.69 Dice el mencionado Brehier que entre 1800 y 
1850 surgen ―doctrinas amplias y constructivas, que pretenden revelar el secreto de la 
naturaleza y de la historia y hacer conocer al hombre la ley de su vida individual y social; las 
doctrinas católicas que De Bonald construye como reacción contra el siglo XVIII, la 
Psicología de Maine de Biran, que acaba en visiones religiosas, las grandes metafísicas 
alemanas poskantianas, aquellas de Fichte, Schelling y Hegel, de las cuales el espiritualismo 
de Cousin es una imitación, las doctrinas sociales de los sansimonianos, de Comte y de 
Fourier, todas tienen en común aquel carácter de anuncios proféticos y de revelación.‖70 
Dentro de esos contextos y como  uno de los rasgos más sobresalientes de toda nuestra vida 
política, e incluso del pensamiento libertario cubano, quisiera significar desde ahora que este 
último se manifestó desde muy temprano y todo el tiempo, esencialmente, a través del 
pensamiento jurídico, a través de formulaciones legales y particularmente constitucionales. 
Por eso vemos surgir desde fechas tempranas una buena cantidad de proyectos 
constitucionales que van recogiendo primero esas antes indicadas ideas reformistas y más 
adelante, ganando en audacia, la formulación del pensamiento libertario cubano. Veamos 
algunos de los más notables proyectos constitucionales qe con justicia son considerados 
antecedentes del constitucionalismo cubano. 
 
El proyecto constitucional  de Francisco de Arango y Parreño. 
 

Ese proyecto fue preparado por Arango y Parreño, apoyándose en el Real Consulado de 
Agricultura y Comercio, y contó con la colaboración de Antonio del Valle Hernández. El 
proyecto fue entregado al Diputado Andrés de Jáuregui que iba a las Cortes de Cádiz 
acompañado del sacerdote Juan Bernardo O´Gabán, religioso de ideas conservadoras o más 
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exactamente francamente reaccionarias. El proyecto, destinado como ya hemos dicho a las 
Cortes de Cádiz debía ser presentado en ellas como un Memorando. 
Ese proyecto es la viva y pura encarnación del pensamiento político y de los intereses 
económicos de los hacendados  terratenientes, esclavistas, particularmente habaneros. 
Comparto absolutamente la clara valoración de Carreras Collado cuando dice del proyecto 
de Arango y Parreño que era en lo social esclavista, en lo económico, fisiócrata y en lo 
político asimilista. 

Con estos calificativos, en los que coincidimos con el Prof. Carreras queremos destacar que 
ante el problema de la independencia nacional Arango y Parreño no se pronunció por ella, 
sino porque Cuba quedara asimilada al reino español, constituyendo una provincia del mismo 
aunque gozando de cierta autonomía; que en el plano social estuvo francamente por el 
mantenimiento de la esclavitud, lo cual es verdaderamente inicuo a las alturas en que se 
vivía dentro de una perspectiva cultural universal, y en el plano económico fue simplemente 
un reformista cargado de las mejores intenciones de que se ampliara la prosperidad de los 
hacendados criollos y se iniciara el progreso económico de la isla, lo cual era tanto como 
suponer el desarrollo económico de esa clase de hacendados terratenientes.  
Como evidencia del carácter asimilista vemos en el proyecto que Arango y Parreño no se 
inclina ni siquiera por la autonomía política, sino por una directa dependencia de la metrópoli 
española. En ese sentido mantiene la autoridad del Capitán General, con toda su fuerza y 
alcance y propone la creación de un órgano consultivo y auxiliar al cual llama Consejo 
Provincial porque Cuba debe quedar como simple provincia de España, con capital en La 
Habana. 
El Cabildo, en el cual, como dice Julio Carreras está atrincherada la oligarquía criolla, deberá 
elegir a ese Consejo Provincial. 
Para Arango y Parreño era importante que el Consejo administrara la superintendencia de 
Hacienda y, con ello,, los fondos recaudados en Cuba porque como representante de los 
hacendados estaba interesado en la reinversión de dichos fondos en todo aquello que viniera 
a parar en beneficio del país, siempre y cuando con ello también se mezclara la prosperidad 
de la oligarquía criolla. En ese sentido es notable que defiende el libre comercio y la venta en 
todos los mercados del mundo. 
Como dijera sintéticamente Julio Carreras, ―Las funciones del Consejo Provincial propugnado 
por Arango y Parreño eran administrativas y civiles, de modo que pudiera regular aspectos 
relacionados con la propiedad de las tierras, las operaciones mercantiles, la administración 
de los bienes, las ventas de muebles e inmuebles, de animales, etc.; de hecho podrían 
regular la burocracia, nombrar funcionarios y empleados, eliminar impuestos, reorganizar la 
forma del cobro y unificar los centros económicos de acuerdo con el mapa de la Isla de 
Cuba.‖71 
El proyecto no propone que el Consejo provincial interfiera en las cuestiones militares y 
tampoco en la administración de justicia. 
Como ese proyecto es realmente un Memorando que se eleva a Las Cortes, Arango y 
Parreño propone que se constituya una Comisión que elabore la Constitución para la Isla de 
Cuba, según los principios propuestos en el aludido Memorando y como para que haya total 
tranquilidad con su propuesta, agrega que esa Comisión estuviera integrada por personas 
designadas por el Capitán General.72 
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El proyecto del Presbítero José Agustín Caballero. 

 
El otro proyecto constitucional importante producido en Cuba es el del Presbítero José 
Agustín Caballero, quien fue, como es sabido, un sacerdote de ideas liberales y progresistas, 
adherente del iluminismo y del racionalismo, luchador comprometido contra el escolasticismo 
y defensor de una educación científica y moderna en general. 
José Agustín Caballero aprovecha la convocatoria de las Cortes de Cádiz y la representación 
que en ellas tendría el Diputado Andrés de Jáuregui y envía con él un memorando que es 
realmente un nuevo proyecto constitucional. 
José Agustín Caballero está impregnado de las ideas liberales que circulan por Europa y es, 
en consecuencia, mucho más radical y avanzado que Arango y Parreño; en su proyecto se 
advierte la notable influencia de las ideas de Montesquieu, especialmente en todo lo 
concerniente a que la obra legislativa debe provenir del pueblo y de los hombres cultos que 
lo representen, con toda la fuerza de la racionalidad.  
Aunque tampoco se postula por la independencia, porque está lejos de ello, se advierte una 
tendencia a que exista más autonomía en la Isla, en su gobierno y, sobre todo, en la 
legislación que la rija, que debe proceder, entera y absolutamente de los residentes en esta 
tierra, aunque los mismos se sigan considerando todavía como españoles. 
Es evidente que José Agustín Caballero está familiarizado con las ideas racionalistas que 
abren el camino al Iluminismo de aquellos momentos, y ronda su mente la consideración de 
que las leyes deben proceder del pueblo. Muy cercano culturalmente al pensamiento de 
Montesquieu atribuye un singular valor al órgano o poder legislativo al cual considera el 
órgano pensante, racional, del grupo social. Por ello propone la creación de una Asamblea 
Nacional de Diputados del pueblo, que debía tener el nombre de Cortes Provinciales de la 
Isla de Cuba y que legislaría en todo lo que se relacionara con la vida de nuestra Isla, 
siempre que esas leyes no entraran en contradicción con las preceptivas generales del reino 
español. 
Su reformismo lo lleva a admitir la autoridad del Capitán General, como representante directo 
del monarca en nuestros territorios. 
Es también notable que apenas se lee un poco entre líneas en su memorando se advierte 
que no admite con igual ingenuidad a la llamada Junta de Autoridades, aunque no se rebela 
francamente contra ella. 
En su lugar propone la constitución de un consejo que junto al Gobernador podría hacer más 
realista, fluida y dinámica con la conducción de todos los problemas de la Isla. Ese Consejo 
estaría integrado por 60 diputados; 30 de la jurisdicción occidental, con preeminencia de La 
Habana; 9 de Santiago de Cuba; 6 de Puerto Príncipe, y 3 por cada una de las otras cinco 
jurisdicciones, es decir, Trinidad, San Juan de los Remedios, Sancti Spíritus, Villa Clara y 
Matanzas. 
Las posiciones de clase se abrían paso, dolorosamente, aún en estos proyectos que ya 
tenían un cierto sabor de criollismo. Así, para el Presbítero José Agustín Caballero esos 
Diputados se elegirían por los vecinos, pero dispondrían del derecho al voto sólo los mayores 
de 25 años, con domicilio reconocido y de valor, es decir, casa abierta y les daba ese 
derecho a los eclesiásticos. Además, para tener el derecho al voto había que ser español, 
porque todavía no se hablaba de los cubanos como una entidad social y menos política 
independiente, y tener la sangre limpia, con propiedades urbanas o rurales. 
Esas Cortes Provinciales tendrían un alto nivel de operatividad y de cierta independencia, 
pero nunca podrían contradecir las decisiones del Gobernador. El proyecto del Presbítero 
proponía también la creación de un Corregidor que ayudaría o aliviaría al Gobernador en la 
función de administrar justicia, pero éste conservaría la jurisdicción en los asuntos militares. 
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En serena conclusión de los propósitos más profundos de este proyecto, el Profesor Julio 
Carreras señala que ―Este aparato legislativo, minuciosamente concebido por el Presbítero 
Caballero, se proponía eliminar las inmoralidades de la Corte y lograr la administración 
escrupulosa por parte de los funcionarios administrativos coloniales.‖73 
 
Las ideas constitucionales y políticas de Félix Varela. La primera Cátedra de Derecho 
Constitucional en Cuba. 
 
La sublevación del General Rafael Riego, en España, logró el inicio de un segundo período 
constitucional en España, en el cual se reimplantó la Constitución de Cádiz de 1812, que 
rigió ahora entre 1820 y 1823 y en ese contexto se convoca a Cortes a las cuales se 
enviaron diputados por la que entonces era provincia española, nuestra Isla de Cuba.74 En 
esa ocasión la diputación estuvo integrada por hombres de ideas más liberales y 
progresistas, como Leonardo de Santos Suárez, Tomás Gener, catalán también liberal y con 
fuertes vínculos con los intereses económicos de los criollos y a ellos se agregó un sacerdote 
cubano, el Presbítero Félix Varela Morales, que había trascendido ya en el plano cultural, 
jurídico y político, por su docencia de Derecho Constitucional en el Seminario de San Carlos 
y San Ambrosio. 
En efecto, a iniciativa de la Sociedad Económica de Amigos del País, y gracias al 
pensamiento despejado y antidogmático del Obispo Espada, se había iniciado la Cátedra de 
Derecho Constitucional en ese Seminario de San Carlos y San Ambrosio que dejaba detrás a 
la Universidad dominica de San Jerónimo, enquistada en el pensamiento y la pedagogía 
escolástica más conservadora.75 
Espada convenció al tímido y sabio Presbítero Varela a que concurriera a las Oposiciones 
para dicha Cátedra y a ellas se inscribieron también el discípulo, amigo y condiscípulo de 
Varela José Antonio Saco; don Prudencio Echevarria y Nicolás Manuel de Escobedo, pero 
todos estos lo fueron ad honorem porque  desistieron en el momento de los ejercicios 
académicos, convencidos  como estaban de que la Cátedra correspondía, por su rigor 
científico y saber absoluto, al frágil sacerdote Varela. 
Se conserva el discurso o clase inicial, introductoria de aquellas clases en las que Varela, sin 
abordar aún una posición ni remotamente independentista, deja sentir todo el peso de su 
pensamiento abierto, lozano, liberal, antidogmático y antiescolástico. Varela enseña Derecho 
Constitucional justamente desde el articulado de la Constitución gaditana de 1812, y aunque 
pretende o dice pretender sólo la enseñanza exegética de aquella Carta Magna, es evidente 
que se desborda la doctrina y el pensamiento iusfilosófico progresista, el cual por demás se 
vierte en la comprensión de ese articulado constitucional que ya hemos analizado y que 
como señalamos oportunamente, está bañado por el pensamiento del Iluminismo y el 
racionalismo avanzado. 
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Esas enseñanzas se impartieron, además, en Español, es decir, en la lengua no sólo de la 
metrópoli colonial, sino en la que se hablaba por los criollos cubanos. Esto parecerá una 
nimiedad a algunos, pero tenía la mayor importancia, si no perdemos de vista que hasta ese 
momento siempre la docencia universitaria había sido dictada en latín y era un verdadero 
acto de desafío a todo lo sacramentado por las autoridades académicas y el método 
escolástico. 
En cuanto al proyecto constitucional es todavía reformista, pero muy avanzado, liberal, 
burgués, que se mueve dentro del pensamiento del  movimiento revolucionario y progresista 
francés.  
El sistema de gobierno que se propugna, como dice Julio Carreras, ―debía poner fin a las 
arbitrariedades, corrigiendo los vicios de la administración, abriendo las fuentes de la 
felicidad que la naturaleza puso en aquel suelo delicioso, proveyendo a sus moradores de 
todos los recursos que, sin interrumpir las relaciones generales y el sistema político de la 
nación pueden hallar entre sí mismos, estrechando los lazos de amistad que deben unir a los 
españoles de ambos hemisferios y, alejando de ese modo las quejas tan antiguas como 
desagradables.‖76 
En busca del correcto funcionamiento del gobierno autonómico proponen la integración de 
las llamadas Diputaciones Provinciales, bajo el un tanto ingenuo entendido de que de esta 
manera se evitarán en alguna medida las arbitrariedades y las corrupciones que se padecen 
en Cuba y en América en general. 
En contra de las manipulaciones que sufrían en estas tierras las leyes españolas decía 
Varela que ―Las leyes desgraciadamente se humedecen, se debilitan y aun se borran 
atravesando el inmenso océano, y a ellas se sustituye la voluntad del hombre, tanto más 
temible cuanto más se complace en los primeros ensayos de su poder arbitrario, o en su 
antigua y consolidada impunidad.‖77 
El Proyecto constitucional se organiza en 3 Títulos y 189 artículos. El primero de los títulos se 
refiere a los ayuntamientos; el segundo se contrae a las Diputaciones Provinciales y el 
Tercero se refiere a los jefes políticos,  con dos Capítulos, el primero regulando a los Jefes 
Políticos Superiores y el segundo a los Jefes Políticos subalternos.78 
De alguna manera, en ese proyecto constitucional está la base del pensamiento anticipador 
de Félix Varela, una de las fuerzas nutricias de nuestra nacionalidad y de nuestra nación. 
Todo el pensamiento vareliano está transido por ese sueño y esa aspiración de alcanzar para 
los cubanos una nueva entidad política y social, la verdadera patria natural. 
Creo que el elemento esencial de la obra de Varela ha sido profundamente puesto de 
manifiesto por Eduardo Torres Cuevas cuando dice ―Y aquí hay algo que me parece que es 
importante para todos ellos y para nosotros a la hora de reflexionar sobre la obra de Varela 
como educador, como iniciador de la ciencia y conciencia cubanas. Y  es el hecho de que 
son hombres conscientes de que la nación hay que crearla. La nación no es un ente que 
surge y se desarrolla por sí misma, sino fruto de un acto voluntario de creación; para crear 
esa nación hay que tener conciencia de que debe ser creada. Es decir, en el caso de Cuba, 
es una nación que, a partir de esa intención, se puede pensar. Por eso muchas veces en la 
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discusión sobre la nación cubana he sostenido que no sólo es la nación soñada, sino que es 
la nación pensada.‖79 
 
El Proyecto constitucional de Gabriel  Claudio de Zequeira. 
 

Otro de los proyectos que se produjeron al calor del movimiento constitucional que se forma 
en torno a la Constitución de Cádiz y la participación de Cuba en las Cortes del reino español 
fue el de Gabriel Claudio de Zequira, que era a la sazón Regidor del Ayuntamiento de 
Matanzas y presentó sus ideas en forma de Instrucciones a los Diputados cubanos que 
debían asistir a las Cortes Españolas y ese proyecto fue aprobado por el regimiento de 
Matanzas el 12 de abril de 1822. 
Ante todo, lo más significativo del proyecto de Zequeira es que se atreve a proponer 
modificaciones a la estructura de la monarquía española. 
Desde el punto de vista de las relaciones de Cuba con la metrópoli su posición es 
enfáticamente defensora del autonomismo más fuerte posible, porque parte de que existen 
notables diferencias entre la población de España y sus problemas y la de Cuba y sus 
intereses económicos, su textura social, cultura y sus posiciones incluso políticas. Por ello se 
postula por un gobierno de gran autonomía, porque no es capaz de defender la 
independencia y no se queda en un simple y timorato reformismo. 
Propone, como hombre del siglo, la división del Estado en Cuba según tres poderes: 
ejecutivo, legislativo y judicial. El legislativo, al que siempre en esas constelaciones 
ideológicas se concede la mayor importancia, debía integrarse por una Asamblea de muy 
amplias facultades, como si fueran una versión local de las Cortes españolas. Como dice 
Carreras, ese órgano legislativo tendría tal autonomía que lindaba con la independencia. 
El ejecutivo estaría en manos del Capitán General, al cual daba el nombre de Real 
Conservador Constitucional y el mismo sería asistido por un Consejo Consultivo de 11 
miembros, nombrados por el Real Conservador, que a su vez tendría que escogerlo de entre 
33 candidatos que le presentaría la Asamblea legislativa. 
El proyecto de Zequeira, según Carreras Collado fue considerado peligroso por las 
autoridades españolas y nunca llegó a examinarse oficialmente; incluso trataron de evitar su 
divulgación y se tomaron medidas para ocultar su contenido.80 
 
El proyecto constitucional separatista de Joaquín Infante. 
 
Entre finales de 1809 y el 1810 se produjeron en la Isla los preparativos para un 
levantamiento de sentido evidentemente separatista. Parece ser que la conspiración pudo 
lograr pocos prosélitos y que nunca adquirió un alto grado de organización. También es 
evidente que los conspiradores se reclutaban esencialmente entre los hacendados criollos. El 
jefe de ese movimiento fue el rico hacendado Don Román de la Luz Silveira, que según 
señala Fernando Portuondo, gozaba de muchas simpatías en La Habana. 
Entre los conspiradores se encontraba Joaquín Infante, abogado bayamés que había 
estudiado Derecho en el extranjero y se encontraba en España cuando la invasión 
napoleónica. Se dice que mantuvo amistad con Francisco de Miranda y vivió algún tiempo en 
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México y posteriormente en Caracas, donde redactó en 1812 el texto del proyecto 
constitucional separatista al que nos estamos refiriendo.81 
Infante señala o planea la existencia no de tres poderes del Estado, cual había indicado 
Montesquieu, sino de cuatro, porque habla del Legislativo, el Ejecutivo, el Judicial, pero a 
ellos agrega el poder Militar. 
La fuerza del poder estaba sin dudas en el Legislativo, único electivo y compuesto por seis 
Diputados. Como dice Hernández Corujo ―Las facultades legislativas eran vastas: de gran 
influencia en los demás Poderes, ya que inclusive nombraba sus miembros. Máximo 
orientador del órgano ejecutivo y del militar, y hasta interfiriendo algunas veces con 
facultades propiamente judiciales, como la de declarar en algunos casos la 
inconstitucionalidad o la de interpretar las leyes. (Art. 6)‖82 
El Ejecutivo, en el proyecto de Infante, era colegiado, compuesto por tres ministerios: de 
Guerra y Marina, Rentas e Interior. 
Las regulaciones del Poder Judicial eran escasas, apenas se establecía que ese poder 
estaría integrado por seis jueces y otros de menor categoría para asuntos civiles y 
criminales. Además se articulaba la existencia de jueces de Policía y de Paz. 
El Poder Militar era el encargado de la defensa del territorio hacia el exterior y la 
conservación del orden público en el interior. Estaba organizado sobre la base de un Estado 
Mayor compuesto por un Jefe, con el grado de Mariscal de Campo, dos brigadieres. 
Es interesante destacar que en esa constitución aparecía una incipiente regulación de los 
derechos civiles y políticos, entre ellos el de petición, inviolabilidad del domicilio y la 
correspondencia; de opinión; de prensa; y el de la libertad física, lo cual contrasta con el 
hecho de que la constitución aceptaba la esclavitud mientras esta fuese indispensable para 
la agricultura.  
Ante el hecho frecuente de uniones consensuales entre blancos y negras, con una 
considerable cantidad de hijos ilegítimos, Joaquín Infante reconoce revolucionariamente los 
derechos de éstos y los equipara a los nacidos de matrimonio legítimo. 
Asimismo es notable que declara extinguidos los mayorazgos, vínculos, patronatos,  obras 
pías y censos cuya imposición pase de diez años. 
Según afirmación de Carreras Collado, el Art. 92 del proyecto es casi una reforma agraria. 
Ese artículo 92 dice literalmente: ―Los dueños de extensiones territoriales deberían escoger 
dentro de seis meses las áreas que precisamente necesiten para labranzas, crías y otras 
haciendas, cuyo fomento emprenderán dentro de los mismos seis meses, y vender el 
sobrante o repartirlo a censo y tributo en los términos referidos en el artículo anterior.‖83 
Según Hernández Corujo, las dificultades que el proyecto interponía para cualquier 
modificación de esa constitución hacen de ella una de carácter totalmente rígido. 
El proyecto Infante preveía un sufragio limitado, realmente censatario porque sólo 
dispondrían del derecho al voto los que tuvieran rentas y propiedades. 
Entre otras regulaciones que merecen mencionarse están algunas sobre religión, 
regulaciones casi siempre meticulosas sobre materias mercantiles, civiles y criminales, en 
todas las cuales se advierte la falta de elevados criterios técnicos constitucionales. 
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Las ideas políticas y jurídicas hasta  la segunda mitad del siglo XIX. 
 
En la década de los 20 a los 30 del siglo XIX se mantuvieron las mismas tendencias 
ideológicas y semejantes criterios políticos-jurídicos que los ya vistos en acápite anterior 
cuando nos referimos a esas ideas en los finales del siglo XVIII y los inicios del XIX. Sin 
embargo,  las posiciones políticas antes apuntadas se profundizaron e incluso se 
radicalizaron por la reimplantación del absolutismo, la falta de instrumentos constitucionales 
que sirvieran de canalización política para las posiciones progresistas y también por el 
aumento de la represión colonial.. 
Hay que apuntar que en las posiciones españolas, junto a los integristas rabiosos, que sólo 
entendían mantener la sujeción absoluta de Cuba a España, surgieron matices ideológicos 
como el sostenido por los constitucionalistas, que si bien seguían defendiendo la 
pertenencia de Cuba a la península, alentaban la canalización de tal subordinación dentro de 
instrumentos constitucionales más flexibles y liberales. 
En la posición de los cubanos se abrió paso una fisura que se profundizaba constantemente: 
de un lado los reformistas y de otro los separatistas que empezaban a cobrar fuerza y a 
articular su ideario político. 
Con la llegada de Dionisio Vives al gobierno de Cuba el 2 de mayo de 1823 se inicia un 
período de auge del movimiento separatista. Así aparecen conspiraciones que no podemos 
tratar en una obra de los propósitos de ésta, pero que vale la pena al menos mencionar: La 
de los rayos y soles de Bolívar, la del Águila Negra; la conspiración organizada en México en 
1829 por José Machado, la cual había sido precedida por las actividades de la llamada Junta 
Patriótica Cubana de México, que existía desde 1825. 
Junto a ese separatismo en ciernes se reanima una continuación más o menos lineal del 
anexionismo al que nos referimos anteriormente. No puede perderse de vista que ese 
anexionismo es alentado directamente por el gobierno norteamericano. Téngase en cuenta la 
carta de Jefferson a Monroe, de 23 de junio de 1823, en la que le recomienda la adquisición 
de Cuba, y no se pierda de vista que en ese mismo año, en 2 de diciembre, en su Mensaje al 
Congreso, el presidente Monroe articula la conocida como Doctrina Monroe, que se sintetiza 
en la consigna ―América para los americanos.‖ 
Sin embargo, en esa primera mitad del nuevo siglo XIX la posición política más relevante e 
influyente es, sin duda, el reformismo, sostenido inicialmente por Arango y Parreño y en los 
años posteriores por un grupo de insignes cubanos a los que nos referiremos de inmediato. 
Como una variable dentro de ese reformismo genérico estaba el autonomismo, que había 
tenido defensores como los ya vistos Varela y Zequeira con sus correspondientes proyectos 
constitucionales. 
El regreso del régimen absolutista en España y el gobierno en Cuba de Tacón marcaron una 
inflexión en el proceso de formación de ideas avanzadas políticamente. Se profundizó y 
afianzó el pensamiento absolutista, despótico e integrista. 
Ese pensamiento absolutista quizás fue uno de los condicionantes de que el reformismo, que 
inicialmente había tenido sólo una dimensión económica, sobre todo en el pensamiento y la 
obra de Arango y Parreño, pase ahora a convertirse en un reformismo político, el cual tiene 
su más alto representante en José Antonio Saco.84 
Saco, al sostener en condiciones históricas diferentes sus posiciones reformistas provoca, 
según Hernández Corujo, que en ocasiones se le calificara de autonomista, en otras de 
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anexionista y hasta haya quien pretenda descubrir en él filones independentistas, lo cual es 
absolutamente insostenible. 
La exclusión de los diputados cubanos a las Cortes de España de 1837  provocó una 
agudización de las contradicciones entre los sectores criollos de la Isla y la metrópoli. Ante 
esa decisión, que excluía a Cuba de los beneficios de la Constitución moderada de 1837 y 
señalaba que la Isla debía ser regida por leyes especiales, Saco escribe su conocida 
Protesta, en la cual expone ya algunas ideas políticas de reformismo avanzado, las cuales 
completa en su otro trabajo bajo el título de Examen Analítico, en el que desarrolla de 
manera más consecuente sus ideas reformistas. 
Como dijera de él Fernando Portuondo, ―Fue, hasta su muerte, caudillo del reformismo, por 
creerlo el mal menor para Cuba y por desconfianza en la obra de las revoluciones; más, al 
exhibir una y otra vez los vicios del régimen colonial vigente, descubrió a los cubanos su 
verdadera situación, y sin proponérselo, contribuyó a empujarla a la conquista de la 
independencia.‖85 
En torno a la década de los cuarenta del siglo XIX que venimos analizando, se produce un 
nuevo avance del pensamiento político anexionista, ahora con más cargados matices 
económicos, aunque también con una clara plataforma política y social. Ese movimiento 
anexionista, como el que se produjera a inicios del siglo, es también alentado desde las 
cúpulas del poder en Estados Unidos, y por supuesto tiene voceros importantes entre las 
clases económicamente fuertes en la Isla. 
En 1845, en el contexto de la incorporación violenta de Texas a la Unión Norteamericana, se 
replantea en las esferas del poder en Estados Unidos el de la anexión de Cuba. El senador 
esclavista Calhoum proclama claramente su entusiasmo por la anexión de Cuba bajo el 
entendido de que ello era indispensable al buen desarrollo de los Estados Unidos. Apenas 
dos años después, en 1847 el senador Yulle proponía al Congreso la adquisición de la Isla 
de Cuba. No andaba descaminado el senador Yulle, porque ambos candidatos 
presidenciales en ese momento, Taylor y Cass también llevaban en sus plataformas políticas 
la pretensión de adquirir a Cuba por simple compra. Por si fuera poco, el entonces presidente 
de la Unión,. El Sr. Polk había ordenado a Buchanan que tramitara la compra de la Isla, lo 
cual no pudo conseguirse. 
Diez años después, este mismo Buchanan, siendo ya presidente en Estados Unidos volvía 
por las andadas y pretendía la compra de la Isla y en las elecciones de 1860, Douglas, 
candidato de los demócratas levantaba en su campaña electoral la intención de comprar a 
Cuba. Ese criterio sólo decayó por el triunfo del republicano Abraham Lincoln y su gobierno 
entre 1861 y 1865 y el posterior mandato del también republicano Johnson que se extendió 
hasta 1869. 
En Cuba esa nueva etapa anexionista tiene su alentador principal en Gaspar Betancourt 
Cisneros.86 
Es justo consignar que Betancourt Cisneros, El Lugareño, fue anexionista y enemigo de la 
esclavitud aunque como en todos los hacendados de aquellos tiempos, en el primaba 
también el miedo a una abolición incontrolada que provocase desórdenes raciales y 
finalmente una revolución semejante a la de Saint Dominique.87 
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Hay que señalar igualmente que cuando el movimiento anexionista cobró el mayor auge y 
predicamento, se alzó contra el mismo, desde su destierro, la voz del reformista más 
respetado en Cuba, José Antonio Saco. Saco no negaba las alabadas y supuestas ventajas 
que provocaría la incorporación de la Isla a la Unión Norteamericana, pero a ello agregaba 
las desventajas y desgracias que esa anexión traería para los cubanos. Señalaba que la Isla 
se vería absorbida por una creciente e indetenible inmigración anglosajona, con lo cual no 
habría anexión, sino absorción de Cuba por Estados Unidos. Al exponer y sintetizar sus 
ideas al respecto señalaba ―Yo desearía que Cuba no sólo fuese rica, ilustrada, moral y 
poderosa, sino que fuese Cuba cubano y no angloamericana.‖88 
 
La Constitución de Narciso López. 
 
Desde los días en que preparaba su expedición que debía desembarcar en Cárdenas, en 
1850 Narciso López preparaba una futura Constitución para Cuba, cuya constitución siempre 
llamó provisional. 
En ese mismo sentido, una carta dirigida a Cristóbal Madan, Presidente de la Junta del 
Consejo Cubano, fechada esa misiva el 21 de enero del mismo año 1850, se pedía una 
comisión que redactara una Constitución provisional para Cuba, asentada en las bases que 
se sometían al conocimiento del Consejo Cubano. Según el historiador Herminio Portell Vilá, 
hubo al menos tres proyectos constitucionales elaborados por López. 
En Proclama del mismo año 1850 dice que constituirá un gobierno provisional y que se hará 
de ley suprema una Constitución también provisional hasta tanto que libres los pueblos de 
esta isla, puedan ellos convocar una Asamblea Constituyente que organice definitivamente el 
gobierno y constitución que les convenga.‖ 
En otra proclama de esos momentos dice que ―nuestro primer acto al desembarcar consistirá 
en establecer una Constitución Provisional fundada en los principios norteamericanos y 
adaptada a las circunstancias del momento.‖89 
El proyecto constitucional de López conocido como Constitución Provisional de Cuba está 
compuesto por 23 artículos y fue publicada en forma de folleto, precedida por una alocución 
de Narciso López. 
Esta constitución, sumamente esquemática declaraba el carácter de independiente de la 
república de Cuba, que se separaba así de España; establecía la bandera y formalizaba un 
gobierno provisional en el que se fundían las facultades ejecutivas y las legislativas, y cuyo 
gobierno sería colegiado, integrado por seis ciudadanos distinguidos y patriotas, que serían 
designados por el Jefe del Ejército Libertador. 
En el sentido indicado, el Art. 4 del proyecto de Constitución señalaba que ―Toda autoridad 
legislativa y ejecutiva, durante el período de la crisis revolucionaria, reside en el Gobierno 
Provisional, compuesto por seis ciudadanos distinguidos y patriotas, nombrados y presididos 
por el Jefe del Ejército Libertador.‖ 
Es notable lo dispuesto en el Art. 6 en el que se establece que ―La conservación del orden 
público es el más imperioso deber de toda sociedad civilizada; y todos los hombres, 
nacionales o extranjeros, están moralmente obligados a contribuir a él para la seguridad de 
los asociados, la conservación de las propiedades y la recta administración de justicia.‖ 
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Como cuestión interesante merece mencionarse que establecía la ciudadanía mediante 
juramento de fidelidad a Cuba y, por supuesto, declaraba la protección a la propiedad privada 
y algunas libertades civiles como la de imprenta, de palabra, de comercio y de manera 
notable establecía la supresión de gravámenes a la importación y exportación. Finalmente 
señalaba que se efectuaría una convocatoria para una Asamblea Constituyente que asumiría 
todos los poderes de la república y confeccionaría la Constitución permanente para ella. 
El Art. 21 declaraba que ―Tan pronto como se haya expelido al enemigo de la Isla, será  
Deber del Gobierno Provisional convocar una Asamblea Constituyente de Cuba y sus 
dependencias, por una ley electoral basada en los principios de la Democracia republicana, 
para preparar y establecer la Constitución permanente de la República.‖90 
Portell Vilá afirmó que en ninguno de los tres proyectos constitucionales de López encontró 
ninguna declaración anexionista y menos que esas constituciones estuvieran encaminadas a 
subordinar a Cuba a la Unión norteamericana. 
Evidentemente esto es cierto, pero ello no desmiente las convicciones y propósitos 
anexionistas de Narciso López. En efecto, López era venezolano y desde muy joven sirvió en 
el ejército español y desde sus filas se enfrentó a las fuerzas libertadoras. Cuando son 
derrotadas las fuerzas realistas, López viene con ellas a Cuba en 1823 ostentando los 
grados de coronel. Vivió varios años en Cuba y contrajo matrimonio con una habanera hija 
de una familia económicamente poderosa. Posteriormente se traslada a España e interviene 
en la guerra carlista durante la cual alcanza el grado de Brigadier y posteriormente de 
Mariscal de Campo. En 1841 retorna a Cuba a las órdenes de Jerónimo Valdés con el cual 
había peleado contra los carlistas. En esa ocasión ocupa los cargos de Gobernador de 
Trinidad y Presidente de la Comisión Militar. De ese último cargo es destituido por O´Donnell 
y desde entonces empiezan sus inconformidades políticas y sus andanzas conspirativas que 
rebasan los límites de una obra como la presente. Sin embargo, es evidente e irrebatible que 
Narciso López fue siempre anexionista y en medio de sus dobleces políticos, aspiraba 
firmemente a incorporar a Cuba a los Estados Unidos. 
 
El constitucionalismo revolucionario. 

 
La Constitución de Guáimaro. 
 
En un trabajo como éste no es posible detenernos en los hechos anteriores al alzamiento del 
10 de Octubre de 1868. Ese sábado Carlos  Manuel de Céspedes inicia una nueva etapa de 
nuestra historia, en realidad empieza en ese momento la verdadera historia nacional de 
Cuba.  
Carlos Manuel de Céspedes, quien permanece en su ingenio Demajagua durante todo el 
sábado 10 y hasta la madrugada del domingo 11, proclama allí, en su finca, el Manifiesto o 
Declaración de Independencia. 
En esa Declaración, Céspedes recorre rápidamente, con palabra precipitada, las razones 
que asisten a Cuba para iniciar la lucha armada; expone la doctrina política del movimiento 
revolucionario que comienza y enfatiza en el nombramiento de un Jefe único mientras dure el 
estado de guerra. Es interesante que declara abolidos todos los impuestos establecidos por 
el estado colonial español y en su lugar establece lo que llama una ―ofrenda patriótica‖ del 
5% de las rentas privadas para los gastos de la guerra. 
En cuanto al ideario de aquel incipiente movimiento revolucionario, vale la pena acudir a una 
cita aunque ésta sea larga: ―Nosotros consagramos estos venerables principios: nosotros 
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creemos que todos los hombres somos iguales; amamos la tolerancia, el orden y la justicia 
en todas las materias; respetamos las vidas y propiedades de todos los ciudadanos pacíficos 
aunque sean los mismos españoles, residentes en este territorio; admiramos el sufragio 
universal, que asegura la soberanía del pueblo; deseamos la emancipación gradual y bajo 
indemnización, de la esclavitud, el libre cambio con las naciones amigas que usen de 
reciprocidad, la representación nacional para decretar las leyes e impuestos y, en general, 
demandamos la religiosa observancia de los derechos imprescindibles del hombre, 
constituyéndonos en nación independiente, porque así cumple a la grandeza de nuestros 
futuros destinos, y porque estamos seguros de que bajo el cetro de España nunca 
gozaremos del franco ejercicio de nuestros derechos.‖91 
Cuando en Camagüey se conoció del alzamiento de Céspedes la mayoría de los conjurados 
de esa región lo consideraron precipitado puesto que defendían la posición de asegurar un 
mejor pertrecho de armas antes de lanzarse a la manigua. Sin embargo, ante la evidencia del 
inicio de las acciones armadas, algunos jóvenes apasionados como Bernabé Varona 
“Bembeta‖ y Augusto Arango, se lanzaron al levantamiento, pero en realidad no fue hasta el 
4 de noviembre de 1868 que se produjo el levantamiento general en el Paso de las 
Clavellinas, a tres leguas de la Capital del Departamento en el camino hacia Nuevitas. Ese 
mismo día, los hermanos Augusto y Napoleón Arango, actuando evidentemente un poco 
descordinadamente y por su cuenta, tomaron el poblado de Guáimaro, con lo cual, como dice 
Portuondo, se produjo el primer hecho de armas ostensible  en el Departamento Central. 
Como es sabido, en la reunión de Las Minas, celebrada el 26 de noviembre del mismo año, 
se derrotó el intento entreguista de Napoleón Arango, que pretendió llegar a un acuerdo con 
el gobierno español y se decidió mantener y llevar adelante la guerra independentista. En 
consecuencia se nombró un Comité Revolucionario del Camagüey y un Jefe del Ejército. El 
Comité quedó integrado por Salvador Cisneros Betancourt, Marques de Santa Lucía, Ignacio 
Agramonte y Eduardo Agramonte y la jefatura militar le fue asignada a Augusto Arango quien 
pronto fue sustituido por Manuel de Quesada y Loynaz. 
Fijando el ideario radical y jacobino de aquellos alzados camagüeyanos, como primera 
decisión de aquella soberbia asamblea se aprobó un decreto que declaraba terminantemente 
abolida la esclavitud. 
En cuanto al encendido y fundamental problema de la esclavitud quisiera ser absolutamente 
claro y riguroso. La igualdad de todos los hombres se anunciaba ya, como hemos visto, 
desde la Declaración de Independencia de 10 de Octubre de 1868, aunque se hablaba de la 
emancipación gradual y bajo indemnizaciones. Esa posición un tanto cautelosa cobró forma 
jurídica mediante un decreto del Ayuntamiento Libre de Bayamo, de 27 de diciembre del 
mismo año1868.92 

                                                        
91 Citado por Fernando Portuondo en Ob. Cit. Pág. 401. 
92 El texto exacto de dicho Decreto es el siguiente: “La Revolución de Cuba, al proclamar la independencia de la Patria, ha 

proclamado con ella todas las libertades, y mal podría aceptar la grande inconsecuencia, de limitar  aquellas a una sola parte 

de la población del país. Cuba libre es incompatible con Cuba esclavista, y la abolición de las instituciones españoles debe 

comprender y comprende por necesidad y por razón de la más alta justicia la de la esclavitud como la más inicua de todas. 

Como tal se halla consignada esa abolición en el primer manifiesto dado por la revolución. Resulta en la mente de todos los 
cubanos verdaderamente liberales que su realización en absoluto ha de ser el primero de los actos que el país efectúa en uso 

de sus conquistados derechos. 

Pero sólo al país cumple esa relación como medida general cuando el pleno uso de aquellos derechos pueda por medio del 

libre sufragio acordar la mejor manera de llevarla a  cabo, con verdadero provecho, así para los antiguos como para los 

nuevos ciudadanos. 

El objeto delas presentes medidas no es, por lo tanto, ni podrá ser, la abrogación de un derecho de que están lejos de 

considerarse investidos los que se hallan hoy al frente de las operaciones de la revolución precipitando el desenlace de 

cuestión tan trascendental. 
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Una posición evidentemente más radical el grupo insurrecto de Camagüey puesto que en 
Decreto aprobado por la Asamblea de Representantes del Centro se declaró la abolición total 
de la esclavitud.93 
Por su parte, las Villas se incorporó al movimiento  insurreccional en los primeros días de 
febrero de 1869. Desde el 7 de febrero comenzaron alzamientos en Santa Clara, Sagua, 
Remedios, Cienfuegos, Trinidad y Sancti Spíritus. Se constituyó la Junta Revolucionaria de 
Santa Clara presidida por el hacendado Miguel Jerónimo Gutiérrez y que entregó el mando 
militar al también hacendado Joaquín Morales y como Jefe de Estado Mayor al polaco Carlos 
Roloff. 

                                                                                                                                                                                              

Pero no pudiendo a su vez oponerse el gobierno provisional al uso del derecho que nuestras leyes tienen y quieren ejercer 

numerosos poseedores de esclavos, de emancipar a éstos desde luego, y concurriendo por otra parte con la conciencia de 

utilizar por ahora en servicio de la patria común a esos libertos, la necesidad de acudir a conjurar los males que a ellos y al 

país podrían resultar, de la falta de empleo inmediato, urge la adopción de disposiciones provisionales que sirvan de regla a 
los jefes militares que operan en los diversos distritos de este departamento para resolver los casos que vienen 

presentándose en la materia. 

Por tanto, y en uso de las facultades de que estoy investido, he resuelto que por ahora, y mientras otra cosa no se acuerde 

por el país, se observen los siguientes artículos: 

1.- Quedan declarados libres los esclavos que sus dueños presenten desde luego con este objeto a los jefes militares, 

reservándose a los propietarios que así lo deseen el derecho a la indemnización que la nación decrete y con opción a un tipo 

mayor al que se fije para los que emancipen más tarde. 

Con este fin se expedirán a los propietarios los respectivos comprobantes. 

2.-Estos libertos serán por ahora utilizados en servicio de la Patria dela manera que se resuelva. 

3.- A este objeto se nombrará unan comisión que se haga cargo de darles empleo conveniente conforme a un reglamento que 

se formará. 
4.- Fuera del caso previsto, se seguirá obrando con los esclavos de los cubanos leales a la causa de los españoles y 

extranjeros neutrales de acuerdo con el principio de respeto a la propiedad proclamado por la revolución. 

5.- Los esclavos de los que fueron convictos de ser enemigos de la patria y abiertamente contrarios a la revolución, serán 

confiscados con sus demás bienes y declarados libres, sin derecho a indemnización, utilizándoles en servicio de la patria en 

los mismos términos ya prescritos. 

6.- Para resolver respecto a las confiscaciones de que trata el articulo anterior se formará el respectivo expediente en cada 

caso. 

7.- Los propietarios que faciliten sus esclavos para el servicio de la revolución sin darlos libres por ahora, conservarán su 

propiedad mientras no se resuelva sobre la esclavitud en general.- 

8.- Serán declarados libres desde luego los esclavos de los palenques qe se presentaren a las autoridades cubanas con 

derecho a vivir entre nosotros o a continuar en sus poblaciones del monte, reconociendo y acatando el gobierno de la 
revolución. 

9.- Los prófugos aislados que se capturen o los que sin consentimiento de sus dueños se presenten a as autoridades o jefes 

militares, no serán aceptados sin previa consulta con dichos dueños o resolución aceptado por este gobierno, según está 

dispuesto en anterior decreto. (fdo) Carlos M. de Céspedes. Capitán General.” 

 
93 Por su importancia transcribo el texto exacto del Decreto: “ La institución de la esclavitud, traída a Cuba por la 

dominación española, debe extinguirse con ella. 

La Asamblea de Representantes del Centro, teniendo en consideración los principios de eterna jsticia, en nombre de la 

libertad y del pueblo que representa, decreta: 

1.- Queda abolida la esclavitud. 

2.- Oportunamente serán indemnizados los dueños de los que hasta hoy han sido esclavos. 

3.- Contribuirán con su esfuerzo a la independencia de Cuba, todos los individuos que por virtud de este decreto le deban la 
libertad. 

4.- Para este efecto, los que sean considerados aptos y necesarios ara el servicio militar, engrosarán filas, gozando del 

mismo haber y de las propias consideraciones que los demás soldados del Ejército Libertador. 

5.- Los que no lo sean continuarán mientras dure la guerra dedicados a los mismos trabajos que hoy desempeñan para 

conservar en producción las propiedades y subvenir al sustento de los que ofrecen su sangre por la libertad común, 

obligación que corresponde de la misma manera a todos los ciudadanos, hoy libres, exentos del servicio militar cualquiera 

que sea su raza. 

6.- Un reglamento especial prescribirá los detalles del cumplimiento de este Decreto.” 
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En esas condiciones se hacía indispensable proceder a algún intento riguroso de unificación 
de los mandos militares. Como muestra palpable además del temprano apego que nuestro 
proceso revolucionario demostró por las formas legales de su desarrollo, se pensó de 
inmediato en dotar a la aun no nacida república de una Carta Magna, un texto constitucional, 
una ley de leyes a la cual se subordinara el naciente movimiento militar y la nación que se iba 
fraguando en la contienda. 
Es esta una evidencia más de que el pensamiento libertario cubano tuvo su vía de expresión 
más notable en las formas jurídicas, y entre ellas particularmente en los contenidos 
constitucionales.  
Eso explica que apenas seis meses después de iniciadas las hostilidades en Bayamo, se 
reunieran en el poblado de Guáimaro representantes de todos los grupos rebeldes para 
buscar fórmulas de unificación política y militar y dotar a la naciente republica de un texto 
constitucional. 
La guerra se había iniciado y extendido hasta el centro del país, pero se estaba lejos de 
haber alcanzado la unidad en la acción revolucionaria. En el mismo Oriente, pese al mando 
único y estricto establecido por Céspedes habían surgido divisiones y Donato Mármol había 
asumido posiciones frente al mando único. Desde su levantamiento los camagüeyanos 
habían sostenido con pasión una franca posición contra el que llamaban autoritarismo de 
Céspedes y particularmente contra el título de Capitán General que se había otorgado Carlos 
Manuel. En este sentido, en marzo del mismo 69 se habían entrevistado con el jefe de la 
revolución en oriente Ignacio Agramonte, La Rúa e Ignacio Mora. 
Todo este mar de fondo y estas disensiones fueron las que arribaron a Guáimaro el 10 de 
abril de 1869. En dos sesiones históricas se discutieron los problemas esenciales y se 
conformó y promulgó la primera Constitución de la República de Cuba en Armas, en realidad 
la primera expresión de la voluntad política y jurídica nacional de Cuba.  
En la primera sesión se discutieron cuestiones preliminares, no exenta de gran importancia, 
sobre todo operativa, y se aprobaron una serie de resoluciones. 94 

                                                        
94 Esas resoluciones fueron las siguientes: 1.- Que los representantes reunidos en este lugar para establecer un gobierno 

general, democrático y en virtud de las circunstancias que atravesamos se consideran autorizados para asumir la 

representación de toda la Isla y acordar la guerra conducente al indicado objeto con la reserva de que sus acuerdos serán 

sometidos para su ratificación o enmienda a los representantes de los diversos pueblos pronunciados y de que más tarde 

cuando sea posible que el país se encuentre legal y completamente representado, establezca en uso de su soberanía la 
Constitución que haya entonces de regir. 2.- Que las discusiones que se han de verificar se sujeten a las formas habituales en 

los cuerpos parlamentarios. 3.- Que la Isla de Cuba se considere dividida en cuatro Estados: El Occidente, Las Villas, el 

Camagüey y Oriente. 4.- Que la Cámara legislativa se constituya por el concurso de los representantes de los cuatro 

Estados. 5.- Que la mayoría en los casos de votación se constituya por la mitad y  un voto más de los que se dieren. 6.- Que 

en virtud de no poder establecerse en las actuales circunstancias una representación enteramente legal del país, vengan a la 

Cámara en nombre de Las Villas los miembros de la Junta Revolucionaria de Villa Clara que se hallen en Guáimaro, y en 

nombre del Occidente los que sean elegidos por los cubanos de aquel Estado que se encuentren en el territorio pronunciado. 

7.- Que todos los americanos que 94 Groce, Benedetto. La historia como hazaña de la libertad. Trad. Esp. Médico. FCE. 

Citado por Hallet Carr, Edward, en ¿Qué es la Historia? Editora Ciencias Sociales, La Habana, 1969. Págs. 114 y 115. 
94 Pino Santos Oscar. Historia de Cuba. Aspectos fundamentales. Editora del Consejo Nacional de Universidades. La 

Habana, 1964, Pág. 22. 
94 En cuanto a ese heroísmo es conmovedora la historia relatada por Rousset en su Historia de Cuba, en la cual da cuenta 
de que Guamá, cacique de Baracoa fue como Hatuey quemado vivo en 1517. Sigue señalando que Casiguaya, esposa de 

Guamá, fue ahorcada en Santiago de Cuba junto a cuatro indias más. Lo dramático del relato consiste en que Rousset 

expone que al salir de la cárcel hacia el lugar de ejecución, un coro de indias gritaba manicato. El cadalso, elevado frente al 

Ayuntamiento y a un costado de la Catedral estaba presidido por las más altas autoridades coloniales. La ejecución estaba 

señalada para las ocho de la mañana. Llegada la hora fueron ahorcadas las cuatro indias y cuando le llegó el turno a 

Casiguaya ésta pidió al padre Fray Pedro Trillo, que oficiaba en el sacrificio, que si le permitían abrazar y besar a su hija 

renunciaría a sus dioses y aceptaría al dios de los cristianos. Esta solicitud fue aceptada y cuenta entonces Rousset que “Al 

recibir a su hija entre sus brazos, puso sus labios en la frente de la criatura y arrodillándose ante ella para bendecirla, colocó 
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ambas manos sobre su cabeza y atrayéndola sobre su pecho puso sus manos alrededor de la garganta hasta estrangularla; 

pónese de pie con su hija sujeta por el cuello y lanza un grito de rabia, de guerra, de victoria, arrojando al suelo el cuerpo 
inerte de su hija y al padre Trillo el crucifijo al rostro, el cual lo hirió como si fuera una saeta y precipitóse a la horca 

gritando, ¡Malditos! Ni la hija, ni la esposa de Guamá serán esclavas de cristianos y colocándose ella misma la cuerda cual 

dogal a su garganta, se dejó caer columpiándose en el espacio, ahorcada por ella misma...” Rousset Ricardo V. Historia de 

Cuba. Primera Edición. Librería Cervantes. La Habana, 1918. Pág. 2. 
94 Pino Santos, Oscar. Obra Citada. Pág. 37. 
94 Es el caso de Luis Alberto Sánchez en Historia general de América. Editorial Ercilla, Chile, 1956. 
94 Ramiro Guerra. Manual de Historia de Cuba. Cultural S.A. La Habana, 1938. 
94 Oscar Pino Santos. Ob. Cit. Pág. 39. 
94 Pino Santos. Ob. Cit. Pág. 41. 
94 Pino Santos. Ibídem. 
94 Carreras, Julio. Historia del Estado y del Derecho en Cuba. Editorial Pueblo y Educación. La Habana, 1981. Pág.12. 
94 Carreras Julio. Ibídem. 
94 Hernández Más, Orestes. Citado por Carreras Collado, Julio, en Ob. Cit. Pág. 13. 
94 Guerra Ramiro. Cap. I. Del Libro Tercero de Historia de la Nación Cubana. Tomo I. Editorial Historia de la Nación 

Cubana S.A. La Habana 1952, Pág.229. 
94

 Torres Cuevas,  Eduardo y Loyola Vega, Oscar. Historia de  Cuba. 1492-1898. Editora Pueblo y Educación. La Habana, 

2001. Pág. 25. 
94 Ibidem. Pág. 25. 
94 Ver Torres Cuevas y Loyola. Ob. Cit. Pág. 57. Los datos de Pérez de la Riva están contenidos en su obra Desaparición 

de la población indígena cubana. En Universidad de la Habana. No. 96-197, marzo de 1972. Págs. 61-70 
94 Fernández Bulté Julio. Historia del Estado y del Derecho II. Editorial “Félix Varela.” La Habana, 2000. Pág. 61. 
94 Malagón Barceló Javier. Estudios de Historia del Derecho. Una colonización de gente de leyes. Biblioteca de la 

Facultad de Filosofía, Letras y Ciencias. Universidad Veracruzana, Xalapa, México, 1966. Pág.98 
94 Carreras, Julio. Ob. Cit. Pág. 19. 
94 Fernández Bulté, Julio. Historia General del Estado y del Derecho II. Editorial “Félix Varela”. La Habana, 2000. Pág. 

63. 
94 Malagón Barceló Javier. Ob. Citada. Artículo titulado: Una colonización de gente de leyes. Pág. 81. 
94 Malagón Barceló Javier. Artículo citado. Pág. 87. 
94 Ibídem. 
94 Art. Cit. Pág. 89. 
94 Citado por José Luciano Franco. Apuntes para una historia de la legislación y la administración colonial en Cuba, 

1511-1800. Editorial Ciencias Sociales, La Habana, 1985. Pág. 32. 
94 José Luciano Franco. Obra Citada. Pág. 33. 
94 José Martí. Obras Completas. Tomo 36. Editorial Nacional de Cuba. La Habana, 1963, Pág. 59. 
94 Sobre la historia del municipio castellano y su honda significación democrática debe verse a Fernández Bulté Julio. 

Historia General del Estado y del Derecho II. Editorial “Félix Varela”. La Habana, 2000. Pág. 41-46- 
94 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 21. 

 
94 Carreras Collado Julio. Obra Citada. Pág. 21. 
94 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 26. 
94 Muy recientemente creada la Factoría tuvo que enfrentar una verdadera rebelión popular, cuando los vegueros de Oriente 

y las Villas se levantaron contra sus abusos y los de Santiago de las Vegas y Guanabo llegaron a protagonizar un verdadero 

movimiento armado que tomó los accesos de la capital e impidió el paso de las reses destinadas al matadero. El Gobernador 

Vicente Raja fue obligado a embarcar y de hecho anularon, violentamente, el estanco del tabaco. 

Pero el Rey respondió enérgicamente, enviando tropas al frente de las cuales llegó, en 1718 Gregorio Guazo Calderón, 

quien arribó a ciertos arreglos con los levantiscos. 
De hecho se consiguió que la Factoría fuera suspendida, aunque sus funciones en importante medida fueron continuadas por 

la Real Compañía del Comercio de La Habana, desde 1739 y en 1761 reanudó sus funciones como Nueva Factoría, fundada 

por la Real Cédula de 28 de junio de 1760. 
94 Carreras, Julio. Obra Citada. Pág. 32. 
94 Ots Capdequí, José María. Manual de Historia del Derecho Español en las Indias y del Derecho propiamente 

indiano. Editorial Losada, S.A. Buenos Aires, 1945. Págs. 203 y siguientes. 
94 Torres Cuevas y Loyola Vega, Ob. Cit. Pág. 60. 
94 Ibidem. Pág. 60 
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94 Rodney Walter. África Occidental y la trata de esclavos del Atlántico. África. Economía. Compilación de Armando 

Entralgo. Editorial Ciencias Sociales. La Habana, 1979. Tomado de Historial Association of Tanzania Paper No. 2. The 

University College, Dar-es-Salaam. Traducido por Díaz Godoy. 
94 Citado por J. Surte Canale. África Negra. Editorial Platina. Buenos Aires, 1959. 
94 Rodney Walter. Ob. Citada. Pág. 1 
94 Torres-Cuevas Eduardo y Loyola Vega Oscar. Historia de Cuba. 1492-1898. Editorial Pueblo y Educación. La Habana, 

2001. Pág. 97. 
94 Torres-Cuevas y Loyola Vega. Ob. Cit. Pág. 101. 
94 Citado por Julio Carreras Collado. Historia del Estado y del Derecho en Cuba. Ed. Citada. Pág. 64. 
94 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 64. 
94 Carreras Collado, Julio. Obra Citada. Pág. 88. 
94 Citado por José Luciano Franco en Apuntes para una historia de la legislación y la administración colonial en Cuba. 

1511-1800. Editorial Ciencias Sociales, La Habana, 1985. Pág. 281. 
94 Carreras Collado, Julio. Ob. Citada. Pág. 99. 
94 Carreras, Collado, Julio. Ob. Citada. Pág. 123. 
94 En 1767, gobernando la Isla Bucarely, sucesor de Ricla, se recibió secretamente la noticia de que debían ser expulsados 
de la Isla todos los religiosos de la orden de los Jesuitas, al mismo tiempo que se hacía en los demás dominios españoles.. 

Como dice Portuondo, “Con grandes precauciones, como si se temiera que la medida provocase un motín, fueron sacados 

los jesuitas de su vivienda, junto al colegio que tenían, y embarcados en una nave de guerra que los esperaba” 

Aunque la comunidad jesuita en Cuba no pasaba de veinte miembros, la misma ejercía una alta influencia espiritual sobre 

las familias criollas y su expulsión produjo un gran malestar. De otro lado, pese a ser tan pocos tenían un gran patrimonio, 

puesto que a su salida sus bienes fueron evaluados en poco más de medio millón de pesos, cantidad fabulosa para aquella 

época. 
94 La Sociedad Económica de Amigos del País no fue la primera que existió en Cuba. De hecho en 1787 se había fundado 

una Sociedad semejante en Santiago de Cuba, pero dado el exiguo número de sus miembros y su poca influencia no puede 

parangonarse con la obra y el significado de la de La Habana. 
94 Bayona está al norte de Francia apenas cruzados los Pirineos y en la actualidad los vascos la consideran parte de las 
llamadas provincias vascas del norte puesto que originalmente formaron parte del territorio de los vascos y allí no es extraño 

que se hable español. 
94 Carreras Collado Julio. Ob. Citada. Pág. 139. 
94 Debe señalarse que La Habana designó diputación para esa constituyente espuria, dado que a la misma fue seleccionado 

el habanero Juan Clemente Núñez del Castillo y de Molina, Marqués de San Felipe y Santiago, que era un patricio cubano 

que residía en Madrid. Sin embargo, en gracia de su dignidad hay que señalar que el mismo no participó en aquella 

mascarada. 
94 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 140. 
94 Código Español del reinado intruso de José Napoleón Bonaparte. D. Juan Miguel de los Ríos, Madrid, 1845. Imprenta 

de D. Ignacio Boix; Editor.  Pág. 13. 
94 Así, por ejemplo, de los 37, 300, 000 hectáreas del terreno español sólo ocho millones y medio se dedicaban al cultivo y 
más de doce millones se mantenían encaminados a pastos, en tanto el resto era silvestre. Según datos de Cabarrús, sólo 

1,323 familias nobles detentaban casi 17 millones de hectáreas de tierra y los establecimientos canónicos, que ascendían a 

32, 279 poseían 1,380, 000 hectáreas de las ocho y media cultivadas. 

De otro lado, como evidencia de la estructura del poder, la tierra todavía se dividía en espacios de realengo, de señorío y 

abaciales. Las mismas ciudades tenían esa distribución: 124 de realengo, 21 de señorío; las villas presentaban el siguiente 

cuadro: 1,703 de realengo y 3,013 de señorío.  

Los mayorazgos permanecieron con total vigencia, por lo cual la propiedad de la familia sólo podía trasmitirse al 

primogénito varón y si bien desde 1789 se había autorizado la venta del patrimonio familiar, ello era sólo bajo condición de 

que se invirtiera el producto en Bonos de la Deuda Pública. 
94 España reaccionó tardíamente frente a las explotaciones mineras. Así en 1783 la Sociedad de Amigos del País de Vitoria 

estudió informes presentados por Don Fausto Elhuyart sobre las minas de carbón de Somorrostro y sólo en 1794 se 

instalaron los primeros hornos de coque metalúrgico. 
94 Por haberse promulgado en esa fecha, en el calendario cristiano festividad de San José, el pueblo español identificó a la 

Constitución de 1812 con el jocoso apelativo de La Pepa. 
94 La última gran batalla campal librada en tierra española fue la de Ocaña, el 19 de noviembre de 1809. En esas 

condiciones, el 24 de septiembre de 1810 se reunieron en León las Cortes extraordinarias; el 20 de febrero de 1811 se 

trasladaron a Cádiz; el 19 de marzo de 1812 promulgaron la nueva Constitución y el 20 de septiembre de 1813, tres años 

después de su apertura, terminaron sus sesiones. 
94 Carreras Collado, Julio. Obra Citada. Pág. 142. 
94 Marx, Carlos. La Revolución Española. Editorial En Lenguas Extranjeras. Moscú. 
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94 Marx, Carlos. Ob. Citada. 
94 Portuondo, Fernando. Historia de Cuba. Instituto Cubano del Libro. La Habana, 1965. Tomado de la Sexta Edición. 

Pág.273. 
94 Carreras Collado Julio. Ob. Citada. Pág. 151. 
94 Pino Santos, Oscar. Historia de Cuba. Editora Universitaria. La Habana, 2da Edición. Pág. 169. 
94 Hernández Corujo, Enrique. Historia Constitucional de Cuba. T. I. Compañía Editora de Libros y Folletos. O´Relly No. 

304. La Habana, 1960. Pág. 50. 
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El Presbítero José Agustín Caballero, Discursos y Conferencias, Tomo I. De 1891, según el testimonio de Hernández 

Corujo en Ob. Cit. Pág. 51. 
94 Sobre estos incipientes movimientos y sus ideas separatistas debe verse Vidal Morales, Iniciadores y Primeros Mártires 

de la Revolución Cubana. Tomo I. 
94 Sánchez de Bustamante y Montoro, Antonio. La Filosofía Clásica Alemana en Cuba. 1841-1898. Editorial de Ciencias 
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94 Carreras Collado Julio. Obra Citada. Pág. 156. 
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Carlos Manuel de Céspedes. Pasión por Cuba y por la Iglesia. Aproximación biográfica al P. Félix Varela. BAC 
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Ob. Cit. 
94 Carreras Collado Julio. Obra Citada. Pág. 156. 
94 Citado por Carreras Collado en Ob. Cit. Pág. 157. 
94  El proyecto constitucional de Félix Varela para el gobierno económico-político de las provincias de Ultramar se 

encuentra en el Archivo General de Indias, en Sevilla donde ha sido cuidadosamente estudiado, entre otros, por el polígrafo 

cubano José María Chacón y Calvo. 
94 Torres-Cuevas, Eduardo. Conferencia sobre El legado común de Félix Varela y José Martí. Pronunciada en el Aula 

Fray Bartolomé de las Casas, Convento de San Juan de Letrán, en el ciclo de conferencias aproximación al proceso de 
Cuba, 1902- 2002. 

 
94 El contenido del proyecto se conoció muchos años después, en 1937 cuando el Archivo Nacional lo publicó en el Tomo 

XXXIV del Boletín y fue estudiado por el Profesor Julio Carreras Collado. 
94 Enrique Hernández Corujo, en su Historia Constitucional de Cuba brinda importantes noticias sobre el hallazgo del 

texto de Joaquín Infante, que no se produce sino hasta 1928. Por su parte también señala las dudas que se han suscitado en 

cuanto al lugar y la fecha de la redacción del proyecto constitucional. En la Introducción del Proyecto el mismo Infante dice 

haberlo escrito en Cuba pero más tarde expuso que lo había redactado en Venezuela. Igualmente se duda sobre la fecha de 

la impresión. Según algunos es de 1812 fecha de la constitución de Venezuela, pero Torres Campos indica como fecha 

probable el año anterior 1811. 
94 Hernández Corujo. Historia Constitucional de Cuba. Edición citada. Pág. 65. 
94 Citado por Carreras Collado. Ob. Cit. Pág. 165. 
94 Al respecto de este viraje sutil puede verse a Merino Brito en José Antonio Saco, su influencia en la cultura y en las 

ideas políticas en Cuba. La Habana, 1950. Especialmente Pág. 207. 
94 Portuondo Fernando. Ob. Cit. Pág. 324. 
94 Se fundó incluso un periódico en New York, alentador del anexionismo, denominado La Verdad, cuya dirección le fue 

ofrecida a José Antonio Saco y que éste declinó. 
94 Gaspar Betancourt Cisneros fue rico hacendado de Puerto Príncipe, donde tuvo enorme influencia moral, política y 

espiritual en general, por su filantropismo, su labor como escritor y su clara inteligencia. En su tierra natal fundó escuelas, 

fue uno de los constructores del ferrocarril a Nuevitas, publicó importantes artículos y no fue indiferente al sufrimiento de 
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Cuba dominada colonialmente. En ese sentido se destaca que viajó en busca de Bolívar para obtener que hiciera suya la 

lucha por nuestra independencia. En los momentos  a que nos estamos refiriendo declina hacia el anexionismo suponiendo 

que es la mejor de las soluciones posibles. Según Portuondo, y otros historiadores, su entierro fue una verdadera apoteosis. 
94 Citado por Fernando Portuondo en Ob. Cit.  Pág. 360. 
94 Citado por Enrique Hernández Corujo, en Ob. Cit. Págs.195 y 196y todas tomadas de Portell Vilá Emilio, Narciso López 

y su época. Tomo II. Pág. 101. 
94 Todas las citas del proyecto constitucional de Narciso López están tomadas de Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 170. 
94 Citado por Fernando Portuondo en Ob. Cit. Pág. 401. 
94 El texto exacto de dicho Decreto es el siguiente: “La Revolución de Cuba, al proclamar la independencia de la Patria, ha 

proclamado con ella todas las libertades, y mal podría aceptar la grande inconsecuencia, de limitar  aquellas a una sola parte 

de la población del país. Cuba libre es incompatible con Cuba esclavista, y la abolición de las instituciones españoles debe 

comprender y comprende por necesidad y por razón de la más alta justicia la de la esclavitud como la más inicua de todas. 

Como tal se halla consignada esa abolición en el primer manifiesto dado por la revolución. Resulta en la mente de todos los 

cubanos verdaderamente liberales que su realización en absoluto ha de ser el primero de los actos que el país efectúa en uso 

de sus conquistados derechos. 

Pero sólo al país cumple esa relación como medida general cuando el pleno uso de aquellos derechos pueda por medio del 
libre sufragio acordar la mejor manera de llevarla a  cabo, con verdadero provecho, así para los antiguos como para los 

nuevos ciudadanos. 

El objeto delas presentes medidas no es, por lo tanto, ni podrá ser, la abrogación de un derecho de que están lejos de 

considerarse investidos los que se hallan hoy al frente de las operaciones de la revolución precipitando el desenlace de 

cuestión tan trascendental. 

Pero no pudiendo a su vez oponerse el gobierno provisional al uso del derecho que nuestras leyes tienen y quieren ejercer 

numerosos poseedores de esclavos, de emancipar a éstos desde luego, y concurriendo por otra parte con la conciencia de 

utilizar por ahora en servicio de la patria común a esos libertos, la necesidad de acudir a conjurar los males que a ellos y al 

país podrían resultar, de la falta de empleo inmediato, urge la adopción de disposiciones provisionales que sirvan de regla a 

los jefes militares que operan en los diversos distritos de este departamento para resolver los casos que vienen 

presentándose en la materia. 
Por tanto, y en uso de las facultades de que estoy investido, he resuelto que por ahora, y mientras otra cosa no se acuerde 

por el país, se observen los siguientes artículos: 

1.- Quedan declarados libres los esclavos que sus dueños presenten desde luego con este objeto a los jefes militares, 

reservándose a los propietarios que así lo deseen el derecho a la indemnización que la nación decrete y con opción a un tipo 

mayor al que se fije para los que emancipen más tarde. 

Con este fin se expedirán a los propietarios los respectivos comprobantes. 

2.-Estos libertos serán por ahora utilizados en servicio de la Patria dela manera que se resuelva. 

3.- A este objeto se nombrará unan comisión que se haga cargo de darles empleo conveniente conforme a un reglamento que 

se formará. 

4.- Fuera del caso previsto, se seguirá obrando con los esclavos de los cubanos leales a la causa de los españoles y 

extranjeros neutrales de acuerdo con el principio de respeto a la propiedad proclamado por la revolución. 
5.- Los esclavos de los que fueron convictos de ser enemigos de la patria y abiertamente contrarios a la revolución, serán 

confiscados con sus demás bienes y declarados libres, sin derecho a indemnización, utilizándoles en servicio de la patria en 

los mismos términos ya prescritos. 

6.- Para resolver respecto a las confiscaciones de que trata el articulo anterior se formará el respectivo expediente en cada 

caso. 

7.- Los propietarios que faciliten sus esclavos para el servicio de la revolución sin darlos libres por ahora, conservarán su 

propiedad mientras no se resuelva sobre la esclavitud en general.- 

8.- Serán declarados libres desde luego los esclavos de los palenques qe se presentaren a las autoridades cubanas con 

derecho a vivir entre nosotros o a continuar en sus poblaciones del monte, reconociendo y acatando el gobierno de la 

revolución. 

9.- Los prófugos aislados que se capturen o los que sin consentimiento de sus dueños se presenten a as autoridades o jefes 

militares, no serán aceptados sin previa consulta con dichos dueños o resolución aceptado por este gobierno, según está 
dispuesto en anterior decreto. (fdo) Carlos M. de Céspedes. Capitán General.” 

 
94 Por su importancia transcribo el texto exacto del Decreto: “ La institución de la esclavitud, traída a Cuba por la 

dominación española, debe extinguirse con ella. 

La Asamblea de Representantes del Centro, teniendo en consideración los principios de eterna jsticia, en nombre de la 

libertad y del pueblo que representa, decreta: 

1.- Queda abolida la esclavitud. 

2.- Oportunamente serán indemnizados los dueños de los que hasta hoy han sido esclavos. 
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En la sesión de la tarde se discutió esencialmente el proyecto constitucional que habían de 
presentar a aquella asamblea devenida Constituyente, los ponentes del indicado proyecto. 
Ya en la determinación inicial de lo que pudiéramos calificar como bases del proyecto 
constitucional se pusieron sobre el tapete los problemas esenciales que provocaban las 
grandes contradicciones. Se hacía evidente que los camagüeyanos y villareños temían una 
dictadura y presionaban porque el poder se centrara en la Cámara de Representantes, la 
cual debía tener, para su entender, también la facultad de designar al Jefe del Ejército y al 
Presidente de la República.  
El día 11, en una última sesión en la mañana se decidió adoptar como bandera nacional la 
enarbolada por Narciso López, lo cual era un nuevo golpe al poder de Céspedes, aunque se 
decidiera que su bandera quedara para ser desplegada siempre, como una suerte de objeto 
museable, en las sesiones de la Cámara de Representantes. 
La Constitución de Guáimaro, a través de sus 29 artículos trasluce el pensamiento político 
que alentaba a los jóvenes mambises camagüeyanos y villareños y refleja en toda su 
dimensión la contradicción que recorría en aquel momento las filas del movimiento 
insurrecto. De un lado la posición realista, práctica y operativa de Carlos Manuel de 
Céspedes, que había llevado hasta esos momentos el peso de la guerra y de la respuesta 
militar española, impregnado y convencido de la idea de que la república sólo existía en la 
voluntad combativa de sus hijos, abogaba por un gobierno provisional centralizado, 
operativo, independiente, capaz de conducir las operaciones militares con todo el rigor y la 
firmeza que ello exigía. De esas ideas se deriva que en sus ademanes y su gestualidad 
política se descubriera muchas veces un cierto autoritarismo, hasta un poco del 
aristocratismo que se le imputaba exageradamente por sus adversarios; una tendencia a 
mantener las estructuras políticas, sociales y hasta económicas que permitieran el avance de 
la guerra y no le enajenaran al nuevo poder posibles adeptos. 
Frente a esos criterios pragmáticos, los jóvenes camagüeyanos y villareños levantaban su 
afiebrado jacobinismo; las ideas civilistas más nobles y el ideario filosófico del Iluminismo; del 
iusnaturalismo y del republicanismo absoluto. Ajenos todavía a los rigores de la contienda 
bélica, pensaban encontrarse en una república que querían desplegar en toda su grandeza 

                                                                                                                                                                                              

3.- Contribuirán con su esfuerzo a la independencia de Cuba, todos los individuos que por virtud de este decreto le deban la 

libertad. 
4.- Para este efecto, los que sean considerados aptos y necesarios ara el servicio militar, engrosarán filas, gozando del 

mismo haber y de las propias consideraciones que los demás soldados del Ejército Libertador. 

5.- Los que no lo sean continuarán mientras dure la guerra dedicados a los mismos trabajos que hoy desempeñan para 

conservar en producción las propiedades y subvenir al sustento de los que ofrecen su sangre por la libertad común, 

obligación que corresponde de la misma manera a todos los ciudadanos, hoy libres, exentos del servicio militar cualquiera 

que sea su raza. 

6.- Un reglamento especial prescribirá los detalles del cumplimiento de este Decreto.” 
94 Esas resoluciones fueron las siguientes: 1.- Que los representantes reunidos en este lugar para establecer un gobierno 

general, democrático y en virtud de las circunstancias que atravesamos se consideran autorizados para asumir la 

representación de toda la Isla y acordar la guerra conducente al indicado objeto con la reserva de que sus acuerdos serán 

sometidos para su ratificación o enmienda a los representantes de los diversos pueblos pronunciados y de que más tarde 

cuando sea posible que el país se encuentre legal y completamente representado, establezca en uso de su soberanía la 
Constitución que haya entonces de regir. 2.- Que las discusiones que se han de verificar se sujeten a las formas habituales en 

los cuerpos parlamentarios. 3.- Que la Isla de Cuba se considere dividida en cuatro Estados: El Occidente, Las Villas, el 

Camagüey y Oriente. 4.- Que la Cámara legislativa se constituya por el concurso de los representantes de los cuatro 

Estados. 5.- Que la mayoría en los casos de votación se constituya por la mitad y  un voto más de los que se dieren. 6.- Que 

en virtud de no poder establecerse en las actuales circunstancias una representación enteramente legal del país, vengan a la 

Cámara en nombre de Las Villas los miembros de la Junta Revolucionaria de Villa Clara que se hallen en Guáimaro, y en 

nombre del Occidente los que sean elegidos por los cubanos de aquel Estado que se encuentren en el territorio pronunciado. 

7.- Que t deseen nuestra ciudadanía quedarán equiparados a los naturales de la Isla de Cuba. 
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civil y moral, cuando ciertamente la misma sólo era una noble aspiración de los mejores hijos 
del país que apenas había comenzado a unirse como nación. 
En razón de todo ello se organizó como órgano legislativo y centro del poder, una Cámara 
única, llamada Cámara de Representantes. A esa Cámara se subordinaba, sin lugar a dudas, 
tanto al Presidente de la República que era nombrado por ella y al cual podía deponer; como 
al Jefe del Ejército. 
No obstante las facultades que la Constitución otorgaba al presidente, como la de vetar las 
leyes, promulgarlas y distintas facultades diplomáticas o internacionales, lo cierto es que, en 
tanto designado por la Cámara y sujeto a su posible deposición, ese Ejecutivo quedaba 
absolutamente subordinado al Legislativo. 
En cuanto al llamado Poder Judicial la Constitución remitió a una ley especial para su 
organización. Especialmente significativo es el Art. 24 en el que se declara que ―Todos los 
habitantes de la república son enteramente libres.‖ 
Asimismo es de significar que aún siendo una Constitución muy esquemática, en la que no 
hay una parte dogmática absolutamente separada o clara dentro del texto legal, en el Art. 28 
se declara que ―La Cámara no podrá atacar las libertades de culto, imprenta, reunión 
pacífica, enseñanza y petición, ni derecho alguno inalienable del pueblo.‖ 
Ese primer texto constitucional cubano deja ver la presencia de algunos principios 
constitucionales que vale la pena mencionar. 
Ante todo, como indica Hernández Corujo fue una constitución escrita y contenida en un solo 
cuerpo legal, sin que estuviera dispersa en varias leyes constitucionales. 
Fue una Constitución radical, con aires jacobinos, que no respondía a una conciliación de 
intereses económicos, sociales o políticos, sino que expresaba una voluntad política de gran 
unanimidad, aunque con matices contradictorios en cuanto a la forma de consecución de 
esos fines. En general las constituciones son resultado de conciliaciones, o bien expresión de 
la anterior consecución de determinados objetivos o la proclamación de alcanzar dichos 
objetivos. Ese último es el caso de la constitución de Guáimaro, que es la formalización de 
un propósito político: la independencia nacional, la justicia social y la abolición de la 
esclavitud, aunque en cuanto a esto último hubiera determinados matices diferenciales. 
Aproximándose a esto que estamos indicando, Hernández Corujo dice que fue una 
constitución elaborada y no otorgada. 

Asimismo es evidente que aunque ello no se diga en el texto constitucional, la de Guáimaro 
tenía la franca aspiración de disponer de supremacía jurídica, es decir, de constituir un texto 
legal que estuviera por encima del resto de la legislación del país y que esta última debía 
plegarse y subordinarse al mandato constitucional. 
Ahora bien, uno de los rasgos más importantes, a nuestro juicio, es el de haber otorgado 
presencia jurídica, por primera vez, al Estado cubano, que disponía ya desde ese momento, 
de una población (―Los representantes del pueblo libre de Cuba, en uso de la soberanía 
nacional) con un territorio propio, que no es otro que aquel en que impera y domina el ejército 
libertador y que no queda sometido ya al poder colonial español y con un gobierno del cual 
se dota en ese mismo cuerpo constitucional. 
Ese Estado tenía fines declarados. Ante todo un fin histórico, circunstancial o relativo, como 
lo llamara Jellineck, y que no era otro que la consecución de la independencia. Ese fin está 
explícito desde la misma declaración de independencia de 10 de Octubre de 1868 y se 
mantiene implícito en el texto constitucional de Guáimaro, pero a él se agregan aunque 
inorgánicamente enumerados o establecidos, otros fines permanentes, como el 
mantenimiento del orden público, la libertad y la legalidad. 
Es notable también la adhesión de la Constitución de Guáimaro al principio de la 
representación aunque evidentemente no se trata de la representación montesquiana, en la 
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cual el ciudadano se desliga de sus derechos políticos y los entrega, enajenados, al 
representante, sino de una representación que se aproxima más al mandato imperativo 
propio del modelo constitucional latino defendido por Rousseau. Véase si no cómo se cuida, 
tanto en el texto constitucional como en las resoluciones que se adoptan el día 10, de que los 
defectos de representación puedan ser subsanados una vez que la guerra se haya afianzado 
o concluido y en todo caso se hace evidente la preocupación porque los representantes 
dependan del cuerpo electoral y se deban a él. 
Es evidente también que esa Constitución asumió plenamente el principio de la tripartición de 
poderes, aunque subordinó el Ejecutivo al órgano Legislativo o Cámara de Representantes. 
Si bien no está presente en toda su pureza la división soñada por Montesquieu es evidente 
que la misma estuvo presente y fue asimilada a las circunstancias concretas de nuestro 
proceso revolucionario. 
Finalmente, Hernández Corujo señala como otro principio constitucional presente en el 
cuerpo supremo de Guáimaro, su sentido civilista, lo cual es evidentemente cierto puesto que 
se trató y logró subordinar el mando militar a la voluntad política estratégica y diría que hasta 
táctica que emanara de la Cámara de Representantes. 
De tal modo, aun con sus defectos derivados de su excesivo civilismo y de la exagerada 
subordinación de la guerra al cuerpo legislativa, es lo cierto que aquella Constitución tiene el 
mérito de haber organizado por primera vez al Estado cubano, como ente político 
independiente y, con ello, haber conseguido uno de los elementos básicos en el proceso de 
formación de la Nación cubana; asimismo, aunque momentáneamente aunó las voluntades 
políticas, pese a que esa unidad no pudo ser mantenida y la república en armas zozobró en 
medio de divisiones y disensiones en el curso de las cuales la deposición de Carlos Manuel 
de Céspedes y su muerte posterior, en el mayor desamparo, constituyen páginas 
lamentables. 
Finalmente es indispensable dejar constancia de que la Constitución de Guáimaro fue 
modificada siete veces.  La primera, el 25 de julio de 1869, adicionando el artículo 25 con la 
declaración de que los ciudadanos de la República estaban obligados a prestarle a dicha 
república los servicios para los que estuvieren aptos como soldados; la segunda, de 10 de 
agosto del mismo 1869, agregando un nuevo artículo, el 30, significando la inmunidad de los 
diputados; la tercera, de 24 de febrero de 1872, estableciendo el número de diputados en 
dieciséis y el quórum necesario en 9; la cuarta del mismo 24 de febrero, creando el cargo de 
Vicepresidente; la quinta de 13 de marzo de 1872, estableciendo que a falta del presidente y 
el vicepresidente serían sustituidos por el Presidente de la Cámara; la sexta, de 13 de junio 
de 1875 estableciendo que se podían celebrar elecciones generales para modificar 
totalmente la integración de la Cámara y, finalmente, la séptima, de 26 de abril de 1876 
estableciendo que cuando fuere impar el número de diputados, el quórum se determinaría 
por la mitad del número par que lo siguiese. 
 
 
El Pacto del Zanjón y la Constitución de Baraguá. 
 
Desde mediados del 1877 la guerra, después de casi diez años, estaba en crisis general. La 
implacabilidad con que habían sido llevadas las hostilidades por parte del gobierno y los 
mandos militares españoles; la falta de ayuda del exterior; las disensiones internas; la 
escasez de recursos bélicos y materiales en general; el caudillismo y el localismo de algunos 
jefes mambises; la falta de unidad e incluso de liderazgo, todo ello en dramática unión 
provocó los pasos que condujeron al conocido Pacto del Zanjón. A todo ello se unió la sabia 
política desenvuelta por el General Arsenio Martínez Campos, conocido como ―El 
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Pacificador‖ que se encaminó a debilitar las fuerzas morales en el campo insurrecto y a 
negociar una paz que supuestamente no ofendía las frágiles conciencias de los que estaban 
ya por la rendición. 
Es así que al amparo de un armisticio concedido por Martínez Campos, a fin de que los jefes 
insurrectos pudieran analizar la capitulación, se reunieron los jefes militares de la región 
camagüeyana y un grupo de diputados de la Cámara, en San Agustín del Brazo, el 8 de 
febrero de 1878 y acordaron la rendición o capitulación. 
El 10 de ese mes el general español recibía y aceptaba las propuestas del llamado Comité 
del Centro y sin muchas negociaciones se suscribió el conocido como Pacto del Zanjón. Sólo 
permanecieron sobre las armas en Oriente Antonio Maceo, Vicente García y José Maceo y 
en Las Villas Ramón Leocadio Bonachea. 
El Pacto del Zanjón concedía a Cuba, en su artículo 1, ―las mismas condiciones políticas, 
orgánicas y administrativas de que disfruta la isla de Puerto Rico‖ y declaraba el olvido de lo 
ocurrido en el pasado en cuanto a ―los delitos políticos desde el año 1868 hasta el presente, 
y libertad de los encausados que se hallen cumpliendo condena dentro y fuera de la isa; 
indulto general a los desertores del ejército español, sin distinción de nacionalidades..‖ 
Fue especialmente hábil la cláusula 3ra en que se disponía ―Libertad a los esclavos y 
colonos asiáticos que se hallen hoy en las filas insurrectas.‖ 
Asimismo se establecía el compromiso de que ninguno de los insurrectos capitulados se 
vería obligado a prestar servicio de guerra al gobierno español y que todo individuo que 
deseara marchar fuera de la isla quedaba facultado para ello y se le facilitarían los medios 
posibles para ello, ―sin tocar en población si así lo deseare.‖ 
El Pacto del Zanjón fue el oprobioso y lamentable final de una epopeya que se había escrito 
con el sacrificio, la sangre y el  honor de los mejores hijos del pueblo cubano en aquellos 
momentos. 
Desde viejo existió una larga polémica acerca del carácter jurídico de ese instrumento que 
pone fin a la primera etapa de la guerra. Algunos le llamaron entonces y hasta le siguieron 
llamando Convenio; otros hablaban de Tratado, como es el caso de Ramón Roa, algunos le 
llamaron descarnadamente Capitulación. Uno de los que más profundamente abordó este 
asunto fue sin duda René Méndez Capote, quien afirmaba que no era una Capitulación, 
puesto que ésta se realiza entre militares y en cuestiones puramente militares, mientras que 
en el documento del Zanjón ―se trató también con elementos no militares y sobre asuntos 
que excedían intensamente a la terminación de la actitud guerrera de una de las partes.‖95 
Asimismo consideraba Méndez Capote que no era un Tratado de Paz porque esos 
documentos se suscriben entre naciones libres y soberanas, lo cual no era el caso entre 
nosotros. Por todo ello Méndez Capote prefería llamarlo Pacto, inspirándose en el Derecho 
Romano, y como contraposición o extensión del contractus y como tal Pacto se caracterizaba 
por la falta de formalidades y de requisitos exigibles a las partes contratantes, ni la necesidad 
de que hubiera unidad en el acto, sino que exclusivamente fuera libremente aceptado por las 
partes. 
 
Sin embargo, la gloria de la Revolución  fue salvada, como es sabido, por el gesto gallardo 
de Antonio Maceo quien protagonizara la famosa Protesta de Baraguá. 

Antonio Maceo, con el propósito de ganar tiempo y poder reagrupar a las escasas fuerzas 
rebeldes que permanecían sobre las armas en Oriente, solicitó del General Martínez Campos 
una entrevista que se efectuó el 15 de marzo de 1878 en un lugar conocido como Mangos de 

                                                        
95 Méndez Capote, René. El Pacto del Zanjón. En Trabajos, Tomo I. Citado por Hernández Corujo Enrique en Ob. Cit. 

Pág. 248. 
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Baraguá, y en cuya entrevista el jefe mambí reafirmó su propósito de no aceptar 
capitulaciones sin independencia y seguir luchando hasta obtener la independencia política y 
la abolición de la esclavitud. 
Como es sabido, Martínez Campos salió de esa reunión con el claro sentimiento de haber 
sido burlado y contra su voluntad se vio obligado a admitir que se mantenían focos 
insurrectos en el Departamento de Oriente. 
Ese mismo día 15 de marzo se redactó allí mismo, en los Mangos de Baraguá, el borrador de 
la Constitución que lleva ese nombre: Constitución de Baraguá, segunda otorgada por la 
república de Cuba en Armas. 
En realidad la llamada Constitución de Baraguá consta sólo de seis artículos y está lejos de 
ser un texto legal formalmente considerable como una Carta Magna. El mismo Hernández 
Corujo declara que ―El documento de Baraguá no era una Constitución al estilo de la de 
Guáimaro ni de las que más tarde iban a hacerse en Jimaguayú o la Yaya...Por el contrario, 
las circunstancias de aquel momento provocaron la redacción de sólo un grupo reducido de 
normas que organizaron sencillamente al grupo disidente y dieron una finalidad a la 
revolución que se proseguía.‖ 
En ese sentido, el Art. 1 declaraba que ―La Revolución se regirá por un gobierno provisional 
compuesto de cuatro individuos.‖ En el Art. 2 se establecía que ese gobierno provisional 
nombraría un General en Jefe que dirigiría las operaciones militares. En el Art. 3 se 
confirmaba que ese gobierno provisional estaba facultado para  hacer la paz bajo bases de 
independencia. Y como si esa anterior afirmación fuera poco, en el Art. 4 reafirmaba que ―No 
podrá hacer la paz con el gobierno español bajo otras bases sin el conocimiento y 
consentimiento del pueblo.‖ En el Art. 5 dejaba establecido que el gobierno pondría en vigor 
as leyes de la República que fueran compatibles con aquella difícil situación y en el artículo 6 
y último declaraba la independencia del Poder Judicial y afirmaba que residiría en Consejos 
de Guerra.96 
Como es sabido, no obstante la voluntad de aquellos hombres, las adversas circunstancias 
les obligaron a abandonar el campo insurrecto y el 28 de mayo de 1878 se disolvió el 
gobierno provisional, con lo cual de hecho quedó derogada la Constitución de Baraguá que 
había estado vigente durante setenta y cuatro días. 
Sin embargo, aquel gesto limpiaba el honor de las fuerzas patrióticas. No hubo capitulación 
ni rendición. Aquellos hombres se vieron obligados a retirarse pero en aquel paso había sólo 
un alto momentáneo de las hostilidades, un reposo circunstancial para reagrupar fuerzas y 
proceder a la tregua fecunda, pero nunca la rendición o capitulación que estaba presente en 
la letra del Pacto del Zanjón. Para la historia aquel acuerdo quedaba superado jurídica y 
militarmente, por la gallarda posición de Baraguá. 
 
Las ideas políticas y jurídicas en el período comprendido entre 1878 y 1895. 
 

Para comprender cabalmente el sentido y el tono de las ideas políticas que imperaron o que 
constituyeron corrientes ideológicas esenciales en ese período de fragua de la segunda 
etapa de la guerra independentista, es preciso comprender a cabalidad la situación en que 
queda la Isla después de la cruenta guerra de diez años que había abatido su economía, sus 
recursos, tierras y a su población criolla, particularmente en las regiones centrales y sobre 
todo en la oriental. 

                                                        
96 El gobierno constituido en Baraguá quedó integrado del modo siguiente: Calvar, Presidente, Figueredo, Secretario, 

Mármol y Beola, vocales. Vicente García fue designado General en Jefe y Maceo Jefe de Oriente, en tanto que Moncada, 

Crombet y Rius Rivera, Jefes de Guantánamo, Cuba y Holguín. 
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La familia cubana había sido afectada de modo dramático. De hecho la vieja clase de los 
hacendados criollos había sufrido golpes enormes. El censo de población de 1877 muestra 
datos reveladores. La población de la Isla ascendía a 1,509,291 habitantes, aunque de hecho 
se suponía que alcanzaba algo más, a 1,521,684 habitantes. De ellos, 471,572 eran negros y 
de éstos a su vez 272,478 eran libres (un 55,7%) en tanto 199,094 eran esclavos (un 44,3%). 
Es interesante comparar esos datos poblacionales con los del censo de 1861 que era el más 
riguroso efectuado antes de la contienda bélica. En ese año la población cubana ascendía a 
1,396, 597 habitantes, de los cuales 793,484 eran blancos y 603,043 eran negros, y de éstos 
a su vez 225,843 eran libres, es decir, el 37,4% y 377,203 eran esclavos, tanto como el 
62,9% 
Quiere decir que la población, en esos diez años apenas había crecido en doscientas mil 
personas. Como indica Fernando Portuondo, diez años de guerra por la independencia 
―habían ocasionado una merma no inferior a cien mil almas en la población de Cuba.‖ Y 
téngase en cuenta que según el mismo autor, que toma los datos del historiador español 
Pirala, señala que ―España había perdido cerca de cien mil hombres, sin contar más de once 
mil que quedaron inútiles y cerca de catorce mil enfermos enviados a la península.‖97 
La más golpeada por la guerra había sido, sin lugar a dudas, la población negra que había 
abastecido a los ejércitos mambises con los más grandes contingentes y que no sólo fue 
mermada numéricamente, sino empobrecida económicamente. Como indica el mismo 
Portuondo, ―La lucha por su liberación política y social le había costado a la población negra 
cubana en los últimos veinte años, un descenso mayor del 10%.‖. Sin embargo, el número de 
esclavos se había reducido notablemente al terminar la contienda y en 1880  España había 
acordado la abolición de la esclavitud en Cuba, aunque esta fuera de carácter gradual. Seis 
años más tarde fue que los diputados cubanos obtuvieron de las Cortes la emancipación 
completa de los esclavos que quedaban en Cuba, no obstante lo cual, es evidente que 
perduraron relaciones esclavistas muy bien enmascaradas. 
Esta situación de crisis poblacional, de quiebra económica, de fractura de la estructura 
clasista de los criollos propiciaba, por supuesto, la recuperación de las tendencias 
reformistas, autonomistas e incluso también el fortalecimiento del integrismo y un paralelo 
debilitamiento de las aspiraciones independentistas. 
Estas últimas se canalizaron en la intentona conocida como Guerra Chiquita, de la cual no es 
posible hablar en esta obra, pero cuyo fracaso vino a profundizar mucho más el ánimo 
derrotista a que hemos hecho referencia. 
Sin embargo, había calado tan profundo el ideario independentista que a las alturas de los 
años que siguieron al Zanjón no es difícil advertir una polarización en las ideas políticas en la 
Isla: de un lado los autonomistas, que pretendían encontrar la solución cubana en un modelo 
constitucional semejante al inglés, pero de otro lado, con denuedo y perseverancia, los 
independentistas, que aprovechaban aquella tregua para reorganizar sus fuerzas y sus 
ideas.98 
El ideario autonomista se articuló de modo especial con la fundación en 1879 del Partido 
Liberal, devenido más tarde Autonomista y reforzado por los criterios de gobernante 
españoles como Maura, Ministro de Ultramar del gobierno de Sagasta. 
Por supuesto, frente a ese auge autonomista estuvo también el correspondiente al 
independentismo, que tuvo momentos singulares en la ya mencionada Guerra Chiquita y 

                                                        
97 Portuondo, Fernando. Ob. Cit. Pág. 483. 
98 Al respecto puede verse a Emilio Roig de Leuchsenring, en La Tregua Revolucionaria del Zanjón al 95. En La Guerra 

Libertadora Cubana en los Treinta Años.  Citado por Hernández Corujo. Ob. Cit. Pág. 257. 
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especialmente en la preparación de la Segunda Etapa de la Guerra de Independencia y 
particularmente la fundación del Partido Revolucionario Cubano en 1892. 
En el plano jurídico, una de las consecuencias inmediatas del Pacto del Zanjón  fue la 
asimilación legislativa de Cuba a España y, como resultado de ello, el que se hicieran 
extensivas a Cuba distintas leyes españolas, algunas muy importantes, como La Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (R.D. de 19 de octubre de 1878); la legislación hipotecaria (R.D. de 
16 de mayo de 1879); el Código Penal (R.D. de 23 de mayo de 1879) y posteriormente, en 
1885, la Ley de Enjuiciamiento Civil y en 1886 el Código de Comercio y el Código Civil en 
1889. 
En ese clima político, inicialmente la palestra del ideario de ese orden en Cuba se dividió 
entre el Partido Liberal y el Unión Constitucional, el primero, como su nombre lo indica, 
adherente de los principios del liberalismo burgués decimonónico, y el segundo francamente 
conservador e integrista. En realidad, sus diferencias programáticas eran sólo de matices 
porque estratégicamente ambos coincidían en su sentido antiindependentista. 
El Partido Liberal, fundado el 3 de agosto de 1878 alcanzó el apoyo de los demócratas de la 
Habana y de los liberales progresistas de Santiago. Como órgano oficial de ese partido 
dispusieron del periódico El Triunfo. Es evidente que el Partido Liberal, desde sus inicios, 
tuvo marcadas intenciones autonomistas, aunque el cambio radical e incluso de nombre no 
se produjo hasta la Circular de 2 de agosto de 1879. 
En cuanto a las ideas autonomistas podían ser sintetizadas, como lo hace Hernández Corujo 
como el propósito de descentralización política y económica más avanzado dentro de la 
situación colonial. ―No era otra cosa que el gobierno del país por el país.‖; el derecho de 
hacer la ley que correspondiera a los intereses de la Isla, organizando un gobierno con 
entidad propia y autonomía dentro de la pertenencia a la unidad política española. Desde 
este punto de vista, el autonomismo era totalmente antitético al independentismo. 
El programa autonómico podría ser sintetizado del modo siguiente: en el ámbito político 
postulaban el gobierno del país por el mismo país; una Constitución propia, existencia de 
derechos individuales, representación local y diputación insular ante los órganos legislativos 
peninsulares; en el orden social se postulaban por la abolición de la esclavitud, lo cual era ya 
totalmente inevitable y en el terreno económico defendían la extinción de los monopolios 
metropolitanos, la libre aprobación local de los presupuestos insulares y la libertad también 
de aprobar el régimen arancelario y el sistema de tributación. 
Frente a esas ideas se alzaban las del Partido Unión Constitucional que evolucionó hasta 
derivar en el Partido Reformista español. Creo que Hernández Corujo sintetiza claramente el 
programa político de esos llamados constitucionales, ―que tendían al statu quo, al imperio de 
la centralización, a la asimilación racional y posible, a la política de aplazamientos, a la 
creación de obstáculos a la abolición de la esclavitud, aunque su Programa a ella no se 
oponía, a la defensa decidida del cabotaje y a la oposición de reformas electorales que 
pudieran ser más beneficiosas a los cubanos.‖99 
Es de notar que ya desde esos años las políticas económicas norteamericanas inclinaban el 
peso de las posiciones económicas e incluso políticas no sólo para los criollos de la isla, sino 
también para la misma metrópoli española. En ese sentido, es muestra evidente lo ocurrido 
en 1890. El 7 de mayo de ese año McKinley presentó a la Cámara de Representantes de 
Estados Unidos un proyecto de exorbitantes contenidos proteccionistas. Ese proyecto fue 
atenuado ligeramente por la llamada Cláusula Aldrich, propuesta por el  republicano Blaine, 

que pretendía ciertos elementos de reciprocidad.  

                                                        
99 Hernández Corujo, Enrique. Ob. Cit. Pág. 280. 
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Ante el temor que produjo ese viraje de la política comercial norteamericana, todos los 
partidos de esta entonces colonia prepararon el documento conocido como Información de 
1890, elaborado en Madrid, en el que se proponían algunas tibias contramedidas para salvar 
el comercio español y la producción en la Isla. 
En 1893 el Partido Unión Constitucional se convierte en el Partido Reformista Español, 

cuyo programa era casi el mismo que el del Constitucional, a saber: integridad política de la 
Isla con España; derechos electorales dentro de esa identidad; aceptación del proyecto 
Maura, al cual nos referiremos de inmediato; derogación de la ley de relaciones mercantiles; 
una cierta reforma arancelaria para proteger intereses peninsulares y supresión del derecho 
de exportación; ley facilitando el crédito agrícola y un nuevo régimen monetario que sirviera a 
los intereses financieros de la metrópoli. 
Cuando Sagasta adviene al poder en España en los finales de 1892, trae al Ministerio de 
Ultramar a un importante abogado relacionado fuertemente con los círculos prominentes de 
la economía y la política española, Maura, quien el 5 de junio de 1893 presenta a las Cortes 
su Proyecto de Reformas, las cuales muy sintéticamente expuestas podrían considerarse 

así: Cuba sería una provincia española dividida en seis regiones; habría una diputación 
Provincial ante los órganos pertinentes de la metrópoli, cuya Diputación ascendería a 18 
Diputados; habría un Gobernador General, que tendría incluso facultades para suspender la 
diputación y ese Gobernador tendría Delegados como Gobernadores Regionales; Se 
constituiría un Consejo de Administración y en otro orden de cuestiones se facilitaría 
posibilidades a las minorías para obtener participación en los Ayuntamientos y Diputaciones 
Provinciales. El Proyecto Maura, que fue de gran influencia y predicamento en aquellos 
momentos no era en realidad ni siquiera autonomista. Montoro, el gran líder del autonomismo 
cubano en esos años decía sobre el referido Proyecto Maura: ―no responde como 
quisiéramos, y en la medida que quisiéramos, a las necesidades primeras de la Isla, distando 
mucho de las aspiraciones de nuestro Partido, pero no podemos menos que reconocer que 
marca un avance de gran consideración en el camino de las reformas que Cuba 
demanda.‖100 
 
 
 
 
El movimiento separatista. El Partido Revolucionario Cubano. 
 
La nueva etapa de la revolución estuvo ya presidida e inspirada en el pensamiento del 
Apóstol de nuestra independencia y Héroe Nacional José Martí. El análisis del contenido y la 
proyección de la obra y el pensamiento martiano escapa de los límites de esta obra, pero es 
preciso dejar consignado que sin su influencia el pensamiento separatista habría carecido del 
vuelo y la entidad que alcanzó y no hubiera quizás encontrado los instrumentos de 
realización que supo avizorar la sagacidad de aquel hombre de talla inigualable. 
Normalmente se alude a la fundación del Partido Revolucionario Cubano como instrumento 
de unidad, cohesión, concordia y asimilación de todas las fuerzas independentistas, tanto los 
veteranos como ―los pinos nuevos.‖ Si bien es cierto que el Partido fue el instrumento de 
conjugación de las diversidades y de amansamiento de las voluntades levantiscas, también 
lo es que antes de ese acto de fundación, merecen citarse como documentos políticos y 
jurídicos esenciales en el proceso de formalización del ideario separatista, ante todo, las 

                                                        
100 Citado por Hernández Corujo en Ob. Cit. Pág. 287. Tomado de El problema Colonial Contemporáneo. En Obras de 

Montoro. Tomo I. Pág. 440. 



 75 

Resoluciones de la Emigración, de 28 de noviembre de 1891, inspiradas y redactadas por 
Martí; las Bases del Partido Revolucionario; sus Estatutos Secretos y posteriormente, a 
partir de ese cuerpo de unidad que es el Partido, la Orden de levantamiento, de 29 de 
enero de 1895 y el Manifiesto de Montecristi, de 25 de marzo de ese mismo año. 
 
Ante todo, las Resoluciones de la Emigración cubana de Tampa, de 28 de noviembre de 
1891, que fueron redactadas por Martí y que trazan las bases o la estrategia del movimiento 
independentista revolucionario que se hace ya indetenible. 
Fueron cuatro Resoluciones en que se declaraba, en la primera de ellas, la necesidad de 
reunir en una acción común, republicana y libre, a todos los elementos revolucionarios 
honrados; una segunda que significaba que la revolución no podría tener propósitos 
embozados y debía encaminarse a una guerra dirigida a obtener un gobierno popular y a la 
preparación franca y desinteresada de la República; la tercera llamaba a tener en cuenta las 
necesidades prácticas derivadas de la constitución y la historia del país y finalmente, la 
cuarta de esas Resoluciones declaraba que la organización revolucionaria respetaría y 
fomentaría la constitucional original y libre de las emigraciones locales. 
 
A partir de esas premisas, el 5 de enero de 1892 se aprueban las Bases del Partido 
Revolucionario Cubano, también redactadas por José Martí. 
En realidad, las Bases del Partido, constituidas por nueve cláusulas, fueron las premisas 
ideológicas y políticas de aquella organización que surgía para reunir la voluntad separatista, 
independentista y republicana en una acción concertada y firme que echara por tierra el 
colonialismo y sentara las bases de la república ―con todos y para el bien de todos.‖ 
En ese sentido se establece claramente que el Partido que se funda tiene por objetivo lograr 
la independencia absoluta de la Isla de Cuba, pero también, con mirada internacionalista, 
―fomentar y auxiliar la de Puerto Rico.‖ (Base I.); con clara percepción de los peligros que se 
ciernen sobre la independencia de Cuba, Martí significa en la Cláusula II, que el Partido no 
se propone precipitar la guerra lanzando a Cuba a una acción mal dispuesta o discorde, sino 
que pretende ordenar a todos los elementos honrados a ―una guerra generosa y breve‖. La 
generosidad de la guerra está, por supuesto, en la esencia humanista de sus promotores y 
en la misma historia de nuestro propósito libertario, pero la brevedad de la guerra no sólo 
apunta al alivio de sus dolores, sino a evitar, por todos los medios, que los Estados Unidos 
se aprovechen de ella, como finalmente lograron hacerlo y se adueñen de sus fines.  
Pienso que el ideario martiano asume la  concepción de la república dentro de la dimensión 
política del modelo latino, romano, como res pública, cosa de todos; recipiente de la civilidad 
y único camino y realización de las libertades individuales y colectivas. 
La Tercera Base es de una grandeza extraordinaria y está llena de sugerencias y toma de 
posiciones esenciales. En ella se transparenta ese significado que Martí otorga al concepto 
de república, como algo más que una simple forma de gobierno. El fin del partido ―es fundar, 
dice, en Cuba por una guerra de espíritu y métodos republicanos, una nación capaz de 
asegurar la dicha durable de sus hijos y de cumplir, en la vida histórica del continente, los 
deberes difíciles que su situación geográfica le señala.‖ Obsérvese además la indeclinable 
vocación americana; su intención permanente de cumplir el deber histórico que en esa 
dimensión le corresponde a la nueva tierra una vez liberada. 
En la Cuarta vuelve a insistir que aborrece el partido la formación de una República en que 
prevalezca el espíritu autoritario y la composición burocrática de la colonia, sino que lo que 
se pretende es fundar en el ejercicio franco y cordial de las capacidades legítimas del 
hombre, un pueblo nuevo y sincera democracia, capaz de vencer, por el orden del trabajo 
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real y el equilibrio delas fuerzas sociales, los peligros de la libertad repentina en una 
sociedad compuesta para la esclavitud. 
Obsérvese cuanta profundidad en ese manojo de ideas de asombrosa profundidad. Ante 
todo, la rotunda advertencia de que la república no abrirá el camino a viejos caudillismos, 
autoritarismos y voluntarismos de los que había venido padeciendo la guerra desde 1868. 
Tampoco puede alguien pretender mantener los viejos postulados, prácticas y símbolos de 
colonia. Por el contrario, se trata de formar a partir de las capacidades legítimas del hombre, 
un pueblo nuevo y una ―sincera democracia‖, con lo que parece que ya Martí advierte que 
existen manipulaciones e hipocresías en torno a ese concepto. No se muestra iluso y ajeno a 
los peligros que supone una repentina libertad política, social y económica en un pueblo que 
se ha formado sobre las llamas del régimen esclavista, en las cuales se ha cocido todo el 
entramado social y que ha viciado las instituciones y las conciencias. Sin embargo, levanta 
con fuerza especial que ese pueblo nuevo, mediante el trabajo y el equilibrio de las fuerzas 
sociales, puede vencer esos peligros. Adviértase que Martí considera indispensable el 
equilibrio de las fuerzas sociales para avanzar hacia un objetivo tan difícil y asumido con 
tanto pragmatismo como es el de colocar al país por encima de las limitaciones que hereda 
del pasado esclavista y colocarlo en posición de regirse con nueva libertad. No alienta la 
lucha de clases, ni las escisiones de segmentos sociales, ni las divisiones y fragmentaciones 
que atentarían contra ese alto y singular objetivo; no quiere exclusiones ni luchas que no 
apunten en pos de la formación de la nueva conciencia de libertad y justicia social en aquella 
patria nueva. 
Igualmente deja claro, en la 5ta Base su repulsa a cualquier forma de sectarismo, durante y 
sobre todo después de la guerra.. 
Los términos de la 6ta Base son verdaderamente conmovedores: ―El Partido revolucionario 
Cubano se establece para formar la patria una, cordial y sagaz, que desde sus trabajos de 
preparación,  y en cada uno de ellos, vaya disponiéndose para salvarse de los peligros 
internos y externos que la amenacen...‖ 
En la Base 8 explaya entonces cuáles son los objetivos políticos, económicos, sociales y de 
relaciones internacionales que asume el Partido Revolucionario Cubano. 
 
El otro de los grandes documentos separatistas es, como ya hemos dicho, los Estatutos 
Secretos del Partido Revolucionario Cubano, también redactados y concebidos por José 
Martí. Dichos Estatutos Secretos están compuestos por 12 artículos que, como ya 
expresaba, son el centro de la organización operativa de aquel partido concebido para unir a 
los cubanos en los altos fines de la guerra de independencia. 
En ese sentido, el Partido se articula sobre la base de las Asociaciones ya organizadas por 
los cubanos que acepten el Programa del Partido (Art. 1); de esas asociaciones sale y 
emana la autoridad del Partido, (Art. 2); y en consecuencia de ello tendrían un voto por cada 
grupo de asociaciones entre 20 y 100 miembros (Art. 12). 
El Partido se sigue estructurando sobre la base de la existencia de un Cuerpo de Consejo 
formado por los presidentes de las Asociaciones y que existirá y dirigirá a dichas 
asociaciones en cada localidad. Ese Cuerpo de Consejo estaría integrado por un Presidente, 
un Secretario y habría además un Delegado y un Tesorero. 
 
En cuanto a la orden de alzamiento, sin duda trascendental en la marcha del proceso 

independentista es un documento sin significación jurídica. 
Esa orden de alzamiento o levantamiento fue firmada por José Martí, Enrique Collazo y 
Mayía Rodríguez, en New York, el 29 de enero de 1895 y dirigida a Juan Gualberto Gómez. 
Con ella se iniciaron las hostilidades el 24 de febrero de ese mismo año. 



 77 

Por esa nueva etapa de la guerra, convocada por José Martí, como dice insuperablemente 
Fernando Martínez Heredia, ―...el pueblo de Cuba se sacrificó masivamente en una guerra 
total que creó a los cubanos, golpeó al racismo y las castas, cerró a los Estados Unidos la 
posibilidad de anexarse a Cuba, unificó el territorio, construyó ciudadanía, exigió una 
república con instituciones democráticas y proveyó visiones del futuro del país.‖101 
Y el último de los aludidos documentos político-jurídicos que son emblemáticos de la 
voluntad libertadora e independentista es el Manifiesto de Montecristi. 

Como su propio nombre lo indica no es este un documento jurídico, sino una proclama, la 
manifestación razonada de los móviles elevados de la guerra y de sus objetivos inmediatos y 
mediatos, así como los medios de que intenta valerse. El manifiesto es firmado por José 
Martí y Máximo Gómez, en Montecristi, Santo Domingo, el 25 de marzo de 1895. 
Ante todo es de significar que para los firmantes del Manifiesto no se trata de una nueva 
guerra, distinta de la iniciada el 10 de Octubre de 1868, sino ―un nuevo período de guerra‖, 
de esa misma que fuera iniciada en Yara en la fecha indicada. Señala que ese nuevo período 
se llevará adelante mediante la comunión ―conmovedora y prudente democracia de todos los 
elementos de la sociedad de Cuba.‖ 
La guerra no es, se declara serenamente, el insano triunfo de un partido sobre otro, o la 
humillación de algún grupo sino la voluntad fundada y unánime de un pueblo dispuesto a 
alcanzar su independencia. En ese camino no hay voluntarismos caprichosos que podrían 
llevar a una independencia más temible que útil. Se declara igualmente, de modo enfático, 
que la guerra no es contra el español, sino contra la tiranía y que en el seno de la nueva 
república podrán vivir todos los que la acaten y trabajen por ella. 
Declara que ―Cuba vuelve a la guerra con un pueblo democrático y culto, conocedor celoso 
de su derecho y del ajeno.‖ Y subraya entonces la comprensión que ese pueblo culto tiene 
de sus deberes americanos. Con razón señaló en su oportunidad Hortensia Pichardo que ―El 
Manifiesto no sólo revela la inmensa, conmovedora confianza que Martí tenía en la 
inteligencia y la capacidad cívica del pueblo cubano; sino las ideas de americanidad y de 
solidaridad con las naciones afines de este hemisferio, que el gran revolucionario creía que 
iban a encontrar refuerzo y equilibrio en Cuba independiente.‖102 
De manera elocuente dice el Manifiesto: ―Los cubanos empezamos la guerra, y los cubanos y 
los españoles la terminaremos. No nos maltraten, y no se les maltratará. Respeten y se les 
respetará. Al acero responda el acero, y la amistad a la amistad. En el pecho antillano no hay 
odio; y el cubano saluda en la muerte al español y a quien la crueldad del ejército forzoso 
arrancó de su casa y su terruño para venir a asesinar en pechos de hombres la libertad que 
él mismo ansía.‖103 
Al final del Manifiesto se reitera que la Revolución victoriosa justificará ante el pueblo cubano 
y la comunidad internacional los móviles por los cuales reanuda, obsérvese bien, reanuda, el 
esfuerzo emancipador de Yara y de Guáimaro. 
Ciertamente, como advierte Hernández Corujo, el Manifiesto evita señalar cómo se 
estructuraría formalmente el gobierno de la república democrática a la que se aspira. Al 
respecto dice Hernández Corujo que ―Se explica fácilmente que el Manifiesto si bien daba las 
pautas generales y fundamentales de la nueva república democrática, no entrase 
concretamente en la forma de gobierno que iba a constituirse, no sólo porque en obediencia 
al mismo criterio democrático sería esa una función de la mayoría, sino porque no eran 
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iguales todos los criterios en cuanto a la forma de gobierno y las relaciones entre el poder 
civil y el militar.‖104 
 
La Constitución de Jimaguayú. 
 
Iniciada la nueva etapa de la guerra, de inmediato se planteó con toda fuerza la necesidad de 
su institucionalización y legalización y el imperativo de establecer, fuera de toda duda y con 
el mayor consenso posible, la forma que adoptaría el gobierno de la República en Armas o, 
lo que de hecho era lo mismo, el carácter de las relaciones entre el mando militar y el civil. 
Desde antes de su desembarco en Cuba es evidente que este asunto era para Martí 
impostergable. A ello venía aludiendo desde las Bases del Partido Revolucionario, en sus 
Estatutos Secretos y también en el Manifiesto de Montecristi; sobre el particular sabía el 
pensamiento de hombres como Maceo y Gómez y había tenido amargas discusiones con 
ambos, de modo que el esclarecimiento satisfactorio de ese particular ocupaba su inmediata 
atención. 
Cuando se reúnen en la Mejorana, cerca del pueblo Dos Caminos de San Luis, el 5 de mayo, 
evidentemente este asunto ocupa la atención central del breve encuentro de que pueden 
disponer dado el regocijo de los mambises que los rodeaban y la celebración de un almuerzo 
lleno de confraternidad. Sin embargo, en la discusión sostenida a solas entre Martí, Maceo y 
Gómez, es evidente que este asunto del mando militar y civil asomó con fuerza y 
nuevamente no hubo total acuerdo.  
Lo que allí se habló ha quedado como terreno de conjeturas y especulaciones. Horrego 
Stuch sostiene que Maceo se inclinó por la constitución de un poder militar fundado en una 
Junta de generales con mando casi absoluto y un Secretario General que podría ser un civil. 
Stuch sostiene que Gómez ―se mantiene en posición discreta, dejando que el soldado 
convenciera al Apóstol.‖105 
Lo cierto es que cuando se separan los ánimos no son de total cordialidad. Martí y Gómez 
parten con rumbo a Camagüey y Maceo regresa a sus operaciones. Sin embargo, al día 
siguiente, por pura casualidad vuelven a reunirse en Banabacoa y allí Maceo les hace un 
recibimiento de evidente desagravio, que según un joven periodista insurrecto, fue  
verdaderamente ―indescriptible‖. Según ese mismo testigo, los tres jefes insurrectos ―se 
abrazaron con efusión, en presencia de las fuerzas, que celebraron con gritos de júbilo y 
alborozo aquel abrazo revelador.‖106 
Pero el 19 de mayo cae en Dos Ríos José Martí, cargando contra una tropa española, en su 
condición de Mayor General del Ejército Libertador. Esa muerte es como un rayo que rasga 
la historia de la contienda y la afecta en esos momentos y en todo su tracto posterior. 
Pero nada puede parar el apego medular e histórico de nuestro proceso revolucionario a las 
formas jurídicas y especialmente constitucionales. Varona Guerrero afirma que el mismo 
Máximo Gómez delega en Salvador Cisneros Betancourt algunas atribuciones civiles y 
políticas encaminadas a lograr acuerdos sobre la forma de dirección de las hostilidades y en 
definitiva sobre el gobierno de la nueva versión de la república en armas.  
De hecho desde el mes de julio comienza a prepararse una Asamblea Constituyente. Esa 
Asamblea se reúne, finalmente, en 13 de septiembre, en Jimaguayú. Allí se reúnen los 
representantes de los cinco Cuerpos de Ejército entonces constituidos. 
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La primera sesión se efectuó el mismo 13, presidiendo de manera provisional Cisneros 
Betancourt y de hecho fue sólo una sesión preparatoria en la que se discutió sobre la 
composición de la asamblea. 
Ese mismo día se llevó a cabo una segunda sesión en que se eligió la mesa definitiva y se 
conoció la primera propuesta presentada por Fermín Valdés Domínguez. Sin embargo, 
Rafael Portuondo presentó un proyecto semejante pero más minucioso iy fue el llevado a 
discusión. 
El proyecto de Portuondo se inclina, sobre todo en el polemizado artículo 13 a centralizar el 
mando en las autoridades militares. Según ese proyecto, el Jefe de la Junta sería el 
Generalísimo del Ejército y dirigiría y ejecutaría las operaciones militares sin ninguna 
restricción. 
Octavio R. Costa dice al respecto: ―Este es el punto sobre el que recae una mayor discusión 
en el seno de la Asamblea. Puede decirse que es la cuestión fundamental que va a 
debatirse. Los diputados recuerdan as dificultades surgidas cuando la Guerra Grande entre 
la Cámara de Representantes, el Presidente de la República y el General en Jefe. Ahora los 
convencionales están agrupados en dos tesis. Una, encabezada por Portuondo entiende que 
deben reunirse en una sola persona, en una sola autoridad, las facultades civiles y los 
poderes militares. Frente a él existe otro grupo que defiende la fórmula de la separación de 
mandos, que entiende lo político y lo militar deben estar separados y netamente 
diferenciados.‖107 
Después de varias peripecias parlamentarias vence la posición de Fermín Valdés 
Domínguez, seguida por Loynaz del Castillo, García Cañizares, Manduley y Vivanco.  
Se trabaja también el 14 en el resto del articulado de la nueva Constitución y en varias 
propuestas concretas. 
Se produce una interesante discusión, entre García Cañizares y Fermín Valdés Domínguez, 
con quien coincide ahora Portuondo, porque el primero propone que en la Constitución se 
afirme que ―Declaramos a Cuba libre de la dominación española, constituyendo un Estado 
independiente como república democrática.‖ Portuondo y Valdés Domínguez proponen, por 
el contrario, que en el Preámbulo de la Constitución se afirme ―el derecho que tiene el pueblo 
cubano a ser libre y a luchar por su independencia rompiendo la dominación española.‖108 
No se trata de una discusión bizantina: para Cañizares ya existe el Estado cubano y ese 
Estado se encuentra ya organizado como república democrática. Para Fermín Valdés 
Domínguez y Portuondo, con criterio más realista, ese estado sólo existe en la voluntad 
libertaria e insurreccional de los mambises y lo que se proclama es el derecho del pueblo 
cubano a conquistar su libertad y organizarse posteriormente como república democrática. 
Otra discusión interesante se traba en torno a la continuidad o la ruptura del proceso 
insñurreccional desde el 10 de Octubre. Loynaz del Castillo defiende la continuidad de la 
guerra y propone que se declare que ―la independencia de Cuba y su república existían 
desde el 10 de octubre de 1868.‖ Valdés Domínguez, que en esto se separa inocentemente 
del pensamiento martiano, afirma que la primera república había desaparecido con el Pacto 
del Zanjón y ahora se trataba de una nueva y de otra guerra. 
Finalmente la Comisión de Estilo aprueba el texto del preámbulo que dice: ―La Revolución 
por la independencia y creación de Cuba en república democrática, en su  nuevo período de 
guerra, iniciado el veinticuatro de febrero último, obedeciendo a la declaración inviolable 
cubana en el acta de independencia de diez de octubre de mil ochocientos sesenta y ocho, 
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solemnemente ratifica la proclamación de la República y declara la separación de la Isla de 
Cuba de la monarquía española y su institución como Estado libre e independiente, con 
Gobierno propio por autoridad suprema con el nombre de República de Cuba y confirma su 
existencia entre las divisiones políticas de la Tierra.‖109 
El 18 de septiembre se reunieron los Diputados para elegir los cargos establecidos 
constitucionalmente, lo cual se hizo mediante el voto directo y secreto. El gobierno cubano 
quedó entonces constituido del modo siguiente: Presidente de la república, Salvador 
Cisneros Betancourt; Vicepresidente, Bartolomé Masó; Secretario de la guerra, Carlos Roloff; 
Vice, Mario G. Menocal; Secretario del Interior, Santiago García Cañizares; Vice Carlos 
Dubois; Secretario de Relaciones Exteriores, Rafael Portuondo; Vice, Fermín Valdés 
Domínguez. Seguidamente se eligieron como General en Jefe del Ejército Libertador, a 
Máximo Gómez, como Lugarteniente General, a Antonio Maceo y como Agente Diplomático 
de la república en el Extranjero a Estrada Palma. 
La Constitución de Jimaguayú consta de 24 artículos y carece de parte dogmática. Su mayor 
singularidad está, sin duda, en la estructura que se le brinda al gobierno. 
En efecto rompiendo la tradición formada en Guáimaro, se crea el Consejo de Gobierno, en 
el cual se hace recaer el poder supremo de la república, según el Art. 1 de la Constitución lo 
cual viene a ser, como dice Hernández Corujo, un organismo nuevo dentro de nuestra 
historia constitucional, ―ideado para evitar los excesos de unos poderes sobre otros y las 
discordias entre ejecutivo y legislativo.‖110 
Ese Consejo de Gobierno era bien singular: estaba formado por un Presidente y un 
Vicepresidente y cuatro Secretarios de Estado (Guerra, Interior, Relaciones Exteriores y 
Hacienda) y cada Secretario tenía un Subsecretario. Ahora bien, el Presidente constituía, 
dentro de ese Consejo, al poder ejecutivo según el Art. 7 de la Constitución. Separadamente, 
como Ejecutivo, el presidente tenía tales facultades pero actuando conjuntamente con el 
resto del Consejo de Gobierno constituían todos el máximo poder del Estado y disponían del 
poder legislativo y otras atribuciones como designar al General en Jefe del Ejército y a su 
Lugarteniente General. 
Además, los Secretarios de Estado no dependían del Presidente, como ocurre en los 
sistemas presidencialistas, ya que eran designados o electos por la Asamblea, con todas sus 
funciones políticas y se debían exclusivamente al Consejo de Gobierno en pleno que era el 
órgano que podía deponerlos. Asimismo, el poder judicial, al igual que en la anterior 
constitución de Guáimaro se declaraba independiente y se dejaba a una ley posterior su 
regulación. 
La Constitución de Jimaguayú, en lo que puede ser entendida como su Cláusula de Reforma, 
establecía la duración provisional de la misma hasta el término de dos años, pasados los 
cuales sin que se hubiera obtenido la independencia, debía reunirse nuevamente la 
Asamblea de Representantes para aprobar la continuidad de esa Constitución o la 
aprobación de otra nueva. Asimismo se significaba que dicha Asamblea de Representante se 
convocaría antes del aludido término de dos años ante el supuesto de que se alcanzara un 
Tratado de Paz con España pero únicamente sobre la base de la independencia absoluta de 
Cuba. 
 
 
La Constitución de la Yaya. 
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En cumplimiento del Artículo 24 de la Constitución de Jimaguayú, el Consejo de Gobierno, en 
sesión del 25 de octubre de 1896 comisionó a los Secretarios de Hacienda y del Interior para 
redactar la ley electoral a la cual se ajustaría la elección de los representantes para la 
llamada Asamblea de Representantes, es decir, virtual asamblea constituyente que 
modificaría la constitución vigente o redactaría una nueva, dado que iban a transcurrir los dos 
años de su vigencia y aún no se había conseguido la independencia. 
En esa Ley se efectuaba la elección por Cuerpos de Ejército y no por divisiones políticas, lo 
cual se explicaba en el mismo instrumento legal. Las elecciones a representantes debían 
celebrarse en la segunda quincena del mes de mayo del 1897. Después de varias 
incidencias pudo constituirse la Asamblea el 19 de septiembre.  
Hernández Corujo señala que ―reunido en esta última fecha el Consejo de Gobierno se dio la 
bienvenida a los Representantes presentes, retirándose el Consejo de Gobierno, declarando 
abierto el período constituyente y celebrando la Asamblea su sesión inaugural en la que se 
declaraba constituida la Asamblea, facultándose al Consejo de Gobierno para continuar en 
sus funciones administrativas y de mera tramitación, loque debía hacerse saber al Consejo 
de Gobierno saliente.‖111 
No faltaron discusiones entre la Asamblea y el Consejo de Gobierno en cuanto a si la 
Asamblea podía dar una nueva constitución o tenía facultades sólo para modificar la de 
Jimaguayú, y en consecuencia, si el Consejo de Gobierno debía cesar o mantenía sus 
facultades. 
Finalmente, ya en La Yaya el 10 de Octubre de 1897 con la presencia de 23 representantes, 
se confirmó el cese de la Constitución de Jimaguayú y esa afirmación fue aceptada por el 
Consejo de Gobierno. 
El objetivo central de esa Asamblea era modificar la Constitución y para ello eligió su mesa 
definitiva el mismo 10 de octubre  discutió y aprobó el Reglamento Interno, en sus sesiones 
de los días 13 y 14 del mismo mes y finalmente entrar a la consideración de las Bases 
Constitucionales. 
La Asamblea además de aprobar la nueva constitución hizo recomendaciones al Consejo de 
Gobierno y dictó pautas legales cuando acordó unas Bases Adicionales a la Constitución, en 
sesión del 28 de octubre, referidas a normativas penales, procesales, de organización militar 
y otros particulares civiles. 
Finalmente, el 29 de octubre fue firmada y promulgada la nueva Constitución de La Yaya. 
Esta nueva Constitución, preparada con más tiempo y que disponía de la experiencia jurídica 
y política de las anteriores es, sin lugar a dudas, mucho más completa en el orden jurídico-
constitucional y brinda algunas soluciones interesantes. 
Ante todo, su anticuado duplica el de la constitución de Jimaguayú, puesto que dispone de 
48 artículos. Es, además, la primera constitución mambisa que dispone de lo que se conoce 
en la doctrina constitucional como parte dogmática, es decir, un conjunto de preceptos o 
artículos en que se recogen los derechos fundamentales de los ciudadanos. En efecto, el 
Título II se titula De los derechos políticos e individuales y en sus artículos, del 4 al 14 
establece esos derechos que llamaríamos fundamentales. En ese sentido, el 4 recoge el 
conocido principio penal del nullum crimen et nulla poena sine previa lege peónale; el 5 
garantiza la integridad física y la inviolabilidad de la correspondencia; el 6 consagra la 
libertad de creencia y opinión religiosa; el 8 proclama la enseñanza libre; el 9 establece el 
derecho de queja y petición a las autoridades; el 10, al anunciar la necesidad de una Ley 
Electoral señala que se basará en el sufragio universal; el 11 consagra la inviolabilidad del 
domicilio; el 12 la prohibición de que alguien sea compelido a mudar de domicilio sino es por 
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decisión judicial; el 13 declara el derecho de reunión, asociación y libre emisión del 
pensamiento y el 14, con gran sensatez significa que ―Los derechos cuyo ejercicio garantizan 
los tres artículos anteriores, podrán, mientras dure el actual estado de guerra, ser 
suspendidos total o parcialmente por el Consejo de Gobierno.‖ 
En cuanto a la estructura del gobierno, contenida en el Título III se introducen algunas 
variaciones importantes en cuanto a la estructura y funcionamiento del Consejo de Gobierno, 
en relación con su regulación en la Carta de Jimaguayú. En ese sentido, el Art. 15 establece 
al Consejo de Gobierno ahora como poder ejecutivo con facultades legislativas, es decir, que 
las funciones ejecutivas, que en Jimaguayú se conferían al Presidente del Consejo de 
Gobierno, que es aquí también Presidente de la República, se funden ahora en el cuerpo 
colegiado y en consecuencia, el Presidente tiene sólo facultades representativas, según el 
Art. 27. Por demás, el Consejo de Gobierno quedó constituido igual que en Jimaguayú. 
En cuanto a la administración de justicia o llamado Poder Judicial, la Constitución de La Yaya 
es menos explícita que la de Jimaguayú. Apenas declara que la justicia criminal 
correspondería a los Consejos de Guerra y la Civil a las autoridades civiles, pero no 
proclama, como las anteriores, la independencia de ese Poder Judicial, sino sólo anuncia la 
proclamación de leyes al efecto. 
En el Título IV se regula la Asamblea de Representantes, a la cual se atribuyen funciones 
constituyentes y otras mucho más concretas, incluida la atención de asuntos públicos. Se 
ordena entonces que esa Asamblea se reúna al paso de dos años para hacer una nueva 
Constitución o modificar la de La Yaya, evaluar los actos del Gobierno y proveer las nuevas 
necesidades de la República, (Art. 38) o para proveer vacantes de Presidente, 
Vicepresidente o de Secretarios, (Art.39) o para ratificar  Tratado de paz con España, según 
el Art. 40, pero sólo en condiciones de independencia. 
De tal modo, como señala Hernández Corujo, la Constitución de Jimaguayú rigió desde el 16 
de septiembre de 1895 hasta el 18 de septiembre de 1897 en que la Asamblea de 
Representantes asumió los poderes públicos y declaró cesada la anterior Constitución. De 
hecho, entre ese momento y el 29 de octubre de ese año no hubo constitución en Cuba y la 
vida de la república en armas estuvo sujeta al órgano constituyente. 
La Constitución de La Yaya, como hemos visto, rigió desde el 29 de octubre hasta el 7 de 
noviembre de 1898 en que la Asamblea de Representantes de Santa Cruz del Sur, sobre la 
cual hablaremos en próximos capítulos, asumió todos los poderes . Esa Asamblea no se 
pronunció sobre la vigencia o no de la Constitución de La Yaya, pero es evidente que dicha 
Constitución quedó abrogada dado que la Asamblea varió la forma y el mecanismo del 
aparato de dirección estatal, sin hacer referencia alguna a la constitución de La Yaya. 
 
HISTORIA DEL ESTADO Y DEL DERECHO EN CUBA. 
 
CAPÍTULO IV.  
 
LA LEGISLACIÓN REVOLUCIONARIA Y ESPAÑOLA Y CUBANA EN EL SIGLO XIX. 

 
 
Breve reseña de la situación jurídica de España a partir del inicio de nuestra Guerra de 
Independencia. 
 
Desde el punto de vista constitucional, como ya  sabemos, la Constitución de Cádiz de 1812 
fue la primera ley fundamental que se hizo extensiva a la Isla de Cuba, y tuvo entre nosotros 
dos cortos períodos de vigencia: de 1812 a 1814 el primero, y el segundo entre 1820 y 1823. 
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Sin embargo, de fondo nada alteró el carácter tiránico del régimen colonial español. En 1834 
el Estatuto Real, al cual ya nos referimos, sustituyó a la Constitución de Cádiz y este Estatuto 
a su vez fue sustituido por la Constitución de 1845. Todavía en 1869 otra carta fundamental 
fue aprobada por las Cortes y rigió hasta 1876 en que se inició el llamado período pacífico 
bajo la dinastía borbónica. 
Ya nos hemos referido anteriormente, con suficiente atención, tanto a la Constitución de 
Cádiz como al Estatuto Real. Quisiera agregar ahora que la Constitución de 1837 fue 
realmente una recapitulación de la Constitución de Cádiz, y de hecho pretendió conciliar el 
relativo democratismo de la constitución gaditana con el autoritarismo del Estatuto Real de 
1834. Esa constitución de concertación rigió hasta el pronunciamiento del general Espartero 
en 1840. Cinco años después, bajo el gobierno del general Narváez, se promulga otra 
constitución absolutamente conservadora que ponía al país y sus órganos políticos bajo el 
poder absoluto del rey.  Posteriormente la Constitución de 1876 entró en vigor y rigió en un 
nuevo período constitucional que se extendió hasta 1921 en que es quebrado por el golpe de 
estado del general Primo de Rivera. 
Ninguno de estos cambios constitucionales alteraron en lo más mínimo el carácter y la 
naturaleza del dominio colonial español en la Isla, como no fuera en leves matices 
funcionales o algunas medidas periféricas, esencialmente de carácter económico o incluso 
social. 
Como dijera en  una ocasión el profesor Mariano Rodríguez Solveira, ―El último esfuerzo 
legal por cambiar el status jurídico de Cuba fue tardío y de antemano condenado al 
fracaso.‖112 Se estaba refiriendo, por supuesto, al proyecto de constitución autonómica con el 
cual se quiso evitar el resultado ya ineluctable de nuestra lucha de independencia. 
En efecto, dos años antes de que se produjera el reinicio de nuestra guerra de 
independencia, es decir, en 1893, Don Antonio Maura, entonces Ministro de Ultramar de la 
Corona española, propuso un plan de reformas autonómicas al que ya nos referimos en el 
capítulo anterior. En la esencia de aquella autonomía estaba el criterio de reservar a la 
metrópoli el conocimiento y decisión de las cuestiones esenciales, estratégicas, identificadas 
como correspondientes a los ―intereses generales‖, entre las cuales estaban las 
correspondientes a las relaciones exteriores, la guerra, el orden público, la justicia esencial y 
de gran alcance y todo lo medular de la economía y la política financiera. Se dejaba entonces 
al gobierno local, autonómico, lo puramente táctico, lo que se identificaba a su vez como los 
―intereses locales‖, reducidos a las cuestiones de obras públicas, comunicaciones, fomento 
agrícola, problemas de la educación y sanidad. A los fines de tal autonomismo se integrarían 
algunos órganos de cierta independencia funcional a nivel de nuestra tierra colonizada. En 
ese sentido el proyecto de Maura suponía la constitución de una diputación provincial; un 
Gobernador general; un Consejo de Administración con funciones esencialmente consultivas 
y en las localidades los Alcaldes municipales a los cuales se les otorgaba la condición de 
inmovilidad. 
Sin embargo, el proyecto de Maura enfrentó desde su inicio la oposición del Partido 
Conservador. Frente al proyecto autonomista se levantó la que fue llamada ―fórmula 
Abarzuza‖.  En realidad las reformas de Abarzuza pretendían echar por tierra los pequeños 
avances que suponía el autonomismo de Maura, pero ese juego conservador tampoco tuvo 
éxito dado que la insurrección separatista en Cuba, reiniciada en 1895 lo impidió y finalmente 
por Decreto de 4 de febrero de 1897 Cánovas del Castillo promulgó algunas reformas que en 
definitiva, como dijo Rodríguez Solveira, concedían ―un poco más que Abarzuza y menos que 

                                                        
112 Rodríguez Solveira Mariano. Cien años de derecho en Cuba. 1868-1968. En Revista Cubana de Derecho. Año 1. 

Enero de 1972. Pág. 73. 



 84 

Maura. Sustrae algunos órganos a la influencia decisiva del Capitán General. Muerto 
Canovas, redactó Segismundo Moret su Constitución autonómica para Cuba y Puerto Rico.‖ 
113 
La Constitución autonómica se promulgó finalmente el 25 de noviembre de 1897, como el 
ultimo y diría que desesperado intento por sofocar o detener el movimiento independentista 
que arrasaba con el poder colonial de forma irreversible. 
Como ha dicho Rodríguez Solveira, ―La autonomía era una fórmula que si a la larga no 
hubiera impedido en ninguna circunstancia el separatismo, iniciada ya la guerra de 1895, 
expresaba la medida de la debilidad de la metrópoli y con ello de la inminencia de su derrota. 
Se pretendía dar nueva forma al viejo y podrido contenido de la vida colonial. Pero la 
solución era tan falsa y artificial que traería por resultado exacerbar el ardor mambí, por una 
parte, y el integrismo intransigente, por otra. ‖114 
Según esa constitución de corta e ineficaz existencia, el Capitán general seguía centrando el 
poder real como representante de la Corona en esta que seguiría siendo su colonia preferida. 
Como eje de ese poder y su centro, debía aprobar o vetar lo que dispusiera el parlamento 
insular y el mismo Capitán general disponía de iniciativa legislativa dentro de dicho 
parlamento. Según el texto expreso del Art. 41 de la Constitución, ese Capitán general 
ejercería el gobierno supremo de la colonia, al ser nombrado por el Rey a propuesta del 
Consejo de Ministros. En consecuencia, tendría la representación y la autoridad superior en 
el Patronato de Indias, dispondría del mando supremo de todas las fuerzas armadas; sería 
delegado de los Ministros de Estado, Guerra, Marina y Ultramar y finalmente, con absoluta 
gracia se declaraba que le estarían subordinadas todas las demás autoridades de la Isla y 
por demás, tendría la responsabilidad por la conservación del orden y la seguridad en la 
colonia. 
El Consejo de Administración, que era otro de los supuestos órganos novedosos dentro de la 
Constitución autonómica estaría formado por 35 miembros, y de ellos 17 serían nombrados 
directamente por el rey, y los 18 restantes debían ser electos entre los españoles nacidos en 
la isla o residentes en ella por tiempo no menor de cuatro años, y que poseyeran rentas por 
no menos de cuatro mil pesos.  
En definitiva, un simple afeite, un juego de engaños para lograr lo que ya no era posible: 
desestimular el afán independentista y la incorporación creciente de los cubanos a la lucha 
de liberación. 
Ahora bien, por debajo de ese tracto constitucional español que hemos apenas enunciado, 
estaba la vieja y retardataria legislación propia de la metrópoli. Es preciso echar un vistazo 
sobre la misma para poder comprender en toda su hondura el significado de la legislación 
mambisa que empieza a producirse desde el mismo 1869. 
Técnicamente, al iniciarse el siglo XIX regía en España y por extensión en Cuba la llamada 
Novísima Recopilación, promulgada por Real Cédula de 15 de junio de 1805. Esta farragosa 
compilación legislativa, que contaba con 12 libros, 310 Títulos y nada menos que 4,020 leyes 
era la viva expresión de la dimensión feudal en que todavía se debatía el Derecho en la 
península ibérica.115 
Por si fuera poco, fuera de esa enorme y mal organizada compilación quedaban vigentes 
significativos cuerpos legales, como por ejemplo el Fuero Juzgo, que había sido promulgado 

                                                        
113 Rodríguez Solveira Mariano. Art. Citado. Pág. 74. 
114 Ibidem. Pág. 73. 
115 Se dice que el autor principal de la Novísima Recopilación, Juan de Reguera y Valdelemar sufrió con todo el rigor las 

críticas que se hicieron a su obra. Se dice que un notable historiador y jurista de aquellos momentos, Martínez Marina, hizo 

una crítica tan acerba sobre la mala organización e inconsecuencia de la Compilación y presentó una tan aplastante 

evidencia de errores y omisiones que Reguera sufrió una apoplejía y murió a consecuencia de ella. 
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doce siglos antes; las mismas Partidas, anteriores en seis siglos y además, la anterior 
Compilación de las Leyes de Indias. Con justicia ha dicho Rodríguez Solveira que ―Así pues, 
a la corrupción general de las costumbres, a los vicios de la colonia, había que añadir los 
efectos de una legislación que, por defectuosa, constituía en sí misma una traba para la recta 
aplicación del derecho.‖116 
Cuando empieza el siglo XIX comienza en España lo que podríamos catalogar como los 
preludios del gran proceso codificador que recorre entonces a Europa. En efecto, en 1829 se 
produce la promulgación del Código de Comercio que viene a refrendar nuevas dinámicas 
mercantiles y muestra la presencia de la nueva clase burguesa en el escenario económico y 
jurídico de la península. Sin embargo, ese Código nunca llegó a regir en Cuba. 
El proceso codificador –que emana de la obra napoleónica—se produce entre nosotros, por 
extensión de España, en los códigos posteriores: Así, el Código Penal de 1970; la Ley de 
Enjuiciamiento Civil extensiva a Cuba el 1ro de enero de 1886; el nuevo Código de 
Comercio, de 22 de agosto de 1885, que se hizo extensivo a Cuba desde el 1ro de mayo de 
1886; el Código Civil de 31 de julio de 1889, vigente en Cuba desde el 5 de noviembre de 
ese año y la Ley Hipotecaria para las Provincias de Ultramar, de 14 de julio de 1893 y su 
Reglamento. 
Ese proceso codificador, tardío y de rechazo en España, había transitado como un torbellino 
en el escenario jurídico y político de Europa y había sido objeto de apasionados debates a 
los cuales ya hemos hecho referencia en la Historia del Estado y del Derecho. Recordemos 
que esas discusiones alcanzaron su punto culminante en Alemania, en la famosa polémica 
entre la Escuela Histórica del Derecho, de Hugo Savigny y Puchta, contrarios a la 
codificación y los alentadores del movimiento codificador, particularmente Thibaut. 
Ese movimiento codificar viajaba en los vientos del pensamiento Iluminista, iusnaturalista 
racional. Refiriéndose precisamente al Código Civil Español, Felipe Sánchez Román, uno de 
los más grandes juristas de la época indicaba que ―El Derecho, como todas las grandes 
verdades, cual todos los eternos principios, como elemento esencial de vida que es, tiene 
una necesaria existencia reconocida unánimemente sin distinción de tiempos y 
pueblos....aparece con su verdadero carácter, con su propia naturaleza, como la sagrada 
ciencia de la Razón y de la Justicia, que viene a derribar y sustituir para siempre el ordinario 
imperio de la Fuerzas y el Privilegio.‖117 
El Código Civil de 24 de julio de 1889, hecho extensivo a Cuba, Puerto Rico y Filipinas el 31 
de julio de ese mismo año, es sin duda el encarrilamiento civil de la vieja península 
feudalizada, en los andares de las nuevas relaciones sociales de producción burguesas. 
Fue aquel, además, el cuerpo legal que reforzó la adscripción de España y de Cuba en el 
que conocemos como sistema jurídico latino, romano-francés. 
Otro de los cuerpos legales que impulsa también en aquellos momentos el avance capitalista 
en la metrópoli española fue la Ley Hipotecaria de 14 de julio de 1893, que se hizo extensiva 
a Cuba con pequeñas modificaciones. 
El otro hito significativo en ese sentido del avance capitalista fue la promulgación del Código 
de Comercio de 22 de agosto de 1885 que aunque como han dicho muchos tratadistas tuvo 
una fuerte inspiración alemana no llegó a separarse esencialmente de los viejos límites del 
antiguo Código de Comercio español de 1829 y sobre todo del francés de 1807. 
Para completar el entramado jurídico novedoso de España en ese siglo XIX que estamos 
analizando debemos mencionar la aprobación de la ley adjetiva civil, la Ley de Enjuiciamiento 
Civil que se hizo extensiva a Cuba el 1 de enero de 1886. Esa legislación, aunque muy 
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farragosa, poco orgánica y de baja calidad doctrinal tuvo el mérito de sacar en algún sentido 
al procedimiento civil español de los marcos brutales del proceso inquisitorial anterior. 
En el orden penal las cosas andaban peor en la península ibérica. De hecho regían al 
comenzar el siglo XIX las aludidas Novísima Recopilación y las Siete Partidas de Alfonso el 
Sabio. Por supuesto, eso suponía la sobrevivencia de todo el derecho sustantivo y adjetivo 
medieval, inquisitorial, con la carga filosófica del Derecho Canónico y sus concepciones 
sobre el tormento, las sanciones brutales, la sanción penal concebida como vindicativa, 
retributiva, expiatoria, aflictiva, ejemplarizante, pública y supuestamente, además, medicinal. 
La luz del Iluminismo se fue abriendo paso con grandes dificultades en aquel rincón de 
Europa. La obra de Beccaría, que había sido un sacudimiento en muchos reinos europeos 
tuvieron su lento impacto en la decisión de 1811 de las Cortes españolas de suprimir los 
tormentos y, como todos podemos recordar, al año siguiente se aprobaba la Constitución 
liberal de Cádiz, pero no fue hasta 1822 que se aprobó el primer Código penal español, pero 
la situación política que imperó en Madrid impidió la entrada en vigor de ese código y 
finalmente, en 1848, se aprobó y comenzó a regir un Código penal que se mantuvo hasta 
1870 en que se promulgó el se hizo extensivo a Cuba y aquí rigió hasta la promulgación del 
Código de Defensa Social en 1936. 
 
 
LA LEGISLACIÓN REVOLUCIONARIA CUBANA. 
 
Los cuerpos legales acordados por la Cámara de Representantes (1869-1878)  
 

A partir de la vigencia de la Constitución de Guáimaro, el 10 de abril de 1869 hasta que 
expiró su vigencia al disolverse la Cámara, el 8 de febrero de 1878 en San Agustín del Brazo, 
se dictaron importantísimas disposiciones y normativas jurídicas y en general puede 
asegurarse que rigió un riguroso clima de constitucionalidad y de protección de los derechos 
individuales de los ciudadanos cubanos en aquella naciente república en armas. 118  
No solamente se dictaban leyes aprobadas por la Cámara como órgano legislativo, sino que 
haciendo  uso de los dictados constitucionales se vetaban o se aprobaban leyes por el 
ejecutivo, mientras el ejecutivo las aprobaba. Además, como señalamos anteriormente, se 
produjeron siete enmiendas a la Constitución. 
Entre las grandes disposiciones adoptadas en el período hay que indicar la proclamación de 
la abolición de la esclavitud que se completó con el Decreto                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    
del Gobierno, de 10 de marzo de 1870 que declaraba nulos los contratos que colocaban a los 
chinos en condiciones de servidumbre. 
En otro orden de cosas merece citarse el decreto que estableció la libertad de comercio, 
dictado el 7 de junio de 1869; así como el Reglamento de Bancos, de 29 de enero de 1871. 
El afán de meticulosidad en la organización de la república en armas provocó una copiosa 
cantidad de disposiciones administrativas y organizativas, entre las cuales merece 
mencionarse la Ley de Organización Administrativa de 8 de agosto de 1869; la Ley de 
División Territorial, de 6 de agosto del mismo año; la Ley de los Cargos Públicos, de 12 
de agosto, también del mismo 1869; el Reglamento para la Organización del Gabinete y 
Secretarías de Estado, de 24 de febrero de 1870; la Ley Electoral de ese mismo año 1870. 

                                                        
118 Este particular puede confirmarse en varias situaciones, pero entre ellas, la comunicación enviada por Carlos Manuel de 

Céspedes a Cisneros Betancourt, de 29 de octubre de 1871 negándose a impedir el derecho de locomoción de hombres, 

empleados y diputados, porque ello supondría un acto de despotismo contrario a los derechos individuales consagrados en la 

Constitución. 
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Asimismo se dictó la Ley de Organización Militar, de 9 de julio de 1869 y de un significado 
extraordinario la Ley del Matrimonio Civil, de 4 de junio de 1869. 
Es importante hacer algunos comentarios sobre esta Ley del Matrimonio Civil por su sentido 
ampliamente avanzado. 
En Cuba, a las alturas del 1868 regía la legislación española en cuanto a la familia y el 
matrimonio. Felipe II había dictado el 12 de julio de 1564 una Real Cédula ordenando a los 
Arzobispos y demás Prelados de Indias que publicaran los cánones del Concilio de Trento, 
―cuyos acuerdos son Ley del Reino‖, de forma tal que desde esa fecha, con algunas 
modificaciones colaterales, tendientes a supuestas adecuaciones a la población aborigen, el 
matrimonio en Cuba estaba normado por los preceptos canónicos del Concilio de Trento de 
1563. 
En realidad, la constitución canónica del matrimonio en Cuba nunca pudo alcanzar una 
extensión total a todos los sectores de la población, como reglamentación jurídica y social de 
ese ámbito esencial de la vida. Ejemplo de ello el Sínodo ordenado en la Ciudad de los 
Reyes (Lima) en 1550 disponiendo medidas especiales para resolver airosamente los 
problemas de la poligamia existente entre los indios, e incluso la situación planteada con 
respecto a los indios ―casados con sus propias hermanas, con arreglo a sus ritos y 
costumbres‖ en relación con lo cual el artículo 16 de dicho Sínodo llegó a permitir la 
ratificación de esas uniones, ―hasta tanto que el Pontífice sea consultado con respecto a lo 
que se debe hacer.‖ 
En la Ley del Matrimonio Civil se declara éste como un contrato civil. Hay que aclarar que si 
bien el matrimonio canónico no negaba el carácter contractual de la unión conyugal, la 
consideraba esencialmente como un sacramento, en realidad un magno sacramento y de ello 
derivaba la indisolubilidad del vínculo. Ahora, los legisladores mambises del 69 se adherían a 
los principios de libertad e igualdad de la revolución francesa, elevando el sentido liberal del 
acto matrimonial, como libre expresión contractual de voluntades iguales y libres también. 
Esa declaración tenía, sin duda, un profundo contenido revolucionario para aquella época. Se 
trataba, sencillamente, de aplicar al conjunto de las relaciones sociales y morales del hombre 
y la mujer dentro de la familia y el matrimonio, ese criterio iusnaturalista de la revolución 
francesa que, a su vez, era el sustentáculo de todo el ulterior desarrollo filosófico y jurídico de 
la burguesía revolucionaria. 
En esa Ley de 1869 no se dice nada acerca de la validez de os matrimonios celebrados con 
anterioridad a su promulgación, ni sobre los medios para probarlos, pero es evidente que 
este ―desliz‖, superado por el legislador del 96 no entraba en las preocupaciones de los 
diputados de la Cámara del 69. 
Esa ley disponía los deberes recíprocos de los esposos, indicando la obligación del marido 
de proteger a su mujer y la necesaria obediencia de ésta ala primero, con el recíproco deber 
de serse fieles y prestarse mutuos socorros, agregando finalmente que el marido era el 
representante legal de su mujer y que ésta requería la licencia del esposo para obligarse 
jurídicamente o enajenar bienes; el marido era además el administrador exclusivo de los 
bienes conyugales. Era evidente, ante tales disposiciones, que cada paso en pos de la 
liberación era una lucha no sólo contra el poder externo, sino además contra los prejuicios 
centenarios. Aquellos hombres de su época daban lo que su época podía dar a través de 
ellos. 
Sin embargo, aquellos legisladores revolucionarios tenían concepciones mucho más 
avanzadas, que quedaban representadas en la voz de Ana Betancourt, quien en la Asamblea 
de Guáimaro da a conocer su ponencia sobre la liberación de la mujer y declara en ella que 
―Cuando llegue el momento de libertar a la mujer, el cubano que ha echado abajo la 
esclavitud de la cuna y la esclavitud del color, consagrará también su alma generosa a la 
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conquista de los derechos de la es hoy en la guerra, su hermana de caridad abnegada, que 
mañana será, como fue ayer, compañera ejemplar.‖119 
Sin embargo, uno de los elementos más trascendentales de aquella ley fue consagrar el 
divorcio vincular, frente a la ya mencionada indisolubilidad del vínculo que se imponía por 
imperio del carácter canónico del matrimonio existente en aquellos momentos. El legislador 
del 69 no sólo acoge el régimen de impedimentos impedientes y dirimentes, propios del 
Derecho Canónico, pero huyendo más allá admite el divorcio vincular, aunque bajo un 
limitado régimen de causales. Declara entonces la posibilidad del divorcio por ―mutuo 
disenso, enfermedad crónica o contagiosa, el adulterio y la sevicia moral o física.‖120 
Es evidente que con esa ley, el viejo cimiento matrimonial eclesiástico de la familia era 
conmovido por la acción de los revolucionarios mambises. La base de la familia sufría un 
vuelco que, si bien no llegaba a estremecer todos sus compartimentos, iniciaba la crisis total 
y constituía una brecha siempre abierta, como denuncia del ayer y admonición del futuro, por 
donde deberían penetrar en el orden familiar feudalizante, las nuevas concepciones 
progresistas. 
Quedaban rezagos del viejo mundo feudal. Entre ellos, uno de los más degradantes eran el 
correspondiente a la filiación de los hijos. Al efecto, como parte de todo el ordenamiento 
jurídico de la colonia, había que atenerse a lo dispuesto por la Ley 2da. Título 1, Libro II, de 
la Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias, promulgada en 1680, que ordenó 
que en lo no regulado en esa Recopilación ―se guarden las leyes de nuestro reino de castilla, 
conforme a la Ley de Toro.‖ Y esa Ley de Toro, la primera de las ochenta y tres sancionadas 
en las Cortes de Toro de 1505, reproduce la del Ordenamiento de Alcalá de Henares, de 
1348, bajo Alfonso XI, que estableció la prelación de fuentes que ya conocemos por Historia 
General del Estado y del Derecho, a saber: Ordenamiento de Alcalá; Fueros Municipales; 
Fuero Real y las Partidas. De tal forma, los hijos nacidos con posterioridad al 1805 en esta 
Isla debían atenerse en cuanto a su filiación, a la Novísima Recopilación, sancionada al 
Respecto en la Nueva Recopilación y las ya vistas leyes de Toro. Y las Partidas, que no 
disminuyeron su autoridad doctrinal por la vigencia de la Novísima Recopilación y que 
además se contenían en ésta, disponían (Ley 4, Título 13, P.4) la presunción de legitimidad 
de los hijos habidos dentro del matrimonio, si nacían después de los seis meses y un día de 
celebrado el mismo y antes de los 10 meses y un día después de muerto el marido. Los 
demás hijos eran ilegítimos: naturales o espurios. Siendo los primeros, aquellos—según las 
Partidas—procreados de padres solteros y que no tenían en el momento de la concepción, 
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No. 1. Habana, 1972. Pág. 136. 
120 Sobre este problema del divorcio en la Ley del Matrimonio Civil de 1869 vale la pena señalar que Carlos Manuel de 

Céspedes vetó el proyecto de Ley, no por argumentos absolutos y sustanciales, sino por razones circunstanciales “mientras 

no termine la guerra de independencia y esté asentada la República en bases firmes e inquebrantables, en pleno goce de la 
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Céspedes, hombre que se había adueñado de las ideas de la Revolución Francesa; con una cultura abierta a las leguas 
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autoridades. Pero lo importante es que no obstante el veto del Presidente, el proyecto es aprobado y como prueba de su 

posición política, Céspedes se casa en la manigua al amparo de la Ley revolucionaria. 
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impedimentos para contraer matrimonio y, --según las Leyes de Toro---habidos de padres 
que tenían esa situación indicada, en el momento del nacimiento. Los espurios eran los 
adulterinos (de madre adúltera); bastardos (habidos en barragana); nefarios (de 
ascendientes y descendientes); incestuosos ( de colaterales en grados prohibidos); 
sacrílegos (de clérigos ordenados in sacris o frailes y monjes profesos); y macuenses (de 

mujeres públicas). Se admitía, como un avance enorme, la ulterior legitimación sólo de los 
naturales por posterior matrimonio de los padres, por declaración testamentaria o por 
Rescripto del Príncipe, como en el viejo derecho romano. Vale decir que por este último 
medio, de conformidad con Real Decreto de 5 de enero de 1794, recogido en la Ley 4ta. 
Título 37, Lib. 7 de la Novísima recopilación se legitimaron todos los expósitos que no 
tuvieran padre conocido. Y vale la pena subrayar también que en total coincidencia con esas 
clasificaciones brutales se pronunciaba el Derecho Canónico ) Qui filii sunt legitimi. Cap. 8, 
10 y 14). 
 
Otra de las leyes aprobadas por la Cámara fue la Ley de Organización Administrativa, de 

7 de agosto de 1869. 
Esa Ley, verdaderamente detallosa se refería en la Sección Primera a la Administración 
Central de la República en Armas, y especialmente a las facultades del Presidente de la 
República; en la Sección Segunda atendía la Administración de los Estados, declarando que 
al frente de cada Estado habría un Gobernador Civil y que dichos Estados se dividirían en 
Distritos, al frente de cada uno de los cuales habría un Teniente Gobernador. A su vez los 
Distritos se dividían en Prefecturas y éstas en Subprefecturas.  
En medio de tantas instancias de dirección llama la atención lo dispuesto en el Artículo 4, en 
que se declaraba que ―El Gobernador del Estado, los Tenientes Gobernadores, Prefectos y 
Subprefectos, serán elegidos por el pueblo.‖ 
La ley después dedicaba secciones enteras a regular las funciones y atribuciones de cada 
uno de estos grupos de funcionarios. Finalmente tenía una Sección Tercera, dedicada a las 
Disposiciones Generales llena de pormenores funcionales, pero con algunas 
determinaciones verdaderamente importantes, como la contenida en el Art. 4 del Capítulo I 
de esas Disposiciones Generales, en que se dice que ―Si las órden4es que se comunican a 
un funcionario por su Jefe fuesen contrarias en su concepto a las leyes, reglamentos y 
disposiciones generales vigentes, deberá, al darles cumplimiento, elevar una protesta a la 
autoridad superior en grado a aquella de quien procede la orden.‖121 
Igualmente creo que merece destacarse lo dispuesto en el Capítulo II, Artículo 27, bajo el 
título De los particulares. Allí se disponía que ―Todo jefe de familia tiene la obligación de 
notificar al Subprefecto los nacimientos y defunciones que ocurran en su morada 
inmediatamente que tengan lugar; haciendo constar la causa de la muerte ya por certificación 
de facultativo, ya por dos testigos.‖122 
 
En cuanto a la Ley de Organización Militar, dictada por la Cámara de Representantes del 
poder revolucionario de Cuba en Armas el 9 de julio de 1869 también haremos breves 
comentarios. 
Ante todo resalta la contundencia del artículo primero de dicha ley en el que se dice sin 
ambages que ―Están obligados a tomar las armas por ahora todos los ciudadanos de diez y 
ocho a cincuenta años.‖ 
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El Ejército libertador se organizaba en varios institutos, según el Art. 5: Infantería; Caballería; 
Artillería; Ingenieros; Estado Mayor; Inspección General; Administración; Sanidad y Policía. A 
su vez se señalaba que cada instituto se dividirá en Cuerpos de Ejército, Divisiones, 
Brigadas, Regimientos, Batallones y Compañías o Escuadrones si se trataba de la 
Caballería. En el Art. 80 se decía que cada Compañía se dividiría en dos pelotones y cada 
pelotón en dos Secciones. 
En dicha Ley se establecía expresamente los oficiales y sus graduaciones que 
corresponderían a cada uno de esos niveles de organización militar. 
En el Art. 15 se decía que ―El General en Jefe tendrá el mando de todos los Ejércitos y 
Departamentos militares de toda la República, y con arreglo a las instrucciones que reciba 
del Ejecutivo, los dirigirá dictando sus disposiciones a los Jefes Subalternos para que éstos 
las cumplan y las hagan cumplir a sus inferiores.‖ 
Como una muestra de la naturaleza de las relaciones que se regulaban entre el mando civil y 
el militar, el Art. 20 señalaba que ―El General en Jefe tendrá al corriente a la Secretaría de la 
Guerra de sus planes y operaciones militares, de las necesidades del Ejército y modo de 
remediarlas, de las operaciones y actitud del enemigo, y de cuanto ocurriere digno de 
notarse en la esfera de su mando y de su observación.‖ 
 
Las disposiciones legales adoptadas bajo el imperio de la Constitución de Jimaguayú y La 
Yaya. 
 
Bajo el imperio de la Constitución de Jimaguayú primero y de La Yaya después también hubo 
una notable producción jurídica. 
En esos dos períodos constitucionales de la República en Armas el Consejo de Gobierno fue 
el máximo órgano del poder estatal y con facultad legisferante. Haciendo uso entonces de 
ese poder legislativo comenzó en el mismo 1895 a poner en vigor la nueva Ley del 
Matrimonio Civil, que fue en realidad sólo una ampliación de la de 1869 y también la Ley de 
Organización Militar, igual continuación y desarrollo de la ya vista del mismo 1869, al 
tiempo que declaraba vigentes todas las leyes de la anterior guerra que no se opusieren a lo 
que aprobare con posterioridad dicho Consejo de Gobierno. 
Entre el 16 de septiembre de 1895 y el 6 de agosto de 1896 se aprobó la Ley de 
Organización de la Hacienda Pública; la Ley de Organización del Gobierno Civil; la Ley 
de Organización Militar, el Cuerpo de Sanidad y en 1896 se reguló la representación de 
Cuba en el extranjero. Más tarde se dictaron leyes como la Ley Penal de Cuba en Armas, la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley de División Territorial y el Reglamento de 
Comunicaciones. 
En el mismo año 1896 se aprobó la mencionada Ley de Organización Civil, de 9 de 
septiembre de ese año; la de la Hacienda Pública, de la misma fecha y la de 
Reclutamiento, de 1 de octubre. 
En el año 1897 se aprobó la Ley Electoral para las elecciones de la Asamblea de La Yaya; 
nueva Ley de Organización Militar, de 7 de diciembre; de Organización Civil, de la misma 
fecha y la Orgánica de Hacienda, de 29 de diciembre del mismo año. 
En el año 1898 la Ley Penal de primero de enero; la Procesal y la Electoral de 14 de 

agosto ambas para elegir representantes para la Asamblea de Santa Cruz del Sur. 
También merecen citarse el Reglamento de la Secretaría de la Guerra, de 11 de diciembre 
de 1895; el del Cuerpo Jurídico, de 14 de diciembre de 1896; el Reglamento de 
Exenciones Militares de 7 de diciembre de 1897; el Reglamento Interno del Consejo de 
Gobierno, de 31 de diciembre de ese mismo 1897. También resultan importantes el llamado 
Manifiesto de Sebastopol, aprobado con ocasión de la entrada de Estados Unidos en la 
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Guerra y la Exposición a la Asamblea de Santa Cruz del Sur, dando cuenta a dicha 

asamblea de la obra de gobierno realizada por el Consejo. 
Algunas de esas disposiciones merecen aunque sea un breve comentario.  
La Ley de 14 de septiembre de 1896, segunda Ley del Matrimonio Civil en Cuba en Armas  
fue, sin duda, de mayor perfección técnica que la del 69. En ese sentido, después de que en 
el Capítulo I consigna la naturaleza del matrimonio, pasa a situar una cuestión fundamental 
en cuanto a la vigencia de la disposición en el tiempo y su validez frente a los hechos 
anteriores, lo cual no había hecho la legislación del 69. En ese sentido se refiere a los 
matrimonios celebrados al amparo de la legislación de la Cámara, la Ley del 69, pero nada 
dice en cuanto a los matrimonios anteriores al inicio de la contienda por la independencia. 
Algunos consideran que ello es un error del legislador. Sin embargo, en otro lugar he dejado 
dicho que a  mi juicio aquellos hombres no quisieron referirse a la situación anterior a la 
guerra. ―Allí surgía la nación –decía en una oportunidad—allí surgía la patria, la vida 
arrancaba para Cuba precisamente el 10 de octubre de 1868; ciudadanos eran sólo, 
constitucionalmente, aquellos que empuñaban las armas de la redención de la patria o que, 
al menos se encontraban de una u otra manera en el campo insurrecto.‖123 
La Ley del 96 disminuyó las edades mínimas para contraer matrimonio, estableciendo los 14 
años el varón y 12 la hembra sin que ello significara que desaparecía la necesidad del 
permiso paterno hasta los 21 años el varón y 18 la hembra, dado que las primeras edades 
eran las que técnicamente debemos identificar como “pubertad legal” 
Otra modificación en relación con la anterior legislación es la referente a la concesión de la 
licencia matrimonial por parte de los abuelos paternos y maternos, pues la ley anterior, a falta 
del padre ola madre, llamaba inmediatamente al tutor. 
En el mismo pensamiento social y iusfilosófico de la Ley del 69 ésta regula el divorcio 
vincular y en su Art. 31 señala que el mismo procede: ―Las causas legítimas del divorcio son: 
el mutuo consentimiento; la enfermedad crónica contagiosa; la impotencia absoluta e 
incurable y la locura; el adulterio de la mujer en todo caso y del marido cuando resulte 
escándalo público en menosprecio de la mujer; los malos tratamientos de obra o los insultos 
frases; la propuesta del marido para prostituir a la mujer; el conato del marido o de la mujer 
para corromper a sus hijos o prostituir a sus hija y la convivencia en su corrupción o 
prostitución‖ 
La simple lectura de esta Ley nos muestra, como ya se ha dicho, la continuidad ideológica 
con las disposiciones de la de 1869 y el mantenimiento y la radicalización de la revolución 
ante ese problema fundamental de la sociedad que es la familia y su verticalidad en la 
dirección de quebrar el viejo orden clerical y feudal aunque, justo es reconocerlo, no puede 
todavía aquel legislador revolucionario, como no había podido siquiera el francés, ser 
consecuente con el ideario jurisfilosófico de la burguesía radical y llevar sus conclusiones a 
las últimas consecuencias, colocando en pie de igualdad, siquiera jurídica, a la mujer y al 
hombre y suprimiendo aquellas horribles diferencias en cuanto a los hijos. El pensamiento 
revolucionario no podía deshacerse aún de los atavismos subconscientes que impregnaran 
todas las mentes durante los siglos de oscurantismo y coloniaje. No puedo siquiera esto el 
legislador de una revolución iluminada por el pensamiento de Martí, quien expresara en 
relación con la filiación de los hijos que éstos nunca podrían ser ilegítimos, cuanto más 
ilegítimos serían los padres. 
Otra de las importantes leyes de este período es la Ley Penal de Cuba en Armas, acordada 

por el Consejo de Gobierno del Poder Revolucionario de Cuba en Armas, el 1ro de enero de 
1898. 
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Esa Ley verdaderamente minuciosa y pormenorizadora, comienza en el Título I, dedicado a 
las Disposiciones Generales, en su Capítulo I, en el segundo artículo, por proclamar el 
principio del nullun crimen et nulla poena sine previa lege peónale, al decir que ―Las penas 
establecidas en esta Ley sólo podrán imponerse en los casos que la misma señala, a virtud 
de sentencia firme de Tribunal Competente recaída sobre hechos realizados con 
posterioridad a su promulgación.‖; lo cual se complementa con lo significado en el Art. 13 en 
que se declara que ―Las leyes Penales no tienen efecto retroactivo y por tanto nadie podrá 
ser condenado sino por leyes o disposiciones anteriores a la comisión del delito.‖ 124 
Es notable lo regulado en el Art. 3 en que se declaran exentos de responsabilidad penal el 
imbécil y el loco; el menor de nueve años; el mayor de nueve y menor de quince, a no ser 
que haya obrado con discernimiento; el que obra en lo que calificaríamos de legítima 
defensa, lo cual, en puridad jurídica es una causa de justificación; el que obra en legítima 
defensa de un extraño, que también es causa de justificación; el que actúa por mero 
accidente, que no configura el delito porque falta la peligrosidad; el que obra en virtud de 
obediencia debida o en cumplimiento del deber y el que actúa bajo el miedo irresistible. 
En el Capítulo II, en sus Secciones II y III se tratan respectivamente las causas Atenuantes y 
las Agravantes, evidenciando una avanzada técnica penal para aquellos momentos. 
Igualmente en el Capítulo III, Art. 8 se establecen las formas de autoría y se significan los 
autores, cómplices y encubridores, poniéndose también de manifiesto en este sentido un alto 
sentido de actualización en las técnicas penales avanzadas. 
El Art. 15 establece las penas aplicables y en ese sentido señala: ―Muerte, Degradación 
Pública, Inhabilitación que puede ser perpetua o temporal, absoluta o especial, Pérdida de 
empleo o grado, Confinamiento, Deposición, Arresto por más de tres meses, Suspensión de 
cargo público por más de tres meses y Represión Pública.‖ 
La Ley, notablemente extensa, en la que se mezclan cuestiones sustantivas con adjetivas, 
dedica todo el Título II a la que podríamos hoy llamar Parte Especial, bajo el título usual De 
los delitos y las penas. Entre esos delitos se refiere al de Traición (Capítulo I); Delitos contra 
la Constitución; Delitos de Sedición; Delitos de Desobediencia e Indisciplina; Delitos referidos 
a determinadas funciones públicas; Atentados o Desacatos; De las falsedades; Delitos contra 
las personas; Delitos contra la Honestidad, entre los cuales se incluye la violación y el 
estupro; Delitos contra la propiedad; De los Hurtos; De las estafas; Del allanamiento, saqueo 
y daño. En total, es una Ley de 155 artículos que se mueve dentro de las corrientes 
doctrinales avanzadas del pensamiento liberal del siglo XIX y que incorpora lo más moderno 
de la Escuela Clásica o Escuela Jurídica. 
También deberíamos decir dos palabras sobre la Ley del Gobierno Civil de la República, 

acordada por el Consejo de Gobierno del Poder Revolucionario de Cuba en Armas y 
promulgada el 9 de septiembre de 1896. 
Fue esta también una Ley pormenorizadora, detallista, con 55 artículos en los que se 
regularon las funciones, estructuras y atribuciones de las distintas instancias del gobierno. 
Esta Ley es continuada en realidad por la Ley de Organización Civil, dictada por el Consejo 
de Gobierno del poder revolucionario de Cuba en Armas, el 7 de diciembre de 1897. 
Comienza declarando que ―El gobierno Civil es un organismo creado con el objeto de atender 
no sólo al desarrollo y desenvolvimiento del pueblo cubano, sino como aliado poderoso del 
Ejército Libertador a quien debe prestar su concurso incondicional en la esfera de todas sus 
actividades.‖ 
A partir de ello dedica varios artículos a la División Territorial, con una pormenorización más 
propia de un cuerpo legal reglamentario que de una Ley. Nada menos que 45 artículos se 
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dedican a significar cada uno de los Distritos en que queda dividida la Isla. Posteriormente, 
en otros preceptos se refiere a las Secretarias a los Jefes Territoriales; Jefes de Distritos; a 
las facultades, funciones y significación del Prefecto; e igualmente de los Subprefectos. Es 
una Ley de 109 artículos, verdaderamente reglamentista. 
 
Los rasgos del ideario constitucional y jurídico en los cuatro períodos 
constitucionales de la República en Armas. 
 
Estas normativas jurídicas, algunas notables por su profundo contenido doctrinal avanzado, 
otras demasiado minuciosas y llenas de idealismo y poco pragmáticas, pero todas 
encaminadas a ceñir la guerra dentro de marcos constitucionales y jurídicos, hicieron decir a 
Enrique Hernández Corujo que todas esas leyes, ―...sin contar con otra variada intervención 
legislativa y a través de decretos o resoluciones, hizo patente, en el campo revolucionario, la 
presencia de un gobierno constitucional y por tanto de  una República constituida en Estado, 
con todos los atributos propios de éste.‖125 
En ambos períodos constitucionales, esenciales en la historia de nuestra patria y 
determinantes en la formación de la nación cubana se puso de relieve la extraordinaria 
vocación de legalidad de los procesos revolucionarios cubanos. En todo momento el 
pensamiento libertario, avanzado, progresista y transformador tomó cuerpo en instrumentos 
legales y se vertebró en torno a una Constitución como carta magna, como ley de leyes y 
suprema referencia de la legitimidad. 
Esa vocación legalista es uno de los rasgos distintivos del proceso de formación de la nación 
cubana y de su tracto revolucionario. Asimismo lo es la indeclinable decisión independentista. 
Sin que olvidemos o menoscabemos posiciones reformistas, incluso autonomistas o hasta 
anexionistas, no cabe duda de que desde el inicio de la guerra de independencia en 1868 la 
corriente ideológica predominante, absorbedora, la que marca el rumbo de la historia en este 
archipiélago es la corriente independentista, de total intransigencia ante la dominación 
colonial e incluso de creciente intransigencia ante el fenómeno social de la esclavitud y la 
discriminación racial. Más tarde, como lo anunciara Ana Betancourt, también llegaría la hora 
de la intransigencia ante la dominación a que era sometida la mujer. 
Evidencia de ello es que cuando la guerra y la revolución parecen hundirse irremisiblemente 
en la capitulación que supone el Pacto del Zanjón, el rumbo es retomado con total firmeza 
por la Protesta de Baraguá y su manifestación constitucional, la carta magna de Baraguá. 
Otro de los rasgos de este proceso, porque como tal es preciso concebirlo, es su adhesión al 
pensamiento político y iusfilosófico más avanzado de la época. En la base de la obra 
constitucional mambisa y de la legislación que hemos mencionado y que se dicta al amparo 
de las primeras constituciones, es sin duda también su inscripción dentro del pensamiento 
Iluminista, dentro del racionalismo filosófico, el iusnaturalismo avanzado, racionalista y 
rebelde que viene de los procesos revolucionarios que se han desarrollado en las Trece 
Colonias, en Francia y también en las tierras de Nuestra América sacudidas por los grandes  
movimientos independentistas. 
Ese ideario no es sostenido únicamente por los jóvenes camagüeyanos que levantan voces 
de idealismo desbordado en Guáimaro; por el contrario, ese también es el ideario esencial y 
medular que está en la base del pensamiento y de la acción política del hombre al que 
convirtieron esos jóvenes en su adversario, es decir, el Presidente Carlos Manuel de 
Céspedes; es el ideario que está en cada uno de aquellos hombres cultos e incluso, como 
una luz de brillo indetenible, en la voluntad y el instinto político de grandes masas de mulatos 
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liberados; de campesinos pobres, de hombres de las capas y sectores más humildes que son 
bañados por esas luces y se funden a su calor junto a los de  más elevadas y dilectas ideas. 
Las contradicciones que surgen entre los mandos militares y el gobierno civil desde la misma 
Asamblea de Guáimaro no es atribuible a la mayor o menor radicalidad filosófica o a una u 
otra consideración iusfilosófica. Se trata de divergencias derivadas de las diferentes 
posiciones y responsabilidades que se ocupan dentro de la contienda bélica, y del papel 
contrario que tienen que desempeñar unos y otros en cada momento de aquellos 
angustiosos días y años de lucha y combate en que no existe la república sino en la voluntad 
y la decisión de aquellos revolucionarios. 
Desde 1868 el régimen constitucional estuvo fundado en la división entre el gobierno civil y el 
mando militar. 
En el primer período constitucional de Guáimaro se produjeron las dramáticas 
contradicciones entre la Cámara y el Presidente Carlos Manuel de Céspedes, que llevan a la 
deposición de éste último, a su aislamiento sin escolta y, finalmente, a su muerte a manos de 
una patrulla española en San Lorenzo.  
Esas lamentables contradicciones entre Céspedes y la Cámara estaban presentes de la 
misma constituyente, pero en 1873 llegan a un grado de profundidad especial. En ese año 
Céspedes pide facultades especiales y extraordinarias para poder seguir conduciendo la 
República en Armas y evidentemente madura ya entonces el propósito de la Cámara de 
deponerlo. El 24 de septiembre de ese año Céspedes, consciente de su crítica situación 
política consulta con sus Secretarios su eventual y ya casi decidida dimisión y éstos le 
aconsejan que no lo haga pero que ―tuviese escrita su dimisión‖. Al día siguiente Céspedes 
envía una carta a su esposa en la que deja ver su clara convicción en torno a la situación de 
crisis por la que atraviesa. Allí le dice ― Desde hace días está anunciándose la reunión de la 
Cámara para chocar conmigo y llegar tal vez hasta la deposición‖ 
Y efectivamente, en sesión de la Cámara, efectuada en Bijagual, el27de octubre de 1873 y 
por el voto de nuevo miembros que ese día constituían el quórum, se dispuso la deposición 
del Padre de3 la Patria como Presidente de la República en Armas. A Céspedes se le notificó 
la deposición el 28 y de inmediato acató esa decisión, enviando un manifiesto al pueblo y al 
Ejército, con fecha 31 de octubre, en el que aceptaba la decisión tomada y llamaba a 
continuar disciplinadamente la lucha. 
En el segundo período constitucional esas contradicciones se mitigan o asumen formas más 
estructuradas en el respeto al orden legal, quizás menos virulentas, pero no dejan de estar 
presentes, como antagonismos entre el Consejo de Gobierno en funciones civiles y el 
General en Jefe en el desempeño de sus difíciles obligaciones militares. 
Desde temprano Gómez y Maceo expresaron su consideración en torno a la necesidad de 
que existiera más libertad de acción para que los mandos militares pudieran llevar adelante 
las campañas con la agilidad que éstas exigían y sin trabas burocráticas. Sin embargo, hay 
que consignar que sus ideas, determinadas por el lugar que ocupaban en aquella lucha y sus 
paradigmas conceptuales como viejos y aguerridos militares, nunca los llevaron a 
menoscabar al poder civil, menos a enfrentarse a éste de forma vejaminosa y nunca, a 
levantar con soberbia su autoridad contra la república para poner en peligro la estabilidad del 
proceso revolucionario. 
Refiriéndose al tercer proceso constitucional, es decir, el de Jimaguayú, Hernández Corujo 
indicaba que ―En estas circunstancias, y como había ocurrido en la década de 1868 a 1878, 
los principios civilistas de la Constitución funcionaron, pero chocaron a menudo con 
atribuciones constitucionales que los militares creían desconocidas por el poder civil, 
mientras éste, con otro criterio de interpretación, veía en las actitudes de los altos jefes 
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militares, muestra de desobediencia al orden constitucional establecido y falta de 
acatamiento al máximo rector de los asuntos públicos de la nación.‖126 
Los primeros choques, como ya hemos indicado, se produjeron entre la Cámara y el 
Presidente Céspedes y llevaron a la lamentable deposición del mismo en la sesión de la 
Cámara en que con el escaso quórum de ocho votos se aprobó la caída del Padre de la 
Patria, en Bijagual, el 27 de octubre de 1873. 
En posteriores períodos constitucionales se reiteraron las fricciones entre los mandos 
militares y el poder civil. Muy acabada de entrar en vigor la Constitución de Jimaguayú, en 
pleno 1895 ya maceo tenía controversias con Masó, como Vicepresidente de la República, 
las cuales llegaron al Consejo de Gobierno, dada la solicitud de Maceo de conocer cuáles 
eran exactamente sus atribuciones a lo que el Consejo respondió con cierta soberbia que 
eran justamente las que el General en Jefe le asignara, afirmando que el gobierno no quería 
ni se proponía crear dificultades a los mandos militares y menos al General Maceo. 
Apenas unos meses después, en 1896 se producían nuevas fricciones entre el Consejo de 
Gobierno y ahora el General José Maceo, las cuales inevitablemente se extendieron al 
Lugarteniente General. 
Un poco más avanzado ese año se producen otros enfrentamientos, ahora con Máximo 
Gómez, quien consideró inconstitucionales algunas medidas adoptadas por el Secretario del 
Interior en Las Villas, cumpliendo dicho Secretario con la representación que le había 
otorgado el Consejo de Gobierno. 
Esas contradicciones se repitieron un poco más adelante con motivo del otorgamiento de 
grados militares y medallas, hechos por el Consejo de Gobierno, sin la debida consulta al 
General en Jefe. Gómez, que no se andaba con melindres dictó dos órdenes y anuló esos 
otorgamientos del Consejo de Gobierno; y todo esto se agrava con el conocido como 
problema de los salvoconductos, que según Gómez eran de su competencia y el Consejo 
reivindicaba como facultad del gobierno civil. La tensión llegó al extremo de que el Consejo 
se dirigió a Gómez y le amenazó con reiterarle la confianza, y el mando militar. Gómez, ni 
corto ni perezoso presentó su renuncia. 
Sin embargo, la situación pudo ser controlada y el primero de septiembre del 96se reunieron 
Gómez y el Consejo de gobierno en un intento por demarcar exactamente la esfera de 
competencia de ambas autoridades. 
En realidad esas contradicciones no cesaron prácticamente hasta que se produjo la 
constituyente para la aprobación de la Constitución de La Yaya. 
Sin embargo, ninguna de esas contradicciones, aun con el tono dramático que llegaron a 
adquirir en algunos momentos, supuso que hubiera en algún momento un alzamiento firme 
de los mandos militares contra el poder civil. 
Realmente, los amagos lamentables de Santa Rita y Lagunas de Varona, protagonizados 
ambos por el General Vicente García, se frustraron ante la disciplina, el decoro y la integridad 
política de hombres como Antonio Maceo y Máximo Gómez, entre otros. 
El pensamiento libertario siguió expresándose firmemente en la obra jurídica y constitucional 
de nuestras gestas independentistas y nunca fue fracturado. 
Cierto que las desavenencias erosionaron la unidad, mermaron la eficacia de las acciones y 
fueron caldo de cultivo que favoreció el camino del naufragio que primero se expresó en el 
Pacto del Zanjón y después en la dilación de la contienda, como no quería Martí que 
ocurriera, y que favorece la entrada de Estados Unidos en el conflicto. 
Como ya dije, el Pacto del Zanjón encontró su condigna respuesta en la Protesta de Baraguá 
y vale la pena mencionar que también la constitución autonómica de 1897, a los pocos días 
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de iniciarse el período constitucional de La Yaya, tuvo una respuesta enérgica en el 
Manifiesto firmado por los hombres de La Yaya, el 30 de octubre de ese año 1897; manifiesto 
preparado por Méndez Capote y que firmemente rechazó la autonomía y reiteró la voluntad 
separatista de nuestro pueblo unido jurídicamente en torno a su nueva Constitución. 
Otro hito importante de esa voluntad libertaria e intransigentemente independentista es, sin 
duda, el llamado Manifiesto de Sebastopol, de 24 de abril de 1898, por el cual el Consejo 
de Gobierno, ante el ingreso de Estados Unidos en las acciones militares, reitera su voluntad 
de alcanzar la independencia absoluta, como se había declarado días antes en San Blas, 
ante el bando español suspendiendo las hostilidades. 
En ese aludido Manifiesto de Sebastopol se aceptaba el auxilio que pudiera venir del 
exterior, incluidos los Estados Unidos, pero como aliados de Cuba, siempre en función de la 
total independencia del país. 
Un poco después, y al calor del Manifiesto de Sebastopol, el Presidente de la República en 
Armas, Bartolomé Masó, el primero de septiembre de 1898 en una Proclama dirigida a los 
habitantes de los territorios no ocupados por las fuerzas rebeldes cubanas, declaraba la 
posición legítima e indeclinable del gobierno cubano, constitucionalmente integrado, y el 
respeto al mismo y su validez, a pesar del auxilio del ejército n 
norteamericano y explicaba por qué se habían suspendido las hostilidades con España.  
Finalmente creo que vale la pena mencionar que cuando ya la intromisión norteamericana 
está en camino de frustrar nuestra auténtica independencia y el Ejército norteamericano se 
empieza a adueñar del país, el Consejo de Gobierno emite un Mensaje a la Asamblea de 
Santa Cruz del Sur de 24 de octubre de ese año 1898 en el cual rinde cuentas al pueblo de 
Cuba de sus acciones en los últimos acontecimientos, pero dejando claro siempre que ese 
Consejo existe en función del articulado Constitucional de La Yaya y trasluciendo su voluntad 
de mantener la continuidad jurídica de la obra de ese gobierno revolucionario ahora a través 
de la Asamblea de Representantes. Tristemente, como todos sabemos, eso no pudo ser.  
HISTORIA DEL ESTADO Y DEL DERECHO EN CUBA. 

 
CAPÍTULO V. 

 
SUSTITUCIÓN DEL RÉGIMEN COLONIAL POR EL RÉGIMEN NEOCOLONIAL. 
 
La posición de Estados Unidos ante la independencia de Cuba. 
 
El panorama político y jurídico cubano adquirió un brusco cambio como consecuencia 
de los precipitados acontecimientos que se produjeron desde el inicio del año 1898, 
caracterizados por la entrada en el escenario histórico de nuestra guerra de 
independencia del ejército norteamericano y el inicio de la ocupación y el dominio 
militar de esa gran nación sobre nuestra patria. 
En los momentos en que se produce esa intromisión norteamericana rige entre 
nosotros, en la dimensión constitucional, la carta magna de La Yaya y en España la 
Constitución Autonómica. Todo ese marco constitucional va a sufrir un vuelco 
absoluto con la presencia norteamericana en nuestras tierras y con el viraje que se 
produce en nuestra guerra, que empieza a ser desde entonces calificada por algunos 
como guerra hispano-norteamericana, excluyendo la significación y el papel esencial 
de nuestro Ejército Libertador.  
Sin embargo, la presencia económica de Estados Unidos en Cuba data de algunos 
siglos antes y sus pretensiones sobre la Isla son viejas también. 
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Ya vimos las ideas de Jefferson sobre la posible compra a España de nuestro país y el 
aliento que recibieron desde Estados Unidos las primeras inclinaciones anexionistas. 
Desde finales del siglo XVIII Cuba inclina su dependencia económica hacia la gran 
producción industrial norteamericana; de hecho se convierte en importadora de la 
industria americana y exportadora hacia la naciente potencia norteña de nuestro 
azúcar principalmente. 
Un documento oficial norteamericano afirmaba a finales del siglo XIX que Estados 
Unidos había asumido ya una posición dominante en el comercio cubano, al punto de 
que esa nueva potencia devenía ya casi exclusiva compradora de nuestro azúcar. 
―Comercialmente, --decía dicho documento—Cuba se ha convertido en una 
dependencia de los Estados Unidos, aunque políticamente continúa dependiendo de 
España.‖127 
Ahora bien, no obstante los claros intereses  y pretensiones norteamericanas con 
respecto a Cuba, en los primeros años del XIX tienen que sofocar sus ambiciones 
puesto que todavía España es una potencia militar y el recién nacido estado tiene 
todavía la amenaza de Inglaterra. 
Sin embargo, la situación apuntada empieza a cambiar cuando avanza la 
independencia de las antiguas colonias españolas en la segunda década del siglo XIX 
y empieza a advertirse la debilidad política y militar de España. De otro lado, el 
desarrollo de la pujante nueva nación es verdaderamente sorprendente. Muy pronto se 
articula la ya vista Doctrina Monroe.  
Sin embargo, ni aún en esas circunstancias Estados Unidos se enfrenta abiertamente 
a España y adopta una posición clara a favor de la independencia de Cuba. En los 
años que siguen a la guerra de 1812 la política norteamericana hacia Cuba estuvo 
matizada por la prosperidad creciente de la Isla en la misma medida en que se 
producía una contracción comercial en el resto de la América hispana. Además, 
España prohibía el comercio con sus colonias americanas, envueltas casi todas en 
guerras libertarias. En ese sentido dice Philip S. Foner que ―el tráfico norteamericano 
con las nuevas repúblicas  veíase notablemente reducido lo cual duplicaba la 
importancia del comercio con Cuba.‖128 
Como señala Carreras, durante la tregua entre 1878 y 1895 la industria azucarera 
cubana, como ya hemos señalado, penduló hacia la total influencia norteamericana. El 
azúcar cubano empezó a ser refinado en los Estados Unidos y la mayoría de los 
productos que se consumían en la Isla proceden de Estados Unidos, particularmente 
la harina de trigo. 
Dice también el citado Julio Carreras, ―Al finalizar la primera mitad del siglo XIX los 
Estados Unidos han crecido hacia el oeste. En 1836 los independentistas tejanos 
facilitaron la anexión de una parte del territorio de México. En 1848 una provocación 
les facilitó el movimiento progresivo de sus fronteras en el sur oeste llegando hasta el 
Océano Pacífico. Han aumentado las estrellas de la constelación.‖129 
Entonces por primera vez surge en el pensamiento político norteamericano la corriente 
de facilitar de alguna manera la salida de Cuba del dominio español. Particularmente 
los esclavistas sureños de Estados Unidos empiezan a acariciar la idea de que Cuba 
se libere de España pero sólo para incorporarse a la economía de plantaciones del sur 
de la gran nación. Por supuesto, esa nueva versión anexionista encuentra apoyo, calor 
                                                        
127 United States Consular Report, 1881. Citado por Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 248. 
128 Foner S. Philip. Historia de Cuba y sus relaciones con los Estados Unidos. Editora Universitaria. La Habana, 1966. 

Pág. 188.  
129 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 290. 
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y comprensión en los esclavistas o negreros cubanos que de otro lado tienen mucho 
miedo del rumbo que puedan tomar los acontecimientos, dadas las presiones 
abolicionistas de los británicos. Es en esos contextos políticos e ideológicos que se 
producen los movimientos protagonizados por Narciso López y a los cuales nos 
referimos en capítulos anteriores. Un cierto desaliento se produce entre los 
anexionistas especialmente habaneros como consecuencia de los fracasos militares 
del mencionado general López. 
Ahora bien, entre los años 1862 y 1865 Estados Unidos se ve sumido en la sangrienta 
guerra civil entre los estados industriales y abolicionistas del norte y los estados 
esclavistas y de plantaciones del sur. Es bueno advertir lo que señala en cuanto a esta 
guerra Julio Carreras, en el sentido de que la abolicionista Inglaterra, respalda, 
paradójicamente, a los estados algodoneros del sur, precisamente porque otros 
intereses impulsan y justifican esa posición. Se trata de que temen el desarrollo 
capitalista del norte y su competencia económica y al mismo tiempo defienden el 
suministro de materia prima barata (el algodón) para la industria textil de Manchester. 
Todo esto condicionó que los Estados Unidos se opusieran a la independencia de 
Cuba durante toda la primera parte del siglo XIX. Esa oposición no cesó durante los 
duros y sangrientos años de nuestra gesta libertadora, entre 1868 y 1898. Pino Santos 
recuerda que ―En octubre de 1871 el presidente Grant dictó una proclama en la que 
calificaba a las personas que trabajaban por la independencia de Cuba, textualmente, 
de delincuentes.‖130 
Durante toda la primera etapa de la guerra los Estados Unidos persiguieron e 
impidieron las expediciones desde su territorio, bien con  hombres, bien con armas, 
dirigidas a desarrollar o apoyar la lucha independentista. 
Esta situación tampoco cambió cuando se reinició la guerra bajo la dirección de Martí, 
en 1895. Por el contrario, en esas nuevas condiciones, después de haber 
obstaculizado los planes insurreccionales y haber impedido las expediciones militares 
hacia Cuba, el Presidente Cleveland lo que hizo fue gestionar que España, 
prácticamente desesperada, vendiera Cuba a los Estados Unidos. La situación cambia 
aparentemente con el ascenso al poder del presidente McKinley, representante sin 
duda de los grandes monopolios norteamericanos, y el cual, guiado por una 
concepción expansionistas y hegemonista, empieza a realizar una política de 
maniobras y dobles juegos y, en ese sentido, manipula los mejores sentimientos del 
pueblo norteamericano, que simpatizaba con la causa independentista y alienta los 
sentimientos de solidaridad con esa gesta, al tiempo que lo que está tratando de lograr 
es que España venda Cuba a Estados Unidos por la cantidad de 300 millones de 
dólares.  
Del lado del movimiento revolucionario se luchaba por el reconocimiento como 
beligerante por parte de los Estados Unidos y, por supuesto, por el apoyo político y 
económico. En cuanto al apoyo militar evidentemente las posiciones se dividían. 
Algunos, como el Delegado Estrada Palma estaban francamente por la intervención 
norteamericana en el conflicto. Estos querían que Estados Unidos rompiera la 
neutralidad y, buscaban desesperadamente el reconocimiento, aunque ―sabían que el 
reconocimiento envolvería el gobierno americano en el conflicto, lo cual llevaría a este 
a tomar medidas que podrían desembocar en una intervención, considerada por los 

                                                        
130 Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 235. 



 99 

más optimistas en la Delegación como beneficiosa para expulsar el colonialismo de la 
Isla.‖131 
Sin embargo, otros más consecuentes y radicales como Gómez y Maceo tomaban con 
cautela y reservas ese anhelado reconocimiento. Gómez, en carta al Delegado le decía: 
―Por acá se habla demasiado de reconocimiento de beligerancia; pero nosotros, sin 
preocuparnos poco ni mucho de sucesos que han de venir, todo lo fiamos al esfuerzo 
de nestro brazo e inquebrantable resolución.‖ Por su parte Maceo decía en esos 
mismos momentos, sobre una noticia falsa de que el Congreso norteamericano había 
reconocido la beligerancia de Cuba que ―yo la he acogido con reservas por no haber 
inaugurado sus sesiones el Congreso americano y porque soy de aquellos que dice 
que si viene, bien, y si no, también.‖132 
Es en esos contextos que se forma el llamado movimiento jingoísta. Fue ese el nombre 
con el que se conoció una fuerte corriente de opinión que se extendió en los Estados 
Unidos fomentada por el entonces joven político Theodore Roosevelt, quien se integró 
al gobierno de McKinley como Subsecretario de Marina, en 1897. Theodore Roosevelt 
exaltaba el patrioterismo norteamericano y el orgullo nacional y proclamaba la 
necesidad de que Estados Unidos se colocara a la cabeza del mundo en todas las 
esferas, especialmente en lo económico y lo político, amén de lo militar. Montado en 
esas ideas y esa propaganda, con el apoyo además de la prensa sensacionalista que 
dibujaba con dramáticos tintes la cruda realidad de nuestra gesta independentista, se 
fue consiguiendo una corriente de opinión favorable a la intervención norteamericana 
en nuestro conflicto bélico, no tanto por asegurar nuestra independencia, cuanto por 
sacar a España de nuestras tierras, debilitar su influencia y favorecer la intromisión 
norteamericana en la guerra.133 
A todo ello se unió, por supuesto, el gran esfuerzo que hacían los emigrados cubanos 
en Estados Unidos y los enviados del gobierno revolucionario para obtener el 
reconocimiento de aquella gran nación. Al respecto dice Fernando Portuondo que ―Por 
su parte la Delegación de la República de Cuba en armas, con el concurso d 
numerosos escritores, oradores y periodistas emigrados (hombres de la talla 
intelectual de Enrique José Varona, Manuel Sanguily, Manuel de la Cruz, Gonzalo de 
Quesada, Eduardo Yero, Nicolás Heredia y otros), llevó a cabo una labor constante de 
información y propaganda; al propio tiempo que solicitaba el reconocimiento del 
gobierno revolucionario por el de los Estados Unidos y ofrecía ventajosamente bonos 
de la República a especuladores audaces, para interesarlos en el triunfo de la 
revolución‖.134 
 
 

 Los instrumentos jurídicos y políticos en la etapa preparatoria de la intervención 
norteamericana. 
 

                                                        
131 Hidalgo de Paz Ibrahim Cuba 1895-1898. Contradicciones y disoluciones. Centro de Estudios Martianos y Centro de 

Investigación y Desarrollo de la Cultura Cubana Juan Marinello. La Habana, 1999. Pág. 25. 
132 Citados por Ibrahim Hidalgo de Paz. Ob. Cit. Pág. 27. Los fragmentos fueron tomados de Máximo Gómez, Carta al 

Señor Tomás Estradas Palma, Sancti Spíritus, Noviembre 8 de 1895; y A. Maceo, Carta al Sr. Delegado del Partido 

Revolucionario Cubano, don Tomás Estrada Palma, Antón (Camagüey) Noviembre 21 de 1895. 
133 La prensa sensacionalista, conocida también como prensa amarilla despertaban todos los días el terror y la lástima de sus 

lectores y aumentaron su tirada a costa de la carnicería (jenks), tal cual señala Fernando Portuondo en Ob. Cit. Pág. 571. 
134 Portuondo, Fernando. Ob. Cit. Pág. 571. 
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La intervención norteamericana en nuestra guerra de independencia pasó por la 
adopción de algunos instrumentos jurídicos y fue facilitada por hechos como la 
voladura del Maine, que se unieron a la campaña jingoísta a que antes nos referimos y 
la manipulación de los sanos sentimientos de solidaridad del pueblo  norteamericano. 
En efecto, mientras se está urdiendo la intervención y las fuerzas políticas y militares 
norteamericanas examinan las variables de posible ejecución, a mediados de febrero 
de 1898 estalla misteriosamente el buque Maine acorazado norteamericano anclado en 
el puerto de La Habana, pereciendo en el estallido aproximadamente 266 marinos 
norteamericanos. Los orígenes del siniestro no llegaron a esclarecerse entonces, ni 
aún se ha arribado a conclusiones definitivas, pero ese hecho sirvió de detonador 
político para lanzar hacia las más duras posiciones a la vehemente opinión pública 
norteamericana y nuevamente, como lo vimos en ocasiones posteriores, hechos 
parecidos sirven a las esferas militaristas para exacerbar los sentimientos patrioteros 
y revanchistas y ello favoreció, en aquellos contextos, un clima de exaltación que 
abrió el camino a la aprobación de la Resolución Conjunta, adoptada por el Congreso de 
los Estados Unidos.135 

                                                        
135 El acorazado Maine había sido enviado a Cuba hacía tres semanas aproximadamente, como un descarado aviso al 

gobierno español, ante los desórdenes que se habían producido en la capital, protagonizados por los integristas españoles 

que no querían aceptar la constitución autonómica. En realidad el Maine había llegado a petición del cónsul norteamericano 

Fitzhugh Lee. 

Una comisión investigadora designada para indagar las causas de la 
catástrofe dictaminó que la explosión se debió a causas internas, es decir, 

provino del interior del buque y se derivó de fallas técnicas. Sin embargo, los 

norteamericanos siguieron sustentando la tesis de que el vapor había sido 
objeto de un atentado desde el exterior. Todavía recientemente, en 1976, 

nuevas investigaciones han sostenido la teoría de las causas internas y ni aún 

al paso de los años la misma ha sido acogida oficialmente por el gobierno 
norteamericano. Realmente el acorazado hizo explosión la noche del 15 de 

febrero de aquel 1898. Un siglo después de este hecho, Estados Unidos y 
España no han logrado acuerdos en cuanto a las causas del siniestro. España 

ha seguido sosteniendo que se debió a causas internas y el Centro Histórico 

Naval de Estados Unidos, en un informe de febrero de 1998 afirma que todas 
las teorías están abiertas. En 1976, el almirante Hyman Rickover, jefe de la 

flota de submarinos nucleares estadounidense, elaboró un nuevo informe con 

los datos oficiales recabados tanto en 1898 como en 1911 —cuando se 
tomaron más de 500 fotografías y muchas personas pudieron examinar los 

restos reflotados— y llegó a la conclusión de que la causa de la explosión fue 

el calor producido por el fuego de una carbonera próxima al pañol de reserva. 
España obtenía así la razón, siquiera moral, en el conflicto y se ponía término 

a las muy diversas y a veces estrafalarias versiones de lo sucedido: desde que 
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Con total certeza dice Fernando Portuondo sobre los móviles de la intervención 
norteamericana en Cuba: ― No fue la misma causa la que movió a los distintos agentes 
o actores que intervinieron en ese cambio y esa determinación. El pueblo 
norteamericano pidió la guerra por compasión y admiración hacia los cubanos y, 
últimamente, --al ocurrir la voladura del crucero Maine en el puerto de La Habana—por 
responder a lo que consideraba una agresión de España. El gobierno, en cambio, 
actuó con el calculado propósito de poner fin a una situación perjudicial al comercio 
exterior y a las inversiones de sus ciudadanos en Cuba.‖136 
 

La Resolución Conjunta del Congreso de los Estados Unidos. 
 
La intervención norteamericana en la guerra de independencia, cuando ya estaba seguro el 
triunfo de las armas cubanas, condujo a la paz con España sin participación en ella de los 
cubanos, abre el paso a la salida de los españoles como colonizadores, pone fin al régimen 
de dominación colonial, en ese último momento bajo la manifestación autonómica, y al 
interior de nuestras fuerzas conduce a la convocatoria y funcionamiento desde el 24 de 
octubre de 1898 de la Asamblea de Santa Cruz del Sur. 
Todo ello transita por una serie de documentos políticos y jurídicos que debemos examinar 
de inmediato.  
La Resolución Conjunta del Congreso de los Estados Unidos está propiciada y precedida por 
el Mensaje del Presidente McKinley a dicho Congreso, con fecha 11 de abril de 1898. 

Este Mensaje de McKinley al Congreso norteamericano está encaminado a dar cuenta del 
informe de la Comisión que estudió precipitadamente las causas de la voladura del 
acorazado Maine. Ante el carácter de dicho informe, el Presidente McKinley tiene abiertas las 
puertas para pedir, como lo hace, del Congreso de Estados Unidos que se tomen medidas 
para ―la más completa terminación de las hostilidades entre el Gobierno de España y el 
Pueblo de Cuba.‖En realidad fue un mensaje ambiguo, en el que no se esclarecía ni 
remotamente qué se proponía hacer el ejecutivo y qué solicitaba, realmente, del Congreso 
norteamericano. En realidad, se trataba de cubrir un capítulo más de la ofensiva 
propagandística y de establecer las premisas constitucionales para poder intervenir en 
nuestra guerra. 
Ante ese ambiguo Mensaje, el Congreso de los Estados Unidos responde con la Resolución 
Conjunta (Joint Resolution) de 19 de abril de ese año en la que brinda la autorización 

solicitada por el Ejecutivo, pero ampliando a la posibilidad de que se empleen todas las 
fuerzas de mar y tierra de la poderosa nación para conseguir la llamada pacificación de Cuba 
y el establecimiento de un gobierno capaz y estable. 
La llamada Resolución Conjunta es el resultado de una fórmula o proyecto elaborado por la 
Cámara de Representantes, en fecha 13 de abril y otro proyecto proveniente del Senado, del 
16 del mismo mes. El proyecto senatorial volvió a la Cámara y se constituyó una Comisión 
Mixta que redactó la versión definitiva de la Resolución. 
Es de significar que el proyecto de la Cámara era más conservador y autorizaba al 
Presidente para poner fin a la guerra y establecer en Cuba un gobierno propio e 
independiente. Sin embargo, el proyecto del Senado era más comprometido y progresista y 
en ese sentido hacía la declaración formal de que ―el pueblo de Cuba es y de derecho debe 
                                                                                                                                                                                              

se trató de una expedición de insurgentes cubanos financiada por Hearst hasta 
que un oficial descontento del Maine provocó la catástrofe. 
 
136 Portuondo, Fernando. Ob. Cit. Pág. 571. 
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ser libre e independiente‖; al mismo tiempo reconocía la existencia de la que llamaba 
República de Cuba y exigía que España renunciara a su autoridad sobre nuestro país y 
retirara sus fuerzas militares. A esos fines autorizaba al presidente de los Estados Unidos 
para actuar militarmente, y hacía la declaración solemne de que aquel gran país no tenía 
intención de ejercer sobre Cuba soberanía, excepto en lo que fuere necesario para la 
pacificación, y que era su propósito dejar al pueblo de Cuba su posterior libre gobierno. En 
general, esos cuatro principios fueron la esencia de lo que se recogió finalmente en la 
Resolución Conjunta. 
En efecto, el primer precepto de esa Resolución declaraba que ―El pueblo de la Isla de Cuba 
es y de derecho debe ser libre e independiente.‖ La Cuarta Disposición significaba ―Que  los 
Estados Unidos por la presente declaran que no tienen deseo ni intención de ejercer 
soberanía, jurisdicción o dominio sobre dicha Isla, excepto para su pacificación, y afirman su 
determinación, cuando ésta se haya conseguido de dejar el gobierno y dominio de la Isla a 
su pueblo.‖ 
Y como es sabido, es bajo esa autorización que se produce la entrada de los Estados Unidos 
en nuestra guerra. Un texto como este, de Historia del Estado y del Derecho no puede 
abordar los incidentes de aquella rápida campaña militar, en la cual las armas cubanas 
siguieron siendo esenciales para el triunfo sobre España y que culminó con la 
relampagueante victoria naval de la flota de Estados Unidos sobre la flota española en el 
puerto e inmediaciones de Santiago de Cuba. 
Desde nuestro punto de vista jurídico debemos señalar que los territorios que quedaron bajo 
el mando del ejército norteamericano se organizaron sobre esquemáticos criterios 
constitucionales y se sometieron, esencialmente, a las Instrucciones del Presidente 
McKinley, dictadas el 18 de julio de 1898, encaminadas a regular el gobierno y la 
administración de los territorios ocupados, lo cual las hizo virtuales únicamente en Oriente. 
Asimismo se dictó el 20 de octubre la llamada Constitución de Wood, con carácter 
absolutamente provisional para regir exclusivamente en Santiago de Cuba que en realidad se 
redujo a plasmar y reconocer los derechos civiles en las regiones dominadas por el ejercito 
norteamericano. 
 
El Tratado de Paz firmado en Paris entre España y Estados Unidos en 10 de diciembre 
de 1898. 
 
Las conclusiones a que se llega en ese Tratado y su misma firma, con total exclusión de una 
de las partes beligerantes, precisamente la más importante y que había sido decisiva en el 
triunfo de la contienda bélica, merecen algunas consideraciones que permitan entender el 
camino recorrido para llegar a tan brutal despojo de los derechos de nuestro Ejército 
Libertador y de la República en Armas. 
Desde que se proclamara el ya mencionado Manifiesto de Sebastopol, de 24 de abril de 
aquel año 1898, el Consejo de Gobierno de la República en Armas confirmaba su acuerdo de 
San Blas, de 17 de ese mismo mes, en lo referente a que la suspensión de  hostilidades 
dispuesta unilateralmente por España, no alteraba la guerra, y al mismo tiempo aceptaba 
prestar colaboración a los ejércitos de Estados Unidos, considerados desde esa perspectiva 
como tropas aliadas o colaboradoras. En ese sentido autorizaba al General en Jefe para que 
actuara en cooperación militar con los jefes norteamericanos, especialmente con los 
enviados de Mr. Miles, para auxiliar las acciones de esos ejércitos amigos. Sobre la base de 
tales entendidos, el Consejo de Gobierno se negó a negociaciones o entendimientos con 
España y en sesión del 10 de mayo aprobó o reiteró la cooperación con las fuerzas 



 103 

norteamericanas, según el ofrecimiento hecho al presidente McKinley por el Delegado del 
gobierno en los Estados Unidos, don Tomás Estrada Palma. 
En carta que Estrada Palma dirige al Secretario del Exterior se da cuenta de que el Consejo 
de Gobierno se considera enterado del procedimiento que seguirán los Estados Unidos para 
llegar al reconocimiento de la independencia de Cuba y que, en consecuencia, colaborarán 
con las armas norteamericanas para facilitar la victoria y la evacuación del territorio por las 
autoridades y tropas españolas, pero hace dicha carta la advertencia de que no se ha 
―reconocido aún nuestro gobierno como el único legítimo en la Isla‖. 
Evidentemente la preocupación ya se adueñaba de los más sagaces dentro del Consejo de 
Gobierno, lo cual se constata por los acuerdos adoptados el 12 de mayo, en que se solicita al 
Delegado que se trate de esclarecer el carácter de las relaciones con el gobierno y 
autoridades y jefes militares norteamericanos, y se le solicita que atienda ―la forma y 
condiciones en que daba el ejército americano ocupar las ciudades, pueblos, puestos y 
fortalezas si a esos casos se llegare, de modo que quede esclarecida la autoridad a quien 
corresponde sostener el orden y la tranquilidad en pueblos y ciudades; cuidando de poner a 
salvo la intervención legítima que debe corresponder a la verdadera representación del 
pueblo cubano, que no puede ser otra que la dimanada de nuestra Constitución, en tanto que 
terminada la guerra, el país se constituya libre y definitivamente.‖137 
Sin embargo, con posterioridad a esta trascendental sesión de 12 de mayo no queda 
constancia de que el Consejo de Gobierno haya vuelto, con sentido profundo y exhaustivo a 
asumir posiciones frente a las posiciones del ejército norteamericano y el destino final de 
nuestra República en Armas.  
Sólo en 13 de agosto hay constancia de que el Consejo de Gobierno adopta acuerdos, en 
realidad del día 14, aprobando una Ley Electoral al tenor de la cual se convocaría la 
Asamblea de Representantes. 
Cuado España y Estados Unidos ya han concertado el protocolo preliminar del que sería 
después acuerdo de paz, el 25 de agosto, el Consejo de Gobierno de la República en Armas 
conoce de esos pasos así como de la proclama del presidente McKinley, declarando 
suspendidas las hostilidades con España así como da cuenta de conocer también el 
contenido de un cable del Delegado Estrada Palma comunicando haber aceptado ese 
armisticio a nombre del gobierno cubano. Es importante señalar que en esa misma sesión 
del Consejo de Gobierno da cuenta de que el Vicepresidente Méndez Capote informa de su 
misión en el extranjero cerca del gobierno norteamericano y acepta dicho informe.  
En el curso de esos días tormentosos no faltan incluso tendencias inclinadas a que renuncie 
el Consejo de Gobierno y se anule la convocatoria librada para reunir la Cámara de 
Representantes.138 
Sin embargo, el Consejo se mantuvo firme en lo referente a su legitimidad y la importancia de 
su permanencia como órgano máximo del poder constitucionalmente establecido en Cuba. 
En esa calidad aprobó tres exposiciones o alocuciones, una dirigida al Presidente McKinley, 
otra al Ejército Libertador y la tercera  a los ocupantes de los territorios cubanos no ocupados 
aún por las tropas libertadoras. En esta última se contienen criterios y conceptos que 
merecen ser recordados: ―La intervención demuestra que los Estados Unidos han debido 
reconocer que la inmensa mayoría de la población cubana estaba de acuerdo con el principio 
que nosotros representamos pues que hizo suyo nuestro programa y se lanzó a la guerra 
empuñando nuestra bandera: la de la independencia absoluta de esta tierra infortunada; 

                                                        
137 Citado por Hernández Corujo, Enrique. Ob. Cit. Pág. 325. 
138 En ese sentido, Silva, el Secretario del Interior sostuvo esta tesis y él mismo presentó su renuncia al Consejo de Gobierno 
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declarando el fin de independencia a que se aspiraba y la confianza plena y absoluta en la 
pureza de intenciones con que los Estados Unidos venían a auxiliarnos.‖ 
Sin embargo, el mismo Tratado de Paz de París y los hechos posteriores revelaban que no 
había tal pureza de intenciones por parte del gobierno de los Estados Unidos y que, por el 
contrario, en su intervención en nuestra contienda libertadora había estado guiado por los 
más mezquinos intereses imperialistas. 
En el Tratado de París, en el que es necesario recordar que fueron excluidos los cubanos, se 
dispuso la renuncia por parte de España de todo derecho de poder o soberanía y propiedad 
sobre Cuba. El artículo 1ro. Declaraba que ―España renuncia a todo derecho de soberanía y 
propiedad sobre Cuba.‖ 
Sin embargo, la letra del Tratado no cedía Cuba a Estados Unidos, sino que establecía una 
suerte de protectorado de ese país sobre el nuestro, con evidente sentido de provisionalidad 
y dejando implícito que se preveía la constitución de un futuro gobierno cubano 
independiente. 
Ese mismo Art. 1 sigue diciendo que ―En atención a que dicha Isla, cuando sea evacuada por 
España, va ser ocupada por los Estados Unidos, los Estados Unidos, mientras dure su 
ocupación, tomarán sobre sí y cumplirán las obligaciones que por el hecho de ocuparla, les 
impone el Derecho Internacional, para la protección de vidas y haciendas.‖ 
En el Art. 2do se señala expresamente que ―España cede a los Estados Unidos la isla de 
Puerto Rico y las demás que están ahora bajo su soberanía en las Indias Occidentales, y la 
isla de Guam en el archipiélago de las Marianas o Ladrones.‖ 
En los preceptos subsiguientes se ventilan cuestiones relacionadas con el tráfico mercantil 
entre España y Estados Unidos (Art. 4to); cuestiones que tenían que ver con la evacuación 
de las tropas españolas y el canje de prisioneros de guerra (Art. 5 y 6); sobre posibles futuras 
reclamaciones, pero de especial significación es lo estipulado en el Apartado 16 del Tratado, 
en el cual se dijo: ―Queda entendido que cualquier obligación aceptada en este Tratado por 
los Estados Unidos con respecto a Cuba, está limitada al tiempo que dure su ocupación en 
esta Isla, pero al terminar dicha ocupación, aconsejarán al Gobierno que se establezca en la 
Isla, que acepte las mismas obligaciones.‖139 
De tal modo, no es difícil advertir una notable diferencia entre el tono encendido y radical en 
que está concebida y redactada la Resolución Conjunta y los términos ambiguos del Tratado 
de Paz. Si en la primera se declara el derecho inalienable de Cuba a ser libre e 
independiente, en el Tratado no sólo se le excluye como beligerante y firmante de la paz, 
sino que además se habla de renuncia por parte de España de su soberanía sobre Cuba y 
con giros elípticos se dice que como Estados Unidos va a ocupar la Isla, mientras dure esa 
ocupación, cumplirá las obligaciones que le impone el Derecho Internacional. Y en el ya 
citado artículo o cláusula 16, se habla de un futuro gobierno sin que se diga que sería 
cubano, aunque no podría ser de otra naturaleza. No obstante, todo el tratado está recorrido 
por esos giros crípticos, poco claros y que dejan grandes espacios a las desconfianzas. 
Por supuesto, los hechos posteriores confirmarían esas desconfianzas. Estados Unidos 
convirtió a nuestra patria en una neocolonia de su poder imperial y nos mantuvo sometidos 
económica y políticamente por casi 60 años. 
 
Las condiciones socio económicas cubanas que se encuentra la ocupación militar 
norteamericana. 
 

                                                        
139 Citado según texto de Carreras Julio y Pichardo Hortensia. Obras Citadas. 
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La gravísima situación económica y social que sufría el país al concluir la contienda bélica 
venía a favorecer el establecimiento del estatus neocolonial. 
Los ocupantes norteamericanos, con su conocido sentido pragmatista, efectuaron, ante todo, 
un censo de población para conocer la situación social, económica y humana que afrontaban 
en estos territorios. Ese censo se produjo en el mismo 1899 y arrojó que el archipiélago 
cubano tenía una población de sólo 1,572,797 habitantes, es decir, que se había reducido en 
relación con los datos del censo de 1887 en que se arrojaba una cifra total de 1,631,687 
habitantes. 
El censo, que fue sumamente pormenorizado está recogido en sus datos esenciales en el 
texto de obligada consulta del profesor Julio Carreras Collado. Sin embargo, quisiera 
subrayar y enfatizar sólo algunos particulares interesantes para la comprensión del paisaje 
social y económico de nuestro país cuando comienza la ocupación yanqui. 
Ante todo, pese a que Cuba es un país agrícola, la población urbana, incluyendo ciudades 
que sólo tienen 1000 habitantes, asciende a 741,273 personas, es decir, el 47,1% de la 
población total de la Isla. 
Los principales centros urbanos, para llamarlos eufemísticamente, se agrupaban en las 
costas del país, lo cual es comprensible teniendo en cuenta la importancia que en toda la 
etapa colonial había tenido el comercio marítimo, incluyendo el contrabando, en el 
desarsrollo del capitalismo en su fase premonopolista. En ese sentido, de las 16 ciudades 
que tenían una población superior a 800 habitantes, 10 estaban en las costas. 
En cuanto a la importante distribución de la población por razas y sexos, es importante 
constatar el siguiente cuadro. 
 
                                  Total            Varones            Hembras. 
 
Total                 1,572,797            815,205             757,592 
 
Blancos.            1,052,397            563,113             489,284 
 
Negros.                 234,738            111,898             122,840 
 
Mestizos.               270,805            125,500             145,305 
 
Chinos.                     14,857              14,694                    163 
 
Había además 107,6 varones por cada 100 hembras en total en el país, lo cual es atribuible a 
la inmigración española de varones especialmente concentrados en La Habana después que 
termina la guerra. 
Julio Carreras señala que hay menos negros varones por la participación de éstos en la 
guerra y el gran holocausto de los mismos que supuso la contienda. 
La cantidad de niños menores de diez años era verdaderamente pobre; inferior a diez países 
del mundo, lo cual se explica, como dice Carreras ―por las malas condiciones sanitarias, por 
la poca higiene y la pobreza. Ningún país tiene una proporción tan pequeña de niños 
menores de 5 años. El número tan reducido de niños en esa corta edad, nacidos entre 1889-
1894 debe atribuirse a las malas condiciones económicas de la Isla.‖140 
Ahora bien, hay otros datos sociales y educacionales sumamente importantes: el 64% de los 
blancos no sabían leer ni escribir; el 87% de los negros tenían igual analfabetismo; el 89% de 

                                                        
140 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 301. 
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la población existente en ese momento había nacido en la Isla, en tanto que el 9% había 
nacido en España y el 3% en otros países. 
En cuanto algunos datos significativos sobre la situación laboral vale la pena recordar que 
dos quintas partes de la población estaba empleada en actividades lucrativas y la mayor 
parte eran varones que ejercían un oficio. Las mujeres trabajadoras se encontraban en los 
centros urbanos, y especialmente en Pinar del Río se dedicaban a la industria tabacalera, 
como despalilladoras, despaladoras, rezagadoras, etc. Muchas de esas actividades de dicha 
industria se realizaban a domicilio. 
La vida laboral comenzaba muy temprano, en realidad en el campo y hasta en centros 
urbanos todavía cuando se trataba de niños. Las tres cuartas partes de la población 
femenina que trabajaba eran negras; la mitad de los varones se ocupaban en la agricultura. 
La distribución de la fuerza de trabajo, en grandes sectores, era la siguiente: 
 
Agricultores, pescadores y mineros...................292,231 
 
Servicio personal y doméstico............................. 95,764 
 
Industrias fabriles y mecánicas.............................82,012 
 
Comercio y Transporte..........................................78,766 
 
Servicios profesionales............................................7,096 
 
         Total:............................................................555,974141 
 
En términos económicos más esenciales debemos decir que el sistema colonial español 
aplicado en Cuba, utilizando como hemos dicho instrumentos e instituciones jurídicas de 
cierto contenido feudal, se apoyó medularmente en las relaciones de producción esclavistas 
pero sirvió a la fase de acumulación originaria del capitalismo mundial. 
Durante los siglos coloniales españoles ese capitalismo cumplió su fase premonopolista y en 
las puertas de 1898 había advenido ya a su etapa superior, la fase monopolista o 
imperialista. 
Entonces es justo consignar lo que pone de relieve Oscar Pino Santos cuando dice que ―En 
la fase premonopolista del capitalismo la explotación colonialista de Cuba se llevó a cabo, 
esencialmente, a través del comercio; pero en la fase monopolista, esa explotación empezó a 
realizarse, fundamentalmente, en la forma directa de inversión de capitales imperialistas 
dentro de la economía cubana (lo cual, desde luego, no implicó el abandono de la extorsión 
de tipo comercial, sino lo contrario)‖142 
Efectivamente, antes de 1898 las relaciones económicas de Estados Unidos con Cuba eran 
esencialmente comerciales y se centraban en el control del mercado azucarero. Antes de ese 
año clave en el viraje económico de la dominación norteamericana sobre nuestro país, las 
inversiones yanquis no rebasan los 45 o 50 millones de dólares en total en varias ramas 
económicas en toda la Isla. 
L.H. Jenks decía que ―Los yanquis no eran dueños de Cuba en 1898‖ y dejaba constancia de 
que además de su control comercial sobre el azúcar apenas tenían propiedades e 
inversiones significativas en la minería, la mayoría sin explotar; los ferrocarriles estaban 

                                                        
141 Datos tomados de Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 302. 
142 Pino Santos,  Oscar. Historia de Cuba. Aspectos fundamentales. Editora Universitaria.. La Habana, 1964.Pág. 249. 
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controlados por los ingleses; el crédito agrícola y bancario en general estaba controlado por 
ingleses, alemanes y franceses; una gran cantidad de empresas comerciales, tanto 
mayoristas como minoristas estaban todavía en manos españolas.143 
Sin embargo, apenas terminada la guerra, como dice Pino Santos cayó sobre la isla una 
verdadera plaga de aventureros yanquis, inversionistas, busca vida, especuladores de todo 
tipo, En 1905 se calcula que 13 mil norteamericanos habían venido a la Isla en planes de 
negocios y colonización, y adquirido terrenos por más de $50 millones de dólares. 
Empezaron a formarse los grandes latifundios y monopolios yanquis, como la conocida 
Cuban American Sugar Co.144 
Estados Unidos transitó vertiginosamente de la fase premonopolista del capitalismo a su fase 
superior, imperialista. Con razón Lenin afirmaba que la llamada guerra cubano-española-
norteamericana fue la primera guerra imperialista de la Historia. 
De tal modo, ya en 1906las inversiones yanquis en Cuba ascendían a unos $200 millones de 
dólares. ―Sin embargo,--como dice Pino Santos—en ese período y el siguiente, el capital de 
los Estados Unidos todavía no dominaba por completo la economía cubana. Se mantenían 
en el país inversiones considerables de capital cubano, español, inglés, francés y alemán. 
Los cambios básicos se produjeron a partir del auge azucarero provocado por la primera 
guerra mundial y, sobre todo, a raíz de la crisis económica y financiera de 1920 (que siguió a 
la era de prosperidad de postguerra:la famosa danza de los millones.‖145 
A partir de ese momento Cuba quedó subordinada de forma neocolonial a la economía y a 
los dictados políticos de la gran potencia del norte. En términos generales se afirma que a las 
alturas de 1928, las inversiones norteamericanas en Cuba se elevaban ya más de $1,150 
millones de dólares, en tanto que otros cálculos colocan esa inversión y penetración de 
capital norteamericano en la Isla en más de $2,000 millones. 
Todo ello profundizó nuestro subdesarrollo, agudizando la deformación estructural 
económica del país, el cual llegó a depender casi absolutamente de un solo producto y 
unsolo mercado, con una masa de desempleados verdaderamente alarmante, un precario 
desarrollo de la producción agrícola; sin industrias nacionales y las pocas existentes 
vinculadas dependientemente de los mercados de Estados Unidos; Cuba devino exportadora 
de materia prima e importadora de productos elaborados en la poderosa industria norteña; 
fuente de mano de obra barata, país con las deplorables condiciones sociales a las que 
hacía referencia Fidel en su alegato La Historia me Absolverá. 
Esa dominación económica, apenas enunciada, fue posible gracias a determinados 
mecanismos e instrumentos políticos y jurídicos. 
 
 
Los órganos de gobierno de la primera ocupación norteamericana en Cuba. 
 
El último Capitán General español en Cuba fue Jiménez de Castellanos y en esas 
condiciones, cumpliendo lo establecido en el tratado de París, traspasó o entregó su poder al 
gobierno de los Estados Unidos, quien fue representado, el 1ro de enero de 1899 por el 
General John R. Brooke, quien asumió en consecuencia el cargo de Gobernador General de 
la Isla de Cuba, con todo el respaldo del ejército norteamericano. 

                                                        
143 Me estoy refiriendo a Nuestra Colonia de Cuba, de Leland H. Jenks. Editorial Palestra, Buenos Aires, 1960. Este libro 

fue escrito por Jenks en 1928 auspiciado por la American Fund for Public Service, fundación que en esos años promovió 

estudios y publicaciones desenmascarando el papel depredador del imperialismo en nuestras tierras de América. 
144 Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 251. 
145 Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 251. 
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La ocupación militar en realidad no montó un aparato estatal o gubernativo demasiado 
complejo. De hecho estructuró el nuevo poder sobre la base de tres grandes niveles: el 
nacional, el provincial y el municipal, como había venido sucediendo bajo la dominación 
española y había mantenido el gobierno de Cuba en Armas. 
A nivel nacional se mantenía el Gobernador General con plenas y acrecidas facultades. 
Junto a él, como una suerte de gabinete de Gobierno o ministerial, se establecieron cuatro 
Secretarios de Despacho, siguiendo en esto la práctica constitucional norteamericana: el 
Secretario de Estado y Gobernación; el de Hacienda; el de Justicia, Instrucción Pública y 
Agricultura y el de Comercio, Industria y Obras Públicas.146 
A nivel provincial se establecieron seis Gobernadores Provinciales, que se distribuyeron 
según la vieja división provincial española, es decir, Pinar del Río, Habana, Matanzas, Santa 
Clara, Puerto Príncipe y Santiago de Cuba. 
En la base se instrumentaron los viejos Municipios, cuya fuerza y eficacia parece que fue 
inevitable para la ocupación norteamericana. 
No obstante esta estructura oficial, el General Leonardo Wood como Gobernador Militar de 
Santiago de Cuba, cargo que asume al rendirse las tropas españolas el 18 de julio de 1898, 
dispuso importantes medidas que tendrían incluso alcance nacional. 
Entre ellas merece señalarse que el 13 de diciembre de 1898 aprobó una rebaja arancelaria 
a los productos americanos importados por Cuba, sin correspondiente reciprocidad para 
nuestras exportaciones hacia Estados Unidos. 
El Gobernador Militar John R. Brooke dispuso, por su parte, el 6de enero de 1899 mediante 
un Bando Militar, el desarme general de la población cubana, alegando que esa medida 
estaba dirigida contra los rezagos del ejército español y los llamados ―guerrilleros‖. 
Comienza, bajo ese gobierno de esquemática estructura, la esencial dominación político-
económica de Estados Unidos sobre nuestra Patria. Como dijera Julio Carreras, ―Los 
Estados Unidos controlan realmente nuestra vida económica, política y cultural; penetran en 
el terreno educacional, dominan los órganos de propaganda y desarrollan una labor 
sistemática encaminada a deformar la conciencia del pueblo cubano.‖147 
 
 
La disolución de los órganos constitucionales cubanos y la convocatoria a la 
Asamblea de Representantes de Santa Cruz del Sur en 1898. 
 

Un poco más arriba veíamos como el Consejo de Gobierno, máximo órgano del poder estatal 
constitucionalmente establecido en la República de Cuba en Armas, había tratado de 
defender su autoridad frente a la intervención militar norteamericana en nuestra guerra de 
independencia. 
Al amparo de los artículos 40 y 41 de la Constitución de La Yaya, el Consejo de Gobierno, 
funcionando con toda autoridad, convocó a la Asamblea de Representantes el día 14 de 
agosto de 1898. 
El primer problema que tuvieron que afrontar los miembros del Consejo de Gobierno fue el 
correspondiente a si la Asamblea que estaban convocando sería una ordinaria o 
extraordinaria. Según el mandato constitucional, las asambleas se convocaban como 
ordinarias si tenían el propósito de modificar la Constitución, recibir rendición de cuentas del 
gobierno o realizar otros actos normales, entre ellos efectuar nombramientos etc. 

                                                        
146 Los Secretarios de Despacho fueron Domingo Méndez Capote, Pablo Desvernine, José Antonio González Lanuza y 
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Sin embargo, se efectuaría asamblea extraordinaria se convocaría, según el texto 
constitucional cuando concluyera la guerra, para ratificar el tratado de paz del gobierno 
cubano con España o si los españoles evacuasen la Isla mediante acuerdo previo con el 
Consejo de Gobierno. 
Como puede verse, no se estaba ante ninguna de ambas situaciones. Pero la cuestión era 
todavía más complicada para los miembros del Consejo de Gobierno. En realidad el 
Protocolo Preliminar de Paz entre Estados Unidos y España había sido acordado apenas dos 
días antes de que se reuniera el Consejo de Gobierno, es decir, el 12 de agosto de ese año 
1898 y los miembros del Consejo ignoraban la existencia de dicho Protocolo, por lo cual no 
tenían ni sombra de información de que se estuviera ante un inminente tratado de paz, el 
cual por demás, no se suscribía entre España y Cuba, sino entre España y Estados Unidos 
sin intervención siquiera de Cuba. 
En tales condiciones parecía más aproximada a la realidad la inminencia de una evacuación 
del ejército español, todo lo cual aconsejó la convocatoria de una Asamblea extraordinaria, 
es decir, integrada por ocho representantes por cada Cuerpo de Ejército, de forma que se 
eligieron en total 48 representantes. La Asamblea fue convocada para reunirse el 10 de 
octubre de 1898. 
Ese 10 de octubre no pudo reunirse la Asamblea y en realidad vino a lograr el quórum y las 
condiciones de reunión el 24 de octubre, con 34 representantes. En esa sesión se constituyó 
oficialmente como asamblea extraordinaria, en Santa Cruz del Sur, aceptó la entrega de los 
poderes que le hizo el Consejo de Gobierno y se dio por enterada del Mensaje de dicho 
Consejo, acordado el día anterior 23 y fechado el mismo 24 bajo la firma de Bartolomé Masó. 
De ese modo se produjo el tránsito de los poderes del Consejo de Gobierno a la Asamblea 
de Santa Cruz del Sur, que en realidad vino a sesionar normalmente a partir del 7 de 
noviembre. 
Sin embargo, esa asamblea no podría nunca cumplir los preceptos constitucionales bajo 
cuya advocación se convocaba y sesionaba. Como dice con cierta pesadumbre Hernández 
Corujo, no tuvo entre sus funciones suscribir la paz, en ella, como hemos repetido, los 
cubanos quedaron excluidos; no fue tampoco una Asamblea Constituyente porque de sus 
deliberaciones no habría de salir ningún nuevo texto constitucional. Su triste misión quedó 
reducida en lo fundamental a tres tareas: ―a) licenciamiento del Ejército; b) nombramiento de 
una Comisión encargada de realizar gestiones ante el Gobierno de Washington en relación 
con el licenciamiento; c) creación de una Comisión Ejecutiva que debía salir de su seno.‖148 
La mencionado Comisión Ejecutiva, aprobada en la sesión del 9 de noviembre, fue integrada 
por cinco miembros con facultades ejecutivas para representar a la Asambleas ante el 
Ejército, empleados civiles y habitantes del territorio en poder del Ejército Libertador. Hay que 
señalar que incluso se le atribuyeron funciones que en realidad habían sido de la 
competencia del anterior Consejo de Gobierno, como aquellas relacionadas con el 
nombramiento y deposición de funcionarios públicos, expedición de pasaportes y 
salvoconductos y se le atribuyeron facultades para allegar recursos encaminados al 
sostenimiento del Ejército y llevar adelante, operativamente, el licenciamiento del ejército. No 
obstante, se nombró una Comisión Especial que debía relacionarse con el gobierno 
norteamericano en todo lo concerniente al licenciamiento del ejército.149 

                                                        
148 Hernández Corujo Enrique. Ob. Cit. Pág. 330. 
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Esa Comisión además tenía la misión de hacer gestiones para obtener la puesta en libertad 
inmediata de los prisioneros de guerra y presos políticos detenidos o expatriados por el 
derrotado gobierno español. 
Funcionando como si gozara de toda la autoridad del mundo, la Asamblea acordó el indulto 
pleno de todos los que estuviesen en ese momento sufriendo penas de extrañamiento, 
destierro o trabajos forzados. 
El 14 de noviembre la Asamblea acordó suspender sus trabajos en espera del resultado de 
las acciones de la Comisión Ejecutiva y de la Especial que había salido para el extranjero. 
Vuelve a funcionar la Asamblea el 15 de febrero de 1899 y se residencia en el Cano, 
Marianao, donde funciona hasta el 3 de marzo en que comienza a reunirse en el Cerro, 
donde se mantiene constituida hasta el 4 de abril de 1899 en que se disuelve. 
Durante su funcionamiento en el Cerro, la Asamblea afrontó el delicado problema del 
empréstito convenido con banqueros norteamericanos para subvenir el licenciamiento del 
ejército, cuyo empréstito provocó el violento choque de la Asamblea con el General en Jefe 
Máximo Gómez y la destitución de éste, por lo cual es importante conocer los hechos tal 
como se desenvolvieron. 
En sesión secreta de la Asamblea, efectuada el 6 de marzo de 1899 la Comisión encargada 
de sostener conversaciones con el Sr. Coen para lograr financiamientos especiales 
encaminados al repetido licenciamiento, se da a conocer el ofrecimiento de los banqueros 
yanquis. Se trata de que proponen facilitar un empréstito de 20 millones de dólares, y la 
Asamblea debía emitir una suma igual en Bonos que los banqueros norteamericanos 
comprarían al precio de 62 centavos por cada peso emitido. Los bonos serían pagaderos en 
20 años, y la asamblea se reservaba el derecho de amortizarlos todos o parte de ellos dentro 
de los primeros veinte años. Esos bonos devengarían un interés de un 5% pagaderos 
semestralmente en las ciudades de New York o La Habana, según opción de cada tenedor. 
Los intereses de esos Bonos empezarían a correr desde la fecha en que se recibieran los 
12,400,000 pesos de empréstito, es decir, que el inicial concebido en 20 millones se reducía, 
en realidad a sólo un poco más de 12 millones. 
En esas condiciones Máximo Gómez se opone firmemente a la suscripción de ese empréstito 
al cual califica de leonino. 
Las polémicas ente el Generalísimo y la Asamblea o la Comisión que analiza el empréstito se 
encrespan y se tornan virulentas. Algunos miembros de la asamblea califican a Gómez de 
rebeldía y desobediencia. 
Una Comisión que tuvo la misión de entrevistarse con el Generalísimo informó los detalles de 
su gestión, al tiempo que declaraba que las sumas convenidas eran insuficientes para 
afrontar el licenciamiento del ejército. Pero decía que ―La Asamblea considera indispensable, 
en este momento crítico para la Revolución y la paz y la prosperidad de la Isla de Cuba, 
requerir del General en Jefe del Ejército Cubano, su adhesión absoluta e inmediata a sus 
acuerdos, a fin de que éstos tengan la fuerza moral nacida de la unanimidad de opinión de 
todos los servidores de Cuba.‖150 
Pero las cosas no terminaron con ese llamado. De inmediato se conoció de una moción en la 
que un grupo de representantes acusaban a Máximo Gómez de desobediencia y 
menosprecio a los derechos y la dignidad de la Asamblea como poder supremo de la 
Revolución. En esas condiciones se produjo, el 12 de marzo y por mayoría, un acuerdo de 
destituir a Gómez como General en Jefe. 
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Sin embargo, cuando el pueblo conoció de ese acuerdo se expresó firmemente junto al vejo 
militar y repudió a la Asamblea, la cual no tuvo otra opción que disolverse el 4 de abril de 
1899. 
Como indica Carreras Collado, tanto la Asamblea como el viejo militar mostraron en estos 
hechos su falta de visión política profunda. Faltó, en efecto, una personalidad que permitiera, 
con sabiduría y autoridad, conciliar las posiciones indebidamente llevadas a los extremos. 
Creo que son totalmente acertadas las consideraciones que hace Carreras y me reduzco a 
transcribirlas: ―El Gobierno de los Estados Unidos jugó claramente con las necesidades del 
pueblo cubano. Utilizó su poder económico para destruir la unidad del Gobierno 
Revolucionario. Avivó viejas rivalidades para crear pugnar y estimular las pasiones 
personales. Los asambleístas cayeron en el lazo y exageraron la nota en los debates y 
ataques a Máximo Gómez. El Generalísimo actuó a impulsos de su carácter y en el ejercicio 
de una autoridad y un caudillismo indiscutible.‖ 151 
 
 
El licenciamiento del Ejército Libertador. 
 

Quizás todo el objetivo del Gobierno norteamericano animando las contradicciones políticas 
entre Gómez y la Asamblea del Cerro perseguía el esencial propósito de facilitar el 
licenciamiento del Ejército Libertador, fuerza política que quedaba exclusivamente –habiendo 
sido ya disuelto el Partido Revolucionario Cubano—como portadora del ideario consecuente 
de liberación y único aparato de cohesión de esos ideales en el abatido y famélico pueblo 
cubano. 
Cuba está empobrecida, los campos abandonados, desolados y sin cultivos; el hambre 
domina esos campos y partes importantes de las ciudades. El Ejército Libertador, 
desarmado, mal alimentado, sin equipamiento, sin fuentes de subsistencia es, sin embargo, 
la última llama que recuerda la augusta rebeldía y todos los esfuerzos norteamericanos se 
encaminan a alcanzar el total desmembramiento de esas fuerzas. 
Cuando la Asamblea del Cerro se disuelve, queda allanado el camino para que el Gobierno 
norteamericano pueda maniobrar libremente y así lo hace.  El licenciamiento se lleva 
adelante sobre la base de una donación de tres millones de dólares ofrecidos por el 
Presidente Mac.Kinley y aceptado, como contraparte cubana, por el Generalísimo Máximo 
Gómez. 
Esos tres millones se distribuyeron a razón de setenta y cinco pesos por cada soldado, 
cuando los mismos entregaran sus armas y equipos militares. Esa cantidad, por demás, sólo 
se pagaría a los que hubieran ingresado en el Ejército antes del 17 de julio de 1898 y 
soldados norteamericanos custodiaron las oficinas donde se producirían esas dobles 
entregas. Como evidencia de qaue los norteamericanos temían seriamente que las cosas no 
transcurrieran fácilmente hay que hacer notar que esas oficinas se establecieron en todeos 
los casos cerca de vías férreas, caminos de fácil acceso o puertos de mar, con el evidente 
propósito de tener asegurada la entrada de tropas y refuerzos si las cosas no salían del todo 
bien. Otra evidencia es que se dispuso que no podía concentrarse en cada momento más de 
un regimiento cubano y las armas entregadas se recogerían de inmediato por el ejército 
norteamericano y serían llevadas a los arsenales de Santiago y de La Habana. 
En mayo de ese año 1899 comenzó la entrega del dinero contra las armas y se llevó a cabo 
la triste disolución del Ejército Libertador. El 19 de mayo de ese año el General Gómez 
publicó un manifiesto en el que explicaba su conducta al pueblo de Cuba. 
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Ese viejo y glorioso ejército, que había luchado desde 1868 por la independencia de Cuba, 
era tristemente disuelto y en su lugar, no obstante que estaban en la Isla las tropas de 
ocupación norteamericanas, se empezó a organizar un nuevo cuerpo militar mercenario, que 
serviría fundamentalmente como cuerpo represivo en los convulsos años que vendrían para 
el país. El mismo Jefe de la Policía de New York vino a a organizar un cuerpo de policía en 
Cuba, a cuyo frente se puso a un hombre duro y de confianza, el General Mario García 
Menocal y rápidamente se formó también la Guardia Rural, sobre la cual hablaremos más 
adelante y todavía bajo el gobierno de José Miguel Gómez, entre 1909 y 1913 se fundó el 
Ejército Nacional permanente y la Marina de Guerra. 
 
 
Las ideas políticas y los partidos políticos en estos momentos de transición de Cuba 
hacia el estatus neocolonial. 

 
En esos tiempos de dramática transición que hemos bosquejado en los acápites anteriores 
naufragaron las más consecuentes ansías de genuina independencia política, libertades 
ciudadanas y seguridad social para los sufridos hijos de la Isla. 
Con toda la amargura, en una Proclama fechada 29 de diciembre del 1898 el Generalísimo 
Máximo Gómez decía que se encontraban los cubanos ante una nación, ―ni libre ni 
independiente todavía‖ 
Y en esas circunstancias se replegaban o perdían toda su importancia las viejas 
agrupaciones políticas y las anteriores ideas de ese orden. Ya el enfrentamiento no era entre 
los autonomistas, integristas, independentistas, anexionistas (aunque éstos tienen un claro 
resurgimiento en estos momentos) y reformistas en su sentido más lato. 
Nuevas consideraciones políticas se abrían paso en medio de otras circunstancias 
económicas, sociales y en un nuevo y difícil clima de contradicciones políticas inéditas. 
Es entonces en esas circunstancias que se produce también la organización de nuevos 
partidos políticos. Sin embargo, esas nuevas agrupaciones pudieron ser, esencialmente, a 
partir de la incalificable disolución del Partido Revolucionario Cubano. 
En efecto el Delegado Tomás Estrada Palma publicó una Circular en el periódico Patria, de 
21 de diciembre del 1898 en la que informó a los Cuerpos del Consejo, clubes y agentes del 
Partido Revolucionario Cubana la disolución de éste, al tiempo que declaraba su 
agradecimiento a todos los militantes, por su ayuda y su patriotismo. En ese sentido decía: 
―Habéis cumplido con lealtad el compromiso contraído. Habéis alcanzado el noble fin que 
perseguisteis: Cuba ha dejado de ser española, Cuba es independiente. El Partido 
Revolucionario Cubano, por tanto, ha terminado la tarea que se impuso.‖152 
El entreguismo pronorteamericano de Estrada Palma se expresaba en toda su extensión en 
esas palabras: Cuba no era ya española, pero contra lo que declaraba el nuevo delegado no 
era independiente, sino que caía bajo las garras del nuevo imperio; el Partido Revolucionario 
Cubano, lejos de lo que afirmaba Palma, no debía haber terminado la tarea que se impuso 
sino que hubiera tenido que afrontarla en nuevas y más complejas circunstancias históricas; 
pero era en esos momentos precisamente que se producía el criminal desmonte de aquel 
auténtico instrumento de la revolución cubana. 
Entonces quedaba abierto el camino a nuevos caudillismo, regionalismos, localismos, 
sentimientos políticos menores, pequeñeces de toda laya, nuevas consideraciones 
anexionistas y sobre todo, como una sombra de pesadumbre que caería durante más de 
medio siglo sobre Cuba, el conformismo, el derrotismo, la falta de aquella vieja soberbia y 
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gallardía que había conducido el alma beligerante de nuestros mambises y que sólo 
rescataríamos con el triunfo del primero de enero de 1959. 
En febrero del 1899 el General del Ejército Libertador Joaquín Castillo Duany pasaba a 
organizar el que llamaría Partido Federal, que tendría su sede en Santiago de Cuba. El 
carácter radical de este Partido se dejaba ver desde el primer punto de su programa inicial, 
en el cual se decía que era su fin ―Emplear todos los medios que conduzcan a la 
consecución de la independencia de Cuba, hoy accidentalmente ocupada por fuerzas de los 
Estados Unidos. 
Un partido que intentó organizarse pero no pasó de sus primeros pasos constitutivos fue el 
llamado Partido Republicano Federal Democrático de Santiago de Cuba. En el mes de 
mayo de ese año 1899 se crea en La Habana la que se llamó Liga Nacional Cubana, que 
tenía en la presidencia a Fidel G. Pierra y que devino ulteriormente Partido Nacional 
Cubano. Cuando todavía era la Liga se declaraba que su objetivo central era ―realizar los 

propósitos de la Revolución, obteniendo definitivamente la independencia de Cuba‖, con lo 
cual se reconocía expresamente que esa independencia no se había conseguido todavía. 
Ese Partido, devenido ya Partido Nacional, agrupó a prohombres y políticos conspicuos 
especialmente de La Habana y ganó pronto fama de ser un partido gubernista, oficialista. 
Hernández Corujo, quizás con demasiado ingenuidad dice al respecto que podía ser que sus 
contrarios políticos le calificaran de esa forma  por su acercamiento territorial con la sede del 
gobierno en La Habana y ― a otras causas, meramente de forma, que mantenían a muchos 
de sus máximos directores en buena y afectuosa amistad con el gobierno, aunque por su 
programa se puso como norma esencial de su organización y como guía necesaria para 
todos sus trabajos, el criterio de independencia absoluta de la nación, por la cual luchaban 
también, ya organizados, otros grupos políticos.‖153 
El 3 de abril se fundaba otro Partido, el Republicano de La Habana, con un programa casi 

igual al del Partido Nacional Cubano, lo cual evidenciaba que no había profundas 
plataformas políticas e ideológicas que separaran a unos y otros de esos nuevos partidos. 
Uno de los partidos más apegados al anexionismo, fundado en esos momentos de especial 
inestabilidad fu el llamado Partido Unión Democrática que agrupó desde su inicio a 
hacendados, intelectuales y hombres de la vida política que habían sido francamente 
autonomistas ( del antiguo Partido Liberal Autonomista), entre ellos y destacándose sobre los 
demás Eliseo Giberga y el  hacendado Atkins en Cienfuegos. Ese partido se mostró tan 
apegado desde su fundación a las directrices políticas del Gobernador Wood que el general 
Rius Rivera los calificó de anexionistas. 
Frente a esos partidos de indudable sello burgués el poeta cubano Diego Vicente Tejera 
alentó la fundación del que sería el primer partido socialista cubano. Su primero intento 
fundacional data del mismo 1899, pero en esa ocasión no pudo vertebrar la soñada 
organización socialista. En 1900 fundó el que llamó Partido Popular cubano pero éste 
tampoco alcanzó la membresía requerida. Sin embargo, la obra precursora de Diego Vicente 
Tejera y su ideario marcaría ya definitivamente los años y las luchas posteriores del 
movimiento socialista en Cuba.154 
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En sus ideas se mezclan concepciones propias del socialismo utópico, con el cual hizo 
contacto durante su tiempo de residencia en Francia, sino también ligeros atisbos del 
socialismo científico. Con ese sentido utópico declara que la lucha será ―por una 
transformación social por una recomposición de la familia humana de tal suerte, que por vez 
primera, los hombres se reconozcan fraternalmente como hijos de la misma Naturaleza que 
entre todos reparte bienes y males, placeras y penas por igual.‖Sin embargo, en otros 
momentos se transparenta un pensamiento político y social más beligerante, próximo ya a 
las leyes objetivas del desarrollo social que pusieron de relieve los clásicos del marxismo. En 
ese sentido dice en algún momento: ―Aquí vendrán grandes capitales, se crearán 
monstruosos trust que podrán explotar sin freno a nuestros obreros, pues nuestros débiles 
gobiernos nada podrán hacer que dañe en lo más mínimo el sacratísimo, el intangible interés 
americano. Lo sabrán nuestras clases trabajadoras hasta donde llegan las exigencias y 
caprichos del omnipotente dollar.‖155 
Esas agrupaciones partidistas y esas corrientes ideológicas estaban en consonancia con la 
estructura de clases que se había ido formando y se formaba en esos momentos en nuestra 
Patria. 
Bajo términos muy generales, superficiales y abstractos, pudiéramos indicar la formación de 
las clases sociales siguientes: una incipiente, poco madura y absolutamente dependiente 
burguesía nacional, que a su vez se dividía claramente en el sector industrial, de escaso 

desarrollo y la burguesía agrícola, especialmente dentro de ella la relacionada con la 
industria azucarera, es decir, la burguesía industrial azucarera. 
Esa burguesía, esencialmente cubana, proveniente de los antiguos hacendados criollos, 
compartía su poder económico y su influencia con ciertos sectores españoles que habían, 
pese a la guerra, logrado conservar sus industrias e inversiones. Sin embargo, lentamente 
ambos iban quedando rezagados frente al avance y el empuje del capital norteamericano, 
tanto en la industria cuanto en el sector azucarero. 
Dentro de esa incipiente y poco orgánica burguesía nacional  agrícola específicamente, 
que a su ve es necesario dividir entre la burguesía agrícola azucarera, devenida o formada 
por los viejos colonos, algunos de los cuales molían millones de arrobas de caña en cada 
zafra, los colonos medianos, que llegaban a moler sólo cientos de arrobas y los colonos 
pobres. Junto a esas capas estaba la burguesía agrícola no azucarera, formada por 

diversos grupos de empresarios, entre ellos tabacaleros, arroceros. Ese sector de la llamada 
burguesía nacional se formaba en muchos casos de arrendatarios capitalistas de la tierra, 
que explotaban mediante créditos bancarios con algunas técnicas productivas, en ocasiones 
avanzadas para la época y en ocasiones sumamente precarias y atrasadas.. Según Pino 
Santos, ―Dentro de la burguesía agrícola no azucarera habría que considerar, hasta cierto 
punto, a una parte de la oligarquía terrateniente latifundista.‖156 
Junto a esas clases o sectores hay que señalar la existencia de la burguesía comercial, 
fundamentalmente importadora, muy dependiente primero del capital y las influencias 
políticas de España y ahora totalmente dependiente de los Estados Unidos de Norteamérica. 
Debe señalarse también la burguesía financiera, que tuvo un pequeño auge en los 

primeros años de la república y quebró violentamente cuando la crisis financiera y económica 
de 1920. Junto a esos sectores de la eufemísticamente llamada burguesía nacional debe 
mencionarse también a una cierta burguesía urbana, rentista, propietaria de inmuebles 
dados en arrendamiento y que empezaba a mostrarse agresiva en las inversiones de 
parcelaciones nuevas e impulsos a nuevas construcciones. Como señala atinadamente 
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Oscar Pino Santos, este sector de la burguesía medró en importante medida ‖a la sombra de 
la corrupción gubernamental, donde también se generaba la camarilla del capital 
burocrático.”157 
Ciertamente, estos segmentos diferentes de la inconsecuente, inmadura y poco articulada 
burguesía nacional se relacionaban activamente entre ellos y existía más de un camino de 
recíprocas dependencias. Al mismo tiempo todos tenían un marcado sentido de dependencia 
–que crecía en cada momento—en relación con los financiamientos norteamericanos, las 
directrices y tendencias políticas del gran país del norte, los virajes y altibajos del comercio 
con Estados Unidos y otros particulares. 
Junto a esta clase con los segmentos que hemos señalado aparecía con fuerza de 
expansión la pequeña burguesía urbana, formada esencialmente por criollos o cubanos 

intelectuales, profesionales, pequeños comerciantes, artesanos, empleados, funcionarios que 
medraban de alguna manera. Esa pequeña burguesía urbana iba ganando en extensión y 
participación en la vida social y política como consecuencia del escaso desarrollo orgánico 
del capitalismo en Cuba y sus deformaciones derivadas del subdesarrollo que sufríamos 
como consecuencia de los años del coloniaje español y ahora se vería agudizado por la 
dependencia neocolonial con respecto a Estados Unidos. 
El campesinado era la otra clase social de presencia e importancia en el panorama 
económico y social de la Cuba de esos años de inicio del neocolonialismo. El campesinado a 
su vez podía dividirse fácilmente entre los que pudiéramos llamar campesinos acomodados, 
campesinos medios y campesinos pobres. Los primeros se aproximaban a la aristocracia 
terrateniente, se relacionaban económicamente con la burguesía agrícola, tanto azucarera 
como no azucarera, y desempeñaban un papel de aliento al conservadurismo político en el 
escenario de la lucha política en esos años. 
Los campesinos medios oscilaban entre sus tendencias de aproximarse a la riqueza y las 
crudas realidades de la competencia mercantil que los arrastraba constantemente hacia las 
filas del campesinado pobre. Finalmente los campesinos pobres, el sector posiblemente más 
maltratado, preterido y despreciado de nuestra sociedad, formado por precaristas, 
arrendatarios, aparceros, superficiarios y otras formas de dependencia semifeudal, sumidos 
en la miseria más absoluta, analfabetos, sin acceso a la salud pública, sin tierras que cultivar 
en la mayoría de los casos; arrojados constantemente a los caminos vecinales y las 
guardarrayas junto a toda su familia, en el más dramático cuadro del desamparo que sufrían 
las capas populares en Cuba en esos momentos. 
Por último estaban los trabajadores urbanos y agrícolas, los segundos esencialmente 
vinculados a la producción azucarera y tabacalera y los primeros formando los ejércitos 
nacientes del proletariado de la incipiente industria cubana. 
Es en ese proletariado en el que empiezan a germinar las influencias e ideas del anarquismo 
español primero, del socialismo utópico y finalmente del socialismo científico.  
Son esas clases las que alimentan los giros de las distintas corrientes ideológicas y las que 
marcan las contradicciones esenciales en esos años. 
Por supuesto, las cosas no pueden ser vulgarizadas y simplificadas. No es posible declarar 
que existen sólo las contradicciones entre explotados y explotadores. De hecho dentro de 
cada una de las clases apenas mencionadas se forman contradicciones internas ya su vez 
surgen esas contradicciones entre distintos segmentos o sectores de las clases 
explotadoras, como también surgen esas contradicciones entre el campesinado pobre y el 
medio, en ocasiones entre el campesinado y el proletariado, especialmente el agrícola  e 
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incluso entre distintos sectores obreros, puesto que uno de los propósitos primeros de los 
capitalistas es alentar las divisiones y fragmentaciones en el seno del movimiento obrero. 
Esas clases, sin duda, portan social e ideológicamente las tendencias reformistas, 
conformistas, las tendencias anexionistas y el aliento de liberación, tanto política como social 
dado que en Cuba, como hemos visto, el problema social cual se planteó en 1868 y se 
reformuló en 1895, no había quedado ni remotamente resuelto al concluir la guerra que debió 
ser de independencia. 
 
Las elecciones municipales de 16 de junio de 1900 y la Orden Militar 164 de ese año. 
 
Fueron parte de esas fuerzas sociales, de esas clases y algunos de esos partidos 
enunciados en el acápite anterior los que participaron en la primera elección municipal 
celebrada en Cuba bajo la ocupación norteamericana. La misma fue convocada por la Orden 
Militar 164 del año 1900 y estableció la convocatoria y los procedimientos para elegir a los 
Alcaldes, Tesoreros y Jueces Municipales por un año. Sin embargo, bajo las concepciones 
predominantes en la ocupación yanqui y la estructura de clases del país fue una convocatoria 
lamentable, con unas elecciones totalmente limitadas, al punto de que votó sólo el 7% de la 
población de la Isla. Según la mencionada Orden Militar 164 no tuvieron derecho al voto los 
que no sabían leer y escribir o no hubieran formado parte del Ejército Libertador o no 
poseyeran un capital de doscientos cincuenta pesos como mínimo. En esas elecciones el 
partido triunfador fue el gubernista Nacional Cubano, especialmente en La Habana; en 
Matanzas, Las Villas y Oriente triunfó el Partido Republicano. En todo caso ya empezaban 
los juegos electorales entre distintos partidos y sectores de la burguesía, con la exclusión del 
campesinado, los trabajadores y las capas humildes y explotadores de la población. 
 
Algunas disposiciones jurídicas inicialmente dictadas por el gobierno de ocupación 
norteamericano. 
 
La Enmienda Foraker. 
 
Fue una Enmienda introducida junto a otra Ley y aprobada por el Senado 
norteamericano, el 3 de marzo de 1899, a propuesta del senador norteño Joseph 
Benson Foraker, industrial del norte de los Estados Unidos, el cual, ante el 
oportunismo desatado en aquel país en relación con las riquezas cubanas, con muy 
buenas intenciones logró que se aprobara la Enmienda que decía que ―No se 
otorgarán concesiones de ninguna clase por los Estados Unidos ni por ninguna 
autoridad militar o de cualquier clase en la Isla de Cuba mientras dure en ésta la 
ocupación de aquellos.‖ 
Realmente era una disposición que pasó de contrabando en el Congreso de los 
Estados Unidos el senador Foraker y la misma estaba cargada de buenas intenciones. 
Realmente, en aquellos momentos, ante el jingoísmo que se había extendido en 
Estados Unidos y nobles sentimientos de solidaridad y amistad con el sufrido pueblo 
cubano, no faltaron norteamericanos que aspiraran a un trato leal y digno hacia 
nuestra patria. Como dice Carreras, ―El senador Foraker formó parte del pequeño 
grupo de políticos que quiso frenar la escandalosa situación que tomaba como motivo 
a Cuba para especulaciones y chantajes, a la vez que paraba a los que querían 
aprovecharse de privilegios y favoritismos personales.‖158 
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En su parte esencial la Enmienda aprobada en una votación de 47 contra 11, decía que 
―No se otorgarán concesiones de ninguna clase por los Estados Unidos ni por 
ninguna autoridad militar o de cualquier clase en la Isla de Cuba, mientras dure en ésta 
la ocupación de aquellos.‖ 
Sin embargo, la Enmienda Foraker quedó sólo como una buena intención que no tuvo 
aplicación real en país. 
 
 
La Orden Militar 62 de 1902. 
 
La Orden Militar 62 de 1902 aparentemente estaba encaminada sólo a disponer el 
deslinde y división de las haciendas, hatos y corrales, fueran éstos comuneros o no, 
cuya área no hubiera sido determinada en un deslinde anterior o no tuvieren área 
conocida por el deslinde de los fundos limítrofes. 
Sin embargo, lo importante es que esas determinaciones quedaron a manos de las 
autoridades judiciales y administrativas, sin derecho de apelación, y gracias a esas 
decisiones, sobre todo las administrativas, por motivo del analfabetismo, el 
semianalfabetismo y la ignorancia de los campesinos y las marañas de los abogados 
de las grandes empresas norteamericanas, miles de familias campesinas, 
especialmente comuneros, fueron despojadas de sus tierras y las mejores pasaron a 
manos de las empresas yanquis. 
Antes de la promulgación de esa Orden Militar no había obligación de repartir las 
haciendas comuneras y los deslindes, cuando se hacían era por la vía del 
procedimiento judicial ordinario, y de esa forma las decisiones judiciales tenían igual 
valor que aquellas a que se llegaba por acuerdo entre partes y acta notarial. 
La mencionada Orden 62 obligaba a los deslindes y a la repartición de las haciendas 
comuneras. Como la mayoría de los pequeños agricultores estaba ubicada en el 
interior de lasw haciendas comuneras tuvieron que pasar por los aludidos deslindes y 
en ellos, la mayoría de las veces perdieron parte importante de sus tierras o el total de 
ellas, a favor de las grandes empresas agrícolas norteamericanas. 
 
 
La Orden Militar 34 de 1902. 
 
 
La Enmienda Foraker no se cumplió ni remotamente y lejos de impedirse los negocios 
e inversiones desaforadas en Cuba éstas crecieron notablemente, como ya vimos un 
poco más arriba. Al mismo tiempo se otorgaron muchas concesiones, sobre todo 
mineras y  para la fabricación de ferrocarriles en Cuba.  
Como señalara el citado Jenks, pronto aparecieron los subterfugios legales para burlar 
la Enmienda Foraker. En ese sentido se apeló a darle una interpretación habilidosa a la 
frase de la Enmienda ―concesiones de ninguna clase‖ y se argumentó que en dicha 
oración o juicio no estaban incluidas las denuncias o pertenencias mineras y en 
consecuencia se inició la fiebre de inversión en minas. 
Jenks sigue señalando como se apeló a otra argucia en relación con las concesiones 
ferroviarias. Se descubrió que no quedaba prohibido comprar la tierra y construir 
sobre ella el ferrocarril y que si bien éste cruzaba carretas o ríos u otros cursos de 
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agua, eso no podía entenderse como una concesión, sino como simple ejercicio de la 
propiedad privada.159 
Ese es el camino asumido por el aventurero William Van Horne, que se empeñó y logró 
la construcción del ferrocarril que iba desde Santa Clara hasta Santiago, iniciando así 
la explotación ferrocarrilera, que de momento obligó a grandes inversiones e incluso 
sacrificios, pero que fue una fuente enorme de posteriores riquezas. 
Entonces la Orden Militar 34 se dicta con el objeto de armonizar y unificar todas las 
disposiciones vigentes sobre ferrocarriles en Cuba. Se colocaron los ferrocarriles bajo 
el control de una Comisión que podía y debía decidir sobre cuestiones tales como 
tarifas, concesiones, prohibiciones de nuevos ferrocarriles o vías y sobre todo lo 
relacionado con las expropiaciones, es decir, con todo aquello que correspondía al 
servicio ferrocarrilero bajo la noción de que éste era un servicio público.  
Al amparo de esa Orden Militar 34 las compañías ferroviarias quedaron autorizadas 
para construir muelles, caminos, vías, cruceros, cunetas, desagües, y todo lo 
necesario para el funcionamiento óptimo de los ferrocarriles y por ello se les dio todo 
el derecho de explotar y adquirir líneas telegráficas y telefónicas, ocupar cualquier 
parte de los bienes de dominio público y expropiar los de dominio privado que les 
fuera conveniente a sus intereses expansionistas. 
 
TEXTO DE HEDC. 
 
CAPÍTULO VI. 
 

LA CONSTITUCION DE 1901, LA ENMIENDA PLATT Y LAS PRINCIPALES 
DISPOSICIONES DEL GOBIERNO INTERVENTOR. 
 
La Convocatoria a la Convención Constituyente. El mensaje del Presidente Mc Kinley. 
 
El proceso que conduce a la Constitución de 1901 pasa por la previa convocatoria de 
la Constituyente y por la aprobación de la llamada Enmienda Platt que es adicionada a 
dicha Constitución, y a su vez todo se inicia con el Mensaje del Presidente 
norteamericano Mc Kinley, dirigido al Congreso con fecha 5 de diciembre del 1899. 
En dicho Mensaje queda explicitada la esencia de la posición política del gobierno 
norteamericano en relación con sus aspiraciones y planes en relación con el dominio a 
ejercer sobre Cuba.  
Mc Kinley dijo en esa oportunidad que ―Esta nación ha contraído ante el mundo una 
gran responsabilidad relacionada con el futuro buen gobierno de Cuba. Hemos 
aceptado un deber sagrado, cuyo cumplimiento exige la más severa honradez en los 
fines y el ejercicio del más alto grado de sabiduría. La nueva Cuba que ha de surgir de 
las cenizas del pasado, tiene que estar necesariamente ligada a nosotros por vínculos 
especiales de intimidad y fuerza, si es que ha de asegurar su perdurable bienestar. Si 
estos vínculos han de ser orgánicos o convencionales, es lo cierto que los futuros 
destinos de Cuba, de cierta forma y manera legítimos, están irrevocablemente unidos a 
los nuestros, pero sólo es dado al porvenir determinar hasta donde y en vista de los 
acontecimientos. Sea cual fuere el resultado debemos cuidar de que Cuba Libre sea 
una realidad y no un mero nombre; una entidad perfecta, y no un experimento ligero 
que lleva en sí los elementos del fracaso.‖ Seguía diciendo el presidente McKinley: ― 

                                                        
159 Me refiero al ya citado Leland H. Jenks. Nuestra Colonia de Cuba. Ed. Cit. 
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Nuestra misión, para cuyo cumplimiento le declaramos la guerra a España, no se 
cumple soltando una comunidad  débilmente organizada, para que le haga frente a las 
vicisitudes consiguientes a las potencias débiles, cuya riqueza y abundantes recursos 
naturales suelen compensarse mediante la deficiencia de su organización política y las 
coyunturas que se repiten para las rivalidades internas, que propenden a minar sus 
fuerzas y a disipar sus energías.‖160 
Con independencia de la pésima redacción de los párrafos transcriptos, lo cual ocurre 
en todo el Mensaje e incluso más allá del lenguaje elíptico que emplea el presidente, 
con el evidente propósito de velar algunas ideas o darles un sentido poco inteligible, 
con independencia, repito de todo ello, el texto citado deja claro lo lejos que andaba ya 
el pensamiento político norteamericano de la letra de la Declaración Conjunta. 
Ante todo queda clara la idea de que los Estados Unidos se consideran desde 
entonces árbitros de lo que considerarán o no, de manera irrevocable, ―un buen 
gobierno en Cuba‖. Esa manía de arbitrar en los asuntos internos de la Isla, como 
sabemos los cubanos, no ha dejado de estar presente ni un momento en el 
pensamiento del que se ha creído siempre amo del norte. Recientemente son las leyes 
Helms-Burtun y Torricelli las que se arrogan el derecho de decidir cuál es el gobierno 
que los Estados Unidos bendecirían en Cuba, como gendarmes de la política 
continental y supuestos dueños de nuestros destinos políticos. 
De igual modo queda clara la idea de que para el presidente Mc Kinley el destino de 
Cuba tenía que estar firmemente ligado al de los Estados Unidos por ―vínculos 
especiales de intimidad y fuerza‖ y que los destinos de Cuba ―están irrevocablemente 
unidos a los nuestros‖, es decir, a los de los Estados Unidos. Se arrogan, reforzando 
la anterior concepción de dueños y tutores, la responsabilidad de que Cuba sea una 
entidad perfecta, claro que bajo el concepto de perfección de los intereses 
imperialistas. No obstante que la Resolución Conjunta proclamaba que Cuba era, y de 
derecho debía ser libre e independiente, ahora, como ya venía haciéndose desde el 
Tratado de París, el presidente norteamericano declaraba al Congreso, 
desenfadadamente que la misión por la cual declararon la guerra a España no se 
cumple ―soltando‖ una comunidad débilmente organizada. 
Están proclamados ya los proyectos imperialistas, sus verdaderos fines, y en cierta 
medida se expresa la estrategia de la dominación imperialista. 
Como dice el profesor Julio Carreras, en el Mensaje se dice claramente lo que los 
Estados Unidos pretenden. ―Nada nos sorprende al estudiar los acontecimientos 
posteriores. Mc Kinley esboza la Enmienda Platt, sus fundamentos y alcance en el 
orden económico, político y militar.‖161 
Entonces, como consecuencia natural de la estrategia que se establece en el 
mencionado y citado Mensaje, se produce la promulgación de la Orden Militar 301 de 25 
de julio de 1900 mediante la cual el Comandante del Estado Mayor convoca a las 
elecciones para una convención constituyente. En ese sentido ordena que se 
produzca una elección general el tercer sábado de septiembre del 1900 para elegir a 
los constituyentistas, que se reunirían en la convención, en la Habana,  a las doce del 
día del primer lunes de noviembre del mismo año 1900. 
Según esa Orden Militar, esa Convención se reunirá ―para redactar y adoptar una 
Constitución para el pueblo de Cuba‖ y en ella se establecerán ya las bases y sentido 
de las relaciones entre Cuba y Estados Unidos. Obsérvese que en esa Orden Militar se 

                                                        
160 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Págs. 322-323 
161 Ibidem. Pág. 323 
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dice expresamente que la Constitución que rija para Cuba tendrá, ―como parte de ella 
proveer y acordar con el Gobierno de los Estados Unidos en lo que respecta a las 
relaciones que habrán de existir entre aquel Gobierno y el Gobierno de Cuba y proveer 
por elección del pueblo, los funcionarios que tal Constitución establezca y el traspaso 
del Gobierno a los funcionarios elegidos.‖ Véase que no se habla de posteriores 
acuerdos soberanos sobre el carácter y naturaleza de las relaciones entre los dos 
países, sino que dentro de la Constitución que Cuba se otorgue tendrían que quedar 
establecidas esas relaciones, lo cual es justamente lo que se persiguió y consiguió 
con la adición a la Constitución del 1901 del apéndice constitucional que supuso la 
Enmienda Platt. 
 

La Enmienda Platt. 
 
El apéndice constitucional conocido como Enmienda Platt fue concretamente, desde el 
punto de vista jurídico, una Enmienda que el senador por Connecticut Orville H. Platt 
presentó, el 25 de febrero, a una Ley ya elaborada y que iba a ser aprobadas por el 
Senado para ser posteriormente Promulgada por el presidente de los Estados Unidos, 
y cuya ley se refería al otorgamiento de créditos especiales para el sostenimiento del 
ejércit5o norteamericano hasta el final del año fiscal que concluiría el 30 de junio del 
2002. 
De hecho ya era extendida la práctica legislativa de pasar de contrabando algunas 
disposiciones problemáticas, introduciéndolas como enmiendas de otros cuerpos 
legales que ya estuvieran  prácticamente aprobados o que por su naturaleza no podían 
ser objeto de mayores debates o enfrentamientos. Todavía recientemente se ha 
apelado a igual procedimiento para pasar ante el Congreso norteamericano algunas 
leyes anticubanas. 
En la ocasión que estudiamos nadie se iba a oponer a la extensión de un 
financiamiento necesario al ejército hasta el final del año fiscal, y por eso se apeló al 
procedimiento de unirle, como una Enmienda—aunque nada tenía que ver una cosa 
con la otra—el proyecto que presentaba Orville Platt y en razón del cual se cumpliría lo 
solicitado por el presidente Mc Kinley en su Mensaje al Congreso y Cuba quedaría 
sujeta bajo apariencia legal al poderoso vecino del norte. 
Ahora bien, pese a que la famosa Enmienda lleva el nombre de Orville Platt, en 
realidad la paternidad de la misma no puede atribuirse al senador de Connecticut. 
Como ha dicho Emilio Roig de Leuchsenring la Enmienda tuvo aparentemente dos 
padres norteamericanos y un padrino cubano. Dice el historiador cubano que ―A tres 
eminentes personajes, dos de ellos norteamericanos y uno cubano, se les señala 
como los verdaderos autores o sugeridores de la Enmienda Platt: Eliu Root, James H. 
Wilson y Tomás Estrada Palma.‖162 
El aludido Leuchsenring se vale de las investigaciones realizadas por James Brown 
Scott, quien pone de manifiesto que el proyecto de lo que resultó después la conocida 
Enmienda fue preparado por el señor ―Root, como Secretario de Estado. Estaba 
contenida (la Enmienda) en todas sus partes esenciales en la carta del secretario Root, 

                                                        
162 Roig de Leuchsenring, Emilio. Historia de la Enmienda Platt. Editorial Ciencias Sociales. Instituto Cubano del Libro. 

La Habana, 1973. Pág.25. 

En realidad, como dice el mismo Leuchsenring, le paternidad de la Enmienda se ha atribuido a muchos políticos 

norteamericanos. Se ha dicho que la idea original es de James Monroe. Otros la atribuyen al Secretario de Estado John 

Quincy Adams y hasta no han faltado los que la llevan más hacia el pasado, haciéndola remontar a Thomas M. Jefferson y 

James Madison. 
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dando instruccion4es al general Wood, gobernador militar de Cuba, de fecha 9 de 
febrero de 1901.‖163 
Sin embargo, un publicista cubano llamado Jorge Roa, en artículo publicado en el 
Diario de la Marina de 9 de marzo de 1922, titulado Embriogenia de la Enmienda Platt,  
atribuye la paternidad de la misma al brigadier general James H. Wilson, gobernador 
militar que era cuando la evacuación de las tropas españolas en las provincias de 
Matanzas y Santa Clara. Según el periodista Roa, el general Wilson le hizo 
proposiciones concretas al Secretario de la Guerra, señor Root, en fecha 7 de 
septiembre de 1899, analizando la situación industrial, económica y social del 
departamento que estaba a su cargo y sugiriendo o proponiendo las medidas que 
constituyen la esencia de la posterior Enmienda. 
Lo cierto es que nacida en la inteligencia de Root o aprovechando éste las sugerencias 
de Wilson, ―Este importante documento, ( Se refiere a la carta del señor Root, dando 
instrucciones al general Wood, fe fecha 9 de febrero de 1901, la cual contiene en 
esencia los detalles de lo que es después la Enmienda Platt) que detalladamente da las 
razones para la propuesta enmienda, fue sometido al presidente McKinley, a su 
gabinete y aprobado por el presidente y sus consejeros, y aprobado en esta forma, fue 
entregado por el presidente McKinley, en presencia del Secretario de la Guerra, al 
difunto senador Orville H. Platt, de Connecticut, con objeto de que lo presentara al 
Congreso y se incorporara a la ley requerida para el traspaso de Cuba a sus 
habitantes. El senador Platt introdujo la enmienda como se le había pedido y figura 
anexa a la ley de 2 de marzo de 1901, titulada Ley concediendo créditos para el Ejército 
en el año fiscal que termina el 30 de junio de 1902.”164 
Y por supuesto, esa Enmienda contó con el padrinazgo del señor Tomás Estrada 
Palma que franqueó el camino no sólo a ese oprobioso documento, sino al todos los 
pasos de la dominación yanqui sobre Cuba. 
Sobre ese padrinazo espurio la primera denuncia contundente procedió de Manuel 
Sanguily quien denunció a Estrada Palma y sus maniobras intervensionistas en 
artículo publicado en El Fígaro, de 8 de octubre de 1922 y titulado Las inquietudes del 
alma cubana. En ese artículo Sanguily revela la carta que dirige Estrada Palma desde 
Nueva York, en 1ro de febrero de 1898 al comandante Andrés Moreno de la Torre, 
entonces secretario de Relaciones Exteriores, y en la cual le dice impúdicamente que 
―Las notas que semanalmente hago llegar a  manos del Presidente (McKinley) 
considero que contribuyen fuertemente a decidir su ánimo. Todas ellas se encaminan 
a demostrarle que, si bien el pueblo cubano no quiere por ahora la anexión a los 
Estados Unidos, que tampoco la necesita, está deseoso de que el Gobierno americano 
de algún modo venga a servir de garantía para la paz interior de nuestro país, de 
manera que la República de Cuba inspire confianza suficiente para que los capitalistas 
extranjeros se sientan alentados a invertir grandes sumas de nuestros bonos y a 
propender con su dinero al desarrollo de nuestras industrias y las empresas de 
utilidad pública‖165 
 
El proyecto de Enmienda se presentó a discusión en el Senado el 26 de febrero y fue 
leída íntegramente a petición del senador Morgan, el cual tuvo palabras llenas de 
dudas y precauciones en ese momento y en el debate posterior. 
                                                        
163 James Brown Scott. Cuba, La América Latina, los Estados Unidos. La Habana, 1926. Pág. 17 y siguientes. Citado por 

Roig de Leuchsenring e Ob. Cit. Pág. 26. 
164 James Brown Scott. Ob. Cit. Pág. 17. Citada también por Emilio Roig de Leuchsenring en Ob. Cit. Pág. 26. 
165 Roig de Leuchsenring. Ob. Cit. Pág. 31. 
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En esa primera ocasión dijo: ―La segunda enmienda es la que presenta una importante  
cuestión que jamás ha sido suscitada en el Congreso, hasta donde alcanza mi 
memoria, con referencia a nuestras relaciones extranjeras, a nuestras relaciones que 
surgen del Tratado de París. Yo entro en la discusión de esa enmienda con recelos y 
con timidez, por el motivo de que puede suceder que hasta lo que pueda decir ejerza 
alguna influencia desventajosa sobre los ánimos del pueblo de Cuba y quizás sobre 
los ánimos del pueblo de los Estados Unidos, y creo que ningún senador se 
aventurará a discutir esta enmienda sin sentir el mismo recelo.‖166 
El senador Morgan tuvo ante el senado norteamericano sorprendente y 
estremecedoras afirmaciones, absolutamente descarnadas, sobre el verdadero sentido 
de la Enmienda Platt. Según Morgan, las enmiendas contenidas en el proyecto Platt 
constituían un ultimátum legislativo al pueblo de Cuba; era tanto como decirle a los 
cubanos: ―Aceptad esto o la muerte, porque Cuba no puede resistir: aceptad esto y 
abandonad toda esperanza de un gobierno independiente, soberano, autónomo: 
aceptad esto y deponed vuestro orgullo nacional y de raza a los pies del anglosajón y 
dejad que os pisoteemos.‖ 
Cuando se refirió al tratamiento y la desconsideración hacia los cubanos dijo 
elocuentemente: ―Los tratamos como una turba de súbditos rebeldes de España, y 
cuando declaramos la guerra a España la declaramos contra todo hombre, mujer y 
niño en Cuba y en cualquier otra parte del reino español, haciendo por ley a cada uno 
de los hombres que constituían la titulada República de Cuba, el enemigo nacional de 
los Estados Unidos.‖167 
Pero no es ese sólo el documento comprometedor para el señor Estrada Palma, hay en 
realidad una copiosa correspondencia en que se revela como se convirtió en un corre 
ve y dile que luchó denodadamente por obtener el estatus neocolonial en nuestra 
patria. Apenas unos días antes de la carta antes citada, que denunció Sanguily, se 
dirigió, el 29 de enero de 1898 en una comunicación al señor Perfecto Lacoste, bajo el 
pseudónimo usado por este de René de Marimón, en la cual le decía cosas como las 
que a continuación transcribo: ―...Y es tanto más criminal la conducta de los cubanos 
que apoyan en estos momentos la dominación española en la Isla, cuanto que puedo 
asegurar a Ud. que está ya completo el plan hábilmente preparado por el gobierno de 
Washington para imponer la paz de Cuba sobre la base de la independencia con la 
garantía moral de los Estados Unidos, para asegurar la paz, y el orden, promover las 
inversiones de capitales americanos de todo género de empresas en la isla y 
desarrollar entre ambos países un comercio recíproco que afianzará la prosperidad 
interior de nuestro patria....Un medio hay que el presidente conoce, por el cual, sin 
necesidad de anexión, absolutamente, el gobierno de los Estados Unidos tendrá en la 
República de Cuba una intervención indirecta que servirá para imprimir moralidad a la 
administración de nuestra hacienda y para darnos crédito con los capitalista que nos 
presten su dinero.‖168 
Con esas paternidades y ese padrinazgo, el senado norteamericano discutió la 
Enmienda durante el día 26 y todavía el 27 de febrero y ese último día quedó aprobada 
, pasando entonces a la Cámara de Representantes, donde se discutió y también se 
aprobó sin modificaciones, en la sesión del 1ro de marzo. La enmienda fue de 
inmediato aprobada, es decir, promulgada por el presidente McKinley. 

                                                        
166 Citado por Julio Carreras Collado. Ob. Cit. Pág.324 
167 Roig de Leuchsenring, Emilio. Ob. Cit. Págs. 72 y 73. 
168 Roig de Leuchsenring. Ob. Cit. Págs.31 y 32. 
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La Enmienda era un triste documento en que quedaba plasmada la condición 
dependiente, semicolonial de Cuba con respecto a Estados Unidos. Algunos de los 
preceptos de aquel documento que muy pronto se convirtió en Apéndice de la 
Constitución de 1901 eran verdaderamente denigrantes para la soberanía y la dignidad 
del pueblo cubano. Especialmente quisiera significar algunos de esos preceptos, del 
cuerpo íntegro de la Enmienda que tenía una pequeña introducción y ocho 
disposiciones. 
En el primero de los artículos disponía que Cuba no celebraría ningún Tratado u otro 
convenio con nación extranjera que pudiera menoscabar su independencia. 
En el segundo se establecía que Cuba no asumiría ni contraería ninguna deuda pública 
sin permiso de los Estados Unidos. 
En el tercer apartado se disponía  nada menos que el gobierno de los Estados Unidos 
tenía el derecho de intervenir en Cuba, para la conservación de la independencia 
cubana y el mantenimiento adecuado de la protección de vidas y propiedades de 
ciudadanos norteamericanos. 
En el Cuarto se regulaba que se tendrían por válidos todos los actos realizados por el 
gobierno interventor durante su existencia y, en consecuencia, esos actos debían ser 
mantenidos y protegidos. 
En el Sexto, que la Isla de Pinos sería omitida de los límites propuestos para Cuba por 
la Constitución de 1901 y se dejaría lo relativo a  su soberanía para ser ello establecido 
en un Tratado futuro. 
En el Séptimo apartado, que el gobierno de Cuba arrendaría o vendería al de EE.UU. 
las tierras necesarias para carboneras o estaciones navales en ciertos puntos del país 
y finalmente en el Octavo, que todo lo allí dispuesto se consagraría en un Tratado 
Permanente posteriormente suscrito entre ambos países. 
Los apartados señalados de aquel horrible documento son los siguientes: 
                                                                     I. 
 
―Que el Gobierno de Cuba nunca celebrará con ningún Poder o Poderes extranjeros ningún 

Tratado u otro convenio que pueda menoscabar o tienda a menoscabar la independencia de 
Cuba ni en manera alguna autorice o permita a ningún Poder o Poderes extranjeros, obtener 
por colonización o para propósitos militares o navales, o de otra manera, asiento en o control 
sobre ninguna porción de dicha Isla. 
 
III. 
 
Que el Gobierno de Cuba consiente que los Estados Unidos puedan ejercitar el derecho de 
intervenir para la conservación de la independencia cubana, el mantenimiento de un 
Gobierno adecuado para la protección de vidas, propiedad y libertad individual y para cumplir 
las obligaciones que, con respecto a Cuba, han sido impuestas a Estados Unidos por el 
Tratado de París y que deben ahora ser asumidas y cumplidas por el Gobierno de Cuba. 
 
 
IV. 
 
Que todos los actos realizados por Estados Unidos en Cuba durante su ocupación militar, 
sean tenidos por válidos, ratificados y que todos los derechos legalmente adquiridos a virtud 
de ellos, sean mantenidos y protegidos. 
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VI. 
 
Que la Isla de Pinos será  omitida de los límites de Cuba propuestos por la Constitución, 
dejándose para un futuro arreglo por Tratado de propiedad de la misma. 
 
VII. 

 
Que para poner en condiciones a Estados Unidos de mantener la independencia de Cuba y 
proteger al pueblo de la misma, así como para su propia defensa, el Gobierno de Cuba 
venderá o arrendará a los Estados Unidos las tierras necesarias para carboneras o 
estaciones navales en ciertos puntos determinados que se convendrán con el Presidente de 
los Estados Unidos. 
 
VIII. 

 
Que para mayor seguridad en lo futuro, el Gobierno de Cuba insertará las anteriores 
disposiciones en un Tratado Permanente con los Estados Unidos.‖169 
 
Una vez aprobada la enmienda, el 2 de marzo, el Gobernador Militar General Leonard Wood, 
hizo llegar al doctor Domingo Méndez Capote, Presidente de la Convención Constituyente 
que en esos momentos estaba sesionando, la aprobación y promulgación de la nueva 
disposición. Empezaba entonces el amargo camino de su incorporación a la Constitución 
como  denigrante Apéndice. 
La Convención Constituyente de 1901. 

 
De conformidad con la convocatoria librada el 25 de julio del 1900, y a la cual hicimos 
referencia en el primer acápite de este Capítulo, la elección tuvo lugar en los distritos 
electorales, en proporción a la población de cada uno de ellos, según los datos del censo que 
se acababa de realizar. 
En ese sentido, Pinar del Río eligió 3 Delegados o convencionales; La Habana eligió 8; 
Matanzas 4 Delegados; Santa Clara 7; Puerto Príncipe 2 Delegados y Santiago de Cuba, 7 
Delegados. Esta convocatoria fue firmada por el Mayor J. B. Hickey, como Comandante del 
Estado Mayor. 
En razón de ello se efectuaron las elecciones el 15 de septiembre de ese año 1900 y a ella 
acudieron los distintos partidos políticos a que ya antes hicimos referencia. 
Sin embargo, es justo consignar que en mi opinión las posiciones ideológicas asumidas por 
los constituyentistas en las discusiones rebasaron los límites programáticos de los aludidos 
partidos, y dejaban ver tendencias mayores, corrientes de opinión más determinantes a las 
cuales me referiré un poco más adelante.170 
                                                        
169 Tomado del libro de Julio Carreras Collado y conciliado con la versión ofrecida por Emilio Roig de Leuchsenring en Ob. 

Cit. 
170 Los Delegados electos fueron los siguientes: Por Pinar del Río, en propiedad, Joaquín Quilez, Gonzalo de Quesada, 

Juan Rius Rivera; como suplentes, Antonio González Beltrán, Manuel de Jesús Manduley, Juan Ramón Villalón. Por La 

Habana, en propiedad Leopoldo Berriel, Miguel Gener, José Lacret Morlot, Emilio Núñez, Alejandro Rodríguez, Manuel 

Sanguily, Diego Tamayo y Alfredo Zayas; suplentes, José L. Castellanos, Carlos Fonts, Fernando Figueredo, Francisco 

Leyte Vidal, Gastón Mora, Federico Mora, Manuel S. Pichardo, Leandro Rodríguez. Por Matanzas, como propietarios, 

Pedro Betancourt, Luis Fortún, Eliseo Giberga, Domingo Méndez Capote; como suplentes Ernesto Castro, Eduardo Díaz, 

Juan A. Garmedía y Ramón Pagés Jiménez. Por Santa Clara, en propiedad, José B Alemán, José Miguel Gómez, Pedro 

González Lorente, José J. Monteagudo, Martín Morua Delgado, José Luis Robau, Enrique Villuendas, como suplentes, 
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Esos hombres elegidos en tan difíciles y comprometedoras circunstancias se reunieron el 5 
de noviembre del 1900 en el Teatro Martí, para dejar inaugurada solemnemente la Asamblea 
Constituyente de Cuba.171 
En aquel acto inaugural hizo uso de la palabra el señor Leonardo Wood, quien se dirigió a los 
convencionales con estas palabras, que creo que vale la pena transcribir: 
―Señores Delegados a la Asamblea Constituyente de Cuba: Como Gobernador Militar de la 
Isla, en representación del Presidente de los Estados Unidos, declaro constituida esta 
Asamblea. 
Será vuestro deber, en primer término, redactar y adoptar una Constitución para Cuba, y una 
ve terminada ésta, formular cuáles deben ser, a vuestro juicio, las relaciones entre Cuba y los 
Estados Unidos. 
Esta Constitución debe ser capaz de asegurar un gobierno estable, ordenado y libre. 
Cuando hayáis formulado las relaciones que, a vuestro juicio, deben existir entre Cuba y los 
Estados Unidos  el Gobierno de los Estados Unidos adoptará sin duda alguna las medidas 
que conduzcan por su parte a un acuerdo final y autorizado entre los pueblos de ambos 
países, a fin de promover el fomento de sus intereses comunes. 
Todos los amigos de Cuba seguirán con ahínco vuestras deliberaciones, deseando 
ardientemente que lleguéis a resolver con tino, y que, por la dignidad, compostura personal y 
cuerdo espíritu conservador que caracterizan vuestros actos, se patentice la aptitud del 
pueblo cubano para el gobierno representativo. 
La distinción fundamental entre un gobierno representativo y uno despótico consiste en que, 
en el primero, cada representante del pueblo, cualquiera que sea su cargo, se encierra 
estrictamente dentro de los límites definidos de su mandato. Sin esta restricción no hay 
gobierno que sea libre y constitucional. 
Conforme a la orden en cuya virtud habéis sido electos y os encontráis aquí reunidos, no 
tenéis deber de tomar parte en el gobierno actual de la isla y carecéis de autoridad para ello. 
Vuestros poderes están estrictamente limitados por los términos de esa orden. 
Leonardo Wood. 
Mayor General y Gobernador Militar‖.172 
A renglón seguido, el Sr. Wood pronunció un breve discurso, en inglés, el cual tuvo que ser 
traducido por Enrique José Varona. El cubano enfatizó que ―El General dice, como habéis 
visto, que las relaciones, o la fórmula de relaciones, entre Cuba y los Estados Unidos será 
completamente distinta de la redacción de la Constitución cubana.‖ 
Para seguir dejando bien claro quien mandaba en aquel escenario, el General Wood designó 
presidente accidental al Secretario de Estado y Gobernación, el cual, con un tono 
lamentablemente abyecto declaró que ese acto era ―el más solemne, más grandioso que 
realiza el pueblo cubano, en el cual se coronan todos los sacrificios y todos los esfuerzos  
pueblo por la independencia de su patria.‖173 

                                                                                                                                                                                              

Antonio Calvo, Agustín Cruz, Fernando Escobar, Pablo Lazcano, Federico Laredo Brú, Rafael Martínez Ortiz, Hugo 

Roberts. Por Puerto Príncipe, en propiedad Salvador Cisneros Betancourt, Manuel R. Silva, como suplentes Octavio 

Freyre y José R. Xiqués. Por Santiago de Cuba, en propiedad, Antonio Bravo Correoso, Joaquín Castillo Duany, José 
Fernández de Castro, Juan Gualberto Gómez, Rafael Manduley, Rafael Portuondo, Eudaldo Tamayo; como suplentes, 

Ángel Clarens, Agustín Cebreco, Francisco Chávez Milanés, Manuel Fuentes García, José N. Ferrer, José R. Torres y 

Eduardo Yero. 
171 Julio Carreras sitúa ese acto inaugural en el Teatro Martí, antes llamado Irijoa donde sin lugar a dudas se celebraron las 

sesiones de la Constituyente. Sin embargo, Hernández Corujo habla del acto inaugural en el gran Salón de Actos del Teatro 

Payret. 
172 Tomado de Enrique Hernández Corujo. Ob. Cit. Págs. 346-347. 
173 Ambas citas tomadas de Hernández Corujo, Enrique. Ob. Cit. Pág. 347. 
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Después se eligió la mesa de edad y todavía posteriormente la mesa definitiva 174y con ella 
en la presidencia todos los Delegados prestaron juramento ante el Presidente del Tribunal 
Supremo.175 
A partir de ese momento, en aquel primer día de sesiones todo discurrió dentro de puras 
tramitaciones sin trascendencia al fondo de los debates que comenzarían en días 
subsiguientes. 
Ahora bien, quedaba claro que los constituyentistas tenían determinadas y exactas funciones 
que les habían sido estrictamente conferidas por el interventor yanqui. Esas atribuciones 
tienen que ser incluso admitidas por un hombre conservador como Hernández Corujo, quien 
reconoce que la Asamblea estaba obligada a tres tipos de atribuciones, a saber: a) redactar y 
adoptar una Constitución para Cuba; b) ―como parte de ella proveer y acordar con el 
gobierno de los Estados Unidos, en lo que respecta a las relaciones que habrían de existir 
entre aquel gobierno y el gobierno de Cuba‖176 y c) proveer por elecciones los cargos del 
nuevo gobierno y determinar el traspaso al mismo de sus funciones y facultades. Wood había 
dejado bien claro, en el discurso inaugural que hemos trascripto, que los convencionales 
estaban inhabilitados para tomar parte en el gobierno que se estableciera. 
En realidad la Convención afrontó ese mandato tan expreso en tres períodos de su 
trabajo legislativo y político: en el primer período discutió y redactó la Constitución, 
entre el 5 de noviembre en que inició sus trabajos y el 21 de febrero del 1901. En un 
segundo período, que de hecho tuvo antecedentes en la sesión de 11 de febrero de 
1901 y se extendió completamente después de redactada la Constitución hasta el 12 
de junio del mismo año 1901 aprobó las espurias relaciones con los Estados Unidos 
aceptando la Enmienda Platt como apéndice constitucional. Un tercer período, en el 
que proveyó las elecciones, corre entre el 2 de julio y el 9 de septiembre de 1901. 
 
 
Los debates de la constituyente. 
 
Por supuesto que en una obra como la presente no podemos analizar al detalle los 
largos y en ocasiones enconados debates que se produjeron durante esos tres 
períodos de la labor de los constituyentes, especialmente en los dos primeros 
momentos antes enunciados. Sin embargo, creo que será necesario decir dos palabras 
sobre las posiciones partidistas de ideológicas que se sostuvieron en la Constituyente 
y las principales polémicas que vibraron en su interior. 
Ante todo, como decía más arriba, en el seno de la Constituyente se sentaron 
representantes de los partidos que existían en ese momento y a los cuales ya hemos 
hecho referencia. Quisiera recordar la presencia del Partido Nacional, del Republicano 
Federal, del Partido Unión Democrática, con un único delegado, el señor Giberga. 
Matices más o menos, el Partido Nacional, absolutamente gubernamentalista, como ya 
indicamos más arriba, tuvo importancia electoral y de él se dijo incluso que había 
pretendido copar a la Convención. Frente al partido Nacional, el Republicano Federal, 

                                                        
174 La Mesa Presidencial definitiva estuvo integrada por Méndez Capote como Presidente; Vicepresidentes Rius Rivera y 

González Llorente y Secretarios Villuendas y Alfredo Zayas. 
175 El texto del juramento fue el siguiente: “Nosotros, los Delegados electos por el pueblo cubano para la Convención 

Constituyente Nacional juramos o prometemos desempeñar fielmente los deberes de nuestro cargo. Renunciamos pública y 

solemnemente a toda fidelidad prestada o pacto contraído directa o indirectamente con cualquier Estado o Nación; jurando 

la soberanía del pueblo libre e independiente de Cuba y acatando la Constitución que esta Convención adopte, así como el 

gobierno que por ella se establezca.” 
176 Hernández Corujo, Enrique. Ob. Cit. Pág. 349. 
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que se había originado en Las Villas se mostraba en un inicio como partido radical, 
hablaba un ardoroso lenguaje independentista y de culminación de los objetivos de la 
revolución, se enfrentó a los intentos de maniobras electorales que condujeran a 
copar la Convención y se inclinó, al menos en su retórica electoral, por la 
descentralización política y administrativa. Frente a esos dos partidos, que de alguna 
manera agrupaban a elementos que procedían de las filas de la revolución, se formó el 
Partido Unión Democrática, que recogía a los viejos autonomistas, muchos de los 
cuales habían sido contrarios a la independencia de la Isla y en estos momentos con 
francas tendencias anexionistas y de apoyar el protectorado yanqui. En realidad, en el 
curso de los debates, advirtiendo que sus viejas ideas autonomistas estaban 
condenadas y acorraladas incluso frente al pensamiento de los más conservadores, 
adoptaron una posición más conciliadora y se postularon por una independencia bajo 
protección americana. 
El mejor resumen de esas posiciones y esos virajes son las palabras del propio 
Delegado Giberga en la Convención, aclarando el sentido original y el rumbo en esos 
momentos de su partido. Decía Giberga: ―Ayer unos, más o menos, aspiraban a la 
independencia, otros más o menos, la combatimos. Pero la división cesó: llegó el 
momento en que, caída la soberanía de España, y siendo imposible la realización de la 
aspiración política que nosotros los opuestos a la independencia acariciábamos, 
formamos juntos, los hombres que del pasado veníamos y otros que nacieron de la 
revolución, un nuevo partido de carácter conservador, que al levantar bandera anunció 
que se ponía al servicio de la causa de la independencia, a cuya aceptación 
impulsaban los acontecimientos a lo que de ella habían sido adversarios.‖177 
De hecho se produjo, antes de la convención, durante ella, en su interior y en todo el 
ámbito político del país una polarización y radicalización ideológica casi absoluta. De 
un lado quedaron los plattistas, los anexionistas, los que con uno u otro matiz, bajo 
tales o más cuales argumentos, defendían la presencia norteamericana y el 
protectorado, y de otro lado los independentistas, también más o menos radicales, 
más o menos a la izquierda en los distintos elementos en polémica, pero todos unidos 
en el ideal de independencia y libertad política. 
Entre esas voces radicales, tanto en la constituyente como en todo el entorno están y 
se destacan las de Juan Gualberto Gómez, Manuel Sanguily, Enrique Collazo, Julio 
César Gandarilla, Bartolomé Masó, Juan Rius Rivera, Salvador Cisneros Betancourt y 
otros más que traen de la manigua libertadora los más puros e indoblegables ideales. 
Frente a ellos se agrupan los que, como dice Carreras, se atrincheraban en el Diario de 
la Marina y junto a los comerciantes españoles gestionaban todas las formas de 
dependencia y protectorado, es decir, cualquier camino anexionista. 
Como caracterización de esas posiciones anexionistas y pro yanquis quisiera 
mencionar únicamente la sostenida por el señor José Antonio González Lanuza. 
Lanuza deja claras sus posiciones en una carta que dirige a Manuel Sanguily, en fecha 
21 de abril del 1901, respondiendo negativamente a una invitación que este último le 
hace para participar en una reunión política y argumenta entonces los motivos de su 
desistimiento: ― porque el partido que hoy va a aprobar definitivamente su programa 
tiene dos afirmaciones capitales: primera: que la intervención americana debe cesar 
en Cuba lo antes posible (cuanto antes mejor) y Segunda: que en este país debe 
constituirse en el mas breve plazo, un Estado soberano, cuya soberanía, completa, 

                                                        
177 Citado por Hernández Corujo, que lo toma del Diario de Sesiones de la Constituyente. Hernández Corujo Enrique. Ob. 
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total no esté sometida a ninguna limitación. Estas dos afirmaciones se caracterizan 
por los adjetivos inmediata y absoluta que el Partido aplica a la independencia de Cuba 
considerada como un ideal‖ Pero González Lanuza dice rápidamente que no está de 
acuerdo con esa independencia y soberanía, inmediata y absoluta. Afirma que ―creo 
que la intervención, de hecho, ha de durar más que lo que el partido desea y los 
mismos interventores dicen; y entiendo que, para el bien de Cuba, es conveniente que 
dure un poco más.‖ Enseñando la subestimación a los valores de los cubanos y la 
baja estima que tenía de nuestras capacidades cívicas, Lanuza continúa que las cosas 
andarán muy mal si cuando, constituida la ―República de Cuba, no queda sobre ella la 
presencia moral de los Estados Unidos y no nos colocamos por cierto tiempo en 
condiciones de tener que contar con su concurso para algunos actos trascendentales 
de soberanía‖178 
Otros hombres incluso honestos como Enrique José Varona se dejaron ganar en 
aquellos duros momentos por la visión pesimista y el fatalismo político y geográfico. 
Varona también dirige una carta el 21 de agosto del 1900 al presidente del Partido 
republicano de Puerto Príncipe donde le reitera su propósito de no participar en la 
Convención Constituyente. Afirma en esa carta que ―Lejos de creer yo, como muchos 
hombres prominentes de la revolución, que la intervención americana ha sido una 
sorpresa, la he considerado siempre como resultado inevitable de todos los 
antecedentes de la situación en que nos encontrábamos en la primavera del año 98.‖ 
Para Varona la presencia americana en Cuba era inevitable desde la época de Grant y 
que la misma era el resultado de que Cuba no había podido ganar absolutamente la 
guerra a España y ésta última no había tenido sagacidad para retirarse oportunamente 
de la contienda bélica. Afirma que la intervención americana fue oportuna porque 
gracias a ella la furia española y la desesperación cubana no convirtieron a Cuba en 
un yermo sembrado de escombros y cadáveres. Afirma tristemente aquel viejo sabio: 
―Los Estados Unidos han salvado a Cuba para la civilización y la humanidad; y éste 
que es un título eterno a nuestra gratitud, les da, a los ojos del mundo, y en el estado 
actual de esas relaciones que se amparan del nombre de Derecho Internacional, un 
título, que ninguna potencia le disputará, a considerarse parte de la constitución de 
nuestro gobierno definitivo.‖179 Enorme ingenuidad, terrible falta de percepción 
política, pesimismo absoluto, desprecio poco callado de nuestras capacidades y 
nuestros valores. 
Pero en esa polarización de fuerzas políticas, salvadoramente, predominaron las de la 
independencia y lo que es más importante: las masas populares asumieron con total 
fervor la lucha por la independencia verdadera y contra el apéndice constitucional 
impuesto por el gobierno imperialista de los Estados Unidos. 
Casi resumiendo ese panorama político, Manuel Sanguily dijo: ―Con el Partido 
Demócrata vamos directo a la anexión, con el Partido Republicano vamos directo a la 
intervención.‖180 
En cuanto a los debates mismos vale la pena recordar que el primero se produjo en 
torno a quién debía recibir el juramento de los convencionales y algunos afirmaban 
que debían ser las autoridades interventoras yanquis,  en tanto otros defendían que 
fuera el presidente del Tribunal Supremo. Quiero destacar, como lo hace Carreras, las 
afirmaciones en esa oportunidad del siempre radical Salvador Cisneros Betancourt, 
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Marqués de Santa Lucía, quien dijo: ―Ahora bien, con respecto a si se debe hacer el 
juramento de este o el otro modo, no entraré a discutirlo, pero siento mucho que 
nosotros mismos andemos buscando siempre al Interventor para que nos guíe. Yo 
creo que el Interventor no tiene nada que hacer aquí, puesto que nos ha dejado para 
que podamos proceder libremente.‖181 
De inmediato se produjo una discusión interesante ante una propuesta o moción del 
Delegado Martín Morúa Delgado, quien sostuvo que las discusiones debían ser 
secretas. El novelista sostenía este criterio en el diagnóstico que hizo sobre lo que 
consideraba que iba a ser el comportamiento de los debates. Afirmaba que, a su juicio, 
un número de ellos, que quizás no pase de siete, no tomaría parte en los debates, no 
abriría la boca, a menos que se les aluda muy personalmente. Otro grupo, igualmente 
en torno a siete, seguía diciendo Morúa, intervendrán en asuntos muy determinados, 
específicos, en los cuales tienen intereses o criterios muy bien formados, y finalmente 
entre 4 y cinco se reobran todos los debates e intervendrán constantemente. Parece 
que Morúa estaba impresionado por lo que Carreras llama la pirotecnia verbal que 
había imperado en la Asamblea del Cerro y que convirtió aquellos debates en 
encendidos discursos donde faltó muchas veces la cordura, la sensatez y la 
mansedumbre o el desprendimiento necesarios. 
Sin embargo, la propuesta de Morúa iba contra los más altos intereses populares 
puesto que el pueblo quería y tenía derecho a saber lo que se discutía en la 
Convención y hubiera carecido de sentido suponerse servidores del pueblo y debatir 
los asuntos esenciales de la patria en cónclave, a espaldas del pueblo soberano e 
incluso guardándole secreto de lo que se pensaba y decía en tan importante reunión. 
Ganó, por suerte, la posición de que los debates fueran públicos. 
A partir de ello uno de los puntos a debatir más interesantes y de sutiles 
enfrentamientos fue el proyecto de respuesta a Leonardo Wood que redacta Juan 
Gualberto Gómez. La esencia de esa respuesta se encuentra en que, según el sutil 
discurso de Gómez, la Constitución no debe regular las relaciones entre Cuba y los 
Estados Unidos, lo cual debe ser decisión soberna del gobierno que quede constituido 
en la República. Gómez está buscando, con enorme astucia, que no se incluya la 
enmienda Platt a la Constitución y se declare a Cuba soberana y sin limitaciones, de 
modo que el gobierno electo tenga las manos libres para concertar el carácter de las 
relaciones con Estados Unidos. Los norteamericanos advierten la sutil maniobra 
dilatoria y escapatoria y también los plattistas que se sientan en la Convención. Se 
traban los debates y finalmente, en medio de muchas peripecias, la moción de Gómez 
es tristemente rechazada. Como dice Carreras, con esa respuesta se inicia la lucha 
entre la inteligencia, representada por Juan Gualberto y la fuerza, el poder de los 
brutos, representada por Estados Unidos. Afirma Julio Carreras que nada fue fácil para 
los yanquis en aquellos contextos: ―Desde el primer día comenzó a enfrentarse el 
expansionismo con el civismo mambí. Los cubanos pican al animal como la avispa, 
sin piedad y con toda fuerza, aunque no lo puedan rendir.‖182 
Otro de los primeros debates se trabó en torno a la invocación al favor de dios que se 
proponía en el Preámbulo de la Constitución, En realidad para muchos aquella fue una 
discusión inesperada, mucho más que en ninguna de las constituciones mambisas se 
había suscitado un asunto semejante. 
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Como dice Carreras, es más curioso y hasta asombroso que las fuerzas 
conservadoras introdujeran esa invocación y aceptaran un debate sobre las 
posiciones de fe religiosa, de hecho entre el catolicismo y las posiciones liberales 
cuanto que estaba muy fresca en la memoria colectiva la presencia de la jerarquía 
Católica respaldado la dominación colonial española. 
Trabado el debate, el mismo rebasó inqueridamente los límites de la invocación a dios 
en el Preámbulo; Salvador Cisneros Betancourt se declaró ateo y aprovechó para 
cargar contra algunas autoridades eclesiásticas, entre ellas el Obispo Sbarreti. Alfredo 
Zayas declaró apasionadamente que no aceptaría ningún dios en la vida política de 
Cuba y tampoco su mención en la Constitución;  pero otros delegados como González 
Llorente proclamaron su fe religiosa y su adhesión a los principios del catolicismo. 
Con un cierto misticismo panteísta o deísta, Manuel Sanguily sintetizó un poco la 
posición que arrastró a votar favorablemente la famosa invocación a dios. Decía el 
patricio cubano: ―Dios es, al fin y al cabo, el símbolo de aquel bien que va realizándose 
con nosotros, contra nosotros, a pesar de nosotros, ahora, en el pasado y en el 
porvenir.‖183 Y postula que se invoque ese símbolo como medida de la esperanza y el 
propósito de bondad del pueblo cubano. 
Una polémica importante y no siempre debidamente valorada fue la que se estableció 
entre el carácter más o menos centralizado o descentralizado de la forma del gobierno 
cubano que se aprobaría. 
En realidad, cuando se debatía sobre la mayor o menor autonomía de los gobiernos 
provinciales y municipales y algunos calorizaban una evidente descentralización, 
estaban asumiendo una posición en la que se transparentaba el temor al autocratismo 
de una gran centralización en el nivel nacional del poder estatal y, a su vez, dentro de 
ese nivel, en el órgano ejecutivo. Algunos historiadores, entre ellos Carreras Collado, 
han atribuido ese temor  alas experiencias de los poderes enormes, caudillistas, de los 
órganos ejecutivos, que se había extendido en algunos países de Sudamérica. Sin 
negar que ello pueda haber sido un referente, mi opinión es que los convencionales 
nuevamente se dividieron en función del problema central, es decir, la influencia de los 
Estados Unidos en nuestros destinos cívicos. La Constitución norteamericana, con 
enorme influencia de Hamilton, había introducido lo que ulteriormente se ha llamado 
en la Teoría del Estado y del Derecho modelo republicano presidencialista, con un 
exacerbado poder del presidente. Los admiradores de los Estados Unidos querían 
copiar ese modelo –como lo lograron—y hacer de Cuba un país presidencialista. Los 
que querían tomar distancia de aquellas prácticas de autoritarismo pretendían una 
mayor descentralización, con más autoridad y poderes en los niveles provinciales y en 
los tradicionales niveles municipales. Esa fue, especialmente, la posición sostenida 
por el Delegado Manduley, quien defendió la descentralización y aseguró que no 
peligraba la unidad nacional porque las provincias tuvieran cierta autonomía y 
defendió que la autonomía relativa o descentralización era una necesidad para el 
equilibrio de la administración de un país. Sintetizando esto y el resultado de los 
debates, Julio Carreras dice con su gracia habitual: ―Al seguir el ejemplo yanqui 
crearon un cargo a la cabeza de la gobernación parecido al de un rey sin corona 
porque el Presidente de la república podía hacerlo todo. Nombraba jueces, presidía el 
Congreso por intermedio del Vicepresidente, suspendía las garantías constitucionales 
y presidía elecciones en las que era candidato o patrocinaba a un candidato.‖184 
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Otro de los puntos de debate fue el referido al otorgamiento de la nacionalidad por 
naturalización, en cuyo problema estaba implicada la situación de los españoles que 
habían emigrado a Cuba y que seguían emigrando dadas las duras condiciones 
económicas de la península ibérica y la crisis económica y social que provocaba la 
derrota de España en el conflicto bélico con Estados Unidos.  
En esta problemática se mezclaban varias posiciones e intereses. De un lado los 
grandes comerciantes españoles, los que habían incluso medrado como negociantes 
durante la colonia, ahora aupaban la intervención norteamericana como una garantía 
para sus negocios y su estabilidad económica. Estos elementos gozaban de influencia 
entre los demás representantes del intervensionismo yanqui. Junto a ellos estaba una 
masa de emigrantes españoles pobres, que nada habían tenido que ver con el 
despotismo colonial y muchos de los cuales incluso no ocultaban demasiado sus 
simpatías con la causa independentista de los cubanos.  
Este problema quedó resuelto mediante una norma en la que los españoles que no 
hicieran declaración expresa de su voluntad de conservar la nacionalidad española, se 
les consideraría como ciudadanos cubanos. 
Otro de los problemas que fue objeto de singulares debates, estrechamente 
relacionado con el de la invocación a dios en el Preámbulo de la Constitución fue el de 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado, la cual, pese al conservadurismo reinante en 
aquel foro, se postuló por la división entre ambos organismos de la vida social. 
En cuanto al problema del sufragio, pese a las declaraciones sobre su carácter 
universal, lo cierto es que no fue así puesto que sólo tenían derecho al voto los 
hombres, con lo cual, como dice Carreras, la mitad de la población cubana quedaba 
invalidada políticamente. 
Aquí predominaron los prejuicios epocales, e incluso hombres avanzados como 
Manuel Sanguily se postularon por el aplazamiento de ese derecho y la mezquina 
consideración de que las mujeres alcanzarían su madurez durante el siglo XX que 
acababa de empezar. Creo que las palabras de Julio Carreras son insustituibles al 
respecto. ―Y las mujeres que lucharon codo a codo en la manigua junto a los hombres 
no podrían ocupar un renglón en las listas de candidatos a cargos electivos. Los 
delegados marginaron de la vida pública a las mujeres que descargaron armas en las 
expediciones llegadas por el Occidente, a las mujeres de las prefecturas, a las que 
cavaron trincheras en Cacarajícara, a las que ampararon niños y  heridos, a las que 
dieron su vida como Isabel Rubio,  a las que foguearon el plomo como la capitana 
Adela Azcuy, a las que no temieron a los soldados españoles como Atanasia 
Sauvall.‖185 
Algunos constituyentistas, sin embargo, fueron bien claros como es el caso del 
Delegado Gener, quien afirmó que ―De acuerdo con el verdadero progreso político de 
nuestros tiempos, debiera reconocerse también como se ha reconocido en otros 
países el derecho electoral a la mujer. No distingo entre el hombre y la mujer cuando 
se trata de conceder un derecho político, el voto electoral.‖186 
 
Este no fue el único motivo de polémica en la Constituyente en relación con el voto. 
Una vez excluidas las mujeres se abrió el debate en torno a su amplitud y los 
requisitos a exigir para su ejercicio. La tendencia que auspiciaron los interventores 
norteamericanos fue la de reducir el voto sólo a los que sabían leer y escribir, con lo 
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cual se separaría la Constitución de las tradiciones de Guáimaro, Jimaguayú y la Yaya, 
sencillamente porque Cuba era un país eminentemente campesino, con un por ciento 
abrumador de analfabetos y su exclusión de los derechos electorales era tanto como 
poner la vida cívica en manos de los emigrantes que eran alfabetizados y decidirían 
entonces cualquier votación en una proporción superior al 50%. 
Algunos convencionales, totalmente conscientes de lo que se estaba discutiendo 
defendieron sin embargo, con razones baladíes el voto selectivo de los alfabetizados. 
Pero fueron desenmascarados. Vale la pena recordar las palabras del General Alemán, 
quien dijo que ―Me dirán que no debe votar nadie que no sepa leer y escribir. Detrás 
está la mano del interventor que no quiere otorgar el sufragio a las masas, le teme. 
Sabe que hay un sentimiento de hostilidad antinorteamericana en las masas. Que el 
pueblo que ha terminado la Guerra quiere la Revolución, la vuelta al revés de lo 
existente y eso es lo que no puede ni quieren darle los constituyentistas que están con 
el pie en el freno.‖187 
Finalmente el Art. 38 de la Constitución declaró que se concedía el voto a los cubanos, 
varones, mayores de 21 años, sin declarar otras limitaciones ni económicas ni 
culturales. Sin embargo, había una excepción. El artículo 45 señalaba que ―El senado 
se compondrá de 4 senadores por provincia elegidos en cada una, para un período de 
8 años, por los Consejeros Provinciales y por doble número de Compromisarios, 
constituidos con aquellos en Junta Electoral. La mitad de los compromisarios serán 
mayores contribuyentes.‖ 
De tal modo, el elitismo electoral volvía a asomar su oreja: ahora no sólo se establecía 
un tiempo de mandato verdaderamente excesivo para los senadores, sino que se 
establecía para ellos un voto de segundo grado, indirecto, mediante compromisarios, 
pero se establecía que la mitad de esos compromisarios serían mayores 
contribuyentes, es decir, se aseguraba la posición de clase dominante de los que en 
definitiva decidirían los escaños senatoriales. 
Hubo también una interesante discusión en torno al sistema de administración de 
justicia, dado que Rafael Manduley defendió el sistema de jurados, inspirado 
evidentemente en el sistema anglosajón, pero asumiendo el sentido positivo y 
progresista de que el jurado constituía la representación directa del pueblo lego en 
delicada función de administrar justicia. Carreras recuerda sus argumentos que vale la 
pena transcribir: ―El jurado es un derecho individual –afirma—que debemos consignar 
ahora sin dejarlo para futuras cámaras legislativas. En mi sentir no creo que un 
jurisconsulto por grande que sea, aunque fuese el mismo Cicerón, sepa, tenga más 
facultad que el común de los hombres para discernir sobre el bien y el mal y sobre la 
declaración de un hecho consumado. Opino y afirmo que cualquier hombre tiene 
capacidad para poder decir, en presencia de un proceso, si el delito se cometió; que 
tiene capacidad para declarar que Juan o Pedro cometieron un robo, para declarar si 
son o no culpables de ese u otro delito al que se le acusa.‖ 
No obstante el ardor que puso Manduley en la defensa del sistema de jurados legos, la 
proposición es derrotada y se impone el sistema judicial español, cargado de 
elementos inquisitoriales y con la administración de justicia absolutamente 
profesionalizada, sin intervención popular en ella. Como dijera Carreras, se establecen 
las bases de lo que sería el todopoderoso poder judicial, instrumento de la clase 
dominante para desalojar campesinos y conceder ventajas a las compañías 
extranjeras. 
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En ese mismo sentido, al tiempo que asumía la arcaica tradición judicial española, 
recogía lo más autoritario de la intervención yanqui y ratificaba los Juzgados 
Correccionales,  que ponían en manos de un juez unipersonal las decisiones sobre los 
acusados, sin apelación posible. 
El único saldo favorable de aquellos debates sobre el sistema de administración de 
justicia fue la redacción del precepto constitucional en el que se declaraba que ―Nadie 
podrá ser procesado ni sentenciado sino por Juez o Tribunal competente, en virtud de 
leyes anteriores al delito.‖ Como puede verse, este precepto consagraba el famoso 
apotegma penal del nullun crimen et nulla poena sine previa lege poenale. 
La Constitución de 1901 fue el resultado de esos debates, dominados por la presión 
del interventor, por sus amenazas, incluso de no abandonar el país, por sus chantajes, 
sus extorsiones y sus maniobras; en un contexto en que no faltaron a esos 
interventores obsecuentes servidores por anexionistas, fue el resultado también de la 
gallardía y la honradez de los verdaderos independentistas, de su valentía política, su 
serenidad y cordura. En ocasiones algunos convencionales tuvieron que ceder a las 
presiones del interventor, y con sagacidad especial decía Manuel Sanguily: ― Tengo 
para mí que la Convención en este momento tiene un parecido con el Jano antiguo, 
pues que una faz suya se me aparece vuelta al pueblo de Cuba, mientras creo ver que 
tiene otra que mira al poder Interventor, con lo que más que una censura, acaso deben 
tomarse mis palabras como un elogio, ya que indican que veo en unos el deseo de 
contribuir con prudencia y cordura a que la Constitución por ajustarse al criterio del 
Poder Interventor sea una obra viable; mientras en los otros están inspiradas, sin 
duda, en móviles más generosos, cual es la preocupación, junto con el propósito de 
acertar en materia tan delicada y oscura, de no defraudar legítimas esperanzas y 
derechos del pueblo de Cuba.‖188 
 
La Constitución de 1901. Breve caracterización. 
 
Ante todo es necesario dejar claro que la Constitución de 1901 nace de una obra 
constituyente en que no existían cláusulas de reforma de otra constitución anterior 
que pusieran límites o barreras a la labor de los convencionales. Estaban éstos en 
aparente libertad de organizar la estructura del Estado, los derechos y deberes de los 
ciudadanos y la misma cláusula de reforma del nuevo cuerpo constitucional con total 
libertad, aunque ya sabemos que, en el fondo estaba pendiente sobre ellos la espada 
de Damocles de la intervención norteamericana y la presión por imponer el Apéndice 
Constitucional constituido por la enmienda Platt. 
En general podemos decir que en un proceso de debates como el de la constituyente 
se conjugan tres grandes grupos de vectores: de un lado los principios filosóficos o 
iusfilosóficos imperantes, sobre todo en la mente y la voluntad de los convencionales 
más lúcidos o influyentes.; en segundo lugar, las tradiciones constitucionales  las 
particularidades nacionales, tanto políticas, como sociales y culturales en sentido más 
amplio y, finalmente, un inevitable mimetismo que siempre se impone en estos casos, 
y que se expresa en la preferencia que algunos convencionales hacen por uno u otro 
modelo constitucional extranjero, en razón de la mayor credibilidad o prestigio que se 
les otorga a dichos modelos constitucionales. 
A la vista de tales tendencias o elementos influyentes en la posición de los 
convencionales podemos decir que desde el punto de las corrientes iuspublicísticas 
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más extendidas o determinantes sobre aquellos hombres es claro que los mismos, en 
líneas generales estaban ganados por el iusnaturalismo racionalista como elemento 
iusfilosófico predominante y en el plano iuspublicístico por el modelo defendido por 
Montesquieu, es decir, el modelo anglosajón, fundado en la representación y la 
tripartición de poderes. Es claro que su modelo antagónico, el roussoniano, que había 
sido derrotado en la revolución francesa, no tenía influencia importante ni siquiera 
significativa en aquellos contextos de nuestra Convención. De ahí que no hubiera ni 
siquiera vacilaciones en asumir la tripartición de poderes entre el ejecutivo, 
esencialmente presidencial, el legislativo, que como veremos se copia de los Estados 
Unidos y el Judicial. 
Sin embargo, es necesario consignar que no obstante esa adhesión al modelo 
montesqueniano, la Constitución declara que la soberanía pertenece al pueblo y que 
de él dimanan los poderes públicos. Asimismo se asume la elección directa de todos 
los cargos, salvo los de Presidente, Vicepresidente y los senadores, los cuales se 
eligen en votación de segundo grado. 
El segundo elemento de influencia era el mimetismo del que no podían escapar 
algunos convencionales. Es evidente que en algunos estaría presente la continuación 
de las tradiciones constitucionales mambisas, pero predominaron aquellos que creían 
encontrar en el modelo hamiltoniano de los Estados Unidos la perfección 
constitucional. Creo que no es demasiado difícil encontrar las huellas directas de la 
constitución norteamericana en la nuestra de 1901. Incluso, a la hora de diseñar el 
Ejecutivo se abanaron las experiencias de Jimaguayú y La Yaya y se fue al sistema 
presidencialista unipersonal, con un presidente, a la manera yanqui, con amplísimos 
poderes, el cual no se integra en un gabinete ministerial, sino que tiene en los 
Secretarios, que es el nombre que se otorga a esos ministros, como una suerte de 
cuerpo asesor al cual no tiene incluso que reunir como tal cuerpo orgánico. 
Finalmente, esas influencias norteamericanas se traslucen de modo muy claro en el 
diseño del legislativo. Se instrumenta un Congreso con dos cámaras: la Cámara de 
Representantes y el Senado, lo cual se justifica en Estados Unidos, dada su enorme 
extensión y el carácter federal de aquel Estado, pero no tiene la más elemental 
justificación entre nosotros, pequeño país y además unitario. 
Sin embargo, se establece el Senado, dentro del Congreso, sobre la base de 4 
senadores por cada provincia y la elección de los mismos mediante compromisarios 
como vimos más arriba y la Cámara de Representantes con un representante por cada 
25,000 habitantes o fracción mayor de 17,500. 
Finalmente, el Judicial como poder independiente, fundado en el Tribunal Supremo de 
Justicia y los demás tribunales que establezcan las leyes específicas. 
En el funcionamiento de relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo queda claro que 
al igual que en el modelo norteamericano, el Legislativo vota y aprueba las leyes, pero 
corresponde al presidente su promulgación, aunque puede vetarlas. En ese caso el 
Legislativo se ve obligado a una nueva votación cualificada con la cual se va o no por 
encima de la voluntad ejecutiva. 
La constitución, que fue formalmente aceptable, constaba de 115 artículos y tenía las 
cuatro partes que convencionalmente la doctrina exigía de una buena constitución, a 
saber, un Preámbulo, una parte Orgánica, una Dogmática y una Cláusula de Reforma. 
En cuanto al resto de la parte orgánica, es decir, la estructuración del Estado cubano, 
la Constitución regula el régimen de gobierno local en los niveles de la provincia y los 
municipios. En los Municipios reaparecen con cierta fuerza los Alcaldes y el resto de la 
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organización Municipal. En las provincias el poder se distribuye entre un Gobernador y 
un Consejo Provincial que lo asiste sin superarlo en determinaciones. 
En cuanto a la parte dogmática la Constitución reguló con cierta pormenorización los 
derechos individuales, especialmente los que  hoy calificaríamos de derechos civiles y 
políticos, con cierto menoscabo de los económicos, sociales y culturales. Es evidente 
que, como lo reconoce el mismo Hernández Corujo, se trata de una constitución 
individualista, burguesa absolutamente, incluso liberal. 
En cuanto a la ciudadanía, como ya adelantábamos un poco más arriba, se dividía a 
los cubanos en los que lo eran por nacimiento y los que adquirían la ciudadanía por 
naturalización, fundándose esencialmente en el ius sánguinis, aunque en algunas 
circunstancias se aceptaba el empleo del ius soli. 
Finalmente, en cuanto a la defensa constitucional, es necesario señalar que se 
implementó el Recurso de Inconstitucionalidad de las leyes u otras disposiciones y el 
mismo se instrumentaba ante el Tribunal Supremo sólo por la parte afectada en la 
legislación supuestamente inconstitucional. 
Asimismo se reguló una cláusula de reforma que estaba contenida en el último 
artículo, el 115, que permitía modificar la constitución, tanto de manera general como 
parcialmente, por el voto favorable de las dos terceras partes de cada uno de los 
cuerpos colegisladores, es decir, la Cámara y el Senado pero aún así se requería la 
ratificación ulterior de una Asamblea Constituyente que sólo podría aprobar o rechazar 
la reforma aceptada o votada por el Congreso. Como puede verse, se trataba de un 
procedimiento de medianas dificultades, por lo cual no podríamos decir que era una 
constitución rígida, pero tampoco flexible absolutamente. 
Ese procedimiento de reforma fue empleado en 1928 y provocó dificultades y críticas. 
Esa fue, en esencia, la Constitución que fue proclamada por el Gobierno Militar de la 
Isla de Cuba, mediante Orden Militar No. 181, de 20 de mayo de 1902 que dio plena 
eficacia jurídica a la ley suprema que la Constituyente había aprobado definitivamente 
el 21 de febrero del 1901 y a la que se había agregado el Apéndice Platt el 12 de junio 
de ese año 1901. 
 
Algunas Órdenes Militares dictadas en el período de la Constituyente y después de la misma. 
 
Debemos mencionar algunas Ordenes Militares dictadas en el lapso que estamos 
estudiando. Entre ellas, la Orden Militar 41 que creó el Tribunal Supremo integrado por 
un Presidente, 6 Magistrados, un Fiscal, 2 tenientes Fiscales, un Secretario, 2 Oficiales 
de Sala y personal subalterno, funcionando con una sola sala de juicio. 
 
La Orden Militar 80 que estructura la organización de la administración de justicia en las 
entonces existentes seis provincias, constituyendo Audiencias en cada una de sus 
capitales. En todas se constituyeron salas de lo Civil y lo Criminal y en La Habana, 
además, una sala de lo Contencioso-Administrativo. 
 
La Orden Militar 157 de 1900, que amplía una anterior (O:M.152 del mismo 1900) y 
regula el funcionamiento del Tribunal Correccional. 
 
La Orden Militar 213 que crea definitivamente los Juzgados Correccionales sobre la 
base de 2 en La Habana, 1 en Matanzas; 1 en Cárdenas; 1 en Cienfuegos; 1 en Santa 
Clara; 1 en Santiago de Cuba y 1 en Puerto Príncipe. 
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En esa Orden Militar se regula con cierta minuciosidad todo lo referente a la denuncia, 
el desarrollo de los juicios a nivel correccional, lo referente a las detenciones y 
también hay una minuciosa regulación de los juicios en casos de Faltas, que después 
reciben el nombre de Contravenciones. 
Se establece en cuáles casos el acusado puede asistirse de abogado, como cuando 
está pendiente de Causa por Delitos.  
En esa Orden Militar, dictada antes de que la Constitución haya concluido, se habla de 
que el acusado podrá solicitar un Juicio por Jurados en cuyo caso esos jurados se 
constituirían según una lista que los Alcaldes establecerían cada año con los 
individuos elegibles. De esa lista, una comisión, presidida por el juez, escogería los 
jurados para cada caso. Se establecía también en la indicada Orden Militar que el 
Juicio por Jurado sería público, a menos que causas de moral o recato elemental 
aconsejaran lo contrario. Esa Orden Militar no comenzó a regir de inmediato y de 
hecho nunca funcionó en Cuba el juicio por jurados. 
 
Hubo dos Ordenes Militares posteriores, la 262 de 1900 y la 347 del mismo año 1900 que 
dispusieron, la primera que los juzgados correccionales comenzarían en agosto de ese 
año a conocer los casos de Faltas, y la segunda que donde no hubiera jueces 
correccionales sus funciones fueran asumidas por los Jueces de Primera Instancia o 
los de Instrucción. 
 
La Orden Militar 427 de 15 de Octubre de 1900. de especial significación porque 
estableció el procedimiento de Habeas Corpus . Esta era una institución de vieja 
prosapia en el sistema de derecho anglosajón, pero totalmente novedosa en  nuestro 
sistema romano-francés. En esa Orden Militar quedaba claro que la persona privada de 
libertad de manera ilegal podía pedir, mediante este recurso excepcional, justamente 
eso, ver el cuerpo y, si se probaba que la detención no se ajustaba a lo normado 
legalmente había que devolverle la libertad. 
 
Debe mencionarse también una Proclama del Gobernador Militar de 1ro de enero de 1899 
por la que quedaron en vigor en Cuba el Código Civil Español y el Criminal, con lo cual 
quedaba claro que el interventor no aceptaba la legislación mambisa pero daba nueva 
vigencia a la vieja legislación colonial española. 
 
En ese mismo sentido es interesante la Orden Militar 148 de 13 de mayo de 1902 por la 
que se dispuso que todas las leyes, decretos, reglamentos y demás disposiciones 
dictadas por el gobierno interventor tendrían plena vigencia iy debían ser aplicadas 
por los funcionarios cubanos en tanto no se opusieran o fueran derogadas por la 
Constitución aprobada el 20 de mayo de 1902. 
 
Merece también que se haga referencia a la Orden Militar 362 de 1900 que estableció el 
llamado Recurso de Amparo. El Recurso de Amparo estaba encaminado, como era de 
viejo sabor romano, a proteger la posesión de los bienes, tanto muebles como 
inmuebles y con ello también proteger al propietario que normalmente es el poseedor. 
Según ese procedimiento expedito, bastaba probar que estando en el goce de la 
posesión de un bien había sido interrumpido en esa posesión de manera ilícita, y sin 
que se litigara sobre la propiedad de dicho bien había que reponer inmediatamente al 
poseedor en su derecho. 
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Como dice atinadamente Julio Carreras, ―Esta Orden Militar no impidió la geofagia de 
la United Fruit en el norte de la provincia de Oriente...Las viudas y huérfanos de los 
mambises no supieron nunca del Recurso de Amparo, ni tenían posibilidades de pagar 
a los que tramitaran sus reclamaciones, ni poseían los documentos acreditativos de la 
propiedad. El derecho quedó en el papel y sólo se sirvieron de él los más léperos y 
avispados, los que cimentaron el caudillaje.‖189 
Debe mencionarse también la Orden Militar 66 de 31 de mayo de 1899 que estableció el 
matrimonio civil como único válido, con lo cual desactivó oficialmente al canónico y 
constituyó una evidente agresión del poder interventor yanqui a la jerarquía católica. 
Sin embargo, la Orden Militar 307, de 1900 rectificó un poco la dureza de la anterior 
puesto que estableció que el matrimonio era un contrato civil y le dio validez a los 
matrimonios eclesiásticos realizados en observancia de las normas establecidas, es 
decir, que junto a los rituales eclesiásticos se concerte como tal contrato civil. 
Asimismo, la Orden Militar 140 de 1901 que lo que hizo fue ordenar y recopilar gtodas 
las disposiciones relacionadas con el matrimonio y en su cuerpo dispositivo 
estableció que el matrimonio es un contrato civil y autorizó el religioso también, dando 
a ambos iguales efectos legales. 
Por último debe mencionarse la Orden Militar 364 de 1900 que reguló todo lo 
relacionado con la Instrucción Pública, en lo que fueron muy detallosos los ocupantes 
norteamericanos. 
 
HEDC. 
 
CAPÍTULO VII. 
 
LA PRIMERA ETAPA DE LA REPÚBLICA NEOCOLONIAL. (1902-1906) 
 
La nueva república neocolonial se iniciaba con todos sus rasgos, al medio día del 20 de 
mayo de 1902. Ese día se arriaba en el Castillo del Morro la bandera norteamericana y se 
izaba la cubana, pero todo era, realmente, falso oropel. Cuba seguía uncida al yugo de la 
dominación norteamericana. 
El nuevo presidente, recen electo, Tomás Estrada Palma, iniciaba el ciclo de los chanchullos 
y las inmoralidades electorales y políticas. En realidad había sido electo sin contrincante, 
porque el General Bartolomé Masó, que se había opuesto enérgicamente a la Enmienda 
Platt y era peligroso para los Estados Unidos se había retirado de la contienda electoral 
denunciando la falta de pulcritud  y limpieza en todo aquel primer proceso a través del cual 
Cuba, supuestamente, entraba en las prácticas de la democracia. Masó había advertido la 
presencia de fraudes en las Juntas de Escrutinio, pero eso no sirvió para detener el corrupto 
proceso electoral, sino para que los interventores se sintieran tranquilos y se eligiera, 
desvergonzadamente, al candidato de los imperialistas, el plattista Tomás Estrada Palma, al 
que ya en el capítulo anterior significamos como padrino del Apéndice constitucional. 
Sin embargo, sería falso que dijéramos que aquel fue un día amargo para la mayoría de los 
cubanos. Por el contrario, las grandes masas sintieron el júbilo de ver terminada la ocupación 
y fueron víctimas del engaño de la falsa democracia, de la falsa libertad, de la falsa nación 
independiente con bandera, escudo e himno nacional. 
Como para patentizar el terreno en el cual se comenzaba a andar, el Sr. Leonardo Wood leyó 
el Mensaje del Presidente norteamericano Teodoro Roosvelt, en el que se decía, entre otras 
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lecciones que el señor presidente daba a nuestro pueblo, que ―Esta transferencia de 
gobierno y mando llevan consigo como expresa condición, y el Gobierno de los Estados 
Unidos lo entiende, por vuestra conformidad de presente, que, os hacéis cargo de todas y 
cada una de las obligaciones contraídas por los Estados Unidos respecto a Cuba en virtud 
del Tratado celebrado entre los Estados Unidos de América y S.M. la Reina Regente de 
España, firmado en París el día 10 de diciembre de 1898‖190 
Blas Roca caracterizó en su momento la esencia de aquel estado que se constituía en 1902. 
―El hecho de que el Estado nacido en 1902 estuviera dominado por los imperialistas, 
latifundistas y magnates azucareros, importadores y demás explotadores, determinó su 
función esencial de defender y mantener el régimen semicolonial y latifundista, su oposición 
a las fuerzas revolucionarias, patrióticas y progresistas que no aceptaron el tutelaje y el 
dominio de los imperialistas yanquis y su actuación en contra de los principios proclamados, 
limitando la independencia y la democracia.‖191 
 
 
 
El fortalecimiento de la dependencia económica. 
 
Como dice Oscar Pino Santos, Cuba se convirtió ―en la primera nación del mundo que 
históricamente ha sido víctima del  neocolonialismo un sistema de explotación encubierta que 
las potencias imperialistas han aplicado en cierta escala luego de los primeros años 
posteriores a la segunda guerra mundial.‖192 
En realidad la dependencia económica de Cuba con respecto a Estados Unidos había venido 
integrándose desde la segunda mitad del siglo XIX. Al entrar el nuevo siglo, pese a ser Cuba 
un país eminentemente agrícola, su escasa producción agropecuaria era notable. Cuba 
importaba de Estados Unidos, a esas alturas el 60% de las grasas que consumía; el 69% de 
las conservas de carne, el 80% de las conservas de fruta y el 83 % de los dulces y 
configuras. En general los bienes de consumo, sobre todo de las capas altas y medias se 
importaban de los Estados Unidos. 
Algunas producciones que hubieran podido ser importantes como la minera tuvo poca 
explotación, cayó pronto en manos norteamericanas y se encaminaba casi absolutamente a 
la exportación hacia la gran industria del Norte. Esa fue la suerte de los yacimientos de 
níquel, cobalto, cromo,  hierro, cobre, manganeso y otros. Las mejores tierras pasaron 
lentamente a manos de las grandes trasnacionales agrícolas norteamericanas y después del 
crac bancario del 1929 una parte importante de los pocos bancos nacionales también fue a 
parar a manos norteamericanas. 
En pocos años de esta primera etapa a que nos estamos refiriendo quedaron atados todos 
los nudos de la dependencia económica y acabó de frustrarse cualquier expectativa de 
desarrollo sostenible para nuestra patria; las deformaciones del subdesarrollo dominaron 
todos los ámbitos económicos, sociales, culturales y también los políticos y jurídicos. Por 
supuesto, para alcanzar esos fines, Estados Unidos contó con la alianza de la oligarquía 
reaccionaria constituida por los latifundistas, los importadores dependientes de la industria 
norteamericana, con todos los cuales pudieron mantener en Cuba la condición de 
semicolonia que caracterizó a nuestro país hasta el triunfo revolucionario de 1959. 

                                                        
190 Citado por Carreras, Julio. Ob. Cit. Págs. 251-252. 
191 Blas Roca. Los fundamentos del socialismo en Cuba. Citado por Oscar Pino Santos en Ob. Cit. Pág. 290. 
192 Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 292. 
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El gobierno de Estrada Palma tuvo en realidad como objetivo central la formulación, análisis 
de viabilidad y posterior aprobación de una serie de tratados, instrumentos jurídicos de 
diferente condición que ataban a Cuba definitivamente a los Estados Unidos. Como dice 
Carreras, entre 1902 y 1906 el gobierno vivió en un intenso laboreo internacional que culminó 
con la aprobación del Tratado Permanente, el Arrendamiento de las Bases Navales, el 
Tratado de Reciprocidad Comercial, la Ley sobre el Empréstito de 35 millones y el Tratado 
Hay Quesada sobre Isla de Pinos. 
En esos años la economía cubana cayó en manos yanquis: en 1905 había ya 29 centrales 
azucareros o ingenios norteamericanos, que producían el 21% del azúcar que se elaboraba 
en Cuba; Gran Bretaña trató de ganar espacios en nuestro mercado internacional pero fue 
rechazada por los Estados Unidos y los términos de la dependencia a que nos sometían los 
antes indicados tratados; las relaciones comerciales con España eran totalmente nulas; la 
empresa económica más fuerte y que rindió más dividendos fue la construcción del ferrocarril 
central, con capital central en New York y fundamentalmente formada por capital 
norteamericano; las mejores tierras pasaron, como ya dijimos, a manos de las grandes 
empresas norteamericanas, especialmente la United Fruti Company; la Habana Electric, 
fundada en 1899 comenzó a operar el servicio de tranvías urbanos en La Habana y así, de 
modo notable, Estados Unidos completó su presencia en Cuba. 
La situación político social y los partidos políticos. 
 
Cuando concluye la intervención norteamericana y se pone en  marcha el modelo de estado 
neocolonial, ese estado es, por su esencia, un aparato que representa los intereses de la 
oligarquía nacional absolutamente supeditada a los intereses monopólicos yanquis. Como ya 
antes indicábamos, en esa oligarquía nacional se integraba la gran burguesía agrícola  
azucarera especialmente, la burguesía agrícola no azucarera y los sectores más 
enriquecidos de la que podríamos llamar burguesía industrial no azucarera.  
Además, tanto esas clases sociales como los grandes comerciantes importadores y 
exportadores estaban vinculados en razón de dependencia de la producción y el mercado 
norteamericanos. 
Frente a ellos se elevaba un todavía débil proletariado, una gran masa campesina integrada 
por campesinos pobres, sin tierra casi siempre y una masa relativamente significativa de 
campesinos medios.  
En el fondo de aquel escenario político-social se encontraba la extendida pequeña 
burguesía, integrada por los profesionales libres, los pequeños comerciantes y productores 
menores, los empleados y capas de la población ligadas al comercio eventual. 
Esa composición social se expresaba malamente a través de las agrupaciones partidistas 
que antes hemos enunciado. Sin embargo, esos partidos fueron declinando y avanzando 
muy rápidamente hacia un marcado sistema bipartidista. 
De hecho, cuando se establece el nuevo estado neocolonial, en la funcionalidad partidista del 
mismo el modelo que se encuentra, desde su mismo origen, es el aludido sistema de 
bipartidismo. 
El giro hacia el bipartidismo puede tener varias explicaciones. Entre ellas no falta la referida a 
que de alguna manera se copio el modelo norteamericano al cual los adoradores del imperio 
consideraban el paradigmático y que debía ser seguido en los menores detalles. Sin 
embargo, eso no hubiera bastado para que se produjera un reagrupamiento partidista como 
el que estamos explicando. Lo cierto es que en la base del mismo estaba la polarización de 
las fuerzas sociales y políticas en Cuba. 
El gran enfrentamiento o la esencial contradicción entre el intervensionismo, la Enmienda 
Platt y la sumisión a los dictados yanquis, por un lado, frente a la posición intransigente, 
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independentista, libertadora realmente, ocupó, como ya indicábamos, el escenario político 
durante los violentos días de formación de la Constitución. Por sobre volátiles programas 
partidistas estaba esa contradicción esencial. 
Ahora, montado ya el escenario de aquella república neocolonial, instrumentados sus 
mecanismos estatales y organizándose el sistema político de aquella sociedad, la 
contradicción sufría un ligero desplazamiento: quedaban, de un lado, los portadores de 
intereses coincidentes con el nuevo estado neocolonial, con todo y su Enmienda Platt, que 
eran justamente los sectores de la oligarquía nacional y aquellos que oscilando políticamente 
pendulaban hacia sus intereses. De otro lado, frente a ellos, se iban agrupando las fuerzas 
que seguían añorando el momento no alcanzado de la verdadera libertad; las fuerzas 
populares que de hecho quedaban fuera del juego político de aquel sistema en el cual sus 
aspiraciones no eran atendidas ni se integraban. Entonces era como si se produjera, de un 
lado,  la formación de las fuerzas que propendían a la reproducción del sistema y, de otro 
lado, las que quedaban fuera del mismo. Las que integraban el sistema, a su vez, montaban 
sus juegos electorales y políticos sin grandes dificultades. De ello surgía entonces no la 
multiplicidad de partidos con matices diferentes, sino la agrupación de dos grandes partidos 
como espacios políticos del juego convenido de intereses que se reparten los beneficios del 
sistema. 
Realmente entre 1906 y los años posteriores hasta el machadato, se agruparon las fuerzas 
de la dominación política entre el Partido Conservador, que era el continuador del Partido 
Moderado fundado por Tomás Estrada Palma y el Partido Liberal. 
El Partido Conservador se agrupó bajo el liderazgo del Mayor General Mario garcía Menocal, 
en tanto el Partido Liberal se agrupaba alrededor de la figura del también Mayor General 
José Miguel Gómez, con prestigio militar y político en la provincia de Las Villas. 
Como evidencia del profundo y verdadero significado de esa agrupación partidista, según los 
términos que hemos dejado expuestos, vale la pena consignar que la membresía de ambos 
partidos eran abigarrada e incluso contradictoria. Julio Carreras es notablemente claro al 
respecto cuando dice: ―Aunque la dirigencia llevaba un camino definido y persistente: el 
mantenimiento del régimen social establecido y la obediencia  a los dictados de Washington, 
por convenir así y por fatalismo plattista; entre los seguidores podían encontrarse obreros 
gremialistas, nacionalistas, católicos, mambisistas, espiritistas y masones. De esa 
mezcolanza derivaron frentes y desprendimientos encabezados por hombres de ideas 
avanzadas. Basta leer las Actas del Congreso para descubrir las contradicciones a niveles 
como el Senado y la Cámara de Representantes.‖193 
Esa misma situación la completa un poco más adelante cuando afirma que ―La dirección del 
Partido Liberal y la del Partido conservador incluía mambises, latifundistas, autonomistas, 
anexionistas, curas, anarquistas, patronos, comerciantes, españoles cubanizados, abogados, 
médicos, antiguos bandoleros, racistas y algunos negros de valor intelectual y prestigio 
mambí.‖194 

                                                        
193 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 363. 
194 Ibidem.  

 
 

 

 

 

 

 

 

 



 141 

Realmente ese tremendo abigarramiento se explica por varias razones. De un lado la poca 
consistencia ideológica de amplios sectores de la población en esos momentos; de otro lado 
la laxitud  o imprecisión de los programas de cada uno de ambos partidos, los cuales tenían 
bordes indeterminados. Sin embargo, en el fondo de todo ello estaba el interés de algunos 
por mantener el juego del sistema y la ignorancia o inocencia política de otros que creían que 
dentro de esas maquinarias políticas podía obtenerse alguna mejoría o satisfacción de sus 
justos intereses. 
En la esencia de ambos partidos estaba el sometimiento a los dictados y la política de 
Estados Unidos. José Miguel Gómez era un gran terrateniente y Menocal un hacendado de 
enorme poder económico y fuertes vínculos con los intereses yanquis. 
En el funcionamiento de ambos partidos no había ni asomo de democracia al interior de los 
mismos. Ambos funcionaban en torno al caudillismo y liderazgo de sus figuras centrales que 
hacían y dictaban sus caprichos o los del amo yanqui y de ellos hacia abajo cada partido se 
organizaba según caudillos provinciales, que era la copia reducida y vulgarizada de los 
caudillos nacionales y los caciques o sargentos políticos municipales y de barrio, que movían 
las elecciones, compraban las boletas, manipulaban las urnas, alteraban las cédulas etc. 
Nada de participación popular, de intereses  
populares, de la voz del pueblo o algo que se pareciera a democracia en el interior de la vida 
de los partidos. 
La única excepción era, como ya vimos en el Capítulo V la obra partidista de Diego Vicente 
Tejera, quien como ya dijimos antes había fundado en 1901 el primer partido socialista 
cubano, al cual llamó, después de su reorganización en ese año, Partido Popular Obrero, 
aunque tristemente, su militancia fue absorbida por los nacionales de Alfredo Zayas. 
Fueron estos partidos los que dirigieron y protagonizaron las elecciones de los primeros años 
de aquella  república neocolonial. 
 
 
Los instrumentos jurídicos de la dominación neocolonial. 
 
El Tratado Permanente. 
 
Evidentemente el interventor yanqui cuidó mantener las protecciones jurídicas a sus puertas 
de penetración en nuestro país. Disponía, como instrumento esencial de la Enmienda Platt, 
ahora adicionado a la Constitución de 1901 como lamentable Apéndice. Sin embargo, era 
evidente que ese instrumento podía en cualquier momento sufrir nuevos embates de los 
revolucionarios e independentistas cubanos y siempre era cuestionable que una Constitución 
de un país supuestamente soberano estuviera signada por una Enmienda como la que se 
adicionaba a nuestra carta magna. 
En consecuencia muy pronto concibieron la idea de plasmar la misma letra y espíritu de la 
enmienda en un Tratado Permanente suscrito soberanamente por ambos gobiernos. A eso 
se prestaba, por supuesto, Estrada Palma. 
En consecuencia, se suscribió ente plenipotenciarios de ambos gobiernos un llamado 
Tratado Permanente, cuyos protocolos se firmaron y sellaron por duplicado, en español y en 
inglés, y fueron intercambiados en La Habana, el día 22 de mayo de 1903. Ese }Tratado, 
firmado por Carlos de Zaldo por Cuba y H.G. Squiers por Estados Unidos, fue publicado en la 
Gaceta Oficial de Cuba el 14 de julio de 1904, y promulgado en los Estados Unidos el 2 de 
julio de ese mismo año 1904. 
Ahora bien, ¿qué era y cuál era el contenido del Tratado Permanente? Sencillamente el 
mismo texto de la Enmienda Platt, sólo que ahora asumido por representantes de ambos 
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gobiernos como Tratado, como convenio, como instrumento internacional que ambos países 
suscribían de manera aparentemente soberana. 
En el Tratado se enunciaba el sentido de la Declaración conjunta y entonces se transcribía el 
texto de la Enmienda Platt, literalmente. A continuación se decía que ―Por cuanto, la 
Convención Constituyente de Cuba adoptó en junio 12 de 1901 una resolución agregando a 
la Constitución de la República que fue adoptada el 21 de febrero de 1901 un Apéndice que 
contiene palabra por palabra y letra por letra los ocho artículos enumerados. Y por cuanto, en 
virtud de haberse establecido el gobierno independiente y soberano de la República de Cuba 
bajo la Constitución promulgada en mayo 20 de 1902 en que se incluyeron las precedentes 
condiciones y de haberse retirado en esa misma fecha el Gobierno de los Estados Unidos, 
como poder interventor, se hace necesario incorporar las estipulaciones arriba indicadas en 
un Tratado Permanente entre la República de Cuba y los Estados Unidos de América.‖ 
E inmediatamente, después de aludir a los plenipotenciarios que han sido investido de sus 
respectivos poderes por los gobiernos de Cuba y Estados Unidos, entonces transcribe letra 
por letra y palabra por palabra la misma Enmienda Platt, ahora no ya como apéndice 
constitucional –que no dejaba de serlo—sino como Tratado Permanente supuestamente 
suscrito entre dos gobiernos soberanos. 
Ese Tratado Permanente era ahora la manifestación jurídica de la misma Enmienda Platt y 
aseguraba en el plano del Derecho Internacional Público, las mismas supeditaciones de la 
Enmienda Platt. 
 
El convenio de Arrendamiento para Estaciones Navales. 
 

 
El día 2 de julio de 1903 se suscribió, por duplicado, en inglés y en español, el Convenio de 
Arrendamiento de terrenos a Estados Unidos para Estaciones Navales, cuyo convenio se 
derivó de la letra del Artículo VII de la enmienda Platt, agregada como Apéndice a la 
Constitución de 1901 y cuyo Convenio era sólo la consumación del que ya se había 
establecido entre Cuba y Estados Unidos en 23 de febrero de 1903, por el cual se le 
arrendaba a la potencia del Norte terrenos en Guantánamo y Bahía Honda. 
Los plenipotenciarios facultados por los presidentes de Cuba y Estados Unidos, para 
suscribir el aludido Convenio de julio de 1903 fueron José M. García Montes, Secretario de 
Hacienda e interino de Estado y Justicia y Herbert G. Squires, respectivamente. 
En dicho convenio de arrendamiento se establece en el Artículo primero que los Estados 
Unidos se comprometen en pagar a la República de Cuba la suma de dos mil pesos anuales, 
en moneda de oro, durante todo el tiempo que ocupen los terrenos que se estipulaban en 
Guantánamo y Bahía Honda. 
En ese mismo artículo se establecía que la República de Cuba, quiere decir, el Estado 
cubano adquiriría de inmediato todos los terrenos que tengan que ver con el arrendamiento y 
que los Estados Unidos suministrarían a la República de Cuba las cantidades necesarias 
para la compra de dichos terrenos y bienes de propiedad particular. Es evidente que el 
gobierno norteamericano prefería hacer sus negocios con el gobierno entreguista cubano y 
no con particulares, lo cual colocaría la negociación en el ámbito del Derecho Privado y 
tendría menos garantías para los intereses norteamericanos, que su ubicación en el ámbito 
del Derecho Público, asegurado como Convenio de Arrendamiento suscrito con el 
supuestamente soberano estado cubano. 
En el Artículo 3 se establecía que ―Los Estados Unidos de América convienen en que no se 
permitirá a persona, sociedad o asociación alguna, establecer o ejercer empresas 
comerciales, industriales o de otro clase dentro de dichas áreas.‖ 



 143 

En el Artículo 4 se regulaban los eventuales intercambios de prófugos por delitos cometidos 
en el territorio de las zonas arrendadas o en Cuba y que se refugiaren en esos territorios. 
El artículo era evidencia de que aquellos arrendamientos eran, en realidad, una lamentable 
transferencia de soberanía, porque en el mismo se decía que los materiales de todas clases, 
pertrechos, mercancías y municiones de guerra que entraren en esas zonas arrendadas 
estarían absolutamente libre de pagos de derechos arancelarios, ni al pago de derechos de 
puerto, tonelaje, montaje ni a cualquier otro. Y se agregaba que esos materiales, mercancías, 
pertrechos y municiones no podrán ser transportados de dichas áreas a territorio cubano. 
En el artículo 7 se decía que ese arrendamiento será ratificado y las ratificaciones serán 
canjeadas en la ciudad de Washington, dentro de siete meces después de la fecha. 
En consecuencia de ello y de las normas constitucionales de ambos países, el Convenio fue 
aprobado por el Senado de la República de Cuba el 16 de julio de 1903, por el Presidente de 
los Estados Unidos en octubre 2 de 1903, y ratificado por el Presidente de Cuba en agosto 
17 de 1903 y las ratificaciones, como se establecía en el mencionado artículo 7, fueron 
canjeadas en la ciudad de Washington el día 6 de octubre de ese mismo año 1903 y se 
publicó el Convenio de Arrendamiento ya ratificado plenamente, en la Gaceta Oficial de 
Cuba, el día 12 de octubre de 1903. 
 
 
El Tratado de Reciprocidad Comercial. 
 

El Tratado de Reciprocidad tuvo sus antecedentes remotos en el llamado Tratado Foster-
Albacete o también conocido como Foster-Cánovas, suscrito entre Estados Unidos y España 
en 1891 que realmente no tuvo vigencia ni influencia directa sobre el comercio entre la nueva 
potencia del norte y la entonces colonia española. La cuestión surgió cuando la política 
arancelaria proteccionista de McKinley, en 1890 se convirtió en un obstáculo para las 
exportaciones de azúcar y de tabaco de Cuba hacia Estados Unidos. Entonces se produjo un 
fuerte movimiento entre los hacendados criollos y los intereses norteamericanos y el 
gobierno de España se vio obligado a concertar ese Tratado y establecer facilidades 
arancelarias para las colonias antillanas en sus relaciones con los Estados Unidos. En 
realidad, en aquel tratado Foster-Cánovas, pese a su poca vigencia y casi total ineficacia, 
estaban los fundamentos del posterior Tratado de Reciprocidad. 
En términos más cercanos, el tratado de reciprocidad tuvo antecedentes más inmediatos en 
las ventajas arancelarias que Cuba concedió a los Estados Unidos en 1898, 1899, y 1900 
bajo la  misma ocupación militar norteamericana. 
Como señala con sagacidad Julio Le Riverend, en tanto la anexión fue una alternativa 
manejada como posible, la suscripción de convenios comerciales especiales con ventajas 
arancelarias carecía de importancia, habida cuenta de que en ese contexto de la anexión 
Cuba sería un estado más de la gran unión norteamericana. Ahora bien, cuando la anexión 
se desechó como alternativa política, al menos inmediata, entonces pasó a un lugar 
importante en la agenda económica de Estados Unidos en relación con Cuba la búsqueda de 
importantes ventajas arancelarias.195 
Entonces se coloca en lugar destacado de la atención la suscripción de un tratado comercial 
que se vela tras el apelativo de la reciprocidad. 
No debe perderse de vista que también del lado cubano había fuertes intereses que 
perseguían un acuerdo de esa naturaleza, aunque en el mismo no hubiera precisamente 

                                                        
195 Ver al respecto a Le Riverend Julio. La República. Dependencia y Revolución. Editorial Ciencias Socales. La Habana, 

1973. 
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ninguna reciprocidad. En efecto, en los días en que se discutía en la Constituyente la 
inclusión de la Enmienda Platt en el texto constitucional, algunas corporaciones cubanas 
como el Círculo de Hacendados, el Centro de Comerciantes e Industriales de Cuba, la Unión 
de Fabricantes de Tabaco, la Sociedad Económica de Amigos del País y las Cámaras de 
Comercio de Santiago de Cuba y Guantánamo, se pronunciaron enérgicamente por la 
Enmienda Platt y por los elementos esenciales de lo que sería el llamado ya Tratado de 
Reciprocidad Comercial. 
Aprobada la Enmienda Platt estaba franqueado el camino para la preparación del tratado 
que, además, contaba con el impulso especial del mismo presidente de los Estados Unidos, 
ya en ese momento, Teodoro Roosvelt. 
El 11 de diciembre de 1902 fue suscrito el Tratado de Reciprocidad Comercial que se firmó, a 
nombre de Cuba por Carlos de Zaldo y José M. García Montes y a nombre de los Estados 
Unidos por Tasker H. Blías. 
Ese Tratado era una burla a su nombre: de reciprocidad no había ni sombra. Era, por el 
contrario, un acuerdo leonino por el cual Cuba se entregaba a los Estados Unidos en su 
actividad comercial y se hundía más en la dependencia estructural. 
El Presidente Teodoro Roosvelt se había dirigido al Congreso de los Estados Unidos 
instando a que se suscribiera el Tratado y había dicho abierta y desvergonzadamente que 
ese acuerdo con Cuba permitiría ―favorecer eficazmente nuestros intereses, dominar el 
mercado cubano, e imponer nuestra supremacía en todas las tierras y mares que se hallan al 
sur de nosotros.‖196 
En esencia, el Tratado que comentaremos de inmediato, concedía apenas mínimas 
concesiones arancelarias en Estados Unidos al azúcar, el tabaco y algunos otros productos 
cubanos que se exportaran hacia el norte, pero a cambio de ello los Estados Unidos 
obtuvieron que sus mercancías exportadas hacia Cuba pagaran un 20% menos de derechos 
arancelarios que las procedentes de otros países, con lo cual se colocaban por encima de 
cualquier mecanismo de competencia comercial. Para algunas partidas especiales las 
preferencias arancelarias a favor de los yanquis ascendían al 25%, el 30 y el 40%. Ese 
tratado, junto con el también llamado de ―reciprocidad‖ de 1934 fueron absolutamente lesivos 
al desarrollo económico del país y contribuyó a aumentar las deformaciones del 
subdesarrollo en nuestra patria. Como dice Pino Santos, lo más lesivo fue, posiblemente, que 
en virtud de ese Tratado, y también del de 1934, ―la producción doméstica –agrícola e 
industrial—cubana quedó inerme ante la competencia irresistible de la producción 
norteamericana.‖197 
Este Tratado aceleró el proceso de concentración geográfica del comercio exterior cubano a 
favor de los Estados Unidos. A las alturas de 1898 los Estados Unidos dominaban ya el 
mercado azucarero cubano, comprando de hecho nuestras producciones, pero sus 
exportaciones hacia Cuba eran todavía muy limitadas. A partir de la suscripción del Tratado 
de Reciprocidad Comercial Estados Unidos se convirtió en el dueño de nuestro comercio 
exterior, tanto en la vía importadora como en la exportadora. En el gobierno de Estrada 
Palma, entre 1902 y 1906 los Estados Unidos fueron los ejecutores del 45% del valor total de 
las compras internacionales hechas por Cuba. 
Ese Tratado Comercial de supuesta Reciprocidad vino a consagrar en el plano jurídico y en 
los mecanismos arancelarios la debilidad de Cuba en la competitividad comercial frente a la 
gran industria norteamericana y, con ello, a colocarnos en total dependencia del mercado de 
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excedentes industriales de los Estados Unidos. Ese régimen arancelario preferencial no sólo 
liquidó la competencia en el mercado internacional del otras potencias, especialmente 
europeas, sino que como dice Pino Santos ―impidió también que las potenciales industrias 
cubanas disfrutaran de la necesaria protección para su desarrollo.‖198 
El llamado Tratado Comercial de Reciprocidad disponía en su artículo primero que los 
prod9uctos, tanto cubanos como estadounidenses que en esos momentos se exportaban a 
cualquiera de ambos países, libre de gravámenes impositivos, seguirían bajo ese régimen de 
especial libertad. 
El artículo 2 establecía entonces que fuera de los artículos significados en el artículo 1, los 
que se exportasen de Cuba hacia los Estados Unidos serían admitidos en aquel territorio con 
una rebaja de un 20% del Arancel que regía en aquel país según las normas de junio 24 de 
1897. 
Entonces, en el artículo 4 se establecían los renglones de artículos que procedentes de los 
Estados Unidos para su importación por Cuba, serían objeto de trato preferencial en cuanto a 
gravámenes arancelarios. Entonces, en el llamado grupo de artículos de Clase A, constituido 
por máquinas y aparatos de cobre y sus aleaciones o máquinas y aparatos en que el cobre o 
sus aleaciones entre como componentes de mayor valor; hierro fundido, acero, artículos 
manufacturados con estos metales; artículos de cristal y vidrio; buques y vehículos de todas 
clases para transporte por agua, siempre que sean de hierro o acero; bebidas, pescado 
salado, o en varias formas de conservación, manufacturas de alfarería y otros, disfrutarían, 
todos y cada uno de rebaja arancelaria del 25% con respecto a los aranceles que pagarían 
otros países. 
Se concedía una rebaja de un 30% a los productos incluidos en el llamado Grupo B, que se 
integraba esencialmente por productos alimenticios, bebidas no alcohólicas, equipos 
domésticos, equipos de oficina, papel etc. 
En el Grupo C se reunía una gran cantidad de artículos, especialmente de tejidos, alimentos, 
frutas en conserva, pasta para papel, artículos de alfarería, perfumería los cuales alcanzaban 
una rebaja nada más y nada menos que de un 40% de los aranceles ordinarios. 
En el artículo 5 se salvaba que esos aranceles privilegiados no se alterarían por normas 
jurídicas posteriores del estado cubano especialmente. 
Los artículos posteriores, hasta el 11 se referían a la forma segura de implementar las 
normas del Tratado y  a asegurar que sus reglas de privilegio no fueran alteradas por hechos 
o por voluntad política ulterior. 
 
La ley sobre el Empréstito de los 35 millones. 
 
Después de muchas luchas y de vencer grandes enfrentamientos y un fuerte movimiento de 
oposición, el presidente Estrada Palma logró imponer la aprobación de la Ley de 27 de 
febrero del 1903 por el cual se autorizaba la concertación de un empréstito de 35 millones de 
pesos dirigidos esencialmente al pago de los adeudos que se tenía con los veteranos de la 
guerra. 
El empréstito en  cuestión se concertó para ser amortizado en 40 años y los pagos se 
iniciarían entre los cinco y los diez años posteriores a su establecimiento. Sin embargo, los 
intereses eran leoninos y lo que era más lamentable: aunque se concibió y se hizo aceptable 
bajo la consideración de que era para pagar adeudos a veteranos, en realidad había otros 
objetivos ocultos. En realidad el artículo 7 de la Ley que aprobaba el empréstito declaraba 
que el mismo se distribuiría del modo siguiente: ―Primero:  Cuatro millones de pesos al 
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fomento de la Agricultura, conforme acuerde el Congreso, Segundo: Cuatro millones de 
pesos al pago de las deudas y compromisos contraídos legítimamente en beneficio de la 
Revolución, por los Jefes de Cuerpo de Ejército Libertador, después del 24 de febrero de 
1895, y con anterioridad al 19 de septiembre del mismo año; y de las deudas y compromisos 
que el Gobierno Revolucionario hubiera contraído posteriormente, por sí o por sus legítimos 
representantes en el extranjero, a tenor de lo que se establece en la primera Disposición 
Transitoria de la Constitución. Tercero: El remanente se destinará hasta donde alcance, al 
pago de los haberes del Ejército Libertador, conforme también a la Disposición Transitoria de 
la Constitución citada en el párrafo anterior.‖199 
Como puede verse, el pago al Ejército Libertador era sólo con lo que reste, con lo que quede 
de aquella gran distribución. 
Ahora bien, lo que más irritaba a los sectores populares era la forma en que se estableció la 
consecución del principal y los intereses de aquel empréstito. En efecto, para ello se creaba 
un impuesto especial, permanente, sobre la fabricación, expendio o consumo de bebidas 
alcohólicas, nacionales como extranjeras, vinos, cervezas, aguas y bebidas artificiales, 
fósforos, tabacos, cigarrillos, picadura de tabaco, azúcar y naipes. Quiere decir que el pueblo 
tendría que pagar, con sobrecargo de precios en productos de uso habitual, las venalidades 
del gobierno de Estrada Palma. 
Como acertadamente señala Julio Le Riverend, uno de los caminos empleados por la banca 
norteamericana para penetrar en Cuba y apoderarse de nuestros dispositivos financieros fue, 
precisamente, el de la concertación de impuestos leoninos.  
Este que exponemos se concertó con la Casa Séller y Cia. De New York. No fue casual. Por 
el contrario, el señor Séller era amigo per4sonal del presidente Teodoro Roosvelt y el 
secretario de Estado, el señor Eihu Root era nada más y nada menos que abogado de la 
firma Séller y Cia. y dicha compañía designó su abogado en Cuba al Sr. Horacio S Rubens, 
que era a su vez íntimo amigo de Tomás Estrada Palma. 200 
 
 
El Tratado sobre la Isla de Pinos concertado entre Cuba y los Estados Unidos. 
 
El señor Gonzalo de Quesada, enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de Cuba en 
los Estados Unidos de Norteamérica, actuando a nombre por tanto del presidente Estrada 
Palma, y el señor John Hay, Secretario de Estado de los Estados Unidos, actuando a nombre 
del presidente de ese país, suscribieron el Tratado conocido como Hay-Quesada por el cual 
Estados Unidos traspasaba la soberanía sobre la Isla de Pinos al gobierno cubano. Ese 
Tratado fue originalmente firmado en Washington, por duplicado, en castellano y en inglés, el 
2 de marzo de 1904. Pero para su absoluta entrada en vigor requería que fuera, como fue, 
aprobado por el Senado de la República de Cuba el 8 de junio de 1904 y por el de los 
Estados Unidos de América el 13 de marzo de 1925, con las reservas que más adelante 
señalaremos. 
En el artículo primero de ese Tratado se decía que ―Los Estados Unidos de América 
renuncian a favor de la República de Cuba toda reclamación que acerca del derecho a la Isla 
de Pinos, situada en el Mar Caribe, cerca de la parte sudoeste de la Isla de Cuba, se haya 
hecho o se hiciere en virtud de los artículos I y II del Tratado de Paz entre los Estados Unidos 
y España, firmado en París, el 10 de diciembre de 1898.‖ 
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¿ A qué se debía esta dádiva de los Estados Unidos? ¿ Cuál era el verdadero fondo de aquel 
gracioso otorgamiento? El artículo segundo del Tratado venía a despejar las dudas de forma 
bien elocuente. En él se decía que ―Esta renuncia por parte de los Estados  de pretensión a 
la propiedad de dicha Isla de Pinos, se hace en consideración a las concesiones de 
estaciones carboneras y navales en la Isla de Cuba, que antes de ahora se han hecho a los 
Estados Unidos de América por la República de Cuba.‖ 
El artículo 3 protegía los derechos y privilegios de los ciudadanos norteamericanos que en el 
momento de la suscripción del Tratado residieren en Isla de Pinos o tuvieren intereses o 
propiedades en la misma. 
Como puede verse, era una simple reciprocidad por la entrega que Cuba había hecho, a 
través de la vigencia de la Enmienda Platt y el Tratado Permanente, de amplios e 
importantes territorios para bases navales y carboneras. No se ocultaban los redactores para 
declarar que de esa forma Estados Unidos compensaba de alguna manera el entreguismo 
del gobierno de Estrada Palma. Lo que no se decía era que, además, esa decisión estaba 
impulsada por el amplio frente de movilización que se había producido en Cuba a favor de la 
defensa de nuestra soberanía sobre Isla de Pinos. 
Cualquier político medianamente perspicaz se percataba que mantener una posición 
intransigente en relación con ese pedazo de nuestro territorio nacional podía conducir a 
situaciones en las que se pusiera en peligro todo lo avanzado y conseguido hasta ese 
momento con la intervención, las fórmulas neocolonialistas y, especialmente, la Enmienda 
Platt y el Tratado Permanente. 
Pero tómese nota de la reserva y la reticencia con que Estados Unidos asumió el Tratado 
Hay-Quesada que la ratificación senatorial vino a conseguirse en aquel país sólo en 1925 y 
ella como consecuencia también del poderoso movimiento popular que se produjo en Cuba, 
como tendremos oportunidad de ver más adelante. 
En efecto, cuando el Senado norteamericano ratificó ese instrumento internacional veintiún 
años después de su firma original hizo las siguientes reservas: 
―1.- Que todas las cláusulas o estipulaciones de los Tratados existentes o futuros incluyendo 
el Tratado Permanente proclamado en 2 de julio de 1904 entre los Estados Unidos de 
América y la república de Cuba, serán aplicables al territorio y los habitantes de la Isla de 
Pinos. 
2.- Que el término otros extranjeros que aparece al final del artículo III del referido Tratado 
sobre la Isla de Pinos, será interpretado en el sentido siguiente: extranjeros que reciben el 
trato más favorable bajo el gobierno de Cuba.‖201 
Esas reservas a su vez fueron ratificadas por el Senado de la República de Cuba mediante 
Resolución de 16 de marzo de 1925 y las ratificaciones finales fueron canjeadas en la ciudad 
de Washington el 23 de marzo de 1925 y el Tratado fue por fin publicado en la Gaceta Oficial 
de la República de Cuba el 8 de mayo de 1925. 
 
El fin del gobierno de Estrada Palma y la segunda intervención norteamericana. 
 

Aquel primer gobierno pro intervencionista y pro anexionista terminó de la manera más 
miserable, tal como había funcionado, propiciando la segunda intervención norteamericana 
en Cuba. 
En efecto, esa segunda intervención se deriva de un proceso en que se conjugaron las 
posiciones más cobardes y miserables, tanto de los seguidores de Estrada Palma cuanto de 
sus circunstanciales opositores. 
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La situación de crisis se anuda en torno a las elecciones de 1904, a las cuales inicialmente 
acuden el Partido Liberal Nacional, liderado por Alfredo Zayas, que además de sus méritos 
militares se había destacado por su participación en la Constituyente y su consecuente voto 
contrario a la Enmienda Platt, el cual se oponía al Partido Conservador, bajo el liderazgo del 
General José Miguel Gómez, quien había sido Gobernador Civil en Santa Clara y dominaba 
políticamente el centro de la Isla. 
De inicio el presidente Estrada Palma no aparecía como con aspiraciones reeleccionistas. 
Sin embargo, pronto adoptó esa posición y se monta en la ola de entusiasmo de un grupo de 
sus colaboradores que aspiraban a la reelección para mantener sus prebendas. Entonces se 
afilia al Partido Moderado, que a su vez se ha nutrido de los que se encuentran inconformes 
en el Republicano Conservador, y se separan del General José Miguel Gómez. 
Como recuerda Julio Carreras, entonces se hace popular el lema ―Hay que moderarse‖, lo 
que quería decir que había que seguir las tendencias conservadoras y pro anexionistas de 
Palma o se perdían los privilegios. 
Estrada Palma renueva el Gabinete y el mismo se nutre con los más furibundos 
reeleccionistas, que son conocidos como ―el gabinete de combate‖. Como dice Le Riverend, 
―Don Tomas y su gabinete de combate no se detenían ante nada: violencias y fraudes 
parecían serles familiares. Se utilizó pródigamente el sistema de cesantear a los empleados 
y funcionarios contrarios a la reelección o simpatizantes del Partido Liberal.‖202 
Porque, en efecto, el Partido Liberal surgió como la coalición anti reeleccionista, con la 
unidad de Gómez y Zayas. 
Como dice Carreras, no hay diferencias programáticas, lo importante es el acceso al poder y 
el Partido Liberal es el resumen del anti reeleccionismo y despliega una notable campaña 
demagógica, prodigando la lotería, las lidias de gallos y hasta el emblema que asume el 
partido está encaminado a adormecer y seducir a los campesinos analfabetos: ese emblema 
es un gallo sobre un arado. 
Se producen enfrentamientos y violencias. Las cosas llegan a su máximo cuando en un 
enfrentamiento en Cienfuegos entre reeleccionistas y liberales es asesinado el Comandante 
Enrique Villuendas, lugarteniente del General Gómez. 
Esa es la chispa que incendia aquella pradera y ante las solicitudes de garantías de los 
liberales y la negativa del gobierno se produce el levantamiento armado y la posición que 
adopta Estrada Palma es agudizar su intransigencia y, heroicamente pedir la intervención de 
los Estados Unidos. 
Comienza la llamada Guerrita de Agosto de 1906 con el alzamiento en Pinar del Río del 
general Pino Guerra y otros alzamientos en las Villas y La Habana. En este último lugar es 
asesinado el bravo general Quintín Banderas. 
El general Bartolomé Masó, con el apoyo del general Cebreco intenta una solución pacífica a 
partir de su prestigio como mambí, pero chocan contra el muro de intransigencia de Estrada 
Palma, que estaba envalentonado y abroquelado en la psoción de no conciliar con los 
alzados hasta que depusieran las armas y al paralelo insistir en la intervención 
norteamericana. 
En ese camino Palma susp3nde las garantías constitucionales el 10 de septiembre y sigue 
presionando al gobierno americano para que produzca la intervención. El 14 de ese mes de 
septiembre se reúne el congreso de Cuba para ratificar las posiciones y medidas adoptadas 
por Estrada Palma, y ese mismo día el presidente norteamericano Teodoro Roosvelt se 
dirige en carta a Gonzalo de Quesada, en la cual se da el lujo de aconsejar al gobierno 
cubano que no pida la intervención y adopta una posició0n paternalista orientando tener 
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cordura y advirtiendo lo mal parada que quedaría la posición del gobierno cubano y hasta del 
norteamericano ante la opinión pública mundial si se produce la intervención. 
Sin embargo, la razón real de aquellas cautelas habría que encontrarla, como aduce Le 
Riverend, en que en esos momentos precisamente se encontraba por gira en América del 
Sur el Secretario de Estado Eliu Root, tratando de calmar fuertes corrientes de opinión que 
existían en el esa región y el Caribe, contra la política de agresión de Estados Unidos. 
Ante la persistencia del gobierno cubano reclamando la intervención, el Presidente Roosvelt 
designa una Comisión de Paz, integrada por el Secretario de la Guerra, William Taft y el 
Subsecretario de Estado, Robert Bacon. 
El 10 de octubre Estrada Palma consuma su artera traición y entrega el poder al Secretario 
Taft, acompañando ese gesto de cobardía con una carta en la que desnuda su profundo 
desprecio hacia nuestro pueblo y su pasado heroico. 
Sin embargo, la Comisión de Paz, presidida por Taft, que actuó con plena libertad ante el 
obsequio de poder que le hacía Estrada Palma y la letra de la Enmienda Platt, fue cuidadosa. 
De hecho preparó un proyecto de arreglo basado en dos puntos esenciales: primero que todo 
que Estrada Palma continuaría en el cargo de Presidente de la República y segundo, que se 
anularía las elecciones para convocar otras con garantías. 
Por supuesto, esto último era inaceptable para Palma. Entonces reitera su renuncia, pero 
ahora con todo el Gabinete y el Vicepresidente. Para sustituirlos en sus responsabilidades 
estatales se designan figuras de segunda y mientras, Estrada Palma sigue reclamando la 
intervención. 
Como dice Le Riverend, ―El gobierno de Washington tenía entonces a su disposición un 
magnífico pretexto para consumar la intervención y la ocupación armada. En el orden 
aparente de los hechos eran los propios cubanos por su incapacidad para la vida 
democrática y por demanda de su gobierno, los que habían impuesto la intervención y la 
ocupación del país.‖203 
Junto al Taft  y el ya mencionado Bacon venía una comitiva interventora formada por Cairns, 
que había sido miembro de los servicios secretos norteamericanos bajo el mando de 
Leonardo Wood; venía también el juez Schoenrich Mc Coy, funcionario de la época de Wood, 
y el cónsul general norteamericano Steinhart, que había estado informando diariamente a 
Roosvelt de la marcha de los acontecimientos en Cuba. Entonces, con esa compañía tomó 
posesión Taft como Gobernador Provisional,, el 29 de septiembre de 1906 con una Proclama 
dirigida al pueblo de Cuba en la que hablaba de las garantías y las nobles intenciones del 
gobierno norteamericano. 
Así concluía la primera etapa de la república neocolonial. Había empezado con el 
entreguismo de algunos y el padrinazgo de Estrada Palma a la Enmienda Platt; se había 
caracterizado por el perfeccionamiento de la dominación política y militar de los Estados 
Unidos sobre nuestro país; había estado facilitada por el gobierno entreguista de Estrada 
Palma y terminaba con la dominación descarnada de Estados Unidos, bajo la casi histérica 
solicitud de Palma. Se había cerrado el círculo de la traición. 
HEDC 
 
CAPÍTULO VIII. 

 
LA SEGUNDA INTERVENCIÓN NORTEAMERICANA EN CUBA (1906-1909) 
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La forma legal de la segunda intervención norteamericana. Su cobertura a la luz del 
Derecho Internacional Público. 
 

En la Proclama que el Secretario de Estado norteamericano Taft emite al asumir el poder en 
Cuba se encuentran las razones jurídicas y políticas que justificaban esa nueva intervención. 
En efecto, Taft declara que está actuando como Delegado del Presidente de los Estados 
Unidos, con la condición de Gobernador Provisional en Cuba y justifica su intromisión con los 
argumentos siguientes: el Congreso de Cuba no había decidido, ante la crisis de poder que 
se suscitó, quién asumiría la jefatura del Ejecutivo, ni incluso del resto del Gabinete. Por 
demás, el orden está profundamente alterado en la Isla y el mismo presidente constitucional, 
don Tomás Estrada Palma ha solicitado del Presidente de los Estados Unidos que intervenga 
para restablecer el orden y, con ello, garantizar las vidas y haciendas de los cubanos y los 
norteamericanos en la Isla. 
Entonces quedaba claro que al Presidente Roosvelt no le cabía otra alternativa que actuar en 
consecuencia y disponer la intervención. Incluso, como dijimos en el capítulo anterior, se 
pudo dar el lujo de coquetear con esa decisión y ―aconsejar‖ a los gobernantes cubanos que 
trataran de resolver por ellos mismos la crisis y evitaran la intervención extranjera. 
Desde el punto de vista del Derecho Internacional Público también encontró cobertura el 
presidente norteamericano y en ese sentido se remitía a un instrumento de tal significación 
como el Tratado Permanente. 
Hay que indicar que Teodoro Roosvelt había inaugurado el siglo con importantes triunfos 
diplomáticos y se presentaba –creyéndolo realmente o no—como defensor de la que llamaba 
entonces, la Ley Internacional, es decir, las normas y principios del Derecho Internacional 
Público. Es justo consignar que tanto él como Woodrow Wilson pretendieron imponer el 
dominio norteamericano de conformidad con su esencia imperialista, pero siempre trataron 
de hacerlo según el molde de normas internacionales que ellos mismos dictarían, que ellos 
irían conformando y que servirían absolutamente a esos intereses hegemónicos. 
Es entonces que con tales pretextos o coberturas jurídicas se produce la llegada de las 
tropas de ocupación de la infantería de marina de los EE.UU. Como dice Julio Carreras, ―De 
hecho existe una ocupación militar, por la fuerza; ha desaparecido la República de Cuba, 
pero el Gobierno norteamericano quiere cubrir esta acción y presentarse como tutor de los 
cubanos inexpertos. La ocupación es denominada Administración Provisional.‖204 
Para ser consecuentes con esa posición se mantiene el uso de los símbolos patrios, es decir, 
la bandera cubana sigue sendo izada en los lugares públicos y oficinas estatales; el poder a 
nivel de Provincias y Municipios se mantiene dentro de los mismos órganos establecidos por 
la Constitución de 1901. El llamado Poder Judicial no es tocado; los tribunales mantienen su 
jurisdicción y respectivas competencias y se siguen aplicando las leyes establecidas que, 
como antes vimos, eran las Ordenes Militares y los viejos códigos españoles.  
Sólo se hicieron pequeñas modificaciones en la estructura gubernamental. 
Como ya señalábamos, el Sr. William H. Taft asumió el poder en Cuba, como Gobernador 
Provisional, el 29 de septiembre de 1906, pero apenas unos días después, el 13 de octubre, 
traspasó ese poder al señor Charles Magoon. 
Hay que significar que antes de entregar el poder a Magoon, Taft, que estaba apurado por 
hacer esa entrega a fin de ocuparse de su cartera en la Secretaría de la Guerra en el 
gabinete yanqui, había dirigido el desembarco de 5,000 infantes de marina y había 
asegurado el desarme de los rebeldes liberales. Sin duda, por muy obsecuentes que 
hubieran sido esos liberales con la ocupación extranjera, al Sr. Taft no le daba ninguna 
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seguridad que hubiera partidas armadas en esos momentos en los campos de Cuba, mucho 
más cuanto que, como hemos dicho, se había esparcido un fuerte sentimiento 
antiimperialista en las tierras de América del Sur. 
El nuevo Gobernador Provisional, Charles Magoon había sido Ministro en Panamá y 
Gobernador en la zona del Canal y era un político y administrador de experiencia, con 
estampa de gordinflón bonachón, politiquero, y con mucha habilidad para pasar inadvertida la 
esencia intervensionista de su mandato. 
El nuevo Gobernador Provisional, Magoon, dictó de inmediato el Decreto No. 284 (obsérvese 
que se seguía la misma numeración del gabinete sustituido) y por ese Decreto creó la 
llamada Comisión Consultiva, con funciones especificadas en ese cuerpo legal, y que eran 
las siguientes: estudiar, preparar y presentar al Gobernador Provisional algunos proyectos de 
leyes específicas, especialmente, la Ley Electoral; Leyes para el funcionamiento de las 
Provincias y los municipios; Ley orgánica del Poder Judicial y una suerte de Ley sobre el 
servicio de la administración o llamada Ley de Empleados. No se descartaba, sin embargo, 
que además de esas normativas presentara otros proyectos de interés general. 
Los miembros de la Comisión Consultiva podían compartir sus funciones con otros cargos 
públicos. El Decreto 284 se publicó en la Gaceta Oficial el 26 de diciembre de 1906 y la 
Comisión celebró su primera sesión, en el edificio del Senado, que sería su sede, el 3 de 
enero del año siguiente, 1907. 
Para que todo quede bien claro, presidía la Comisión el abogado norteamericano Enoch H. 
Crowder, que formaba parte del Servicio Militar yanqui. Integraban el resto de esa Comisión 
Consultiva Juan Gualberto Gómez, Erasmo Regüeiferos Boudet, Manuel García Coronado, 
Francisco Carrera Jústiz, Mario García Kohly, Rafael Montoro Valdés, Felipe González 
Zarina, Alfredo Zayas Alfonso, Manuel F. Viondi, Blanton W. Winship y Otto Schoenrich. 
Aparentemente poco habían cambiado las cosas y las modificaciones institucionales eran 
mínimas, pero apenas se piensa un poco se hace evidente que los norteamericanos no 
llegaron con un propósito de provisionalidad, lo cual no se conciliaría con ese afán legislativo. 
Por el contrario, pretendían completar su obra ―redentora‖ ajustando detalles jurídicos que 
permitieran hacer de Cuba el país que necesitaban a imagen y complacencia de sus 
intereses. 
 
La situación político social; partidos políticos e ideas políticas y jurídicas en esos momentos. 
 

En las adulteradas y frustradas elecciones de 1905 habían contendido supuestamente dos 
partidos, el Moderado que seguía los intereses de Estrada Palma y el Liberal, en el cual se 
había unido, como ya dijimos, el anti reeleccionismo de Gómez y Zayas. 
Sin embargo, muy pronto el Partido Liberal se fraccionó en dos tendencias que ulteriormente 
dieron lugar a dos nuevos partidos. De un lado se agruparon los seguidores del Mayor 
General José Miguel Gómez, caudillo de Las Villas, senador por Santa Clara, campechano, 
con estampa de criollo popular. Frente a él Alfredo Zayas, ex senador, intelectual, más culto 
y refinado, de verbo fácil y rápido ingenio quien no disponía de una hoja de servicios en la 
manigua como su opositor Miguel Gómez, pero había pasado varios años, entre el 95 y el 98 
en el Presidio de Ceuta. 
Sin embargo, en ese enfrentamiento partidista no había divergencias ideológicas. Los 
programas de ambos partidos no diferían sustancialmente. Las distancias estaban dadas por 
mezquinos intereses económicos o lo que es lo mismo, por las ambiciones en cuanto a la 
distribución de prebendas y privilegios. Como dice Julio Carreras, ―Cada uno por su parte 
capitalizaba la inconformidad por la distribución de las posiciones burocráticas, entonces 
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llamadas destinos, porque en el país no había otra fuente de empleo mejor remunerada que 
los cargos del presupuesto nacional.‖205 
Sin embargo, las diferencias ideológicas y políticas estaban presentes y se derivaban, 
esencialmente, de las distintas posiciones de las clases sociales de aquel momento frente a 
la nueva ocupación o intervención norteamericana. 
La incipiente burguesía, que mal podría llamarse nacional, adoptó una actitud absolutamente 
oportunista ante esta nueva intervención. 
En realidad, como señala Carreras, en ese momento predominaba en Cuba el capital 
extranjero, pero no todavía el norteamericano. Había, al concluir la guerra, más hombres 
adultos españoles que cubanos y esos españoles dominaban una parte importante de la 
economía, especialmente en el comercio aunque ya comenzaban a desbordarse hacia la 
banca –téngase en cuenta que el llamado Banco Nacional, que no lo era—se formó con 
capital español. Otro de los renglones hacia los que se encaminó el proceso inversionista, 
especialmente peninsular, fue hacia las construcciones de salud, como las llamadas Quintas, 
las inversiones en inmuebles y también algunos grandes hoteles, entre los que descollaban 
el Sevilla y el Plaza. 
Magoon favorecía esas inversiones e incluso cooperaba con inversiones locales que 
aumentaban los valores invertidos, todo lo cual creaba un clima de mutua confianza y 
amistad entre el gobierno interventor y ese sector importante de la burguesía que actuaba en 
Cuba.  
Como contumaces comerciantes favorecieron lo que entonces eran centros comerciales, 
muy toscos y vulgares, pero sumamente operativos, como es el caso del Mercado de 
Cristina. 
Por su parte Magoon aceleró un importante plan de obras públicas, sin dudas costoso.206  
Asimismo empieza una ofensiva por el desarrollo de la agricultura, pero visto éste desde la 
perspectiva de las grandes ganancias de los latifundistas y hacendados. Se funda la llamada 
Liga Agraria, que tuvo como presidente a Rafael Fernández de Castro quien trató de 
impulsar ese desarrollo agrario y de sus soportes financieros.207 
Es en esos contextos en que se empieza a producir la invasión del capital norteamericano 
sobre nuestras tierras, lo cual, como ya hemos señalado, venía produciéndose discretamente 
desde unos años antes. 
Oscar Pino Santos deja constancia de que un solo empresario norteamericano acaparó 27 
mil hectáreas en el norte de Oriente y fabricó uno de los centrales azucareros más grandes 
en esos momentos, el Cuban American Sugar Co.. Ya en 1903 ese movimiento de 
antropofagia era tan grande que provocó la advertencia y la alarma de Manuel Sanguily ante 
el Congreso, lo cual lejos de atenuarse se acentuaría durante esta segunda intervención que 
estamos señalando. En aquella ocasión decía Sanguily que no costaba trabajo advertir ―el 
número considerable de extranjeros, en su mayor parte americanos del norte, que llegan a 
La Haban y se derraman por el territorio de la Isla, con el propósito de adueñarse de la tierra. 
No pasa día sin que se sepa de enajenaciones a su favor, que se cuentan por cientos y aun 

                                                        
205 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 388. 
206 Julio Carreras brinda el dato de que el kilómetro de carretera alcanzaba un costo de 28,345 pesos, lo cual era exorbitante 

en aquellos contextos. 
207 Rafael Fernández de Castro era un rico hacendado, dueño de un poderoso ingenio, el Nuestra Señora del Carmen, que se 

encontraba en Jaruco y había sido un viejo dirigente del Partido Autonomista y, en consecuencia, nada amigo de la 

independencia nacional. 
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miles de acres. Zonas inmensas, los alrededores de Nipe y Bahía Honda, ambas orillas del 
Cauto, en extensión extraordinaria han pasado a manos de extraños.‖208 
En consecuencia, es totalmente claro que la primera fuerza social en que se apoyó el 
gobierno de la segunda intervención fue el formado por la pobre burguesía industrial, la 
burguesía comercial española, los hacendados españoles y criollos y el capital 
norteamericano que se encontraba en su propia agua. 
 
En cuanto a las relaciones del gobierno interventor con las nacientes fuerzas del proletariado 
la situación era completamente diferente. El desarrollo de las relaciones capitalistas y la 
ampliación de las inversiones de capital en Cuba conducen inevitablemente también a la 
ampliación del proletariado y a su mejor organización. No es difícil advertir un proceso de 
concientización en el cual la clase obrera, todavía muy incipiente, empieza a madurar no sólo 
ya como clase orgánica, clase en sí, como dijera Carlos Marx, sino con conciencia de su 
unidad y de sus destinos, es decir, como clase para sí. 
Este proceso se materializa, esencialmente, en el aumento de las luchas obreras y en el 
número de huelgas que se registran durante esa segunda intervención norteamericana. Esas 
huelgas se hacen especialmente notables en el sector agrícola, tabacalero particularmente, 
en la construcción, pero tuvo su manifestación más extensa y significativa con la llamada 
huelga de la moneda. 
Para comprender la esencia de ese amplio movimiento huelguístico es necesario tener clara 
idea de que McKinley había fijado el valor de cambio de las monedas españolas en relación 
con el dólar, dado que a esas alturas no se había producido la emisión de moneda nacional y 
en el país circulaban con absoluta libertad tanto la moneda de la vieja colonia española como 
la del nuevo dominador neocolonial, que había sido introducida durante la primera 
intervención militar.209 
En esas condiciones los patrones pagaban con diferentes monedas, lo mismo con luises 
franceses, que con monedas españolas que con las llamadas águilas americanas, que eran 
las más fuertes y gozaban de más aceptación. Eso originaba que los cambista eran los 
grandes ganadores, primeros beneficiarios que siempre obtenían ganancias de las 
conversiones y perjudicaban los intereses de los trabajadores. No es difícil comprender 
entonces que se extendiera la consideración de que había que luchar por el pago en 
monedas norteamericanas. Fueron los tabacaleros los que iniciaron el movimiento 
huelguístico pidiendo el pago de sus salarios en monedas norteamericanas, pero su 
movimiento fue seguido de inmediato por los trabajadores del Trust Henry Clay y el Bock 
Company y los trabajadores de las fábricas independientes de Partagás, Romeo y Julieta, 
Larrañaga, Rey del Mundo y otras importantes firmas tabacaleras. 
Los patronos originalmente pretendieron agotar por hambre a los trabajadores, pero éstos 
organizaron movimientos de solidaridad, cajas de ayuda mutua y otros medios de asistencia, 
se elevó la organización y la huelga pudo extenderse durante 145 días, culminando con un 

                                                        
208 Diario de Sesiones del Senado de la República. Sesión de marzo 4 de 1903. Al respecto sería bueno recordar que 
Sanguily incluso presentó un proyecto de ley en que se prohibía terminantemente todo contrato o pacto en virtud del cual se 

enajenaran bienes a favor de extranjeros, pero este proyecto tan siquiera fue discutido. Citado por Pino Santos Oscar, en Ob. 

Cit. Pág. 251. 
209 En ese sentido, el alfonsino o centén, que era una pieza de oro de 25 pesetas, valdría aproximadamente 4 dólares y 82 

centavos; el Luis, que también era de oro, con valor de 20 francos, equivalía a 3 pesos y 86 centavos; el peso de plata, era 

igual a 60 centavos; el real valía 6 y el medio real 3, mientras que la moneda fraccionaria de bronce o de cobre de 1 y 2 

centavos se recibían a su valor de acuñación para completar fracciones de un peso en un solo pago y siempre que no se 

excediera el pago de 12 centavos. 
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rotundo éxito dado que los patronos tuvieron que acceder a que los salarios se pagaran, en 
lo adelante, en moneda norteamericana. 
Los enfrentamientos y la violencia se extendieron durante el mandato de Magoon y se 
hicieron especialmente fuertes en el sector campesino.210 
En este período se empieza a abrir paso una contradicción que después ocupa gran parte de 
la vida de la república neocolonial. Me refiero a la preferencia en los trabajos a favor de los 
emigrados españoles, especialmente en el comercio, pero también en la construcción. 
Empiezan entonces los reclamos de los trabajadores cubanos por la equiparación de ambos 
sectores laborales en las fuentes de empleo. 
En general, tanto el pobre proletariado urbano como los trabajadores agrícolas y los 
campesinos sufren esta segunda intervención norteamericana y no se benefician con ella no 
obstante que se producen inversiones y el imperialismo requiere de bases materiales para 
extender y hacer efectivo su dominio económico y alcanzar cuotas satisfactorias de plusvalía. 
 
La situación de la Iglesia Católica y la intervención norteamericana. 
 
Desde 1842 había surgido un importante diferendo entre la jerarquía católica en Cuba y el 
poder colonial español En ese año el gobierno español había efectuado una importante 
confiscación de las propiedades de la iglesia y algunos importantes conventos habían sido 
convertidos en instalaciones estatales, como el que se dedicó a la Aduana, el que se dedicó 
al Instituto de Segunda Enseñanza de la Habana, el de Correos  
y otros. 
Durante el gobierno de Estrada Palma la Iglesia presionó en varias ocasiones pretendiendo 
la liquidación del valor de esas propiedades, pero no pudo obtener la devolución de las 
mismas porque hacía mucho tiempo estaban dedicadas a funciones estatales y, por otro 
lado, el presupuesto estatal no permitía la indemnización que se estaba reclamando. 
En este período de la segunda intervención norteamericana en Cuba, la Iglesia volvió sobre 
el asunto pero totalmente de costado, es decir, reclamando no la devolución de las 
instalaciones sino la indemnización mencionada, que se hacía ascender a dos millones de 
dólares. 
En realidad esta pretensión tuvo una pésima acogida: a ella se enfrentaron, por supuesto que 
con diferentes matices, todos los partidos políticos. Hubo realmente casi unanimidad en el 
repudio que le brindó la prensa a los deseos de la jerarquía eclesiástica, pero Magoon estuvo 
dispuesto a negociar y granjearse el apoyo de tan fuerte sector social y político. 
El 26 de febrero de 1907 Taft declaró que no era posible devolver los edificios confiscados 
porque eran indispensables a los fines públicos, pero se produjeron las negociaciones que 
terminaron con la aceptación de la indemnización ofrecida y entregada por Magoon, 
ascendente a la suma de 1,932,143 pesos que recibió la Iglesia Católica en indemnización 
por las aludidas confiscaciones de 1842 
 
Algunas de las principales disposiciones aprobadas por la Comisión Consultiva. 
 
La Comisión Consultiva a que ya antes aludimos afrontó de inmediato, funcionando en el 
local del Senado, la preparación de varios proyectos de leyes verdaderamente importantes. 
Entre dichos proyectos señalaremos los principales. 

                                                        
210 Julio Carreras hace referencia al asesinato cometido por el hacendado Simón de Gandi, propietario del ingenio Victoria, 

quien mató a tiros al obrero Basilio Miranda porque reclamaba el pago justo de su jornal. Igualmente refiere como en 1908 

un colono mata al hacendado Tirso Mesa y se producen fuertes movimientos de resistencia campesina. 
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La Ley Orgánica de los Municipios. 
 
Una de las más importantes de las normativas trabajadas por la Comisión Consultiva 
fue la Ley Orgánica de los Municipios, que según las corrientes políticas más 
avanzadas en Europa y América, se inspiraba en criterios descentralizadores y 
republicanos.  
El proyecto se centró en la separación de  las funciones deliberantes y las 
administrativas, con lo que tomó distancia con respecto a la técnica y la posición 
doctrinal y práctica imperante en España. Sin embargo, cuidó la unidad funcional y 
unió todas esas funciones  bajo  un presidente en cada Ayuntamiento, que era  
justamente el  Alcalde, quien  debía actuar como jefe de la administración municipal.  
En esa Ley de 1909, las relaciones entre el gobierno central y el municipio son las precisas 
para mantener la unidad política del Estado, regulando la potestad suspensiva de los 
acuerdos, que podían ejercitar el Presidente de la República y el Gobernador Provincial. 
Es claro que el Municipio que queda estructurado por esa normativa ya no es el de viejo 
sabor castellano, con raigambre romana, y del cual dijera Martí que por él había entrada 
América en el aprendizaje de la libertad. Sin embargo, como hemos dicho, esta 
administración municipal trataba de  colocarse a la altura de las más  modernas corrientes 
funcionales de Europa y propendía a la flexibilización de la dura carga estatal. Es evidente 
que también tomó como base y copió en cierta forma los principios de gobernación local, 
recomendados por la Liga Nacional Municipal de los Estados Unidos. 
Las ley se divide en 8 Títulos. El primero de ellos, bajo el nombre de Declaración de 
Principios se refiere a la caracterización general del órgano municipal de poder y significa 
que el nuevo municipio constitucional tiene personalidad jurídica propia y goza de autonomía 
administrativa, lo cual era, sin dudas, una importante consideración orgánica y funcional. 
El Título segundo tiene de interesante que admitía la creación, segregación y fusión de 
municipios, siempre que hubiera condiciones de sostenimiento económico de los mismos, 
con lo cual se estaba reconociendo que en la base de su funcionalidad e independencia 
administrativa estaba su capacidad de autogestión económica. 
El Título III, que tenía 4 Capítulos se refería a la organización del gobierno municipal. Entre 
sus disposiciones significativas debemos mencionar que establecía el número máximo de 
Consejales en 27 y admitía que los extranjeros podían llegar a ser Consejales si tenían 5 
años de residencia en el país, ejercían una profesión, eran propietarios de bienes inmuebles, 
poseyeran un establecimiento mercantil, fabril o industrial y fueran jefes de familia que 
pagaran impuestos, es decir, formaran parte de las que se llamaban ―fuerzas vivas‖ de la 
clase dominante, de los estratos solventes. 
El Título IV se refería a las Funciones del Gobierno Municipal, y en el mismo se establecían 
las facultades para regular los asuntos propios de la municipalidad. 
Entre sus disposiciones más significativas están las referidas a que el Municipio tenía el 
dominio, en concepto de bienes de uso público, sobre los caminos, carreteras, y otros 
medios de comunicación dentro de la municipalidad. Igualmente tenía el dominio público de 
las calles, avenidas, y vías públicas en las ciudades. 
Entonces es interesante que en ese Título se disponía que el Municipio podía enajenar los 
bienes municipales mediante subasta pública y que asimismo podría arrendar, establecer 
gravámenes o contratos para obras públicas y brindar concesiones para las mismas, 
mediante licitación. Se establecía que las compras que hiciera el municipio serían también 
siempre por subasta pública. 
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Como señala Carreras, ―El Gobierno Municipal puede abrir, cerrar, alinear, ensanchar, 
enrasar, modificar, extender, pavimentar, regular el uso de las vías públicas urbanas o 
rurales, salvo las del Estado y de la provincia.‖ Por supuesto, que tenía que ver con todas las 
normativas edilicias. 
En el Título V se regula todo lo relativo a la llamada Hacienda Municipal, esto es, al régimen 
de recaudaciones de que podía disponer el municipio, procedentes especialmente de las 
hipotecas, los impuestos, los ingresos procedentes de arrendamientos de instalaciones 
inmuebles municipales y otros renglones. 
En el Título VI se regulaba lo referido a los empréstitos que podían solicitar y contraer el 
municipio, pero siempre previa consulta con el electorado mediante un referéndum. 
En general, como antes dijimos, si bien no era la regulación del viejo municipio cargado de 
autóctona e independencia política, se pretendía un municipio de sentido moderno, con cierta 
flexibilidad en su funcionamiento y una relativa y hasta importante descentralización. 
 
La Ley Orgánica de las Provincias. 

 
La Ley Orgánica de las Provincias fue publicada en la Gaceta Oficial el 2 de junio de 
1908. 
Se enmarca absolutamente a lo dispuesto en la Constitución de 1901, según la cual 
Cuba constaba de seis provincias. Al frente de cada provincia debe haber un 
Gobernador Provincial y el Consejo Provincial. Es una ley que trató de ser moderna, 
también inspirada en las nuevas corrientes funcionales de Europa y América y que 
pretendió organizar el régimen de poder provincial según las técnicas estructurales y 
doctrinales imperantes en Europa, con evidente copia también de las soluciones 
norteamericanas.  

El Consejo Provincial, que auxilia al Gobernador al frente de la provincia, no puede ser 
menor de 8 miembros ni exceder el número de 20 y como dato singular vale la pena 
mencionar que evidentemente en pos del adecentamiento y enfrentando posibles 
pretensiones de corruptelas, a los miembros del Consejo Provincial se les asignaban dietas 
fijas, pero nunca sueldos. 
La Ley estuvo dividida en 6 Títulos. El primero de ello, de carácter general, se contraía a la 
denominación de las provincias existentes y la resolución de posibles controversias o 
problemas de competencia que hubieran podido surgir entre ellas. 
El Título II, dividido en dos capítulos, se refiere al gobierno provincial y su funcionamiento. El 
Título IV se refiere también a la hacienda provincial y sus recursos y formas de 
administración. El Título V también es referido a los empréstitos provinciales y el VI a los 
Recursos que se pueden establecer contra las decisiones provinciales y a las 
responsabilidades de la misma ante sus propios actos. 
Como dijimos, trató de ser una Ley que modernizara nuestro funcionamiento institucional a 
nivel de la provincia y con ello mejorara la capacidad y la seguridad de las inversiones en 
nuestra economía. 
 
La Ley del Servicio Civil. 
 
Esta ley se refiere a la organización, estructuración y funcionamiento de la 
administración pública en todas sus actividades, especialmente en el llamado servicio 
público con  toda su multiplicidad y complejidad..  
Sus redactores, entre los que había norteamericanos y cubanos, partieron del criterio 
simplista de que los males de la república procedían de la mala administración y ésta a 
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su vez era imputable a la débil estructura de la empleomanía del servicio civil. 
Consideraron que la ley sería un factor decisivo en la normalización de las luchas 
políticas y contribuiría a suavizar las contiendas.211 
Su principal objetivo era, sin duda, organizar lo que se llamaba ya entonces, la carrera 
administrativa, que era el dominio de las técnicas básicas para prestar adecuados 
servicios en la Administración Civil y lograr una empleomanía profesionalizada que 
tomara distancia y fuera ajena a las pugnas políticas de cada momento. 
En la base de la Ley estaba la concepción de la administración norteamericana de la 
cual se asumió, entre otros muchos particulares, la que se llamó Comisión de 
Servicios, que funcionó como un centro evaluador y clasificador del personal de la 
administración y el Tribunal de Apelación que conocía de las apelaciones contra las 
resoluciones que dictaba dicho personal administrativo. Los miembros de esa 
Comisión de Servicios serían nombrados por el Presidente de la República, previa 
aprobación del Senado.  
Como cuestiones interesantes dentro de aquel texto legal merece mencionarse la 
diferencia conceptual que queda clara entre funcionarios y empleados. 
Establece que los pretendientes a cargos públicos deben sufrir exámenes y aprobarlos 
y en caso de empates en las oposiciones para cargos administrativos se preferiría a 
los  hijos de veteranos de la Guerra de Independencia muertos en campaña. 
El ingreso en la carrera del Servicio Civil siempre se haría por la última categoría, es 
decir, por el escalón más bajo de la cadena de ascensos. La Ley se aprobó y fue 
publicada en la Gaceta Oficial el 18 de enero de 1909. 
 
 
La Ley Electoral. 
 
Esa Ley singular e importante, fue publicada en la G.O. del 1 de abril del 1908, pero fue 
revisada y corregida y finalmente vuelta a publicar el 11 de septiembre de 1908. 
También es una ley muy técnica, que supone que con una buena ingeniería electoral 
se asegurará el buen desenvolvimiento de la política nacional, de los partidos y con 
ello la verdadera participación electoral ciudadana, a lo cual se reduce la democracia, 
según esos puntos de vista. 
Los tres primeros Capítulos se refieren a lo que llamaríamos el padrón electoral, es 
decir,, a la forma en que se acredita la capacidad electoral a los fines de la votación en 
todo tipo de elección, tanto general, como de compromisarios, extraordinarias, o a la 
Constituyente 
Todavía el capítulo IV es puramente formal en tanto se reduce a las condiciones 
exigibles para ser electo Presidente de la República, Vicepresidente, Senador, 
Delegado a la Constituyente, Representante a la Cámara, Compromisario presidencial, 
Compromisario senatorial, Gobernador, Consejero, Alcalde o Consejal. 
En general la Ley se inclina por el sistema electoral que podríamos llamar de mayoría 
absoluta. 
El capítulo V regula toda la estructura y composición de las Juntas Electorales yes 
sumamente meticuloso y detallado en cuanto a su regulación. Igual ocurre con el 
Capítulo VI que normaba las llamadas divisiones electorales. 

                                                        
211 Participaron en la redacción de esta Ley E. H. Crowder, M. Viondi, Carrera Jústiz, García Kohly, Montoro, Schoenrich, 

Coronado y Winship. 
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En el Capítulo VIII empiezan realmente las regulaciones de esa que hemos llamado 
ingeniería electoral puesto que en el mismo se norman las propuestas para candidatos 
y el Capítulo IX establece regulaciones sobre las boletas, tanto de muestra como 
oficiales. 
Todo el Capítulo X se refiere al proceso mismo de la elección y su desenvolvimiento y 
el XI lo correspondiente a los escrutinios. 
Después la Ley tiene regulaciones especiales para algunas elecciones singulares, 
como la del Presidente de la República y los Senadores. 
Como cuestión interesante merece señalarse que la Ley reguló los delitos especiales 
que podían cometerse en el proceso electoral y las situaciones de ilegalidad que 
podrían darse durante todo dicho proceso. 
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
La Ley  Orgánica del Poder Judicial. Mantuvo en líneas generales la organización 
judicial vigente, y apenas procedió a compilar  las leyes españolas y decretos reales, 
las Ordenes Militares y las leyes del Congreso cubano sobre este asunto. 
Introdujo pocas modificaciones  en algunos detalles dentro  del sistema judicial, tales 
como el relativo al nombramiento y separación de los funcionarios judiciales, 
estableciendo que las separaciones sólo podrían realizarse por acusación o por 
querella justificada. 
La ley fue sumamente detallosa y tuvo, como ya hemos indicado, pocos aportes 
novedosos. Entre esas novedades merece señalarse la contenida en el Título III en que 
se disponía que el Presidente de la República ya no podría en lo adelante designar 
libremente a los funcionarios judiciales. Por el contrario, ahora el Presidente y los 
Magistrados del Tribunal Supremo serían  nombrados por el ejecutivo, pero los demás 
funcionarios judiciales, con excepción de los jueces municipales, serían designados 
por el método de ternas que se sometían a la aprobación presidencial por la Sala de 
Gobierno del Tribunal Supremo y que al ser designados ocuparían sus cargos por el 
lapso de cuatro años. Los jueces municipales y sus suplentes eran nombrados por el 
Presidente de la República, pero a partir de las ternas que le elevaban las Salas de 
Gobierno de las Audiencias Provinciales. 
Otra modificación significativa fue de carácter procesal más que estructural y se 
refería a que los jueces encargados de conocer cualquier causa criminal podían 
conocer de delitos menores a su competencia cuando se encontraran ante ellos, sin 
tener que abstenerse y enviar el conocimiento de la causa a niveles judiciales más 
bajos. 
Merece indicarse que se aprobó que los fallos de los Jueces Correccionales fueran 
apelables cuando se trataba de delitos y no de contravenciones, pero esa disposición 
fue suspendida temporalmente y jamás se llegó a instrumentar tal apelación. 
La Ley tuvo XIV Títulos y el último estuvo reservado a regular el Ministerio Fiscal. 
Finalmente se restablecen los Colegios de Abogados y se regula el ejercicio del 
trabajo profesional de los Procuradores. 
 
 

La Ley Orgánica del Poder Ejecutivo. 
 
En realidad, como han apuntado algunos historiadores, parece ser que los miembros 
de la Comisión Consultiva no dispusieron de todo el tiempo que hubieran deseado y 
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esta ley no alcanzó el grado de detalle y pormenorización que hemos apuntado en las 
anteriores. 
En líneas generales determinó las facultades, límites y contenido funcional de las 
Secretarías y de otros órganos del llamado Poder Ejecutivo. 
Como cuestión importante merece señalarse que fijó el salario del Presidente de la 
República y de los Secretarios de Despacho, los cuales fueron el de Estado; Justicia; 
Gobernación; Hacienda; Obras Públicas; Agricultura; Comercio y Trabajo; Instrucción 
Pública y Bellas Artes; Sanidad y Beneficencia; Comunicaciones y de Guerra y Marina. 
Es importante significar que los Secretarios de Despacho no constituían un gabinete, 
un cuerpo colectivo como los llamados Consejos de Ministros, sino que a la manera 
norteamericana eran, en realidad, auxiliares personales del Presidente de la República 
y no tenían que reunirse como cuerpo orgánico, sino que eran consultados 
individualmente o en grupos según los libres intereses y decisión del Presidente. 
La Ley, no obstante ya aludida sencillez que tuvo en relación con otras reguló las 
normas de jurisdicción y relaciones entre las Secretarías, sobre la contabilidad del 
ejecutivo y otras cuestiones de sentido general que atañen a ese llamado poder del 
Estado. 
Es importante también que la Ley estableció el Recurso de Alzada para ante el 
Presidente de la República, contra las resoluciones adoptadas por los secretarios de 
despacho. 
Quisiera transcribir lo afirmado por el Dr. Carreras en cuanto a las facultades y 
contenido que la Ley otorgó a la Secretaría de Sanidad y Beneficencia. 
Dice Carreras al respecto: ―El Artículo 324 confiere a la Secretaría de Sanidad y 
Beneficencia todas las facultades y deberes que con relación a instituciones benéficas 
fueron conferidas al Ministro de Gobernación, Dirección de Gobernación, Dirección 
General de Beneficencia creada por R.D., de 27 de abril de 1875, modificado por el de 
27 de junio de 1881 y transferidas al Departamento de Beneficencia por la Orden Militar 
271 de 7 de julio de 1900; el artículo 240 autoriza la Escuela Correccional para niños y 
el 341 una para niñas; el artículo 342 trata de la reclusión de menores; los artículos 351 
y siguientes tratan del Hospital de Dementes y del procedimiento para la observación y 
reclusión...‖212 
Con la nueva legislación electoral a que hemos hecho referencia antes se produjo el 
censo de población del 1907 y dentro de sus límites se convocó a las elecciones 
generales. Los que habían empujado y acompañado a Estrada Palma en la política de 
continuismo y reelección, los llamados moderados, trataron de hacer nuevas alianzas 
políticas y atrajeron a su partido a personalidades como Menocal y Montalvo. En esas 
elecciones de 1908 se postularon como candidatos a la presidencia y vicepresidencia 
respectivamente Menocal y Rafael Montoro. 
Por los liberales se superó una momentánea escisión entre los que se llamaban 
liberales sin otro adjetivo, encabezados por Alfredo Zayas y los llamados liberales 
históricos, dirigidos por José Miguel Gómez. Ambos grupos, como hemos indicado, se 
fusionaron operativamente y concurrieron a las elecciones con la fórmula de José 
Miguel Gómez en la presidencia y Zayas Vicepresidente. Con todo el prestigio anterior 
y los reproches que existían contra Estrada Palma, los liberales ganaron ampliamente 
las elecciones y el 28 de enero de 1909 comenzó un nuevo período de la historia de 
nuestra república neocolonial, con el mandato presidencial de José Miguel Gómez y el 
cese de la segunda intervención norteamericana en el país. 

                                                        
212 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 409. 
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+HEDC. 
 
CAPÍTULO IX 
 
LA SEGUNDA ETAPA DE LA REPÚBLICA NEOCOLONIAL (1909-1933) 
 
 
El avance de la penetración económica norteamericana en Cuba. 
 
En el año 1906 las inversiones norteamericanas en Cuba se calcula que llegaban a la cifra 
de $200 millones, lo cual, en aquellas condiciones históricas era bien grande. Sin embargo, 
como dice Oscar Pino Santos, ― en ese período y el siguiente, el capital de los Estados 
Unidos todavía no dominaba por completo la economía cubana. Se mantenían en el país 
inversiones considerables de capital cubano, español, inglés, francés y alemán. Los cambios 
básicos se produjeron a partir del auge azucarero provocado por la primera guerra mundial y, 
sobre todo, a raíz de la crisis económica y financiera de 1920 (que siguió a la era de 
prosperidad de posguerra: la famosa danza de los millones.‖213 
Esa crisis económica y financiera propició la ruina de un gran número de bancos cubanos y 
de otros países, todos los cuales fueron a parar a las carteras de los grandes trust 
financieros norteamericanos que ya estaban a la sazón afincados en Cuba. Junto a esas 
carteras bancarias el capital norteamericano se engrosó con otros detritus de la crisis: a sus 
manos pasaron ingenios, ganado, edificios, bienes inmuebles en general y el capital 
norteamericano se adueño por completo de la economía nacional. 
Entre 1926 y 27, de 175 ingenios que molían en esos momentos, 75 eran propiedad de 
capital norteamericano y los mismos realizaron el 62,5% de la zafra de ese año. 
El gran historiador Ramiro Guerra deja constancia de que en esos momentos, ―más del 40% 
del área total de Cuba, quizá, está dominada por el latifundio.‖ Entre esos grandes monstruos 
de la tierra destacaban la Cuban American Sugar Co., con más de 195 mil hectáreas de 
tierra; la Cuban Cane Sugar Co., con cerca de 160 mil hectáreas; la General Sugar Co. Con 
117 mil y la United Fruti  Co. Con cerca de 12 mil hectáreas, pero especialmente 
privilegiadas. 
Por si fuera poco los Estados Unidos controlaban el servicio eléctrico, de gas y telefónico, a 
través de sus grandes monopolios como la Electric Bond and Share Co. Y la Internacional 
Telephone &  Telegraph Co. 
Cuba caía en manos del capigtal imperialista yanqui no sólo por la vía de esas inversiones 
que dominaban toda nuestra economía y ponían a la sociedad cubana en sus manos, sino 
también por la más grosera de los intereses derivados de los múltiples empréstitos que se 
convinieron en esos años amargos con las grandes firmas financieras norteamericanas, 
especialmente la ya conocida Speyer y la Morgan. 
Como señala Pino Santos, ―En síntesis, en 1928 las inversiones del capital monopolista 
yanqui en Cuba ascendían, según los cálculos más conservadores, a unos $1,150 millones, 
habiendo otros estimados de más de $ 1,550 millones y hasta de $ 2,000 millones.‖214 
Pero para comprender la situación del país no bastan esas consideraciones. Toda la 
economía y la sociedad fueron desestructurizadas, quebradas en sus posibles alternativas de 
desarrollo y consolidación de alguna vía de avance industrial. 

                                                        
213 Pino Santos, Oscar. Ob. Cit. Pág. 251. 
214 Ibidem. Pág. 252. 
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El dominio de la industria azucarera, los enormes latifundios impidieron el desarrollo de una 
producción agrícola de corte capitalista y mantuvieron deprimido el mercado de fuerza de 
trabajo, es decir, con un enorme ejército de desocupados procedentes del campo, lo cual a 
su vez limitaba la demanda solvente y el mercado ,interior. De ahí que Cuba, país 
absolutamente agrícola, tuviera que importar la mayor parte de su consumo de productos del 
agro. Según algunos datos fiables Cuba tenía que importar el 30% de los productos 
alimenticios que consumía. 
Al mismo tiempo, Pino Santos apunta algo importante: especialmente en la industria 
azucarera, la composición orgánica del capital llegó a ser muy alta, lo que aumentaba la 
explotación mediante una productividad elevada, es decir, una alta cuota de plusvalía que, 
además, se fugaba tristemente de nuestra patria. 
 
Este período se caracteriza, no obstante, no sólo por el avance de la penetración 
norteamericana en Cuba, sino además por otros acontecimientos políticos y, en el plano 
económico, por la crisis mundial del 20 al 29. 
 
Los gobiernos que se sucedieron en el país, fueron los siguientes: como ya se ha señalado, 
entre 1909 y 1912 desgobernó al país José Miguel Gómez, conocido como ―Tiburón que se 
baña, pero salpica‖, con lo cual se aludía a su notable falta de escrúpulos en el manejo de los 
asuntos públicos y el latrocinio y corrupción entronizados o mejor aún, desarrollados. Tal fue 
el desprestigio que en las elecciones del 1ro de noviembre de 1912 venció el Partido 
Conservador, con la fórmula de Mario García Menocal en la presidencia y el  honrado 
Enrique José Varona en la vicepresidencia, los cuales derrotaron a la candidatura de Alfredo 
Zayas y Eusebio Hernández. Mario García Menocal, hombre fuerte del imperialismo yanqui, 
al cual el mismo Diario de la Marina llamaba ―El káiser de Cuba‖ impuso rápidamente su 
política pro imperialista y de mano dura. 
Menocal se reelige mediante un verdadero fraude electoral y se mantiene en el poder hasta 
el 20 de mayo de 1921 en que toma posesión de la presidencia de la república Alfredo Zayas 
y Alfonso, justamente hasta el 20 de mayo de 1925 en que entrega esa presidencia al nuevo 
hombre fuerte: Gerardo Machado, que se mantiene en el poder hasta la revolución victoriosa 
del 1933. 
 
El período está plagado de importantes acontecimientos políticos. Entre ellos queremos 
significar algunos que trascienden a la estructura y funcionamiento del Estado cubano, como 
la Guerra de los Independientes de Color, de 1912; la influencia de la revolución soviética y 
el movimiento político y social en Cuba; la guerrita o el alzamiento de los liberales de 1917; el 
Movimiento de Veteranos y Patriotas y otros acontecimientos políticos de aquellos 
momentos. 
Finalmente, sería bueno que echáramos una ojeada al sentido que asume la intervención 
norteamericana en el país o, dicho de otro modo, cómo se adecua la aplicación de la 
Enmienda Platt y algunas normativas jurídicas del período que, desde otro punto de vista, no 
se caracteriza por el gran número de dichas disposiciones o la importancia singular de las 
mismas. 
 
 
 
El movimiento de los Independientes de Color. 
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Dentro de una cadena de levantamientos militares más o menos importantes y de violencias 
políticas, el que se produjo en 1912 por el Partido llamado Independientes de Color fue sin 
duda uno de los más sangrientos y lamentables de nuestra historia política. 
En realidad en 1912 maduraron circunstancias que estaban presentes en el drama  cubano 
desde el final de la guerra de independencia. 
Al concluir ésta, en la que los negros habían desempeñado un papel importantísimo, la 
discriminación racial no sólo se mantuvo con todos sus rasgos brutales sino que la misma fue 
aumentada como consecuencia de las intervenciones norteamericanas en el país. 
Aquellos años están llenos de páginas de oprobio y humillación, como la que tuviera que 
sufrir el bravo General Quintín Banderas, al cual se le ofreció nada menos que una plaza de 
cartero al terminar la guerra. A Morúa Delgado lo invitaron a una celebración oficial pero con 
exclusión expresa de su esposa; el mismo Juan Gualberto Gómez tuvo que sufrir 
innumerables vejámenes por ser negro. En la base de la sociedad, a la explotación que 
sufrían los obreros y campesinos se sumaba entonces el escarnio de la discriminación racial 
como hipócrita continuación de la esclavitud supuestamente abolida. 
En esas condiciones, desde 1908 venía fraguando el descontento, en esa ocasión 
especialmente provocado por los turbios manejos contra los negros en las elecciones 
municipales de aquel año. Ello favoreció que se constituyera la Agrupación Independiente de 
Color, que sólo tenía de inicio propósitos electorales y estaba encaminada a preparar 
candidaturas especiales con espacios singulares para los negros. 
Uno de los inspiradores de ese movimiento era Evaristo Estenoz, quien había participado en 
movimientos huelguísticos en 1899 en representación de los albañiles de La Habana. A las 
alturas de 1910 era un contratista de obras y a su sombra y bajo su liderazgo se fundó el 
Partido Independientes de Color, para llevar candidaturas independientes, de negros, para 
las elecciones municipales y provinciales.  
Sin embargo, el senador Morúa Delgado presentó al Senado una Moción de enmienda al 
artículo 17 de la Ley Electoral, prohibiendo terminantemente los partidos raciales o de clase. 
Esa moción provocó fuertes discusiones en el legislativo, en las cuales fue interesante la 
posición de Salvador Cisneros Betancourt, quien se enfrentó a la Enmienda Morúa por 
considerarla lesiva a la libre agrupación y expresión de los pensamientos. 
En esas condiciones algunas grupos empezaron a sostener que era preciso calzar ese 
movimiento legislativo con movimientos armados y empezaron a producirse pequeños 
levantamientos en Pinar del Río, La Habana, Las Villas y sobre todo Oriente. De hecho en 
los primeros meses del 1912 se generalizó el levantamiento que se conoció como ―La 
guerrita de los negros‖ y que fue implacablemente aplastado ya en mayo de ese mismo año. 
Estenoz se suicidó antes de ser apresado, y el otro dirigente importante del movimiento, el 
Coronel del Ejército Libertador Ivonet fue apresado y asesinado. 
A partir de julio empezaron entonces las más brutales represiones contra los negros. Miles 
de ciudadanos negros, incluidos ancianos y mujeres fueron perseguidos y asesinados por los 
elementos racistas y conservadores. En esas represiones se distinguió el general José de 
Jesús Monteagudo, jefe entonces de la Guardia Rural.  
Acerca de este lamentable acontecimiento se han formulado diversas interpretaciones. Entre 
ellas se ha inculpado al movimiento de los independientes de color y especialmente a Pedro 
Ivonet y Evaristo Estenoz. 
Carrera deja testimonio de que ―El gobierno norteamericano puso en atención a más de 
15,000 soldados en Guantánamo y una parte de ellos salieron de la Estación Naval para 
patrullar los campos de los ingenios norteamericanos. Los periódicos crearon una tensa 
situación en el país y sembraron el pánico. La población negra de La Habana vivió momentos 
de expectación y horror cuando los racistas blancos proyectaron atacar a los vecinos de 
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Regla y los barrios de Jesús María y el Cerro para repetir los linchamientos americanos, que 
reportaba diariamente el diario El Mundo.‖215 
Al respecto quisiera significar que una vez más, como suele hacerlo todavía la reacción, al 
juzgarse métodos y modos de lucha y condenarlos de alguna manera, se trata de invalidar la 
legitimidad de la inconformidad. Lo cierto es que constituía un error producir un 
levantamiento armado sólo de negros. Quizás el camino de las reinvidicaciones no pasaban 
todavía por la violencia. Nunca debió haber sido la violencia sólo de hombres de una raza, 
porque de lo que se trataba era de un capítulo más de la dolorosa explotación del hombre 
por el hombre en nuestras tierras. Sólo la acción concertada de blancos y negros integrantes 
de las fuerzas populares hubiera podido hacer retroceder los elementos de racismo que 
perduraban en el entraña social y los que generaba la dominación imperialista. 
Sin embargo, ello no deslegitima la protesta de los negros cubanos en aquellos momentos 
dramáticos. Tenían todas las razones para sentir sobre ellos aquella situación insostenible y 
para revolverse contra ella. El error operativo no desdice de que las razones del movimiento 
eran justas y estaban explicadas por la brutal discriminación que venían padeciendo los 
negros. 
La represión ulterior, cargada de odio racial sólo nos viene a confirmar cuánto desprecio y 
vileza había en los señores conservadores, en los amigos del orden, en los que se 
arrastraban a los pies del amo yanqui. 
 
La guerrita de febrero de 1917. 

 
Otro de los acontecimientos políticos importantes en el período que estamos estudiando fue 
el alzamiento de los liberales en febrero de 1917, conocido como ―la guerrita del 17‖ 
El alzamiento militar, una verdadera asonada, se originó en el fraude electoral de Menocal en 
las elecciones de 1916. A ese ―cambiazo‖ en las urnas se respondió preparándose por parte 
de los liberales y su líder José Miguel Gómez, un verdadero golpe de estado, para el cual 
tenían complotados dentro de las guarniciones militares de Columbia, Las Villas, Camagüey, 
Marianao y Oriente. 
Es evidente que José Miguel Gómez aspiraba a montar un golpe de estado casi perfecto, 
apoyado en los mandos militares, a la manera de Victoriano Huerta en México, como señala 
Carreras. Sin embargo, fallaron algunos engranajes, se produjeron indiscreciones y faltó la 
necesaria unanimidad en los mandos militares y el golpe se frustró. 
Lo que sí era evidente es que aquel movimiento desarrollado por el partido liberal carecía de 
la más elemental base de masas.  
Dentro del partido liberal había personas de diferentes estratos sociales, económicos y 
culturales y desde el punto de vista ideológico faltaba absolutamente la más elemental 
coherencia. Al respecto dice correctamente Julio Carreras que ―Ni José Miguel Gómez ni los 
líderes liberales mantenían posiciones ideológico-políticas que conllevaran al cumplimiento 
de un programa de reivindicaciones concretas, de reformas sociales, ni de impulso al 
desarrollo general del país.‖216 
De tal modo, aunque es cierto que los liberales ganaron las elecciones de 1916 y éstas les 
fueron arrebatadas por Mario García Menocal, es también igualmente cierto que unos y otros 
solo aspiraban a sus beneficios personales. 
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Mario García Menocal, el ―mayoral que sonaba el cuero‖, el káiser cubano se apoyó en el 
ejército y reprimió el movimiento con todo rigor y crueldad y se impuso para tomar posesión 
de la presidencia de la república en mayo de 1917. 
Sin embargo, hay algo que debemos destacar: nuevamente durante el conflicto se puso de 
relieve la baja conciencia nacional de los políticos profesionales cubanos, puesto que unos y 
otros pretendieron la intervención de los norteamericanos para obtener sus respectivos 
triunfos. 
En este sentido Carreras dice correctamente que ―Es correcto hacer una distinción entre la 
masa del Partido Liberal y sus jefes. La masa liberal es de una extracción por lo general más 
humilde. El liberalismo nucleaba a los campesinos y trabajadores urbanos. La dirigencia, por 
el contrario, estaba al mismo nivel que la del Partido Conservador. En ambos no había más 
que el afán de aprovecharse de los gajes del poder para enriquecerse. Era una puja de 
ambiciosos sin escrúpulos.‖217 
 
Los matices políticos y jurídicos de la intervención y la injerencia norteamericana en Cuba. La 
presencia de la Enmienda Platt. 
 
La política imperialista hacia Cuba tuvo, sin duda, matices y recorrió un camino de 
adecuaciones y sinuosidades. 
De hecho, de una primera posición totalmente anexionista, el gobierno norteamericano pasó 
a adoptar una posición más cuidadosa, que lo lleva a expresar su dominación por la vía 
indirecta que constituyera la existencia de la Enmienda Platt. 
Como han indicado muchos historiadores, a los Estados Unidos no les era favorable 
desarrollar, en esos contextos históricos, una afán abiertamente anexionista; ello no hubiera 
sido tolerado por el pueblo cubano y hubiera conducido a enfrentamientos políticos y hasta 
militares que no tenían por qué afrontarse. De otro lado, el mismo pueblo norteamericano, 
embriagado de su grandeza y de su posición en el mundo, no hubiera apoyado, con todo el 
consenso necesario esa posición. Sin embargo, el tutelaje que significa la existencia de la 
enmienda Platt ya era otra cosa, aunque para nosotros aparezca como una brutal intromisión 
y la sumisión total de nuestra soberanía. 
Pero incluso, ya efectuada la intervención e impuesta la Enmienda Platt, nuevas 
consideraciones políticas se abren paso en Estados Unidos, auque todas, por supuesto, a 
partir de ampliar su hegemonía y poder imperialista. 
En efecto, los Estados Unidos de Norteamérica, abrió el siglo XX bajo la declarada vocación 
de que el mundo se colocara dentro de los límites de la Ley Internacional. No importa que en 
los marcos políticos norteamericanos se pretendiera el dominio y la  hegemonía sobre todo el 
planeta; porque lo cierto es que se quiso conseguir tal condición en un supuesto 
sometimiento de todos al Derecho Internacional construido, protegido y tutelado por la gran 
potencia del Norte. 
Ese siglo XX se iniciaba con la mediación de Theodore Roosevelt en el conflicto ruso-
japonés. Aquella no era sólo una victoria diplomática; se inscribía también en una percepción 
acerca de la manera en que la nueva y pujante potencia mundial aspiraba a dirigir el mundo. 
No sólo Theodore Roosevelt, sino que aún poco después Woodrow Wilson confirmaba esa 
estrategia: Estados Unidos diseñaría una Ley Internacional que disciplinara al mundo, evitara 
las guerras y favoreciera el dominio económico de la pujante nación. 
Es muy conocida la posición que adopta Teodoro Roosvelt cuando se le brinda la 
oportunidad de coquetear con su negativa a realizar la segunda intervención y como hace 

                                                        
217 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 429. 



 165 

aparecer que se ve obligado a ella sólo por la solicitud de los mismos cubanos y la situación 
política y constitucional que se crea en aquellos momentos.218 
De inmediato, como ya también decía, se produce un ligero matiz en el sentido de la 
dominación y en la apariencia que el imperialismo pretende dar a la misma. De anexión se 
pasa a intervención, y sólo intervención, pero todavía, de esa intervención directa se pasa a 
la injerencia.  
Bajo el mandato presidencial de José Miguel Gómez ese intervensionismo se despliega en 
su totalidad y se manifiesta como la intención norteamericana de salvaguardar las vidas y el 
patrimonio de los cubanos frente a los gobernantes sin principios, es decir, como una tutela 
política de hermana mayor. Como señala Julio Le Riverend, esa posición llega a sus más 
altos límites bajo el gobierno de Woodrow Wilson ― que adornó su política con referencias 
doctrinales y bíblicas con una profusión que ni el místico McKinley había logrado en su 
tiempo.‖219 
En la base de esa política estaba que Estados Unidos no debía intervenir militarmente, de 
forma violenta, menos contra las normas y principios del Derecho Internacional Público, sino 
que, por el contrario, Estados Unidos debía estar siempre presente, de ―forma preventiva‖, 
mediante una injerencia permanente. 
Esa nueva concepción se expresó plenamente durante la cr4isis que provocó el 
reeleccionismo del General Menocal. En ese proceso se evidenció y tomó pleno cuerpo esa 
constante injerencia. Como dice Le Riverend, ―El famoso ministro americano González 
representó el papel de un verdadero poder detrás del trono de Menocal‖220 
Un poco más adelante, cuando se produjeron nuevas situaciones críticas con motivo de la 
sucesión de Menocal, se produjo nuevamente la injerencia norteamericana, esta vez a cargo 
de Henry Morgan, funcionario norteamericano que por singular casualidad llevaba el nombre 
del famoso pirata. 
En esa ocasión, como es conocido, el State Departament dictaminó que había que mejorar o 
modificar la ley electoral cubana y a esos fines vino el procónsul Enoch Crowder, con la 
tremenda misión de prepararnos una nueva ley que satisficiera los requerimientos del imperio 
injerencista.221 
Crowder se instaló en unas oficinas montadas ad hoc el 18 de marzo de 1919 y empezó a 
trabajar en el nuevo proyecto de código electoral, apoyado por una comisión de senadores y 
representantes. 
Durante el gobierno de Zayas nuevamente tuvimos la presencia de Crowder, a quien se le ha 
conocido como procónsul yanqui en Cuba. 
 
El comienzo de la crisis económica (1920-1922) 
 

El final de las operaciones militares en Europa, con las que se concluía la llamada Primera 
Guerra Mundial, constituyó también el primer momento de detención de la enorme 
especulación azucarera que se había producido hasta ese momento en los mercados 
mundiales, precisamente a costa de la sangre y los dolores de Europa y el mundo en 
general. 
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En esas condiciones en 1920 el precio del azúcar llega a límites enormes de depresión, a 
sólo 20 centavos la libra y se producen todavía peores bajas en agosto y septiembre de ese 
año. Como señala Julio Carreras, los bancos cubanos que habían prestado dinero a los 
colonos para enfrentar la zafra del año 21, cuando el azúcar se desploma a 8 centavos en 
septiembre del 20, empiezan a caer en crisis ante las demandas de extracción de fondos 
bancarios y se tiene que producir la moratoria bancaria que dicta Mario García Menocal. En 
esas condiciones los pequeños bancos empiezan a quebrar. El llamado Banco Nacional y el 
Banco Español también quiebran porque no pueden responder a los reclamos de sus 
depositantes. 
Esta primer momento de la crisis ha sido definido como un proceso deflacionario, que se 
extiende entre 1920 y 1925 y que se corresponde con un fenómeno de igual naturaleza que 
se está produciendo en esos momentos en las bolsas de valores y en los mercados 
internacionales, especialmente en Estados Unidos y que se caracteriza por el dislocamiento 
de los precios en las mencionadas bolsas de valores. 
Los años entre las dos guerras mundiales se caracterizaron por el desorden monetario 
internacional, que se originaba  en la lucha entre Inglaterra y los Estados Unidos por la 
hegemonía económica y, en el plano financiero, en la colisión entre sus monedas: el dólar 
contra la libra de esterlina. Esas inestabilidades y desequilibrios matizaron en buena medida 
las grandes crisis de los años desde el 20 al 25 y después del 29-30, pero no fueron sino su 
expresión monetaria, nunca su origen y explicación medular. En el fondo estaba la vieja 
admonición de Carlos Marx: el capitalismo sufría su contradicción principal, entre la 
apropiación privada de los medios fundamentales de producción y del resultado de ésta, y el 
carácter social, ya incluso planetario, del proceso productivo. 
En realidad, la crisis de la economía cubana en esos años entre 1920 y el 25 no pueden ser 
entendida como algo accidental, ocasional o de pura coyuntura económica internacional. Ese 
proceso deflacionario se explica medularmente por el enorme grado de deformación y 
dependencia que había adquirido nuestra economía con respecto al gran vecino imperialista. 
La economía cubana había llegado a insoportables grados de deformación por su exclusiva 
dependencia de los mercados norteamericanos, particularmente en el renglón azucarero. 
Nuestros precios del azúcar dependían casi exclusivamente de la bolsa de valores de New 
York  Es ello lo que explica lo ya indicado que en mayo de 1920 el precio de nuestros 
azúcares alcanzara en la Bolsa de New York la fabulosa suma de $0.22 y casi de inmediato 
se desplomara, al absurdo de caer, a finales de ese mismo año, nada menos que a $0.03. 
A finales de ese año los que habían disfrutado el boom azucarero se dieron cuenta de que 
habían caído en sus propias contradicciones y que la economía iba hacia el hundimiento. 
Entonces empiezan las alarmas y entre ellas algunos proyectos encaminados a salvar la 
crisis que se veía venir indetenible. Entre esos proyectos merece mencionarse el de 
Merchant, del Banco Nacional y Marimón del Banco Español, y que contó con el apoyo del 
presidente Menocal, pretendía una emisión de bonos de la república, garantizados con la 
zafra del año siguiente, el 21 y cuyos bonos debían tener el valor de moneda corriente. 
Este proyecto lo que consiguió fue alertar de la gravedad de la situación y precipitrar las 
solicitudes de extracciones de fondos bancarios. 
En esas condiciones se produce el Decreto de Moratoria, de 10 de octubre de 1920, por el 
cual se dispuso la posposición del cobro de los créditos bancarios hasta el primero de 
diciembre. La moratoria tuvo enromes problemas técnicos y financieros, lo cual debilitó su 
propia efectividad. 
Pero lo más importante es lo que señala Le Riverend, a saber, que si la banca cubana no 
hubiera sido tan dependiente del capital financiero norteafricano hubiera estado en mejores 
condiciones para sortear aquellos momentos de crisis. La presencia de los intereses 
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norteamericanos en la mayoría de nuestros bancos favoreció que gran parte de los fondos se 
fugaran hacia los mercados financieros y bursátiles de Estados Unidos y que los bancos 
americanos cortaran los créditos a la banca cubana. Todo ello produce el desplome de esa 
banca y su caída lamentable en brazos del capital financiero yanqui. 
En todo ese dramático proceso estuvo presente, como siempre, la injerencia norteamericana. 
El ya general Enoch Crowder volvió a Cuba el 6 de enero y declaró abiertamente que venía a 
apoyar la concesión de un empréstito de los Estados Unidos. También llegó en esa 
oportunidad otro procónsul yanqui, Albert Rathbone, que había sido secretario del Tesoro y 
que vino supuestamente para asesorar al gobierno cubano en la solución de la crisis 
financiera. Fue tan burda su presencia que el Secretario de Hacienda, Leopoldo Cancio 
consideró elementalmente ético renunciar y entonces el Sr. Rathbone se desempeñó, 
durante quince días, como un Secretario de Hacienda intervensionista o injerencista. 
En enero de 1921 se promulgó la Ley de Liquidación de la moratoria, que concedía plazos 

para el pago de las deudas pendientes y todavía en el mismo mes de enero se dictaron dos 
leyes más: una creando la Comisión de Legislación Bancaria y la otra constituyendo la 
Comisión Temporal de Liquidación Bancaria. 
Todavía en febrero se creó la Comisión Financiera del Azúcar, que debía ocuparse de la 
venta y del precio del azúcar en  el mercado mundial. 
Todo ello era el camino de la crisis. En marzo de ese año los bancos cubanos fueron 
cayendo uno tras otro en las quiebras y en mayo cerró la mayoría de ellos. 
Como señala justamente Julio Le Riverend, la crisis no se redujo al ámbito de las finanzas y 
el azúcar sino que se extendió a casi toda la economía cubana. ―Otros sectores—dice Le 
Riverend—de la economía cubana: comercio interior, pequeños industriales, agricultores no 
cañeros, también sintieron el peso de la crisis desapareciendo de la producción muchos de 
ellos por consecuencia de la imposibilidad de obtener crédito, pues el banco extranjero 
superviviente tenía, como siempre tuvo, interés en operar préstamos a corto plazo para el 
azúcar y el tabaco y no para los demás sectores de la producción.‖222 
 
 
La segunda etapa de la crisis (1929-1933) 
 

 
En realidad algunos historiadores dividen la crisis cubana en tres grandes períodos: primero 
el ya indicado entre 1920 y 1924 que se caracteriza por la depresión económica general y de 
la cual apenas empieza a producirse el despegue en el año 1924. Sin embargo, no obstante 
la situación depresiva se registran aumentos en la producción en general y se hacen 
inversiones en la industria azucarera. En 1925 empieza una segunda etapa de la crisis, que 
se extiende hasta 1928 aproximadamente. Desde el punto de vista de las políticas 
económicas nacionales en este lapso se produce la tendencia a soluciones de restricción de 
la producción azucarera por varias vías, pero especialmente mediante la concertación de 
acuerdos de ventas especiales a consumidores europeos y, además, a través de las ventas 
centralizadas de los crudos. 
La tercera etapa de la crisis se desencadena a partir del año 1929, particularmente como 
consecuencia del pánico financiero que se produce en Walt Street el 24 de octubre de ese 
año, en que se inicia el derrumbe de las bolsas de valores. Esa etapa de la crisis se extiende, 
como es sabido, hasta 1934. 

                                                        
222 Le Riverend, Julio. Ob. Cit. Pág. 179. 
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En los Estados Unidos,  entre 1925 y 1928, con ligeras oscilaciones que no es el caso seguir, 
el alza de los precios en las bolsas de valores se mantuvo, como anunciando bonanzas 
infinitas, comprobando que el progreso, era el resultado irreductible de una suerte de 
voluntad divina que venía a ungir a la población norteamericana, y a partir de ella, a todo el 
mundo que le rodeara y se le sometiera. Los índices del Dow Jones223 se mantuvieron 

elevados y de hecho la gente acudía a comprar títulos a plazos, es decir, como advierte 
Galbraith,224 a adquirir un derecho sobre los incrementos de los precios sin los costos de la 
propiedad. 
No es difícil recordar que esas bonanzas tuvieron su expresión más notable y explosiva 
precisamente en el conocido como boom de la Florida. Ese boom de bienes raíces sacudió 
literalmente a mediados de los años veinte a Miami, Miami Beach, Coral Gables, la costa 
este hasta Palm Beach al norte y las ciudades a orillas del golfo. Como dice Galbraith, en él 
se dieron cita todos los elementos clásicos de la excitante burbuja especulativa. 
Pero, por supuesto, la fiebre especulativa era una gran burbuja llena de ilusiones y 
falsedades económicas y en 1929 las aguas cogieron su nivel, es decir, se produjo la crisis 
especulativa y la crisis de superproducción. Los bancos se vinieron abajo y las bolsas se 
derrumbaron. El mundo entró en una crisis que se extendió por casi cinco años en sus 
niveles más rigurosos y en su honda larga llegó a alcanzar casi ocho o nueve años. 
Esa crisis, por supuesto, azotó directamente a nuestro país. La crisis se expresó de 
diferentes formas: a)Ante todo se registró una caída, declive primero, derrumbe 
después, del comercio exterior. Si  tomamos como base de 100 las exportaciones entre 

1919 y 1923, en 1932 éstas habían descendido a sólo el 18% de los niveles de aquellos 
años. Le Riverend proporciona otros datos importantes: ―Mientras en 1922’26 Cuba 
suministraba el 52.2% del azúcar importado en los Estados Unidos y en 1927-1930 el 49.4%, 
en 1933 solamente proporciona el 25.3%, lo que indica hasta que punto el ingreso nacional 
había quedado reducido a la mínima expresión.‖225 B) Como segundo rasgo que asumió 
dicha crisis debe mencionarse la reducción de la producción azucarera, que comenzó de 
hecho ya en la zafra de 1926-27 auque mejoró durante la llamada zafra libre de 1928-29, 
pero volvió a decrecer de inmediato hasta llegar a los  límites de la zafra de crisis de 1933, 
en que se produce apenas el 50% de la zafra de 1922. Como consecuencia de tales 
estrechamientos de la zafra azucarera también se limitó el número de ingenios moliendo: 

Le Riverend brinda el dato de que en 1926 operaban 176 ingenios y en 1933 sólo 135. 

                                                        
223 El índice Dow Jones Industrial Average, cuya traducción al español sería Índice Dow Jones de Industriales, se debió a 

la iniciativa de Charles Henry Dow (18521-1902) y Edward D. Jones, (1856-1920), que eran dos periodistas que junto a 

Charles Bergstresser, fundaron en 1822 la empresa Dow Jones & Company, un servicio de noticias financieras que, dos 

años después, lanzó el primer índice de cotizaciones de la Bolsa de New York. Originalmente este indicador estuvo formado 

esencialmente por las acciones de las compañías ferroviarias, y se le conoció como Dow Jones Transportation Average, 

pero en 1896 la empresa lanzó el índice hoy conocido como Dow Jones Industrial Average, que es evidentemente el 

indicador bursátil más usado en el mundo. La media se calcula de forma continuada, en tiempo real, a lo largo de cada 

jornada de cotización. Está compuesto por los 30 valores más líquidos de la Bolsa estadounidense y es difundido en el 

mundo entero por todos los medios modernos. El Dow Jones Global Index, mucho más reciente, incluye más de 3000 

índices bursátiles sobre más de 2,900 compañías en 33 países, 10 regiones, nueve mercados sectoriales y 122 grupos 

industriales. Todavía en febrero de 1998 Dow Jones se unió a los tres mayores mercados bursátiles del continente y lanzó 
una familia de índices conocida como el Dow Jones Stoxx. 

 
224 Debe verse El crac del 29.John Kenneth Galbraith. Editora Ciencias Sociales, La Habana, 1969. Galbraith nació en 

Ontario, Canadá, pero ha desarrollado una importantísima vida académica y política en EU. Es autor de importantes obras 

económicas, entre las que se destaca El nuevo Estado industrial, en la que formula la conocida teoría de la convergencia. 

Fue asesor económico de los Kennedy y sin dudas el autor del estudio más serio hasta hoy sobre el crac del 29. 

 
225 Le Riverend, Julio. Ob. Cit. Pág. 246. 
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b) Del mismo modo, o como resultado de todo ello, además se redujo el tiempo de 
duración de la zafra.  
Las zafras normalmente se extendían por un tiempo que promediaba los 120 días, pero 
desde 1925 empiezan a reducirse, por falta de cañas y bajas producciones. Esta situación 
llega al límite crítico en el año 1933 en que la zafra alcanzó sólo a 66 días, lo cual provocó un 
desempleo parcial de una cantidad abrumadora de trabajadores azucareros. Se ha calculado 
que al menos 250, 000 jefes de familia quedaron desocupados permanentemente, lo cual es 
tanto como decir que se afectaban por esa falta de empleo una cantidad aproximada de un 
millón de personas, de una población que no llegaba a los cuatro millones de habitantes. 
c) Reducción de los ingresos y alto costo de la vida. Como consecuencia de todo el 
proceso depresivo que estamos describiendo y de la manifestación del mismo en nuestras 
zafras azucareras el nivel de los ingresos se deprimió a límites tremendos. Se ha estudiado 
que el ingreso promedio en 1933 no pasaba de $90.00 mensuales pero la situación se hacía 
desesperada en las zonas rurales, donde el nivel de los ingresos era insostenible. Para sólo 
señalar un ejemplo baste recordar que el corte de 100 @ de caña era sólo de $0.20, con lo 
cual estamos diciendo que un cortador apenas ganaba un peso al día. Afirma Le Riverend 
que los salarios de los trabajadores urbanos también oscilaban en torno a un peso diario y 
que en términos generales, el salario promedio del proletariado cubano, en 1933 estaba 
entre el 50 y el 70% de los salarios del año 1923. 
A ello hay que agregar que no obstante esa situación de depresión de los ingresos, se 
mantenían o se mantuvieron, sobre todo hasta 1929, los altos precios de los productos, 
heredados  dichos precios de la época conocida como ―la danza de los millones‖. Sólo a 
partir de ese año 1929 la casi nula demanda solvente obligó a  adecuar un poco los precios 
de los productos esenciales, pero siempre se mantuvieron por encima de las posibilidades 
reales de las grandes masas populares. 
 
Ahora bien, vale la pena examinar cómo se asumió esa crisis general en el ámbito jurídico y 
político en Cuba, es decir, qué medidas se adoptaron, tanto de carácter económico como de 
sentido jurídico para supuestamente mitigar los efectos de ese gran crac bancario y de la 
crisis mundial que asolaba también nuestras tierras. 
En realidad, con la misma irresponsabilidad con que se manejó la crisis en los centros de 
poder de los Estados Unidos se hizo en Cuba. Se jugó, como suele ser la mentalidad de 
todos los especuladores de bolsa, a la espera de una próxima alza, es decir, ―se jugó al alza” 
Mientras los productores europeos y de Asia, especialmente de Java desarrollaban una 
política azucarera encaminada a aumentar los volúmenes de producción, para mantener 
precios bajos, en Cuba se siguió una política inversa. La conocida como Ley Verdeja redujo 
la zafra de 1926-27 en un 10% y prohibió fomentar nuevos cultivos. Se estableció también 
que la zafra comenzaría el 1ro de enero, con lo cual se liquidaba la tradicionalmente llamada 
―zafra chica‖. 
En ese mismo sentido, el 4 de octubre de 1927 se aprobó la Ley de Defensa del Azúcar, 
que constituía una Comisión Nacional de Defensa del Azúcar cuya misión era asesorar al 

gobierno en todo lo concerniente a la producción azucarera y su venta internacional. 
Como antes dijimos, la zafra se redujo de 136 días a 87 días 
En el año 1928-29 se produjo la llamada ―zafra libre‖, porque se liberaron las producciones y 
las ventas internacionales. Pero todas esas medidas condujeron igualmente al fracaso y la 
agudización de la crisis. Ello condujo a que en 1929 se aprobara la llamada Ley del 
Vendedor Único la cual no sólo concentraba y ponía bajo control las ventas de azúcar en el 

mercado internacional, sino que pretendía lograr acuerdos con los remolacheros 
norteamericanos. Esta ley favoreció la fundación de la Agencia Cooperativa Exportadora 
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de Azúcar, integrada por grandes hacendados, que pretendieron un sistema de ventas 

rígido, pero en 1930 se confirmaba que ese ―juego al alza‖ era un fracaso y fue disuelta la 
mencionada Agencia. 
Es en tales contextos que se llega al punto más alto de la crisis financiera y productiva 
mundial, el 24 de octubre de 1929, con el derrumbe de la Bolsa de Valores de New York. Esa 
crisis, como es sabido, mantuvo sus terribles efectos hasta 1934. 
Para completar los efectos desastroso sobre nuestra economía, se aprobó la conocida como 
tarifa Hawley Smoot, que elevó las tasas de aduana a la entrada en Estados Unidos de los 
productos cubanos, de 1.76 centavos a 2 centavos. 
Es en esos contextos de casi desesperación que se produce el llamado Plan Chadbourne. 
Thomas L. Chadbourne era un abogado neuyorkino vinculado a los intereses azucareros en 
Cuba dado que era dueño de dos centrales azucareros en este país, pero además estaba 
vinculado políticamente al General Machado y era, en cierta medida, el interprete de los 
grupos azucareros vinculados al dictador, especialmente la familia Falla Gutiérrez. 
Chadbourne orquestó un fuerte movimiento de opinión en torno a la supuesta intención de 
salvar la producción azucarera cubana y evitar la crisis en que ya estábamos sumidos. En 
ese sentido fundó un llamado Comité de Acción Cubana y preparó un plan que es el que se 
conoce por su nombre. 
El plan esencialmente consistía en conseguir un acuerdo internacional de restricción de las 
producciones azucareras en todos los países exportadores. Ese acuerdo avanzó ligeramente 
con diferentes países europeos y finalmente, el 9 de mayo de 1931se firmó en Bruselas el 
conocido como Convenio Internacional Azucarero, que distribuyó en cuotas fijas las 
exportaciones de todos los países suscribientes durante cinco años y fijaba un precio de 2 
centavos  la libra para la venta común del azúcar. 
Para realizar los fines del Convenio se aprobó en Cuba la llamada Ley de Estabilización del 
Azúcar, en la que tuvo una influencia notable el magnate azucarero Viriato Gutiérrez 
Valladón. 
Cuba cumplió el convenio y redujo su zafra a poco más de tres millones de toneladas. 
Además, como consecuencia de la Ley de Estabilización del Azúcar Cuba se comprometió 

a segregar de los sobrantes 1,500,000 toneladas y entregarlas a una recién fundada 
compañía exportadora para que se vendieran fuera de los Estados Unidos. 
Asimismo Cuba limitaría sus exportaciones a Estados Unidos a apenas 2,800,000 Tm. Pero 
se reservaba el derecho a la totalidad del aumento del consumo que se produjera en Estados 
Unidos entre los años 32 y 33 y al 50% de ese aumento entre el 34 y el 35. 
Por su parte, había el compromiso de las áreas remolacheras y cañeras de Estados Unidos, 
Puerto Rico, Hawai y Filipinas, de restringir su producción entre 1931 y 1933 al nivel de 1930. 
En realidad el Plan fracasó totalmente porque pretendía salvar con medidas periféricas una 
situación crítica que estaba en la esencia del sistema capitalista mundial. 
Correctamente dice Julio Le Riverend que ―Como puede observarse, durante estos años la 
política azucarera cubana (vamos a denominarla así aun a sabiendas de que estaba 
determinada por los intereses extranjeros) oscila como un movimiento pendular y demuestra 
que los recursos de la política económica tradicional no son capaces de resolver, ni siquiera 
de atenuar la crisis periódica del sistema capitalista, ni la crisis estructural de la economía 
cubana.‖226 
 
Las reformas de la Constitución de 1901 en los años 1927 y 1928. 
 

                                                        
226 Le Riverend, Julio. Ob. Cit. Pág. 254. 
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Como es sabido, en 1925 el Presidente Alfredo Zayas entrega el poder al nuevo presidente 
electo, el General Gerardo Machado. Con él se iniciaría uno de los gobiernos más 
sangrientos de nuestra historia. 
Para algunos y sobre todo durante algún tiempo, hubo el entendido de que el mandato de 
Machado debía ser dividido en dos períodos: uno entre 1925 y 1929, caracterizado por sus 
ímpetus nacionalistas y considerado –siempre según esa visión parcial e ingenua—como un 
mandato positivo; y un segundo período desde ese año 29 hasta su derrocamiento el 12 de 
agosto de 1933. 
Sin dudas se trata de una vulgar adulteración de los hechos históricos. Machado fue siempre, 
desde el primer momento, un obsecuente servidor de los intereses del imperialismo 
norteamericano y de la oligarquía criolla; todos sus pasos estuvieron encaminados a 
satisfacer esos intereses. Circunstancias políticas y económicas muy concretas le 
permitieron sortear los primeros años de su mandato, que coincidieron con una gran bonanza 
económica internacional y emprender algunas obras públicas que le granjearon las anteriores  
consideraciones.  
De otro lado, como correctamente indicara Le Riverend, ―Quizás el aspecto más ponderado 
de la política económica de la dictadura de Machado fue el de la modificación de los 
aranceles a los cuales se atribuía la virtud de generar y propiciar un desarrollo económico 
acelerado.‖ 227 A esa política se atribuía también el relativo y ligero impulso que tuvieron 
algunas inversiones nacionales y con ellas la aparición de algunas pequeñas industrias en 
manos de capital cubano. 
En ese sentido se constituyó en 1926 una Comisión de Reforma Arancelaria que propuso y 
estructuró nuevos aranceles que entraron en vigor en octubre del año siguiente, 1927. Esa 
reforma, que fue muy propagandizada, constituyó en realidad una verdadera engañifa. Es 
verdad que, como dice Le Riverend, esa política arancelaria constituyó una innovación en la 
política económica de los gobiernos cubanos porque se fundamentaba en concepción 
fiscales más modernas y técnicas, pero en su aplicación fue muy pobre. La protección 
arancelaria que supuestamente perseguía no era suficiente para defender impulsos 
importantes hacia la industrialización y la producción nacional. Realmente fue una nueva 
sumisión a Estados Unidos dado que gravaba más a artículos procedentes de Europa y 
América Latina y mantenía el régimen de privilegio para los artículos norteamericanos. 
Por esa razón esa política supuestamente proteccionista fue admitida por los Estados 
Unidos, amén de que ellos mismos alentaban en ese momento una fuerte política 
proteccionista. 
Es en estos mismos contextos que se producen dos reformas constitucionales, la primera en 
1927 que avanza en pos de la prórroga de los poderes o mandatos de los senadores y 
representantes y del Presidente de la República. Ese proyecto fue aprobado por la Cámara 
de Representantes el 29 de marzo del indicado 1927 y establecía que los senadores 
ocuparían esos cargos nada menos que durante 12 años y los representantes durante 6, en 
tanto que el Presidente ocuparía la más alta magistratura por 6 años. 
Al mismo tiempo esa reforma constitucional prohibía la reelección presidencial y suprimía el 
cargo de Vicepresidente de la nación, hablaba de la creación de un órgano consultivo del 
Ejecutivo, que se denominaría Consejo de Estado y creaba el llamado Distrito Central, que 
sustituía las alcaldías de Marianao, Regla y Guanabacoa. 
En el Senado el proyecto sufrió algunos arreglos con los que fue aprobado. Se fijó el término 
de mandato de los senadores en 9 años y los representantes en 6, igual que el Presidente. 
Se suprimió la vicepresidencia de la república y se prohibió la reelección del Presidente en 

                                                        
227 Ibidem. Pág. 254. 
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condiciones normales, aunque se admitía en casos excepcionales, mediante acuerdo 
unánime de la Cámara y el Senado, y la posterior ratificación en plebiscito con aprobación de 
tres cuartas partes de los electores. 
En la última versión se estableció que el Presidente sería sustituido por el Secretario de 
Estado.  
Vale la pena señalar que la Cámara se  había pronunciado a favor del voto femenino pero al 
respecto el Senado guardó un silencio culpable. 
Según el artículo 115 de la Constitución de 1901 esas modificaciones debían ser aprobadas 
por una Asamblea Constituyente y en consecuencia, la Junta Central Electoral convocó a 
elecciones para febrero de 1928 a fin de elegir a los delegados a dicha Constituyente.  
Creo que es importante tomar en cuenta algo que subraya inteligentemente Julio Carreras, a 
saber que en Cuba había sólo tres partidos legalizados, el Partido Liberal, el Conservador y 
el Popular Cubano y el Código Electoral impedía la legalización de cualquier otro partido. 
El proyecto entonces frue discutido por la Constituyente entre el 19 de abril de ese año 1928 
hasta el 10 de mayo y no sólo tomo en cuenta las propuestas del Congreso, sino que adoptó 
otras decisiones que no habían sido elevadas por ese órgano legislativo, entre ellas, que el 
Presidente saliente fuera senador por derecho propio; que efectivamente el presidente fuera 
sustituido interinamente por el Secretario de Estado pero se convocaran elecciones para la 
elección del nuevo mandatario, en el término de 60 días. Se planteó la inclusión de la Isla de 
Pinos dentro del territorio nacional y se aprobó establecer la minoría senatorial y por tanto 
también la mayoría senatorial. 
En relación con el voto de las mujeres señaló que debía ser aprobado por el Congreso con la 
votación favorable de los dos terceras partes de los legisladores. 
Algo muy importante: en las disposiciones Transitorias se disponía que la primera elección 
después de la reforma sería en ese mismo año 1928 para que el presidente electo 
comenzara su mandato en 1929.  
En esas condiciones terribles y en medio de una ola de protestas contra la prórroga de 
poderes, que tenía por centro al estudiantado universitario, Gerardo Machado concurrió 
como único candidato a las elecciones y, por supuesto, fue electo, asumiendo la presidencia 
en su nuevo mandato espurio, en 20 de mayo de 1929, cuyo mandato debía extenderse, 
según la reforma aprobada, hasta el 20 de mayo de 1935. 
 
Nuevas fuerzas y nuevos movimientos sociales y políticos. 
 
La década del 20 al 30 del siglo pasado fue singular en la gestación de nuevas condiciones 
políticas e ideológicas en el país, derivadas, claro está, de nuevos condicionantes sociales y 
de las circunstancias económicas que hemos esbozado. 
El primer quinquenio de esa década fue pródigo en acontecimientos que dejaban ver la 
formación de lo que serían de inmediato poderosos movimientos políticos y sociales y 
anunciaban al paralelo la formación de una nueva conciencia nacional. Esta nueva 
conciencia estaba salpicada por la presencia de una voluntad encaminada a obtener la 
justicia social y una visión, aunque todavía imprecisa, de los peligros y significados del 
imperialismo norteamericano. 
A ello había contribuido, como he dejado dicho, no sólo la crisis económica que se cernió 
sobre el país en aquellos momentos, sino otros acontecimientos nacionales e internacionales 
que se conjugaron dialécticamente para crear el clima de radicalización a que me estoy 
refiriendo. Entre esos acontecimientos quiero no dejar de mencionar la Revolución soviética 
de 1917, la Revolución mexicana de ese mismo año y, sobre todo, de la presencia ya 
ineludible de la clase obrera cubana en el escenario social y político, con avanzado sentido 
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de independencia y conformando lo que Marx llamó el estadio en que actuaba o empezaba a 
actuar no sólo como ―clase en si”, sino como ―clase para sí”. 
Otros acontecimientos internacionales matizaron también esa década y ese quinquenio de 
fragua y cristalización de nuevos rumbos políticos y sociales en Cuba. Entre ellos merece 
mencionarse el movimiento empezado en 1918 en Córdoba, Argentina, encaminado a 
reformar la enseñanza y colocarla sobre bases científicas y en una correcta  y radical 
orientación política 
En esos nuevos avatares se produjeron acontecimientos políticos, sociales y jurídicos que 
queremos mencionar brevemente. 
 
La protesta de los 13. 
 
El primero de dichos acontecimientos es el conocido como la protesta de los 13. Este 
acontecimiento, apenas circunstancial en la vida política del país sirvió, sin embargo, para 
traer al escenario político a una nueva generación intransigente y radical que ocuparía el 
proscenio de la política cubana en los años subsiguientes. 
En esencia se trató de que la Iglesia había vendido el viejo convento de Santa Clara, en el 
momento en que Cuba vivía en la llamada ―danza de los millones‖ por la exagerada cifra de 
un millón de pesos. Años después, cuando ya habían decaído las grandes especulaciones y 
no se vivía en el desbarajuste financiero de la danza de los millones, el corrompido gobierno 
de Alfredo Zayas se dispuso a comprar el Convento nada menos que ahora por la 
astronómica cantidad de dos millones de pesos, con lo cual muchos de sus personeros 
recibirían una enorme tajada. 
Esta absurda operación había encontrado oposición incluso en el seno del Consejo de 
Secretarios. Tan es así que Alfredo Zayas no logró que el Secretario de Hacienda firmara el 
Decreto, pero lo hizo el Secretario de Justicia Erasmo Regüeiferos. 
En esas condiciones, el 18 de marzo de 1923, en ocasión de un acto en honor de la escritora 
uruguaya Paulina Luisi, que se efectuaba en el club Femenino de Cuba en la Academia de 
Ciencias, cuando se disponía a pronunciar un discurso el Secretario de Justicia Regüeiferos, 
fue interrumpido o antecedido por el joven abogado Rubén Martínez Villena, el cual condenó 
públicamente la fraudulenta venta y sentó en el banquillo de los acusados al régimen 
corrompido.228 
Ese grupo fue detenido, juzgado y absuelto, pero de inmediato formarían la llamada Falange 
de Acción Cubana, también pronto disuelta, pero ya quedarían como nuevos protagonistas 
de la vida política q1ue enseñaban además, rumbos inesperados para las fuerzas populares 
y de izquierda. 
 
El movimiento de Veteranos y Patriotas. 
 

En esos mismos contextos, bajo el gobierno de Alfredo Zayas se produce un intempestivo 
movimiento que se inicia sin grandes perspectivas pero que adquiere de inmediato y de 
manera sorprendente un vuelo inusitado. El 12 de agosto de 1923 se celebró en el Teatro 
Maxim una asamblea de veteranos que reclamaba exclusivamente el pago normal de sus 
pensiones de guerra. De pronto, aquella inicial reivindicación se eleva a un poderoso 

                                                        
228 El conocido como grupo que protagoniza la Protesta de los 13 estaba integrado por varios jóvenes entonces que, como 

hemos dicho, aparecían en el escenario político cubano con toda su pasión y su claridad política. Figuraban entre esa nueva 

pléyade, el mencionado Rubén Martínez Villena, Juan Marinello Vidaurrutia, José Zacarías Tallet; José Antonio Fernández 

de Castro; Luis Gómez Wangüemer; José Manuel Acosta, Jorge Mañach y otros. 



 174 

movimiento generalizado y generalizador que incluso quizás desborda al jefe de los 
veteranos allí reunidos, el General Carlos García Vélez, 
Los veteranos piden entre otras demandas, que se suspenda la Renta de Lotería por ser 
atentatoria a la moral e ir contra los intereses económicos del país; piden que se derogue la 
Ley del Turismo, que según ellos sólo servía para que vengan a Cuba gente de todos los 
países, especialmente de los Estados Unidos, con sus elementos corruptores, especialmente 
el juego y la prostitución; piden modificaciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial; así 
mismo modificación a la Ley Electoral, para democratizar el voto y asegurarlo contra fraudes 
electorales; reclaman la promulgación de una llamada Ley de Contabilidad que impida los 
malos manejos con el tesoro público; solicita que se establezca también por ley los límites y 
el alcance de la inmunidad parlamentaria; levantan su voz solicitando la constitución de un 
organismo o una instancia que pueda ventilar adecuadamente los conflictos entre los 
trabajadores y la patronal; se levantan también contra las amnistías en los casos de delitos 
comunes, lo cual se había hecho común para amparar a delincuentes vulgares;  También se 
pronunciaron en relación con el monopolio ferrocarrilero a favor de una sola compañía, que 
cerraba los subpuertos del país y limitaba las fuentes de trabajo, a lo cual nos vamos a referir 
un poco más adelante. 
Ante ese movimiento, el gobierno reaccionó acusando a los veteranos de actuar con mala fe 
y causar daño a la nación y estos entonces decidieron organizarse como Asociación 
Nacional de Veteranos y Patriotas. De hecho el  movimiento rebasaba ya los límites 
estructurales de los veteranos de la guerra y en ese movimiento llenaba un espacio esencial 
el joven revolucionaria Rubén Martínez Villena. 
Se oirganiza entonces la Asamblea General de la nueva Asociación y su Consejo Supremo, 
del cul formaban parte el aludido Rubén Martínez Villena, Manuel Sanguily, Juan Marinello, 
Max Henríquez Ureña y otros importantes veteranos de la guerra de independencia. Además, 
muy cerca del movimiento y en estrecha colaboración con sus protagonistas había un buen 
número de jóvenes revolucionarios, destacándose entre ellos Julio Antonio Mella. 
En medio de grandes tensiones e incluso de conflictos al interior del movimiento, se decide 
acudir a la vía insurreccional. Algunos dirigentes del movimiento viajan a Estados Unidos a 
tratar de adquirir armas y aviones, y aunque logran algún aprovisionamiento, el gobierno de 
los Estados Unidos, convencido del sentido radical del movimiento y de sus protagonistas, 
incauta las armas y detiene a Rubén Martínez Villena, a José Antonio Fernández de Castro y 
a Calixto García Vélez. 
Cuando se estaba tratando de vertebrar un movimiento insurreccional coherente e 
ideológicamente bien orientado, se alza en la zona de Cienfuegos Federico Laredo Brú, 
protagonizando un verdadero show que Alfredo Zayas liquida rápidamente de forma 
igualmente teatral y con participación evidente de algún dinero repartido entre los supuestos 
―alzados‖ que no tenían ninguna intención de enfrentarse a las fuerzas del gobierno y se 
entregan sin combatir. 
De esa manera ridícula y con aires de opereta termina ese capítulo importante de nuestra 
historia, pero el mismo deja en el escenario político nuevas aspiraciones políticas y sociales 
y, sobre todo, nuevas fuerzas que ocupan el proscenio de la vida política del país con sus 
fuerzas inéditas y que en los años subsiguientes van a ser esenciales actores de nuestra 
sociedad y de las luchas antiimperialistas. 
 
La Ley Tarafa. 
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Como antes decía, coincidiendo con el Movimiento de Veteranos y Patriotas se suscita el 
incidente en torno a la Ley Tarafa, que fue aprobada por el órgano legislativo el 10 de agosto 
de 1923. 
La ley se encaminaba a prohibir el uso o concesión de los puertos privados que se habían 
venido utilizando crecientemente por las grandes empresas azucareras para exportar desde 
ellos sus producciones. De hecho, según datos fidedignos, salían hacia el exterior, por esos 
puertos privados, casi el 85% de la producción azucarera cubana en esos momentos. Por 
supuesto, esto entraba en contradicción con los intereses ferroviarios que impusieron, 
mediante la llamada Ley Tarafa el uso de los ferrocarriles de servicio público y de los puertos 

nacionales. 
De esa manera se desató una sorprendente contradicción entre los intereses ferrocarrileros y 
los azucareros. Estos últimos, valiéndose de Eliu Root se dirigieron al State Department 
buscando apoyo, pero también los ferrocarrileros tenían asiento e influencia en aquellos 
predios. 
En esas condiciones se produjeron conciliaciones en la ciudad de New York y se lograron 
determinados acuerdos: esencialmente que se mantuvieran los puertos privados que existían 
antes de 1923 pero se prohibiera la construcción o uso de otros nuevos. Se mantenía la 
fusión o consolidación de las compañías ferroviarias Cuba Railway y Norte de Cuba. 
Cuando se obtuvo ese acuerdo entre los grandes tiburones del imperialismo y el capital, el 
Congreso cubano, absolutamente obsecuente con ellos, aprobó el 9 de octubre una nueva 
versión de la Ley en la que se recogían los pactos antes mencionados. 
 
Desarsrollo del movimiento estudiantil revolucionario. 

 
En esta década también se produce la formación y el desarrollo del movimiento estudiantil 
universitario revolucionario. Como ya vimos, junto a las viejas figuras más radicales que se 
agrupaban en la Asociación o Movimiento de Veteranos y Patriotas aparecen jóvenes 
radicales, llenos de ímpetu revolucionario que levantan la continuidad de las mejores 
tradiciones revolucionarias. Entre ellos destaca especialmente Julio Antonio Mella. 
El surgimiento del movimiento estudiantil revolucionario cubano está absoltamente vinculado 
al importante proceso de reforma universitaria que se había iniciado en 1918 en la 
Universidad de Córdoba, en la Argentina, en la cual un grupo avanzado de estudiantes y 
profesores se habían levantado contra la vieja universidad dogmática, escolástica y elitaria, 
luchando por una universidad de espíritu científico e investigativo, de base popular y con 
autonomía política. 
Ese movimiento tuvo directa influencia en Cuba entre los más preocupados estudiantes y 
profesores de nuestra Universidad. A ello contribuyó, sin dudas, la visita que hizo a nuestra 
pajtria en 1922 el Dr. Arce, de profesión médico que en esos momentos fungía como Rector 
de la Universidad de Buenos Aires. 
Es en ese contexto renovador y avanzado que se funda la Federación Estudiantil 
universitaria, al calor del impulso de Julio Antonio Mella. 
En 1922 se produce una huelga de estudiantes de medicina que protestan contra los 
profesores corrompidos y venáticos. En esos momentos se encuentra en la presidencia de la 
FEU Fello Marinello y ocupa su secretaría el impulsivo y profundo estudiante Julio Antonio 
Mella.  
El 12 de enero de 1923 se celebra una Asamblea de Estudiantes y Profesores en el Aula 
Magna de la Universidad, en la cual Julio Antonio pretende exponer sus puntos de vista 
revolucionarios pero es prácticamente silenciado por el Rector, Dr. Carlos de la Torre. 
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De resultas de todo ese movimiento se constituye una Comisión Mixta de alumnos y 
profesores y la misma propone al Presidente Zayas algunas medidas, ceñidas esencialmente 
al reclamo de la promulgación de una Ley Orgánica de la Universidad, con una cierta 
autonomía; la devolución a ese centro docente de los fondos de la venta del antiguo 
Convento de Santo Domingo, cuyos fondos pertenecían a la universidad y la realización de 
algunas mejoras y obras para alojar nuevas escuelas y mejorar o alcanzar la instalación de 
centros deportivos. 
Al mismo tiempo, el Dr. Fernando Ortiz y Enrique Casuso presentaban a la Cámara de 
Representantes un proyecto de Ley Orgánica de la Universidad que suponía su total 
autonomía. 
Como no se producían verdaderas reformas y se advertía el interés dilatorio de las 
autoridades universitarias y del mismo presidente de la república, los estudiantes ocuparon 
por dos días la universidad, bajo la guía de Mella y con ello obligaron a dichas autoridades a 
constituir una Comisión Mixta formada por los profesores Alejandro Ruiz Cadalso y Enrique 
Hernández Cartaya y el estudiante Julio Antonio Mella, para proceder a la reforma interna y 
la depuración de la universidad. 
La Comisión trabajó con vehemencia y fueron depurados cerca de cien profesores corruptos 
y que no asistían a clases, cobrando sus salarios colosales u otros que eran absolutamente 
incapaces. 
Ese movimiento estudiantil desborda pronto los límites programáticos y geográficos de la 
universidad y bajo el impulso de Julio Antonio Mella penetra en la esencia de los problemas 
nacionales y se vincula con las fuerzas avanzadas que libran diferentes luchas en el 
escenario político del país. 
También en esos contextos se producen los primeros pasos de formación y articulación de lo 
que después sería un poderoso movimiento revolucionario femenino que comienzan 
luchando por alcanzar el voto para la mujer, pero de inmediato levantan consignas y 
aspiraciones sociales, políticas y económicas más radicales. 
 
Desarrollo del movimiento obrero. 
 
En esta década también se produce el avance hacia la consolidación, desarrollo y formación 
del movimiento obrero unificado con sentido nacional. 
En realidad había existido en Cuba, desde el siglo anterior, un movimiento sindical, gremial y 
de asistencia mutual más o menos extendido, especialmente en algunas ramas de la 
producción, particularmente en la tabacalera. Ese movimiento estuvo permeado de ideas 
anarcosindicalistas y algunos atisbos de socialismo utópico. 
Sin embargo, ahora, en esta segunda década del siglo XX el movimiento obrero cubano 
adquiere una coherencia especial, avanza hacia objetivos más elevados, alcanza su unidad 
nacional y se pertrecha esencialmente con las ideas del socialismo científico. 
El proceso de avance hacia la fundación de la Federación Obrera de La Habana, en 1920, 
partió de la Asociación de torcedores de La Habana y Pinar del Río, que convocó a un 
Congreso Nacional Obrero, que efectivamente se realizó en La Haban durante la primera 
quincena de abril del aludido año 1920. 
Las discusiones fueron elevándose de tono y de simples consideraciones gremiales, 
económicas, pasaron a reflexiones y toma de posiciones políticas importantes. Algunos 
elementos de izquierda lograron incluso que el Congreso se pronunciara enviando un saludo 
a la joven República soviética de Rusia.  
En uno de los más importantes párrafos de la Moción de conclusiones se dicen cosas bien 
radicales como que ―únicamente en el cambio total del presente régimen económico puede 
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hallarse solución a la misérrima condición de las clases proletarias y a ese fin dedicarán sus 
esfuerzos todos; pero obligados a buscar medidas de orden inmediato que puedan obviar la 
angustiosa situación de las clases populares.‖229 
Quizás en atención a esa consideración táctica de que hay que buscar soluciones y avances 
inmediatos dentro del sistema capitalista, se adoptan algunas conclusiones o acuerdos que 
resultan sin embargo, sumamente avanzados. Entre ellos quisiera mencionar los siguientes: 
1) prohibición de importaciones de artículos de primera necesidad, especialmente el ganado, 
carnes refrigeradas, víveres, topa y calzado, para lograr, evidentemente que tengan que ser 
producidos en el país; 2) imponer fuertes gravámenes a los solares yermos para provocar 
que se construya en ellos rápidamente; 3) establecer por ley que todo terrateniente, colono o 
partidario tenga que sembrar una parte de sus tierras con frutos menores, con el franco 
interés de mejorar las condiciones de alimentación de las masas populares; 4) Determinar 
que las autoridades municipales vendan de inmediato, a precios muy módicos todas las 
mercancías de que se apropie por razón de agio o especulación. 
El gran colofón fue, sin embargo, el acuerdo de crear la Confederación Nacional del Trabajo 
y de un Comité Conjunto que estudie dicha constitución y formule el proyecto de su 
estructura y funcionamiento y ese proyecto se analizaría en un nuevo congreso obrero que 
quedó citado para el 1ro de enero del año 1921. 
Como resultado de esos pasos se confeccionó el 26 de noviembre de 1920 un Reglamento 
para la Federación que fue dado a conocer a todas las asociaciones obreras y dicho 
Reglamento fue aprobado el 15 de septiembre de 1921, como el primer paso para la 
fundación de lo que sería la Federación Obrera de La Habana. 
 
Fundación del Partido Comunista de Cuba. 
 

Como evidencia de la profundización de las ideas progresistas y la madurez que adquiere el 
movimiento revolucionario y obrero, se produce también en esta década el hecho 
trascendental de la función del primer partido comunista de Cuba. 
Como señala Carreras, en la década que estamos analizando aparecen las primeras 
organizaciones marxistas, bajo la inspiración de hombres como Carlos Baliño y Agustín 
Martínez Veloz (Martinillo). 
En las nuevas condiciones históricas, en los nuevos marcos políticos, económicos y sociales 
de esta década maduran las condiciones y viejos y nuevos combatientes marxistas se 
conjugan para el trascendental acto fundacional. 
El 16 de agosto de 1925, en un caserón del Vedado se funda el primer Partido Comunista de 
Cuba en cuya fundación intervienen, de manera casi simbólica, un hombre como Carlos 
Baliño y otro como Julio Antonio Mella. 
El nuevo partido de los comunistas cubano se trazó el objetivo inicial de conquistar primero la 
verdadera independencia nacional y sólo a partir de ello comenzar a luchar por  la revolución 
socialista.  
En los años subsiguientes se produjeron nuevas adecuaciones tácticas en la línea partidista 
y sus perspectivas a corto, mediano y largo plazo y se inscribió en sus metas inmediatas la 
consigna que Julio Carreras recuerda: ―Por la revolución agraria y antiimperialista.‖ 
 
 
Algunas disposiciones legales adoptadas en el período. 
 

                                                        
229 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 433. 
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En este lapso que estamos analizando se aprobaron algunas leyes que merecen ser 
mencionadas y recordadas. Entre ellas, primero que todo, la conocida como Ley Arteaga. 
Esta ley, de 1909 se conoce con ese nombre porque la misma resultó de la iniciativa del 
Representante a la Cámara por Camagüey, Emilio Arteaga y dicha pragmática en esencia 
estaba encaminada a prohibir el pago de los salarios mediante fichas o vales. 
Resulta que desde principios de la República se había extendido la práctica explotadora de 
que los dueños de centrales azucareros o de fincas que en realidad eran enormes 
plantaciones, emitieran unas fichas o vales, en simples papeles o cartones, haciendo constar 
lo que se pagaba a cada obrero y ese era su salario, que sólo podía gastarlo en las mismas 
tiendas de menudeo de la finca o del central, normalmente propiedad del mismo dueño de 
dichas fincas o centrales y en cuyas tiendas los productos tenían precios exorbitantes. 
De tal modo, el obrero sufría una adicional explotación de su plusvalía y veía restringida su 
libertad de adquisición a los límites de las tiendas del patrón. 
Frente a esto reaccionó Emilio Arteaga y logró que se aprobara la ley que estamos 
comentando, la cual disponía en su artículo primero que se prohibía la emisión en pago de 
jornales, sueldos o cualquiera otra obligación, de vales, chapas, fichas metálicas o de 
cualquier otra clase que tengan el carácter de signos representativos de la  moneda. 
En los sucesivos artículos se establecían sanciones de multa y  hasta de privación de 
libertad, juzgada en tribunales correccionales, para los comisores de dichos delitos y en el 
artículo tres especialmente se señalaba que cuando esa conducta delictiva tuviera el carácter 
de continuada la sanción sería siempre de privación de libertad y de ese delito conocería el 
Juez de Instrucción de la Audiencia correspondiente, es decir, que tendría entidad provincial. 
 
También merece mencionarse la Ley del Cierre de los Establecimientos Comerciales, 
promulgada en 1910 y respondió a un extenso y poderoso movimiento de los trabajadores 
del comercio, especialmente españoles explotados por los grandes comerciantes que los 
hacían trabajar todos los días de la semana y hasta cualquier hora sin límite establecido. 
Gracias al movimiento popular aludido se obtuvo la promulgación de la Ley del Cierre de los 
Comercios, la que dispuso en esencia en su artículo primero que ―todos los establecimientos 
de comercio y talleres situados en los barrios urbanos de los municipios de primera y 
segunda clase, con excepción de los que se mencionan en el artículo 2 de esta ley, darán 
por terminados los trabajos a las 6.00 p.m. durante los días comprendidos desde el lunes 
hasta el viernes de cada semana, ambos inclusive. Los sábados darán por terminados los 
trabajos a las 10 de la noche. Los domingos y días festivos se prohibirá el trabajo en ellos. 
Las tiendas de víveres al por menor cerrarán sus puertas a las 8.00 p.m. y los domingos a las 
10.00a.m.‖230 
Quedaban exceptuados los establecimientos señalados en el Art. 2 de la Ley, es decir, los 
hoteles, restaurantes, cafés, establecimientos para espectáculos públicos, kioscos, etc. Sin 
embargo, se señalaba que también en estos lugares el trabajo no pasaría de 10 horas 
diarias. 
 
Otra ley importante en el período fue la que estableció el salario mínimo de los obreros del 
Estado, la Provincia y los Municipios. 

En el artículo primero de esa ley se establecía en un peso y veinticinco centavos el salario 
diario mínimo, pagadero en moneda nacional, de cualquier obrero que preste sus servicios 
en establecimientos del Estado, la Provincia o el Municipio. 
 

                                                        
230 Citado por Carreras Julio. Ob. Cit. Pág. 438. 
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Hubo otras disposiciones en ese período, y vale la pena recordar la Ley de los Accidentes 
del Trabajo, promulgada en 1916; la ley que admitía a las mujeres como trabajadoras en 
los comercios de tiendas de ropas femeninas, para vender esencialmente prendas 

íntimas y vestidos de señora, así como su admisión al trabajo en las taquillas de los cines y 
teatros; del mismo período, de 1921 es la Ley del Retiro Ferroviario y la Ley de 
Inteligencia de los Puertos, de 1924 y la Ley del Retiro Escolar, para los maestros y 
auxiliares de enseñanza, de 1919; también la Ley de 1923 creando la Caja de Pensiones y 
Jubilaciones de los Empleados y Obreros al servicio de las empresas de ferrocarriles y 
tranvías. 
 
HEDC 
 
CAPITULO X.  
 
LA TERCERA ETAPA DE LA REPÚBLICA NEOCOLONIAL (1933-1940) 

 
El movimiento revolucionario y la lucha contra la tiranía de Machado. 
 
Desde que Gerardo Machado asume el poder en 1925 despliega su política oportunista, pro 
imperialista  y servidora de los intereses de la oligarquía nacional. Muy pronto también deja 
patente su soberbia y su falta de escrúpulos morales, así como su brutal inclinación al 
despotismo y la represión a las masas populares o a cualquier movimiento de oposición a su 
dominio personal. 
Como atinadamente señala Le Riverend, desde 1925 inicia, bajo la fachada de una llamada 
política de ―regeneración‖ una fuerte persecución contra todos los que se oponen de alguna 
manera a su política, incluidos elementos de la burguesía y la pequeña burguesía nacional. 
La ola represiva de Machado no se inicia como algunos han querido hacer ver después de 
1929, sino que la misma se produce ya en el mismo año 1926. En esos momentos es 
asesinado Tomás Grant, Alfredo López, dirigente de la Federación Obrera de La Habana y 
Duménigo, obrero ferroviario de Cienfuegos. Como dice Le Riverend, ―Asesinato tras 
asesinato, como los de José Aguilar y Rafael Gutiérrez Cordoví en 1927 y los de Claudio 
Bruzón, Norke Yalob, Blas Masó y Bartolomé Sagaró en 1928, la dictadura de Machado 
desembocó, por un proceso que se inició desde su origen en una ensangrentada orgía de 
persecuciones contra algunos oposicionistas y especialmente contra la clase obrera.‖231 
La oposición a Machado fue creciendo también de modo incontenible. Inicialmente quizás 
fueron los políticos tradicionales, que aspiraban a volver al poder. Eran los viejos nombres de 
Mendieta Menocal, Laredo Brú y otros de igual categoría. Pero posteriormente se fue 
extendiendo el movimiento a amplias capas de la población y especialmente a la clase 
obrera y el estudiantado. 
En el mismo año 1926 se produjo una enorme represión al movimiento estudiantil y Machado 
recibió, en medio del repudio nacional y el rechazo de los estudiantes, el título increíble de 
Doctor honoris causa en Derecho Público. 
En 1927 la resistencia nacional tuvo como objetivo esencial el repudio de la reforma 
constitucional de ese año; los estudiantes se pronunciaron con fuerza contra la prórroga de 
poderes y en respuesta la Universidad fue tomada militarmente. 

                                                        
231 Le Riverend Bruzón, Julio. La República. Edi. Cit. Pág. 260 
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Las masas de trabajadores empezaron a protagonizar la resistencia más orgánica y 
coherente, especialmente a través de la Confederación Nacional Obrera de Cuba (CNOC) y 
el Partido Comunista, ambos bajo la  más absoluta clandestinidad. 
La Confederación Nacional Obrera de Cuba, dirigida esencialmente por los comunistas tuvo 
también que librar una importante lucha ideológica contra la Confederación Obrera 
Panamericana (COPA) que actuaba como una organización amarilla, al servicio de los 
intereses estatales y patronales y sumisa al imperialismo norteamericano, a través de la 
American Federation of  Labor. 
Como ya antes dijimos, en 1928 la Asamblea Constituyente, totalmente obsecuente con 
Machado, aprobó la prórroga de poderes el cual, según esa reforma, debía comenzar un 
segundo mandato el 20 de mayo de 1929. 
En ese año la dictadura arrecia sus actos represivos y como punto culminante de ellos se 
produce, en enero el asesinato en México de Julio Antonio Mella. 
Ya la entrada del año 30 marca el momento de lo que ha devenido una crisis irreversible de 
la tiranía. El 30 de septiembre de ese año se produce la conocida manifestación en que 
muere Rafael Trejo y caen heridos Isidro Figueroa, obrero metalúrgico y Pablo de la Torriente 
Brau. 
La lucha contra la tiranía no sólo se amplía sino que aparecen diversas organizaciones que 
canalizan esas posiciones oposicionistas. 
De un lado, como ya hemos indicado, los viejos políticos agrupados en lo que solíase llamar 
Unión Nacionalista. Esos grupos, especialmente seguidores de Menocal y Mendieta 

protagonizaron un espectacular y ridículo alzamiento en Río Verde, Pinar del Río, el cual fue 
rápidamente sofocado por las fuerzas de la represión machadista. Otros tomaron más en 
serio la lucha, como fue el caso del viejo veterano del 95 general Peraza que se alzó con un 
pequeño grupo de seguidores y fue apresado en Loma del Toro y posteriormente asesinado 
con sus seguidores. 
Caso semejante fue el de Arturo del Pino, que se enfrentó sólo contra notables fuerzas de la 
tiranía y les ofreció combate durante varias horas. 
De cualquier manera, del seno de los políticos tradicionales se formó el llamado ABC que fue 
un movimiento francamente de derecha, que proclamaba su método esencial de lucha 
terrorista y que estaba caracterizado por lo difuso y poco aprensible de su supuesto ideario, 
en el cual, sin embargo, se hacían notables importantes filones fascistas. Como lo señala 
atinadamente Le Riverend, el ABC se fundó y comenzó a actuar desde 1931, a partir del 
fracaso de la antes aludida insurrección. Sin embargo, son fue hasta 1932 que se publicó y 
se dio a conocer el llamado Manifiesto Programa. 
El Programa del ABC evidenciaba sus inconsecuencias: postulaba una franca resignación 
ante la dependencia neocolonial de Cuba con respecto a los Estados Unidos; se pronunciaba 
con una enorme vaguedad sobre la ―reconquista de la tierra y el fomento de la pequeña 
propiedad‖, pero nunca definió los límites ni los objetivos siquiera de una supuesta e 
imprescindible reforma agraria. En el orden político el sentido elitario de sus concepciones se 
expresaba en la defensa del voto exclusivamente para los alfabetizados, lo cual, como ya 
hemos dicho en ocasiones anteriores, sacaba de las decisiones políticas a casi el 50% de la 
población humilde del país.  
Al mismo tiempo, al proclamar desenfadadamente sus métodos terroristas (estallido de 
bombas, atentados personales, incendios etc) creaba un magnífico caldo de cultivo para 
hacer daño al movimiento revolucionario. Como correctamente dice al respecto Le Riverend, 
―Evidentemente, confiar el triunfo de la Revolución a la pura lucha terrorista en las ciudades 
(bombas  atentados, etc.) constituía una táctica no solamente falsa, sino tendiente a evitar la 
movilización del pueblo y la participación activa de éste en la Revolución. Por otra parte, el 
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terrorismo puro y simple, públicamente confesado por el ABC, venía a reforzar ante ciertos 
sectores internacionales y nacionales la posición de la dictadura machadista.‖232 
El ABC nació como una organización secreta, clandestina, estructurada con gran 
compartimentación de su membresía, en forma celular. Especialmente estos fueron los 
rasgos que tuvo la llamada célula de acción del ABC, que realizó importantes acciones 
terroristas y golpeó realmente al aparato de poder de Machado, como fue el caso del 
atentado al Presidente del Senado, Clemente Vázquez Bello, con el propósito fallido de volar 
el cementerio de Colón el día del sepelio y de esa forma liquidar a la cúpula del gobierno 
machadista. 
Sin embargo, el ABC tenía importantes seguidores, sobre todo entre amplios sectores de la 
pequeña burguesía y también de la alta burguesía. Un número importante de profesionales 
liberales, abogados, médicos, arquitectos, comerciantes y empleados fueron subyugados por 
los cantos de sirena del movimiento fascistoide del ABC, que tenía una fuerte influencia del 
movimiento fascista de Benito Mussolini. En ese sentido el ABC tuvo un periódico, Denuncia 
que fue su órgano de propaganda y movilización popular.  
Después de la caída de Machado, el ABC tuvo importante participación en el gobierno 
mediacionista de Céspedes y mantuvo influencia y dominio de varias secretarías o 
ministerios bajo el mandato de Mendieta. En 1934 su membresía, bajo la dirección de la 
célula de acción realizó una marcha por el malecón habanero que trataba de reverdecer y 
repetir la famosa marcha de los camisas negras de Mussolini sobre Roma. Todavía en años 
posteriores el ABC se estructuró y registró como partido político y participó en las elecciones 
para la Constituyente de 1940. 
Pero junto a organizaciones y fuerzas reaccionarias como las que se agrupaban en el ABC 
se fue formando también un poderoso movimiento popular, radical, antiimperialista incluso 
que en algunos momentos estuvo dominado por el pensamiento del socialismo científico. 
En medio del auge revolucionario debemos destacar el papel del estudiantado que en las 
condiciones de la lucha contra el tirano crea el brazo insurreccional o armado de la 
Federación Estudiantil Universitaria, el llamado Directorio Revolucionario o DEU, el cual 
pronto se escindió en dos ramas, la llamada Ala Izquierda Estudiantil, dominada no tanto por 
los comunistas tradicionales, militantes del Partido Comunista, como por el nuevo ideario del 
marxismo. Frente a esa ala de radicalización queda el ala conservadora del DEU que cada 
vez más coincide con las estrategias y las tácticas de los políticos tradicionales. 
Con un significado especial debemos mencionar al movimiento obrero. En el Tercer 
Congreso Nacional Obrero, celebrado entre el 2 y el 7 de agosto de 1925 en Camagüey, 
quedó constituida la Confederación Nacional Obrera de Cuba, (CNOC) con lo cual se 
cumplía un acuerdo del Congreso Obrero celebrado un poco antes en Cienfuegos.  
El movimiento obrero, agrupado y vertebrado en la CNOC desempeñó un papel esencial en 
las luchas contra la tiranía y en su derrocamiento. A la caída del tirano, bajo la fuerte 
influencia de la revolución de Octubre y del Partido Comunista, se constituyen soviets de 
obreros y campesinos en varios centrales azucareros como en el caso de Mabay en Oriente, 
Jaronú y Senado en Camagüey, Nazábal, Hormiguero y Parque Alto en Las Villas.  
Lugar especial debe brindársele dentro de esos momentos de lucha al papel desempeñado 
en ellos por el recién constituido Partido Comunista, que ahora bajo el liderazgo de Rubén 
Martínez Villena  
El movimiento campesino también escribió páginas de lucha importantes . Se suceden las 
grandes marchas del hambre de campesinos sin tierra que avanzan hacia la capital u otras 
grandes ciudades reclamando sus derechos elementales, especialmente el de tener la 

                                                        
232 Le Riverend. La República. Edición citada. Pág. 274. 
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propiedad  de las tierras que laboran diariamente. En muchos casos se producen verdaderos 
movimientos armados que son descritos por la prensa oficialista como movimientos de 
bandidos. Son conocidas las páginas de gloria del Realengo 18 y Ventas de Casanova en 
Oriente y las de Pancho Pérez en Vuelta Abajo. 
Las inconformidades alcanzan a todos los sectores del país, incluyendo a la pequeña 
burguesía e incluso al Ejército Nacional donde las diferencias de clase y el autoritarismo de 
la tiranía también se hacen sentir en el trato inhumano que sufren los reclutas, las clases y 
los sargentos, lo cual explica las posiciones sediciosas de muchos de ellos y que incluso se 
llegaran a formar células comunistas dentro de algunos cuarteles. 
Junto a Machado permanece la alta burguesía o mejor la oligarquía nacional, la jerarquía 
católica y la  alta oficialidad del ejército. 
Dentro de la línea insurreccional contra Marchado, pero desde posiciones que pretendían 
producir un verdadero levantamiento popular y desarrollar una revolución radical está el 
movimiento encabezado por Antonio Guiterras Holmes, que posteriormente pasó a llamarse 
La Joven Cuba. Como señala Carreras, ―La asociación Joven Cuba la organiza Antonio 
Guiterras para expulsar al Coronel Batista del Poder y establecer un gobierno revolucionario 
que culmine la gestión iniciada el 10 de septiembre de 1933. 
Una obra de los propósitos de esta no puede  hacer referencia a los hechos que acompañan 
la caída de la tiranía machadista. Ello es objeto de la Historia de Cuba. Basta recordar que el 
12 de agosto de 1933 un enorme movimiento de huelga general obliga al general Machado a 
abandonar el país y en su lugar se constituye el gobierno de transición, bajo la presidencia 
del hijo del Padre de la Patria, Carlos Manuel de Céspedes. 
 
La provisionalidad gubernamental. 
 
El gobierno de la mediación. 
 
Desde el punto de vista de la supuesta institucionalidad jurídica la salida de Machado del 
poder y su sustitución se produjo dentro de los marcos del texto constitucional vigente en 
esos momentos, esto es, la Constitución que había quedado reformada en 1928. Según ese 
cuerpo constitucional, el Presidente cuando renunciaba designada como su sustituto al 
Secretario de Estado, en esos momentos el General Alberto Herrera. El general Herrera de 
inmediato nombró Secretario de Estado al Doctor Carlos Manuel de Céspedes y de Quesada 
y con igual inmediatez Herrera renuncia por lo cual asume la presidencia el hijo del Padre de 
la Patria, que contaba con la anuencia del Embajador y del gobierno de los Estados Unidos 
de Norteamérica y se consideraba una figura ponderada, dúctil y plegable a los intereses de 
la plutocracia y la oligarquía. 
A este gobierno de Céspedes se le ha conocido históricamente como el gobierno de la 
mediación. 
Ciertamente Céspedes destituyó casi al asumir la presidencia a los alcaldes machadistas, 
pero designó en lugar de ellos a personeros especialmente del movimiento del ABC, es decir, 
elementos de la extrema derecha. También procedió a disolver el Congreso y declaró 
vacantes los cargos del Tribunal Supremo que habían sido cubiertos con posterioridad al 20 
de mayo de 1929, es decir, desde el momento de la fraudulenta prórroga de poderes del 
tirano. 
No obstante todo ello era evidente que como se consideraba en la opinión pública apenas las 
cosas habían cambiado y muchos afirmaban que se seguía viviendo bajo el machado sin 
Machado; con el dominio del Ejército y las fuerzas represivas de la tiranía, bajo la influencia 
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determinante de los sectores económicos de la oligarquía y en medio de las indecisiones y 
debilidades del Presidente del gobierno mediacionista. 
 
 
La Pentarquía. 

 
El ambiente político estaba cargado de contradicciones y tensiones: en tanto las fuerzas 
reaccionarias y la Embajada yanqui pretendían inmovilizar a las fuerzas populares se 
producían focos de tensión, incluso dentro de las mismas fuerzas armadas: viejos seguidores 
del reaccionario Menocal, altos oficiales, conspiraban para restablecer sus influencias y 
privilegios, pero también se extendía un movimiento conspirativo de soldados, clases y 
sargentos, que pretendía radicalizar la situación y alcanzar elementales niveles de justicia 
social. Este movimiento pronto se acercó a los estudiantes del DEU e incluso a los 
seguidores de Guiterras. 
En ese clima de tensión el gobierno mediacionista de Céspedes se vió obligado a restablecer 
la Constitución de 1901 y comenzar a depurar algunas responsabilidades de los más 
destacados personeros de la tiranía. 
El 22 de agosto, el Directorio Estudiantil Universitario proclama un Manifiesto en el que pide 
la formación de un gobierno provisional que lleve adelante el programa radical y 
genuinamente revolucionario que se acomode a los altos intereses populares. 
Por supuesto, la Embajada norteamericana y el jefe de la misma Summer Wells, observan 
con suma atención esos acontecimientos y también conspiran para que los mismos pendulen 
a favor de la estabilidad conservadora. 
Es ese movimiento el que aprovechando la ausencia del Presidente Céspedes, que se 
encontraba visitando a los damnificados de un ciclón que  había azotado a Isabela de Sagua, 
se levantan en el Campamento Militar de Columbia, el 4 de septiembre de 1933 y desarrollan 
un pronunciamiento militar con el apoyo del Directorio Estudiantil Universitario, (DEU); 
elementos del ABC radical y de jóvenes guiteristas o radicales en general, agrupados en una 
organización llamada Pro Ley y Justicia. 
Ese movimiento del 4 de septiembre derroca de ese modo al gobierno de la mediación y de 
manera sorprendente –que se explica por el carácter múltiple y contradictorio de los 
protagonistas del pronunciamiento,--se establece no un gobierno presidencialista como venía 
ocurriendo en las constituciones desde 1901, sino una sorprendente pentarquía en la cual 
son más o menos representados los sectores y tendencias que participaron en aquel golpe 
que pudo ser revolucionario si no hubiera sido escamoteado rápidamente por las fuerzas de 
la reacción. 
Integran ese gobierno de la Pentarquía, que se formaliza el 5 de septiembre de 1933, Sergio 
Carbó, destacado periodista, Guillermo Portella, Ramón Grau San Martín, profesor de 
Medicina que dispone de cierto prestigio entre las fuerzas estudiantiles; Porfirio Franca, 
banquero, representante visible de la plutocracia y José Miguel Irisarri y Gamio, joven 
abogado que representa a las fuerzas guiteristas y, con ello, a lo más radical y 
consecuentemente antiimperialista de aquel gobierno colegiado.233 

                                                        
233 En torno a la naturaleza política del alzamiento del 4 de septiembre se polarizaron violentamente las posiciones e incluso 

se produjeron valoraciones absolutamente equivocadas. Es evidente que el movimiento estuvo justificado históricamente y 

sus protagonistas intentaban, inicialmente, la realización de los verdaderos ideales revolucionarios o, al menos, los más 

radicales. Dentro de los militares, el movimiento fue iniciado  y vertebrado por el sargento Pablo Rodríguez, pero el mismo 

perdió rápidamente el control de la situación que fue de inmediato dominada por el sargento taquígrafo Fulgencio Batista y 

Zaldívar, quien de hecho se adueña del movimiento desde las posiciones iniciales de los militares y posteriormente deviene 

el hombre fuerte de las nuevas correlaciones de fuerzas políticas. La presencia de Batista en el golpe y su empinamiento 
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Por supuesto, las fuerzas de la reacción, encabezadas por el ABC rápidamente acudieron al 
Embajador Wells y pretendieron la ejecución de inmediato de un golpe contrarrevolucionario 
y clamaron incluso por el desembarco de los marines norteamericanos, es decir, por la 
intervención armada yanqui.234 
La conspiración no sólo se llevaba adelante dentro del país, sino que se pretendía obtener u 
cierto concierto latinoamericano que favoreciera la intervención de otros países para quebrar 
al movimiento revolucionario cubano.235 
 
El regreso al gobierno presidencialista.  

 
El mismo 8 de septiembre los antiguos oficiales machadistas y dirigentes del ABC decidieron 
concentrarse en el Hotel Nacional y convertir esa instalación en una suerte de cuartel general 
de la reacción contrarrevolucionaria. Era evidente que lo que se pretendía al escoger para 
tales fines a un flamante hotel de la capital y no otro lugar más propicio: se trataba de que el 
Nacional era el lugar de residencia de Summer Wells, al cual utilizaban como fuerza de 
amedrentamiento y mascarón de proa de sus designios antipopulares. 
La batalla del Hotel Nacional, librada por los soldados contra los elementos machadistas y 
anexionistas refugiados en el hotel duró prácticamente dos días y sólo terminó cuando el 
acorazado Patria cañoneó al hotel desde la bahía. 
El gobierno norteamericano había negado el reconocimiento a la Pentarquía y el 7 de 
septiembre, el acorazado Wyoming entró en la bahía en pleno zafarrancho de combate. Al 
día siguiente, cuando iban a comenzar las acciones bélicas en torno al Nacional la isla es 
rodeada por 60 buques de guerra norteamericanos. Testimonios de la época dejan 
constancia de que ante tal provocación y acto de prepotencia la ciudadanía se lanzó hacia el 
malecón para enfrentar a los marines yanquis y hubo soldados y civiles que abrieron fuego 
puerilmente contra los acorazados con pequeñas armas cortas. 
Es en ese contexto que se profundizan las diferencias en el seno de la Pentarquía y el 10 de 
septiembre se produce la renuncia de Porfirio Franca y José Miguel Irisarri, y se designa 
presidente de la república, a propuesta de Eduardo Chibás, al Dr. Ramón Grau San Martín. 
No obstante el reconocido sentido conservador y pronorteamericano de Grau y el apoyo que 
le  brindan los norteamericanos se profundizan las acciones populares y es en ese contexto 
que se integran algunos de los soviets a los que antes hicimos referencia. 
Grau San Martín jura su cargo ante el pueblo, desde uno de los balcones del palacio 
presidencial, evitando de ese modo jurar la Constitución de 1901 y con ella la Enmienda 
Platt. En el equipo del nuevo gobierno asume la cartera o Secretaría de Gobernación y Obras 
Públicas,  el revolucionario radical Antonio Guiterras Holmes, al cual se deben las más 
radicales disposiciones legales adoptadas por el gobierno de Grau. 
El nuevo Gobierno, constituido bajo la presidencia de Grau con el Consejo de Secretarios, 
aprobó y promulgó en la Gaceta Oficial del 14 de septiembre del mismo 1933 los Estatutos 

                                                                                                                                                                                              

posterior a colocarse en el mando de la nación han llevado a muchos a considerar el movimiento del 4 de septiembre como 

un golpe contrarrevolucionario, lo cual, repito, es absolutamente erróneo. 
234 Existen pruebas irrefutables que desde el centro conspirativo de la Embajada yanqui se valoraban las posibilidades de 

frustrar al movimiento revolucionario y se caracterizaba a Porfirio Franca y a Ramón Grau San Martín, como los elementos 

más penetrables de la Pentarquía y que debían ser trabajados para ponerlos al servicio de los intereses norteamericanos. 
235 En esa conjura rápidamente los yanquis obtuvieron el apoyo de gobiernos antipopulares como los de Guatemala, 

Paraguay y Honduras, amén del encabezado por el tirano Trujillo en Santo Domingo, todos los cuales estaban dispuestos a 

concertarse para apoyar una invasión conjunta a nuestra patria. Sin embargo se enfrentaron a tal conjura los gobiernos de 

Argentina, Brasil y Chile, que formaron la tríada que se conoció como el ABC. También el gobierno mexicano se opuso a 

esa pretendida invasión latinoamericana. 
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por los cuales habría de regirse ese gobierno provisional. Dichos Estatutos estaban 
integrados sólo por siete artículos que son, sin embargo, sumamente elocuentes. 
En el Art. 1 se señalaba que ―El gobierno Provisional mantendrá la absoluta independencia y 
soberanía nacionales y el principio de la libre determinación del pueblo en la resolución de 
conflictos interiores y el de la igualdad jurídica de los Estados.‖ 
En el Art. 2 se proclamaba la voluntad de obtener ―la mejor armonización y el más perfecto 
ajuste de los intereses políticos y económicos de Cuba a los recíprocos de los demás 
pueblos y respetará y cumplirá los Tratados pactados a nombre de la República de Cuba. ― 
Como señala Julio Carreras, se estaba haciendo alusión directa al Tratado Permanente, lo 
cual no se conciliaba con el gesto de Grau de no jurar la Constitución del 01. 
En el artículo 3 se anunciaba ya la convocatoria a elecciones para elegir delegados a una 
Convención Constituyente. 
En el Art. 4 se declaraba que el gobierno constituirá los Tribunales de Sanciones que debían 
juzgar los delitos cometidos por motivos políticos durante la tiranía derrotada. 
En el 5 se establecía la prerrogativa del gobierno de limitar temporalmente los derechos 
individuales y someterlos a un régimen de fiscalización gubernativa. 
Ese gobierno de corta vida y precario equilibrio logró su mayor estabilidad dada la influencia 
y acción en el mismo de la figura de Guiterras, que procedió a la nacionalización de la 
compañía de electricidad y a la de teléfonos, conocidos pulpos monopólicos 
norteamericanos. 
Como sintéticamente dice Julio Carreras, ―Las acciones de masas, las huelgas y la agitación 
en todo el país trataban de impulsar al Gobierno Provisional hacia la izquierda, pero los 
elementos cautelosos e indecisos de impedían.‖236 
 
El gobierno de Concentración Nacional. 
 
En tales circunstancias y en medio de tan violentas contradicciones, el gobierno 
norteamericano seguía haciendo esfuerzos por liquidar cualquier avance hacia la izquierda o 
la radicación popular.  
En sus maniobras se valió de inmediato del que ya empezaba a despuntar como el hombre 
duro y fiel a los intereses imperiales, el ascendido a Coronel Fulgencio Batista y Zaldívar, que 
había capitalizado el movimiento del 4 de septiembre y emergido del mismo como Jefe del 
Ejército. 
Fue entonces Batista, apoyándose en Mendieta y sus seguidores quien derroca al gobierno 
de Grau el 15 de enero de 1934 e impone un gobierno conocido como de la Concentración 
Nacional en el que participaron entusiasmados los abecedarios más derechistas, convertidos 
ya en declarados fascistas y especialmente seguidores del modelo implantado en Italia por 
Benito Mussolini. 
Sin embargo, el imperialismo tenía que ceder alguna prenda en aquel juego dramático en el 
que estaba acechado además por los pueblos y algunos gobiernos de América que no 
podían aceptar la política intervensionista hasta entonces practicada sin recatos. En esas 
condiciones se produce la abrogación de la enmienda Platt pero de hecho nada cambia o 
poco cambia porque la misma es sustituida por el Tratado de Reciprocidad Comercial 
suscrito en ese mismo 1934 y que confirmó la dependencia económica, y con ello política, de 
Cuba a la gran potencia imperial del norte. 
 
 

                                                        
236 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 451. 
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Las reformas constitucionales de 1934. 
 
El año 1934 fue, sin dudas, el de más rápidas y volubles reformas constitucionales y el 
presidente Mendieta quedará en la historia como el presidente que provocó y promulgó más 
reformas constitucionales. 
Todas las reformas, que se sucedieron y casi se agolparon unas tras otras, tuvieron sin 
embargo poca trascendencia esencial. De hecho casi todas estaban encaminadas a brindar 
soluciones operacionales o a facilitar rejuegos políticos y electorales. Entre ellas vale 
mencionar la Ley Constitucional del Gobierno Provisional de la República de Cuba, de 
febrero de 1934, dictada por el gobierno de Mendieta; la reforma de 23 de febrero del mismo 
año, también de Mendieta; otra reforma de marzo y una nueva en abril, ambas del mismo 
presidente Mendieta y otras de 10 de abril, 27 de abril, 30 de mayo, 31 de julio, 10 de 
noviembre, 15 de noviembre, 21 de diciembre, 22 de diciembre y 4 de ma4zo de 1935, todas 
de Carlos Mendieta. Este verdadero montón de reformas termina con la Ley Constitucional 
de la República y Disposiciones Constitucionales para el Régimen Provisional de Cuba, de 
11 de junio de 1935, firmada igualmente por el Presidente Mendieta. 
 
En marcha hacia la Constitución de 1940. La Asamblea Constituyente. 
 
Sin embargo, he sostenido en otras ocasiones que el camino hacia la Constituyente del 40 se 
inició justamente cuando Porfirio  Franca y José Miguel Irisarri Gamio presentan su renuncia 
a la Pentarquía y se pasa al gobierno presidencialista. 
Al sucumbir la Pentarquía, que duró apenas 10 días y asumir la presidencia Ramón Grau  y 
promulgarse, como ya señalábamos, el 14 de septiembre de 1933, los Estatutos del 
Gobierno Provisional, en los cuales, en sólo siete artículos se establecía la legalidad del 
nuevo gobierno resultaba singular que en el artículo 3 se anunciaba ya la convocatoria para 
elecciones a fin de elegir delegados a una Convención Constituyente. Por si fuera poco, 
como también lo hemos señalado un poco antes, hasta la gestualidad política que acompañó 
aquellos momentos singulares es bien elocuente: Ramón Grau no juró la Constitución de 
1901, en gesto alusivo a su inoperancia, y se evidenciaba su propósito de dotar al país de un 
nuevo texto constitucional. Se iniciaba, repito, el tránsito hacia la Constitución del 40. Las 
reformas que antes vimos, producidas por Mendieta, fueron en realidad simples vueltas y 
giros en el camino de la inoperante constitución del 1901. 
No reiteraré lugares bien conocidos en cuanto a la convocatoria de la Constituyente del 40. 
Quisiera sólo subrayar algunos particulares no siempre debidamente exaltados en relación 
con el desenvolvimiento mismo de los debates y algunas particularidades de aquel texto 
paradigmático. 
Ante todo es un lugar común la influencia que tiene en la convocatoria de la convención el 
clima político internacional. 
La situación creada por la formación del Eje fascista Berlín-Roma-Tokio, y la paralela política 
del Buen Vecino auspiciada desde Estados Unidos por el presidente Roosvelt, favorecieron 
un ambiente de tolerancia política, en el cual Fulgencio Batista tuvo que permitir la 
legalización del Partido Comunista, unido ahora con el Unión Revolucionaria y formando el 
Partido Unión Revolucionaria Comunista, la legalización de la Confederación de 
Trabajadores de Cuba, una amnistía política extensa, regreso de inmigrados y, sobre todo, la 
convocatoria a esa singular constituyente, que ya nacía con el objetivo insoslayable de 
aprobar una Constitución democrática y moderna, según la gran aspiración de las masas  
progresistas desde 1933. 
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El presidente en el momento de la convocatoria, Federico Laredo Bru, que se desempeña al 
tenor del texto constitucional de 1936, que era el vigente en esos momentos,  es quien 
convoca a la Constituyente, a la cual concurren como partidos políticos que contienden: el 
Partido Liberal, el Unión Nacionalista, el Partido Acción República, Conjunto Nacional 
Democrático, Demócrata Republicano, el Partido Revolucionario Cubano (Auténtico), el 
Nacional Revolucionario, el ABC convertido en partido político, el Agrario Nacional y el 
Partido Unión Revolucionaria Comunista. 
El Partido Unión Revolucionaria Comunista logró sacar a seis delegados, los cuales fueron 
decisivos en los debates porque en ellos representaron en todo momento, de forma 
consecuente y sin vacilaciones, los más caros intereses y aspiraciones de las masas 
populares y permitieron que en muchos aspectos la Constitución de 1940 fuera la más 
progresista aprobada en América Latina hasta ese momento. 
Sin embargo, lo que no siempre se ha destacado fue el papel desempeñado en aquellos 
debates por la Confederación de Trabajadores de Cuba, liderada por Lázaro Peña, que 
mantuvo una permanente movilización en torno al Capitolio y constituyó una presión 
importantísima en cada punto en que el debate se profundizaba y cobraba altos niveles de 
tensión política. Decenas de miles de obreros en derredor del hemiciclo de los debates, 
amplias movilizaciones en todos los centros de trabajo, mítines, paros parciales y otras 
formas de movilización introdujeron en el debate constitucional un ámbito que con mucho 
desbordaba los ya de por si apasionados límites de aquel penumbroso recinto del Capitolio. 
De hecho se mantuvo un casi permanente plebiscito en relación con los puntos de más 
ardoroso enfrentamiento. Los conservadores y las fuerzas de la oligarquía se mantuvieron 
siempre acechadas por la movilización obrera y por su organización, la CTC y su guía Lázaro 
Peña. 
Este fue, sin duda, uno de los factores que permitieron que los delegados del Partido Unión 
Revolucionaria Comunista y la coalición gubernamental pudieran imponer preceptos 
avanzados, progresistas. 
Como resultado de todo ello y también de las más importantes influencias doctrinales en el 
terreno constitucional, la Constitución de 1940 recogió las medidas progresistas que la lucha 
revolucionaria de la década del 30 había plasmado en decretos leyes que de hecho se 
habían  hecho ya irreversibles. 
La Constitución reflejó las luchas de clase y estableció un tipo de estado burgués, que 
reconoció la legitimidad de la propiedad privada, aunque agregando que debía ser ejercida 
en función social.  
En ese sentido asumía una evidente influencia doctrinal del llamado Positivismo Jurídico, 
particularmente inspirado en la obra de León Duguit. 
Duguit, que había sido Decano de la Facultad de Derecho de Burdeos, inicialmente 
administrativista, culminó su vida académica como constitucionalista, en cuyo campo sembró 
una variante aceptable del positivismo, limitando los extremismos que en punto al Derecho 
había defendido Augusto Comte, e introduciendo ideas importantes sobre la colaboración de 
clases, la propiedad en supuesta función social y la eliminación de los derechos subjetivos 
que se subsumían en el Servicio Público. 
En realidad fue, a mi manera de ver, la única corriente doctrinal que tuvo directa influencia en 
el texto constitucional del 40, porque el normativismo kelseniano, tan en boga entonces, no 
se manifestó en la Carta Magna. 
Pero tanto o más importante que ello fue el contenido que asumió la Constitución del 40 en 
relación con los llamados Derechos Económicos, Sociales y Culturales. De hecho las 
constituciones anteriores habían recogido en su parte dogmática casi exclusivamente 
derechos Civiles y Políticos. La aparición de los Económicos, Sociales y Culturales se 
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produce especialmente a partir de la Constitución de Weimar y más tarde de la mejicana. 
Pero es nuestra Constitución de 1940 la que alcanza en América Latina un despliegue más 
amplio y consecuente de esos derechos, engrosando los textos constitucionales modernos 
conocidos como Constituciones Sociales. 
En ese sentido, reconoció el derecho de los obreros a la huelga, declaró el trabajo como un 
derecho inalienable del hombre; proscribió la discriminación racial, por motivo de sexto o 
color; declaró protección especial a la familia y declaró la igualdad de la mujer; proscribió el 
latifundio y estableció el propósito de que la tierra pasara a manos de cubanos; se pronunció 
por la educación general y gratuita, por la salud pública al alcance de todos y, además, 
ratificó derechos civiles y políticos como, entre otros, que toda persona podría emitir 
libremente su pensamiento de palabra, por escrito o por cualquier otro medio de expresión. 
Declaró el sufragio universal, igualitario y secreto. 
Estableció importantes derechos individuales y algunas garantías para su cumplimiento, 
entre ellas el Habeas Corpus Constitucional. 
De hecho fue una Constitución democrático burguesa, avanzada, progresista, la más 
avanzada de América en esos momentos. 
Sin embargo, fue evidentemente pormenorizadora y paradójicamente dejó la regulación de 
muchas de sus preceptivas a posteriores leyes complementarias que nunca llegaron a 
promulgarse, lo que hizo de ella una Constitución frustrada, llena de expectativas y 
esperanzas incumplidas. 
En cuanto a la estructura del Estado que se consagró en aquel texto constitucional, poco se 
cambió del modelo hamiltoniano asumido en 1901. 
En las cuestiones esenciales la estructura del Estado se copió, casi exactamente, del 
sistema norteamericano, con algunas innovaciones como el llamado semiparlamentarismo. 
Ese semiparlamentarismo consistió en que junto al Presidente de la República, jefe del 
Ejecutivo, aparecía el Primer Ministro, que de hecho fue una figura de enlace entre el 
ejecutivo y el legislativo pero que tuvo muy poca significación en la vida institucional y política 
del país. 
Se estableció la división del Ejecutivo, el Legislativa bicameral y el Judicial. El Congreso, al 
igual que en EE.UU. se estructuró con el Senado y la Cámara de Representantes, lo que 
constituyó, como antes dije, una frivolidad si se tiene en cuenta que Cuba era una pequeña 
república unitaria en la cual ese bicameralismo carecía de significado operacional. 
El nivel provincial quedó estructurado en las seis provincias, con un Gobernador al frente y el 
gobierno provincial. En los municipios, el Alcalde y los Consejales, con una importante 
autonomía municipal. 
En general es fácil afirmar que en sus contextos históricos, dentro de sus condicionamientos 
y circunstancias especiales, la Constitución de 1940 fue una obra de referencia política 
importante; paradigmática Carta Magna que sintetizó altos ideales y plasmó derechos por los 
que se había luchado en Cuba desde el siglo XIX. Fue, también, por obligado destino, una 
constitución frustrada, irrealizada en sus designios más trascendentales. 
 
Algunas disposiciones jurídicas de la etapa que estamos analizando. 
 
El Decreto-Ley 206 de 1934. Divorcio vincular. 
 

Como es sabido, dentro de la concepción canónica del matrimonio que se acogía 
esencialmente en el viejo Código Civil español de 1889, no era admitido el divorcio vincular, 
es decir, con ruptura del vínculo y por el contrario, sólo era admitido el divorcio con 
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separación de cuerpos, es decir, con separación de los cónyuges, pero manteniendo el 
vínculo, en consecuencia de lo cual ninguno de los dos podía contraer nuevo matrimonio. 
La legislación de familia en la intervención norteamericana fue copiosa pero no alteró 
esencialmente ese aspecto reaccionario del viejo orden jurídico colonial.237 En el viejo Código 
Civil español se admitía, por demás, la separación de los cuerpos sólo cuando concurrieran 
algunas de las cinco causales previstas en su artículo 105; oportunidad en la que había que 
proceder, de conformidad con lo dispuesto en los artículos480 y 482 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, a un juicio declarativo ordinario en que, además, la confesión del 
demandado no constituía prueba plena, en evitación de que ese procedimiento se convirtiera 
en un expediente de obtención de recíprocos disensos, según lo declaró el mismo Tribunal 
Supremo, particularmente en su Sentencia No. 49, de 5 de junio de 1913. 
Federico Engels dijo en El Origen de la Familia, la Propiedad Privada y el Estado que : 
―La indisolubilidad del matrimonio es consecuencia, en parte, de las condiciones económicas 
que engendraron la monogamia y, en parte, de ua tradición de la época en que, mal 
entendido aún, la vinculación de esas condiciones económicas con la monogamia fue 
exagerada por la religión.‖ Y seguía más adelante: ―Actualmente está desportillada por mil 
lados. Si el matrimonio fundado en el amor es el único moral, sólo puede ser moral el 
matrimonio donde el amor persiste.‖ 
Esa percepción ética, que se fue abriendo paso durante la república neocolonial, amén de las 
presiones sociales inevitables, se produce la Ley de 29 de julio de 918, que estableció por 
primera vez en nuestra República, después del paréntesis que se abriera con las leyes 
mambisas, el divorcio quoad vinculum, es decir, el divorcio vincular. En esa ley, además se 
establecieron ocho nuevas causales de divorcio y, entre ellas, el adulterio se mantuvo pero 
sin distinciones ssi se trataba del hombre o la mujer. Además, dicha ley estableció por 
primera vez en la vida republicana y después de fatigosas y enojosas discusiones en los 
cuerpos colegisladores, el recíproco disenso de los cónyuges, aunque con un procedimiento 
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tan escabroso que mitigaba los supuestos efectos dislocadores –según el criterio de los 
reaccionarios y del mismo ponentes de la Ley—de ese procedimiento bien abierto. 
Se estableció además que en cuanto a los hijos habidos del matrimonio disueltos quedaran 
al abrigo de la madre hasta la edad de cinco años, si algún motivo grave no aconsejaba lo 
contrario.  
S9in embargo, el avance hacia consideraciones más progresistas en materia de matrimonio y 
divorcio siguió adelante lentamente: el 4 de julio de 1927 otra nueva Ley vino a establecer 
dos nuevas causales de divorcio: la separación continuada y objetiva de los cónyuges 
durante el lapso tremendo de diez años y la locura judicialmente declarada de alguno de 
ellos.  
Además, en esa Ley se autorizó al presidente de la república para que a su libre arbitrio 
relevara a la viuda encinta del cumplimiento del impedimento establecido en el Art. 45 inciso 
2 del Código Civil, es decir, esperar 301 días del divorcio para poder contraer nuevo 
matrimonio.  
Al año siguiente, el 7 de mayo, una nueva Ley vino a aclarar que la separación por diez años, 
como causal de divorcio, era computable antes de su promulgación, y adelantándose en el 
orden penal, estableció la extinción ipso facto de la acción penal por adulterio cuando el 
cónyuge querellante es declarado culpable en el juicio de divorcio seguido por esa causal. No 
debe perderse de vista que a la sazón, rigiendo todavía en Cuba el Código Penal español de 
1870, el adulterio era considerado un delito. 
En esas condiciones el Decreto-Ley 206 de 10 de mayo de 1934 estableció la que se llamó 
entre nosotros Ley de Divorcio Vincular. Esa disposición normativa complementó y 
reorganizó sustantiva y procesalmente las viejas pragmáticas sobre el divorcio, estableciendo 
dieciséis causales de divorcio y consagrando el recíproco disenso de los cónyuges con un 
trámite más expedito  que sólo suponía dos firmas de asentamiento y verificación o 
confirmación ante el Juez de Primera Instancia. 
El procedimiento para sustanciar el divorcio siguió siendo el declarativo de mayor cuantía, 
pero con modificaciones sustanciales.  
Creo que no sería inútil dar cuenta de la letra del Art. 3 del Decreto-Ley 206 de 1934: 
―Procederá el divorcio –se decía en dicho artículo—con disolución del vínculo matrimonial, 
por el recíproco disenso de los cónyuges o por cualesquiera de las causales siguientes:‖ La 
enumeración de dichas causales también es ilustrativa.  
La primera era el adulterio; 2) cualquier acto del marido que tienda a prostituir a su mujer o 
cualquier acto de los cónyuges para corromper al otro o a sus hijos; 3) La injuria grave de 
obra; 4) las injurias graves y reiteradas de palabra; 5) la comisión después del matrimonio de 
un delito grave, en grado de consumado o frustrado, en concepto de autor o cómplice, 
siempre que le hubiera sido impuesta al cónyuge del caso cualquiera pena perpetua, excepto 
la de inhabilitación para cargos públicos.; 6) la Comisión de un delito grave contra el  otro 
cónyuge, o contra los  hijos; 7) la ebriedad consuetudinaria; 8) El vicio inveterado del juego; 
9) El abandono voluntario, sin interrupción, del hogar por más de seis meses; 10) La falta de 
cumplimiento voluntaria y reiterada de cualquiera de los cónyuges en el sostenimiento o 
mantenimiento del hogar; 11) El transcurso de seis meses después de la declaración de 
ausencia sin conocerse nada del ausente; 12) La enfermedad contagiosa de origen sexual, 
siempre aque hubiera sido contraída en actos sexuales; 13) La separación de los cónyuges 
por más de seis meses  por ruptura de la vida conyugal en común o por negarse cualquiera 
de ellos a continuarla; 14) La locura crónica después de dos años del auto o sentencia firme 
en que ésta se declaraba; 15) La disparidad o incompatibilidad de caracteriza o las reiteradas 
desavenencias entre los cónyuges de manera que se hacía anormal la vida conyugal en 
común; 16) El vicio inveterado de las drogas heroicas; 17) Cualquier vicio o falta de 
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moralidad que perjudique la honra, el crédito o la fama de uno de los cónyuges; 18) La 
bigamia, sin perjuicio de la acción de nulidad que pudiera ejercitar el cónyuge que había sido 
víctima de ella. 
Finalmente es importante señalar que el Decreto-Ley 206 estableció el derecho de la mujer a 
recibir una pensión alimenticia de su excónyuge y normó que la guarda y cuidado de los hijos 
menores debía atenerse a la regla general de que los varones menores de 5 años y las 
hembras de cualquier edad, quedaran al abrigo de la madre, autorizando al padre la guarda y 
cuidado de los varones mayores de cinco años y según fueran arribando a esa edad. 
 
El Código de Defensa Social. 
 

El Código de Defensa Social, que fue el nombre que recibió el Código Penal que vino a 
subrogar al hasta entonces vigente código penal español, con modificaciones introducidas 
por diferentes legislaciones de las intervenciones norteamericanas, fue redactado por el Dr. 
José Agustín Martínez y aprobado por la Comisión de Reformas Jurídicas y Políticas que en 
esos momentos estaba instrumentada. Fue aprobado por el Consejo de Estado el 10 de 
febrero de 1936 y entró en vigor dos años después, en 1938. Ese nuevo Código se promulgó 
conjuntamente con la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas Privativas de Libertad, 
que tenía por objeto complementar al cuerpo sustantivo en todo lo referido a las sanciones 
penales y su aplicación. 
En el campo iusfilosófico en general en esos momentos imperaba el pensamiento positivista, 
inspirado en una ruptura con el iusnaturalismo anterior, y su renuncia a las deducciones 
abstractas, puramente especulativas o deductivas y se apoyaba, por el contrario, en los 
datos objetivos de la ciencia y en el método inductivo, con esencial preeminencia del 
conocimiento empírico.  
En la esfera penal, antes de abrirse paso el positivismo, la concepción o escuela 
predominante era la conocida como Escuela Clásica (nombre que le dieron los positivistas, 
puesto que Carrara y sus seguidores les llamaban Escuela Jurídica), fundada por F. Carrara.  
Esa Escuela Clásica era heredera directa de la obra iluminista de Césare de Beccaría, quien 
había revolucionado el derecho penal inquisitorial con su famosísimo opúsculo Dei Delitti y 
Delle Pena, de 1764. 
La obra cumbre de Carrara había sido, como es sabido, el Programa del Corso di Diritto 
Criminale, de 1859 y toda su escuela fue hija de la filosofía racionalista del siglo XVIII y de la 

concepción del derecho natural. Por ello pretendió encontrar respuestas universales, tanto al 
delito, cuanto a las formas de lucha contra él. 
Esa Escuela Clásica partía de que el delito era el quebrantamiento de la norma establecida, y 
sentaba, como presupuesto de imputabilidad, el libre albedrío de los hombres, los cuales 
podían escoger entre el bien y el mal, y escogían en el caso de los delincuentes el mal, con 
toda razón de imputabilidad moral. Entonces la medida de la sanción debía ser proporcional 
al daño causado por el comisor del delito. 
Frente a esas posiciones el pensamiento positivista se manifestó, en la esfera del Derecho 
Penal, en dos direcciones o tendencias diferentes. ―De una parte, en el pensamiento jurídico-
penal alemán el positivismo propuso la sustitución del derecho natural por el derecho 
positivo: el positivismo filosófico cristalizó en positivismo jurídico. De otra parte, el 
pensamiento jurídico-penal italiano encauzó su objetivo por rumbos criminológicos: el 
positivismo filosófico cristalizó en positivismo antropológico y sociológico.‖238 
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El Código de Defensa Social profesó y declaró su total adhesión a los principios filosóficos y 
científicos alentados por la Escuela del Positivismo Penal, especialmente en su tendencia 
sociológica impulsada por el grandioso Enrico Ferri239 
Para esa tendencia positivista no existe libre albedrío y, por el contrario, los hombres están 
determinados y condicionados, bien por circunstancias biológicas, propias de su naturaleza o 
bien por determinantes sociales, culturales y educacionales. En las mejores manifestaciones 
de esta tendencia se advertía una suerte de conjunción dialéctica de los condicionantes 
biológicos y los sociales, pero en todo caso se negaba el libre albedrío. 
Es entonces que la escuela positivista apoya la legitimidad de la sanción no en la libertad 
moral del delincuente, sino en la necesaria defensa social; en el inevitable compromiso que 
tiene el Derecho Penal con defender a la sociedad contra los delincuentes, aunque 
reconozca que en cierta medida son ellos hijos de las propias insuficiencias sociales. De otro 
lado, la naturaleza y extensión de la sanción penal no debe hacerse depender, según el 
mismo pensamiento, del daño causado, sino del grado de peligrosidad intrínseca del agente 
comisor. En puridad, para esa escuela positivista no debe hablarse de sanciones, sino de 
medidas de seguridad. 
Como puede apreciarse, desde el mismo nombre del nuevo código se advierte su filiación 
positivista penal: no se llama Código Penal, sino precisamente Código de Defensa Social, 
colocándose absolutamente en la posición de dicho positivismo. Sin embargo, en realidad el 
código no fue consecuente con la escuela o doctrina a la que pretendió adherir y en muchas 
de sus normativas se advierte la supervivencia de criterios iusfilosóficos y penales propios de 
la Escuela Clásica. 
Por demás, en Cuba no era absolutamente novedosa esa adhesión al positivismo filosófico 
en su versión penal. Nuestro gran maestro y polígrafo, Don Fernando Ortiz había preparado, 
años antes, un proyecto de Código Penal de absoluto corte y diseño positivista. 
El Código de Defensa Social estaba dividido en cuatro Libros, subdivididos a su vez en 
Títulos, Capítulos y Secciones. Los dos primeros libros, sin dudas los más importantes se 
referían, el primero a la parte general de las regulaciones penales y el segundo a los Delitos 
en especie; el libro tercero se refería a las contravenciones y el cuarto a las llamadas 
Medidas de Seguridad para las conductas peligrosas.  
Desde el punto de vista de la ciencia penal no cabe duda de que, no obstante las limitaciones 
y deficiencias de ese Código, el mismo marcó un indudable paso de avance en relación con 
las regulaciones penales contenidas en el antiguo código penal español. Basta considerar 
que su aun inconsecuente adhesión a la doctrina del positivismo penal colocó a nuestro país 
dentro de las vanguardias penales en aquellos momentos. Por supuesto, en el orden de su 
eficacia social la misma estuvo siempre limitada por la naturaleza de aquella soci3dad de 
explotación y de supeditación a los intereses imperialistas. 
 
 
Las principales disposiciones de Legislación Laboral. 
 
El período que estamos analizando fue indudablemente uno de los más ricos y prolíferos en 
las pragmáticas laborales, especialmente después de la caída de Machado en 1933. 
Antes de esa fecha, es decir, al producirse el derrumbe de la tiranía, en Cuba había muy 
pocas preceptivas de Derecho Laboral. El profesor Carreras señala, entre esas pocas 
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disposiciones legales, la ya antes mencionada Ley del Cierre de los establecimientos 
comerciales; la que establecía la extensión de la jornada laboral de ocho  horas para los 
empleados del gobierno y los trabajadores de los hoteles, restaurantes y cafés; la también 
antes mencionada Ley Arteaga, que prohibió el pago de los salarios en fichas o vales y una 
pobre ley sobre Accidentes del Trabajo, que conjuntamente con otras también pocas y 
pobres disposiciones sobre retiros sociales y el trabajo de la mujer y de los menores era, 
apenas, lo que existía en nuestra Patria en esa extraordinaria rama del derecho que es el 
Derecho Laboral. 
También recuerda el Prof. Carreras que algunos proyectos de normas laborales importantes, 
habían sufrido el sueño de los olvidados en las gavetas de los cuerpos legislativos, como era 
el caso de l proyecto presentado por el representante por Matanzas Aquilino Lombard, 
estableciendo que el 75% de los empleados en todos los establecimientos del país tenía que 
ser de cubanos. 
Sin embargo, como antes señalaba, la caída de la tiranía y la presencia en ella del 
movimiento obrero organizado, la influencia del pensamiento anarquista y socialista en 
aquellas luchas, la participación consecuente del Partido Comunista en ellas y también y no 
en menor medida la presencia de Antonio Guiterras Holmes en el gobierno provisional de 
Grau San Martín, favorecieron que se promulgaran importantes, radicales y significativas 
disposiciones de Derecho Laboral, que vinieron a echar las bases de los grandes derechos 
sociales y laborales que se esgrimieron con fuerza en los debat4es de la constituyente de 
1940. 
Ante todo, el Decreto 2142 de 15 de octubre de 1933 creó la Secretaría del Trabajo, que se 
desgajó de la Secretaría de Agricultura y Comercio y el Decreto 2355 de 26 de octubre de 
ese mismo año 33 determinó la jurisdicción y competencia de la nueva Secretaría del 
Trabajo. 
Por primera vez en Cuba existía un ministerio que se ocupara de los problemas laborales, y 
según el indicado Decreto 2355 se le atribuyó a esa Secretaría las facultades o funciones 

siguientes:  
Todo lo relacionado con las relaciones trabajo salario; el trabajo de los menores y de las 
mujeres: la seguridad del trabajo y la higiene y seguridad laboral de los trabajadores; los 
horarios obligados de cierre de los establecimientos comerciales; el descanso retribuido 
obligatorio; todo lo relacionado con la existencia y legalidad de las asociaciones patronales y 
obreras; los problemas relacionados con los paros y las huelgas; lo concerniente a los 
seguros contra accidentes del trabajo y el control de las Cajas de Jubilaciones; en general, el 
cumplimiento de las leyes laborales del país. 
Una de las importantes legislaciones del período fue el Decreto 2689 de 17 de noviembre 
de 1933, que derogó la Ley de 6 de diciembre de 1929, que a su vez había modificado la Ley 

de 23 de junio de 1909 es decir, la llamada Ley Arteaga, que eliminó el pago de jornales y 
salarios con fichas , chapas u otros símbolos distintos de la moneda  oficial. 
También es de ese período la Ley 91, de 16 de abril de 1935, conocida como Ley Orgánica 
de la Secretaría del Trabajo, que estableció la estructura y reglas funcionales de dicha 

nueva secretaría. 
Otra ley importante fue la Ley 191 de 28 de mayo de 1935 que reglamentó el 

funcionamiento de las entonces abundantes agencias de empleo o de colocaciones, tratando 
de evitar que la fuerza de trabajo deviniera de manera más cruel y brutal un elemento 
mercantil más. 
El Decreto 1693 de 19 de septiembre de 1933 estableció la extensión máxima de la jornada 

laboral en ocho horas cada día, es decir, 48 horas semanales. 
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Esa normativa tuvo un Reglamento General de la Jornada Máxima de ocho horas, que fue 
publicado en la Gaceta Oficial del 4 de noviembre de 1933. 
También debe mencionarse el Decreto 2583, Ley Provisional de Nacionalización del 
trabajo, publicado en la Gaceta Oficial el 8 de noviembre del 1933. En ese Decreto se 
establece en su Art. 1 que todos los empleadores deberán utilizar en sus empresas 
agrícolas, industriales o mercantiles, a un 50% de la fuerza laboral con cubanos nativos, y 
que esos trabajadores debían cobrar al menos el 50% del fondo salarial de la entidad, es 
decir, que no fueran ubicados con salarios degradados. 
El Art. 2 de dicho Decreto establecía además que todas las plazas que quedaran vacantes 
en empresas tanto comerciales, como agrícolas, como industriales, tendrían que ser 
cubiertas por cubanos nativos y, más todavía, que cualquier disminución de la plantilla 
laboral por razones económicas o de otra índole tendría que ser hecha primero que todo 
sobre el personal extranjero. 
Como cuestión singular vale la pena recordar que en las Disposiciones Transitorias de ese 
Decreto se regulaba el orden en que se producirían las cesantías o rebajas de personal, 
cuando estas fueren indispensables. Se decía que primero se dejaría sin empleo a los 
extranjeros solteros y sin descendencia; en segundo lugar a los extranjeros casados con 
extranjeras o que tengan descendencia no nativa; en tercer caso nacionalizados sin solteros 
y sin descendencia; cuarto, a los extranjeros casados con cubanas o con descendencia 
nativa y en quinto lugar a los nacionalizados casados o con descendencia. 
Otra de las disposiciones laborales trascendentales de este período que estamos reseñando 
fue el Decreto-Ley  No. 3 de 6 de febrero de 1934 que reguló las huelgas tanto de patronos 
como de obreros y el Decreto-Ley 654 de 9 de marzo del mismo año 1934 que prohibió la 

constitución de organizaciones de tipo sindical o clasista a empleados y obreros del Estado, 
la Provincia o los Municipios. Como recuerda Julio Carreras, este Decreto-Ley afectó a uno 
de los sindicatos que en aquellos momentos gozaba de más prestigio y predicamento en 
Cuba, el Sindicato de Trabajadores de la Enseñanza, que incluía, por supuesto, a los 
maestros públicos o de Escuelas Públicas. 
De ese período también es el importante Decreto 2687 o Ley de Accidentes del Trabajo 

que derogó la Ley de Accidentes del Trabajo de junio de 1916 y esa nueva disposición tuvo 
su Reglamento contenido en el Decreto 223 de 11 de noviembre de 1935. 
De enorme importancia fue también el Decreto-Ley 781 de diciembre de 1934 sobre el 
empleo de las mujeres antes y después del parto y en el mismo se prohibió a todos los 
empleados, tanto públicos como privados, utilizar o emplear a mujeres dentro de las seis 
semanas posteriores al parto y normó que en ese período la obrera o empleada recibiría una 
indemnización  y tendría derecho a ser asistida por médico o comadrona que serían pagados 
por la Caja de Maternidad. En cuanto a la forma de engrosar los fondos de esas Cajas de 
Maternidad, el Prof. Carreras sintetiza lo normado al respecto: ― a) El estado abonará diez 
pesos por cada alumbramiento; b) los patronos ingresarán la mitad del 1% del total que 
abonen por concepto de sueldos y salarios en todas las nóminas de personal y c) los 
empleados y obreros contribuirán mensualmente con una cuota equivalente a un cuarto del 
uno por ciento.‖240 
El Decreto 598, de octubre del 1934 prohibió el trabajo nocturno de las mujeres. De modo 
parecido, el Decreto-Ley 53 de 29 de marzo de 1935 prohibió que se emplearan jóvenes 
menores de 18 años en trabajos con jornada laboral mayor de siete horas y determinó, 
además, que esos jóvenes dispondrían de un descanso de dos horas entre cada período de 
tres horas y media de trabajos.  

                                                        
240 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 472. 
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De trascendental importancia porque acabó o trató de acabar con las arbitrariedades y 
venalidades de los empleadores fue el Decreto-Ley 276 de enero de 1934 que estableció 
que no podría separarse de su empleo o cargo a ningún trabajador sin motivo justificado y 
argumentado en un debido expediente laboral. 
En dicha disposición y otras posteriores que vinieron a complementarla se reguló la forma en 
que debían sustanciarse dichos expedientes de despido y se significó que los patronos 
serían civilmente responsables de los datos y perjuicios que causaren a cualquier trabajador 
que fuere despedido sin justa causa y debido expediente. 
Dentro de esas preceptivas de avanzada, que establecieron las bases del Derecho Laboral 
progresista cubano, debe mencionarse el Decreto-Ley 450, de agosto de 1934. que 
estableció el descanso dominical obligatorio. 
También de enorme trascendencia es la Ley 40, de 25 de marzo de 1935 que fija el 
descanso retribuido de todos los trabajadores, determinando que todo obrero que trabaje 
durante un año ininterrumpido tendría derecho a 14 días de descanso con total retribución. 
Esa Ley tremendamente avanzada, fue complementada por el Decreto 1818 de 10 de julio 
de 1936 que reglamentó los detalles de aplicación del descanso retribuido. 
Como puede verse, fue una copiosa legislación que avanzó por sendas de progreso, al 
conjuro del proceso revolucionario que se vivía a partir del derrocamiento de la tiranía 
machadista. 
 
La Ley de Coordinación Azucarera, de 2 de diciembre de 1937. 

 
Aunque ya bien avanzado el período que estamos analizando, se produce, como resultado 
del mismo proceso político que se vincula con la caída de la tiranía machadista, la 
aprobación de la llamada Ley de Coordinación Azucarera, que resultó de una larga gestación 
de luchas políticas y de de debates y maniobras legislativas. 
Esa ley era un viejo reclamo de los colonos, sobre todo los colonos pobres, en sus 
enfrentamientos con los grandes hacendados azucareros y los dueños de centrales, los 
cuales trataban de preferenciar en sus molidas las entonces llamadas ―cañas de 
administración‖ perjudicando de ese modo a los colonos de pocas tierras. 
Esta Ley de Coordinación Azucarera trató de coordinar las relaciones económicas entre los 
tres grandes componentes de la producción del azúcar, esto es, el sector agrícola, el 
trabajador y el sector fabril. 
En términos generales la ley vino a establecer algunas medidas de protección básica del 
pequeño colono, al cual le asignó un arrobaje equitativo dentro de las molidas de cada 
ingenio y estableció una moratoria para liquidar las deudas que habían contraído los colonos 
como consecuencia de la gran crisis azucarera que hemos mencionado antes y que recorrió 
al país desde 1926 hasta el 34 y al mismo tiempo estableció escalas salariales para los 
obreros agrícolas, determinando la protección de los salarios mínimos que también fueron 
regulados. 
En ese sentido, el Artículo XXXVII de la Ley establecía que ―el jornal mínimo del trabajador 
agrícola de la caña por cada ocho horas de trabajo se determinará en tiempo de zafra por el 
valor de 50 libras de azúcar polarización 96 grados, sin que pueda ser menor de ochenta 
centavos de peso ( $ 0.80) sea cual fuere el precio del azúcar.‖ 
En su afán por solucionar los enfrentamientos entre los distintos integrantes de la producción 
azucarera, la Ley estableció la constitución de la Comisión de Arbitraje Azucarero, 
compuesta por un Delegado del gobierno y representantes de los hacendados y los colonos, 
y cuya Comisión debía ventilar cualquier enfrentamiento de esos elementos productivos. 
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Considero que una de las medidas más radicales y progresistas de esa Ley fue la contenida 
en el Artículo XXVI en que se estableció lo siguiente: ―Toda persona natural o jurídica que a 
la promulgación de esta Ley esté ocupando y disfrutando por arrendamiento, 
subarrendamiento, usufructo u otro título tierras dedicadas al cultivo de cañas, para ser 
molidas en cualquier ingenio de fabricar azúcar, será mantenida en su derecho a permanecer 
en dichas tierras y a explotarlas a ese fin mientras la industria azucarera esté sometida a 
planes o métodos restrictivos.‖ 
También fue importante la determinación de que los comerciantes que estuvieren instalados 
en bateyes de los ingenios o colonias de caña, no podrían vender sus artículos a precios 
superiores a los que estuvieren establecidos en establecimientos semejantes en el centro de 
población más cercano. 
Como puede verse, fue una legislación que trató de brindar protección a los segmentos más 
explotados y desamparados de la compleja producción azucarera cubana. 
 
 
La Ley de Reivindicación de Bienes del Estado. 
 

Esa Ley de Reivindicación de Bienes del Estado, de 17 de diciembre de 1937 tuvo como su 
Reglamento el Decreto No. 85, de 16 de enero de 1938 y ambos regularon minuciosamente, 
y algún sentido de forma muy singular, procesalmente hablando, el procedimiento de los 
juicios civiles en que el Estado era parte para reivindicar bienes que debieran pertenecerle, y 
a esos fines modificó sensiblemente las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil entonces 
vigente, estableciendo trámites más expeditos, admitiendo las apelaciones a un solo efecto, y 
tratando de obtener fallos rápidos siempre a favor de las reivindicaciones iniciadas por el 
Estado. 
Notable fue el tratamiento que se brindó en la Ley a los medios de prueba, que constituyó 
una verdadera subversión de las disposiciones procesales entonces vigentes. 
Fue, sin duda, una legislación que en cierto sentido cierra el ciclo de las medidas 
revolucionarias o al menos avanzadas y progresistas que se aprobaron o promulgaron en 
ese período especialmente significativo y convulso de la historia  política y jurídica cubana. 
 
HISTORIA  DEL ESTADO Y EL DERECHO EN CUBA. 
 

 
CAPÍTULO XI. 

 
EL HUNDIMIENTO DE LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA EN CUBA. (1940-1958) 
 
El camino hacia la Constituyente de 1940.  
 
 
He sostenido en otras ocasiones que el camino hacia la Constituyente del 40 se inicio 
justamente cuando Porfirio  Franca y José Miguel Irisarri Gamio presentan su renuncia 
a la Pentarquía y se pasa al gobierno presidencialista. 
Como antes señalábamos, al sucumbir la Pentarquía, que duró apenas 10 días y 
asumir la presidencia Ramón Grau,  se promulgaron, el 14 de septiembre de 1933 los 
Estatutos del Gobierno Provisional, en los cuales, en sólo siete artículos se establecía 
la legalidad del nuevo gobierno y se declaraba la independencia y la soberanía. 
Resulta singular que en el artículo 3 se anunciaba ya la convocatoria para elecciones a 
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fin de elegir delegados a una Convención Constituyente. Por si fuera poco, hasta la 
gestualidad política que acompañó aquellos momentos singulares es bien elocuente: 
Ramón Grau no juró la Constitución de 1901, en gesto alusivo a su inoperancia, y se 
evidenciaba su propósito de dotar al país de un nuevo texto constitucional. Se 
iniciaba, repito, el tránsito hacia la Constitución del 40. Las reformas que antes vimos, 
producidas por Mendieta, fueron en realidad simples vueltas y giros en el camino de la 
inoperante constitución del 1901. 
No reiteraré lugares bien conocidos en cuanto a la convocatoria de la Constituyente 
del 40. Quisiera sólo subrayar algunos particulares no siempre debidamente exaltados 
en relación con el desenvolvimiento mismo de los debates y algunas particularidades 
de aquel texto paradigmático. 
Ante todo es un lugar común la influencia que tiene en la convocatoria de la 
convención el clima político internacional. 
La situación creada por la formación del Eje fascista Berlín-Roma-Tokio, y la paralela 
política del Buen Vecino auspiciada desde Estados Unidos por el presidente Roosvelt, 
favorecieron un ambiente de tolerancia política, en el cual Fulgencio Batista tuvo que 
permitir la legalización del Partido Comunista, unido ahora con el Unión 
Revolucionaria y formando el Partido Unión Revolucionaria Comunista, la legalización 
de la Confederación de Trabajadores de Cuba, una amnistía política extensa, regreso 
de inmigrados y, sobre todo, la convocatoria a esa singular constituyente, que ya 
nacía con el objetivo insoslayable de aprobar una Constitución democrática y 
moderna, según la gran aspiración de las masas  progresistas desde 1933. 
El Partido Unión Revolucionaria Comunista concurrió a las elecciones convencionales 
y logró sacar a seis delegados, los cuales fueron decisivos en los debates porque en 
ellos representaron en todo momento, de forma consecuente y sin vacilaciones, los 
más caros intereses y aspiraciones de las masas populares y permitieron que en 
muchos aspectos la Constitución de 1940 fuera la más progresista aprobada en 
América Latina hasta ese momento. 
Sin embargo, lo que no siempre se ha destacado fue el papel desempeñado en 
aquellos debates por la Confederación de Trabajadores de Cuba, liderada por Lázaro 
Peña, que mantuvo una permanente movilización en torno al Capitolio y constituyó 
una presión importantísima en cada punto en que el debate se profundizaba y cobraba 
altos niveles de tensión política. Decenas de miles de obreros en derredor del 
hemiciclo de los debates, amplias movilizaciones en todos los centros de trabajo, 
mítines, paros parciales y otras formas de movilización introdujeron en el debate 
constitucional un ámbito que con mucho desbordaba los ya de por si apasionados 
límites de aquel penumbroso recinto del Capitolio. 
De hecho se mantuvo un casi permanente plebiscito en relación con los puntos de 
más ardoroso enfrentamiento. Los conservadores y las fuerzas de la oligarquía se 
mantuvieron siempre acechadas por la movilización obrera y por su organización, la 
CTC y su guía Lázaro Peña. 
Este fue, para mi sin duda, uno de los factores que permitieron que los delegados del 
Partido Unión Revolucionaria Comunista y la coalición gubernamental pudieran 
imponer preceptos avanzados, progresistas. 
Como resultado de todo ello y también de las más importantes influencias doctrinales 
en el terreno constitucional, la Constitución de 1940 recogió las medidas progresistas 
que la lucha revolucionaria de la década del 30 había plasmado en decretos leyes que 
de hecho se habían  hecho ya irreversibles. 
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Los basamentos jusfilosóficos de la Constitución de 1940. 
 
Esa constitución aprobada o debatida en tan singulares condiciones, asumía además 
una evidente influencia doctrinal del llamado Positivismo Jurídico, particularmente 
inspirado en la obra de León Duguit. 
Duguit, que había sido Decano de la Facultad de Derecho de Burdeos, inicialmente 
administrativista, culminó su vida académica como constitucionalista, en cuyo campo 
sembró una variante aceptable del positivismo, limitando los extremismos que en 
punto al Derecho había defendido Augusto Comte, e introduciendo ideas importantes 
sobre la colaboración de clases, la propiedad en supuesta función social y la 
eliminación de los derechos subjetivos que se subsumían en el Servicio Público. 
En realidad fue, a mi manera de ver, la única corriente doctrinal que tuvo directa 
influencia en el texto constitucional del 40, porque el normativismo kelseniano, tan en 
boga entonces, no se manifestó en la Carta Magna. 
Pero tanto o más importante que ello fue el contenido que asumió la Constitución del 
40 en relación con los llamados Derechos Económicos, Sociales y Culturales. De 
hecho las constituciones anteriores habían recogido en su parte dogmática casi 
exclusivamente derechos Civiles y Políticos. La aparición de los Económicos, Sociales 
y Culturales se produce especialmente a partir de la Constitución de Weimar y más 
tarde de la mejicana. Pero es nuestra Constitución de 1940 la que alcanza en América 
Latina un despliegue más amplio y consecuente de esos derechos, engrosando los 
textos constitucionales modernos conocidos como Constituciones Sociales. 
En ese sentido, reconoció el derecho de los obreros a la huelga, declaró el trabajo 
como un derecho inalienable del hombre; proscribió la discriminación racial, por 
motivo de sexto o color; declaró protección especial a la familia y declaró la igualdad 
de la mujer; proscribió el latifundio y estableció el propósito de que la tierra pasara a 
manos de cubanos; se pronunció por la educación general y gratuita, por la salud 
pública al alcance de todos y, además, ratificó derechos civiles y políticos como, entre 
otros, que toda persona podría emitir libremente su pensamiento de palabra, por 
escrito o por cualquier otro medio de expresión. Declaró el sufragio universal, 
igualitario y secreto. 
Estableció importantes derechos individuales y algunas garantías para su 
cumplimiento, entre ellas el Habeas Corpus Constitucional. 
De hecho fue una Constitución democrático burguesa, avanzada, progresista, la más 
avanzada de América en esos momentos. 
Sin embargo, fue evidentemente pormenorizadora y paradójicamente dejó la 
regulación de muchas de sus preceptivas a posteriores leyes complementarias que 
nunca llegaron a promulgarse, lo que hizo de ella una Constitución frustrada, llena de 
expectativas y esperanzas incumplidas. 
 

Breve consideración sobre la estructura del Estado consagrada en la Constitución de 1940. 
 
La estructura del Estado se copió, casi exactamente, del sistema norteamericano, con 
algunas innovaciones como el llamado semiparlamentarismo. 
Se estableció la división del Ejecutivo, el Legislativa bicameral y el Judicial. El 
Congreso, al igual que en EE.UU. se estructuró con el Senado y la Cámara de 
Representantes. 
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El llamado semiparlamentarismo dependió de que junto al Presidente de la República, 
jefe del Ejecutivo, aparecía el Primer Ministro, que de hecho fue una figura de enlace 
entre el ejecutivo y el legislativo pero que tuvo muy poca significación en la vida 
institucional y política del país. En líneas generales podría ser caracterizado dicho 
semiparlamentarismo del modo siguiente: 

La creación del cargo de Primer Ministro, junto al Presidente de la República, el cual tendría 
la responsabilidad de coordinar la política y funcionamiento de los ministerios que debía 
tender a las mejores relaciones entre el Presidente y el Congreso, y facilitar así la 
colaboración entre ambos óranos de poder. De hecho, el Primer Ministro fue siempre un 
cargo inocuo, apenas ―vocero del ejecutivo‖.241 En la memoria colectiva de los cubanos nadie 
registra quién era el Primer Ministro durante los distintos períodos del gobierno tiránico de 
Batista. 
El sistema suponía que el Congreso podía retirar su confianza a uno o más ministros y esto 
les obligaba a abandonar el gobierno, pero el Congreso no podía trazar las políticas y 
estrategias de la cartera ministerial. 
En el sistema se concedía la iniciativa legislativa al Presidente y a su gabinete, lo cual 
evitaría que el Presidente tuviera que acudir a terceros para hacer llegar al legislativo sus 
proyectos y, finalmente,  
La creación de los ministros congresistas, que estaba muy lejos de someter al ejecutivo al 
control parlamentario, ya que sólo perseguía que los partidos mayoritarios en el congreso 
alcanzaran una participación más directa en la administración. 
El nivel provincial quedó estructurado en las seis provincias, con un Gobernador al 
frente y el gobierno provincial. En los municipios, el Alcalde y los Consejales, con una 
importante autonomía municipal. 
El viejo municipio de raigambre hispana y romana se rescató en cierta medida dentro 
del texto constitucional de 1940 porque se consideró como la sociedad local 
organizada políticamente, sobre la base de su capacidad económica y con 
personalidad jurídica. 
Los municipios podían asociarse para fines intermunicipales mediante acuerdos y 
convenios de sus respectivos Ayuntamientos. Se mantuvo y se proclamó la autonomía 
municipal en consecuencia de la cual el Municipio podía resolver sobre los asuntos de 
su localidad y, por el contrario, ningún gobernante municipal podía ser suspendido ni 
destituido por autoridades superiores, salvo por los tribunales de justicia y ello 
mediante los procedimientos legales correspondientes.  
Como una cuestión curiosa debemos apuntar que los municipios podían adoptar el 
sistema de gobierno de Comisión, Ayuntamiento y Gerente o el de Alcalde y 
Ayuntamiento y por supuesto, la totalidad de los municipios adoptaron este último, 
con sus Alcaldes y sus Consejales elegidos por los vecinos del municipio por un 
periodo de cuatro años. 
 
El llamado Poder Judicial y la Fiscalía en el texto constitucional y en la práctica política del 
país. 
 

                                                        
241 Este apelativo de “vocero del Ejecutivo”, evidentemente peyorativo, derivó de que el Primer Ministro, al no ser jefe de 

gobierno, carecía de facultades y, de hecho, devenía simple intermediario entre la presidencia de la república y el Congreso. 
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Según la letra de la Constitución la misma plasmó una serie de principios esenciales y 
avanzados en cuanto a la naturaleza y funcionamiento de la administración de justicia 
o, como se decía en esos momentos, del Poder Judicial.  
En ese sentido se plasmaba la gratuidad de la justicia y la independencia de jueces y 
magistrados, los cuales se debían, según la letra constitucional, exclusivamente al 
imperio de la Constitución y las Leyes. 
Se establecía que se alcanzaban plazas de Jueces o Magistrados únicamente mediante 
concurso oposición, salvo en el caso de los Magistrados del Tribunal Supremo que 
eran nombrados por el Presidente de la República, con lo cual se abría una 
inconsecuencia entre la antes mencionada independencia funcional y el hecho de que 
esos magistrados fueran  hombres de confianza del Presidente, designados por éste. 
De cualquier forma era positivo que se estableciera la llamada ―carrera judicial‖ y que 
se ascendiera en la misma según los ya mencionados ejercicios de concurso y 
oposición. 
El poder judicial se estructuraba desde el Tribunal Supremo, máximo órgano de 
administración de Justicia, con varias salas y una especialmente importante: la Sala 
de Garantías Constitucionales y Sociales, que debía conocer las causas de 
inconstitucionalidad de leyes u otros actos administrativos. 
Después estaban las Audiencias Provinciales con diferentes salas; a nivel de los 
Municipios los Juzgados Municipales y los Jueces de Instrucción de las causas 
penales y, en la base de todo el sistema, como una huella de la intervención 
norteamericana, los Juzgados y Jueces Correccionales, unipersonales y con 
atribuciones desmedidas. 
El llamado Ministerio Fiscal debía representar al pueblo ante la administración de 
Justicia. Sus funcionarios eran inamovibles y supuestamente independientes en sus 
funciones, excepto nuevamente el Fiscal del Tribunal Supremo que también era 
nombrado y removido libremente por el Presidente de la República. 
Por supuesto, tras esas normativas que repito muchas eran avanzadas, se 
desarrollaba la vida de corruptelas, prebendas, cohecho y otras lacras que proliferaron 
en aquellos años de república neocolonial. 
 

El sistema político de aquellos años. Los partidos políticos. 
 
El sistema político en aquellos momentos se anudó en torno al Estado que hemos 
señalado en líneas generales y u n sistema de partidos bastante abundante, en 
realidad un aparente pluripartidismo que muchas veces se polarizaba mediante 
alianzas y combinaciones en que se manifestaban las principales tendencias políticas 
y sobre todo económicas de aquellos momentos y los juegos de la plutocracia o la 
oligarquía nacional. Además de los partidos tradicionales, que casi siempre se 
fraccionaban y aumentaban en número, surgió como un desprendimiento del Partido 
Revolucionario Cubano, en el año 1946 y derivado de su ala radical, el llamado Partido 
del Pueblo Cubano (Ortodoxo), liderado por el reformista Eduardo Chibás, el cual 
agrupó a una parte importante de la pequeña burguesía nacional y a amplios sectores 
populares. 
El Partido Ortodoxo en realidad no desarrolló un programa radical que aludiera a los 
problemas medulares del subdesarrollo, la dependencia económica, el monocultivo, el 
desempleo y otros males esenciales en los que se expresaba el viejo problema 
nacional cubano. De hecho su programa se reducía a la lucha por el adecentamiento 



 201 

de las funciones públicas, contra el latrocinio y la corrupción administrativa. Su lema 
era elocuente: “vergüenza contra dinero”. 
Ese era, sin duda, el partido que ganaría las elecciones del año 1952 que se frustraron 
por el golpe de Estado de Batista. 
Como dice Julio Carreras, ―La masa ortodoxa era revolucionaria aunque en los 
cuadros de dirección ocuparon posiciones elementos procedentes de la vieja política 
o reformistas que pensaban capitalizar el amplio movimiento masivo, inspirado por las 
prédicas de Chibás, que se suicidó el 16 de agosto de 1951.‖242 
Los viejos partidos  eran el Liberal, Republicano, Demócrata y el ya mencionado 
Revolucionario Cubano, (auténtico). Todos eran, con matices, agrupaciones de 
distintos segmentos de la oligarquía nacional y profesaban una política absolutamente 
entreguista a los intereses imperialistas norteamericanos. 
Frente a ellos se alzó el  Partido Socialista Popular, que fue el nombre que adoptó el 
anterior Partido Unión Revolucionaria Comunista y que participó en la vida electoral 
hasta las represiones sufridas bajo los gobiernos auténticos de Ramón Grau y Carlos 
Prio y que influía sobre todo en el movimiento obrero y campesino y posteriormente 
ocupó un lugar en la lucha contra la tiranía batistiana. 
 
Las organizaciones obreras y campesinas y otras organizaciones sociales dentro del sistema 
político. 
 
Los comunistas tenían, desde 1939, una fuerte influencia en el movimiento obrero y en 
el campesino. En 1946 el gobierno pro imperialista de Ramón Grau San Martín, se 
propuso expulsar a los comunistas de la dirigencia del movimiento obrero. Para eso 
recurrió a los resortes oficiales que le facilitaba el Ministerio del Trabajo, que fue a su 
vez respaldado por jueces venales, agentes de la policía y pandilleros armados con 
dinero del presupuesto del Ministerio de Educación, con cargo a la nómina del inciso 
K y de ahí que se les denominara los cetekarios. 
Así se llegó a formar un movimiento sindical amarillo, dirigido por Eusebio Mujal 
Barniol, que vendía al movimiento obrero y frente al cual la Confederación de 
Trabajadores de Cuba, bajo la dirección de los comunistas y de Lázaro Peña mantuvo 
una fuerte lucha por la unidad política y sindical. 
En el sistema político de aquella sociedad también desempeñaron un papel 
importante, como elemento de oposición, los grupos o incipientes movimientos 
campesinos. Fueron aquellos años en que aumentó el latifundio, pese a la letra 
expresa del texto constitucional y, como dice Carreras, ―los terratenientes y geófagos 
aumentaron su ofensiva contra los aparceros y sitieros lanzándolos a los caminos 
reales.‖ De hecho surgieron nuevas empresas agropecuarias norteamericanas, como 
el King Ranch, especialmente en Camagüey y algunas regiones de Oriente. Frente a 
ellas se levantaron entonces más o menos desarticulados  o más o menos orgánicos 
movimientos campesinos que se opusieron a los desmanes de la oligarquía nacional y 
el imperialismo norteamericano. Desarrollando esas luchas cayó el líder campesino 
Niceto Pérez. 
Del mismo modo, dentro del sistema político no podemos dejar de mencionar otras 
organizaciones sociales y supuestamente culturales o recreativas que fueron, en 
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días antes, mientras realizaba su popular alocución radical de todos los domingos y en cuya oportunidad dijo que daría al 

pueblo cubano “el  último aldabonazo”, es decir, la última llamada a la dignidad y a oír sus planteamientos. 
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alguna medida instrumentos de los intereses de las clases dominantes y funcionaron 
en ocasiones como genuinos grupos de presión a favor de dichos intereses. 
Entre esas organizaciones, aparentemente poco significativas políticamente merece 
señalarse sociedades de supuesto recreo como los llamados clubes de Rotarios, de 
los Leones y otros en que se reunían segmentos de la alta burguesía y en ellos 
conciliaban estrategias o mantenían su coherencia y  unidad funcional. 
Asimismo funcionaban también los colegios profesionales, que comenzaron a 
multiplicarse en esos años. En realidad algunos fueron beligerantes contra las lacras 
del sistema, en la misma medida en que agrupaban sectores más humildes de la 
sociedad, como los colegios de maestros, pero otros formaron parte de los círculos de 
poder, aunque no sin contradicciones internas en su membresía. 
Como acertadamente recuerda el ya citado Julio Carreras, ―Los propietarios y vecinos 
de los repartos fundaron sociedades para reclamar acueductos y el arreglo de las 
calles.. En las ciudades del interior aparecieron las instituciones cívicas que por 
iniciativa particular trataban de resolver las dificultades que el gobierno no aliviaba, en 
el aspecto sanitario y de ornato.‖243 
Un elemento del sistema político que no puede ser subestimado era la iglesia católica, 
la cual fue singularmente activa en ganar espacios sociales y políticos, no 
directamente, sino a través de una verdadera red de organizaciones de su feligresía, 
como fueron los llamados Caballeros de Colón; Damas Católicas, Juventud Estudiantil 
Católica (JEC) y Juventud Obrera Católica (JOC). Otras iglesias siguieron el mismo 
camino y aparecieron organizaciones de base protestante como los Jóvenes 
Evangélicos y otras semejantes. 
En ese contexto del sistema político complejo de aquella sociedad burguesa se cocía 
el racismo, la discriminación tanto del negro como de la mujer, la xenofobia y la 
prosternación ante el poderoso amo del norte. Sin embargo, aquella sociedad 
avanzaba, en la agonía de la dependencia económica y el subdesarrollo estructural 
integral, hacia su crisis definitiva en el curso de la cual se pondría de manifiesto que 
aquella sociedad ya no podía subsistir dentro de los límites de la llamada democracia 
liberal burguesa. 
 

El golpe de Estado del 10 de marzo de 1952 como desembocadura de la crisis funcional y 
estructural de la democracia burguesa en Cuba. 
 
La democracia representativa fue sólo la cobertura política para favorecer el 
entreguismo económico al imperialismo yanqui y la sumisión de todo el país a la 
dominación extranjera y la oligarquía nacional. El subdesarrollo, la dependencia, el 
monocultivo, el desempleo masivo, el absentismo en el campo, el analfabetismo y la 
ignorancia se acrecentaban en el  país. Al paralelo, con los llamados gobiernos 
auténticos aumentó la corrupción administrativa, las prebendas, ―las botellas‖, el 
gangsterismo y la discriminación y anticomunismo. 
El país estaba, sin duda, en una franca crisis estructural e institucional. La muerte de 
Eduardo Chibás vino a romper las últimas esperanzas de que a través de la victoria 
electoral del partido del Pueblo Cubano (Ortodoxo) pudiera salirse de la crisis que se 
vivía. Ese partido se fraccionó de inmediato y con ello se crearon las condiciones 
subjetivas para que se produjera el golpe de estado del 10 de marzo de 1952.  Las 
elecciones estaban convocadas para el primero de junio de ese año 1952, pero el ex 
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general Fulgencio Batista se apresuró, y contando con el apoyo de un grupo de 
oficiales y de retirados de las fuerzas armadas, y por supuesto con el beneplácito del 
imperialismo, se introdujo en Columbia, primer campamento militar del país, el 
mencionado 10 de marzo y rompió la frágil e indefensa estructura constitucional 
entonces existente. 
Al derrocar al entonces presidente Carlos Prío Socarrás disolvió el Congreso y 
suspendió la Constitución de 1940, puso en vigor una nueva Ley de Orden Público, 
estableció la censura de toda la prensa, y suspendió la legalidad de todos los partidos 
políticos. De inmediato rompió relaciones diplomáticas con la URSS, mostrando la 
naturaleza de su política y de qué lado caía su orientación. Por supuesto, la Casa 
Blanca reconoció rápidamente al nuevo régimen de facto, ilegal e inconstitucional. 
La ciudadanía fue sorprendida y de hecho estaba desamparada, sin formas válidas de 
organización para resistir un golpe militar, sin esperanzas y sin fe en los caminos de 
aquella política de corrupción. Apenas se produjo una ligera resistencia estudiantil, 
que el presidente depuesto se negó a alentar ―para no sumir al país en la guerra civil‖ 
y casi sin violencia el nuevo dictador se adueñó de todos los mecanismos del poder. 
La oligarquía le brindó su respaldo inmediato, y el sindicalismo amarillo que habían 
fomentado los gobiernos auténticos se puso también al servicio del nuevo régimen. 
En el escenario político, como partido organizado sólo quedaba el formal partido de la 
dominación gubernamental, llamado Acción Unitaria, que como dijera Carreras era de 
hecho una careta de los jefes militares.  
La Iglesia Católica estrechó sus relaciones con la familia presidencial y no 
desaprovechó oportunidad para hacer patente que cohonestaba el golpe de Estado. 
La democracia representativa liberal burguesa se había derrumbado mostrando su 
incapacidad para resolver los problemas esenciales y centenarios del país. Cuba caía 
en el vacío de un régimen que pronto se convertiría en represivo, de terror y de sangre 
y se sometía irrestrictamente a los designios imperialistas. 
 
Los Estatutos Constitucionales de 1952 y la mascarada de legalidad del régimen tiránico. 
 
-En su histórico alegato de autodefensa por el asalto al cuartel Moncada el 
Comandante en Jefe decía: ―Un día se reunieron dieciocho aventureros. El plan era 
asaltar la república con su presupuesto de trescientos cincuenta millones. Al amparo 
de la traición y de las sombras consiguieron su propósito: ¿ Y ahora qué hacemos? 
Uno de ellos les dijo a los otros: Ustedes me nombran primer ministro y yo los nombro 
generales. Hecho esto buscó veinte alabarderos y les dijo: Yo los nombro ministros y 
ustedes me nombran presidente. Así se nombraron unos a otros generales, ministros, 
presidente y se quedaron con el Tesoro de la república.‖244 
De esta manera Fidel desenmascaraba ante el tribunal que lo juzgaba la 
desvergonzada farsa que significaron los Estatutos Constitucionales aprobados por la 
tiranía batistiana el 4 de abril de 1952. 
De hecho esos Estatutos, aprobados por el consejo de ministros nombrado de facto, 
es decir, sin asidero constitucional alguno, eran apenas una vulgar reproducción del 
articulado de la Constitución de 1940 en la parte dogmática, pero en la parte orgánica 
vinieron a santificar al nuevo sistema y régimen tiránico. 
En ese sentido es casi risible comprobar como se estableció en dichos Estatutos que 
el gobierno de la república quedaría integrado por el Presidente de la República, el 
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Consejo de Ministros y un nuevo órgano que se llamó Consejo Consultivo. Entonces 
estableció que las funciones ejecutivas corresponderían al Presidente, las legislativas 
al Consejo de Ministros, cancelando así al anterior órgano legislativo, el Congreso de 
la nación con su Senado y su Cámara de Representantes y, el Consejo Consultivo 
tendría sólo funciones de asesoramiento al Presidente y al Consejo de Ministros. 
Ahora bien, donde todo esto es risible es donde se constata que según esos 
Estatutos, el Presidente es nombrado por el Consejo de Ministros, y a su vez el 
Presidente designa a los ministros. Es decir, tal cual lo denunciaba Fidel, era una 
brutal mascarada. A su vez los miembros del Consejo Consultivo también eran 
nombrados por el Presidente de la República y los escogería entre conspicuos 
ciudadanos destacados dentro de las clases activas, lo cual quería decir, dentro de la 
oligarquía o sus organizaciones obsecuentes. 
Esos Estatutos derogaron también el entonces vigente Código Electoral y suprimió la 
autonomía de los municipios y las provincias y declaró liquidados, extinguidos, los 
derechos de las entonces existentes organizaciones políticas, con lo cual barría con el 
anterior sistema político de la sociedad y en su lugar fundaba un férreo sistema 
totalitario. 
Es de mencionar también que autorizó al Consejo de Ministros para que haciendo uso 
de sus facultades legislativas, estableciera sanciones que podían llegar a la pena de 
muerte en los casos de delitos en que intervinieran militares, traición, espionaje, 
pistolerismo y terrorismo. 
Como dice con razón Julio Carreras, ―A pesar del indudable carácter inconstitucional 
de esta Ley, el Tribunal de Garantías Constitucionales y sociales, en incalificable acto 
de sumisión a la tiranía, declaró sin lugar el recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto contra la ley, ratificando con ello el régimen espurio producto del cartelazo 
del 10 de marzo.‖245 
En ese mismo sentido Fidel decía en La Historia me Absolverá: ―Se acaba de discutir 
ruidosamente la vigencia de la Constitución de 1940; el Tribunal de Garantías 
Constitucionales y Sociales falló en contra de ella y a favor de los Estatutos; sin 
embargo, señores magistrados, yo sostengo que la Constitución de 1940 sigue 
vigente.‖ 
Después de hacer una excelente argumentación jurídica sobre la inconstitucionalidad 
de los Estatutos concluye afirmando: ― Si ese tribunal hizo prevaler los Estatutos por 
encima de la Constitución de la república se salió por completo de su competencia y 
facultades, realizando, por tanto, un acto jurídicamente nulo.‖246 
 
Algunas de las más sobresalientes disposiciones jurídicas adoptadas en el período que 
analizamos. 
 
El Código Electoral de 1943. 
 
El Código Electoral de 1943, que fue aprobado por el Congreso, a los tres años de 
promulgada la Constitución del 40 trató de dar cuerpo jurídico, en lo que suele 
llamarse la ingeniería electoral, a las principales disposiciones constitucionales al 
respecto y, en consecuencia,  trató de recoger lo esencial que planteaba la 
Constitución del 40 en materia electoral.  
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Estableció el carné electoral como cédula ciudadana para ejercer el derecho al voto; 
normó la constitución de los  partidos políticos y estableció el requisito de reunir el 2% 
de adhesiones para poder ser inscripto como partido nacional, provincial o municipal, 
según el censo de población que se llevó a cabo ese mismo año 1943. 
Todo el proceso electoral era puesto en manos del Tribunal Superior Electoral a nivel 
nacional, las Comisiones Provinciales Electorales y las Juntas Municipales 
Electorales, en esos respectivos niveles institucionales. 
Reguló también la realización de las elecciones, que debían efectuarse en un solo día 
en todo el país y el  ulterior escrutinio que se realizaba inicialmente en cada Colegio 
Electoral, de forma pública y posteriormente sería revisado por las Comisiones 
Escrutadoras que integraban maestros de primaria, en las Juntas Electorales. 
 
La Ley 7 de 25 de noviembre de 1948 sobre los arrendamientos de fincas rústicas y sobre la 
aparcería. 
 
La Ley 7 de 25 de noviembre de 1948 sobre arrendamiento de fincas rústicas aparcería. 
Fue una legislación que protegió los derechos de los arrendatarios contra los 
aparceros y los arrendadores. Después de definir lo que se debe entender a esos fines 
legales por finca rústica, prohíbe los subarrendamientos de dichas fincas y las 
cesiones parciales de un arrendamiento ya existente y también estable los máximos a 
que puede llegar la renta en los contratos de arrendamiento. De igual modo establece 
cuál podía ser la duración mínima de los arrendamientos de fincas rústicas, regulando 
seis años en las fincas cañeras y tres años en las de cultivos menores. 
De modo singular define en qué consiste la aparcería, identificándola como el contrato 
entre dos partes para la explotación agrícola de unaq finca y cuyos productos se 
reparten por partes alícuotas entre el arrendador y el aparcero. Como dice Julio 
Carreras, en realidad ese tipo de contrato constituía una supervivencia feudal en 
medio del sistema capitalista imperante. 
 

La Ley 13 del 23 de diciembre de 1948 constituyendo el Banco Nacional de Cuba. 
 
En las nuevas circunstancias económicas, sociales y políticas que se crean al calor de 
la vigencia de la Constitución de 1940 se abre paso un importante movimiento de 
sectores económicos poderosos, encaminado a la constitución de una institución que 
funcione como banca central, como banco de bancos, y que sea responsable de la 
emisión de moneda, de su respaldo y en fin, institución crediticia de descuento y 
redescuento de préstamos a otros bancos del país.  
Es evidente que esa banca, por su misma naturaleza y los fines que tiene en todo el 
mundo el banco central debía desempeñar un papel positivo en la estructura 
económica y especialmente financiera de nuestra Patria, pero ello no llegó a 
alcanzarse a plenitud. 
El objetivo central era el de controlar las reservas monetarias del país, regular el 
crédito a la banca y a partir de ello el crédito a las empresas, crear y retirar medios de 
pago, cooperar con el Fondo de Estabilización de la Moneda (FEM) y finalmente ser 
agente financiero y consejero económico del Estado. 
El gobierno del Banco correspondía a la asamblea de accionistas, que estaban 
integrados por los bancos comerciales de ahorro y su máxima dirección estaba en el 
presidente del Banco, y lo integraban además, un representante del Banco Nacional, 
un representante de la banca nacional y otro de la Extranjera, un representante del 
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FEM y el Presidente del Banco de Crédito Agrícola. El presidente del Banco Nacional 
era designado por el presidente de la república.  
Como dice Julio Carreras, ―Pese a su papel económico positivo, el Banco Nacional de 
Cuba sirvió como instrumento y sostén financiero a la desastrosa política económica y 
financiera de la tiranía de Batista, permitiendo la evasión de capitales habidos 
ilícitamente, en forma de divisas convertibles.‖247 
 

Creación del Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales. 
 
El Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales se constituyó como una sala 
especial del Tribunal Supremo,  que debía conocer todos los recursos de 
inconstitucional, los recursos de Habeas Corpus por vías de apelación  cuando su 
solicitud no hubiera prosperado en otros niveles judiciales y los recursos contra los 
abusos de poder. 
Esa Sala de Garantías Constitucionales y Sociales integraba a nuestro país dentro del 
modelo judicial de defensa constitucional pero no mediante la creación de un tribunal 
especial para dicha defensa, sino mediante la articulación de una sala especializada 
dentro del más alto tribunal del país. 
Este Tribunal o Sala desempeñó un cierto papel positivo en los años anteriores a la 
tiranía, pero al producirse el golpe de Estado del 10 de marzo y ratificar la supuesta 
constitucionalidad de los Estatutos constitucionales y con ello negar la vigencia de la 
Constitución de 1940 de hecho se suicidó como Tribunal constitucional y se hundió en 
el más sucio compromiso con la tiranía y sus desmanes. 
 
Creación del BANFAIC. 
 
Mediante la Ley del 20 de diciembre de 1950 se constituyó el Banco de Fomento 
Agrícola e Industrial de Cuba (BANFAIC), cuyo objetivo central era establecer y 
desarrollar facilidades financieras y especialmente crediticias para el desarsrollo y la 
diversificación de la producción tanto agrícola como industrial en nuestro país. 
La ley constitutiva reguló todo lo concerniente a los créditos refaccionarios de la 
producción agrícola y de la industrial y estableció un régimen de aplicación de un 
pequeño crédito rural referido a préstamos no superiores a mil pesos, a plazos no 
mayores de un año, con garantía prendaria sobre las cosechas, animales, aperos de 
labranza u otros bienes muebles agrícolas. 
El BANFAIC quedó autorizado para conceder créditos o préstamos para inversiones y 
gastos de operación tanto en la industria como en la agricultura, con montos mayores 
que los antes enunciados y siempre con garantía hipotecaria pero también prendaria 
sobre bienes inmuebles la primera y sobre bienes muebles la segunda. 
Finalmente debe decirse que la Ley constitutiva autorizó la creación de Asociaciones y 
Patronatos de Crédito Rural que podían coadyuvar a los fines refaccionarios del 
banco. 
 

Ley 9 de 20 de diciembre de 1950 sobre la capacidad civil y los derechos paterno filiales de 
la mujer. 
 

                                                        
247 Carreras Collado Julio. Ob. Cit. Pág. 495. 



 207 

A la Ley 9 se  le conoce como Ley de Equiparación Civil de la Mujer pues, estableció que 

ésta ejercería la patria potestad sobre sus hijos, conjuntamente con el marido y reiteró la 
independencia económica y social de la mujer, que podía desde ese momento desarrollar y 
practicar, arte oficio o profesión sin tener que pedir permiso del esposo. 
En consecuencia de que la mujer comparte desde ese momento el ejercicio dela patria 
potestad con el marido, la ley exige el consentimiento de la madre para todos los actos de 
administración y dominio que afecten a sus hijos bajo su patria potestad y establece que 
ambos cónyuges o padres son los administradores de la sociedad legal de gananciales. 
Dispone que los actos de administración de esa unidad ganancial pueden realizarse 
indistintamente por cualquiera de ambos cónyuges, pero parea realizar actos de disposición 
o dominio que afecten bienes de la comunidad conyugal, se requiere el beneplácito o la 
autorización de ambos cónyuges. 
Finalmente esa Ley importantísima derogó toda limitación en relación con la capacidad de la 
mujer que pudiera traducirse en merma de la igualdad de los sexos. De ese modo 
desarrollaba correctamente la letra y el espíritu de la constitución de 1940. 
 
 
Creación del Tribunal de Cuentas. 
 
El Tribunal de Cuentas fue de las instituciones más publicitadas en su día, cuando fue 
fundado bajo el gobierno del presidente Carlos Prío Socarrás. 
El Tribunal de Cuentas fue teóricamente, el órgano que debía velar por la pulcritud de 
la gestión económica del Estado, la Provincia y los Municipios, incluyendo las 
organizaciones sociales que recibieran directa o indirectamente ingresos del Estado. 
Se suponía y se pregonaba que el Tribunal de Cuentas sería una suerte d4e Censor o 
de Tribuno que vigilaría el gasto público y la honradez de los funcionarios que tenían 
que ver con el presupuesto y el erario nacional. Sin embargo, las cosas no fueron así. 
Ese Tribunal se constituyó con 7 miembros, de ellos 4 abogados y 3 contadores, los 
que cumplirían sus funciones por el lapso de 8 años. 
Para el desempeño de sus funciones el Tribunal designaba interventores , 
funcionarios y empleados auxiliares que cumplirían las encomiendas que se les 
mandaran. 
Las principales funciones del Tribunal eran: vigilar la correcta aplicación de los 
presupuestos del Estado, las provincias y los municipios; inspeccionar los gastos y 
desembolsos del Estado, las provincias y los municipios; mantener una visión 
actualizada sobre la situación del Tesoro Público y todo lo demás que estuviera 
encaminado a la pulcritud de la gestión económica de todas las mencionadas 
instancias. 
Pero, como acertadamente dice Julio Carreras, ―El Tribunal de Cuentas no pasó de ser 
un aparato decorativo y costoso para el pueblo de Cuba. ..Su vigilancia era meramente 
teórica. Los funcionarios continuaron enriqueciéndose como en los cuentos de las Mil 
y Una Noches y los magistrados del Tribunal de Cuentas, así como los empleados de 
más alta categoría cobraron jugosos sueldos y espléndidas dietas para realizar las 
inspecciones que nunca sorprenderían a los malversadores.‖248 
 

Creación del BANCEX. 
 

                                                        
248 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 498. 
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El BANCEX, Banco Cubano de Comercio Exterior fue constituido por la Ley-Decreto 
1425 de 12 de mayo de 1954 con el fin de impulsar y facilitar los recursos financieros 
necesarios para el fomento y mantenimiento del comercio exterior cubano, 
complementando las inversiones particulares cuando fuere necesario. 
Sus funciones eran amplias e incluían no sólo el mencionado financiamiento de las 
operaciones comerciales, sino también la obtención de créditos internacionales 
cuando se requirieran, la posible emisión de valores y en general cooperar con el 
Estado en la importación y exportación de productos cubanos realizando para ello 
todas las operaciones bancarias necesarias. 

 
Creación del BANDES. 
 
El BANDES, Banco de Desarrollo Económico y Social, fue creado por la Ley-Decreto 
1947 de 22 de enero de 1955 como un banco con capital representado por acciones 
para ser asumidas por el Estado y por los organismos autónomos de crédito, como los 
bancos y el mismo público 
Se le otorgaron amplias facultades para la realización de todo de tipo de operaciones 
financieras, como otorgamientos de préstamos y financiamientos y otras. Esa Ley-
Decreto autorizó a su vez al Banco Nacional a invertir en valores públicos nacionales, 
es decir, en el capital del BANDES hasta un 40% de sus reservas centralizadas. De esa 
forma, como lo advierte claramente Carreras, la tiranía alcanzaba acceso libre a los 
fondos del Banco Nacional. 
Como también indica Carreras, el BANDES fue uno de los instrumentos de crédito y de 
financiamiento más importantes para la tiranía y fue evidente la presión que se ejerció 
sobre los bancos comerciales para que hicieran inversiones de capital en el BANDES. 
 
La frustración de la Constitución de 1940 por la falta de las necesarias leyes 
complementarias. 
 
Como se ha repetido muchas veces, la Constitución de 1940 fue evidentemente prolija 
y detallosa, pero tuvo además el defecto de posponer para posteriores leyes 
complementarias disposiciones que sólo se expresaban en el texto constitucional de 
forma general como proyecto, programa o aspiración social,  política o económica. 
Lamentablemente, esas normas complementarias casi nunca se promulgaron y ello 
facilitó que la Constitución del 40 quedara como un texto frustrado, incompleto, como 
el sueño político de varias generaciones que naufragó dentro de las corrupciones y la 
crisis general de la democracia burguesa. 
Fueron muchas las disposiciones constitucionales que quedaron sin el debido 
correlato complementario, pero sólo mencionaremos algunas muy  importantes: 
No obstante la formidable declaración del Art. 20 de la Constitución, declarando ilegal 
y punible toda discriminación por motivo de sexo, raza, color o clase, lo cierto es que 
nunca llegó a promulgarse la ley complementaria que recogiera los detalles de esa 
declaración esencial y estableciera las sanciones ante las discriminaciones 
inconstitucionales que se produjeran, y ello a pesar de que el senador comunista 
Salvador García Agüero presentó un proyecto de ley al respecto. 
Tampoco tuvo efecto lo dispuesto en el Art. 48 de la Constitución en que se estableció 
la obligatoriedad de la enseñanza primaria porque tampoco aparecieron las leyes 
complementarias ni los recursos financieros que requería el Ministerio de Educación 
para poder cumplir el mandato constitucional 
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El Art. 532 establecía que el sueldo mensual del Maestro de Instrucción primaria debía 
ser de la millonésima parte del presupuesto total de la nación jamás se convirtió en 
realidad porque diferentes trabas se opusieron, faltaron también las normas 
complementarias y los distintos presupuestos no eran aprobados por el Senado. 
Tampoco aparecieron las leyes complementarias a la declaración general contenida en 
el Art. 74 de la Constitución que establecía que debía haber oportunidades iguales en 
la distribución del trabajo en la industria y el comercio, para evitar prácticas 
discriminatorias de cualquier tipo. 
Especialmente burlado fue el Art. 90 que proscribía el latifundio y señalaba que la ley 
establecería el máximo de extensión de tierra que podía tener cada propietario 
agrícola. Esta declaración, que requería por supuesto una ley complementaria que 
fuera de hecho una reforma agraria, jamás la tuvo. 
En cuanto al Art. 93 que estableció que el Congreso, en el término de tres legislaturas 
liquidaría los gravámenes perpetuos sobre la propiedad, como era el caso de los 
censos, lo cual tampoco llegó a producirse. 
El Art. 193 estableció que las leyes complementarias instaurarían los tribunales de 
menores y éstas leyes nunca llegaron a promulgarse. 
 
Las ideas jurídicas en el período. 
 
El período que estamos analizando fue ocupado, esencialmente, en el espacio 
iusfilosófico, por la influencia absorbente de la que primero se llamó Escuela de Viena 
y posteriormente escuela normativista, que surgiera bajo la inteligencia y la obra del 
maestro vienés Hans Kelsen, como escuela o doctrina de la Teoría pura del Derecho. 
Como hemos dicho muchas veces, en Cuba pocos fueron los que entendieron en su 
profundidad la esencia de dicha doctrina, no obstante lo cual fue seguida casi como 
una manía por cuanto constituía una cómoda forma de evadir compromisos éticos en 
el ejercicio de la carrera. 
A Kelsen, como he dicho en mi libro Filosofía del Derecho, se le cita, se le sigue a 
menudo sin penetrar su esencia, sin conocerlo de primera mano. 
No debemos olvidar que en la década del 40 Hans Kelsen visitó nuestra Universidad de 
La Habana y ofreció un pequeño ciclo de conferencias al cual no hemos podido tener 
acceso, pero del que conocemos que constituyó un verdadero acontecimiento, no sólo 
científico y cultural, sino de importante resonancia social, aunque nuevamente tenga 
que repetir que probablemente pocos entendieron la profundidad del pensamiento del 
maestro vienés. 
Kelsen, imbuido del espíritu cientificista del positivismo, se propuso encontrar un 
lugar y una explicación al Derecho, desligado de lo que consideró cualquier 
mistificación iusnaturalista, especulativa. 
En esa línea de pensamiento centra su doctrina en la arquitectura estructural del 
ordenamiento jurídico, despojándolo de consideraciones económicas, sociales, 
políticas e incluso éticas. 
Es el mismo Kelsen quien dijo ―Cuando nosotros consideramos a la ciencia jurídica 
como una disciplina normativa, necesita esta caracterización ciertas restricciones para 
evitar una posible tergiversación. El carácter normativo de la Ciencia del Derecho se 
revela, negativamente, en que los acontecimientos que corresponden al mundo del Ser 
no tienen que ser explicados por ella, es decir, en que no es una disciplina explicativa; 
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y positivamente, en que tiene por objeto normas de las cuales—y no de la vida real, 
sometida la ley de Causalidad—se derivan sus conceptos jurídicos propios.‖249 
De ahí su consideración esencial de que el Derecho es un sistema de normas y es sólo 
normas, sin que en su concepto científico tenga nada que ver cualquier apreciación 
moral sobre su contenido, o política o de cualquier otra especie. 
Kelsen hablaba de normas jurídicas primarias y normas secundarias. Kelsen llama 
norma primaria a aquella que expresa en forma negativa o de prohibición lo que es un 
deseo de que se exprese como conducta positiva, es decir, como norma secundaria.  
Dicho de forma más simple, el derecho dice, el que mate tendrá tal sanción, y esa es la 
norma positiva, que se entiende y adquiere su significado porque existe otra norma 
jurídica, la secundaria, que está, o suele estar implícita, y que proclama que no se 
debe matar. Como dice el maestro Antonio Sánchez de Bustamante y Montoro, ―Esta 
norma jurídica secundaria, en los casos en que no está expresamente redactada, tiene 
que darse como supuesta, y al realizar la conducta concordante con la solidaridad, 
téngase o no conciencia de ello, se está cumpliendo la norma secundaria 
correspondiente a toda norma jurídica primaria.‖250 
Kelsen, al elaborar desde el concepto de norma jurídica el más completo de 
ordenamiento jurídico defendió que cada norma derivaba su validez de la superior, en 
una pirámide jerárquica que tenía en su cúspide a la norma básica o norma 
fundamental, que es la norma constitucional.251 Hay que significar que Kelsen hablaba 
también de la supuesta diferencia entre la regla de Derecho, que expresa el 
conocimiento y el pensamiento del jurista, y por ello puede ser verdadera o falsa; y  la 
norma jurídica que es la formulación del legislador (o del juez) y es una valoración 
subjetiva, puede ser justa o injusta, valedera o no, pero nunca verdadera o falsa. 
Para Kelsen el sistema jurídico y su unidad estructural, dependen de la armonía y coherencia 
formal del mismo. Con fuerte influencia de Merkl, elabora las nociones de estructura vertical, 
de subordinación, y horizontal, de coordinación del sistema de normas que integran el 
ordenamiento jurídico. Para Kelsen la validez y legitimidad de las normas no depende de su 
sentido o valores internos, sino del correcto ajuste y subordinación de la norma superior. De 
tal modo, cada norma brinda legitimidad a la inferior. Sin embargo, en esa línea de 
pensamiento Kelsen encontró que el edificio de su sistema jurídico e incluso el edificio de su 
sistema normativo quedaba con el techo descubierto en tanto que las normas 
constitucionales no podían derivar su validez de otras superiores. Entonces Kelsen elabora la 
noción de norma fundamental, como cumbre del sistema normativo. Con un marcado sentido 
kantiano, apriorístico o inmanente, el mismo Kelsen afirma que ―En mi doctrina la norma 
fundamental fue siempre concebida como una norma que no era el contenido significativo de 
un acto de volición, sino que estaba presupuesta en nuestro pensamiento.‖252 
Para Kelsen era esencial despojar a la norma y al ordenamiento jurídico de toda 
significación de fondo, de todo contenido político, social, económico o incluso ético. 
Las normas se estructuraban como un esqueleto normativo sin sangre ni nervio.  
En nuestro país, tanto en el ámbito del ejercicio de la profesión como en los pequeños 
espacios doctrinales entonces existentes, hubo en esos años una fuerte influencia 

                                                        
249 Kelsen, Hans. Citado por Antonio Sánchez de Bustamante y Montoro en Teoría General del Derecho. Ed. Cultural, 

S.A. La Habana 1953. Pág. 25. 
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252 Kelsen, Hans, En el simposio de Salzburgo,1963. Actos del Simposio, transcritas por Alf Rose en su obra Lógica de las 
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kelseniana, que de algún modo se compartió con la presencia entre nosotros del 
pensamiento de Legaz y Lacambra y hasta de Stammler. 
Entre nosotros esos espacios doctrinales estuvieron guiados por la luz portentosa de 
Antonio Sánchez de Bustamante y Montoro, que dirigía la Cátedra de Filosofía del 
Derecho en la Universidad de La Habana. 
Bustamante estuvo siempre al tanto del poderoso movimiento iusfilosófico que se 
iniciara en Viena y siguió de cerca la obra de los que formaron una verdadera cohorte 
científica en torno a Kelsen. Como dice William Ebenstein, ― también allí (en Viena) al 
grupo de investigadores jurídicos se unieron Alfred Verdross, que adquirió fama en el 
campo del Derecho internacional, y Adolf Merkl, mejor conocido por su contribución a 
la teoría del Derecho administrativo.‖253 
Cierta influencia tuvo también, dentro del pensamiento jurídico de aquellos momentos, 
la vertiente más amplia del positivismo jurídico, centrada en la línea de León Duguit. 
Duguit, que había sido Decano de la Facultad de Derecho de Burdeos, inicialmente 
administrativista, culminó su vida académica como constitucionalista, en cuyo campo 
sembró una variante aceptable del positivismo, limitando los extremismos que en 
punto al Derecho había defendido Augusto Comte, e introduciendo ideas importantes 
sobre la colaboración de clases, la propiedad en supuesta función social y la 
eliminación de los derechos subjetivos que se subsumían en el Servicio Público. 
Ya antes tuvimos oportunidad de mencionar sus influencias en la Constitución de 
1940. 
 En el campo penal, a más de los elementos tipificadotes de este sistema jurídico 
romano-francés, se advertían fuertes influencias del positivismo italiano, 
particularmente en las tendencias de Enrico Ferri y G. Tarde. El Código de Defensa 
Social, del que ya hemos hablado, promulgado en l936, y vigente desde l938, fue de 
declarada adscripción doctrinal a la escuela penal positivista, aunque plagado de 
inconsecuencias al respecto. 
 
HEDC.  

 
CAPÍTULO XII. 
 
EL ESTADO Y EL DERECHO EN LA ETAPA DEMOCRÁTICO POPULAR Y 
ANTIIMPERIALISTA DE LA REVOLUCIÓN. 
 

El inicio de la lucha armada y el alegato de Fidel conocido como La Historia me Absolverá. 
 
Como es absolutamente conocido, cerradas las vías del diálogo y la salida política, el 26 de 
julio de 1953 Fidel Castro, al frente de un grupo de jóvenes que integraron lo que se ha 
llamado ―la generación del Centenario‖ asaltaron el Cuartel Moncada, segunda fortaleza 
militar de la tiranía batistiana y el Cuartel ―Carlos Manuel de Céspedes‖ en Bayamo. 
Las acciones militares no condujeron al éxito porque se perdió el factor sorpresa en el cual 
se apoyaba buena parte de la acción. En el combate cayeron pocos asaltantes, pero en las 
horas posteriores fueron brutalmente asesinados por las hordas de soldados que habían 
recibido la orden del tirano de que por cada soldado caído debía haber diez asaltantes 
muertos. 
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Fidel Castro fue apresado y salvó la vida gracias a la intervención de un militar pundonoroso, 
el Teniente Sarría, que lejos de ejecutarlo o conducirlo al Cuartel Moncada donde hubiera 
sido muerto, lo presentó al Tribunal y con ello salvó su vida. 
El 16 de octubre de ese año 1953 se efectuó la tercera sesión de la vista oral del juicio 
seguido a los asaltantes del Moncada y Fidel hizo su famoso alegato, La Historia me 
Absolverá. 
― Traigo en el corazón las doctrinas del Maestro y en el pensamiento las nobles ideas de 
todos los hombres que han defendido la libertad de los pueblos.‖254 Con estas conmovedoras 
palabras Fidel inició, de hecho, el cuerpo esencial de su alegato de autodefensa conocido 
como La Historia me Absolverá. 
Ese juicio se celebra en una pequeña sala del Hospital municipal de Santiago de Cuba,   con 
el evidente propósito de que la misma quedara silenciada, tanto en aquel mismo momento, 
cuanto de modo especial para la posteridad. 
Como recordaba el mismo acusado, los magistrados de la Audiencia habían calificado aquel 
juicio como el más trascendental de la historia republicana, no obstante lo cual permitieron 
que se celebrara en un oscuro rincón, casi en un antro en el que se pretendió acallar la voz 
de los valientes y ocultar a la opinión pública las verdades que allí habrían de resplandecer. 
Santiago de Cuba disponía de amplios e idóneos locales para administrar justicia con decoro, 
solemnidad y todo género de garantías formales y materiales, pero la tiranía batistiana quería 
impedir que se conocieran los detalles, no sólo del combate librado en el Cuartel Moncada el 
26 de julio de ese año, sino de la cadena de crímenes horrendos que se cometieron sobre 
los prisioneros y los heridos; querían ocultar los móviles profundos que habían llevado a 
aquellos jóvenes a enfrentar, con armas precarias, al segundo bastión militar de la dictadura. 
Desde el día de su captura se habían cernido sobre los que iban a ser juzgados, y 
especialmente sobre el Cro. Fidel, todo género de violaciones de los derechos y garantías 
que establecían las leyes y la Constitución, pero ninguna de esas acciones había podido 
debilitar ni en un ápice la fortaleza de espíritu, la decisión de lucha y el decoro de aquellos 
hombres. 
Yo quisiera  decir que no conservo una imagen mayor de la gallardía de Fidel que aquella 
que plasmó una foto de la época, en que se le ve esposado, derrotado militarmente, pero con 
la mirada llena de firmeza, y la valentía que no pudieron jamás doblegar sus carceleros. Para 
completar esa imagen, por casualidad o no, váyase a saber, esa  foto del preso invencible 
tenía como fondo un retrato del Héroe Nacional, José Martí, como si su sombra alentara el 
gesto y la voluntad indoblegable del que consideraban derrotado prisionero. Así es fácil 
imaginarlo en aquel pequeño salón, al hacer su autodefensa. 
Cuando aquel l6 de octubre quisieron silenciarlo--al menos para  el testimonio de la 
posteridad, porque tenían que hacer siquiera un simulacro de juicio--se enfrentaron a la más 
viril y estremecedora acusación, no sólo contra aquel régimen político, sino contra todo el 
sistema social de explotación e injusticia. 
Hazaña semejante sólo podría encontrarse en el alegato de defensa que hizo ante sus 
jueces el heroico dirigente comunista búlgaro Jorge Dimitrov, cuando al ser procesado en 
Leipzig acusado por el incendio del Reichstag, convirtió su defensa en una extraordinaria 
acusación al régimen fascista. 
El Fiscal se redujo a pedir, al amparo del Art. 148 del Código de Defensa Social, con todos 
los agravantes posibles, nada más y nada menos que la sanción de 26 años de privación de 
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libertad. En sus conclusiones definitivas se movió dentro de los estrechos límites del más 
ramplón normativismo y simplemente declaró tipificado el delito en la conducta del acusado. 
Entonces en el alegato de autodefensa de  Fidel advertimos un perfecto manejo de la lógica 
jurídica, de eso que llamamos mentalidad jurídica, pero sin las limitaciones normativistas. De 
inmediato vemos como su pensamiento se apoya en consideraciones doctrinales, históricas, 
políticas y económicas. 
En ese sentido Fidel se queja precisamente de que el Fiscal se ha limitado exclusivamente a 
leer el Artículo 148 del Código de Defensa Social, en función del cual y de la concurrencia de 
agravantes solicitó la respetable cantidad de veintiséis años de privación de libertad. Con 
elegante ironía declara que ―Dos minutos me parece muy poco para pedir y justificar que un 
hombre se pase a la sombra más de un cuarto de siglo.‖ 
De inmediato pasa a desbaratar el argumento fiscal, demostrando que su conducta y la de 
sus compañeros de acción no tipifica el delito contenido en el citado Art. 148. Dicho artículo, 
que Fidel cita textualmente decía: ―Se impondrá una sanción de privación de libertad de tres 
a diez años al autor de un hecho dirigido a promover un alzamiento de gentes armadas 
contra los Poderes Constitucionales del Estado. La sanción será de privación de libertad de 
cinco a veinte años si se llevase a efecto la insurrección.‖ 
Entonces Fidel se empina sobre la mejor doctrina jurídica y toda la lógica del Derecho y 
comienza a batir políticamente la acusación fiscal: ―¿En qué país está viviendo el señor 
fiscal? ¿Quién le ha dicho que nosotros hemos promovido alzamiento contra los Poderes 
Constitucionales del Estado?‖ Y entonces afirma contundentemente que la dictadura que  
oprime a la nación ―no es un poder constitucional, sino inconstitucional; se engendró contra la 
Constitución, por encima de la Constitución, violando la Constitución legítima de la 
República.‖ Y por cierto que a renglón seguido afirma algo que muchos han querido olvidar 
dentro de la doctrina constitucional: ―Constitución legítima es aquella que emana 
directamente del pueblo soberano.‖ 
De tal modo, al mismo tiempo que desmontaba  uno de los esenciales elementos de 
tipificación del delito imputado por el Fiscal, comenzaba el que sería estremecedor ataque 
jurídico y político contra la tiranía. 
Pero todavía Fidel alude a otro elemento de falta de tipificación: el artículo 148 del Código de 
Defensa Social se refiere a alzamientos armados contra los poderes constituidos, 
considerándolos en plural, según la adhesión iusfilosófica a la doctrina de la tripartición de 
poderes sostenida por Montesquieu, y Fidel dice que ellos no habían atacado esos tres 
poderes clásicos admitidos por la doctrina constitucional, ―Nosotros, --afirma—hemos 
promovido rebelión contra un poder único, ilegítimo, que ha usurpado y reunido en uno solo 
los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la nación, destruyendo todo el sistema que 
precisamente trataba de proteger el artículo del código que estamos analizando.‖ 
Es entonces que Fidel narra con verdadero dramatismo tanto  los hechos relacionados con la 
preparación del ataque, cuanto el desarrollo del mismo y los horrendos crímenes que 
siguieron a la derrota militar aquella madrugada. 
Para una valoración normativista y formal de una prudente estrategia de defensa hubiera 
bastado con desmontar, como ya vemos que lo logró, los elementos de tipificación del delito 
imputado. Sin embargo, Fidel no se detuvo en tan estrechos límites. De inmediato paso al 
ataque, a convertir a los acusadores en reos de los enormes delitos que habían cometido 
contra la Constitución y contra el pueblo; a sentar en el banquillo de los acusados a aquellos 
que habían usurpado el poder constituido y ahora pretendían juzgar a los defensores del 
orden constitucional. 
Entonces Fidel se empina sobre la mejor doctrina jurídica y toda la lógica del Derecho y 
comienza a batir políticamente la acusación fiscal: ―¿En qué país está viviendo el señor 
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fiscal? ¿Quién le ha dicho que nosotros hemos promovido alzamiento contra los Poderes 
Constitucionales del Estado?‖ Y entonces afirma contundentemente que la dictadura que  
oprime a la nación ―no es un poder constitucional, sino inconstitucional; se engendró contra la 
Constitución, por encima de la Constitución, violando la Constitución legítima de la 
República.‖ Y por cierto que a renglón seguido afirma algo que muchos han querido olvidar 
dentro de la doctrina constitucional: ―Constitución legítima es aquella que emana 
directamente del pueblo soberano.‖ 
mites. De inmediato paso al ataque, a convertir a los acusadores en reos de los enormes 
delitos que habían cometido contra la Constitución y contra el pueblo; a sentar en el banquillo 
de los acusados a aquellos que habían usurpado el poder constituido y ahora pretendían 
sancionarlo por defender los más esenciales valores democráticos y martianos. 
Entonces aquel hombre declara al Tribunal ―Os voy a referir una historia. Había una vez una 
república. Tenía una Constitución, sus leyes, sus libertades;...El gobierno no satisfacía al 
pueblo, pero el pueblo podía cambiarlo y ya sólo faltaban unos días para hacerlo.‖ Y siguió 
señalando que cuando la ciudadanía dormía, los espectros del pasado se habían conjurado y 
ahora la tenían agarrada por las manos, por los pies, y por el cuello. Se había producido el 
golpe de Estado del 10 de marzo de 1952 y Fidel da a conocer al Tribunal que entonces un 
humilde ciudadano que quería creer en las leyes de la república y en la integridad de sus 
magistrados  se personó ante el Tribunal penal competente y acusó al tirano por la comisión 
de varios y horrendos delitos. 
En todos los casos hacía referencia al mismo Código de Defensa Social que ahora se 
esgrimía para pretender imponerle una sanción de 26 años de privación de libertad. En 
aquella ocasión el joven abogado pedía al Tribunal penal para el tirano usurpador, sanciones 
mucho mayores por la comisión de varios delitos perfectamente tipificados en su conducta 
golpista. 
―Incurrirá en una sanción de privación de libertad de seis a diez años—decía el mismo 
Código de Defensa Social—el que ejecutare cualquier hecho encaminado directamente a 
cambiar en todo o en parte, por medio de la violencia, la Constitución del Estado o la forma 
de gobierno establecida.‖ 
Esgrimía otro precepto de la Ley penal entonces vigente: ―Se impondrá una sanción de 
privación de libertad de tres a diez años al autor de un hecho dirigido a promover un 
alzamiento de gentes armadas contra los Poderes Constitucionales del Estado. La sanción 
será de privación de libertad de cinco a veinte años si se llevase a efecto la insurrección.‖ 
Pero no terminaban ahí los delitos en que había incurrido el golpista de marzo y que 
denunciaba aquel viril joven abogado: el mismo Código de Defensa Social señalaba que ―El 
que ejecutare un hecho con el fin determinado de impedir, en todo o en parte, aunque fuese 
temporalmente al Senado, a la Cámara de Representantes, al Presidente de la República, o 
al Tribunal Supremo de Justicia, el ejercicio de sus funciones constitucionales, incurrirá en 
una sanción de privación de libertad de seis a diez años.‖ 
Otros preceptos invocaba aquel acusador: ―El que tratare de impedir o estorbar la 
celebración de elecciones generales, incurrirá en una sanción de privación de libertad de 
cuatro a ocho años.‖ 
Otro precepto tipificaba la conducta del que ―...introdujere, publicare, propagare o tratare de 
hacer cumplir en Cuba, despacho, orden o decreto que tienda... a provocar la inobservancia 
de las leyes vigente, incurrirá en una sanción de privación de libertad de dos a seis años.‖ 
Los actos realizados por el tirano asumiendo la jefatura del Ejército con su subrepticia 
entrada en el campamento militar de Columbia también quedaban tipificados en la Ley Penal: 
―El que sin facultad legal para ello ni orden del Gobierno, tomare el mando de tropas, plazas, 
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fortalezas, puestos imitares, poblaciones o barcos o aeronaves de guerra incurrirá en una 
sanción de privación de libertad de cinco a diez años.‖ 
Finalmente declaraba el mismo Código de Defensa Social que ―Igual sanción se impondrá al 
que usurpare el ejercicio de una función atribuida por la Constitución como propia de alguno 
de los Poderes del Estado.‖ 
Y entonces Fidel daba a conocer al Tribunal que lo juzgaba, que ese joven abogado 
pidió al Tribunal Penal competente, con todos esos elementos de juicio irrebatibles, 
nada menos que la sanción, para Fulgencio Batista y sus diecisiete cómplices, de 
ciento ocho años de cárcel, como establecía inequívocamente el Código de Defensa 
Social, con toda las agravantes de reincidencia, alevosía y nocturnidad.  
Fidel, llegado a este momento, hace una de las declaraciones más sorprendentes de su 
alegato: ―Señores magistrados: Yo soy aquel ciudadano humilde que un día se presentó 
inútilmente ante los tribunales para pedirles que castigaran a los ambiciosos que violaron las 
leyes e hicieron trizas nuestras instituciones, y ahora, cuando es a mí a quien se acusa de 
querer derrocar este régimen ilegal y restablecer la Constitución legítima de la república, se 
me tiene setenta y seis días incomunicado en una celda, sin hablar con nadie ni ver siquiera 
a mi hijo; se me conduce por la ciudad entre dos ametralladoras de trípode, se me traslada a 
este hospital para juzgarme secretamente con toda severidad y un fiscal con el Código en la 
mano, muy solemnemente, pide para mí veintiséis años de cárcel.‖  
Pero lo más significativo de aquellas denuncias de Fidel, considerándolas dentro de los 
estrictos límites jurídicos, consiste sin duda en que las mismas no se reducen a los marcos 
del normativismo sino que, por el contrario, Fidel hace gala del más profundo dominio de la 
doctrina constitucional y de sus más importantes significados y valores políticos. 
En ese sentido se adelanta a los posibles contrargumentos de la fiscalía y aborda 
directamente el problema de la Revolución como fuente de derecho. Cincuenta años 
después de aquellas palabras tendremos que reconocer los juristas cubanos que muy poco, 
para no decir que nada, se  ha escrito y reflexionado al respecto con el nivel de profundidad y 
sagacidad con que lo hizo en aquella ocasión Fidel, acusado, incomunicado y privado en 
gran medida del acceso a fuentes bibliográficas deseadas. 
En su alegato declaró de inmediato, ―Admito y creo que la revolución sea fuente de derecho; 
pero no podrá llamarse jamás revolución al asalto nocturno a mano armada del 10 de 
marzo.‖ 
Yendo a la esencia del problema y asumiéndolo en todo su alcance deja claro que una 
revolución es un cambio profundo en el organismo social. Y es sorprendente con qué 
profundidad e incluso erudición entra a considerar la doctrina del derecho a la defensa de la 
Constitución o, el derecho a la resistencia violenta. No se limita, quiero repetirlo, a alegar el 
Art. 40 de la Constitución del 40, que rezaba ―Es legítima la resistencia adecuada para la 
protección de los derechos individuales garantizados anteriormente‖, sino que hace 
referencia a las afirmaciones del entonces profesor de Derecho Constitucional Ramón 
Infiesta, y la diferencia que el mismo establecía entre la que llamaba Constitución Política y 
Constitución Jurídica, significando sus interesantes apreciaciones en el sentido de que ―a 
veces se incluyen en la Constitución Jurídica principios constitucionales que, sin ello, 
obligarían igualmente por el consentimiento del pueblo, como el principio de la mayoría o de 
la representación en nuestras democracias.‖ 
Alude a las pragmáticas conclusiones de León Duguit, que fuera respetado Decano de la 
Facultad de Derecho de Burdeos,  en su famoso y entonces casi sacrosanto Tratado de 
Derecho Constitucional. 

En sus argumentaciones, al paralelo de ir destrozando la supuesta legitimidad de los 
Estatutos Constitucionales de 1952 va articulando los soportes doctrinales y iusfilosóficos del 
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derecho a la resistencia armada contra los regímenes tiránicos. Véase como desborda sus 
conocimientos históricos señalando que el derecho de rebelión contra el despotismo ha sido 
reconocido desde la más remota antigüedad, por hombres de todas las posiciones 
doctrinales, todas las ideas políticas y sociales y todas las creencias religiosas. 
Hace referencia entonces a la existencia de ese derecho en las monarquías teocráticas de la 
antigua China, en la India , de la cual recuerda que uno de sus guías espirituales decía que 
―una opinión sostenida por muchos es más fuerte que el mismo rey. La soga tejida por 
muchas fibras es suficiente para arrastrar a un león.‖ 
Recuerda como en la Grecia antigua no sólo se admitía sino que se apologizaba la muerte 
violenta de los tiranos; y su recuento doctrinal de este derecho político esencial la sigue con 
todo rigor en la Edad Media, aludiendo al pensamiento de Juan de Salisbury en su obra 
Libro del Hombre de Estado; hace referencia a Santo Tomás de Aquino en la Summa 
Teológica en cuya obra si bien rechazó la doctrina del tiranicidio admitió que los tiranos 

debían ser depuestos por el pueblo.  
Menciona, por supuesto, las tesis de Martín Lutero y de su discípulo Felipe 
Melanchton, ambos sosteniendo la legitimidad del derecho de resistencia contra los 
gobiernos que devienen tiránicos. Recuerda que Calvino, ―el pensador más notable de 
la Reforma desde el punto de vista de las ideas políticas, postula que el pueblo tiene 
derecho a tomar las armas para oponerse a cualquier usurpación.‖ 
Lleva su rastreo de esa doctrina del derecho a la resistencia hasta la referencia a un 
jesuita español de la época de Felipe II, Juan Mariana, quien en su libro De Rege et 
Regis Institutione, para recordar que ese religioso había dicho que 2cuando el 
gobernante usurpa el poder, o cuando, elegido, rige la vida pública de manera tiránica, 
es lícito el asesinato por el simple particular.‖ 
Hace referencia incluso a un escritor francés de segundo rango Francisco Hotman, 
señalando que este sostenía la idea de que entre gobernantes y subiditos existía el 
vínculo de un contrato y que el pueblo podía alzarse en rebelión frente a la tiranía de 
los gobiernos que violaran los términos de esa especie de contrato social. 
Menciona un folleto que según Fidel fue muy leído en esa misma época de Hotman, 
titulado Vindiciae Contra Tyrannos, que había sido firmado con el seudónimo de 
Stephanus Junius Brutus en el que se proclamaba igualmente el derecho a la 
resistencia a los gobernantes que oprimían al pueblo. 
En ese recorrido exhaustivo por la doctrina del derecho de resistencia no deja de 
mencionar a Juan Knox y Juan Poynet que sostuvieron igual punto de vista, y hace 
una mención especial a Jorge Buchman que también sostiene que si el gobierno logra 
el poder de manera arbitraria o rige los destinos del pueblo de forma injusta y tiránica, 
existe el derecho a que se le destituya e incluso a que se le prive de la vida. 
De forma casi aplastante, en ese recorrido por la historia del pensamiento político de 
la humanidad, poniendo de relieve la casi unanimidad del filón progresista de dicho 
pensamiento en cuanto a la admisión del derecho a la resistencia, se refiere a Juan 
Altusio, ya en el siglo XVII, quien en su Tratado de Política, declara que la soberanía 
como autoridad suprema del Estado nace del concurso voluntario de todos sus 
miembros y que la autoridad de todo gobierno se apoya en el pueblo y en 
consecuencia, el ejercicio injusto o extralegal o arbitrario exime al pueblo del deber de 
obediencia y justifica la rebelión y la resistencia.  
Aquel hombre amenazado, cuya voz habían querido silenciar; aquel hombre derrotado 
militarmente, para el cual el señor Fiscal pedía tranquilamente veintiséis años de 
privación de libertad hacia doctrina política y filosofía del Derecho en aquella sala del 
Hospital Municipal, para ilustración de los que le juzgaban. A esos hombres les 



 217 

señalaba que ese derecho a la resistencia estaba en la raíz misma de nuestra 
existencia política, y que gracias a él esos magistrados podían vestir sus togas con las 
cuales ojalá hicieran verdadera justicia. 
Con gran penetración recuerda que en Inglaterra, en el siglo XVII fueron destronados 
dos reyes, Carlos I y Jacobo II, por actos de despotismo. Entonces Fidel señala que 
―Estos hechos coincidieron con el nacimiento de la filosofía política liberal, esencia 
ideológica de una nueva clase social que pugnaba entonces por romper las cadenas 
del feudalismo. Frente a las tiranías de derecho divino esa filosofía opuso el principio 
del contrato social y el consentimiento de los gobernados, y sirvió de fundamento a la 
revolución inglesa de 1688, y a las revoluciones americana y francesa de 1775 y 1789.‖ 
Deja claro entonces Fidel que esos acontecimientos fueron los que trazaron el camino 
de la liberación de las colonias españolas en América. 
Señala que esa filosofía alentó el pensamiento político y constitucional que entre 
nosotros se abre paso desde la constitución de Guáimaro hasta la misma de 1940, 
pero agrega con tremenda audacia, ―influida esta última ya por las corrientes 
socialistas del mundo actual que consagraron en ella el principio de la función social 
de la propiedad y el derecho inalienable del hombre a una existencia decorosa, cuya 
plena vigencia han impedido los grandes intereses creados.‖ 
Tomando entonces otro ángulo no menos importante de estas nociones de la 
iuspublicística avanzada recuerda que ya en 1649 Juan Milton declaraba que el poder o 
la soberanía residía en el pueblo y que éste, en consecuencia, podía nombrar y 
destituir a los reyes; que John Locke en su Tratado del Gobierno Civil levantó también 
las ideas de que ante la violación de los derechos naturales del hombre, el pueblo 
tenía el derecho y el deber de suprimir o cambiar al gobierno.  Citaba incluso palabras 
textuales del inglés: ―El único remedio contra la fuerza sin autoridad está en oponerle 
la fuerza.‖ 
Recordaba también al ginebrino Juan Jacobo Rousseau, paradigma iuspublicístico de 
la democracia más avanzada dentro del pensamiento del siglo XVIII quien había dicho 
en su obra cumbre El Contrato Social que ―Mientras un pueblo se ve forzado a obedecer 
y obedece, hace bien; tan pronto como puede sacudir el yugo y lo sacude, hace mejor, 
recuperando su libertad por el mismo derecho que se la han quitado.‖ Hace una larga 
cita de la misma obra de Rousseau en que se aborda este problema y de la cual quiero 
consignar  estas palabras: ―Renunciar a la libertad es renunciar a la calidad de 
hombre, a los derechos de la Humanidad, incluso a sus deberes. No hay recompensa 
posible para aquel que renuncia a todo. Tal renuncia es incompatible con la naturaleza 
del hombre; y quitar toda la libertad a la voluntad es quitar toda la moralidad a las 
acciones.‖  
Recuerda también a Thomas Paine quien dijera que un hombre justo es más digno de 
respeto que u n rufián coronado. 
Pero acude también a la mejor tradición constitucional del pensamiento liberal 
avanzado y recuerda que la Declaración de Independencia adoptada en el Congreso de 
Filadelfia el 4 de julio de 1776 declaró que ―Sostenemos como verdades evidentes que 
todos los hombres nacen iguales; que a todos les confiere su Creador ciertos 
derechos inalienables entre los cuales se cuenta la vida, la libertad y la consecución 
de la felicidad; que para asegurar estos derechos se instituyen entre los hombres 
gobiernos cuyos justos poderes derivan del consentimiento de los gobernados; que 
siempre que una forma de gobierno tienda destruir esos fines, el pueblo tiene el 
derecho a reformarla o abolirla, e instituir un nuevo gobierno que se funde en dichos 
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principios y organice sus poderes en la forma que a su juicio garantice mejor su 
seguridad y felicidad.‖ 
También recuerda la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
la cual, según sus propias palabras, legó a las generaciones posteriores este 
principios: ―Cuando el gobierno viola los derechos del pueblo, la insurrección es para 
éste el más sagrado de los derechos y el más imperioso de los deberes.‖ 
Seguidamente enlaza todos esos argumentos con lo que resulta esencial, a mi juicio, 
en las razones profundas de esos razonamientos anteriores, esto es, con el imperativo 
patriótico de nuestra Historia y su tradición libertaria. 
Creo que Fidel hablaba en esos momentos no tanto para convencer a un Tribunal que 
sabía que lo había prejuzgado y menos para rebatir a un fiscal al cual no le interesaban 
sus argumentos, sino porque evidentemente tenía entonces,  y ha tenido después 
ininterrumpidamente, de que las ideas políticas y jurídicas avanzadas forman cuerpo y 
sangre de nuestra tradición libertaria y están en la esencia de nuestra historia 
constitucional desde los días de Guáimaro. Me resulta claro que siempre para Fidel el 
Derecho ha sido en Cuba reservorio de las expresiones políticas del camino de 
independencia y libertad; el Derecho ha sido algo más que esqueleto normativo en 
tanto es cuerpo de conductas que expresan los más altos ideales de la libertad 
humana, de la justicia social y de la desalienación del hombre. 
Al hacer ese recuento por la historia del pensamiento jurídico y por los brillantes 
caminos del pensamiento iusfilosófico, Fidel ponía sobre la mesa todo el aliento y la 
fuerza motora que daba inspiración a las ideas de justicia y libertad que alentaban en 
el pecho de los asaltantes del Moncada. 
No era retórica, no era simple maniobra jurídica dentro del plan de la defensa. Era 
proclamación de los valores esenciales en que se sostenía y se ha seguido 
sosteniendo el legado libertario de nuestros antepasados. 
Finalmente quisiera señalar, de manera muy breve, la significación que tuvo en el plano 
inmediato, y también en el mediano plazo aquel alegato formidable. No me refiero al alcance 
histórico absoluto del mismo. Creo que ese alcance ha sido apreciado con creces y poco 
podría agregar a las sabias reflexiones que ya se han hecho al respecto. Quiero sólo 
subrayar lo que significó en aquellos días,  meses, años, en que fraguaba el propósito de 
rebeldía contra la tiranía. 
De hecho, todos lo sabemos, cuando aquellas palabras fueron salvadas gracias a la acción 
de una periodista revolucionaria y el esfuerzo, la abnegación y el heroísmo de los 
combatientes clandestinos del incipiente Movimiento 26 de julio, y comienzan a correr de 
mano en mano, de círculo en círculo, de célula en célula en que empiezan a agruparse las 
fuerzas de la rebeldía, cuando eso ocurre, ese discurso se convierte no sólo en conciencia 
de compromiso para aquella generación, sino que deviene el por todos conocido como 
Programa del Moncada. 

Desde ese momento la Revolución no es una duda abierta a la especulación; la Revolución 
está ya dotada de un programa en que se sintetizan con radicalismo y profunda pupila los 
problemas principales de nuestra nación, arrastrados en cien años de lucha frustrada e 
inacabada. Es el programa de la revolución que expresa y brinda solución al centenario 
problema nacional cubano. 
Al proclamar las leyes que se dictarían una vez asumido el poder, al establecer el alcance de 
aquel movimiento, al mostrar sus elevados objetivos aquel hombre acorralado, 
evidentemente sancionado, derrotado militarmente, abría a los ojos de las  juventudes 
sedientas de justicia, el camino de la unidad y la perspectiva realista de la lucha. 



 219 

Pero quiero agregar, además, que al hacerlo, como único era posible en aquellos momentos, 
no sólo mostraba el camino o ideario pragmático al cual se sujetarían las acciones 
revolucionarias una vez vencida la lucha armada; no sólo establecía los caminos y bordes de 
la gran obra transformadora que habría que emprender, sino que mostraba el enlace esencial 
entre todo el caudal de ideas libertarias a que antes nos hemos referido y el destino 
inequívoco de nuestro pueblo, según sus más puras y nobles tradiciones. 
Antes dije, y ahora quiero retomar, que al recorrer toda la doctrina del derecho a la 
resistencia y poner de relieve que la misma y su ideario de libertad y democracia estaban en 
la médula de nuestra tradición constitucional, enlazaba ese depósito universal de ideas y 
valores con nuestra Historia particular, y mas aún, ponía al desnudo la necesidad de que la 
conciencia nacional asumiera ahora, en aquellas horas dramáticas, ese legado de luz y 
lucha. 
En su alegato se refería a las cinco leyes revolucionarias que serían de inmediato puestas en 
vigor en caso de que el movimiento revolucionario hubiera logrado vencer o al menos 
hacerse plaza en Santiago de Cuba. 
En ese sentido decía: ― La primera ley revolucionaria devolvía al pueblo la soberanía y 
proclamaba la Constitución de 1940 como la verdadera Ley Suprema del Estado.‖ 
Aseguraba también sin ocultamientos: ―La segunda ley revolucionaria concedía la pr4opiedad 
inembargable e intransferible de la tierra a todos los colonos, subcolonos, arrendatarios, 
aparceros y precaristas que ocupasen parcelas de cinco o menos caballerías de tierra, 
indemnizando el Estado a sus anteriores propietarios a base de la renta que devengarían 
dichas parcelas en un promedio de diez años.‖ 
―La tercera ley revolucionaria –seguía diciendo Fidel—otorgaba los obreros y empleados el 
derecho de participar del treinta por ciento de las utilidades en todas las grandes empresas 
industriales, mercantiles y mineras, incluyendo centrales azucareros. Se exceptuaban las 
empresas meramente agrícolas en consideración a otras leyes de orden agrario que debían 
implantarse.‖ 
Fidel declara que ―La cuarta ley revolucionaria concedía a todos los colonos el derecho a 
participar del cincuenta por ciento del rendimiento de la caña y cuota mínima de cuarenta mil 
arrobas a todos los pequeños colonos que llevasen tres años o más de establecidos.‖ 
Por último, la quinta ley revolucionaria ―ordenaba la confiscación de todos los bienes a todos 
los malversadores de todos los gobiernos y a sus causahabientes y herederos en cuanto a 
bienes percibidos por testamento o abintestato de procedencia mal habida...la mitad de los 
bienes recuperadas pasaría a engrosar las cajas de retiros obreros y la otra mitad a los 
hospitales, asilos y casas de beneficencia.‖ 
Reitero que esas declaraciones y el cuerpo entero de sus consideraciones políticas y 
sociales brindaron a ese alegato el significado de convertirse en Programa de la Revolución, 
en guía y derrotero inmediato que serviría para aunar voluntades y despejar dudas 
doctrinales e ideológicas. 
Pero para Fidel no basta establecer el ideario inmediato y el camino del compromiso 
pragmático con las medidas que habrían de adoptarse. Evidentemente quiere poner de 
relieve la continuidad profunda, esencial, de aquel movimiento, con lo más elevado del 
pensamiento político de la humanidad y con la expresión más consecuente de ese 
pensamiento en nuestra propia patria. Por eso dice casi al final de su alegato:  ―Pero hay una 
razón que nos asiste más poderosa que todas las demás: somos cubanos, y ser cubano 
implica un deber, no cumplirlo es crimen y es traición. Vivimos orgullosos de la historia de 
nuestra patria; la aprendimos en la escuela y hemos crecido oyendo hablar de libertad, de 
justicia y de derechos. Se nos enseñó a venerar desde temprano el ejemplo glorioso de 
nuestros héroes y de nuestros mártires. Céspedes, Agramonte, Maceo Gómez y Martí fueron 
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los primeros nombres que se grabaron en nuestro cerebro...Nacimos en un país libre que nos 
legaron nuestros padres, y primero se hundirá la Isla en el mar antes que consintamos en ser 
esclavos de nadie....Parecía que el Apóstol iba a morir en el año de su centenario, que su 
memoria se extinguiría para siempre, ¡tanta era la afrenta¡ Pero vive, no ha muerto, su 
pueblo es rebelde, su pueblo es digno, su pueblo es fiel a su recuerdo...¡Cuba, qué sería de ti 
si hubieras dejado morir a tu Apóstol¡‖ 
Fidel entrega entonces, para la generación en que vive y las que le suceden, no sólo el 
Programa político del Moncada, de la fase inicial de la Revolución, sino el legado de dignidad 
y honor que Cuba no puede abandonar jamás. 
 
 
El triunfo revolucionario de enero de 1959 y la Ley Fundamental de febrero de ese año. 
 

No es este libro lugar para repasar los veintiséis meses gloriosos de lucha armada que 
siguieron al desembarco del Granma y el inicio de la lucha guerrillera que condujo finalmente 
al derrocamiento de la tiranía el 1ro de enero de 1959. Bastaría recordar las sabias 
conclusiones de la Plataforma Programática del Partido Comunista de Cuba aprobada en el 
segundo Congreso de dicho Partido. En ella se dijo: ― La victoria revolucionaria del 1ro de 
enero de 1959 alteró en sus fundamentos la correlación entre las clases sociales del país. El 
bloque burgués latifundista fue desplazado del poder político. Por primera vez en nuestra 
historia este poder pasa a manos de una alianza d4e las masas populares, donde tienen el 
papel dominante los intereses de la clase obrera y de los campesinos trabajadores, 
representados por el Ejército Rebelde victorioso y su dirección revolucionaria.‖255 
Efectivamente, se iniciaba una profunda y esencial revolución social que conmovió todos los 
cimientos de la sociedad, la cultura, la economía y el pensamiento de Cuba. 
Como se indica en la misma Plataforma Programática, con esa victoria militar se inicia la 
fase democrático revolucionaria, popular, antiimperialista y agrarista de nuestra revolución  
que se caracteriza por la adopción del ya mencionado Programa del Moncada, en el cual se 
sintetizan los anhelos centenarios del pueblo cubano, tal cual fuera definido por el mismo 
Fidel en el repetido alegato La Historia me Absolverá. 
Como se dice en la Plataforma Programática ―La fusión, en los objetivos programáticos de 

la Revolución, del ideario nacional revolucionario de José Martí y de la concepción marxista-
leninista, que ya Fidel Castro y otros dirigentes componían desde antes del asalto al cuartel 
―Moncada, se plasma en el carácter nacional liberador y socialmente avanzado de la 
Revolución Cubana.‖256 
En la nueva etapa revolucionaria se dicta un conjunto esencial de disposiciones legales que 
ponen en marcha el aludido programa de la revolución, y todo ello se hace bajo el imperio de 
la Ley Fundamental aprobada el 7 de febrero de 1959. 
Al triunfar la Revolución se crea una situación singular desde el punto de vista de la 
institucionalización del nuevo poder. 
Por supuesto que no me estoy refiriendo a la legitimación del poder revolucionario, 
sino a los mecanismos en los cuales va apoyándose desde los primeros momentos el 
ejercicio del nuevo poder. 
Desde la óptica de su legitimidad nadie dudaba ya, en la segunda mitad de este siglo, 
que las revoluciones han sido y son fuente de derecho. En esa línea de pensamiento 
estuvo incluso la percepción de Aristóteles. En el siglo pasado pensadores como 

                                                        
255 Plataforma Programática del PCC. Imprenta Nacional de Cuba. Ediciones Populares. La Habana, 1961. Págs. 55-57. 
256 Plataforma Programática del PCC. Ed. Citada. 
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George Meyer y Anschuz, ya en l9l9, habían admitido la fuerza constitutiva de las 
revoluciones. Jellineck también pensó en igual dirección y ni qué decir de pensadores 
mas recientes como Max Weber, E. Lederer y hasta el mismo Kelsen. El maestro 
austriaco, como es sabido, exigía como único requisito de validación de las normas 
emanadas de actos revolucionarios, que las mismas cobraran ―efectividad‖.257 
Por tanto, cuando me refiero a la situación especial que se crea en l959 estoy 
aludiendo a una novedosa contradicción que se establece: de un lado un genuino 
proceso revolucionario que ha involucrado paulatinamente a casi todo el pueblo y, de 
otro, un débil mecanismo estatal para expresar y formalizar ese altísimo momento de 
participación en el poder de grandes masas de la población. 
En efecto, la tiranía batistiana llegó a concitar el repudio de casi todas las clases 
sociales en el curso de los años l957-58. Apenas contaba, a esas alturas con el apoyo 
circunstancial de algunos elementos de la calificada como ―oligarquía nacional‖ y, por 
supuesto, de los cuerpos armados. Cuando se produce el intento de golpe de Estado, 
Cantillo-Piedra.258 la participación popular en el movimiento revolucionario adquiere 
límites de desbordamiento. De hecho se había venido ampliando, vertebrando y 
extendiendo en el último año, pero se convierte en un hecho de dimensión 
extraordinaria con la huelga general revolucionaria del 1ro de enero que frustrara ese 
aludido intento de golpe de estado y diera paso al poder revolucionario concentrado y 
sintetizado en el Ejército Rebelde y en su jefatura radical. 
Es inevitable analizar entonces que aunque en el Programa del Moncada se había 
establecido claramente, como uno de los objetivos inmediatos de la revolución 
triunfante, la restauración de la Constitución de l940, tan temprano como en el mes de 
febrero de l959 se aprueba por el nuevo poder revolucionario un nuevo texto 
constitucional denominado, Ley Fundamental.  
De hecho la nueva Constitución fue la reproducción del texto de l940, especialmente 
en su parte dogmática. Sin embargo, en la parte orgánica se introdujeron algunos 
cambios sustanciales: el antiguo Poder Legislativo integrado por el Congreso 
bicameral (Senado y Cámara de Representantes) quedó eliminado y sus facultades 
legisferantes pasaron al Consejo de Ministros, que a su vez constituía, junto al 
Presidente de la República y el Primer Ministro, (cargo que se mantuvo) el Ejecutivo de 
la nación. Otras  reformas se refirieron a la estructura de los Tribunales y, 
especialmente a la modificación del Art. 24 de la Constitución del 40 , en cuanto que 
ahora se franqueaba la posibilidad de procesos de expropiación sin previa 
indemnización, lo cual era un prerrequisito esencial para posibilitar el cumplimiento 
del elemento cardinal del aludido Programa del Moncada, esto es, la realización de una 
raigal reforma agraria. 

                                                        
257 Sobre el pensamiento de Kelsen al respecto puede consultarse cualquiera de las ediciones de su obra cumbre, 

La teoría pura del Derecho. 
 
258 El general Cantillo había convenido con el Alto Mando del Ejército Rebelde la rendición incondicional del 

ejército de la tiranía y la entrega del tirano Batista a la justicia revolucionaria. Sin embargo, traicionando ese 
acuerdo pretendió, cuando el tirano se fugó del país, en la madrugada del 1ro de enero de l959, producir un golpe 

de estado, y quiso colocar en la presidencia de la república a una figura oscura, el magistrado José M. Piedra, de 

la Sala de Garantías Constitucionales y Sociales del Tribunal Supremo. Este intento golpista fue abortado gracias 
a la huelga general revolucionaria que desató el país, al llamado de la Sierra Maestra. 
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Si la Ley Fundamental de 1959 fue una nueva Constitución o si fue simplemente una 
adecuación de la del 40, forma parte de un debate que no ha concluido entre los 
constitucionalistas cubanos. Los que no están en los intríngulis de la ciencia del Derecho 
podrán pensar que nada más fácil que preguntar a los protagonistas, a los que hicieron las 
veces de constituyentistas en 1959. Sin embargo, lamentablemente esas opiniones serían 
sólo unas entre otras igualmente válidas, porque representarían lo que los juristas llamamos 
la ratio legislatoris, es decir, la razón del legislador, lo que él quiso, lo cual no siempre se 
compadece de la verdadera ratio legis, que es tanto como decir, la razón misma de la ley, la 
cual se comporta como un hijo que crece y se emancipa, echa a andar con sus propias 
piernas y actúa con su absoluta voluntad, muchísimas veces totalmente diferente de la que 
un día quiso su legislador-creador imprimirle. 
Si ese análisis se ciñe a los límites del discurso normativista o jurídico-formal poco podrá 
avanzarse en el mismo. Si por el contrario se pretende descubrir las latencias, las 
intenciones y  la voluntad contenida en ese nuevo texto constitucional, es decir, lo que en el 
mismo hay de teleológico, descubriríamos otros significados --evidentemente más sutiles, 
pero sin dudas más profundos--y alcanzaríamos un nuevo punto de vista en dicho debate. 
Con esa visión creo que el texto de 1959 no fue una simple renovación o reposición de la 
Constitución del 40, sino que fue precisamente la adopción de la misma, pero sólo como 
punto de partida, como trampolín para empresas más altas que no era difícil advertir, si no 
tanto en la letra de la ley, sí en la marcha de los acontecimientos políticos de aquellos 
momentos. 
Como hemos señalado, el nuevo gtexto constitucional  atribuyó las facultades legislativas y 
constituyentes al Consejo de Ministros, con la aprobación del Presidente de la República. 
Como acertadamente señala Julio Carreras, ―Los antecedentes de este sistema de gobierno 
están dadas en las constituciones mambisas de Jimaguayú y la Yaya, que crearon el 
Consejo de Gobierno, órgano del poder revolucionario mambí investido de facultades 
legislativas y ejecutivas.‖259 
 
La formación del nuevo sistema político de la sociedad revolucionaria  y de su 
dirección política. 
 
Si miramos a dicho sistema político en su más amplia dimensión, al producirse el 
triunfo revolucionario de l959 es notable la simplificación del mismo: los viejos 
partidos políticos se volatilizan. La agudización de las contradicciones políticas, en el 
último año de la guerra de liberación, permitió la superación radical de esas 
contradicciones, una vez obtenida la victoria: de hecho los partidos de la coalición 
gobernante e incluso los que habían jugado a un vergonzante mecanismo de 
oposición legal, estaban tan desprestigiados y comprometidos con la tiranía que no 
fue necesario proceder a la disolución de los mismos. Sus cúpulas de poder 
abandonaron el país de inmediato o se ocultaron en un silencio comprometido y 
cómplice, y esos aparatos partidistas desaparecieron, justamente, se volatilizaron. 
Apenas el partido reformista, del Pueblo Cubano, (Ortodoxo) hizo algún intento de 
reestructuración y alguna tentativa de existencia política, pero de inmediato se vio no 
solamente erosionado, sino fracturado lamentablemente por querellas intestinas en las 
que no era difícil advertir ambiciones personales de poder y, lo que era más 
importante, y significativo: sus viejos programas y proyectos, que en algún momento 
habían parecido audaces y alentadores, ahora parecían voces obsoletas; hablaban un 

                                                        
259 Carreras Collado, Julio. Ob. Cit. Pág. 508. 
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lenguaje totalmente rebasado. Ahora el pueblo pronunciaba otras palabras; elevaba 
otras aspiraciones que hacían temblar a los más medrosos y dejaban en el absurdo el 
discurso de esos viejos reformistas. 
En consecuencia, en el escenario de un sistema político que aunque unipolarizado se 
manifestaba a través de una urdimbre de partidos políticos, quedaron sólo tres fuerzas 
políticas visibles; justamente las que habían hecho la guerra a la tiranía batistiana: el 
Movimiento 26 de Julio, el Directorio Estudiantil l3 de marzo y el Partido Socialista Popular 
con su Juventud Socialista.260 
Es a partir de esta situación apenas pincelada que se inicia en Cuba, en fecha tan 
temprana como el l959, el proceso institucionalizador de la Revolución. Para algunos 
observadores e incluso politólogos, ese proceso no se registra sino hasta la década 
de los 70. Se trata, a nuestro juicio, de los que reducen el problema a su limitada 
expresión jurídico-formal. Quisiera expresar que ese proceso institucionalizador se 
inicia no sólo tempranamente, sino que además se anuda en torno a tres núcleos 
contradictorios bien visibles: de un lado la formulación de un nuevo sistema político; 
de otro la reordenación del aparato estatal, y finalmente, como reformulación de la 
―sociedad civil‖ cubana y su articulación orgánica. Ninguno de estos procesos puede 
ser entendido aisladamente, por cuanto están vinculados por una dialéctica absoluta: 
se trata, en resumen, de las determinaciones sobre el carácter del poder 
revolucionario y sus posibles tareas; en el fondo, siempre presente, la necesidad 
concientizada o no, de no sólo mantener, sino renovar los consensos políticos, de ser 
posible manteniéndolos en los altísimos niveles alcanzados al triunfo de la revolución. 
La interdependencia de los tres subprocesos es evidente. En el primer plano, es decir, 
en el correspondiente a la readecuación del mecanismo estatal, el proceso discurre en 
dos vertientes: primero que todo en la consecución de viabilidad para el aparato 
estatal, expedito y simple que se consagra en el texto constitucional de l959. De otro, 
en pos de su capacidad, no obstante su aludida simpleza, para afrontar los desafíos 
sociales y económicos que supone el cumplimiento del Programa del Moncada. 
En el primer sentido un hito fundamental está,  nuestro juicio, en la asunción por Fidel 
Castro, del Premierato, en febrero de ese mismo año l959, sustituyendo a una figura 
del más profundo conservadurismo nacional como era Miró Cardona.261 
En los primeros momentos—meses incluso—se advierte una verdadera dualidad de 
poderes: en el poder real, el que cuenta además con un desmesurado apoyo popular 
se encuentra el Ejército Rebelde y sus jefes más notables; el poder formal está en el 
gabinete lento y centrista, moderado y en ocasiones sofrenador de las 
transformaciones revolucionarias. El cambio de composición de ese ―gobierno civil‖, 
por llamarlo de algún modo, supone una redefinición del poder y su substanciación  
en un nivel más alto: ahora ese gobierno constitucional, ese gabinete, se constituye 

                                                        
260 Evidentemente que de todas las organizaciones que intervinieron en la lucha contra la tiranía de Batista, la que 
contaba con el consenso más amplio y la que había iniciado esa lucha armada y la dirigía absolutamente, era el 

Movimiento 26 de julio, liderado por Fidel Castro que comandaba al Ejército Rebelde. 

 
 
261 José Miró Cardona había sido un político francamente conservador y pro imperialista, que tenía, en su triste 

hoja de servicios, haber sido el abogado defensor del Coronel Joaquín Casillas Lumpuy, asesino del  líder 

azucarero Jesús Menéndez. Ulteriormente Miró Cardona siguió su rumbo contrarrevolucionario, pasó al exilio y 
desde allí fue uno de los cabecillas organizadores de la invasión mercenaria de Bahía de Cochinos. 
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creciente expresión del poder real y con eso adquiere no sólo una definición 
institucional superior, sino que al paralelo gana capacidad operacional. 
Pero ese nudo contradictorio no podría entenderse si no lo relacionáramos con el 
segundo elemento ya aludido, es decir, con el proceso político de institucionalización 
de lo que podemos ya calificar como sistema político de la sociedad. 
La presencia protagónica de las tres organizaciones que llevaron adelante la lucha 
insurreccional podría parecer una simplificación del tejido político del país, si lo 
comparamos con la extraordinaria diversidad de partidos políticos y grupos de presión 
que operaron en los años anteriores, pero en las nuevas condiciones políticas no 
suponía una simplificación, sino una condensación de las grandes tendencias y 
opciones políticas de aquellas horas dramáticas. Bajo una gran generalización que por 
ello puede pecar de simplismo, podría decir que el Partido Socialista Popular (PSP) 
alentaba una visión y un programa francamente antiimperialista y que avanzara al país 
hacia un proceso de conquistas de carácter socialista. Creo que no habría que 
demostrar que en los primeros momentos de la revolución ni los más soñadores de 
los viejos marxistas pensaban siquiera en la consecución de un proyecto socialista 
total para Cuba. El PSP no había estado exento de dogmatismos y esquematismos, 
tanto en sus percepciones políticas sustantivas cuanto en sus métodos de lucha, pero 
en el último período del proceso insurreccional había adquirido una visión más 
dialéctica y operativa y había logrado una inserción más coherente con el resto de las 
fuerzas revolucionarias, especialmente con el 26 de Julio, no obstante el lastre de 
prejuicios que habían sembrado más de cinco décadas de orgánica propaganda 
anticomunista.  
El Movimiento 26 de julio, sin dudas fuerza principal de la lucha armada y organización 
con el más alto consenso popular; elemento hegemónico en fin, estaba muy lejos de 
disponer de  unidad ideológica en su seno. 
En realidad no era difícil advertir un ala muy radical, de extrema izquierda, que se 
identificaba simplemente por su discurso antiimperialista, libertario, agrarista, de 
justicia social y con ciertos matices socialistas; un ala centrista y hasta un ala 
conservadora, moderadamente derechista, que se alimentaba, sobre todo aunque no 
absolutamente, de los elementos de la burguesía nacional que habían adherido al 
movimiento, especialmente en su llamada Resistencia Cívica y de elementos de la 
pequeña burguesía. 
Con el Directorio l3 de marzo ocurría otro tanto. Por supuesto que en tales 
circunstancias había dos opciones muy simples: a) dejar que se desencadenara un 
proceso político de diferenciaciones paulatinas o, b) pasar a luchar a toda costa por 
encontrar puntos de contacto y unidad de esas fuerzas. 
La primera opción hubiera sido suicida para el proceso revolucionario, si no perdemos 
de vista que desde los primeros meses estuvo acechado por  los emigrados de los 
primeros momentos (criminales de guerra, comprometidos con la tiranía, personeros 
de la oligarquía nacional, etc.), los cuales contaron con el apoyo visible y temprano de 
la administración norteamericana. 
Creo que hay que subrayar que la primera decisión institucionalizadora  consciente y 
consecuente fue, justamente, la lucha por la unidad de las fuerzas revolucionarias en 
el sistema político. Quizás la más importante de las percepciones de la dirigencia 
revolucionaria fue y ha sido comprender la importancia de la unidad en las difíciles 
condiciones en que ha tenido que desenvolverse, durante casi cuarenta años, el 
proceso político cubano. 
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Ahora bien, ese ideal de unidad, segundo núcleo contradictorio del proceso que 
estamos pretendiendo significar, no podía afrontarse de espaldas al tercer elemento 
de contradicción, esto es, que no podía hacerse al margen del pueblo, desbordado y 
radicalizado; al margen de una nueva sociedad civil que se estaba organizando en 
inusitadas condiciones de protagonismo político. 
Y es en relación con ese ángulo del problema que se produce, a nuestro juicio, uno de 
los mecanismos más interesantes, auténticos y autóctonos del proceso revolucionario 
cubano y de su institucionalización. Me estoy refiriendo a la permeabilidad del aparato 
estatal por la sociedad civil; a la mezcla singularísima de esa sociedad civil con el 
resto del sistema político; al protagonismo directo de la misma y a su estructuración 
totalmente novedosa. 
Se trata de que el pueblo, con las armas en la mano, realizando ya verdaderas hazañas 
políticas y sociales como la campaña de alfabetización, la formación de las Milicias 
Nacionales Revolucionarias, etc. empieza a organizarse en novedosas organizaciones 
sociales, ( su magnitud lleva al apelativo a veces manido de organizaciones de masas) 
o retoma otras ya existentes y les brinda un nuevo contenido y las provee de 
singulares objetivos. 
De ese modo podríamos decir que la creciente participación de la sociedad civil en las 
actividades políticas o, en otras palabras, la permeabilidad del sistema político y el 
Estado por la sociedad civil, establece un nivel de participación democrática de 
amplísimas masas de población como antes se había siquiera soñado. Esto radicaliza 
el proceso y facilita el reacomodo del aparato estatal en un avance hacia su mayor 
radicalización política y, al paralelo, todo ello se inscribe en un sistema político que 
marcha cada vez más conscientemente hacia la unidad de las fuerzas políticas que 
han intervenido en la toma del poder.  
En ese último sentido, en l965 termina un proceso de unidad de las fuerzas 
revolucionarias, iniciado en los primeros meses de l960 con la unión de esas 
organizaciones que combatieron a la tiranía, las cuales se integraron—conservando no 
obstante, aunque por muy poco tiempo, su autonomía orgánica---en las llamadas 
Organizaciones Revolucionarias Integradas, (ORI) que ya en l962  pasan a constituirse 
como un partido político, perdiendo definitivamente sus respectivas estructuras 
particulares. Así surge el Partido Unido de la Revolución Socialista, (PURSC) que, en l965 
se vertebra como partido marxista-leninista, elige su comité central y adquiere el 
nombre actual de Partido Comunista de Cuba. 
Este proceso, desde la óptica jurídico-formal se registra únicamente en relación con 
algunas e importantísimas disposiciones jurídicas, a las cuales me referiré de 
inmediato, y cuanto más, con referencia a algunos ajustes funcionales del aparato 
central de poder, es decir, el Consejo de Ministros y lo que podríamos llamar, 
administración central del Estado. 
Sin embargo, he querido subrayar que, a mi juicio, la médula del proceso 
institucionalizador, anudado en torno a los núcleos contradictorios expuestos fue 
mucho más importante, profundo y decisivo, dado que de lo que se trataba era, nada 
menos que del comienzo de la articulación de un modelo de sistema político 
coherente, estructurado en torno a un partido único y con el objetivo de definir, 
legitimar y brindar soporte funcional a la alternativa socialista, que queda definida 
explícitamente desde l96l, con un enorme apoyo popular. Por demás, creo que no se 
trata exclusivamente de lo concerniente a la aludida alternativa socialista, sino que 
asumida ésta dentro del esquema orgánico del leninismo. 
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Está claro entonces que los ulteriores pasos de institucionalización se mueven dentro 
de ese esquema orgánico, político e ideológico. 
Quisiera aludir entonces sólo a algunos particulares referentes a los reajustes 
institucionales del aparato estatal y del sistema jurídico. 
 
 
Las primeras disposiciones jurídicas del gobierno revolucionario. 
 
Para algunos observadores ese periodo de institucionalización es seguido a través de 
la cancelación de algunos ministerios, la conversión de otros en sus equivalentes o 
incluso la creación de algunos novedosos. Sin embargo, tras estos movimientos se 
estaba definiendo algo mucho más importante y decisivo: el derrumbe del viejo 
mecanismo estatal y la articulación de uno nuevo, correspondiente a las dimensiones 
que imponía la formación de una sociedad socialista. 
En varias ocasiones he reiterado que la historia del proceso revolucionario cubano a partir de 
1959 y hasta bien entrado el año 61 podría descubrirse en las pistas que nos brinda la 
copiosa legislación que se dicta en aquellos meses en que comienza a cumplirse el 
Programa del Moncada y la etapa democrático-revolucionaria se recorre en medio de una 
verdadera oleada de desbordamiento popular, imbricándose con las primeras tareas de lo 
que hemos calificado como segunda etapa o de inicio de las transformaciones socialistas, sin 
que se produjera solución de continuidad entre una y otra y bajo la misma dirección y 
liderazgo revolucionario. 
A pesar de todas las discusiones, calumnias e interpretaciones equívocas, lo cierto es que el 
castigo de los criminales de guerra de la tiranía se impuso siempre mediante procesos 
judiciales, por tribunales competentes, (aunque algunos les impugnan haber sido creados ad 
hoc), y a partir de leyes, que también para otros constituían una violación del viejo principio 
siempre aceptado del nullum crimen et nulla poena sine previa lege poenale.  No me parece 
que a estas alturas ese debate arroje alguna luz importante sobre la naturaleza misma de lo 
que ocurrió y sobre su contenido ético e histórico. Por supuesto que podría reabrirse 
infinitamente en el plano técnico, pero poco aportaría a una valoración esencial del proceso. 
Porque lo cierto es que en todo caso no es fácil encontrar en la historia moderna un 
movimiento revolucionario vencedor que haya actuado con tantos escrúpulos formales como 
se  hizo en el proceso cubano en este asunto al que me refiero. 
En este sentido, la Ley 1, de 5 de enero de 1959 suprimió los Tribunales de Urgencia, 
aparato dócil judicialmente a la tiranía batistiana y la disolución de la Sala Segunda de lo 
Criminal del Tribunal Supremo. La Ley 33 de 29 de enero de 1959 modificó el Reglamento 
No. 1 del Ejército Rebelde promulgado en la Sierra Maestra el 21 de febrero de 1958 
disponiendo entonces que las autoridades militares revolucionarias conocieran de todas las 
faltas cometidas por los miembros del Ejército de la tiranía y conocieran también de los 
delitos de asesinato, homicidio, lesiones a detenidos y prisioneros, violación, incendio o 
daños, robo o saqueo cometidos por los militares o civiles al servicio de la tiranía . Asimismo 
declaró aplicables, con carácter supletorio, en tanto no contradijeran lo dispuesto en el 
Reglamento 1 del Ejército Rebelde, a la Ley Penal de Cuba en Armas, aprobada durante la 
Guerra de Independencia y las disposiciones del Código de Defensa Social, así como la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal de 1882. 
Es también harto conocido que las medidas que iban dando cumplimiento al aludido 
Programa del Moncada se fueron adoptando, todas, mediante adecuados instrumentos 
legales, es decir, leyes aprobadas por el Consejo de Ministros, dotado de facultades 
legislativas, o por otros instrumentos jurídicos dictados por cada ministerio. 
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Me parece que un rasgo que sobresale en toda aquella producción jurídica es, a mi juicio 
fuera de toda duda, el altísimo nivel técnico de aquellas normativas, todas redactadas con un 
elevado lenguaje en el que se conjugaban, con galanura poco común, los propósitos 
políticos, sociales y económicos de cada preceptiva, con los más exigentes requerimientos 
técnico-formales. Incluso quisiera significar que ante posibles controversias en torno a la 
retroactividad o no de algunas disposiciones, a la luz de una sutil interpretación de lo que la 
doctrina jurídica burguesa había consagrado como teoría de los derechos adquiridos, se 
procedió con extraordinarios escrúpulos jurídicos y se concedió a algunas pragmáticas el 
rango de leyes constitucionales, como fue el caso de la Ley de Reforma Agraria y con ello se 
santificó, también explícitamente, su posible alcance retroactivo. 
Quisiera subrayar que cuando hablo de la consagración jurídica de los actos                                     
revolucionarios en esos años aludidos, no estoy circunscribiendo esa afirmación a las que 
pudiéramos llamar "grandes leyes" que justamente dan cumplimiento al Programa del 
Moncada. Es que en todos los pormenores del quehacer del flamante estado revolucionario 
se siguió, de manera casi puntillosa, un extraordinario rigor jurídico.  
Véase al respecto la copiosa producción de Proclamas y Leyes del Gobierno 
Revolucionario, dictadas en el apretado lapso de sólo un mes, en enero de 1959.  

Es notable en este sentido que desde las decisiones más trascendentales y diría que 
solemnes, hasta las que se referían a cuestiones puramente procedimentales, tuvieron una 
plasmación jurídica que resulta admirable. Quisiera sólo recordar algunas de esas Proclamas 
y preceptivas, sin ánimo exhaustivo, sino sólo para ofrecer algunos botones de muestra de lo 
que he significado: el mismo día 2 de enero, el designado Presidente de la República  Dr. 
Manuel Urrutia Lleó, dicta una Proclama Al Pueblo de Cuba, en la que dice que 

"Considerando los altos merecimientos del Dr. Fidel Castro Ruz, al servicio de la patria como 
Jefe de la Revolución que ha derrocado el régimen tiránico instaurado el día 10 de marzo de 
1952, vengo en nombrarlo Comandante en Jefe de las Fuerzas de Aire, Mar y Tierra de la 
República de Cuba." A nadie escapará que esa decisión era un producto natural de los 
hechos político-militares, y estaba en el entendido del Ejército Rebelde y de toda la 
población, de modo que su proclamación era algo más que un acto constitutivo, y tampoco 
puede ser entendido como un simple gesto declamatorio. Era, por el contrario, muestra de 
ese apego a lo jurídico-formal.  
Con igual significado vemos la Proclama del 5 de enero en la que el presidente dice que él, 
"... proclamado presidente provisional de la República el día primero de enero..por el pueblo 
en armas en la heroica ciudad de Santiago de Cuba, ante el cual juré y tomé posesión de mi 
cargo, en el deber ineludible de resolver la situación que plantea la necesidad de proveer el 
ejercicio de la potestad legislativa que corresponde al Congreso de la República, según la 
Constitución de l940, al asumir el Poder Ejecutivo.." Y entonces resuelve nada mas y nada 
menos que declarar cesantes en sus cargos a las personas que detentaban la Presidencia 
de la República y las funciones legislativas, y declarar disuelto el Congreso de la República y 
asimismo declarar cesantes a Gobernadores, Alcaldes y Concejales. Por supuesto que 
ninguno de esos cesanteados estaba a esas alturas en el país, y menos en ánimo de 
reivindicar sus viejas prebendas. De lo que se trataba, insisto en ello, era de otorgar 
consagración jurídico-formal a lo que eran hechos irreversibles, derivados del triunfo de la 
lucha armada. Se me antoja pensar que era algo así como decir que no bastaba, para la 
mirada de aquellos hombres, con la fuerza de las armas; que sobre esa fuerza erigían, con 
todo el poder de la legitimidad, la consagración legal, ciudadana, civilizada y permanente. 
Insisto en que esa producción legal cubrió un espacio que fue de lo más trascendental hasta 
los detalles más nimios, como quien no quería que quedara suelto ningún hilo de aquel 
nuevo tejido político-social que nacía bajo consagración jurídica. En ese sentido es notable 
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un crecido número de reformas constitucionales, disponiendo algunas, para sólo mencionar 
singulares ejemplos, la suspensión de la vigencia de los preceptos constitucionales que 
establecían edades mínimas y tiempo mínimo de ejercicio profesional para el desempeño de 
cargos públicos.(G.  O .no.4 de 13 de enero de 1959); suspendiendo la inamovilidad de 
funcionarios judiciales y fiscales, junto a otras                                                          
trascendentales como el establecimiento de la retroactividad de la ley penal cuando se 
tratare de crímenes cometidos por personeros de la tiranía derrotada o suspendiendo la 
vigencia del recurso de habeas corpus por el término de 90 días y sólo en relación con 
personas sometidas a la jurisdicción de los Tribunales Revolucionarios, por delitos cometidos 
durante la guerra. 
Sin embargo, hubo un conjunto de grandes leyes en torno a las cuales se anudaron las 
grandes expectativas políticas y las primeras y más violentas contradicciones, no sólo con la 
oligarquía nacional, sino con el imperialismo yanqui. 
 
La Ley de Reforma Agraria. 

 
De hecho la primera ley que conmociona la estructura política y abre un abismo entre las 
clases en Cuba fue la Ley de Reforma Agraria. 
Esa primera Ley de Reforma Agraria estaba lejos de tener un contenido socialista. Era sólo 
una disposición nacional liberadora, que reivindicaba la tierra en manos del que la trabajaba 
y se enfrentaba a los latifundistas absentistas y extranjeros. 
La Ley fue firmada en la Comandancia General de La Plata, el 17 de mayo de 1959. Lo más 
significativo de ella es que realmente proscribe el latifundio y determina que el máximo de 
tierra que puede poseer una persona natural o jurídica es de 30 caballerías. Las cantidades 
que excedan esos límites serían y fueron  expropiadas por el Estado para destinarlas a su 
distribución entre los campesinos que pudieran trabajarlas. 
La ley, golpeando las estructuras semifeudales de nuestra agricultura prohibió los contratos 
de aparcería o cualquiera otro que estableciera el pago de rentas en forma de participación 
proporcional en los productos. 
Al mismo tiempo estableció el mínimo vital de cada familia campesina de cinco personas, en 
2 caballerías de tierra fértil, natural, sin regadío especial, normalmente distante de los centros 
urbanos y dedicada a cultivos de rendimiento medio. Ese patrimonio familiar básico gozaba 
de los beneficios de ser inembargable e inalienable, según establecía el Art. 91 de la Ley 
Fundamental. 
Las tierras que los campesinos recibieron como consecuencia de esa Ley no podían ser 
trasmitidas por otro título que no fuera el hereditario, o la venta al Estado o la permuta 
debidamente autorizada. Tampoco se podían establecer sobre dichas tierras congtratos de 
arrendamiento, aparcería, usufructo o hipoteca. 
Los campesinos beneficiados fueren colonos, subcolonos, arrendatarios, subarrendatarios, 
aparceros o precaristas, recibían la tierra gratuitamente hasta 2 caballerías. Si la tierra 
cultivada excedía esa cantidad se le permitía tener hasta 5 caballerías pero pagando al 
Estado su compra o al antiguo propietario, según el caso. 
La Ley creó el Instituto Nacional de Reforma Agraria como organismo encargado de la 
aplicación de las nuevas medidas revolucionarias. 
Quisiera significar que el Instituto Nacional de Reforma Agraria no sólo tuvo la importancia de 
ser el mecanismo estatal que llevó adelante la ejecución de la gran revolución agrícola que 
significó la Ley de Reforma Agraria, sino que desempeñó a mi juicio un papel singular en el 
complejo proceso de institucionalización y estructuración de la nueva maquinaria estatal 
revolucionaria. 
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Para algunos observadores el  periodo de institucionalización es seguido a través de 
la cancelación de algunos ministerios, la conversión de otros en sus equivalentes o 
incluso la creación de algunos novedosos. Sin embargo, tras estos movimientos se 
estaba definiendo algo mucho más importante y decisivo: el derrumbe del viejo 
mecanismo estatal y la articulación de uno nuevo, correspondiente a las dimensiones 
que imponía la formación de una sociedad socialista. 
Alguien avizoró claramente en Cuba que este proceso había tenido desde su inicio una 
manifestación singular a través de la formación del Instituto Nacional de Reforma 
Agraria, organismo creado ad hoc para llevar  adelante la primera Ley de Reforma 
Agraria, de mayo de l959(l3) 
En la práctica el Instituto Nacional de la Reforma Agraria devino una suerte de cuartel 
general de lo más radical e izquierdista dentro del mecanismo estatal cubano, pero lo 
que es más importante aún, fue constituyendo el embrión de un nuevo aparato estatal, 
en la misma medida en que centró la estrategia de transformación más importante de 
la estructura socioeconómica del país. Las nuevas direcciones, departamentos o 
cualquier otra forma estructural que iban surgiendo en el INRA anticipaban  realmente 
los requerimientos esenciales de la nueva maquinaria estatal: así surgió, para sólo 
señalar algunos ejemplos, la dirección de Industrialización, de la cual saldría el 
novísimo Ministerio de Industrias; la dirección de comercialización, que señalaría los 
rumbos de los ministerios de Comercio Interior y Exterior etc. 
Con eso quiero significar únicamente que los reajustes y constantes modificaciones 
que se producen en la llamada administración central del Estado hasta la década de 
los 70 no obedecen a preconcepciones formales, sino a una dinámica política que 
refleja la otra dinámica determinante, es decir, la que responde a los ingentes 
requerimientos económicos del país; y quiero connotar además que este proceso 
discurre siempre, como todos, en medio de más o menos agudas contradicciones. Es 
la oposición de las tradiciones administrativas con las nuevas prácticas y estilos de 
dirección, espontáneos, ingenuos, desorganizados muchas veces, pero con la enorme 
ventaja de ser auténticos y capaces de brindar espacios protagónicos a grandes 
masas de la población. 
Muchas veces se acotó, y en eso insistió incluso el Comandante Che Guevara, que el 
gobierno revolucionario se caracterizó, durante mucho tiempo, por su estilo 
guerrillero. Se aludía de ese modo a su movilidad, improvisación, falta de 
estructuración a niveles macro estatales o centrales. 
 

La Ley de Reforma Urbana. 
 
Fue quizás la segunda de las leyes revolucionarias que fueron caracterizando el 
período de la primera etapa de la revolución. Esta ley fue promulgada el 14 de octubre 
de 1960 y fue la manera en que el gobierno revolucionario enfrentó, de inicio, la crisis 
de vivienda que sufría el país desde tiempos inmemoriales. De hecho esa Ley fue la 
continuación de una primera que redujo a la mitad el precio o el valor de los 
arrendamientos urbanos, es decir, de los alquileres de las viviendas. 
A partir de esos nuevos precios se dicta entonces esta ley de 14 de octubre en la que 
se proclama que toda familia tiene derecho a una vivienda decorosa y que el estado 
hará efectivo ese derecho. En consecuencia, anuló todos los contratos de 
arrendamiento, de subarrendamiento o de cualquier otro negocio jurídico que 
supusieran la cesión parcial o total de un inmueble urbano y convirtió esos contratos 
en contratos de compraventa, en gracia de lo cual los antiguos arrendatarios devenían 
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compradores de sus viviendas, según los precios de amillaramiento de las mismas y 
en mensualidades que correspondían exactamente con las mantenidas en los 
anteriores arrendamientos o subarrendamientos, ahora reducidos a la mitad. 
Estableció que la propiedad de las ciudadelas o casas de vecindad, solares o 
cuarterías, que con todos esos nombres se conocen, se transferiría absolutamente al 
Estado, de forma gratuita sin que sus propietarios recibieran indemnización de ningún 
tipo. 
La Ley dispuso la cancelación de los gravámenes hipotecarios existentes y prohibió el 
establecimiento de nuevos y finalmente constituyó el llamado Instituto de Reforma 
Urbana, encargado de la aplicación de la Ley  y de todo lo concerniente a las viviendas 
en el país. 
Para asegurar la jerarquía de esa normativa, la ley fue declarada parte de la 
Constitución o de la Ley Fundamental y por ello disfrutaba de fuerza y jerarquía 
constitucional. 
 

Las leyes de nacionalización. 
 
Sin embargo, el proceso más profundo es el que está contenido en las leyes de 
nacionalización que de hecho franquearon el camino de tránsito de la etapa primera de 
la Revolución, la ya mencionada fase democrático revolucionaria, agraria y 
antiimperialista,  la segunda fase o etapa, la socialista. 
Como se señaló en la Plataforma Programática del PCC y se ratificó en el Programa del 
Partido, esa segunda etapa se produjo sin solución de continuidad, en un brevísimo 
lapso y bajo la misma dirección revolucionaria, con el mismo liderazgo político. 
Repito que las leyes de nacionalización fueron la canalización jurídica hacia la fase 
socialista de la Revolución. 
Por ello no es posible dejar de mencionar aquellos hitos legales que cambiaron la Historia de 
Cuba de la manera más radical y también más epopéyica. 
Mediante la Ley 85l, del 6 de julio de 1960, el Consejo de Ministros, investido de la facultad 

legislativa, confirió autorización al Presidente de la República y al Primer Ministro para dictar 
resoluciones disponiendo la nacionalización, mediante expropiación forzosa, y su 
adjudicación en pleno dominio en favor del Estado cubano, de todos los bienes y empresas 
ubicadas en el territorio nacional, y de los derechos y acciones emergentes de la explotación 
de esos bienes y empresas, que eran propiedad de las personas jurídicas nacionales de los 
Estados Unidos. 
Entonces, al amparo de esa autorización, se dictó la Resolución de nacionalización de 26 
empresas norteamericanas, el 6 de agosto de 1960. 

Este había sido el contragolpe más fuerte que la Revolución daba a las agresiones 
norteamericanas. Respondió de este modo a la eliminación de nuestra cuota azucarera y,                                                             
al boicot de las empresas petroleras que se negaban a refinar el petróleo procedente de la 
Unión Soviética, y en fin,  como se fundamenta en la Resolución de agosto de 1960, ella es 
la respuesta a  la actitud de constante agresión del Gobierno y del Congreso de los Estados 
Unidos, con fines políticos, contra los intereses fundamentales de la economía cubana; la 
manera de afrontar la necesidad que tiene la Nación Cubana de resarcirse de los daños 
causados en su economía y de afirmar la consolidación de la independencia económica del 
país; la inevitable respuesta a la continua estafa a la economía nacional, al desacato a las 
leyes del país y  a la elaboración de un criminal plan de boicot  por parte de las compañías 
petroleras norteamericanas; se respondía así, además, al deber de los pueblos de América 
Latina de recuperar sus riquezas nacionales y al deber de Cuba  de ser ejemplo luminoso y 
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estimulante para los pueblos subdesarrollados del mundo en su lucha por librarse de las 
garras brutales del Imperialismo. 
Un poco después, el 15 de octubre de ese mismo año 1960 se dictaba la Ley de 
Nacionalización de una larga lista de empresas cubanas, con lo que, de hecho, se 
cambiaba ya el rumbo y el contenido de la Revolución. 
La fundamentación también fue sumamente elocuente: esas medidas eran una exigencia del 
desarrollo económico de la Nación, que sólo puede conseguirse mediante la planificación de 
la economía; las grandes compañías privadas han seguido una política contraria a los 
intereses de la Revolución y las grandes empresas importadoras constituyen un obstáculo a 
la ejecución de la nueva política de comercio exterior. Además, como allí se declaraba con 
palabra inflamada, las grandes empresas han creado alarma y confusión  en sectores de la 
economía nacional y otras han financiado a grupos contrarrevolucionarios, en alianza con el 
imperialismo internacional y, ante todo ello, el Gobierno Revolucionario debe liquidar 
definitivamente el poder económico de los intereses privilegiados que conspiran contra el 
pueblo y que jamás se podrán adaptar a la realidad revolucionaria de nuestra Patria. 
Seguir la letra y el contenido de esas disposiciones es asomarnos a los más soberbios 
momentos de radicalismo y de desbordamiento popular; es reencontrar la embriaguez de 
aquella juvenilia justiciera y escuchar de nuevo la voz atronadora del pueblo cantando sus 
himnos de lucha y de victoria. Increíblemente, quizás en ningún otro espacio se encuentre 
más vívida expresión de aquella epopeya que en dos lugares y medios de expresión 
aparentemente opuestos: de un lado, en la poesía de Guillén, que deja testimonio 
asombrado y delirante de aquella noche de viraje, cuando en el Estadio del Cerro, (hoy 
Latinoamericano) Fidel perdió la voz y tuvo que ser sustituido por Raúl, leyendo esas 
nacionalizaciones: "Te lo prometió Martí y Fidel te lo cumplió, yo lo vi" dijo entonces Nicolás. 
La otra expresión es, precisamente, la retórica inflamada y de singular belleza literaria de 
aquellas prescripciones jurídicas. Leerlas de nuevo es retomar las pistas de aquel proceso de 
calidad continental. 
De lo que no cabe dudas, además, es de que esas pistas nos ilustran de la existencia de un 
proceso contradictorio en el seno del sistema jurídico: por un lado se trata ya, de manera 
abierta y consecuente, de proceder al desmontaje de lo que entonces se comenzó a llamar 
"la legalidad burguesa" y a un pretendido montaje paralelo de lo que con gran euforia 
calificábamos ya de "legalidad socialista." 
Sin embargo, pronto aprendimos que es más fácil desmontar, romper o fracturar un                                                                                               
sistema jurídico que construir uno en sustitución del cancelado. De hecho los cimientos 
éticos y funcionales de la legalidad burguesa, incluso sus matrices conceptuales y sus 
fuentes jurisferantes fueron rápidamente barridas, pero en su lugar no era posible remontar 
un nuevo sistema jurídico. Con cierta grandilocuencia se hablaba ya, en los finales de la 
década de los 60, del sistema socialista.  
 
Otras disposiciones jurídicas del período. 
 
La  Ley 1 de 5 de enero de 1959 que abrogó los Tribunales de Urgencia y y disolvió la 
Sala Segunda de lo Criminal del Tribunal Supremo, porque tanto unos como la otra 
habían sido obsecuentes instrumentos de la tiranía en la represión y persecución de 
los revolucionarios. 
 
La Ley 112 de 27 de febrero de 1959 dispuso la confiscación de todos los bienes del 
tirano Batista y asimismo estableció igual confiscación cuando se comprobaba que 
cometieron delitos de malversación o de enriquecimiento ilícito al amparo de la tiranía, 
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a las personas electas en la farsa electoral de 1954; a personeros de la política de la 
tiranía; a los que habían sido electos en la farsa electoral de 1958; a los oficiales y 
militares que habían participado en el golpe de Estado; al Presidente del Banco 
Nacional de Cuba, del Banco de Fomento Agrícola e Industrial, del Tribunal Superior 
Electoral y del Tribunal Supremo de Justicia y al Secretario General de la 
Confederación de Trabajadores de Cuba que se  había plegado a la tiranía y había 
actuado como movimiento sindical amarillo contra la revolución y los auténticos 
intereses de la clase obrera. 
 
La Ley 425 de 7 de julio de 1959 que calificó como delitos contrarrevolucionarios los 
atentados a la integridad y estabilidad de la Nación, los delitos cometidos contra los 
poderes del Estado y todas las figuras delictivas que eran recogidas en el Capítulo IV 
del Código de Defensa Social. Esa ley elevó las sanciones aplicables a estos delitos y 
aligeró los trámites para su enjuiciamiento.  
 
La Ley 600 de 16 de octubre de 1959 que creó el Ministerio de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias.; disolvió el viejo ejército cubano, la Marina de Guerra y la Policía, el 
Estado Mayor Conjunto y los Cuerpos y Servicios Auxiliares adscriptos a los mismos. 
Las Fuerzas Armadas Revolucionarias estarían integradas por el Ejército Rebelde; la 
Fuerza Aérea Rebelde, La Marina de Guerra Revolucionaria y la Policía Nacional 
Revolucionaria. 

 
HEDC 
 
CAPÍTULO XIII. 
 
LA ETAPA SOCIALISTA DE LA REVOLUCIÓN. 
LA PROVISIONALIDAD INSTITUCIONAL HASTA 1975. 
 
 
El avance hacia la construcción del socialismo y la formación del sistema jurídico socialista. 
 
Las medidas nacionalizadoras antes indicadas abrieron el camino a la formación de un 
sistema económico socialista. Estaban además creadas las condiciones subjetivas para que 
el pueblo asumiera el nuevo rumbo de la revolución. Como se indicó en el Programa del 
Partido aprobado en su Segundo Congreso, el paso de la etapa nacional liberadora, agraria y 
antiimperialista a la etapa socialista se produjo rápidamente, sin solución de continuidad y 
bajo la misma dirección y liderazgo revolucionario. 
Cuando son enterrados el día 16 de abril de 1961 las víctimas del bombardeo 
norteamericano a los aeropuertos cubanos, que preludiaba la agresión mercenaria, Fidel 
proclama el carácter socialista de la Revolución y se produce un verdadero desbordamiento 
popular, un paroxismo de alegría y de compromiso con la obra revolucionaria. Horas mas 
tarde las formaciones de milicianos, policías y del Ejército Rebelde marchan a enfrentar al 
enemigo y le infligen una aplastante derrota en menos de 72 horas. Lo significativo es que, 
como dijera posteriormente el Che, los hombres que cayeron en aquellos combates murieron 
ya bajo las banderas del socialismo, defendiendo el ideario socialista, la causa de los 
obreros, los campesinos y los humildes. 
Entonces empezó una etapa de durísimo bregar y de constantes acechanzas y agresiones 
por parte del imperialismo norteamericano, que nunca han concluido. 
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En medio de ellas empezamos a echar los cimientos del nuevo sistema de Derecho 
socialista. 
En medio de esos años de luchas enormes Cuba recibió el apoyo del campo socialista y 
especialmente de la Unión Soviética. Gracias a las ayudas recibidas de los hermanos de 
Europa del Este pudimos mantener la capacidad defensiva de nuestras fuerzas armadas y 
solventar las necesidades esenciales de nuestro pueblo, al tiempo que echábamos las bases 
del despegue en el camino del desarrollo económico. 
Por supuesto, de hecho estos fueron los años en que comienza la inclinación del proceso 
cubano hacia fuertes influencias procedentes del campo socialista, que alcanzan no sólo el 
terreno económico, militar y de la técnica, sino que por esas vías se imponen también en el 
campo de lo jurídico. De ahí que, según mi percepción, en los años primeros de la década de 
los 70 en torno al sistema jurídico cubano se anuden varias contradicciones importantes: de 
un lado, el aludido enfrentamiento entre un sistema jurídico que ya resulta obsoleto por su 
contenido normativo y su fundamentación ética, que es el anterior sistema burgués ( y que es 
el sostenido sobre las matrices del sistema romano-francés) y otro nuevo, que no acaba de 
conformarse y que se va apenas improvisando en medio de una copiosa legislación muchas 
veces inorgánica y falta de articulación sistémica. Pero al paralelo se anuda otra 
contradicción, a saber, entre una tendencia de respeto al ordenamiento jurídico, que como 
hemos visto está enraizada en lo más puro de la tradición revolucionaria cubana y una 
posición nihilista con respecto al derecho, que parece ser común en procesos revolucionarios 
profundos como el que vive Cuba en esos momentos y, al paralelo, un tercer nudo 
contradictorio que está íntimamente relacionado con los anteriores y que podría sintetizarlo 
como el enfrentamiento entre la tradición técnico-jurídica de nuestras raíces hispánicas y 
romano-francesas, frente a la creciente influencia de los principios técnicos procedentes de 
Europa del Este y, particularmente de la Unión Soviética. 
En el fondo de todos estos sistemas de contradicciones crece la influencia del normativismo 
kelseniano y la cancelación de un pensamiento iusfilosófico adecuado, que sirva de derrotero 
a las nuevas orientaciones que requiere el montaje del pretendido nuevo sistema de derecho 
socialista. 
Un rasgo caracterizante de este proceso es la verdaderamente curiosa y singular 
supervivencia de normativas, incluso de la época colonial, a las cuales se brindan 
interpretaciones y adecuaciones  en ocasiones sorprendentes y que logran su 
armonización con los nuevos tiempos. No hay que olvidar que incluso Lenin había 
aludido a esa posibilidad de empleo extensivo de las  normas burguesas para 
completar las regulaciones jurídicas en la nueva sociedad.  
Y como ya indicaba, en Cuba también el proceso de reconstrucción del sistema 
jurídico coincide, como en casi todos los países que realizan revoluciones profundas, 
con un evidente nihilismo jurídico. Se abrieron paso, en aquellos años, concepciones 
ingenuas e idealistas sobre el desarrollo de la sociedad, el cual debía producirse 
espontáneamente, a partir de la transformación de las relaciones sociales de 
producción, y en ese sentido                                                                                                                                    
llegaba a predecirse el arribo al estadio socialista en el cual desaparecerían incluso los 
delitos y las conductas antisociales. (Margorie S. Zatz  l994) 
Esta situación tuvo impacto incluso en el ámbito académico. Se redujeron 
notablemente las matrículas de la entonces Escuela de Ciencias Jurídicas y 
enflaqueció el currículo de la carrera de Derecho.262 

                                                        
262

 Efectivamente en esos años el currículo de los estudios de Derecho enflaqueció lamentablemente, al punto de que 

durante dos cursos, los estudios que siempre habían sido de cinco años, se redujeron a cuatro en tanto desaparecían 
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Sin embargo, es justo consignar que ese lapso de nihilismo jurídico tuvo en Cuba 
menor                                                        duración que en otros países que hicieron 
revoluciones radicales. De hecho, ya a las alturas del Primer Congreso del Partido se 
adopta una línea política marcadamente institucionalizadora, y el concepto de 
institucionalización se extiende o se acentúa incluso, más que en la estructuración del 
aparato estatal, o al paralelo de ello, en la  vertebración adecuada del sistema de 
Derecho. 
Lo cierto es que desde l975 se había percibido claramente la voluntad política de 
alcanzar lo que se llamaba ya entonces, el perfeccionamiento del sistema de Derecho  
socialista. Esa voluntad política se encausaba en la dirección jurisferante ya aludida, 
pero la misma provocaba un inevitable movimiento doctrinal, con eco importante en 
las Facultades de Derecho del país, que se enderezaba a profundizar en la noción del 
sistema de derecho; en todo lo concerniente al mecanismo de regulación jurídica de la 
sociedad; a la reconsideración incluso de la vieja categoría, legalidad socialista y, en 
general, a enderezar estudios e investigaciones sobre la verdadera entidad y 
dimensión del sistema de Derecho socialista. 
No sería inocuo recordar que es precisamente en estos contextos, en que empieza a 
pensarse seriamente en la vida académica, en investigaciones jurídicas que desbordan 
los estrechos límites del normativismo anterior y alcanzan pretensiones 
multidisciplinarias, sociales, con un ademán rigurosamente científico, que conduce 
incluso a que por primera vez, justamente en torno al año l988-89, la Academia de 
Ciencias de Cuba incorpore en su plan de investigaciones, un llamado Problema 
Principal referido, precisamente y no por gusto, al Perfeccionamiento del sistema de 
Derecho Socialista.  
Por supuesto que el primer problema que debía afrontar aquel movimiento era, 
precisamente, la delimitación del alcance de lo que podíamos entender como Sistema 
de Derecho Socialista. Ciertamente, autores en el mundo que nada tenían que ver con 
el llamado ―socialismo real ‖ admitían la presencia y singularidad de dicho sistema.263 
Del campo socialista, especialmente de Europa del Este, llegaba una literatura casi 
siempre cargada de una retórica apologética y con pocos elementos de rigor científico. 
De hecho, los atisbos al respecto se limitaban a las indagaciones valederas, y aun 
rigurosas, sobre el  pensamiento de los clásicos del marxismo, especialmente de 
Lenin, sobre este problema de la existencia, connotación y alcance de la noción 

Sistema de Derecho Socialista                                                                                                  
De hecho la supuesta singularidad de tal sistema de Derecho estaba dependiendo más 
de un determinado contenido, de una particular axiología que subyaciera en sus                                                        
regulaciones, que de los propios elementos técnico-formales e incluso históricos que 
inspiraban al sistema.  

                                                                                                                                                                                              

algunas asignaturas como el Derecho Romano, la Filosofía del Derecho, el Mercantil etc. y otras perdían extensión y 

profundidad. Por suerte esta situación comenzó a ser rectificada desde los primeros años de la década de los 70 y al 

fundarse el Ministerio de Educación Superior en l976 se procedió de inmediato a la confección de un plan de estudios 

con pretensiones científicas y pedagógicas, que fue llamado Plan A, al cual siguió en l980 el Plan llamado B, y a éste 

el C, actualmente en vigor como Plan C perfeccionado. 
 
263 A nadie cabrán dudas de que la mayoría de los comparativistas contemporáneos                              admitían la existencia 

de un llamado sistema de Derecho Socialista. Algunos como Boris Nolde hablaban del sistema que llamaron soviético. 

Autores nada sospechosos de izquierdismo marxista como Pierángelo Catalano, en varios trabajos sobre los sistemas de 

derecho y el sistema romano o latino, ha insistido en considerar al sistema socialista como un sistema per se, al cual incluso, 

en uno de sus mejores trabajos al respecto, llegó a calificar como sistema en desarrollo o ampliación. 
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Realmente, a las dificultades naturales para caracterizar un sistema jurídico, se suman, 
cuando se trata del sistema socialista, otras especiales, derivadas de varios factores, 
entre ellos: a) el hecho incuestionable de que el sistema jurídico socialista es de muy 
reciente surgimiento, entendido en su dimensión mundial, y se mantuvo siempre en                                                               
constante proceso de configuración y completamiento, lo cual hacía y hace muy difícil 
hablar del mismo como un fenómeno social y técnico terminado y completo; b) la 
extraordinaria diferencia observable entre los ordenamientos jurídicos de los distintos 
países socialistas de Europa del este, resultantes algunos de diferentes tradiciones 
jurídicas y, c) las más extraordinarias diferencias entre esos países socialistas de 
Europa y los de Asia.  
Quizás por esa razón, algunos autores hayan preferido hablar del sistema soviético y 
no del sistema socialista, asumiendo al soviético como matriz de lo que se dibujó 
como, o pretendió ser, un sistema de derecho per se. 
Ahora bien, tanto el sistema soviético como el de otros países socialistas europeos y 
el nuestro mismo, tenían, como ya he dicho, una indeleble marca de estructuración 
romano-francesa. El problema entonces de la caracterización del sistema de derecho 
socialista, se plantea  en los términos siguientes: ¿Qué variación sustancial introdujo 
el proceso revolucionario como para permitirnos asegurar que estábamos o estamos 
ante un nuevo sistema jurídico? O ¿ En qué se separó ese proceso de la médula 
estructural y doctrinal del sistema romano? 
Por supuesto que la empresa de construcción de una nueva sociedad, el montaje de 
nuevas relaciones sociales de producción, la liquidación de las relaciones económicas 
capitalistas y su paso a relaciones de fundamento socialista, originó lo que en la 
literatura socialista de Europa del este se ha denominado siempre como un nuevo tipo 
de Derecho. Pero esta categoría alude, como saben los familiarizados con la doctrina 
socialista de Europa, a la raíz de clase que predomina en un ordenamiento jurídico; 
define e identifica las relaciones sociales de producción que ese ordenamiento jurídico 
protege e impulsa, pero ello, por supuesto que no resulta suficiente para caracterizar 
en toda su integridad a un sistema de Derecho. 
Doy por descontado que la caracterización clasista, o política, o político-económica a 
que se refiere la categoría tipo de Derecho, no puede ser ni remotamente desechada. 
El profesor yugoslavo Bojrislav Blagojevic afirmaba que para la justa 
conceptualización de un sistema jurídico, desde un punto de vista marxista, era 
preciso tener en cuenta al tipo de derecho de que se trataba, esto es que, ―El derecho 
debe ser considerado en relación y en dependencia con la organización económica y 
social de los diferentes estados.‖ Pero reducir la caracterización de un sistema de 
Derecho sólo al ámbito de la                                                                                                                      
definición a que alude el llamado tipo de derecho, nada nos adelantaría 
científicamente, puesto que nos llevaría a la admisión de que en el mundo antes de la 
caída del campo                                                        socialista --o incluso después--sólo 
ha habido  dos tipos de derecho: el derecho capitalista y el derecho socialista y, 
evidentemente, aunque esta afirmación sea verdad, está muy lejos de ser toda la 
verdad, y no arroja ninguna luz sobre la diversidad de sistemas jurídicos que existen o 
existieron recientemente en el mundo. 
¿Cuánto fue impactado de la estructura técnico-formal del sistema romano como 
consecuencia del proceso revolucionario? ¿Cuánto pervivió del sistema romano y las                                                       
grandes transformaciones sociales, cuando se manifestaron jurídicamente, 
significaron apenas simples adecuaciones dentro del mismo sistema jurídico? Son 
éstas, a mi juicio, algunas de las grandes interrogantes que no han sido rigurosamente 
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afrontadas por la ciencia jurídica actual, ni en la óptica histórica ni en la de los 
comparativistas. 
Quiero dejar claro que durante esas primeras décadas revolucionarias a que estoy 
aludiendo se produjeron visibles transformaciones en distintas ramas del Derecho, y 
de modo desigual entre ellas; que hubo cambios esenciales en las nociones 
fundamentales de lo que suele llamarse el Derecho Político; que se afectaron puntos 
de vista incluso sobre las fuentes del Derecho y que llegaron a surgir nuevas ramas 
del Derecho, en tanto otras desaparecían o enflaquecían hasta el punto de ser 
desestimables. 
Sin embargo, nada de esto ocurrió a través de un proceso rectilíneo, sino todo lo 
contrario: en ocasiones se avanzó hacia una verdadera absorción estatal de toda la 
vida jurídica, es decir, hacia un exacerbado iuspublicismo, como ocurrió de modo 
patente en los primeros años de la década de los sesenta. Fueron éstos momentos en 
los que, incluso en el plano doctrinal, llegó a defenderse que el mismo Derecho 
Laboral fuera sólo parte del Derecho Administrativo, en tanto se pretendió que las 
relaciones jurídicas del Estado absorbente, frente a los particulares, constituían el 
centro y casi la única dimensión del Derecho. Es el momento en que surgen nuevas 
ramas jurídicas como el llamado Derecho Económico, que viene a suplantar en gran 
medida al Derecho Mercantil y, paralelamente, enflaquecen o desaparecen ramas 
completas como el aludido Derecho Mercantil, o Comercial, el Derecho Financiero, el 
Derecho Fiscal, el Hipotecario, etc. 
Ante ese proceso que, repito, lejos de ser rectilíneo y homogéneo, fue contradictorio y 
zigzagueante, es muy difícil encontrar una brújula seria para lograr precisiones 
científicas en función de constantes técnicas, estructurales y de orientación formal del 
ordenamiento jurídico hacia nuevos rumbos. 
Hay que decir con toda sinceridad que en ocasiones se impusieron y predominaron 
posiciones doctrinales y técnicas que lejos de ser avanzadas y progresistas quedaron 
muy rezagadas de las antes contenidas en el sistema romano-francés. De hecho el 
desarrollo técnico-doctrinal alcanzado por nuestro Derecho, a la sombra de los 
modelos hispánicos y francés, era mucho más orgánico, avanzado y riguroso que el 
que disponía la técnica y la tradición jurídica soviética y de otros países del campo 
socialista. En esas condiciones, inevitables mimetismos e influencias procedentes de 
Europa del Este, lejos                                                             de impulsar nuestras 
soluciones jurídicas a niveles más elevados, lo que hacían era retrasarlas y 
minorizarlas. 
Por ello he sostenido la necesidad de indagar en matrices ordenadoras 
correspondientes a espacios mayores que el ofrecido por los elementos técnico-
jurídicos formalmente entendidos. Ha faltado, a mi juicio --y ello obliga a encaminar 
hacia ese costado las indagaciones--la comprensión multívoca del Derecho, 
apreciándolo como componente del proceso societario, en íntima vinculación con la 
esfera ideológica, ética y cultural en general, es decir, ampliando la consideración de 
los elementos clasificadores del sistema más allá de las áreas jurídicas, de la zona que 
los alemanes llaman el Rechtkreise, para indagar en el espacio mayor de lo cultural, en 
el ámbito que ellos llaman del Kulturkreise. Normalmente no se ha considerado, a mi 
juicio, con todo énfasis, el contenido ético como factor caracterizante del sistema, 
dentro del amplio sentido de lo cultural. 
Por supuesto que no se me escapa que la primera y mayor dificultad para la 
integración de un aparato ético sistemático, dentro del ordenamiento jurídico 
socialista, estriba en lo que advirtiera el mismo Carlos Marx en la Crítica al Programa de 
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Gotha, cuando significara que, en lo que él llamó la primera fase de la sociedad 
comunista, lo que hoy calificamos de socialismo, reina la desigualdad y declara que, 
por eso, ―...el derecho igual sigue siendo aquí en principio, el derecho burgués...En el 
fondo es, por tanto, como todo derecho, el derecho de la desigualdad...Pero estos 
defectos son inevitables en la  primera fase de la sociedad comunista, tal y como brota 
de la sociedad capitalista después de un largo y doloroso alumbramiento.‖264                                                          
Sin embargo, creo que si no abandonamos el contenido no sólo deontológico que 
debe tener el Derecho, sino además su necesario contenido teleológico, podemos 
asumir que                                                           
no obstante esa limitación apuntada por el mismo Marx, el derecho de la llamada etapa 
socialista debía estar integrado en torno a un aparato ético que sirviera de alternativa 
radical al egoísmo, al individualismo y al patrimonialismo con que siempre hemos 
caracterizado al Derecho burgués 
Quisiera además significar que la eficacia de ese sentido ético transformador del 
ordenamiento jurídico, con su carga inevitable de coactividad y represión estatal, es 
sólo alcanzable mediante su inserción consecuente en una base de cultura 
concomitante. Al respecto quisiera recordar la atinada y agudísima observación del 
Cro. Armando Hart,                                                        quien afirmó que ―Cuando se 
impone una línea política sin un fundamento cultural (y podría agregar ahora que 
cuando se impone una normativa jurídica sin ese fundamento cultural) por muy justa 
que sea teóricamente, el resultado no es revolucionario sino, precisamente, lo opuesto 
a lo que se decía pretender.‖265 
En esa línea de reflexión quisiera apuntar que basta la más rápida indagación sobre la 
evolución del pensamiento político cubano y las ideas jurídicas que han alentado en 
todo  
el proceso revolucionario para advertir que, en medio de asechanzas y tendencias de 
desviación, por encima de mimetismos e influencias foráneas, ha predominado la 
esencia de un fuerte núcleo ético que hunde sus raíces en la tradición revolucionaria 
cubana más auténtica. En efecto, desde los primeros conatos de integración de 
nuestra nación, a partir de la configuración de la nacionalidad cubana, el pensamiento 
político se caracterizó, de modo muy fuerte, por su búsqueda de consagración y 
legitimación jurídica. No me estoy refiriendo exclusivamente a las Constituciones y 
legislaciones mambisas, que son elocuente expresión de esa voluntad y esa 
concepción, sino incluso, más atrás, al pensamiento germinador de hombres como el 
Padre José Agustín Caballero y más específicamente el Presbítero Félix Varela. 
Medardo Vitier apunta atinadamente que sin perder realismo y sin abandonar una 
posición pragmática, en Varela se descubre un vuelo que salta por encima de lo 
circunstancial que aconseja el interés inmediato, para sostener un modelo abstracto y 
paradigmático que se asienta en una valoración global de la política y del hombre, en 
torno a un claro entendido ético irrenunciable.266   
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El liberalismo que está presente en el pensamiento político y iusfilosófico de Varela es, 
sin duda, de signo progresista, avanzado. Los que han visto en el pensamiento de 
Varela sólo la impronta del del individualismo dieciochesco, sin atinar a calcular su 
dimensión epocal, han mutilado el juicio que merece ese gran fundador. Lo cierto es 
que  el liberalismo original era, en aquellos momentos, la expresión de la corriente 
más avanzada y progresista, alzada contra las viejas trabas y consideraciones 
feudales. El individualismo de hondo sentido kantiano, era a su vez la manifestación 
más pura de un núcleo ético que estaba en la base de todo el pensamiento iluminista. 
El individualismo de aquellos momentos no puede confundirse con el egoísmo 
ulterior, propio del desarrollo del sistema capitalista, sino que aquel descansa en la 
racionalidad del hombre, en la doctrina de los derechos naturales, supuestamente 
inmanentes al ser humano, y en la virtud como expresión de esa individualidad que se 
integra en la sociedad civilizada y armónica. 
Quiero entonces subrayar que fueron esas ideas éticas, humanistas e iluministas las 
que                                                           alentaron, con mayor o menor exageración, en la 
obra constitucional de Guáimaro y hasta en la más realista y sopesada de Jimaguayú y 
la Yaya, y que están presentes, como leit motiv absoluto, en la filosofía de la vida y de 
la sociedad de nuestro José Martí. Siempre he insistido en la existencia de un cierto 
hilo conductor, en la cultura cubana, entre esas ideas y ese aparato ético que se 
reacomoda, se completa y se perfecciona, pero que nunca desaparece. Como juego de 
la casualidad, Varela muere en el mismo año en que nace Martí. Y el segundo es 
esencialmente el continuador, perfeccionador y completador del núcleo ético del 
primero. 
La revolución victoriosa el 1ro de enero de 1959 --se ha repetido muchas veces --
resultó entonces la culminación de un proceso centenario, y se montó en un aparato 
ideológico y ético que también era natural continuación de esa lucha centenaria y se 
inspiraba en esa tradición profundamente humanista. 
Esto determinó algo importante para la comprensión del sistema jurídico e incluso del 
sistema político cubano:  que el proceso histórico de avance hacia la configuración de 
una sociedad socialista se apoyó, no tanto en fórmulas librescas y en importadas 
consideraciones prácticas propias de Europa del Este, sino que fue, en la mayoría de 
las soluciones, natural desembocadura de ansias populares, de ancestrales exigencias 
y conquista de derechos que se asentaban en una escala de valores que tenía una 
profunda raigambre humanista. 
Por eso creo que no es exagerado decir que en toda esa legislación antes aludida, que 
fue brindando forma al pretendido nuevo sistema de Derecho socialista, primó, 
sustancialmente, no tanto una nueva raíz técnica, ni nuevos principios doctrinales, 
sino un nuevo ideario humanista, un núcleo ético que era paradigmáticamente 
alternativo al egoísmo, individualismo y patrimonialismo que habían dominado el 
contenido del derecho anterior. No se trata de que ello se expresara con mayor o 
menor perfección e incluso galanura en los Por Cuantos de las nuevas leyes o en las 
fundamentaciones de otras disposiciones jurídicas, sino que dichas disposiciones 
suponían siempre un inequívoco contenido teleológico en el que era fácil advertir un 
rumbo de igualdad social, justicia social y, al paralelo, dignificación del hombre;  
reivindicación de la soberanía popular; preservación de la nacionalidad; búsqueda y 
plasmación de lo que exalta la solidaridad humana, incluso a escala internacional, y 
levanta un internacionalismo, no sólo ―proletario‖, sino particularmente 
tercermundista; se articula, en varias ramas del Derecho, una clara tendencia de 
legitimación del trabajo como mérito y valor principal y redimensión social del hombre. 
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Me parece evidente que al finalizar la  década de los 70 se han desdibujado algunos                                                              
elementos del sistema jurídico romano-francés, sin que haya desaparecido el mismo como 
caracterizante del sistema cubano, pero se ha ido formando, como elemento definitorio de su 
sentido novedoso, un nuevo aparato ético, y una nueva axiología jurídica que se va 
vislumbrando, no obstante evidentes tendencias pragmatistas y utilitaristas.                                                             
Ese conato de sistema de derecho socialista ha surgido, quisiera insistir en ello, en medio de 
una situación pugnaz en que se enfrentaba la poderosa técnica romano-francesa con 
mimetismos procedentes de Europa del Este, puesto que no me atrevo a afirmar que el 
enfrentamiento fuera con una técnica jurídica novedosa propia del campo socialista. En 
realidad, salvo espacios muy específicos como el Derecho Económico y quizás algunos 
elementos del Agrario, la técnica jurídica del campo socialista de Europa nunca alcanzó los 
niveles de desarrollo que tiene, en el plano doctrinal y científico,  el sistema romano francés. 
De tal modo el enfrentamiento casi siempre se expresó en términos muy simples: de un lado 
lo que para algunos eran reminiscencias técnicas del viejo derecho que debíamos suprimir 
absolutamente --con evidente olvido de los inalterables principios y valores científicos y 
técnicos de ese Derecho--frente a un simplón pragmatismo que nada podía enseñarnos. 
A ello se unía, como caldo de cultivo especial y tendencia favorecedora de los aludidos 
mimetismos y vulgarizaciones, la fuerza enorme que seguía teniendo entre nosotros el 
normativismo kelseniano. 
Tan importante ha sido su presencia y su huella en la historia jurídica cubana y también en la 
que cubre los cuarenta años de la Revolución, que me parece insoslayable detenerme en 
ella para algunas consideraciones. 
 Para los medianamente enterados del curso de las ideas jurídicas queda claro que una de 
las corrientes iusfilosóficas más poderosas de la contemporaneidad ha sido la del 
normativismo fundado por Hans Kelsen y conocida como Escuela de Viena o de la Teoría 
Pura del Derecho.267 El gran maestro austriaco, imbuido del espíritu cientificista del 
positivismo, se propuso encontrar un lugar y una explicación al Derecho, desligados de toda 
mistificación iusnaturalista. En ese camino elabora, desde 1911, su teoría pura del Derecho. 
Para Kelsen el derecho es un conjunto normativo, un sistema de normas y no de hechos 
naturales, ni siquiera sociales. El Derecho es norma y sólo norma. Por eso afirma:  
"Cuando nosotros consideramos a la ciencia jurídica como una disciplina normativa, necesita 
esta caracterización ciertas restricciones para evitar una posible tergiversación. El carácter 
normativo de la Ciencia del Derecho se revela, negativamente, en que los acontecimientos 
que corresponden al mundo del Ser no tienen que ser explicados por ella, es decir, en que no 
es una disciplina explicativa; y positivamente, en que tiene por objeto normas de las cuales --
y no de la vida real, sometida a la Ley de Causalidad--se derivan sus conceptos jurídicos 
propios."268 
Y lo cierto es que Kelsen era poco leído y menos entendido a cabalidad, no obstante lo cual 
muchos seguían lo que constituía el lado cómodo de su doctrina o de sus conclusiones 
doctrinales, esto es, despojar al Derecho de su contenido axiológico, de su contenido social y 
separar radicalmente los conceptos de Derecho y Justicia. 
A lo que me estoy refiriendo es a la manquedad teórica y jusfilosófica de reducir el                                                            
Derecho a sólo un sistema o un esqueleto normativo sin carne ni nervios vivos. Entonces, 
interpretar las normas jurídicas es tanto como reducirse a su comprensión lógico-dogmática, 
intentar desentrañar la lógica interna de la norma, en la urdimbre de su entrelazamiento 
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vertical y horizontal con otras normas; reducir la creación jurídica a sólo una artificiosa 
estructura normativa que debía ser, en lo interno, consecuente con el sistema normativo. Y 
lamentablemente olvidar que el Derecho es un regulador volitivo social; que constituye 
siempre la voluntad estatal de un determinado querer o un determinado deber ser, de 
inevitable contenido social, y no comprender que esas normas se realizan para una sociedad 
viva, de hombres vivos, con propósitos que son de forma inequívoca sociales, casi siempre 
económicos, las más de las veces políticos, y que  siempre expresan un paradigma 
conductual que la sociedad protege porque forma parte de su sistema de valores mas 
protegidos. 
Y debo mencionar que en el espacio académico esa adhesión al normativismo kelseniano 
tuvo una resonancia reproductora. Se enseñó, durante más de tres décadas, fieles al 
normativismo, sólo legislación positiva, ramplona legislación positiva y nada de Derecho, 
entendido por tal un conjunto doctrinal, teórico, trascendente y, por ello mismo, y únicamente 
por ello, científico. 
Esa adhesión casi hipnótica a Kelsen deriva, siempre lo he sostenido, de hondas causas 
sociales e ideológicas. En la sociedad explotadora la doctrina kelseniana devenía un blando 
comodín para ejercer el derecho ( todos, abogados, jueces, fiscales) sin sentirse maculados 
por sus injusticias notables, que repugnaban la más elemental posición, no dígase ya radical, 
revolucionaria, sino incluso cristiana o simplemente humanista. 
Entonces Kelsen se convertía en un acomodo maravilloso: que el derecho tuviera muchas 
injusticias no era cuestión de los juristas, de los abogados, porque todo eso era meta jurídico. 
Esas responsabilidades y cuentas se pasaban a los políticos, los economistas, los filósofos. 
El jurista, devenido simple normatólogo, se sentía protegido en su estructura normativa fría, 
formal, sin carne ni nervio social ni político. Por supuesto, en el alivio estaba también la 
alienación. El jurista- normatólogo se colocaba cada vez más ajeno a los ideales que un día 
quizás lo impulsaron a una carrera, a una profesión altamente social y comprometida. 
El marxismo, al cual tantas declaraciones de adhesión hicimos desde la promulgación del 
carácter socialista de la Revolución, en el plano jurídico no supo enfrentar adecuadamente al 
normativismo kelseniano. Se han escrito decenas de obras y centenares de artículos acerca 
de este particular.269 Sin embargo, el amargo saldo es irrecusable: el marxismo practicado en 
Europa del Este, en el ámbito del Derecho, se enfrentó apenas verbalmente al normativismo 
kelseniano, incluso integró una retórica antinormativista,  pero de hecho, en el fondo, muchas 
veces siguió prisionero de sus límites, y particularmente en el ámbito de la enseñanza del 
Derecho, de la vida académica. 
La razón de esta manquedad histórica habría que encontrarla en las tendencias dogmáticas, 
reduccionistas y formalistas que predominaron en las Ciencias Sociales en Europa del Este, 
y particularmente en la ausencia de elaboración de una metodología marxista desde la 
perspectiva iusfilosófica. No se olvide que uno de los corolarios del nihilismo jurídico a que 
antes aludía fue el abandono de la enseñanza de la Filosofía del                                                         
Derecho en nuestras aulas universitarias, desde 1963 hasta que hace apenas unos años se 
reimplantó, con el conocido como nuevo Plan de estudios C 

Sin embargo, desde el centro de tales conjuntos contradictorios se afrontó tempranamente 
una fructífera labor legisferante que estaba enderezada, conscientemente, a articular un 
nuevo sistema de Derecho y, sobre su sólida base, un genuino y democrático Estado de 
Derecho. 

                                                        
269

 Al respecto puede verse, por su sentido de resumen y la abundante bibliografía que ofrece sobre el tema, la obra 

de Oscar Correas, Kelsen y los marxistas. Editora Coyoacán, México, 1994 
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Referencia a la producción legislativa de la etapa de provisionalidad. 
 
Sin dudas que la producción legislativa de esta etapa es el resultado de las ingencias 
materiales e ideológicas de tan complejos momentos y de cierta manera estuvo 
siempre vinculada a un visible propósito o voluntad institucionalizadora. 
En ocasiones se ha descrito el proceso de institucionalización jurídica a partir del 
texto constitucional de l976. Esto no es erróneo desde el punto de vista de la 
estructura lógico-formal del sistema jurídico, es decir, desde una percepción 
kelseniana del mismo, pero es inexacto desde el punto de vista histórico. En realidad 
ese proceso comenzó algunos años antes, exactamente en abril de l968, cuando se 
constituyó, a nivel del Comité Central del Partido, la Comisión de Estudios Jurídicos, 
presidida por el inolvidable dirigente comunista Blas Roca, y cuya comisión comenzó 
a trabajar en l969. 
En esa Comisión se agruparon juristas de casi  todos los sectores del país, incluida 
una fuerte representación de la vida académica, y se abordó el análisis de todo el 
sistema jurídico. Prueba de su amplísimo espectro de dedicación es el número y la 
calidad de los proyectos de leyes u otras normativas jurídicas que se estudiaron y 
prepararon en unos pocos años: 
En esa Comisión de Estudios Jurídicos se agruparon juristas de casi  todos los 
sectores del país, incluida una fuerte representación de la vida académica, y se abordó 
el análisis de todo el sistema jurídico. Prueba de su amplísimo espectro de dedicación 
es el número y la calidad de los proyectos de leyes u otras normativas jurídicas que se 
estudiaron y prepararon en unos pocos años: 
Creación del Registro de Población y de Identidad, (l97l) 
Reestructuración del Consejo de Ministros y creación de su Comité Ejecutivo,(l972) 
Ley de Organización del Sistema Judicial, (l973). 
Ley de Procedimiento Penal.(l973). 
Ley aboliendo el ejercicio privado de la abogacía y estableciendo los Bufetes 
Colectivos.(l973) 
Preparación de la experiencia del Poder Popular en Matanzas.(l973) 
Ley de Procedimiento Administrativo.(l974) 
Ley de Maternidad (l974). 
Código de Familia, (l975) 
Ese trabajo tuvo como centro, por supuesto, la preparación del proyecto 
constitucional de l976, sobre el cual daremos algunas referencias un poco más 
adelante, pero se mantuvo o hasta se incrementó después de la promulgación de la 
conocida como Constitución Socialista de l976. Algunas disposiciones notables de 
ese segundo momento legislativo fueron: 

La Ley de la División Político Administrativa del país. (l976). 
La Ley Electoral, (l976) 
Ley de la organización de la Administración Central del Estado.(l976). 
Establecimiento de los principios fundamentales del sistema de dirección de la 
economía.(l976) 
Nueva Ley del Sistema Judicial.(l977). 
Nueva Ley de Procedimiento Penal.(l977) 
Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral. (l977).                                                    
Ley de la Protección del Patrimonio Nacional.(l977). 
Código de la Niñez y la Juventud.(l978) 
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Código Penal de l979. 
Quisiera significar que este proceso legislativo fue sólo el inicio de una actividad que 
ulteriormente se vertebra y estructura orgánicamente a través de la Asamblea Nacional 
del Poder Popular y sus distintas comisiones permanentes, particularmente la 
Comisión de Asuntos Constitucionales y Jurídicos. 
El rasgo más relevante de ese trabajo legislativo es, sin dudas, la altísima 
participación del pueblo en la discusión y aprobación de esas legislaciones, en todas 
las cuales se registran verdaderas consultas populares a través de las organizaciones 
sociales y de masas. 
Sin embargo, ese sentido plebiscitario adquirió su nivel más alto durante la discusión 
de la Constitución de l976. Ese proyecto constitucional fue debatido por el pueblo 
reunido en sus diferentes organizaciones y en cada centro de trabajo.  Participaron en 
las aludidas discusiones  6,216,981 ciudadanos, que propusieron un total de 12,883 
enmiendas al proyecto originalmente presentado; sugirieron 2,343 adiciones al mismo, 
las cuales fueron apoyadas por 9l,86l votos, amén de otros 64,020 votos que se 
otorgaron a otras propuestas. 
 

La Constitución de 1976 y su significado histórico ulterior. 
 
La entrada en vigor de la Constitución Socialista de l976 marca un hito esencial en la 
historia política y jurídica contemporánea de Cuba y, por supuesto, en su proceso 
institucionalizador. Esa Constitución no sólo consagra en su parte dogmática las 
grandes conquistas sociales, políticas y económicas logradas durante los años del 
poder revolucionario, sino que articula, en su parte orgánica, al nuevo aparato del 
poder, conocido como Poder Popular y que había sido ensayado en la provincia de 
Matanzas en años anteriores.  
Creo que los juristas cubanos tenemos ya el deber, desde la perspectiva de cuarenta años      
de historia comprometida, de examinar con pupila crítica y despejada aquella ingente y 
soberbia obra legislativa, despojando ese análisis de retóricas superficiales o vacías. 
Ante todo me queda claro que en esa obra jurídica estuvo la innegable impronta de aquel 
mencionado líder marxista, de erigen obrero, autodidacta, de singular experiencia militante y 
de apasionada vocación jurídica, que fuera Blas Roca. Es a mi juicio evidente que él imprimió 
a la mayoría de aquellos textos legales su visión proletaria, radical, popular, desenfadada, 
auténtica, despejada de artificialismos y formalismos. Quizás Blas no conoció en toda su 
hondura iusfilosófica a Kelsen, pero no me cabe dudas de que su fino instinto político le hico 
rechazar el formalismo kelseniano y propender a una legislación empapada de compromiso 
social, político, económico y ético. 
Sin embargo, hora va siendo de que examinemos también, con igual pupila crítica, otros 
costados de esa legislación que se crea en los primeros años de actuación de la Asamblea 
Nacional del Poder Popular (ANPP). Creo que tendremos que admitir entonces que la misma 
fue hija de una tendencia marcadamente iconoclasta en relación con las tradicionales 
técnicas jurídicas y especialmente las que forman el núcleo orgánico del sistema romano-
francés. El abandono de esas técnicas y de esa organicidad condujo en muchísimas 
ocasiones a que se formaran legislaciones faltas de estructuración científica,  organicidad, y 
de la vertebración coherente,  que es inmanente al Derecho como sistema normativo. De 
aquellas corrientes llenas de pasión y cargadas de buenas intenciones, pero ajenas muchas 
veces a los requerimientos técnico-jurídico, salió muchas veces una obra legislativa sin 
escuela, sin doctrina previa, puramente operativa, pragmática o, peor aún, más o menos 
burdamente copiada de otras legislaciones semejantes del campo socialista de Europa del 
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Este, en el cual la consagración del sistema jurídico era mucho más pobre que entre 
nosotros, y la formación histórico-doctrinal estaba absolutamente rezagada en relación con 
nuestra tradición jurídica. 
Estos rasgos que estoy apuntando se expresaron en los más sutiles intríngulis técnicos de 
cada rama y cada institución jurídica, pero también en la asunción de una terminología que 
quiso reaccionar contra "el lenguaje jurídico tradicional", y al hacerlo echó por la borda un 
sistema de semiótica científica, unos códigos de técnica de valor universal, que al ser 
abandonados creaban verdaderos desconciertos en lo que es, pese a algunos, una Ciencia, 
una Ciencia Social, la Ciencia del Derecho. Además de que en ocasiones, como 
consecuencia de tales adulteraciones y vulgarizaciones terminológicas, se perdieron los 
contornos de las instituciones jurídicas y de las formas tradicionales de su regulación.. 
Algunas de las legislaciones señaladas estuvieron menos impactadas por estos defectos que 
otras. En muchos casos, legislaciones posteriores a la obra de esa Comisión de Estudios 
Jurídicos, fueron más afectadas por esa falta de adscripción doctrinal a determinadas 
posiciones técnicas, como es el caso, a mi modesto entender, de nuestro Código Civil, lleno 
de debilidades e insuficiencias, que se advierten, a veces dramáticamente, en la misma 
medida en que constatamos que abandona, incomprensiblemente, sin justificación ética ni 
política, los esquemas técnicos y científicos del sistema romano-francés e incluso  del 
Derecho Romano clásico, para seguir, con igual falta de justificación, modelos de Europa del 
Este muy deficientes e  intranscendentales. 
Queda claro entonces que no se trataba de revolucionar el Derecho, sino de algo que 
tendremos que admitir tristemente: de una influencia foránea que poco nos ayudó en este 
terreno de la estructuración jurídica de nuestra sociedad.                                                     
Después de constituida la Asamblea Nacional del Poder Popular, aquella febril labor 
legisferante no se detuvo sino que se canalizó a través del nuevo órgano legislativo, de 
nuestro Parlamento. 
En realidad esa obra escapa ya de los límites programáticos de nuestro texto, pero 
queremos mencionar sólo sus líneas de avance más esenciales y algunos de sus 
nudos contradictorios más significativos. 
A las legislaciones ya antes  aludidas se sumaron otras de sentido importante y 
general, como fueron, para sólo citar algunos ejemplos, la nueva Ley de Procedimiento 
Civil, Administrativo y Laboral; el Código de Vialidad y Tránsito; El Código de la Niñez y la 
Juventud, el Código del Trabajo, y en l987  el nuevo Código Civil, con el que se salía del 
imperio jurídico, en el campo civil, del viejo código español de l889. Mención especial 
merece la promulgación, en l988, de la Ley 62, que deroga o subroga, según distintas 
posiciones doctrinales, al Código Penal de l984 y que fue aprobado en medio de un 
profundo movimiento político, además de jurídico, de ―despenalización” 
Al iniciarse la década de los 80 pese a la voluntad de articular un sistema orgánico de 
derecho, se ha creado una sensible dispersión jurídica, una evidente desarticulación 
entre distintas ramas del Derecho y en ocasiones entre normas sustantivas y adjetivas 
y, sobre todo, se padece la evidente yuxtaposición entre normas, y hasta visibles  
contradicciones de fondo, derivadas de la proliferación jurídica y la falta de 
organicidad en la promulgación de nuevas disposiciones, especialmente de las que 
están jerárquicamente por debajo de la ley. La proliferación de esas normas menores 
fue realmente asombrosa. A ello contribuía también la puesta  en función del llamado 
Sistema de Dirección y Planificación de la Economía (SDPE). La excesiva centralización 
que impuso dicho sistema, y su alto ingrediente burocrático propiciaron aún más la 
exuberancia legislativa. Se ha llegado a afirmar que a las alturas de l986 el número de 
disposiciones generadas por el SDPE pasó de l00, 000 normas relacionadas con las 
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regulaciones del consumo; llegó a una cifra semejante en relación con los precios 
mayoristas y minoristas y a varios miles de normas de Derecho Laboral. 
Sin embargo, de lo que no cabe dudas es de que se vivía un proceso de búsqueda 
consciente de articulación de un sistema jurídico nuevo y coherente. Al mismo tiempo 
se pretendía avanzar y fortalecer la funcionalidad del sistema político, aunque en 
ocasiones se impusieran criterios burocráticos e inmovilistas. Cuánto hubiera 
demorado conseguir los límites mínimos de perfeccionamiento, particularmente del 
sistema jurídico, y cuánto hubiera sido necesario avanzar para sacar el 
funcionamiento del sistema político de sus empantanamientos burocráticos, y todo 
ello en medio de las problemáticas económicas del país, es algo siempre conjeturable. 
Pero no desmiente la voluntad política de conseguir tanto la organicidad del sistema 
jurídico, cuanto la viabilidad del sistema político y el reforzamiento de los consensos 
en torno al mismo. 
Es precisamente en esos contextos que se inicia el conocido como proceso de 
rectificación de errores y tendencias negativas, que tuvo impactos importantes en el 
esfuerzo de consagración de la sistematicidad jurídica y en la estructura y 
funcionalidad del sistema político, aunque aparentemente ninguna de estas cuestiones 
era objetivo, al menos directo, de dicho proceso. 
A mi juicio ese proceso  no podría ser entendido unilateralmente puesto que, a mi 
modo                                                          
de ver, sólo se explica y puede visualizarse como un proceso multívoco, con 
proyección política y económica y con consecuencias no sólo en estas dos esferas de 
la vida sino también en la ideología, el Derecho y otras dimensiones espirituales de la 
sociedad cubana. 
Ahora quisiera apuntar que el impacto principal del proceso pareció dirigirse, al menos 
inicialmente, contra el Sistema de Dirección y Planificación de la Economía, pero las 
primeras medidas al respecto condujeron a determinadas consecuencias jurídicas que 
afectaron no sólo las ramas del Derecho directamente vinculadas con las esferas de la 
producción y la comercialización, sino que tuvo influencias más mediatas en el 
Derecho Laboral, e incluso en el mismo Derecho Penal. 
Al abrirse paso ese proceso, que siempre tuvo límites y bordes un tanto desdibujados, 
se iban esclareciendo lentamente rumbos políticos que se separaban de los esquemas 
dogmáticos del Este europeo; se potenciaba el papel de la ideología en la 
construcción del modelo socialista aspirable, y al paralelo, el significado y el papel del 
Partido en la dirección de la nueva sociedad. Como siempre, en todo proceso 
institucionalizador o desarticulador de una institucionalización anterior, hay siempre 
un  núcleo duro referido a la determinación del poder político. En este caso es 
evidente que se trataba de un proceso de doble corriente: de un lado encaminado a 
reivindicar la dirección y el poder en manos de la dirigencia partidista y las fuerzas 
populares y sustraérselo a  la tecnocracia que se había formado particularmente en 
torno a JUCEPLAN ( Junta Central de Planificación de la Economía) y de otros 
ministerios de la administración central del Estado. De otro lado, era la visible 
reivindicación de métodos y estilos auténticos, ajenos a las formalidades y 
burocratismos de importación. 
Por supuesto, en todo el proceso las medidas más directas e inmediatas estuvieron 
encaminadas a rectificar disfunciones del modelo de dirección económica que se 
articulaba sobre matrices dudosas y con evidente menoscabo del papel de la 
conciencia y la ideología en el montaje de la nueva sociedad, lo que suponía, por 
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supuesto, la subordinación de la dirección política, partidista, a las técnicas, principios 
y supuestas leyes económicas. 
Sin embargo, por inevitable causalidad social, lo que se avanzaba en el terreno de los 
esclarecimientos de rumbos estratégicos y hasta tácticos, e incluso lo que se 
adelantaba  
en resultados económicos y sociales inmediatos actuaba, de consuno, abriendo una 
nueva crisis en el sistema jurídico y erosionando también al sistema político.270 
Por supuesto que la nueva reestructuración del sistema jurídico suponía la 
determinación de nuevos pivotes conceptuales esenciales y dependía, en medida 
absoluta, de las redefiniciones económicas que se venían haciendo, sin perjuicio de 
algunas revalorizaciones éticas y de la misma recomposición del sistema político. En 
relación con éste último y esa aludida recomposición, quiero insistir en que, a mi 
juicio, los cambios que se producían no eran tanto referidos a la desaparición de 
algunos organismos como la misma JUCEPLAN, o la disminución del desempeño de 
otros, sino a la reconsideración del papel del partido y de las organizaciones sociales 
en la nueva sociedad; a la reconsideración del funcionamiento de los órganos 
estatales sobre viejas premisas de funcionalidad basada en la participación activa de 
la ciudadanía, y la revalorización total de los condicionantes espirituales en la toma de 
las decisiones históricas del pueblo. 
En cuanto al sistema jurídico hay que señalar que, desde mi percepción, no hubo una 
inmediata preocupación por su recomposición o reordenamiento, después de las 
erosiones y fracturas que se derivaron de las inmediatas medidas del proceso de 
rectificación de errores y tendencias negativas, pero lógicamente iba avanzando la 
comprensión de que se hacía necesario reorganizar todo el sistema porque ya 
empezaba a advertirse su falta de organicidad y, con ello, de verdadera funcionalidad. 
Y precisamente, cuando la reestructuración económica, política y jurídica estaba en 
fase de búsqueda y tanteo, se produce el derrumbe del muro de Berlín, la caída del 
campo socialista, la desarticulación de la URSS y, con todo ello, el llamado por 
muchos ―efecto 89‖. 
Cuando la dirigencia del país buscaba una forma de vertebración de la economía que 
no desnaturalizara la esencia ética de la nueva sociedad que pretendía erigirse, 
conjugándose con una conducción económica de eficacia y  productividad, es que se 
produce el aludido derrumbe del modelo socialista europeo.  
externas.  
En cualquier circunstancia, es preciso consignar que nunca estuvo ni ha estado  en el 
pensamiento de la dirección de la  revolución la adopción de alternativas que 
supusieran la declinación de la soberanía y de la libre voluntad popular de avanzar 
hacia una sociedad alternativa al capitalismo. Las consecuencias económicas del 
derrumbe del campo socialista son bien conocidas y sobre ellas se ha escrito 
abundantemente. No tanto se ha brindado semejante consideración a sus  impactos 
jurídicos sobre el país.  

                                                        
270

 Sobre el sentido del concepto crisis, hago mía la posición asumida por Juan Antonio Blanco en su libro, Tercer 

Milenio, una visión alternativa de la posmodernidad. Al respecto dice Juan A. Blanco, “ Se acostumbra erróneamente a 

atribuir al concepto crisis una connotación de desenlace unívoco, irreversible y a menudo apocalíptico. Crisis, sin 

embargo, no es sinónimo de nada parecido; se refiere mas bien al período en que un modelo o sistema muestra el 

agotamiento en su capacidad de responder con eficacia a los retos que está llamado a resolver...” Ob. Citada. Pág. 3-

4. Ediciones Acuario, Habana, l995. 
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De forma muy esquemática podría decir que esos impactos en el sistema jurídico 
fueron y siguen siendo en importante medida polifacéticos y multidireccionales, y a 
ellos se condicionan, por supuesto, los desafíos de Cuba para el tercer milenio. En 
resumen apretado podría significar los siguientes puntos de atención:  
El país se ve obligado a una reinserción económica en un mundo de unipolaridad 
política pero de extraordinaria competitividad ínter capitalista, que se organiza a través 
de la formación de poderosos bloques y paralelas tendencias de globalización 
económica planetaria. Esta situación obliga a abordar, tanto desde el punto de vista de 
la formación de los nuevos juristas, cuanto de la recalificación de los actuales, así 
como del complementamiento legislativo, todo lo referente al replanteamiento de  
nuevos espacios jurídicos totalmente abandonados o subestimados, relativos al  
espectro de la gestión empresarial y su organización; a la economía de mercado y sus 
mecanismos e instituciones; a los financiamientos internacionales, los sistemas 
crediticios internacionales, bolsas de valores, etc. 
Esa situación provoca inmediatas consecuencias en la economía interna, con los 
consiguientes impactos jurídicos: se hace indispensable pasar a articular nuevos 
sujetos económicos, especialmente los correspondientes a la inversión de capital 
extranjero y hasta los que se derivan de la gestión económica individual o familiar, 
llamados en Cuba trabajadores por cuenta propia. 
La necesaria capacidad competitiva a que se ve compelido el país obliga a revalorizar 
las relaciones laborales y, con ello todo lo referente al Derecho Laboral. Los déficits 
presupuestarios, por demás, influyen en la necesidad de eliminar los subsidios 
empresariales y, por esa vía, también afectan las anteriores concepciones laborales 
paternalistas, amén de que conducen a consecuencias importantes en relación con la 
naturaleza y el alcance de la seguridad social, anteriormente brindada sin ninguna 
cortapisa. 
El país se ve obligado a girar hacia la implementación de medidas que alivien los 
aludidos déficits presupuestarios y se abandona el anterior régimen de gratuidades, 
que incluso habíase sedimentado en forma de valores en el consenso ciudadano, y se 
tienen que inaugurar  nuevas medidas y normas  fiscales, sin apoyo ni experiencia 
jurídica anterior. De hecho tiene que resurgir el Derecho Fiscal, sin contar con que se 
hace indispensable desenvolver los contenidos del Derecho Financiero. 
Sin embargo, los impactos jurídicos no se reducen a estos ámbitos puramente 
económicos o de relación muy directa con la economía: la depresión económica ha 
creado especiales situaciones criminógenas y es preciso ser sensibles a tales 
condicionantes, lo cual no significa que necesariamente la solución de esos 
problemas se encuentre en el camino de la represión penal. En ese sentido, la apertura 
del turismo ha permitido y propiciado el surgimiento de conductas que habían 
desaparecido absolutamente de la sociedad cubana, como la prostitución, el 
proxenetismo, manifestaciones incipientes de consumo de drogas, e intentos de 
introducir  las mismas en  redes clandestinas de comercialización vinculadas al 
aludido turismo; reaparición de tendencias al juego con interés económico, etc 
El país, bajo la dirección del Partido ha reaccionado enérgicamente contra esas lacras 
y al iniciarse el año 2003 hemos empezado una batalla de toda la sociedad cubana 
contra las drogas y otras lacras y corruptelas que estaban poniendo en peligro la 
seguridad nacional, como afirmara el Comandante Fidel Castro en su discurso de toma 
de posesión en la nueva legislatura de la Asamblea Nacional en marzo del mencionado 
año 2003. 
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La descompensación entre la oferta y la demanda originó un fuerte proceso 
inflacionario, especialmente en el ámbito de los productos ofertados en el mercado 
negro o en la economía sumergida, que se sostiene en buena medida mediante el flujo 
de bienes en que interviene siempre alguna acción ilegal y hasta delictiva, en las 
cuales se ha comprometido a grandes sectores de la población, sí  bien no siempre 
como comisores, al menos como receptores y, en cierta medida, cómplices. Esta 
situación afecta no sólo a la formulación jurídica penal de esas conductas y su 
tratamiento, sino de modo más directo al de las relaciones civiles --incluida la 
estimulación laboral--y algo más importante, la esencia ética del proceso político 
cubano y de sus protagonistas. 
Las relaciones mercantiles han ampliado sus esferas y espacios, y exigen 
reacondicionamientos de determinadas instituciones del Derecho Civil, especialmente 
en todo lo relacionado con los contratos, las garantías, los derechos de los 
consumidores etc. 
Las relaciones jurídicas trabadas en torno a los fundos agrícolas se han complicado 
de modo especial, particularmente con la existencia de las llamadas UBPC (Unidades 
Básicas de Producción Cooperativa) que exigen nuevas consideraciones jurídicas no 
sólo referidas a la propiedad de la tierra y los instrumentos de trabajo, sino a la 
refacción de las cosechas, los créditos y todo lo relativo al acopio y comercialización 
de los productos agrícolas. 
Como ya he dicho, estas situaciones son pluridimensionales y pluridireccionales, es 
decir, actúan en diferentes dimensiones de la sociedad y en una dialéctica muy rica, de 
modo que en ocasiones algunas de dichas situaciones son efecto de algunos 
fenómenos visibles y, al mismo tiempo devienen causa de otros o efectos invertidos, 
incluso en otras esferas de la vida social. 
A su vez, una correcta comprensión sobre las medidas económicas y jurídicas 
adoptadas en el período especial por la dirección estatal y partidista de Cuba, exige 
tener una clara idea sobre dos particulares no siempre bien asumidos por los analistas 
extranjeros: 
Ante todo, que la crisis económica ha sido afrontada bajo la voluntad política de 
conservar, a toda costa, la médula de justicia social que caracterizó al régimen cubano 
en todo el proceso revolucionario y, particularmente en los momentos de su 
configuración como alternativa económica y política. Ello es tanto como decir que esa 
crisis ha sido afrontada con medidas que en todo caso han evitado asumir las políticas 
de choque de corte neoliberal. Ello condujo a la extensión de los subsidios --no sólo 
salariales, sino de presupuestos empresariales y de precios a productos 
preferenciados por su importancia social--que en cierta medida agudizaron la 
situación financiera del país en los primeros años del periodo especial, ahondando el 
abismo existente entre la demanda solvente y la exigua oferta de productos y 
servicios. Por supuesto que tal política, asumida como craso error por algunos 
economistas, nacionales y extranjeros, constituía sin embargo la audaz posibilidad de 
sostener e incluso ampliar los consensos políticos de respaldo al régimen. Lo 
contrario podría haber supuesto un acierto más o menos relativo en la restringida 
esfera financiera, o hasta económica en general, pero a costa de la enajenación del 
consenso político. 
Las medidas jurídicas adoptadas no han sido copiosas ni notables. En general se han 
reducido a unas pocas esferas jurídicas específicas: primero que todo a la 
correspondiente a una mejor gestión empresarial en las nuevas condiciones de 
inversión extranjera, lo que condujo a que el viejo Decreto-Ley 50, de15 de febrero de 
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l982, fuera enriquecido con la promulgación de la nueva Ley para la Inversión 
Extranjera,  (Ley 77 de diciembre de 1995) que puede constituir un instrumento eficaz 
para organizar e impulsar dichas inversiones, por demás crecientes, no obstante el 
acoso de la administración norteamericana y la aprobación de la Ley Helms-Burton. En 
general se ha avanzado lentamente, pero considero que con aplomo, en lo referente a 
las marcas y patentes y la protección de los derechos autorales. Sin embargo, 
seguimos valiéndonos del viejo Código de Comercio español, de finales del siglo 
pasado, que por increíble paradoja no había sido nunca abrogado, lo cual permitió que 
en las nuevas condiciones pudiera ser retomado con absoluta legitimidad formal. 
En la rama del Derecho Civil algunos podrán sentirse tranquilos porque se dispone de 
un Código que no es demasiado viejo ( Ley No. 89 de octubre de l987 ). Sin embargo, 
siempre he considerado que ese cuerpo legal tuvo un pecado original : abandonó en 
grandísima medida los patrones, principios y matrices del viejo sistema de derecho 
romano-francés y copió instituciones y soluciones de países de Europa del Este, por 
supuesto con muy poco desarrollo científico y doctrinal, lo cual ha hecho del Código 
un cuerpo defectuoso, débil, doctrinalmente inconsecuente y, a mi juicio,  incapaz de 
servir medularmente a los reacomodos jurídicos que imponen las nuevas condiciones 
económicas y sociales del país. 
En el campo del Derecho Financiero, Fiscal e incluso en el Laboral se han establecido 
algunas modificaciones y se han creado nuevas disposiciones, particularmente en las 
dos de las primeras ramas jurídicas aludidas, pero considero que también se ha ido 
avanzando sin sistematicidad, sin lo que los viejos juristas llamaríamos, ―escuela 
doctrinal ‖, sino más bien implementando soluciones específicas ante problemas 
concretos, con un pragmatismo que nunca es aconsejable. Por supuesto que todo 
esto se explica fácilmente si no perdemos de vista que durante muchos años esas 
ramas jurídicas habían brillado por su ausencia en Cuba, tanto en lo que a legislación 
o derecho positivo se refiere, cuanto en sus elaboraciones teóricas o doctrinales y, por 
supuesto, algunas ni eran enseñadas en las universidades del país. 
En términos entonces de una gran generalización podría afirmar que el sistema 
jurídico cubano sufrió y padece ahora, después del derrumbe del campo socialista, un 
nuevo impacto que lo coloca en situación francamente transicional y de crisis, en la 
dimensión que ya aplicamos a este término. Las afectaciones que se habían producido 
con ocasión de las políticas de rectificación de errores y tendencias negativas se 
vieron aumentadas no sólo por el reflejo en el ámbito económico y social de la crisis 
estructural del país, sino además porque el mismo sistema jurídico se convulsionó, en 
alguna medida porque muchas disposiciones quedaron inaplicables y obsoletas, en 
tanto se abrieron nuevos espacios de desregulación jurídica, creados por situaciones 
económicas y sociales que no habían podido ser previstas en la legislación hasta 
entonces dictada. 

Por supuesto que la suerte del sistema jurídico al respecto está íntimamente vinculada con el 
rumbo y la capacidad de desarrollo que adquiera el modelo económico que se vaya 
perfilando en el país, sin que con ésto esté afirmando que el sistema jurídico es incapaz, por 
si mismo, de afrontar y resolver determinados retos y desafíos en las nuevas circunstancias 
históricas en que vive Cuba.  
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